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    Capítulo I


    Derecho Administrativo


    Actos de la Administración Pública


    Acto Administrativo


    Importación. Multa por infracción aduanera. Prescripción. Causales de suspensión. Dictado de Resolución que aplica la multa con anterioridad a la fecha de prescripción. Notificación posterior a dicha fecha. Validez del acto administrativo. Diferencia con eficacia del acto administrativo.


    El acto administrativo sólo puede producir sus efectos propios a partir de la notificación al interesado y la falta de notificación dentro del plazo de prescripción para que la sanción sea aplicada no causa la anulación del acto en tanto no hace a su validez sino a su eficacia.


    Bossi y García S.A. (TF 5932 - A) c/ Dirección General de Aduanas.


    B. 1229, L. XLIII, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Validez del Acto Administrativo que dispuso la baja de un agente militar.


    Un mero error de cita normativa carece de entidad suficiente para que de ella pueda derivarse la nulidad de lo resuelto por la autoridad militar. El decreto 1496/92 (art. 2°) faculta al Jefe del Estado Mayor General del Ejército a fijar anualmente las vacantes de ascensos y eliminaciones del personal militar y a dictar las normas atinentes al funcionamiento y la evaluación del personal por parte de las Juntas de Calificación.


    Frallonardo, Roberto Eduardo c/ Ministerio de Defensa (Ejército Argentino) s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad.


    F. 745, L. XLII, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Acto de Gobierno o Político


    Designación de profesores regulares universitarios. Procedimiento de selección. Concurso. Impugnación de Resoluciones. Acto administrativo. Procedencia recurso extraordinario.


    La designación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente no admiten, en principio, revisión judicial por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad, salvo en aquellos casos en que los actos administrativos impugnados en el ámbito judicial sean manifiestamente arbitrarios. La designación de docentes constituye un procedimiento administrativo en el que intervienen distintos órganos, cada uno de los cuales manifiesta su voluntad y emite actos independientes encaminados a la conclusión del procedimiento. El ordenamiento también es muy claro en cuanto a los distintos pasos que se deben cumplir para poder realizarlas: el Consejo Directivo de cada facultad llama a concurso, designa el jurado que va a intervenir en el mismo y propone al Consejo Superior -según el dictamen del jurado que intervino- las designaciones correspondientes; este órgano superior es el que tiene la atribución, entre otras, de designar a los docentes propuestos. Considero que cada uno de estos actos son preparatorios e independientes y que tienen su régimen recursivo o impugnatorio específico, necesarios para que el Consejo Superior dicte el acto que pone fin al concurso. Las resoluciones del Consejo Superior no son nulas, dado que cumplen todos los requisitos de validez del acto administrativo.


    Boeris, Mónica Alejandra s/ Recurso Art. 32 Ley 24.521


    B. 9, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contratos Administrativos


    Contratos en Particular. Concesión de Servicio Público


    COMFER. Competencia otorgada por Ley 22.285. Medida Cautelar innovativa para operar provisoriamente una estación de radiodifusión sonora. Medidas cautelares. Finalidad.


    Las medidas cautelares tienen naturaleza instrumental y accesoria, pues no constituyen un fin en sí mismas, sino que tienden a posibilitar el cumplimiento de la sentencia definitiva a dictarse en el juicio principal. Su finalidad no es lograr el objeto perseguido en la demanda de manera anticipada, sino asegurar la eficacia de la sentencia y, asimismo, son eminentemente provisionales y pueden ser solicitadas o dejadas sin efecto en cualquier momento, o incluso ser ampliadas, mejoradas o sustituidas, a pedido del deudor o del acreedor (conf. arts. 202 y 203 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).


    Matus Asón, Francisco Javier c/ Comité Federal de Radiodifusión s/ Medida cautelar.


    M. 953, L. XLIII, 07 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Pretensión de nulidad de resolución del Ente Nacional Regulador de la Electricidad (Enre). Multa por suspensión de campaña de medición de la tensión. Incumplimiento de la distribuidora. Facultades sancionatorias propias del ente. Marco regulatorio de la energía eléctrica.


    El perjuicio sufrido por el usuario no resulta un criterio que deba ser considerado para aplicar la multa por incumplimiento del deber de efectuar las campañas de medición, habida cuenta de que si no se efectúa el control de la calidad del producto técnico, resultará imposible determinar tal perjuicio y, en consecuencia, tampoco se podrá definir la sanción que le correspondería aplicar a la distribuidora por apartamiento a la calidad del producto técnico ni, obviamente, se contará con la información necesaria para compensar a quienes sufrieron daños o sobre costos. No empece a ello la circunstancia de que la resolución impugnada haya dispuesto que el monto de las multas se destinará a todos los "usuarios activos" de la distribuidora, sin precisar que se hubiera verificado un daño o sobre costo en algún usuario en particular como consecuencia de la conducta de la distribuidora, pues la sanción se aplicó por incumplimiento al deber de efectuar la campaña de medición, en cuyo supuesto, las multas no deben pagarse a los usuarios perjudicados sino al ENRE, quien luego las distribuirá a los usuarios afectados. Al prescindir de las consecuencias que acarrea el incumplimiento de la distribuidora, el a quo ha omitido aspectos transcendentes del caso y no ha considerado que el acatamiento de los actores del sistema eléctrico a las disposiciones legales es un deber que permite llevar adelante los fines para los cuales ha sido instituido el marco regulatorio de la energía eléctrica. Esta conclusión se reafirma cuando se advierte que la correcta interpretación del objetivo de la aplicación de sanciones económicas por parte del Enre es orientar las inversiones de la distribuidora hacia el beneficio de los usuarios, en el sentido de mejorar la calidad en la prestación del servicio público de electricidad. Es decir, aun cuando se considere que el incumplimiento de la distribuidora está relacionado con la desobediencia a un acto esencialmente formal y sin importancia transcendental para los usuarios, no cabe prescindir de que la falta incurrida cobra relevancia cuando la conducta de la distribuidora impide que se haga efectiva o frustra de manera absoluta el ejercicio de las facultades sancionatorias propias de la entidad, cuyo respeto por parte de la distribuidora, hace al correcto funcionamiento del sistema y constituye una ineludible obligación para ella. Toda vez que ha quedado demostrada la materialidad de la infracción, la conclusión del a quo acerca de que resultaba necesario para su configuración la existencia de un daño o sobre costo de algún usuario, implica una indebida interpretación del marco regulatorio de la energía eléctrica en el que el Enre sustenta su derecho.


    Edesur S.A. c/ Resolución 176/05


    E. 236, L. XLIII, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Empleo Público


    Modalidades de contratación de la Administración Pública. Régimen de contrataciones de personal especializado. Servicios personales destinados a desarrollar estudios, proyectos y/o programas especiales. Vínculo jurídico expresamente excluido del régimen laboral privado. Reglamentación de derechos constitucionales. Potestad del Congreso. Facultades reglamentarias delegadas en el Poder Ejecutivo de la Nación. Decreto 92/95. Constitucionalidad.


    Es potestad del Congreso reglamentar el ejercicio de todos los derechos constitucionales y, en particular, de legislar sobre las modalidades de contratación de la Administración Pública, ya sea tanto en lo que concierne a los diferentes tipos de contratos que aquélla puede celebrar para satisfacer sus necesidades como en lo que respecta a la regulación a la que estarán sometidos estas relaciones jurídicas. Desde esta perspectiva, nada hay de reprochable en que el legislador faculte al Poder Ejecutivo Nacional a disponer un régimen de contrataciones de servicios personales destinados a desarrollar estudios, proyectos y/o programas especiales y que disponga expresamente que tal régimen estará excluido de la ley de contrato de trabajo, sus normas modificatorias y complementarias (art. 15 de la ley 24.447, incorporado como art. 47 de la Ley 11.672 Complementaria Permanente de Presupuesto [t.o. 1999], vigente al momento de los hechos del sub lite). Máxime cuando esta exclusión del régimen laboral privado fue adoptada por una norma de igual jerarquía, por el órgano constitucionalmente habilitado para ello y sin que responda a motivos discriminatorios o descalificantes de la decisión.


    Kandel, Vanesa Judith c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo


    K. 113, L. XLI, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contrato de locación de obra municipal. Estabilidad en el empleo público. Alegada privación de jurisdicción laboral. Inexistencia de arbitrariedad. Cuestión de derecho público local.


    Por principio, las decisiones en materia de competencia no habilitan el recurso extraordinario por no constituir sentencia definitiva; al igual que no lo autorizan las relativas a la admisión de los recursos locales por tratarse de cuestiones de derecho público local e índole procesal; tanto más cuando la decisión atacada no deniega el fuero federal, pues la recurrente reclama la jurisdicción laboral ordinaria de la Provincia. Por lo demás, los agravios esgrimidos bajo la alegación de que irrogan perjuicios irreparables no distan de ser dogmáticos o hipotéticos, lo que obsta a su admisión; defecto que no suple la invocación de un supuesto de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Toda vez que en el proceso es parte el gobierno de un municipio de la Provincia de San Juan y se han puesto en tela de juicio actos administrativos de uno de sus órganos, como es la rescisión de un contrato dictada por funcionarios de dicha jurisdicción, los que habrán de ser examinados y revisados por el juez que deba solucionar el pleito a la luz del derecho público local, no se advierte que la resolución que entiende que es incompetente el juez laboral para entender en el caso resulte irrazonable ni suscite un supuesto de privación de justicia o un perjuicio de dificultosa o imposible reparación ulterior.


    Ramet, Miguel c/ Municipalidad de Rawson s/ Apelación de auto interlocutorio


    R. 1440, L. XLII, 19 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Empleo público. Ley 20.744. Fraude laboral. Despido injustificado. Indemnización. Régimen de pasantías. Precedentes: "Gil c/ U.T.N." (Fallos: 312:245), “Galiano” (Fallos: 312:1371) y "Leroux de Emede" (Fallos: 314:376). Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso.


    La Corte tiene dicho que las decisiones judiciales no son factibles de ser revisadas por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48 cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común o procesal, las cuales constituyen materia propia de los jueces de la causa, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad. Sin embargo, el recurso deducido resulta procedente, pues la sentencia de la Cámara -que entiende que se halla configurado un supuesto de fraude laboral y despido injustificado- omite el tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas por la recurrente que son conducentes para la correcta solución del litigio, afectando así sus derechos de manera sustancial. El tribunal apelado no formuló en su sentencia consideración alguna respecto del ordenamiento que la demandada invocó como aplicable al caso, en particular el art. 2°, inc. a, de la ley de Contrato de Trabajo, que excluye de su ámbito a los dependientes de la Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal, excepto que "... por acto expreso se los incluya en la misma o en el régimen de las convenciones colectivas de trabajo...". Esta disposición y las demás normas cuya aplicación solicitó la demandada en su apelación por tratarse de una relación de empleo público, debieron ser examinadas previamente por el tribunal, pues la calificación de fraude laboral que emplea a fin de admitir la pretensión indemnizatoria de la actora no parece apta para provocar el desplazamiento de las normas de derecho público oportunamente invocadas cuando ellas resultan aplicables, ni para alterar la naturaleza de la relación. Las aseveraciones de la Cámara acerca de que no existe relación alguna entre la formación académica de la actora y el sistema de pasantías sólo constituyen meras afirmaciones dogmáticas que no alcanzan para concluir que el vínculo entre ambas partes quedó comprendido en el régimen laboral que contempla la ley 20.744 con sus modificatorias, máxime cuando no ha sido materia de debate que originariamente se empleó el régimen de pasantías y luego se suscribieron sucesivos contratos de locación de servicios temporarios, ni que una de las partes es una persona de derecho público. El fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa por lo que corresponde su descalificación con arreglo a la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias, pues media en el caso la relación directa e inmediata entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48). Corresponde hacer lugar a la queja interpuesta, dejar sin efecto la sentencia apelada en cuanto fue materia de recurso extraordinario y devolver las actuaciones al tribunal de procedencia a fin de que dicte una nueva conforme a lo expuesto.


    Serial, María Alejandra c/ Universidad Nacional de Quilmes s/ Despido


    S. 740, L. XLII, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Reclamo por incorporación al salario con carácter remunerativo de rubros suma fija no remunerativa e inestabilidad de residencia. Pago retroactivo. Liquidación del crédito: régimen de consolidación e intereses.


    La Corte en fecha reciente, si bien en relación a suplementos análogos otorgados al personal de la Policía Federal, dijo que, dado el explícito reconocimiento de la naturaleza remunerativa y bonificable de los adicionales por "inestabilidad de residencia" y "suma fija no remunerativa", a partir del 01/01/03, por el decreto n° 103/03, no se advierten razones que justifiquen apartarse de tal criterio para los períodos anteriores a esa fecha. A la luz de lo reglado por el decreto n° 102/03, que igualmente incorpora esos conceptos al haber del personal de la Prefectura Naval comprendido en las leyes 18398 y 12992, también a partir del 01/01/03, aquél temperamento resulta referible a los rubros aquí contendidos; máxime, atendiendo a lo expresado en Fallos: 323: 1076 y sus citas; entre varios otros, invocado, por otra parte, en uno de los considerandos del decreto aludido supra.


    Sisi, Rodolfo Agustín c/ Estado Nacional y/o Ministerio de Defensa Naval s/ Reintegro de haberes


    S. 329, L. XLIV, 19 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Estabilidad en el empleo público: derecho relativo. Precedente “Madorrán”.


    La presentación extraordinaria de la actora no se sustenta como es menester, pues se limita a cuestionar los argumentos de la a quo referidos a la aplicación del Estatuto de 1991, dejando subsistente el que interpreta que, aun de encuadrarse la relación en el contexto del derecho administrativo o admitirse la aplicabilidad del Estatuto de 1976, el proceder de la Entidad bancaria resulta compatible con el alcance conferido por la Corte Suprema a la garantía del artículo 14 bis de la Constitución Nacional. Los jueces se pronunciaron sobre el alcance que cabía acordar a la estabilidad propia calificándola como un derecho relativo y que, en cuanto tal, admitía su restricción en supuestos excepcionales; tales como la modificación o supresión de estructuras o de unidades de personal. Desde esa perspectiva, ponderaron que la reorganización administrativa constituía una causa legítima de extinción de la relación de empleo, con una justa indemnización compensatoria, incluso en el caso de los empleados públicos, aspecto éste que, según indican, se encuentra probado en autos y no fue cuestionado por la actora al recurrir, quien se limitó dogmática y genéricamente a reiterar el planteo referido a la estabilidad constitucional.


    Garaventa, Liliana Dora c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires s/ despido


    G. 873, L. XLII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Parte General. Forma


    Forma de los contratos administrativos: requisito esencial de existencia. Contratos celebrados por la Administración Pública y Entidades Estatales: principio de legalidad. Validez y eficacia de los contratos de la Administración Pública. Formalidades exigidas por las disposiciones legales pertinentes.


    La prueba de la existencia de un contrato administrativo se halla íntimamente vinculada con la forma en que dicho contrato queda legalmente perfeccionado. Cuando la legislación aplicable exige una forma específica para la conclusión de un determinado contrato, dicha forma debe ser respetada pues se trata de un requisito esencial de su existencia. Esta condición, que se impone ante las modalidades propias del derecho administrativo, concuerda con el principio general también vigente en derecho privado en cuanto establece que los contratos que tengan una forma determinada por las leyes no se juzgarán probados si no estuvieren en la forma prescripta. En materia de contratos públicos, al igual que en los demás ámbitos en que desarrolla su actividad, la Administración y las entidades estatales se hallan sujetas al principio de legalidad, en cuya virtud se desplaza la regla de la autonomía de la voluntad de las partes, en la medida en que somete la celebración del contrato a las formalidades preestablecidas para cada caso y el objeto del acuerdo de partes a contenidos impuestos normativamente, sobre los cuales las personas públicas no se hallan habilitadas para disponer sin expresa autorización legal. La validez y eficacia de los contratos de la Administración Pública se supeditan al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposiciones legales pertinentes, en cuanto a la forma y los procedimientos de contratación.


    Rotamund S.R.L. c/ Secretaría de Estado de Cultura de la Nación s/ Cobro de sumas de dinero.


    R. 990, L. XLII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    La forma como prueba de la existencia de un contrato administrativo.


    La prueba de la existencia de un contrato administrativo se halla íntimamente vinculada con la forma en que dicho contrato queda legalmente perfeccionado. Cuando la legislación aplicable exige una forma específica para la conclusión de un determinado contrato, dicha forma debe ser respetada pues se trata de un requisito esencial de su existencia. La validez y eficacia de los contratos de la Administración Pública se supeditan al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposiciones legales pertinentes, en cuanto a la forma y los procedimientos de contratación. La incorrecta apreciación de las circunstancias comprobadas de la causa, así como la falta de tratamiento de cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio, omitiendo además la aplicación de las normas de derecho administrativo referentes a la supuesta contratación invocada por la actora, todo ello con grave afectación al derecho de defensa en juicio, determinan la admisión del recurso con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, habida cuenta de que media en el caso nexo directo e inmediato entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48).


    Ingeniería y Asistencia Técnica Argentina Sociedad Anónima de Servicios Profesionales c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos.


    I. 44, L. XLII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Dominio Público


    Dominio Público en Particular. Dominio Público Terrestre. Universidades Públicas. Bienes del Estado Afectados a la Prestación de Servicios Públicos


    Demanda del Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejercito) contra la provincia de Córdoba. Pretendida inconstitucionalidad de la ley 8.253 de Córdoba y del decreto reglamentario 1.312/99. Ley 24.049. Transferencia de los servicios educativos nacionales a los Estados provinciales. Bienes libres de todo gravamen. Registración completa del bien sin reserva ni aclaraciones. Propiedad de la provincia de Córdoba.


    La ley 24.049 facultó al Poder Ejecutivo Nacional a transferir a las provincias y a la ex Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, los servicios educativos administrados en forma directa por el Ministerio de Cultura y Educación y por el Consejo Nacional de Educación Técnica, así como, las facultades y funciones sobre los establecimientos privados reconocidos. Asimismo, el art. 2° de esa ley prevé que los requisitos específicos de las transferencias se establecerán mediante convenios a celebrarse entre el Poder Ejecutivo Nacional y cada una de las jurisdicciones, en los que se acordará toda otra cuestión no prevista en la ley de acuerdo a las particularidades de cada jurisdicción. Dichos convenios serán refrendados según la normativa vigente en cada una de las jurisdicciones, por medio de las legislaturas provinciales. Finalmente, el art. 5 dispone que la transferencia de los servicios educativos a cada una de las jurisdicciones comprenderá los bienes libres de todo gravamen afectados al Ministerio de Cultura y Educación y al Consejo Nacional de Educación Técnica, a saber: a) el dominio y todo otro derecho que el Gobierno Nacional tenga sobre los bienes inmuebles y sus accesorios, cualquiera sea el origen de sus derechos, con destino actual o previsto para establecimientos educacionales y organismos de apoyo al sistema educativo; b) los bienes muebles de todo tipo, incluyendo equipos, semovientes y elementos de uso y consumo regular, c) la documentación y todo- otro antecedente relativo a los inmuebles y muebles transferidos que sean de utilidad a las jurisdicciones receptoras; d) los contratos de locación de cosas, obras y servicios, sin perjuicio de las adecuaciones contractuales necesarias a fin de mantener la continuidad de los servicios. Sobre estas bases, el Estado Nacional y la Provincia de Córdoba suscribieron el convenio de transferencia de los servicios educativos nacionales que fue aprobado por la ley local 8.253, cuya cláusula vigésimo-tercera establece: "La Nación cede, transfiere y otorga la posesión a partir de la fecha de la efectiva transferencia a la provincia de todos los bienes inmuebles y muebles que sean registrables o no que estén afectados o prevista su afectación a los servicios educativos transferidos, al igual que todos los derechos de cualquier naturaleza y origen que sobre ellos tenga, libres de todo tipo de gravámenes y/o deudas sin que ello implique ni genere a favor de la Nación derecho a reclamar pago o compensación alguna. A tales efectos la Nación realizará por su cuenta y cargo en el plazo perentorio de ciento ochenta (180) días a partir de la presente, la transferencia de titularidad de dominios en debida forma, y sus correspondientes inscripciones en los respectivos registros, de todos los bienes muebles e inmuebles registrables" cualquiera sea el origen de sus derechos, que tenga destino actual o previsto para establecimientos educacionales y/u organismos de apoyo al sistema educativo que sean objeto de la transferencia prevista en la ley 24.049. En caso contrario la provincia iniciara tales gestiones y/o tramites, todo ello a exclusivo cargo de la Nación”. Por otra parte, en el Anexo I de dicho convenio se identifican los establecimientos a transferir, donde bajo el N° 18 se especifica el Colegio Nacional, que es el que aquí se cuestiona, sin que surjan reservas o indicaciones en cuanto a que el predio en cuestión se encuentre dividido en tres fracciones. En tales condiciones, la pretensión del actor de que las fracciones no destinadas a servicios educativos deben ser del dominio del Estado Nacional (Ejército Argentino), no puede prosperar, toda vez que la transferencia del inmueble fue completa y sin ningún tipo reservas o aclaraciones en cuanto su extensión. Además, constituiría una actitud contraria a lo estipulado en el convenio que celebró con el Estado provincial. No se verifica que las normas locales cuya constitucionalidad aquí se cuestionan, hayan excedido los parámetros establecidos en la ley nacional 24.049 o sean contrarias a la Constitución Nacional.


    Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/ Córdoba, provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    E. 77, L. XXXVII, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Uso del Dominio Público. Uso Especial. Concesión de Uso


    Reliquidación de regalías hidrocarburíferas. Excepciones de falta de legitimación pasiva y activa. Excepción de caducidad del derecho. Prescripción. Precedente “Cadipsa S.A.”. Ausencia de recaudos legales para la reducción de regalías. Rechazo del planteo de inconstitucionalidad de la resolución 7/91 de la Secretaría de Combustibles.


    En los contratos regidos por las disposiciones de la ley 17.319, el porcentaje que corresponde abonar en concepto de regalías es del 12% del valor "boca de pozo". Ese porcentaje es abonado por los concesionarios mensualmente y admite reducciones que van hasta el 5% según las circunstancias que se enumeran en el art. 59. Para su consideración se requieren pasos ineludibles: a) petición del interesado que acredite fehacientemente la razón de su solicitud, y b) resolución del Poder Ejecutivo a propuesta -no por decisión- de la autoridad de aplicación. Esto es, el otorgamiento de una disminución en el pago de las regalías no opera de oficio y siempre tiene lugar en etapas posteriores a la contratación. Nunca puede pretenderse racionalmente que acontezca durante el proceso licitatorio, lapso en el cual se dictó la circular 5/90. Como se desprende de la transcripción que se realizó de dicha circular, el fundamento invocado en ella se refiere a las atribuciones otorgadas al Subsecretario de Energía en el art. 15, inc. c), del decreto 1055/89 y a lo dispuesto en su art. 5°, normas sobre cuya base dudosamente se podría sustentar la tesis de las demandadas y justificar la reducción del porcentual de las regalías. En efecto, en la primera de las disposiciones citadas se alude a un marco de atribuciones específicas acotado a la fijación de las modalidades de pago del tributo, y en la segunda, se consagra el pago de lo que se denomina "derecho de explotación". Así pues, se crea un mecanismo de adjudicación al que deben someterse los oferentes en el concurso en el cual se privilegia "a la empresa que ofrezca el mayor monto en concepto de derecho de explotación" (inc. a). Ese derecho -sigue la norma- estará determinado por "las reservas remanentes y las inversiones realizadas en el área" (inc. b), el cual "se efectuará al contado, antes de ingresar al área, al Tesoro Nacional, el que liquidará un 4% al Estado Provincial correspondiente en concepto de regalías" (inc. c). Cabe agregar que el pago del "derecho de explotación" se efectúa en el momento de abrirse el concurso y por una sola vez. Dicha carga difiere conceptual y temporalmente de las regalías. En efecto, éstas suponen que el concesionario ha obtenido la producción de hidrocarburos y se calculan sobre bases notoriamente diferentes (art. 61 de la ley 17.319 y capítulo II del decreto 1671/69). Por lo tanto, el llamado "adelanto de regalías" no convierte a la exigencia contemplada en el decreto 1055/89 en tal. La decisión del Estado Nacional de disponer a favor de las provincias respectivas el 4% de su monto importa la consideración de cuestiones de oportunidad y conveniencia en el marco de las políticas institucionales que lo vinculan con los demás integrantes del sistema federal, lo que resulta totalmente ajeno al concesionario. Por lo tanto, mal podría fundarse una decisión acerca de las regalías en textos citados por la circular 5/90, por lo que ésta configura un acto viciado en su causa insusceptible de generar derechos.


    Formosa, provincia de c/ Tecniagua S.A. y otros (Estado Nacional) s/ Cobro de suma de dinero.


    F. 480, L. XXXVIII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Organización Administrativa


    Control de la Administración Pública. Control Externo. Control Judicial de la Administración Pública


    Acceso a la información pública de organismo gubernamental. Decreto 1172/2003: régimen para el acceso a la información pública del PEN. Resoluciones conjuntas 1/2008 y 3/2008. Procedimiento de tramitación de las denuncias por incumplimiento de las obligaciones previstas en el decreto.


    El objeto de la demanda se circunscribió a que se obligue a la UPERDIS a informar sobre determinadas solicitudes de antecedentes y registros y no a que se cumpla con la ley 24.308- habiendo sido respondido con la información suministrada por el organismo requerido. Cualquier otra exigencia o petición, como la referida al alegado incumplimiento del art. 16 de la ley 24.308 o a la insuficiencia o inexactitud de la información pedida, no sólo excedería el motivo de la litis sino que trataría sobre irregularidades cuyo análisis debe llevarse a cabo mediante otras vías procedimentales pertinentes, previas al eventual examen del órgano judicial. En el Reglamento General del Acceso a la Información Pública para el Poder Ejecutivo Nacional, aprobado por el art. 4° del decreto 1172/03, se especifica que ante el silencio o la respuesta ambigua, parcial o inexacta por parte de un requerido, la vía a seguir por el solicitante insatisfecho es la del amparo por mora prevista en el art. 28 de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos -art. 14- La autoridad de aplicación con el cargo de verificar y exigir el cumplimiento de las obligaciones establecidas es la Subsecretaría para la Reforma Institucional y Fortalecimiento de la Democracia de la Jefatura de Gabinete de Ministros (art. 18) y la Oficina Anticorrupción del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos es la encargada de recibir, formular e informar las denuncias con relación al incumplimiento del régimen (art. 19).


    Fundación Poder Ciudadano c/ Ministerio de Trabajo (UPERDIS) s/ Amparo Ley 16.986.


    F. 64, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de apelación contra actas de inspección de la AFIP. Conflicto interadministrativo. Conflicto entre la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social y el Procurador del Tesoro de la Nación. Alcance de la ley 19.993. INSSPJ persona jurídica de derecho público no estatal. Competencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social.


    El Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados se encuentra excluido del ámbito de aplicación de la ley 19.983. Ello es así, porque dicha ley, al definir el ámbito de aplicación subjetivo, se refiere a las contiendas pecuniarias que se susciten entre organismos administrativos del Estado Nacional, centralizados o descentralizados, incluyendo a las entidades autárquicas y a las empresas del Estado, presupuesto subjetivo que no se verifica en razón del carácter público no estatal del INSSJP. En definitiva, dicha entidad no integra los cuadros de la administración en ninguna de las estructuras utilizadas por la técnica administrativa para el desarrollo de su actividad, ni pertenece a la administración central ni desconcentrada, ni tampoco es algunos de los entes que, en su conjunto, conforman la administración descentralizada. La ley de creación es clara al respecto. Asimismo, la Corte Suprema ha examinado la naturaleza jurídica del INSSJP y ha concluido que se trata de una entidad de derecho público no estatal, resultando claro que el legislador separó nítidamente su personalidad jurídica de la del Estado -que no ha provisto su patrimonio- otorgándole el carácter de mero fiscalizador de los recursos que provienen del sector privado y son destinados al sector privado, criterio que también utilizó para descartar que las decisiones de los órganos de aquel Instituto puedan ser calificadas como actos administrativos, en los términos de la ley 19.549, o para señalar que la relación de empleo entre el INSSJP y sus dependientes no está disciplinada por la Ley Marco de Regulación de Empleo Público . En tales condiciones, la aplicación de los criterios expuestos permite sostener que la controversia de autos debe ser dirimida en los estrados judiciales.


    Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - D.G.I. s/ impugnación de deuda.


    COMP. 187, L. XLIV, 23 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Descentralización. Institucional. Empresas del Estado



    Indemnización por imposibilidad de adquirir acciones del Programa de Propiedad Participada de la unidad de negocio privatizada correspondiente a Gas del Estado S.E. Improcedencia. Momento a partir del cual surge el derecho de acceder al programa. Reglas de vigencia común al proceso de instrumentación de los PPP. Precedente "Antonucci".


    En "Antonucci", en lo que es materia de discusión, se dejó establecido como relevante para la determinación del momento en que los trabajadores adquieren el derecho a acceder a las acciones del ente a privatizar, la transformación de la "sociedad del estado" en una "sociedad anónima", para posibilitar así la implementación de un programa de propiedad participada de los reglados en la ley n° 23.696. A su vez, también se tuvo en cuenta, la decisión de facultar a la autoridad de aplicación a que concrete el ofrecimiento de las acciones y obligaciones en los mercados de valores a fin de transferirlos al capital privado; referencia, esta última, que no soslaya la inclusión de los sujetos referidos en el artículo 16 de la ley n° 23.696; es decir: el personal en relación de dependencia con la empresa sujeta a privatización. El momento crítico para precisar quiénes son los trabajadores convocados por ley para participar del PPP debe ser fijado al tiempo de transformación del ente a privatizar en sociedad anónima; y más exactamente, en lo que aquí interesa, al tiempo del dictado del decreto n° 1189/92, publicado en el Boletín Oficial del 17/07/92, allende lo previsto en el caso en la cláusula respectiva del pliego licitatorio (1.1.), solución cuya falta de razonabilidad no se advierte, por cierto, patentizada.


    De Luca, Daniel Juan c/ Gas del Estado Sociedad del Estado (Ente en Liquidación) y otro s/ participación accionariado obrero


    D. 493, L. XLII, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Privatización de Aerolíneas Argentinas S.E. Antecedentes normativos. Programa de Propiedad Participada. Momento a partir del cual surge el derecho de los trabajadores convocados por ley para participar del PPP.


    La propia ley n° 23.696 confirió la atribución atinente al otorgamiento de preferencias para adquirir las compañías "sujetas a privatización" al Ejecutivo Nacional (art. 16), y éste, al dictar el decreto n° 1591/89, ejerció tal prerrogativa, facultando al Ministerio respectivo a organizar la privatización de Aerolíneas Argentinas S.E., previéndose, singularmente, lo referido al programa de propiedad participada en el artículo 3, ítem 5 del decreto. Ese extremo, encontró su necesario colofón con el dictado del decreto n° 2201/90, por el que se constituyó, Aerolíneas Argentinas Sociedad Anónima y se aprobó el estatuto social (art. 2), previéndose la participación en el PPP de todos los empleados de la sociedad, incluidos en un convenio colectivo, que revistan dicho carácter al momento de concretarse la transferencia de los activos de la compañía y deseen adherirse (v. Sección VIII; cláusula 39ª, siguientes y concordantes); además de ordenar la suscripción del contrato general de transferencia. Sobre tales bases, precisamente, fue que se concluyó que el momento crítico para precisar quiénes son los trabajadores convocados por ley para participar del PPP debe ser fijado al tiempo de transformación del ente a privatizar en sociedad anónima; y más exactamente, en lo que aquí interesa, al tiempo del dictado del decreto n° 2201/90, publicado en el Boletín Oficial del 23/10/90. No emerge irrazonable el reconocimiento de un resarcimiento por la frustración del derecho a ser accionistas del PPP, como lo preveían la ley n° 23.696 y sus reglamentos, a quienes pertenecieron a la empresa estatal convertida en sociedad anónima y se desvincularon de la misma con anterioridad a la implementación del programa, sin que la empresa haya demostrado que lo haya sido por propia voluntad de los interesados o circunstancia análoga.


    Salomón, Elías Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Despido.


    S. 1643, L. XLI, 20 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia indemnización por imposibilidad de adquirir acciones del Programa de Propiedad Participada de la unidad de negocio privatizada correspondiente a Agua y Energía Eléctrica S.E. "Centrales Térmicas Mendoza S.A.". Momento a partir del cual surge el derecho de acceder al programa: efectiva transferencia del personal de la unidad de negocio privatizada a la nueva compañía. Precedente "Antonucci".


    El momento crítico para precisar quiénes son los trabajadores convocados por ley para participar del PPP debe ser fijado al tiempo de transformación del ente a privatizar en sociedad anónima; y más exactamente, en lo que aquí interesa, en la fecha en que se verifica la efectiva transferencia del personal perteneciente a la unidad de negocio privatizada -Agua y Energía Eléctrica S.E. convertida en "Centrales Térmicas Mendoza S.A."; esto es, el 1 de noviembre de 1994. No parece irrazonable el reconocimiento de un resarcimiento por la frustración del derecho de los interesados a ser accionistas, conforme lo había previsto la ley n° 23.696 y su reglamentación, respecto de quienes pertenecieron a la empresa estatal convertida en sociedad anónima y fueron luego transferidos a la nueva compañía privatizada.


    Mercado, Alberto Duillo y otro c/ Ministerio de Economía y Hacienda de la Nación s/ proceso de conocimiento


    M. 3053, L. XLI, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Programa de Propiedad Participada. Sujetos comprendidos y excluidos: derechos y obligaciones. Tiempo en el que se efectuó la venta de acciones: derecho aplicable. Retiro de la empresa por mutuo acuerdo.


    Toda vez que la pretensora se aferra a la inexistencia del Acuerdo General de Transferencia (AGT) y sobre esa base substancial reclama las acciones, pretiriendo que, lejos de apoyarse en actos inexistentes, como arguye la impugnante, la a quo tuvo en cuenta particularmente que varios reclamantes suscribieron documentación relevante para la causa, dicha circunstancia, por lo tanto, pone de manifiesto que la interpretación realizada por los jueces dista de evidenciarse infundada, persistiendo el agravio como la expresión de una mera discrepancia con el temperamento con el que se valoraron las constancias en las que los respectivos dependientes, entre otros puntos, percibieron una suma correspondiente a la recompra de acciones canceladas con los dividendos devengados por el Programa, lo que dio sustento al fallo poniéndolo al abrigo de la tacha de arbitrariedad que se le endilga. Cabe agregar a lo dicho que no sólo el personal ingresado con posterioridad al 01/01/1991 no tendría derecho a reparación alguna, sino también respecto a que los actores que vendieron las acciones que poseían, tras ese acto, ya no se encontraban dentro de la tutela que la ley les reconocía como sujetos protegidos. Incumbe recordar que la subsistencia de la situación jurídica laboral se mantenía respecto a ellos aun cuando fuesen adquirentes de acciones de un Programa de Propiedad Participada (PPP) (v. art. 45, ley n° 23.696) y mientras durase el proceso de privatización (v. art. 42, ley n° 23.696); mas la ley no garantizaba que ese "paraguas" protector perdurara más allá de la ruptura del vínculo de empleo. Por ende, al haberse extinguido los contratos de los operarios con anterioridad, los negocios vinculados con la compra-venta de acciones concretados en 1994/6 no se hallaban regidos por la legislación protectoria, sino por la común o general. Por otra parte, en orden al rechazo del reclamo indemnizatorio de aquellos que se retiraron de la empresa mediante "mutuo acuerdo", tal acto presupone el ejercicio de una opción incompatible con la suscripción de las acciones a la que estaban llamados; a lo que se agrega que aquel proceder admite como fuente una conducta con aptitud para romper el nexo de causalidad entre el evento que se le atribuye al Ejecutivo -dictado de preceptos opuestos a la ley n° 23.696- y el daño generado a los actores con la exclusión de su ingreso al PPP. Esta solución es la elegida por el legislador a través del dictado de la ley n° 25.471, cuya reparación alcanza a quienes no hayan podido acogerse al Programa "por causas ajenas a su voluntad..." -cf. art. 2-.


    Veiga, Pedro Antonio y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Economía y obras y servicios públicos y otro s/ proceso de conocimiento


    V. 107, L. XLII, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Programa de Propiedad Participada de Telecom S.A.: requisitos Ley 23.696 y Decreto 395/92 y 1834/93. Remisión a los autos G 1326 L. XXXIX “Gentini, Jorge”.


    El planteo del actor se reduce a cuestionar que, por los decretos n° 395/92 y 1834/93, se haya condicionado la participación accionaria a la efectiva transferencia de la relación de empleo -excepción hecha de los trabajadores de la Dirección de Obra Social de la ex-ENTEL al tiempo de la firma del contrato de transmisión-, cifrándose en ello su planteo constitucional y el consecuente relativo a los artículos 1 y 2 del decreto n° 682/95. No obstante se desprende del precedente "Gentini" citado, tal recaudo ya se hallaba contemplado en la redacción originaria del artículo 9° del decreto n° 731/89, y en su modificación por medio del decreto n° 59/90. A ello se añade que similar extremo se verifica en los decretos n° 60/90 y 62/90 (cfr. art.7,inc. c, y capítulo XIV del pliego, respectivamente), de todo lo cual se deriva que, en ocasión de efectuarse el llamado a concurso público para la privatización de telecomunicaciones, la normativa legal y reglamentaría existente exteriorizaba el ejercicio positivo por el Poder Ejecutivo de la opción legal de implementar un programa a efectos de que los trabajadores que fueran transferidos a las sociedades licenciatarias pudieran adquirir parte del capital social (v. "Gentini", cons. 16). Tales preceptos, anteriores todos a los objetados por el pretensor, no fueron, objeto de cuestionamiento constitucional alguno, circunstancia que obsta al planteamiento en relación a los preceptos posteriores. Lo anterior es así, máxime cuando se suma a lo señalado que mediante la impugnación del artículo 10 del decreto n° 1834/93 parece procurarse, en estricto, más que la invalidación del precepto, su modificación, lo que resulta extraño a la vía intentada.


    Flores, Raúl Octavio c/ Sindicato de Accionistas Clase "C" Telecom Argentina S.A.


    F. 1268, L. XLII, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Entidades Autárquicas


    Educación superior. Autonomía académica e institucional de las universidades. Régimen de admisión, permanencia y promoción de los estudiantes. Acto administrativo que impide el acceso a la formación de posgrado por no contar con título universitario de grado. Artículo 39 Ley 24.521. Admisión previa. Acto administrativo irregular. Artículo 17 de la Ley 19.549.


    El art. 17 de la ley 19.549 establece expresamente la obligación de la administración pública de revocar en sede administrativa sus actos irregulares, salvo que el acto se encontrara -firme y consentido y hubiera generado derechos subjetivos que se estén cumpliendo-, supuesto en el cual "sólo se podrá impedir su subsistencia y la de sus efectos aún pendientes mediante declaración judicial de nulidad". Por su parte, el art. 18 de esa misma ley dispone que el acto regular del que hubieren nacido derechos a favor de los administrados no podrá ser revocado en sede administrativa una vez notificado, salvo -entre otras circunstancias- cuando el interesado hubiera conocido el vicio. Una interpretación armónica de los preceptos citados conduce a sostener que las excepciones a la regla de la estabilidad en sede administrativa del acto regular previstas en el art. 18 -entre ellas, el conocimiento del vicio por el interesado- son igualmente aplicables al supuesto contemplado en el art. 17, primera parte. De lo contrario, el acto nulo de nulidad absoluta gozaría de mayor estabilidad que el regular, lo cual no constituye una solución razonable ni valiosa. Una inteligencia meramente literal y aislada de las normas antes indicadas llevaría a la conclusión de que habría más rigor para revocar un acto nulo que uno regular cuya situación es considerada por la ley como menos grave. En tales condiciones, si con anterioridad a que se le comunicara a la actora que había sido admitida al doctorado, se hallaba en vigencia la normativa antes citada, el acto de admisión resulta irregular dado que la actora no contaba con el título universitario de grado exigido legalmente para su admisión al doctorado, sin que pueda válidamente alegar el desconocimiento de la reglamentación vigente al momento de su inscripción.


    Cáceres, Cristina c/ Universidad Nacional de Rosario s/ Rec. de apelación Art. 32 Ley 24.521.


    C. 920, L. XLIII, 27 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Designación de profesores universitarios: ausencia de arbitrariedad manifiesta. Afectación al régimen de la autonomía de las universidades estatales. Procedencia del recurso.


    La Corte tiene establecido que la designación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente no admiten, en principio, control judicial, por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad, salvo en aquellos casos en que los actos administrativos impugnados estén afectados por arbitrariedad manifiesta.No es posible incluir el asunto que aquí se plantea en la hipótesis de excepción que prevé la citada doctrina de la Corte toda vez que, contrariamente a lo afirmado por ela quo, del ordenamiento se desprendeclaramente que la reglamentación vigente al momento de realización del concurso era la que aplicó el jurado.


    Colaski, Alberto Domingo c/ Universidad Nacional de Córdoba


    C. 3018, L. XLII, 31 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Poder de Policía



    Poder de policía bancario o financiero. Delegación legislativa en el BCRA. Admisibilidad.


    Es admisible la delegación en el BCRA del llamado poder de policía bancario o financiero, con las consiguientes atribuciones para aplicar un régimen legal específico, dictar las normas reglamentarias que lo complementen, ejercer funciones de fiscalización de las entidades y aplicar sanciones por transgresiones a aquél. Es perfectamente compatible con la Ley Fundamental la creación de órganos y procedimientos especiales -de índole administrativa- destinados a hacer más efectiva y expedita la protección de los intereses públicos, lo que no debe entenderse como menoscabo de la garantía del debido proceso entre los particulares cuando -aun sin haber tenido plenitud de audiencia en sede administrativa- aparece asegurada la posibilidad de ocurrir ante un órgano jurisdiccional que efectúe un control suficiente de lo actuado en aquel ámbito para el debido resguardo de los derechos supuestamente lesionados. Las variaciones en las reglamentaciones dictadas por el BCRA representan en cada caso la instrumentación de criterios políticos en materia financiera ligados inexorablemente a la coyuntura económica. Ello así, la conveniencia o no de dichos criterios o de su aplicación es uno de los temas tradicionalmente considerados ajenos a la competencia de los jueces.


    Volcoff, Miguel Jorge y otros c/ BCRA - Resol. 14/04 (Expte. 65812/98 Sum. Fin. 981).


    V. 796, L. XLII, 14 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Acuerdo preventivo extrajudicial. Análisis de la ley n° 21.526 y de la ley n° 24.522. Entidades financieras: imposibilidad de acceder a ese instituto. BCRA: poder de policía bancario.


    Según se desprende del texto de la ley nº 21.526, el legislador ha querido dotar al Banco Central de la República Argentina de una amplia gama de facultades relativas al poder de policía sobre todas las personas o entidades privadas o públicas, oficiales o mixtas de la Nación, de las provincias o municipalidades que realicen intermediación habitual entre la oferta y la demanda de recursos financieros. El BCRA ejerce, entonces, el llamado “poder de policía bancario o financiero” con las consiguientes atribuciones exclusivas, excluyentes e indelegables, para aplicar un régimen legal específico, dictar normas reglamentarias que lo complementen, ejercer funciones de fiscalización y control de las entidades financieras y aplicar sanciones por las infracciones cometidas a dicho régimen, y así está específicamente previsto en los art. 4 y 5 de la ley nº 21.526. Partiendo de tales premisas, la ley nº 21.526 establece una serie de medidas preventivas tendientes a sanear o reestructurar el pasivo de las entidades financieras con dificultades patrimoniales, en resguardo del crédito y de los depósitos bancarios. Así tanto las medidas de saneamiento como las de reestructuración de la entidad, se realizan bajo el control del BCRA quien, asimismo, resuelve sobre su procedencia. En este caso el Banco Central de acuerdo con las constancias agregadas a la causa, mediante una resolución el Directorio de la entidad de contralor resolvió aprobar la propuesta de refinanciación de la deuda externa del Banco Hipotecario SA bajo la condición de que la entidad realice los cambios allí indicados, entre los que se encontraba la obligación de eliminar toda mención a la eventual solicitud de un Acuerdo Preventivo Extrajudicial, por lo que no puede considerarse que prestó su conformidad a dicho procedimiento. Ese contexto legal y fáctico, en el que el Banco Central que en ejercicio de sus facultades se opone a la homologación del acuerdo preventivo extrajudicial de la entidad financiera, impide la intervención judicial que habilite exorbitar lo efectos de dicho contrato, convirtiéndolo en oponible a todos los acreedores quirografarios, aún cuando no hayan participado ene le acuerdo conforme lo dispuesto por el art. 76 de la ley nº 24.522. Ello es así desde que la protección de la actividad bancaria, como parte esencial del sistema financiero, no puede escapar del control permanente del Estado, ejercido en este caso por el Banco Central –desde la obtención de la autorización para funcionar hasta su revocación-.


    Banco Hipotecario s/ Acuerdo preventivo extrajudicial


    B. 2177, L. XLII, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Jurisdicción. Materia Impositiva


    Deuda impositiva. Impuesto a los premios de determinados juegos y concursos deportivos. Improcedencia resolución que determina de oficio la deuda del contribuyente -club- e intima su pago al pagador principal y al responsable solidario. Remisión.


    El thema decidedum se circunscribe a establecer, únicamente, si en la resolución que determina de oficio la deuda del contribuyente e intima su pago, el Fisco Nacional puede también extender la responsabilidad al solidario, aunque condicionando esto último al incumplimiento del primero. Ello no es posible, conforme a la interpretación que este Ministerio Público dio al art. 18, inc. a), de la ley 11.683, cuyos términos la Corte compartió e hizo suyos en Fallos: 327:769. El incumplimiento del principal es uno de los requisitos para imputar la responsabilidad a sus solidarios, lo que siempre será un acto posterior a la intimación de pago cursada a éste y no, como se ha hecho en la especie, disponiéndosela preventivamente frente a un hipotético incumplimiento.


    Club San Lorenzo (TF 15012-I y AC 15013-I) c/ DGI.


    C. 1731, L. XLIII, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal por saldos de declaraciones juradas. Facultades tributarias del Fisco Nacional. Renta pública. Remisión a lo resuelto en A. 413, L. XXXVII; F. 1513, L. XLI (acápite VII) y A. 587, L. XLIII.


    La posibilidad otorgada a los agentes fiscales de librar bajo su firma el mandamiento de intimación de pago, y de apercibimiento de embargo, cumpliendo con las condiciones y requisitos fijados por los párrafos 8° y 9° del art. 92 de la ley 11.683 con las modificaciones de la ley 25.239, implica una cuestión de política legislativa en la regulación del proceso, extremo que, en principio, queda excluido del control por parte de los jueces, toda vez que el derecho de defensa en juicio es, como todo otro derecho, susceptible de una razonable y adecuada reglamentación por parte de los Poderes del Estado. Por otra parte, reiteradas veces ha dicho el Tribunal que la declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional, de manera que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico y que se encuentra a cargo de quien invoca una irrazonabilidad la alegación y prueba respectiva. Desde esta óptica, los planteos del demandado, dirigidos a fundar la inconstitucionalidad, configuran meras alegaciones sobre la supuesta violación de su derecho de propiedad, de defensa en juicio y de la garantía de igualdad ante la ley, producida mediante una atribución de facultades al organismo recaudador que tilda de arbitraria e irrazonable, pero sin que haya aportado al sub examine elemento probatorio alguno sobre tales extremos, motivo por el cual resultan -en la mejor de las hipótesis- agravios meramente conjeturales.


    Fisco Nacional - A.F.I.P. c/ Fábrica Argentina de Porcelanas Armanino S.A.I. y C. s/ Ejecución fiscal.


    F. 383, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Repetición de impuestos. Reclamo de pago voluntario. Servicio de electricidad. Inconstitucionalidad decretos leyes 7.290/67, 9.038/78, y 1.160/92 de la provincia de Buenos Aires. Competencia originaria de la Corte.


    El voluntario sometimiento a un determinado régimen jurídico implica la renuncia al derecho de cuestionarlo con posterioridad, pero esta regla no es de aplicación al sub lite a poco que se repare que la exigibilidad de las obligaciones tributarias en cuestión tiene por fuente un acto legislativo y unilateral del Estado provincial, y su cumplimiento se impone coactivamente a los particulares, cuya voluntad carece, a esos efectos, de toda eficacia, al tratarse de un acto de imposición, que implica el desarrollo de la fuerza compulsiva del Estado, siendo un acto de gobierno y de potestad pública. Por otro lado, el planteo de inconstitucionalidad guarda sustancial analogía con el ya resuelto por el Tribunal la causa "Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina (AGUEERA) c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Acción declarativa" (Fallos: 322: 1781), a cuyos fundamentos se remite en cuanto fueren aplicables al sub judice. Corresponde declarar la inconstitucionalidad de los decretos leyes 7.290/67 y 9.038/78, como también del decreto 1.160/92, todos de la provincia de Buenos Aires y, consecuentemente, proceder a la devolución de las sumas reclamadas en función de lo que resulte de la prueba producida, cuyo estudio y valoración escapa al dictamen, que debe circunscribirse a las cuestiones de índole federal analizadas.


    Siderar S.A.I.C. c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Repetición - inconstitucionalidad.


    S. 985, L. XXXV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Limitaciones. Situaciones de Emergencia


    Decreto de emergencia: incremento del salario mínimo. Emergencia económica. Ejercicio válido del poder de policía. Procedencia del recurso extraordinario.


    La Corte ha señalado que los poderes Legislativo y Ejecutivo tienen la facultad esencial de reglamentar el ejercicio de los derechos establecidos por la Constitución a fin de preservar otros bienes también ponderados por ella, bajo el control de los Jueces, a efectos de evitar que ellos deriven en soluciones manifiestamente inicuas o irrazonables. No es, sin embargo, resorte del Poder Judicial decidir el acierto de los otros poderes públicos para conjurar una acción crítica. En esa inteligencia, mantuvo la constitucionalidad de reglas dictadas en ejercicio del poder de policía del Estado, si bien en materia de salario mínimo, vital -que no escapa a otro pasaje del propio texto constitucional que se refiere al "salario justo"- poniendo especial énfasis en el contexto económico-social existente al tiempo de dictarse la previsión impugnada. En ese marco, puntualizó que los actos estatales encaminados a conceder a los trabajadores retribuciones que les garanticen un “nivel de vida adecuado” suponen ejercicio válido del poder de policía, como medio de hacer pronta y eficaz la acción del Estado para el logro de los fines legales perseguidos, no mediando una inválida delegación de facultades ni una violación del artículo 17 de la Constitución Nacional, de libertad de contratar y de la “libre actividad privada”. La circunstancia económico-social descripta -puntualizó la Corte- resulta de aquéllas que requieren una particular celeridad de acción, a fin de que no se frustre el fin de proteger la condición económica de los trabajadores frente a procesos comúnmente rápidos y difícilmente controlables de encarecimiento o alza del costo de la vida. Y exigen, asimismo -añadió- el conocimiento de datos o factores acerca de los cuales es natural que la autoridad administrativa posea una más completa información, obtenida merced a su contacto diario e inmediato con la realidad económica y social del país. En ese marco, cabe interpretar que cuando la libertad de contratar del empleador entra en conflicto con prerrogativas reconocidas constitucionalmente a los trabajadores, como lo es el derecho a un salario mínimo, digno, justo, cierto y verdadero, esta última debe prevalecer sobre aquélla, porque así lo requieren los principios que fundan un ordenamiento legal justo. No otro es el sentido de la cláusula que los constituyentes de 1957 agregaron a continuación del artículo 14 de la Ley Fundamental.


    Coopser c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    C. 1963, L. XLII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Supuestos Particulares. Policía Sanitaria


    Multa impuesta por la Administración de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT) por infracción a los arts. 2° de la ley 16.463 y 3° del decreto 1299/97. Comercialización de medicamentos interjurisdiccionalmente sin contar con la registración correspondiente ante la autoridad de aplicación de la ley 16.463. Empresa con autorización para distribuir productos para diagnóstico de uso in vitro. Correcta imposición de multa.


    La especificidad tanto de las normas que involucran a la actividad como de la definición de lo que se debe entender por productos para el diagnóstico de uso in vitro, llevan necesariamente a la conclusión de que la habilitación de una empresa y su registro como distribuidora de estos productos sólo la habilita para llevar a cabo esa -y no otra- actividad. Dado que en el presente se constató que la firma sancionada comercializó medicamentos (Yectafer 5% ampollas x 10) -y no productos de diagnóstico de uso in vitro- con hospitales de las Provincias de Buenos Aires, Santa Cruz, Río Negro y Neuquén, sin encontrarse inscripta como empresa habilitada para el comercio interjurisdiccional de medicamentos -como lo estipulan los arts. 2° de la ley 16.463 y 3° del decreto 1299/97- es acertada la sanción impuesta por la ANMAT.


    Santiago Gavazza Representaciones S.R.L. c/ Viz, Roberto Osvaldo s/ Infracción Ley 16.463.


    S. 966, L. XLIII, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Policía Federal


    Régimen especial de la Policía, decreto 1866/83. Nulidad de resoluciones. Habilitación de la instancia judicial. Improcedencia obligación de agotar la vía administrativa. Procedencia recurso de queja.


    De la lectura de los artículos 681 y 684 del citado régimen, que regulan el recurso que pudo haber deducido el actor, se desprende que su interposición es facultativa, ello en razón de que el artículo 681 establece es su primer párrafo que "todo policía a quien le fuera impuesta una sanción que considere excesiva en relación a la falta cometida o estime que es el resultado de un error, podrá interponer recurso a fin de que se disminuya la misma o que se dicte el sobreseimiento". Por esta razón es incorrecta la conclusión del tribunal en cuanto a que el recurrente no estaba en condiciones de demandar puesto que el agotamiento de la vía era obligatorio, lo cual resulta suficiente para sugerir a la Corte que se considere admisible la queja, procedente el recurso extraordinario y se revoque la sentencia apelada.


    Ponchon, Jesús Antonio c/ Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Personal civil y militar de las FFAA y de Seg.


    P. 3, L. XL, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Agente de la PFA puesto en disponibilidad. Sumario administrativo por causas graves. Retiro obligatorio y cesantía. Transgresión del régimen disciplinario. Haber de retiro. Ausencia de pronunciamiento arbitrario.


    Concluido el sumario administrativo en curso y sobre cuya base se resolvió oportunamente la puesta en disponibilidad y retiro del actor, se convirtió en cesantía su retiro obligatorio por desempeñar tareas extrapoliciales, no adecuar su conducta privada a reglas éticas, acordes a su estado policial y no haber comunicado a la superioridad la adquisición de un inmueble -arts. 8, inciso a), y 9 incisos e) y h) de la ley 21.965; y 32.535, inciso a), 536 y 537, inciso a) del decreto 1866/83- desestimándose ulteriormente el pedido dirigido a obtener un beneficio de pasividad. Si bien la cesantía no importa por si la pérdida del derecho al haber previsional correspondiente, ello es así en tanto se reúnan al menos diecisiete años simples de servicios en el supuesto del personal subalterno (cfr. Art. 7, ley 21.965; 561 y 562. dec. 1.866/83), extremo que no fue acreditado aquí. En el sub lite no se demuestra irrazonable la inteligencia conferida al asunto por los tribunales de la causa con lo que los reproches de la recurrente trasuntan simple disconformidad, sin dejar en evidencia la sin razón de lo decidido por la sentenciadora; máxime, cuando en momento alguno se cuestionó la sanción de cesantía ni norma alguna involucrada en la cuestión.


    Zalazar, Carlos Rubén c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    Z. 102, L. XLIII, 15 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Responsabilidad del Estado


    Daños de origen accidental y daños ocasionados como consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad. Responsabilidad del Estado con base en normas del derecho común. Improcedencia. Aplicación de la doctrina "Azzetti".


    A diferencia de los casos en que la lesión reconoce un origen típicamente accidental, las normas de derecho común no resultan aplicables cuando la lesión es el resultado de una acción bélica, esto es, una mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad, características del servicio público de defensa.


    Aguirre, Sergio Argentino c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Serv. Penitenciario Federal s/ Daños y perjuicios.


    A. 501, L. XLIV, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Indemnización por daños y perjuicios con motivo de la responsabilidad del Estado Nacional con base en normas de derecho común. Doctrina Mengual. Diferencia daños de origen accidental y daños como consecuencia del cumplimiento de misiones especificas de las fuerzas armadas o de seguridad.


    El núcleo de la doctrina Mengual lo constituye la diferencia entre daños de origen accidental y daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad. En esta última categoría, no resultan aplicables las normas de derecho común.


    Díaz, Patricio Osvaldo c/ Estado Nacional - Ejército Argentino s/ Daños y Perjuicios.


    D. 228, L. XLIV, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 681, L. XLIII, "'Parisi de Frezzini c/ Laboratorios Huilén y otros s/ daños y perjuicios - Recurso Extraordinario".


    López Vda. de Cus y otros c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios.


    L. 163, L. XLIII, 26 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Responsabilidad del Estado provincial por los daños ocasionados por un agente de policía, cuando se encontraba fuera de servicio. Actuación ilícita de sus dependientes. Estado policial: deber indivisible de la persona física. Arbitrariedad de sentencia: fundamentos aparentes y solución no derivada del derecho vigente aplicable al caso concreto.


    La decisión apelada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que, al guardar relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, corresponde admitir el recurso y descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad. La circunstancia de que al momento de cometer el hecho el agente no estuviera en cumplimiento de funciones, no resulta suficiente para excluir la responsabilidad del Estado. Si bien el acto imputado no fue realizado dentro de los límites específicos de la función propia del cargo, no hay duda de que encontró fundamento en aquélla, toda vez que sólo fue posible en la medida en que derivó de sus exigencias. La función guardó conexidad con el hecho producido al que contribuyó, asimismo, la irreflexiva actitud del codemandado que debe valorarse, con relación a la aquí tratada responsabilidad del Estado. El hecho no se habría producido de no haberse suministrado al agente el arma en cuestión y, por ende, el Estado es responsable por el hecho dañoso, aun cuando el autor se encontrara en franco de servicio. El estado policial implica el deber de velar adecuadamente por la integridad física de los miembros de la sociedad y la preservación de sus bienes, y dicho deber es indivisible respecto de la personalidad del policía. Ello es así, porque si los agentes están obligados a actuar en cualquier momento a fin de prevenir la comisión de delitos que pongan en peligro la seguridad de la población, y en su consecuencia a portar el arma resulta lógico admitir que los perjuicios que de ello deriven sean soportados por la colectividad en general y no sólo por los damnificados. Si la protección pública genera riesgos, lo más justo es que esos riesgos sean soportados por quienes se benefician con ella. El ejercicio del poder de policía de seguridad estatal impone a sus agentes la preparación técnica y psíquica adecuada para preservar racionalmente la integridad física de los miembros de la sociedad y sus bienes (arts. 512 y 902 del Código Civil). Ello es así, pues ningún deber es más primario y sustancial para el Estado que el de cuidar de la vida y de la seguridad de los gobernados; y si para llenar esas funciones se ha valido de agentes o elementos que resultan de una peligrosidad o ineptitud manifiesta, las consecuencias de la mala elección, sea o no excusable, deben recaer sobre la entidad pública que la ha realizado. Mal puede pretenderse diferenciar la persona física de la del ente estatal e interpretar de ese modo que el perjuicio ocasionado a los particulares quede sin reparación. Lo dicho no obsta a que la Administración adopte las medidas correctivas internas y judiciales contra el deficiente actuar de sus agentes.


    C., Osvaldo Domingo s/ Homicidio Simple - Causa Nº 15821/5.


    C. 1739, L. XLIII, 19 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Responsabilidad del Estado por sus Actos Judiciales


    Indemnización por la privación de la libertad durante el proceso. Requisitos de procedencia. Auto de prisión preventiva incuestionablemente infundado o arbitrario.


    La indemnización por la privación de la libertad durante el proceso no debe ser reconocida automáticamente a consecuencia de la absolución sino únicamente cuando el auto de prisión preventiva se revele como incuestionablemente infundado o arbitrario, mas no cuando elementos objetivos hubiesen llevado a los juzgadores al convencimiento -relativo, obviamente, dada la etapa del proceso en que aquél se dicta- de que medió un delito y de que existe probabilidad cierta de que el imputado sea su autor. La Corte Suprema de Justicia de la Nación en el precedente "Rosa", consagró el principio de que se genera en quien se halla privado de la libertad el derecho a reclamar una indemnización cuando la denegación del beneficio de la excarcelación se hubiera fundado en meras afirmaciones genéricas y dogmáticas, contradictorias con las concretas circunstancias de la causa. Es decir, que, a contrario sensu, no corresponde resarcimiento alguno cuando la prisión preventiva dispuesta proviene de una razonable apreciación -por parte del juez competente- de la situación del detenido. En materia penal la aplicación de la hipótesis prevista en el art. 1º de la ley 24.390 -esto es, el cese de la cautela ante la posible lesión a la garantía de plazo razonable de la prisión preventiva- no es automática. La validez del art. 1º de la ley 24.390 se halla supeditada a la circunstancia de que los plazos fijados en aquella norma no resulten de aplicación automática por el mero transcurso de los plazos fijados, sino que han de ser valorados en relación a las pautas establecidas en los artículos 380 y 319 del Código de Procedimientos en Materia Penal y Código Procesal Penal, respectivamente, a los efectos de establecer si la detención ha dejado de ser razonable, porque de lo contrario, aplicar la ley se convertiría en una tarea mecánica incompatible con la naturaleza misma del derecho y con la función específica de los magistrados que les exige siempre conjugar los principios contenidos en la ley con los elementos fácticos del caso. Sólo se configurará un supuesto de deficiente prestación del servicio de justicia por la prolongación de las medidas de coacción personal si el actor acredita que los magistrados intervinientes no han demostrado la necesidad imperiosa de su mantenimiento de conformidad con las normas aplicables al caso.


    Putallaz, Víctor Orlando c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia de la Nación s/ Daños y perjuicios.


    P. 1606, L. XLII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Responsabilidad del Estado por actividad judicial. Falta de servicio en la administración de justicia. Internación psiquiátrica transitoria. Improcedencia. Sentencia firme emanada de un tribunal judicial que calificó como regular y legítima el accionar desplegado por el cuerpo médico, la clínica psiquiátrica y el magistrado interviniente.


    Para determinar si existió irregularidad en el cumplimiento de las funciones públicas es necesario considerar si media alguna transgresión de las normas que reglamentan tales funciones, a la vez de tener que ponderarse en cada caso en particular las dificultades y demás circunstancias de tiempo y lugar para dicho cumplimiento. Si un tribunal calificó como regular el accionar tanto judicial como el de los médicos y demás miembros de la clínica psiquiátrica y, en consecuencia consideró legítima y razonable la actividad desplegada por los encartados -pronunciamiento que se encuentra firme- ello sustenta firmemente, la conclusión de que no existen bases fácticas ni jurídicas para condenar al Estado.


    Senem de Buzzi, María del Carmen c/ Ministerio de Justicia - Poder Judicial - Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento.


    S. 493, L. XLII, 03 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Responsabilidad por Hechos o Actos de la Administración Pública


    Responsabilidad extracontractual del Estado por el hecho de sus agentes. Servicio público que el Estado presta a la comunidad. Responsabilidad directa por la falta de una regular prestación.


    La responsabilidad extracontractual del Estado por el hecho de sus agentes no es indirecta ni basada en la culpabilidad. Por el contrario, cuando se trata de un servicio público que el Estado presta a la comunidad, aquél responde directamente por la falta de una regular prestación. Y es que, aunque la falta sea derivada del hecho de los agentes, existe una imputación directa al titular del servicio. Es decir, la actividad de los órganos, funcionarios o agentes del Estado realizada para el desenvolvimiento de los fines de las entidades de las que dependen, ha de ser considerada propia de éste, el que debe responder de modo principal y directo por sus consecuencias dañosas. Esa responsabilidad directa basada en la falta de servicio y definida por la Corte como una violación o anormalidad frente a las obligaciones del servicio regular, entraña una apreciación en concreto que toma en cuenta la naturaleza de la actividad, los medios de que dispone el servicio, el lazo que une a la víctima con el servicio y el grado de previsibilidad del daño. Dicho con otras palabras, no se trata de un juicio sobre la conducta de los agentes sino sobre la prestación del servicio. El factor de atribución genérico debe ser aplicado en función de los mencionados elementos para hacer concreta la regla general. La mera existencia de un poder de policía que corresponde al Estado Nacional o provincial no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo participación, toda vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general en orden a la prevención de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias dañosas que ellos produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa. Las actividades de importación, exportación, producción, elaboración, fraccionamiento, comercialización o depósito en jurisdicción nacional o con destino al comercio interprovincial de las drogas, productos químicos, reactivos, formas farmacéuticas, medicamentos, elementos de diagnóstico y todo otro producto de uso y aplicación en la medicina humana, están sometidas a la ley 16.463 -y a los reglamentos que en su consecuencia se dicten- y sólo pueden realizarse previa autorización y bajo control del Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública, el que ejerce el poder de policía sanitaria referente a dichas actividades y se halla facultado para dictar las disposiciones reglamentarias o complementarias que sean necesarias para el cumplimiento de la finalidad del decreto 9763/64, reglamentario de la ley 16.463. En tal sentido, el poder de policía sanitaria, en este caso, está legalmente definido de modo genérico y no se identifica con una garantía absoluta de privar de todo daño a los ciudadanos derivado de la acción de terceros. Consagrar una regla de este tipo es una decisión que el legislador no ha tomado, y que no registra antecedentes en el derecho comparado. Por lo demás, sería irrazonable que el Estado sea obligado a que ningún habitante sufra daños de ningún tipo, porque ello requeriría una previsión extrema que sería no sólo insoportablemente costosa para la comunidad, sino que haría que se lesionaran severamente las libertades de los mismos ciudadanos a proteger. Como conclusión, no puede afirmarse, que exista un deber de evitar todo daño, sino en la medida de una protección compatible con la tutela de las libertades y la disposición de medios razonables. Cabe señalar que en estos casos -de conducta antijurídica por omisión- sólo le puede caber responsabilidad al Estado Nacional si incumplió el deber legal que le imponía obstar el evento lesivo, máxime cuando una conclusión contraria llevaría al extremo -por cierto absurdo- de convertir al Estado en un ente asegurador de todo hecho dañoso que se cometiera. Tampoco las competencias que la ley 22.520 (t.o. 1992) atribuían al entonces Ministerio de Salud y Acción Social para "entender" en la fiscalización de todo lo atinente a la elaboración y distribución de los productos medicinales, biológicos, drogas, productos dietéticos, insecticidas, de tocador, aguas minerales, hierbas medicinales y del material de aplicación médica, así como ejercer el poder de policía sanitaria en lo referente a los productos, equipos e instrumental vinculado a la salud (art. 23, incs. 15 y 10, respectivamente), le imponían específicamente la obligación concreta de "garantizar" la eficacia, seguridad y calidad de aquéllos en salvaguarda del derecho a la salud de la población. En toda pretensión indemnizatoria que involucre una reparación de daños y perjuicios no puede estar ausente el nexo causal entre el daño invocado y la prescindencia estatal, de manera que las consecuencias dañosas puedan serle imputadas. Así, sólo deberá responder si el perjuicio es consecuencia de la omisión en una relación de causa a efecto sin elementos extraños que pudieran fracturar la vinculación causal. Dentro de este marco, quien reclame la correspondiente indemnización deberá probar, como principio, esa relación de causalidad. Se exige en definitiva, en términos generales, para que exista responsabilidad del Estado que: a) éste haya incurrido en una falta de servicio (art. 1112 del Código Civil), b) la actora haya sufrido un daño cierto y c) exista una relación de causalidad directa entre la conducta estatal impugnada y el daño cuya reparación se persigue. La ratio manifiesta de la ley de medicamentos (Ley 16.463) y del decreto reglamentario 9763/64 es evitar el uso indebido de medicamentos, así como determinar la peligrosidad de éstos, su comprobada y comprobable acción y finalidades terapéuticas y sus ventajas científicas, técnicas o económicas, de acuerdo con los adelantos científicos. De allí que resulta necesario estar al grado de previsibilidad del daño, conforme a la capacidad razonable de prever el curso normal y ordinario de las cosas. No parece razonable pretender que la responsabilidad general del Estado en orden al ejercicio de policía sanitaria y la facultad para dictar las disposiciones reglamentarias o complementarias que sean necesarias para el cumplimiento de la finalidad del decreto 9763/64, reglamentario de la ley 16.463, puedan llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias dañosas que se produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa.


    Parisi de Frezzini c/ Laboratorios Huilen y otros s/ Daños y perjuicios.


    P. 681, L. XLIII, 11 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Servicios Públicos


    Aguas Argentinas. Art. 35 del "Régimen Tarifario de la Concesión". Interpretación. Servicio de desagüe cloacal. Cobro adicional en concepto de desagüe a pluviaducto. Condición que el usuario intimado a desaguar a conducto cloacal no modifique su situación y continúe la descarga a conducto pluvial. Aplicación de penalidades correspondientes.


    De la redacción del art. 35 del régimen tarifario, contenido en el anexo VII del contrato de concesión aprobado por el decreto 787/93, puede advertirse que ese artículo prevé expresamente una comunicación que la concesionaria debe dirigir al usuario que desagüe a conductos pluviales para que modifique su situación y, en consecuencia, realice el desagüe en los conductos cloacales. Dicha comunicación, contemplada en el primer párrafo, precede a las previsiones referentes a la facturación del concepto de desagüe y a las penalidades, contenidas en el segundo párrafo. Es precisamente mediante esa comunicación que la concesionaria debe advertir al usuario su obligación de cambiar la situación en que se encuentra. Y si, eventualmente, éste no la modificara, en el plazo que debe fijar la concesionaria a tal efecto, ésta podría, entonces, cobrar el referido "adicional" y el usuario podría ser merecedor de las penalidades que correspondieran. En este contexto, es posible afirmar, pues, que el efectivo cumplimiento de tal comunicación o "intimación", comporta un presupuesto necesario tanto para ejercer el derecho a facturar -como servicio de desagüe cloacal- el adicional (que cobraba OSN) -en concepto de desagüe a pluvioducto-, cuanto para imponer las penalidades en caso de que el usuario no modifique su situación.


    Aguas Argentinas S.A. c/ ETOSS - Resol. 93/97 - 16/98 s/ Proceso de conocimiento.


    A. 390, L. XLIII, 17 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Energía eléctrica. Acto administrativo local. Impuesto a los ingresos brutos a las actividades desarrolladas por C.A.M.M.E.S.A. Policía técnica y representación legal del sistema argentino de interconexión (SADI). Competencia Federal.


    Toda vez que el asunto exige dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere o invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia de energía eléctrica, pues las funciones de CAMMESA (Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico S.A.) que han sido calificadas de interés nacional e indispensables para la libre circulación de la energía eléctrica del SADI constituyen el hecho imponible del impuesto provincial, la acción se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional. No empece a lo expuesto que la actora también invoque el Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento, al que el Tribunal le ha otorgado naturaleza de derecho público local e intrafederal, pues aquélla sólo lo hace de una manera mediata e indirecta y, por ende, la solución de la controversia no depende de la interpretación y aplicación de aquel convenio, en tanto no constituye el derecho primario y axial sobre el cual se funda su pretensión.


    Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Medida cautelar.


    C. 349, L. XLIV, 03 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo II


    Derecho Civil y Comercial


    


    Derecho Civil





























































































































            Remisión al dictamen

    

    R. 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".

    Aunque en los autos se ventila la ejecución de pagarés librados en dólares estadounidenses, la discusión transcurre por carriles básicamente análogos a los que fueron objeto de estudio por parte del señor Procurador General de la Nación al dictaminar in re R. 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria", el día 8 de febrero de 2007. Corresponde remitirse, brevitatis causae, a las consideraciones allí formuladas, que dan cuenta del criterio sostenido invariablemente por este Ministerio, en cuanto a la aplicación del coeficiente de estabilización de referencia.


    Aspis, Marcelo Daniel c/ Garfunkel, Alexis Ezequiel s/ Ejecutivo


    A. 781, L. XLIII, 29 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Obligaciones



    Clasificación. Clasificación por el Objeto. Naturaleza del Objeto. Obligaciones de Dar. Obligaciones de Dar Sumas de Dinero


    Pretensión de inconstitucionalidad del régimen de pesificación y normas de emergencia. Leyes 25.561 y 25.820. Decretos 214/02 y 762/02. Rechazo. Pronunciamiento abstracto. Ausencia de demostración de arbitrariedad.


    La declaración de inconstitucionalidad de una norma requiere la existencia de un agravio y su demostración en el caso concreto, ya que comporta la ultima ratio del orden jurídico, a la que solo cabe acudir cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución. Por ello, la ausencia de demostración de que en el caso concreto se suscita el gravamen invocado, convierte en abstracto cualquier pronunciamiento acerca de su constitucionalidad; supuesto que se configura en autos, ya que los agravios referidos no rebaten adecuadamente la conclusión del a quo.Sobre la constitucionalidad de la normativa de emergencia,la Procuraciónse pronunció (ley 25.561, decreto 214/02, y ley 25.820), en la causa R. 320, L. XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otro c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otra s/ Ejecución Hipotecaria".No se rebaten los argumentos de la sentencia las quejas formuladas en torno a la reducción de la obligación a montos inferiores a los facturados en dólares y a los precios de los productos, al igual quelos relativos a la omisión de tratamiento del planteo de reajuste por mayor valor de la cosa entregada según el artículo 8° del decreto 214/02 y 320/02, pues tales observaciones genéricas no satisfacen adecuadamente el recaudo de acreditar la inequidad de la distribución de los efectos de la derogación de la convertibilidad que autoriza el reajuste, en el caso concreto, de los montos resultantes de la conversión ordenada con el CER e intereses.El artículo 8 del decreto 214/02 -y en forma coincidente el artículo 11 de la ley n° 25.561 modificado por la ley 25.820- disponen que si por aplicación de los coeficientes correspondientes, el valor resultante de la cosa, bien o prestación, fuere superior o inferior, al momento de pago, cualquiera de las partes puede solicitar un reajuste equitativo. No surge de ninguna de sus manifestaciones y tampoco de la presentación extraordinaria, a esta altura de las circunstancias, que la recurrente haya satisfecho pormenorizadamente ese recaudo con los cálculos correspondientes.


    Nidera S.A. c/ Tomatis, José Enrique


    N. 193, L. XLIII, 19 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Intereses


    Norma de orden público: art. 623 del Código Civil. Carácter restrictivo de la capitalización de intereses. Supuestos de excepción.


    Sobre la base de que la previsión del artículo 623 del Código Civil es de orden público y que la capitalización de intereses sólo es admisible de modo restrictivo y en los supuestos expresamente admitidos en la norma legal, so pena de que mediante la aplicación de fórmulas matemáticas abstractas se generenresultados objetivamente injustos, que trascienden los límites de la moral y las buenas costumbres, resulta descalificable el pronunciamiento que autorizó la violación de dicha norma (art. 623 del Código Civil) sin que concurran los supuestos legales de excepción referidos.


    Mulleady, Juan c/ S.A. del tenis argentino CIF y OTS s/ sumario


    M. 484, L. XLIII, 19 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Efectos. Efectos Anormales o Subsidiarios. Indemnización


    Reducción monto de condena. Acción por daño moral instaurada iure hereditatis: habilitación de la intervención de la Corte. Prudencia en el análisis de los elementos fácticos y jurídicos del caso.


    Las observaciones formuladas devienen extrañas a esta instancia extraordinaria, desde que no se ha acreditado con el rigor exigible la cualidad excepcional de los vicios acusados, en el sentido de que los eventuales yerros hayan conducido al terreno del absurdo. Y dicha demostración resultaba ineludible para la apertura del recurso.La solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la apreciación de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa; y, en tal sentido, la Corte no es una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar dichas cuestiones.Distinta es la suerte que debe correr el agravio dirigido contra el rechazo del restante ítem indemnizatorio, desde que -aunque se trata también de un asunto de derecho común- al juzgar sobre la acción por daño moral instaurada iure hereditatis, se ha incurrido en un defecto de entidad suficiente como parahabilitar la intervención de la Corte.El discurso desarrollado por el a quo alrededor de este rubro no sólo desconoce la secular directiva de V. E. en cuanto a que los jueces deben conformar lo que resuelven a los parámetros elaborados por ese tribunal; sino que incurre en una incoherencia interna por apoyarse en un antecedente jurisprudencial donde se hizo mérito de un desconocimiento, que en autos debía haberse descartado de plano. Dicha discordancia reviste notable seriedad, si se tiene en cuenta que por ese cauce, se ha consagrado la pérdida del derecho; lo cual exigía, de suyo, extremar la prudencia en el análisis de los elementos fácticos y jurídicos del caso.


    Vicñansky, Manuel c/ Línea 71 S.A. s/ daños y perjuicios


    V. 345, L. XLIII, 10 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Parte General


    De Las Personas


    Incapaces


    Protección de los incapaces como criterio guía en la ponderación de los distintos aspectos que hacen a la tareaprotectoriaencomendada al juez de la insania con carácter de obligación ineludible.


    La protección de los incapaces constituye el criterio guía en la ponderación de los distintos aspectos que hacen a la tarea protectoria encomendada al juez de la insania con carácter de obligación ineludible; por lo que debería operar no sólo en las decisiones de fondo, sino también en las que corresponda adoptar en el campo procesal (arg.arts. 75 inc. 23 de la Constitución Nacional y 475 y concs. del Código Civil). En este sentido, el cuidado del que el incapaz es acreedor comporta, antetodo, la vigilancia global de su persona, que se ve facilitada de modo innegable -y, muchas veces, sólo se hace posible-, a través de la inmediación.Si bien la directiva contenida en el art. 405 del Código Civil indica que, frente a un conflicto de competencia para entender en la causa que involucra a un incapaz, se continúe con la intervención del juez que previno en la dirección del proceso, toda vez que el incapaz en cuestión está radicado en una localidad diferente a la del juez mencionado en el precepto del Código, con visos de permanencia y no de mera transitoriedad, y que dicha localidad está ubicada a cuatrocientos kilómetros de la ciudad en la que está asentado el tribunal que decretó la interdicción, se está frente a una realidad que por sí sola supera a la letra del mencionado artículo 405. Es que, de ceñirse a ese texto, se caerá necesariamente en una duplicidad de intervenciones jurisdiccionales, a propósito del cumplimiento de los controles periódicos (exámenes médicos, informes ambientales y rendiciones de cuentas), con el dispendio que ello implica. Por otro lado -y ésto es lo fundamental-, se obstruirá el seguimiento directo propio de la función del juez de la insania; y, desde luego, se pondrá en un serio riesgo la agilidad -y muchas veces, la urgencia impostergable-, con que deben solventarse ciertas vicisitudes propias de la enfermedad mental y de la vida misma de la incapaz. No queda fuera de análisis que las normas atinentes a la competencia están revestidas con la impronta del orden público. Sin embargo, dado que los obstáculos indicados precedentemente desnaturalizan la realización activa de los objetivos que dan sustento al instituto de la curatela, ese carácter debe ceder en función del derecho sustancial a realizar, en tanto es exigencia constitucional que la tutela no se frustre por razones formales.


    P., Olga s/ insania y curatela


    COMP. 107, L. XLIV, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Salud mental: sucesivas internaciones. Remisión a lo dictaminado enComp.145 L. XLIV “FCM s/ Insania”. Se sugiere mayor control y contacto del Juez con el interno y su situación general.


    No obstante el marco en el que llegan las actuaciones a este Ministerio, atento a su tenor, se recomienda que -sea cual fuere el juez que haya de intervenir-periódicamente tome contacto personal con J. N. M. en el lugar de internación, y asegure el intercambio frecuente de información sobre su estado general y evolución.Se estima de la mayor importancia que el tribunal al que se asigne el seguimiento, coordine y controle con el mayor rigor la elaboración de una evaluación exhaustiva e integral, en pos de un proyecto que propenda a superar seriamente las aleatorias derivaciones o la fatal cronificación, que hasta ahora aparecen como única alternativa para el causante.


    M. J. N. s/ insania - cautelar


    COMP. 888, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contratos


    Parte Especial. Locación


    Incumplimiento en contrato de locación de inmueble: faltante de bienes al finalizar el alquiler. Disconformidad con el valor asignado a uno de los bienes. Arbitrariedad. Procedencia del recurso de queja.


    La Corte ha dicho que es dable exigir a las partes un comportamiento coherente ajeno a los cambios de conducta perjudiciales, desestimando toda actuación que implique un obrar incompatible con la confianza que, merced a sus actos anteriores, se ha suscitado en el otro contratante. También ha establecido que los jueces deben ponderar la actitud de las partes en función de las particularidades de la causa y con arreglo a los principios procesales que hacen a la lealtad y buena fe en el trámite de los procesos.Sin embargo, no es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean al sub lite. La inclinación a favor del menor de los precios estimados por el perito tasador respecto del mobiliario, como único elemento de ponderación para determinar su valor, sin el paralelo estudio de algunos otros elementos obrantes en las constancias del sub examine, importa de por sí, una insuficiente actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es muy cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso continuarhaciéndolo con los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.


    Parisier, Guido Nathan c/ Falak, Mario Víctor s/ Restitución de bienes


    P. 1791, L. XLII, 20 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho Comercial


    Remisión a B 337. L XLIV "Berbotto, Nilda E. y otros c/ PPP de Telecom Argentina Stet France Telecom SA y otro".



    Allegretti, Nélida María y otros c/ Ppp de Telecom Argentina et France Telecom S.A.


    A. 294, L. XLIV, 16 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contratos Comerciales



    Contratos Bancarios


    Responsabilidad de un banco por el pago de un certificado de plazo fijo a una persona distinta de su titular. Ausencia de arbitrariedad. Incorrecta aplicación de normas federales al caso.


    La sentencia recurrida -en el marco estricto de los aspectos en estudio en el presente punto- halla adecuado sustento en las consideraciones de hecho y derecho realizadas, por lo que no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. Los argumentos de los recurrentes no logran desvirtuar la premisa de la que parten los jueces de la causa, quienes para condenar al banco valoraron la responsabilidad agravada por el carácter profesional de la institución y su conducta frente al pago. Es necesario precisar que el recurso interpuesto, en cuanto se refiere a la moneda de pago es formalmente admisible pues se encuentra en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales -normas dictadas con motivo de la emergencia-, y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante. No obstante ello, se advierte que para resolver sobre la materia en debate, correspondía valorar especialmente la relación jurídica que unía a las partes, y, en ese contexto, en su caso, determinar las normas dictadas con motivo de la emergencia, que eventualmente resulten aplicables al sub lite. Nótese que la Cámara declaró la inconstitucionalidad del artículo 11 de la Ley N° 25.561 -texto según Ley N° 25.820- que se refiere estrictamente a las obligaciones originadas en los contratos entre particulares, no vinculadas al sistema financiero, supuesto que no se ajusta al caso de autos. En lo pertinente, se remite a lo dictaminado por la Procuración General de la Nación en la causa "Bustos" Fallos 327:4495.


    González, Hugo Alberto y otro c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires


    G. 2128, L. XLI, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Agentes Auxiliares de Comercio



    
      Demanda por incumplimiento contractual. Gestiones de representación e intermediación: corretaje. Auto-contradicciones en la sentencia. Procedencia de la queja.

      

    


    Al momento de fundar el rechazo de la pretensión retributiva, caracterizó la actuación del demandante como la de "un intermediario entre la oferta y la demanda que pone en contacto o aproxima a las personas que tienen interés de hacer un negocio, facilitándoles su conclusión" y que "actúa en su propio interés, ya que percibe una remuneración por su trabajo, pero actúa a nombre y por cuenta ajena, sin representar o recibir mandato de los interesados...".Más allá de la imprecisión de tales asertos, es claro que no obstante haber reconocido los jueces que la pretensión de retribución tenía su causa en la realización de gestiones de representación que consideraron probadas, además de las de intermediación que refieren, concluyen subsumiendo la plataforma fáctica de autos en la figura jurídica del corretaje, acto típico de mediación que excluye a las relaciones de representación del régimen legal de martilleros y corredores. En este contexto, la contradicción en que incurren deviene manifiesta. Circunstancia que se encarece en cuanto otros pasajes de la sentencia, en contrasentido equiparan el corredor al broker o agente financiero en razón de que el cliente o representado es un comerciante, definiéndolo también de manera muy variada, ínter alía, como la persona que actúa en nombre de una entidad financiera o el intermediario que compra valores negociables para sus comitentes.


    Carosio, Arnaldo Bruno c/ Infisa S.A. Corpgroup s/ ordinario


    C. 458, L. XLII, 05 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Defensa del Consumidor



    Responsabilidad extracontractual del concedente por el incumplimiento de la concesionaria. Sentencia autosuficiente. Ausencia de arbitrariedad.


    La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales -en el caso, los agravios en estudio remiten al examen de cuestiones de hecho y de derecho común-, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. Más allá de lo opinable que pueda resultar la decisión, la sentencia recurrida halla sustento en las consideraciones de hecho y de derecho común, efectuadas, por lo que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. Desde que los argumentos resultaron autosuficientes de acuerdo con la solución propuesta, deviene inoficioso el tratamiento de los agravios relativos a la imputación de responsabilidad que, "a mayor abundamiento", efectuó la Cámara, con fundamento normativo en la Ley de Defensa del Consumidor.


    Felipe Andreu e Hijos S.A. c/ Peugeot Citroën Argentina S.A. s/ sumario


    F. 892, L. XLIII, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Responsabilidad extracontractual del concedente por el incumplimiento de la concesionaria. Sentencia autosuficiente. Ausencia de arbitrariedad.


    La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales -en el caso, los agravios en estudio remiten al examen de cuestiones de hecho y de derecho común-, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto Jurisdiccional válido. Más allá de lo opinable que pueda resultar la decisión, la sentencia recurrida halla sustento en las consideraciones de hecho y de derecho común, efectuadas, por lo que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. Desde que los argumentos resultaron autosuficientes de acuerdo con la solución propuesta, deviene inoficioso el tratamiento de los agravios relativos a la imputación de responsabilidad que, "a mayor abundamiento", efectuó la Cámara, con fundamento normativo en la Ley de Defensa del Consumidor.


    Fuligna, Arnaldo c/ Ford Argentina s/ sumario


    F. 437, L. XLIII, 12 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Sociedades



    Generalidades. Liquidación


    Deuda de aseguradora por reaseguros. Vía procesal elegida para ordenar el depósito. Falta de fundamentación de la sentencia. Omisión de tratamiento de planteos conducentes para la resolución del asunto. Derecho de defensa en juicio.


    Si bien las decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de los recursos ante los tribunales de la causa, por su carácter fáctico y de derecho procesal, no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, dicho principio cede cuando lo decidido revela un exceso ritual manifiesto, incompatible con el ejercicio del derecho de defensa en juicio, carece de adecuado sustento y frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados por el recurrente, con sustento en normas de carácter federal. Supuesto de excepción que se halla configurado en el presente caso pues la denegación de la apelación trasunta una interpretación arbitraria del artículo 273 de la ley 24.522 con apartamiento de las constancias de la causa que impide la revisión, en segunda instancia, de una orden de depósito cuya procedencia fue objetada por el Instituto de Reaseguros desde su primera presentación en base a normativa federal y de orden público. La Ley de Concursos y Quiebras está enderezada a dar respuesta adecuada a los problemas derivados de la cesación de pagos y las reglas procesales en ella contenida tienden a su eficaz aplicación. Desde esa perspectiva puede afirmarse que, la inapelabilidad de las resoluciones que como principio general sienta el artículo 273 inciso 3 en pos de la celeridad y economía del trámite concursal, se circunscribe a aquellos asuntos o cuestiones característicos o propios de la ejecución colectiva. Hermenéutica que se compadece con lo prescripto por el artículo 278 que establece que: en cuanto no esté expresamente dispuesto por esta ley, se aplican las normas procesales de la ley del lugar del juicio que sean compatibles con aquellos principios. El Instituto de Reaseguros impugnó la denegatoria de la apelación con fundamento en la improcedencia de la vía procesal elegida para ordenar el depósito ante la falta de contradictorio; la inobservancia de las obligaciones del reaseguro y trámites reglados en el decreto n° 1061/99 -modo dcto.1220/00- y en que los créditos se hallaban prescriptos y alcanzados por la consolidación de deudas dispuesta por las leyes 23.982 y 25.344, aplicables a tenor de los artículos 62 y 63 de la ley 25.565 –art. 93 ley 11.672-, planteos formulados desde su primera presentación. Cuestiones que, a todas luces es evidente, no guardan correspondencia con temas regulados en la normativa concursal, sino en otras de carácter federal y de orden público como las mencionadas. Si bien se sostuvo que el artículo 273 inciso 3° establecía la inapelabilidad de las resoluciones consecuencia de la tramitación ordinaria y normal del proceso, dichos magistrados no examinaron la naturaleza de las cuestiones debatidas, lo cual revela que se circunscribieron a analizar los aspectos formales del asunto sin atender a su fin, soslayando el carácter instrumental que revisten las normas procesales y otorgando prevalencia al rito por sobre las razones de derecho de fondo que lo justifican y a las que deben servir. El fallo que deniega la apelación y confirma el ingreso a la masa de ciertos créditos por reaseguros desligados de sus antecedentes y de la ratio iuris del instituto; sin abordar el examen de los agravios formulados en cuanto a la inobservancia del régimen de consolidación de deudas, que establece la novación de los créditos y modo de cancelación, no satisface el requisito de la debida fundamentación exigible en las decisiones judiciales.


    Brújula Compañía Argentina de Seguros S.A. s/ liquidación judicial forzosa


    B. 1370, L. XLII, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Sociedades en Particular. Sociedades Personales. Sociedad de Responsabilidad Limitada


    Liquidación de participación societaria. Intereses. Costas. Procedencia del recurso: inadecuada referencia a los hechos comprobados de la causa. Arbitrariedad.


    Se configura en el sub-lite desde que para determinar los intereses del capital adeudado, tal como sostienen las actoras, el a quo al resolver la aclaratoria cambió la fecha a partir de la cual serían devengados, introduciendo una modificación a su anterior sentencia. En efecto, haciendo lugar al planteo formulado por los demandados de determinación infundada de intereses, los jueces concluyeron que ellos se debían desde que el precio de la participación societaria había sido establecido al dictarse la sentencia de primera instancia, sin embargo, al aclarar dicho pronunciamiento, modificaron tal fecha sin dar fundamento plausible alguno que lo justificase, en violación a lo dispuesto por el artículo 166 del Código Procesal que vía aclaratoria solamente autoriza a corregir errores materiales, aclarar puntos oscuros o decidir pretensiones omitidas. Para concluir sobre el carácter de sustancialmente vencidas de las actoras, el a quo omitió examinar constancias de la causa que demuestran que los demandados fueron vencidos en varios de los planteas que formularon ante la alzada, los cuales, por ende, indican que se habrían producido vencimientos recíprocos. Con base en la doctrina de la arbitrariedad que procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa, el fallo debe ser descalificado.


    Faille de Gómez Acuá, Elena Estefanía y otros c/ Kucza, María Isabel y otros


    F. 42, L. XLII, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo III


    Derecho Constitucional


    Remisión a M. 884, L. XLIV.



    Miño, Esteban c/ OSPM s/ Amparo


    M. 988, L. XLIV, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Constitución


    Constitución Argentina. Poder Constituido


    División de poderes. Base de la forma republicana de Gobierno. Armonía y equilibrio entre los poderes del gobierno.


    La misión más delicada de los jueces es saber mantenerse dentro de su órbita sin menoscabar las funciones que incumben a otros poderes del Estado de modo de preservar el prestigio y la eficiencia de control judicial y el razonable ejercicio de tal función constituye un requisito indispensable para mantener la armonía y el equilibrio entre los poderes del gobierno. En ese sentido, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha declarado que "Del juicio prudente de los magistrados en torno a los alcances de su jurisdicción es de donde cabe esperar los mejores frutos en orden al buen gobierno de la Nación". Lo expuesto es una derivación de la doctrina de la división de poderes o la separación de funciones, la que, particularmente, en nuestras sociedades modernas, halla su causa y finalidad en la especialización que pide el cumplido ejercicio de las diversas funciones que deben satisfacer los Estados. Ello es así, porque la distribución de dichas funciones en órganos, cuya integración personal y medios instrumentales está pensada con arreglo a la especificidad de aquéllas, es prenda de un mejor acierto de sus proyectos y realizaciones.


    Transportes Lizana S.C.A. c/ Resolución 301/04 - C.N.R.T. (Ex 4333/99).


    T. 538, L. XLII, 18 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Estructura Jerárquica de las Normas


    Modificación de un tratado a partir de una ley. Facultades del legislador.


    El legislador no tiene atribución para modificar un tratado por una ley y si bien podría dictar una ley que prescribiese disposiciones contrarias a un tratado o que hiciese imposible su cumplimiento, ese acto del órgano legislativo comportaría una transgresión al principio de la jerarquía de las normas (art. 31 de la Constitución Nacional) y sería un acto constitucionalmente inválido. No corresponde que el Tribunal entre a examinar el planteamiento de inconstitucionalidad realizado por un ente estatal -la AFIP en el caso- debido a que no puede reconocérsele el derecho a oponerse a la manifestación conjunta de voluntad de los poderes legislativo y ejecutivo al sancionar y promulgar, respectivamente, la norma legal cuya constitucionalidad, en definitiva, impugna.


    Lanera Austral S.A. (TF 13912-A) c/ D.G.A.


    L. 91, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Repetición de sumas abonadas en concepto de impuestos provinciales por el servicio de electricidad y consumo de energía eléctrica. Tributos discriminatorios y violatorios de derechos constitucionales. Aduanas interiores. Inconstitucionalidad. Violación Pacto Fiscal de 1993. Aplicación doctrina "Hidroeléctrica El Chocón S.A.". Sistema de generación, transporte y consumo de energía eléctrica: competencias propias del Estado Nacional, art. 75, inc. 13 de la Carta Magna. Resoluciones de tribunales inferiores que no justifican una revisión de la doctrina sentada.


    Si bien las provincias conservan todos los poderes necesarios para el cumplimiento de sus fines y, entre ellos, las facultades impositivas que conduzcan al logro de su bienestar y desarrollo, por lo que pueden escoger los objetos imponibles y la determinación de los medios para distribuirlos en la forma y el alcance que les parezca más conveniente, tales atribuciones encuentran el valladar de los principios consagrados en la Constitución Nacional. La discriminación resultante del decreto 1.160/92 hace que las consecuencias del tributo así aplicado importe en los hechos una barrera aduanera que entorpece la libre circulación en detrimento de lo dispuesto en los arts. 9º, 10 y 11 de la Constitución Nacional. No obstante que la Corte sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos, y que sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los demás jueces tienen el deber de conformar sus decisiones a aquellas sentencias. De allí deviene la conclusión de que carecen de fundamento las resoluciones de los tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el Tribunal, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia.


    Massuh S.A. c/ Provincia, de Buenos Aires (Ente Provincial Regulador Energético) s/ Demanda contencioso administrativa.


    M. 2844, L. XLII, 01 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Supremacía de la Constitución. Tratados. Clases. Derechos Humanos. Con Jerarquía Constitucional


    Intrascendencia de la organización interna en el plano internacional en tanto se asegure el régimen especial establecido por la "Convención sobre los Derechos del Niño". Jueces federales no impedidos de aplicar la legislación específica.


    La existencia de un tratado internacional con jerarquía constitucional se refiere a los compromisos asumidos por el Estado Parte, pero no por ello debe variar la jurisdicción, toda vez que la competencia material no es susceptible de cambio por la necesidad de aplicar un derecho, garantía u obligación internacional. En efecto, la "Convención sobre los Derechos del Niño" no compromete al Estado Parte a atribuir competencia específica, sino compele a que el régimen penal aplicable a los menores se ajuste a los criterios de ese instrumento internacional. Por lo tanto, en la medida que se encuentre asegurado ese régimen especial, pierde trascendencia en el plano internacional la organización interna de los tribunales, pues la aplicación de los principios en materia de menores no puede confundirse con la competencia, determinada esta última, por la forma de organización estatal surgida de la Constitución Nacional. Pues la limitada jurisdicción del fuero de excepción no exime a sus magistrados de la obligación de aplicar la legislación específica que rige para los procesos en que son parte los menores de edad.


    L., Hernán s/ Infracción ley 23.737


    COMP. 766, L. XLIII, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Clases. Integración. Con Estados Latinoamericanos


    Creación de derechos de exportación por operaciones dentro del MERCOSUR. Análisis del plexo de tratados internacionales constitutivos del Mercado común. Inexistencia de obligación alguna de abstenerse de establecer tributos a la exportación de mercancías hacia países miembros.


    No hay en el tratado constitutivo del Mercado Común del Sur ninguna norma que, de manera directa e indubitable, imponga a los Estados miembros la obligación de abstenerse de establecer tributos a la exportación de sus mercancías hacia los países miembros. Del plexo de tratados internacionales constitutivos del Mercosur no puede concluirse que la "eliminación de los derechos aduaneros y restricciones no arancelarias a la circulación de mercaderías y de cualquier otra medida equivalente" alcance a los derechos que cada Estado miembro puede aplicar para la exportación de sus mercancías.


    Sancor Cul (TF 18476-A) c/ D.G.A.


    S. 346, L. XLIII, 01 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Interpretación de Cláusulas Constitucionales


    Remisión R. 320, L.XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ ejecución hipotecaria”. Planteo de inconstitucionalidad de las leyes 26.167 y 26.204. Ausencia demostración afectación derechos y garantías constitucionales. Prórroga de la emergencia económica. Oportunidad, mérito o conveniencia de medidas adoptadas por otros poderes del estado. Control de razonabilidad.


    El examen de constitucionalidad que corresponde a los órganos del Poder Judicial no puede tener por objeto a una ley globalmente considerada, sino en su aplicación al caso concreto y el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, debiendo probar, además, que ello ocurre en el caso concreto. Por regla, no es tarea del juzgador pronunciarse sobre el mérito, la eficacia, oportunidad o conveniencia de los actos de otros poderes del Estado. Los jueces deberán revisar la legislación federal solamente para verificar si se encuentra razonablemente relacionada con una de las facultades expresamente concedidas por la Constitución y, en la medida en que ello haya sido así debe mantenerse la validez de la ley a menos que el poder del Congreso se encuentre limitado por derechos o garantías constitucionales u otras restricciones específicas en mayor conexidad con el tema que nos ocupa.


    Fiori de Guadagno, María Cristina c/ Kruls Acira, Julia y otros s/ Consignación


    F. 1269, L. XLII, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa "S.C. B. 1694, L. XXXIX Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986" y en lo pertinente a "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/GuzmánToledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Habida cuenta de que las cuestiones materia de recurso, resultan sustancialmente análogas a las estudiadas porla ProcuraciónGeneral en la causa "S.C. B. 1694, L. XXXIX Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986", de fecha 7 de diciembre de 2005, en beneficio de la brevedad, corresponde remitirse a los fundamentos y consideraciones del mencionado dictamen -en particular, a los puntos III, IV, VII, VIII, XI y XII-, y en lo pertinente a "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/GuzmánToledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria" (S.C. R. 320, L.XLII) del 8 de febrero de 2007, en cuanto el presente caso trata sobre un contrato personal no vinculado con la seguridad social, tal como la Procuración General se ha expedido en precedentes:N. 71, L. XL Navas Graciela Haydee c/ P.E.N. Decretos 570/01, 214/02 y otro s/ Acción de Amparo;R. 785, L. XL Roldan, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo-Inconstitucionalidad;V. 589, L. XXXIX; Vega Ramón Vicente c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo;C. 1353, L. XL; Careggio Adrián Fernando c/ PEN - Ley25.561 decretos 1570/01 y decreto 214 s/ Amparo;L.332, L. XXXIX; Laborde, María del Carmen y otro c/ PEN y otros s/ Amparo;R. 710, L. XL Rodríguez, Armando c/ Metropolitan Life Seguros de Retiro S.A. S/ sumarísimo;Z. 18, L. XL; Zaitone María E. c/ PEN s/ Amparo Ley 16.986, dictamen del 27 de diciembre de 2005; yD. nº 1811, L. XLI; Dolhare, Mariano c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo, dictamen del 3 de abril de 2006 yG. nº 1828, L. XLI; Gutnisky Abraham y otros c/ SiembraCía.de Seguros de Retiro SA s/ Amparo, dictamen del 5 de julio de 2006.


    Spagnolo, Juan Vicente c/ Metropolitan Life Seguros de Vida S.A. s/ incumplimiento de contrato


    S. 1138, L. XLIII, 10 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Bonos de cancelación de deuda en dólares estadounidenses. Pesificación. Estado de emergencia pública. Constitucionalidad del decreto 471/02.


    Desde sus orígenes el Tribunal ha señalado que los derechos declarados por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos, en tanto no se los altere sustancialmente, a las leyes que reglamenten su ejercicio (art. 28 de la Ley Fundamental), así como que tales restricciones pueden ser mayores en épocas de emergencia en aras de encauzar la crisis y de encontrar soluciones posibles a los hechos que la determinaron. La Corte ha dicho que el gobierno está facultado para sancionar las leyes que considere convenientes, siempre que tal legislación sea razonable y no desconozca las garantías o las restricciones que impone la Constitución, pues no debe darse a las limitaciones constitucionales una extensión que trabe el ejercicio eficaz de los poderes del Estado, toda vez que acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios. Y, con relación al derecho de propiedad, ha señalado que no hay violación del art. 17 de la Constitución Nacional cuando por razones de necesidad se sanciona una norma que no priva a los particulares de los beneficios patrimoniales legítimamente reconocidos ni les niega su propiedad y sólo limita temporalmente la percepción de tales beneficios o restringe el uso que pueda hacerse de esa propiedad. Antes bien, hay una limitación impuesta por la necesidad de atenuar o superar una situación de crisis que, paradójicamente, también está destinada a proteger los derechos presuntamente afectados que corrían el riesgo de convertirse en ilusorios por un proceso de desarticulación del sistema económico y financiero.


    Salamone, Irene Esther c/ Formosa, provincia de y Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad (Bonos Formosa).


    S. 1990, L. XLI, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Validez constitucional del decreto 486/02. Emergencia sanitaria nacional. Crédito excluido de la consolidación por su carácter alimentario. Aplicación del artículo 18 de la ley 25344.


    La incorporación del art. 18 de la ley 25.344 -norma que permitió excluir el crédito en cuestión del régimen de consolidación de deudas- responde a la necesidad de atender en efectivo las obligaciones de aquellos acreedores que se encuentran en las especiales condiciones descriptas por la norma, sin tener que recurrir a declarar inconstitucional el régimen, única solución posible antes de sancionarse la ley 25.344, pues la ley 23.982 no contenía una previsión de esa índole. Por lo demás, la facultad genérica de que da cuenta el segundo párrafo de esta disposición demuestra la voluntad legislativa de reconocer que en el contexto de casos concretos, tanto la autoridad reglamentaria como el Poder Judicial deberán ponderar las circunstancias particulares con el fin de brindar un resultado acorde con el propósito preambular de afianzar la justicia, en los términos en que ha sido definido por el Alto Tribunal. Habida cuenta de ello, si en el sub lite se consideró que los extremos de hecho justificaban excluir de la consolidación uno de los créditos por aplicación de la norma antes aludida, no parece razonable invocar la suspensión que prevé el art. 24 del decreto 486/02 y sus sucesivas prórrogas, pues de este modo se priva de virtualidad al beneficio que el ordenamiento jurídico otorga al menor a fin de que obtenga su crédito en forma inmediata por las particulares circunstancias en que se encuentra y lleguen en tiempo y forma las prestaciones comprometidas, colocándolo en la situación que precisamente se quiso evitar mediante la sanción del citado art. 18 y llevando al desconocimiento sustancial de la sentencia.


    Gil, Norma c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Ordinario.


    G. 597, L. XLIII, 09 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Declaraciones, Derechos y Garantías


    Derechos


    Civiles. Expresión y Pensamiento. Libertad de Prensa. Fuentes de Información. Doctrina de la Real Malicia


    Conocimiento de los hechos difundidos por parte del medio periodístico. Autorresponsabilidad de los empleados. Deber de diligencia en la comprobación de la veracidad de la información que recae sobre el medio que la hace pública. Identidad entre la fuente de la información difamatoria y el sujeto que resulta difamado por la difusión de la información. Deber de tolerar lesiones al honor provocadas por afirmaciones de hecho falsas.


    Fueron los empleados quienes, mediante su comportamiento, expusieron su honra haciendo creer a quienes posteriormente resultaron periodistas que organizaban encuentros sexuales con menores de edad, y dieron lugar, de esta manera, al comportamiento que se concretó en el daño alegado. Esta circunstancia relativa a la autorresponsabilidad de los empleados puede ser expresada de otra manera en relación a lo que importa, es decir, a la construcción de la regla de cuál es el deber de diligencia en la comprobación de la veracidad de la información que recae sobre el medio que la hace pública. Y al respecto parece evidente que el propósito de la regla de la real malicia -esto es, constituir un parámetro destinado a proteger y promover la información pública aun cuando pueda dañarse el honor- se vería desvirtuado si el medio, con la premura inherente a la difusión de la información, tuviera siempre un estricto deber de corroboración ulterior aun en los casos en los que los propios implicados en la conducta cuya difusión resultaría lesiva al honor son la fuente de la información. No es temerario en la publicación el medio que considera posiblemente veraz una información dada por el mismo sujeto que la protagoniza, cuando del contexto en el que fue emitida la información no surgen evidencias de su falsedad que podrían ser fácilmente detectadas por el medio. Estatuir ulteriores deberes de comprobación en estos casos, salvo cuando de especiales circunstancias concomitantes se desprenda evidentemente la falsedad de la información, entraría en colisión con el parámetro estatuido en materia de real malicia. Se trata de una evaluación de política constitucional que no puede ser subvertida en los casos en los que, justamente, hay identidad entre la fuente de la información difamatoria y el sujeto que resulta difamado por la difusión de la información. El fundamento del deber de tolerar lesiones al honor provocadas por afirmaciones de hecho falsas, se vincula con una serie de factores. Uno de ellos radica en la preferencia de arriesgar que salgan a la luz informaciones cuya certeza absoluta no puede ser alcanzada al momento de la publicación, en tanto el beneficio que la sociedad obtendría en caso de ser cierta la información supera el valor del perjuicio producido.


    B., Juan Martín; M. de B., Teresa; T. S.R.L. c/ Arte Radiotelevisivo Argentino S.A. s/ Sumario.


    B. 343, L. XLII, 18 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Doctrina de la "real malicia". Momento en que se genera la obligación de reparar. Recurso infundado. Inexistencia de gravamen. Dolo eventual.


    Sólo se genera el deber de reparar, si ex ante, es decir, al momento de publicar la noticia, el diagnóstico sobre su veracidad no se había hecho en base a la información disponible en ese momento de manera diligente. Si se conocía la falsedad de la información, o si se desconsideró -siempre en base a la información disponible al momento de la publicación- temerariamente su posible falsedad, se verifica la "real malicia" que fundamenta, junto a la lesión objetiva al honor, el deber de responder. De este modo, cuando el agravio sustancial consiste en el desacuerdo con los sentenciadores en orden a que, para los apelantes, no se ha demostrado la falsedad de la información vertida, pues -sostienen- el hecho fue cierto, dado que existió el operativo policial del que da cuenta la información, y que la crítica acerca de que el "consentimiento" del particular involucrado en un asunto de interés público no es requisito de la doctrina de la real malicia (más allá de que, efectivamente, para dicho estándar jurisprudencial la participación del particular puede ser voluntaria o involuntaria), resulta sin embargo inconducente para la solución de la contienda, y no se advierte cuál es el gravamen que causa a los apelantes, toda vez que, finalmente, el caso fue estudiado desde el enfoque de la doctrina de marras, y la queja fundamental de los recurrentes consistió en el reproche al Superior Tribunal local, por haber tenido por válida la conclusión de la Alzada acerca de la existencia de "dolo eventual", reiterando que en el marco de la real malicia debe probarse la intención de lesionar o por lo menos el desprecio de tal resultado, extremos que, para los apelantes, no surgen acreditados en autos.


    T. d. R., E. E. c/ Provincia del Chaco y/o Editorial Chaco S.A. s/ daños y perjuicios


    T. 352, L. XLIII, 04 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Doctrina de la real malicia: aplicación. Reglas del derecho civil. Daño efectivo al honor. Libertad de prensa.


    La doctrina de la real malicia es una ponderación de los intereses en conflicto que se aparta, por razones de diseño constitucional, de las reglas corrientes del derecho de daños. Esta ponderación consiste en otorgar un mayor valor al aseguramiento de la libertad de expresión futura que a una eventual lesión al honor. En efecto, las reglas del derecho civil de daños no se aplican, aunque haya existido un daño efectivo al honor, si esa aplicación puede perjudicar, por implicar un incentivo económico negativo, el margen del ejercicio futuro de la libertad de prensa. La lesión al honor que emana de una aseveración de hechos falsos, cuando se trata de funcionarios públicos, figuras públicas, o particulares que hubieren intervenido en cuestiones de interés público, sólo genera el deber de indemnizar en el especialísimo caso en que haya sido llevada a cabo con real malicia, es decir, con conocimiento de la falsedad o al menos con una desconsideración temeraria acerca de su posible falsedad. En todo otro caso, aún en presencia de una aseveración lesiva del honor, decaen las reglas corrientes de la responsabilidad civil, y no existe un deber de indemnizar. Por otra parte, la doctrina de la real malicia sólo es aplicable en casos en los que está en juego una aseveración de tipo histórico, es decir, cuando se atribuye la existencia de un hecho cuya mera existencia pone en duda la honorabilidad de alguna persona. Por el contrario, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido que las opiniones sobre cuestiones públicas no pueden ser limitadas casi de ninguna manera. La crítica acerca de hechos cuya existencia no es en principio disputada no genera el deber de reparar. Así, las críticas al ejercicio de la función pública no pueden ser sancionadas aun cuando estén concebidas en términos cáusticos, vehementes, hirientes, excesivamente duros o irritantes, pero siempre y cuando se encuentren ordenadas al justificable fin del control de los actos de gobierno Asimismo, si en una causa el a quo consideraba que habían existido afirmaciones sobre hechos no ajustadas a la realidad, debió justamente apartarse de las reglas ordinarias de la responsabilidad civil y aplicar la doctrina de la real malicia. Ello implicaba necesariamente la averiguación e investigación sobre la subjetividad de los autores en el marco del cruzamiento de antecedentes fácticos y opiniones, aspectos dejados de lado por el a quo, lo cual lleva necesariamente a la conclusión de que las reglas establecidas por la Corte Suprema de Justicia de la Nación acerca del alcance constitucional de las libertades de prensa y expresión no han sido seguidas, inobservancia que descalifica a la sentencia. Dicho de otro modo, aunque resulte reiterativo, cabe insistir en que la aplicación de la “real malicia” depende de la comprobación de circunstancias de hecho. Estas circunstancias consisten en la existencia de un elemento subjetivo de conocimiento o al menos despreocupación respecto a la falsedad de los hechos. Si bien estos presupuestos fácticos son materia, en principio, ajena a la instancia extraordinaria, no es menos cierto que su prueba está en cabeza del demandante.


    Vaudagna, Juan Manuel c/ Rocha, Alberto Eduardo s/ daños y perjuicios


    V. 185, L. XLIII, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Condena al pago de una indemnización por daños y perjuicios. Difusión de publicación lesiva al derecho al honor. Derecho a la libertad de expresión. Doctrina de la "real malicia".


    La aplicación de la "real malicia" depende de la comprobación de circunstancias de hecho. Estas circunstancias consisten en la existencia de un elemento subjetivo de conocimiento o al menos despreocupación respecto a la falsedad de los hechos. Si bien estos presupuestos fácticos son materia, en principio, ajena a la instancia extraordinaria, no es menos cierto que su prueba está en cabeza del demandante, y no surge de las constancias del expediente que se haya verificado la demostración de alguno de estos antecedentes. Por lo demás, las circunstancias del caso no indican que pudiera resultar verosímil que la publicación cuestionada haya sido hecha con conocimiento o despreocupación acerca de su inexactitud.


    Locles, Roberto Jorge c/ Arte Gráfico Editorial Argentino S.A.


    L. 858, L. XLII, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Igualdad ante la Ley


    Ley de Migraciones. Tratamiento de los extranjeros condenados. Pena privativa de la libertad: cumplimiento anticipado. Sanción de expulsión del país. Principio republicano de división de poderes: atribuciones del Congreso Nacional y el Poder Ejecutivo Nacional.


    No significa que por el principio de igualdad ante la ley, el tratamiento de los extranjeros deba asimilarse completamente al de los nacionales, y viceversa, pues la nacionalidad constituye una pauta relevante que permite al Congreso Nacional, en uso de las facultades que le reconoce el artículo 75, incisos 12 y 32, de la Constitución Nacional, efectuar distinciones en tanto no resulten irrazonables. En lo particularmente vinculado a la norma cuya constitucionalidad se cuestiona, lo hasta aquí desarrollado impide sostener que con ella se afecte dicha garantía y que los condenados nacionales sean "discriminados" por no permitírseles acceder al cumplimiento anticipado de la pena, como se reconoce a los extranjeros que se encuentran en situación irregular con resolución de expulsión firme y consentida, desde que por su condición de nacionales no pueden ser expulsados del país, tal como expresamente lo veda el artículo 22, inciso 5°, del Pacto de San José de Costa Rica. El artículo 64, inciso "a", de la ley 25.871 no invade facultades del Poder Judicial, pues es incuestionable que lo que allí se establece no excede las atribuciones del Congreso Nacional para dictar normas de esa naturaleza al regular la materia migratoria. Tampoco se ve afectado, el principio republicano de división de poderes porque en cumplimiento de esa ley, la autoridad migratoria -dependiente del Poder Ejecutivo Nacional- dicte la resolución correspondiente declarando irregular la permanencia de un extranjero y aplicando la sanción de expulsión del país prevista en el artículo 61, pues no es más que una derivación del normal ejercicio de las atribuciones del artículo 99, incisos 1° y 2°, de la Constitución Nacional.


    R. N., Cristian s/ Recurso de inconstitucionalidad


    R. 1786, L. XLI, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Intimidad. Límites


    Intervención de telecomunicaciones por parte de magistrados judiciales y fiscales. Derecho a la intimidad. Prevalencia del interés general. Constitucionalidad de la ley 25873.


    Toda ley debe ser razonable, esto es, justificada por los hechos y las circunstancias que le han dado origen y por la necesidad de salvaguardar el interés público comprometido y proporcionado a los fines que se procura alcanzar, de tal modo de coordinar el interés privado con el público y los derechos individuales con el de la sociedad. En rigor, ha dicho la Corte, el derecho a la privacidad comprende no sólo a la esfera doméstica, al círculo familiar y de amistad sino a otros aspectos de la personalidad espiritual o física de las personas tales como la integridad corporal o la imagen, y que nadie puede inmiscuirse en la vida privada de una persona ni violar áreas de su actividad no destinadas a ser difundidas, sin su consentimiento o el de sus familiares autorizados para ello, así como que sólo por ley podrá justificarse la intromisión, siempre que medie un interés superior en resguardo de la libertad de los otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la persecución del crimen. Es un valor entendido que los derechos a la intimidad y a la privacidad, al igual que los demás derechos individuales que la Constitución Nacional garantiza, suponen límites a la averiguación de la verdad real en el proceso penal. En ese orden, incluso la propia Constitución admite que la ley autorice en ciertos casos la intromisión de los órganos estatales encargados de la persecución penal en la libertad, la intimidad, la vida privada y demás derechos de la persona en aras de salvaguardar el interés de la sociedad en la investigación y el castigo de los delitos.


    Halabi, Ernesto c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.873 Dto. 1563/04 - s/ Amparo ley 16.986.


    H. 270, L. XLII, 27 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Propiedad. Limitaciones. En Interés Público. Expropiación


    Demanda de expropiación irregular. Inexistencia de caso o controversia contenciosa: ausencia afectación directa. Improcedencia tratamiento por parte de la Corte.


    En autos no se configura un caso o causa en los términos de la doctrina del Tribunal, por falta de un perjuicio concreto debidamente demostrado. En efecto, en lo atinente a la demanda de expropiación irregular entablada por Campo del Cielo S.R.L., es necesario tener en cuenta que únicamente si el expropiante no promueve la acción de expropiación, el dueño o poseedor del bien está facultado para suplir la inactividad del expropiante y promover él la acción correspondiente. Así pues y considerando la naturaleza jurídica del instituto que nos ocupa, resultaba improponible en el sub lite demandar la expropiación irregular del meteorito, habida cuenta de que el Estado Provincial ya había iniciado en otra causa -y aún en trámite- la expropiación regular del terreno donde dicho bien se encuentra. La expropiación es un acto unilateral y de imperio de la autoridad expropiante, por el cual ésta adquiere la propiedad del bien declarado de utilidad pública sin el concurso de la voluntad del expropiado.


    Campo del Cielo SRL c/ Provincia del Chaco s/ Expropiación irregular.


    C. 1389, L. XLIII, 18 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Sujetos. Pasivo. Expropiación Inversa


    Expropiación inversa. Inmueble afectado por la ley provincial. Desposesión. Actualización del valor asignado al inmueble desde el momento de la desposesión. Improcedencia. Existencia de fecha efectiva de fijación del monto indemnizatorio, establecido por Tribunal de Tasaciones. Empleo tasa activa Banco Nación para el cálculo de los intereses compensatorios. Improcedencia. Procedencia recurso extraordinario. Arbitrariedad de sentencia. Sentencia que no cumple con el requisito de ser una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias probadas de la causa.


    La sentencia deja de ser una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias probadas de la causa, no cumpliendo de tal modo con los requisitos de validez que hacen al debido proceso. La desindexación perseguida por la ley de convertibilidad (23.928, ahora con las modificaciones de su similar 25.561) mediante la supresión, en general, de los procedimientos de actualización sustentados en el empleo de indicadores, quedaría desvirtuada por la aplicación de la tasa de interés activa, ya que ésta, especialmente a partir de la vigencia de la nueva ley, ha superado sustancialmente a los índices de precios, por lo que no mantiene incólume el contenido económico, sino que genera en el patrimonio del acreedor un enriquecimiento incausado.


    Estado Provincial - Casación (Autos: Ros, Guillermo Horacio y otros c/ Estado Provincial. Expropiación Inversa).


    E. 35, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Sociales y Económicos. Consumidores y Usuarios


    Incumplimiento en la prestación del servicio de correo. Normativa que regula la actividad. Ley 24.240 y disposiciones del marco regulatorio específico de la actividad. Autoridad competente para aplicar sanciones. Comisión Nacional de Comunicaciones.


    El organismo que la legislación específica contempla con facultades para aplicar sanciones es la Comisión Nacional de Comunicaciones. Este es el órgano creado para "Fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones y condiciones en que los operadores privados y el Correo Oficial prestan los servicios postales, ya sea de oficio o a petición de parte interesada..." (art. 6º, inc. b, del decreto 1185/90). No debe excluirse la aplicación de la Ley de Defensa del Consumidor a los servicios públicos, sino que, por el contrario, la voluntad del legislador ha sido la de someter dichos servicios a controles más estrictos, sujetándolos a un doble régimen jurídico, uno de naturaleza específica para el servicio de que se trate y el otro de carácter supletorio.


    Correo Argentino S.A. s/ Ley 24.240.


    C. 2965, L. XLII, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Infracción al artículo 7 de la Ley de Defensa del Consumidor.


    Carecer de determinados productos para su venta al público dentro del plazo de vigencia de la oferta publicada ha sido incorrectamente subsumido en el artículo 9 de la ley 22.802, pues configura una infracción al artículo 7° de la ley 24.240.


    C. S.A. s/ Apela multa (ley 22.802)


    C. 1692, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Ley de Defensa del Consumidor. Publicidad engañosa.


    Señalar en la góndola del supermercado un precio inferior al efectivamente cobrado en línea de cajas, es subsumible bajo la infracción prevista en los artículos 1° y 2° de la resolución n° 7/02 de la Secretaría de la Competencia, la Desregulación y la Defensa del Consumidor. Carecer de determinados productos para su venta al público dentro del plazo de vigencia de la oferta publicada, es incorrectamente subsumido en el artículo 9 de la ley 22.802, pues configura una infracción al artículo 7° de la ley 24.240.


    C. A. S.A. s/ Apela multa (Ley 22.802)


    C. 3290, L. XLII, 11 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "C. A. S.A. s/ Apela multa (ley 22.802)", causa 3290, letra C, libro XLII.


    C. A. S.A. s/ Apela resolución Ley 22.802


    C. 368, L. XLIII, 11 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "C. A. S.A. s/ Apela multa (ley 22.802)", causa 3290, letra C, libro XLII.


    C. A. S.A. s/ Inf. Ley 22.802


    C. 370, L. XLIII, 11 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Medio Ambiente


    Conservación del medio ambiente. Disposición provincial que condiciona el ejercicio de la actividad minera con fundamento en motivos de protección ambiental. Impugnación de la normativa local. Valoración de la norma. Competencia de las autoridades judiciales y administrativas de la provincia.


    Corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión es la que debe extraerse de la propia Constitución Nacional, la que, si bien establece que le cabe a la Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección", reconoce expresamente las jurisdicciones locales en tal materia (pues se trata de facultades concurrentes), las que no pueden ser alteradas (art. 41, tercer párrafo de la Constitución Nacional). En consecuencia deben ser las autoridades administrativas y judiciales de la Provincia las encargadas de valorar si la ley local afecta dicho aspecto tan propio del derecho público provincial.


    Calypso Uranium Corp. y otras c/ Mendoza, Provincia de y otro (Estado Nacional citado como tercero) s/ Acción declarativa de certeza.


    C. 1883, L. XLIII, 16 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Prohibición del ingreso al territorio nacional de residuos radiactivos. Artículo 41 de la Constitución Nacional. Falta de mayoría de opiniones coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida.


    La falta de coincidencia de una mayoría válida de los votos en sentido concordante, descalifica el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido. Ello, por cuanto toda sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte dispositiva es la conclusión necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en sus fundamentos. No es, pues, sólo el imperio del tribunal ejercido concretamente en la parte dispositiva lo que da validez y fija los alcances del pronunciamiento: estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que sirven de base a la decisión. Asimismo, ha dicho la Corte, que las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como un producto de un intercambio racional de ideas entre ellos. En este marco, cabe aplicar la reiterada jurisprudencia del Tribunal en orden a que, si bien lo referente al modo en que emiten sus votos los Jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de la sentencia, es materia ajena al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, lo que invalida el pronunciamiento.


    Schroder, Juan c/ INVAP S.E. y Estado Nacional s/ Amparo


    S. 569, L. XLIII, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Trabajo. Condiciones de Trabajo. Empleo Público


    Diferenciación según el estado civil de los agentes de personal militar o civil de inteligencia, a los fines del pago del suplemento por inestabilidad de residencia. Inexistencia arbitrariedad o discriminación. Ausencia planteo concreto de inconstitucionalidad de la norma.


    La actora debió demostrar por qué era arbitraria la distinción entre solteros y casados para establecer el porcentaje del suplemento por inestabilidad de residencia. La demandante no efectuó un planteo apropiado para la declaración de inconstitucionalidad de las normas que lo establecieron. La garantía de igualdad ante la ley radica en consagrar un trato legal igualitario a quienes se hallen en una razonable igualdad de circunstancias, lo que no impide que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes, en tanto dichas distinciones no se formulen con criterios arbitrarios, de indebido favor o disfavor, privilegio o inferioridad personal o de clase, o de ilegítima persecución. El suplemento por inestabilidad de residencia se otorga por los sucesivos traslados que exige la carrera militar, situaciones que traen aparejado un continuo desarraigo y que ello conduce a dificultades como no tener una vivienda estable y que las posibilidades para adquirirla también se tornen muy dificultosas, circunstancias todas ellas que son demostrativas de que la situación que genera la inestabilidad compensada por el suplemento en cuestión es más gravosa para quienes cuentan con cargas de familia que para quienes no cuentan con ellas.


    Ramírez, Laura Adriana c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - EMGE - s/ Personal Militar y civil de las FFAA y de Seg.


    R. 642, L. XLIII, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Nueva vista de causa al Ministerio Público Fiscal. Aumentos generalizados de remuneraciones en base al mecanismo de actualización de coeficientes, creados por el decreto 2744/93, bajo la denominación de suplementos particulares. Beneficios remunerativos y bonificables.


    Con el dictado de los decretos de necesidad y urgencia 1255/05 y 1126/06, no se modificaron las circunstancias por las que la Procuración General emitió la opinión del 27/09/2006, aconsejando considerar a los beneficios creados como remunerativos y bonificables, más allá de la calificación en ellos dispuesta.


    Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - PFA - Dto. 2133-91 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    O. 126, L. XLII, 05 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Estabilidad del Empleado Público


    Acción de amparo entablada por empleados públicos de las fuerzas de seguridad de la provincia de San Luis, a fin de obtener la declaración de inconstitucionalidad de la normativa que dispuso su prescindibilidad. Derecho a la estabilidad consagrado en el art. 14 bis de la Constitución Nacional. Validez de normativa que dispuso la prescindibilidad de empleados públicos. Límite al derecho a la estabilidad de los empleados. Situación de emergencia. Compensación a través de una indemnización.


    La estabilidad del empleado público reconocida por el art. 14 bis de la Constitución Nacional no es un derecho absoluto, sino que debe ejercerse de conformidad con las leyes que lo reglamentan y en armonía con los demás derechos individuales y atribuciones estatales establecidos con igual jerarquía por la misma Constitución. El decreto que dispuso la prescindibilidad de los empleados, ratificado por una ley de la Legislatura local que declaró el estado de emergencia en la seguridad pública por el término de un año, en cuanto contempla de modo transitorio, en su art. 5°, la posibilidad de prescindir o disponer el retiro, según el caso, al personal policial, del Programa Seguridad Pública y Protección Civil y del Servicio Penitenciario, no atenta contra la garantía de la estabilidad del empleado público, consagrada en el art. 14 bis de la Constitución Nacional.


    Damn.: Varas, Sandro y otros s/ Amparo, Expte. 1868-06 - Sol. Per Saltum.


    D. 34, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    No Enumerados. Salud


    Derechos de las personas con discapacidad: análisis de situaciones de aparente equilibrio. Ley 22.431: habilitación de franquicias y estímulos que permitan neutralizar, de algún modo, la desventaja que la discapacidad provoca, mediante una estructura de protección consistente, global e inmediata. Discriminación inversa. Cajas provisionales: posible asimilación a las entidades de medicina prepaga.


    En el terreno de la discapacidad debe extremarse la prudencia al evaluar situaciones de aparente equilibrio, en orden a establecer si existe o no un trato parejo. En este sentido, la realidad demuestra con evidencia que -desde su nacimiento- el actor está sumido en un estado de notable inferioridad física y psíquica. En consecuencia, se opera sobre una base irrazonable cuando -comparando las circunstancias del insano y las de su madre-, se toma como iguales a quienes objetivamente no lo son, para concluir que, por haberse abordado ambas solicitudes con reglas homogéneas, no se ha hecho acepción de persona. Ese proceder fuerza la naturaleza misma de las cosas. Pero también, supone una aproximación sesgada al problema, que desatiende abiertamente los principios jurídicos rectores propios de este campo. Precisamente -más allá de la adhesión o no a la ley Nº 22.431-, esos principios aconsejan tender a un cuidado integral de las personas discapacitadas, que abarque todos los aspectos relativos a su situación dentro de la sociedad. Trazan así, un estatuto particular respecto del reconocimiento de los derechos de estos seres humanos tan vulnerables, y de las obligaciones que se imponen a los órganos estatales (entre ellos, al Poder Judicial). Tanto el propósito de la ley Nº 22.431, como del régimen jurídico en su conjunto, apunta, fundamentalmente, a habilitar franquicias y estímulos que permitan neutralizar, de algún modo, la desventaja que la discapacidad provoca, mediante una estructura de protección consistente, global e inmediata. Este objetivo -compatible con la llamada discriminación inversa, que campea en este ámbito de los derechos humanos-, cuenta con un fuerte sustento constitucional -v. esp. art. 75 inc. 23 de la Constitución Nacional-, y exige al intérprete reconocer las naturales diferencias de signo negativo que pesan sobre el discapacitado, para adoptar acciones que propendan a balancearlas. La mejor solución que puede extraerse del ordenamiento, no ha de pasar -entonces- por negar disimilitudes que resultan ostensibles, sino por adecuarse al mandato constitucional de tutela eficaz de la persona minusválida (arg. arts. 31 de la Constitución Nacional; 1.a y 3.2.b de la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, aprobada por la ley 25.280; 7, 27 y 59 de la Constitución provincial). Ahora bien, toda vez que no se encuentra demostrado lo irrazonable de los gastos reclamados, ni que ellos -por sus proyecciones-, puedan alterar el equilibrio económico-financiero de la entidad demandada, así como tampoco se ha cuestionado siquiera la necesidad de los servicios sanitarios cuya cobertura se discute (al contrario, no hay duda de que la patología que padece la actora es congénita, irreversible y multifacética), por lo tanto, la admisión efectuada en las condiciones fijadas por la demandada, importa -lisa y llanamente- un rechazo encubierto de la solicitud de afiliación, en tanto equivale a decir que no se cubrirá la problemática -por cierto gravísima-, que aqueja por entero a este enfermo. Y, paralelamente, deja vacía de contenido a la previsión vigente al tiempo de nacer la relación en crisis, en cuanto atribuía la cualidad de asociado beneficiario al hijo mayor de treinta años, discapacitado. Una paradoja reglamentaria que -allende las directivas de rango superior-, es en sí misma arbitraria, por incoherente.


    R. R., Rogelio Enrique c/ Caja de Previsión y Seguridad Social de Abogados y Procuradores de la Provincia s/ Amparo


    R. 735, L. XLII, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Obligación de la empresa de medicina prepaga de brindar los servicios toda vez que está en juego el mantenimiento de la vida. Problemática a resolver dentro del ámbito de los derechos humanos, y no dentro del contractual. Función social trascendental de las empresas de medicina prepaga. Obligación de fuente legal que pesa sobre la empresa prestataria, en virtud de lo dispuesto por la ley 24.754 y por la resolución 210/02: subsistencia independiente de las características del plan al que adhirió la actora.


    En el caso, la causa eficiente de la ablación fue la maniobra abortiva clandestina que tuvo lugar en consultorios particulares, a cargo de médicos no especializados ni incluidos en la cartilla, uno de los cuales no estaba habilitado para el ejercicio profesional. De este modo, la índole del dilema tiene una densidad poco común, desde que resulta patente la conexión de directa dependencia que existe entre el mantenimiento mismo de la vida de la actora, y la prestación cuya cobertura se debate. La realidad subyacente y los principios que la aprehenden, imponen una dirección que ha de partir necesariamente de la consideración de aquel bien humano básico, en pos de su realización efectiva. Así, el problema escapa del ámbito de lo propiamente contractual, para adentrarse en el campo de los derechos humanos. La negativa cerrada que expresó la empresa prestataria al contestar la demanda en cuanto al suministro de un insumo vital, importó subalternar la supervivencia de un ser humano -en inminente peligro de muerte, sean cuales fueren los antecedentes de ese desenlace crítico-, a razones de utilidad o conveniencia de la empresa, vinculadas al sacrificio económico que se le imponía. En este sentido, siendo manifiestas las dificultades que deben afrontar los enfermos en estas circunstancias, deviene antifuncional que la prestadora -que cuenta con una infraestructura ad hoc-, se desentienda en lo inmediato de una carga que la letra de la ley le asigna directamente; y transfiera a la paciente la tarea de perseguir al Estado o a terceros, en busca de satisfacer su apremiante e impostergable necesidad. Las entidades de medicina prepaga tienen a su cargo una trascendental función social, que está por encima de toda arista comercial. Por tal motivo, no parece razonable colocar a quien está incapacitada, en dificilísimas condiciones de supervivencia, ante la única alternativa de acudir a otro juicio para reclamar una prestación que hace a su propia subsistencia, cuando por la vía del amparo ya lleva más de dos años litigando, con el sujeto pasivo primario señalado prima facie por la ley aplicable. Por consiguiente, frente a la muerte segura que sobrevendría de suspenderse el suministro, y dado el pronóstico ominoso en cuanto a las probabilidades de subsistencia de esta persona, su prestadora de salud, por su superioridad estructural y sus finalidades propias, debe hacerse cargo aquí y ahora de sufragar el único medio posible para el mantenimiento de la vida. A la luz de esos parámetros, la única estipulación sobre la que la empresa prestataria sigue sustentando su defensa, es la que hace referencia a "tratamientos u operaciones no autorizados por la legislación vigente". Pero más allá de lo excesivo o no de dicha cláusula, en los términos del art. 37, inc. A, de la ley 24.240, lo cierto es que la hermenéutica de la ley debe integrarse a su espíritu, a sus fines, al conjunto armónico del ordenamiento jurídico, y a los principios rectores del derecho -en el grado y jerarquía en que éstos son valorados por el todo normativo-, previniendo que la inteligencia de un precepto -basada incluso en su literalidad-, conduzca a resultados que no armonicen con las pautas rectoras de la materia o sean notoriamente disvaliosos. Así, no puede olvidarse que el estatuto de la salud -conformado por principios y normas de fuente internacional, constitucional, legal y reglamentaria-, está dotado de objetivos y valores, en fin, de una significación común a todos sus componentes, que el art. 2º de la ley 23.661 refleja cuando alude a "... proveer al otorgamiento de prestaciones de salud igualitarias, integrales y humanizadas, tendientes a la promoción, protección, recuperación y rehabilitación de la salud, que respondan al mejor nivel de calidad disponible". Y la actora no persigue el pago de una prestación ilícita, sino el aporte de una dieta de la que es acreedora, conforme a la ley 24.754 y a la resolución 210/02, y de la que depende su sobrevida, por lo que esa lectura -lejos de comportar una inadvertencia o una conclusión forzada-, no es más que la aplicación de la letra y el espíritu del orden normativo vigente en la materia. Por todo lo anterior, la obligación de fuente legal que pesa sobre la empresa prestataria, en virtud de lo dispuesto por la ley 24.754 y por la resolución 210/02 (ninguna de las cuales hace acepción de etiologías, como sí pretende hacerlo la recurrente), subsiste independientemente de las características del plan al que adhirió la actora, y -en fin-, más allá de la responsabilidad que pudiere imputarse a los terceros que actuaron en dicha práctica.


    N. d. Z., M. V. c/ Famyl S.A. Salud para la familia s/ Reclamo contra actos de particulares


    N. 289, L. XLIII, 16 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen de tutela de la infancia y de la persona discapacitada. Menor de edad con discapacidades mentales: cobertura integral de la escolaridad. Derecho a la salud: servicios educativos. Responsabilidad de I.PRO.SS. Protección y asistencia universal de la infancia discapacitada: política pública.


    En la causa se persigue la cobertura integral de la escolaridad que viene cursando en el instituto especializado una menor que padece de una discapacidad mental (Síndrome de Down), asociada a otras dolencias de tipo físico, y en la que ni siquiera se ha invocado que la pretensión sea caprichosa o exorbitante; al contrario, el pedido aparece como prudente, a la luz de las circunstancias expuestas en el escrito inicial, reforzadas con los informes técnicos allí acompañados. La patología que padece esta niña, lleva de suyo la necesidad de iniciar y mantener su tratamiento en un establecimiento especializado, lo cual resulta un correlato propio de su estado de salud y de los progresos logrados, que podrían desvanecerse, de no continuar el proceso en curso. En ese marco y en la economía del régimen asistencial, los servicios educativos son, indudablemente, prestaciones de salud que no tienen por qué escapar al ámbito de responsabilidad de I.PRO.SS. Así las cosas, el a quo no ha hecho sino relegar el problema, a través de un emplazamiento genérico abierto, que no se hace cargo de la situación particular que le toca juzgar, ni de un adecuado resguardo a fin de la consagración efectiva de los derechos fundamentales en juego. Es que, dentro del vasto y consistente marco jurídico que regula la tutela de la infancia y de la persona discapacitada, en la especie no existe ninguna justificación para eludir, a través de reenvíos administrativos inespecíficos, la cobertura eficaz, que se le ha negado a la niña. Es oportuno recordar que la protección y la asistencia universal de la infancia discapacitada, constituye una política pública, en tanto consagra ese mejor interés, cuya tutela encarece -elevándolo al rango de principio-, la Convención sobre los Derechos del Niño (arts. 3, 24 y 24 de dicho pacto y 75 inc. 22 y 23 de la Constitución Nacional). Esa doctrina es particularmente esclarecedora en cuanto a que la niñez, además de la especial atención por parte de quienes están directamente encargados de su cuidado, requiere también la de los jueces y de la sociedad toda; con lo cual, la consideración primordial de aquel interés viene tanto a orientar como a condicionar la decisión jurisdiccional; con singular énfasis en aquellos menores aquejados por impedimentos físicos o mentales, cuyo interés debe ser custodiado, con acciones positivas y por sobre otras consideraciones, por todos los departamentos gubernamentales. En definitiva, lo actuado en la causa ha venido a frustrar en los hechos, la claridad y sensatez de un régimen perentorio, destinado no sólo a atender las dolencias de estas personas, sino a promover activamente su calidad de vida.


    R., Gladys Elizabeth s/ Amparo - apelación


    R. 1629, L. XLII, 05 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Garantías


    Amparo


    Admisibilidad del amparo. Subsanación de defectos de forma por parte de los tribunales. Menor que sufre de una grave patología: vulneración del derecho a la salud.


    Toda vez que se ha presentado un amparo en una causa que involucra a una persona especialmente vulnerable, tanto por su menor edad como por la grave patología denunciada, un niño con una compleja enfermedad, y con una cobertura social restringida, de cuya ampliación dependería la continuidad de la prestación asistencial, no puede ignorarse que el panorama descripto, está vinculado con el derecho a la salud. En dicho contexto, la aproximación al complejo proceso constitucional que es el amparo -instrumento y, a la vez, garantía-, tiene que llevarse a cabo en una línea de equilibrado balance que no desvirtúe su especificidad, pero que tampoco coarte con rigorismos antifuncionales el acceso a una pronta intervención jurisdiccional. Y si bien este valioso mecanismo no está destinado a reemplazar los medios necesarios para solucionar todo tipo de controversias, su exclusión no puede fundarse en una apreciación meramente ritual, en tanto el objeto del amparo, más que una ordenación o aseguramiento de competencias, es el efectivo resguardo de derechos fundamentales. En esa línea, si el tribunal advirtió un defecto en la manera de dirigir la demanda, en esta coyuntura tan particular, debería haber arbitrado los medios para integrar adecuadamente la litis, toda vez que los jueces no se encontraban habilitados para cercenar a priori la posibilidad de ventilar el amparo, desde que ello conduce a un injustificado rigor formal, incompatible con la garantía del debido proceso.


    P., S. E. c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    P. 943, L. XLIII, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia de la desestimación de la acción de amparo cuyo objeto es obtener del Estado Nacional, la cobertura integral y la cancelación de los montos adeudados respecto de las prestaciones de escolaridad y transporte especial que brindaría un Instituto a un adolescente -afectado, según se denuncia, por una discapacidad: retraso mental-.


    Toda vez que los valores en juego y la urgencia normalmente presente en estos asuntos (obtener del Estado Nacional, la cobertura integral y la cancelación de los montos adeudados respecto de las prestaciones de escolaridad y transporte especial que brindaría el "Instituto Jhaití" a un adolescente -afectado, según se denuncia, por una discapacidad: retraso mental-), se contraponen al ejercicio de soluciones que cercenen el acceso al amparo, a través de meras remisiones a procedimientos administrativos previos. Asimismo, cabe mencionar que aquél es el mecanismo jurisdiccional más simple y breve para tutelar real y verdaderamente los derechos consagrados en la Ley Fundamental. En este sentido, se ha enfatizado la efectiva actuación de las garantías fundamentales que persigue ese instituto y ha puesto de relieve la imprescindible necesidad de ejercer esa vía excepcional, para la salvaguarda del derecho esencial a la vida y a la salud. Por ende, este aspecto merecía una mayor profundidad en su tratamiento, que no fue provista; máxime si se atiende, de un lado, a la letra expresa del art. 43 de la Constitución Nacional -que no concuerda totalmente con el texto del art. 2º, inc. a, de la ley 16.986-; y, del otro, a los argumentos expuestos en la causa, que fueron ignorados sin explicación alguna.


    L., F. D. c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    L. 800, L. XLIII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    La sentencia que rechaza el amparo es asimilable a una sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario federal, en caso de agravio irreparable.


    A efectos de habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48, el recurso debe dirigirse contra una sentencia definitiva o asimilable, calidad de la que carecen aquellas que rechazan la acción de amparo cuando dejan subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria, aunque dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando lo decidido causa un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior. La acción de amparo constituye un remedio de excepción y es inadmisible cuando no media arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, así como cuando la determinación de la eventual invalidez del acto requiere amplitud de debate y de prueba. Dichos extremos, cuya demostración es decisiva para su procedencia, la Corte los ha calificado de imprescindibles. Si bien la acción de amparo no es excluyente de las cuestiones que requieren trámites probatorios, descarta a aquellas que son complejas o de difícil acreditación y que, por lo tanto, exigen un aporte mayor de elementos de juicio que no pueden producirse en el breve trámite previsto en la reglamentación legal. La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas, ni con la pretendida existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento.


    Renania S.A. c/ A.F.I.P. - D.G.I. s/ Acción de amparo.


    R. 2119, L. XLI, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de amparo: admisibilidad. Daño grave e irreparable. Derecho a la salud. Resguardo de derechos fundamentales. Inicio del proceso ordinario y el amparo en forma conjunta.


    La consideración de la índole de la pretensión y del proceso mismo, no debería estar ausente en esta ocasión, desde que esas variables constituyen el marco referencial necesario, para formar convicción acerca de cuál es la mejor solución posible. Es que si se quiere comprender cabalmente la situación jurídica planteada y sus requerimientos instrumentales, no puede hacerse abstracción de la realidad a la que esas formas deben servir. En ese sentido, si es posible inferir que se ocasionará un daño grave e irreparable remitiendo el examen de la cuestión a otros procedimientos, los jueces han de abrir la vía del amparo, y la existencia de otras alternativas más idóneas no puede establecerse sino con referencia a las circunstancias del caso. En el supuesto en que se tratase de una persona especialmente vulnerable -tanto por su menor edad como por una grave patología-, que cuenta con una cobertura social restringida, de cuya ampliación dependería la continuidad de la prestación asistencial, y, teniendo en cuenta las limitaciones que impone esta etapa, y sin que ello condicione el sentido de la resolución final-, no puede ignorarse que el panorama descrito, está vinculado con el derecho a la salud. En dicho contexto, la aproximación al complejo proceso constitucional que es el amparo -instrumento y, a la vez, garantía-, tiene que llevarse a cabo en una línea de equilibrado balance que no desvirtúe su especificidad, pero que tampoco coarte con rigorismos antifuncionales el acceso a una pronta intervención jurisdiccional. Si bien este valioso mecanismo no está destinado a reemplazar los medios necesarios para solucionar todo tipo de controversias, su exclusión no puede fundarse en una apreciación meramente ritual, en tanto el objeto del amparo, más que una ordenación o aseguramiento de competencias, es el efectivo resguardo de derechos fundamentales. En cualquier caso, los distintos procesos podrían iniciarse en forma autónoma; más allá de la eventual acumulación a la que hubiere lugar, en procura de una adecuada concentración judicial. Esto quiere decir que la Cámara no tendría en cuenta la eventual incidencia de otros criterios elaborados por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, relacionados indudablemente con el tema y que no pueden ser omitidos por los jueces de las instancias anteriores.


    V., C. A. c/ Comisión Nacional Asesora para la integración de las personas discapacitadas y otro s/ Amparo


    V. 548, L. XLIII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "P., S. E. c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo" (S. C. P. 943; L. XLIII).


    Al resultar la cuestión planteada, en lo sustancial, análoga a la que se debate en los autos caratulados: "P., S. E. c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo" (S. C. P. 943; L. XLIII), corresponde remitirse, brevitatis causae, a las consideraciones vertidas en el dictamen emitido con fecha 24/4/2008 en dichas actuaciones.


    A., S. L. y otro c/ Comisión Nac. Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    A. 1235, L. XLIII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a los autos principales, A. 1235, L. XLIII, caratulados: "A., S. L. y otro c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo".


    Remisión a los autos principales, A. 1235, L. XLIII, caratulados: "A., S. L. y otro c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo".


    A. S. L. c/ Comisión Nacional Asesora para la integración de las personas discapacitadas s/ Amparo


    A. 1195, L. XLIII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contra Actos de la Autoridad Pública


    Declaración de inconstitucionalidad de un acto administrativo emitido por el BCRA. Pago de indemnizaciones: situación de liquidez e insolvencia de la entidad que debe realizar el desembolso.


    El artículo 43 de la Constitución Nacional, al disponer que toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo mantiene el criterio de excluir la acción cuando por las circunstancias del caso concreto se requiere mayor debate y prueba y por tanto no se da el requisito de "arbitrariedad o ilegalidad manifiesta" en la afectación de los derechos y garantías constitucionales, requisitos cuya demostración es imprescindible para la procedencia de aquélla. En dicho contexto, esa acción no puede ser usada como accesorio de una demanda iniciada o que corresponda iniciar, y la existencia de una vía legal para la protección de los derechos que se dicen lesionados excluye, en principio, su admisibilidad pues este medio no altera el juego de las instituciones vigentes, debiendo los jueces extremar la prudencia para no resolver materias de complejidad fáctica y técnica, a fin de no privar a los justiciables del debido proceso mediante pronunciamientos dogmáticos. En oposición a lo expuesto, en la causa, además de la declaración de inconstitucionalidad de un acto administrativo emitido por el BCRA, los actores persiguen obtener el desembolso de las indemnizaciones y demás conceptos remunerativos en base a los convenios firmados ante el Ministerio de Trabajo, según lo establecido en el Acuerdo suscripto por el Banco General de Negocios (BGN) con la Asociación Bancaria, pretensión que -conforme lo dicho- se entiende inadmisible por la vía excepcional del juicio de amparo. Desde esa perspectiva, la pretensión que acoge la sentencia llegada en recurso condenando al BGN o bien al titular del Fideicomiso BGN -ABN-AMRO- a pagar sumas que en dicho caso deberían ser financiadas por el Nuevo Banco de Santa Fe S.A., sin haberse discutido ante el juez competente donde tramitaba la liquidación del BGN (arts. 35 bis y 49 de la Ley de Entidades Financieras), hoy quiebra, cuestiones relativas a la validez y alcance de los acuerdos celebrados entre particulares -u otras que pudieren suscitarse entre las instituciones involucradas en una operatoria compleja como la llevada a cabo-, ni dado intervención a los sujetos pasivos legitimados como partes en esta controversia, comporta -por de pronto- un desconocimiento del carácter excepcional de la acción de amparo, que puede llegar a irrogar, incluso, una seria afectación del derecho de defensa de los interesados.


    Santamarina, Ricardo y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo inconst. res. 382/02 B.C.R.A.


    S. 1374, L. XXXIX, 18 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Debido Proceso


    Falta de consideración de agravios expuestos. Restricción a la garantía del debido proceso.


    La falta de consideración de los agravios expuestos por el apelante ante los jueces de la causa sobre la base de meros reparos de índole procesal importa, a mi modo de ver, una sustancial restricción a la garantía del debido proceso y el adecuado servicio de justicia. El pronunciamiento apelado que omita expedirse sobre cuestiones oportunamente planteadas y que son conducentes para la solución del caso, conlleva defectos graves de fundamentación que afectan en forma directa e inmediata garantías constitucionales que se verán vulneradas (art. 15 de la ley 48), circunstancia que habilita a descalificarlo como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de las sentencias.


    Noroña, Nicolás c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Despido.


    N. 116, L. XLII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A. 2443, L. XLI, "Andrades, Estela Gloria y otros el E.N. - M. Público - arts. 110 y 120 C.N. s/ Amparo ley 16.986".


    Kollmann, Gustavo Ernesto c/ Estado Nacional - Ministerio Público - Defensoría General de la Nación s/ empleo público


    K. 30, L. XLIV, 05 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Cosa Juzgada


    Suspensión de los efectos: ejecutabilidad de las sentencias. Desestimación de la queja: inmutabilidad.


    A los fines de considerar firme un pronunciamiento no ha de confundirse la suspensión de los efectos -que hace a la ejecutabilidad de las sentencias- con la inmutabilidad -propia de la cosa juzgada- que recién adquiere firmeza con la desestimación de la queja dispuesta por el Tribunal.


    G., Eduardo y otros s/ Inf. Ley 23.771


    G. 1598, L. XLII, 04 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Hábeas Corpus. Estado de Sitio


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Aplicación precedente "Yofre de Vaca Narvaja". Concesión del beneficio. Caso de "exilio puro".


    La Procuración General, en oportunidad de analizar la situación traída a examen in re Y. 43, XXXVIII, "Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior (Resolución MJDH 221/00) - expte. 443.459/98" opinó que tal situación sí encontraba cabida en la ley 24.043 y sus complementarias y, por ende, que correspondía otorgar la compensación peticionada, toda vez que "...detención, no solo en esa ley sino también para el sentido común, significa distintas formas de menoscabo a la libertad ambulatoria... Por ello, no me cabe duda que también se encuentra insito en el concepto de detención de la ley en análisis, el confinamiento obligado de toda una familia -abuelos, hijos, cónyuges y nietos- en el recinto de una embajada extranjera, y su posterior exilio inexorable como único medio de torcer el destino de muerte que ya habían sufrido dos de sus integrantes". El tribunal -si bien de manera sucinta- examinó las situaciones de hecho obrantes en la causa, analizó si ellas habían sido corroboradas en autos conforme a los elementos probatorios previstos en el plexo normativo y cotejó si aquéllas eran semejantes a las excepcionalísimas circunstancias del precedente "Yofre de Vaca Narvaja", para concluir que debía concederse el beneficio peticionado. Al dictar sentencia como lo hizo, -examinando las situaciones de hecho obrantes en la causa, analizando si ellas han sido corroboradas en autos conforme a los elementos probatorios previstos en el plexo normativo y cotejando si aquéllas son semejantes a las excepcionalísimas circunstancias del precedente "Yofre de Vaca Narvaja"- la Cámara siguió las pautas sentadas por el Tribunal en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII, "PORTUGHEIS Elsa Rosa c/ M° J y DDHH -Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1198/06 Ex. 446755/98" y D. 343, L. XLIII, "DRAGOEVICH, Héctor Ramón c/ Mº J y DDHH - Art. 3 ley 24.043 (Resol. 612/01)".


    Castilla, Leopoldo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (ex. 144619/04).


    C. 354, L. XLIV, 19 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Concesión del beneficio. Exilio puro.


    El tribunal en su pronunciamiento realizó un examen -si bien sucinto- de las circunstancias en las que la actora debió exiliarse y de las probanzas obrantes en autos, de lo que concluyó que se configuraba un contexto en el que la libertad o aun la propia vida presentaba un riesgo que justificaba el exilio y, por ende, se verificaba en ellas un supuesto análogo al ponderado por la Corte en otros casos de exilio ("Yofre de Vaca Narvaja", "Cuesta" y "Bossarelli"). Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina del fallo in re P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1198/06 Ex. 446755/98").


    López Osorio, Viviana Marcela c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1561/06 (exp. 452046/98).


    L. 928, L. XLIII, 22 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Inadmisible percibir la compensación económica allí prevista. Inaplicabilidad precedentes Quiroga, Bufano o Geuna. Exilio Voluntario.


    La situación del accionante no es equiparable a la que padecieron los actores en los casos "Quiroga", "Bufano" o "Geuna". El hecho de que el temor a ser detenido nuevamente y entregado a las autoridades de facto de la República Oriental del Uruguay de las que venía huyendo, lo llevase a continuar su exilio en Suecia, no resulta apto para extenderle la compensación monetaria prevista en la ley 24.043 -y sus normas reglamentarias y complementarias-, cuya finalidad es la reparación a aquellas personas efectivamente detenidas a disposición del PEN o de las autoridades militares argentinas o que sufrieron circunstancias tan excepcionalísimas como aquellas que motivaron los tres fallos citados.


    Lanne Ubal c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1456/06 (Expte. 453568- 98).


    L. 777, L. XLIII, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto por ley 24.043. Forma de calcular la indemnización. Pretensión de cálculo sobre la base de la remuneración del Nivel "A", Grado "8" del Sistema Nacional de la Profesión Administrativa. Improcedencia. Adicional no computable. Pretensión de pago en Bonos de consolidación en dólares: Remisión C. 623, L. XLI, "Cía. Azucarera Bella Vista S.A. c/ Cia. Nacional Azucarera S.A. y otro s/ incidente de ejecución de honorarios".


    En el sub examine no se discute sobre el escalafón que se debe utilizar en cuenta para determinar la indemnización legal, pues existe coincidencia en que es el aprobado por el decreto 993/91. La discrepancia surge entre tomar como base la remuneración de un agente nivel "A" o si se debe considerar el nivel "A", grado "8". El adicional por grado no debe incluirse en el cómputo del beneficio legal, porque su percepción depende de condiciones propias y variables del agente. Es lógico excluirlo de la base de cálculo de la indemnización que prevé la ley 24.043. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que la ley 25.914 fije como parámetro para otorgar el beneficio que prevé el nivel "A" grado "8" del SINAPA, porque, aun cuando también es una ley reparatoria de situaciones vividas en una época aciaga de la historia nacional reciente, el legislador puede adoptar diferentes pautas para determinar la compensación legal, tal como se comprueba con el análisis de los arts. 4º de la ley 24.043, 1º de la ley 24.411 y 4º de la ley 25.914.


    Ticera, Osvaldo Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Resol. 273/00 s/ Proceso de conocimiento.


    T. 159, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Compensación económica prevista por la ley 24.043. Exilio. Circunstancias equiparables a las que prevé la ley. Remisión precedentes "Bufano", "Yofre de Vaca Narvaja", "Cuesta" y "Bossarelli".


    El tribunal en su pronunciamiento de fs. 129/132, realizó un examen de las circunstancias en las que la actora debió exiliarse y de las probanzas obrantes en autos, de lo que concluyó que claramente se configuraba un contexto en el que la libertad o aun la propia vida presentaba un riesgo que justificaba el exilio y, por ende, se verificaba en ellas un supuesto análogo al ponderado por la Corte en otros casos de exilio -"Yofre de Vaca Narvaja", "Cuesta" y "Bossarelli"-. Así las cosas, al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina del fallo in re P. 413, L. XLIII "PORTUGHEIS Elsa Rosa c/ M° J y DDHH -Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1198/06 Ex. 446755/98", sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Benites Dumont, Andrea c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol 978/ 06.


    B. 1352, L. XLIII, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Detenciones ilegítimas llevadas a cabo durante la última dictadura militar en Argentina. Beneficio previsto por la ley 24.043. Doctrina surgida del caso "Merota". Figura de "libertad Vigilada". Inclusión de los casos de personas sujetas a un estado de control y de dependencia falto de garantías. Demostración en los hechos.


    Corresponde incluir dentro de la figura de "libertad vigilada", no sólo los casos que formalmente se ajustaron a la reglamentación del gobierno de facto y que fueron objeto de un acto administrativo debidamente notificado al interesado, sino también "aquellos otros en los que la persona fue sujeta a un estado de control y de dependencia falto de garantías -o sin pleno goce de las garantías- demostrable en los hechos, que representó un menoscabo equiparable de su libertad".


    Bayona, Carlos José c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1181/06 (Ex. 132752/02).


    B. 727, L. XLIII, 19 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Detenciones ilegítimas llevadas a cabo durante la última dictadura militar en Argentina. Beneficio previsto por la ley 24.043. Imposibilidad de aplicar de forma automática la doctrina del caso "Yofre de Vaca Narvaja", sin un adecuado examen de los elementos obrantes en autos.


    A fin de abrir juicio sobre si debe ser concedido el beneficio previsto en la ley 24.043, deben ser examinadas cuestiones de hecho y prueba para determinar si la interpretación asignada por la Corte a la ley 24.043 in re Y. 43, L. XXXVIII "Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior - Resol M J y DDHH 221/00 (Expte. N° 443.459/98)" es de aplicación a la presente causa.


    Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1155/06 (ex 141.610/04)


    C. 1044, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Necesidad de permanencia en el país dentro del período dispuesto por el decreto 1023/92 para ser acreedor del beneficio previsto por la ley 24.043, por la condición de perseguido político y exiliado.


    Ha sido voluntad explícita del legislador poner fuera de los alcances del específico régimen legal en juego a los menoscabos efectivos a la libertad que, respecto de la persona reclamante, no guarden relación con el período histórico y el marco institucional que se abrió el 6 de noviembre de 1974, oportunidad en la que fue declarado el estado de sitio. La finalidad de la ley 24.043 fue otorgar una compensación económica a personas privadas del derecho constitucional a la libertad en razón de actos ilegítimos -cualquiera que hubiese sido su expresión formal- "emanados en ciertas circunstancias de tribunales militares o de quienes ejercían el Poder Ejecutivo de la Nación durante el último gobierno de facto".


    Sánchez Cardozo, Carlos María c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 (Resol. 462/04).


    S. 968, L. XLIII, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Lanzilloto, Alba Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos -Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1426-06 (Expte. 150346-05).


    L. 611, L. XLIII, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Mattos, Patricia Micaela c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1180-06 (ex. 451017-98).


    M. 753, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Oroño, Eduardo Enrique c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 978-06 (ex 445911-98).


    O. 137, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Savastano, Rodolfo Martín c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155-06 (ex 144198-04).


    S. 996, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Scirica, Carlos Oscar c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1159-06.


    S. 970, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión B. 727, L. XLIII, "Bayona, Carlos José c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1181/06 (Ex 132752/02)".


    Gómez, Martha Edith c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1428-06 (Ex. 133405-02).


    G. 951, L. XLIII, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Aristizabal, Dora Mercedes c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1084-06 (ex. 444015-98).


    A. 1057, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Escolar, Ruth Cora c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art 3 Ley 24.043- Resol. 1155-06 (expte. 141411-04).


    E. 172, L. XLIII, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Armengol, Germán c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1156-06 (ex. 146717-04).


    A. 1010, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Cocco, María Clara c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198-06 (ex. 448145-98)


    C. 1567, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Custo, Esther Inés c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1180-06 (ex. 448.167-98).


    C. 922, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Gabastou, Gabriela c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos -Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1198-06 (ex. 446655-98).


    G. 831, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Rapallini, Virginia Andrea c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1181-06 (ex 132560-02).


    R. 728, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Rincón, Alba Irma c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 979-06.


    R. 912, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Scirica, Sergio Leopoldo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 979-06.


    S. 1005, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Aragón, Diego Raúl c/ Ministerio Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 979/06.


    A. 330, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Cardillo, Rosa Azucena c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1084/06 (ex. 446385/98)


    C. 657, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Carelli, Lía Ana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (ex. 146604/04)


    C. 455, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Chiesa, Alicia Mercedes c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1417/06 (ex 336.993/92)


    C. 1447, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Ciccocioppo, Laura Cristina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (exp 147094/04).


    C. 440, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    D´Agostino, Ana María c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 979/06


    D. 335, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    De León, Abel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1417/05 (ex. 339.471/92)


    D. 334, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Depaoli, Rubén Carlos c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (ex. 146.565/04)


    D. 265, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1580/06 (ex. 145.687/04)


    D. 380, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Fazzio, Adriana Inés Guadalupe c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1155/06 (ex 141611/04).


    F. 223, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Fierro, Carlos Roberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1075/06.


    F. 270, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Gabbanelli, Susana Alicia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1200-06 (ex. 133.424-02).


    G. 59, L. XLIV, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Martínez Weiss, Anabel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art.3 Ley 24.043- Resol. 1181/06 (ex 133072/02).


    M. 815, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Martínez Zuviría, María de los Ángeles c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1180/06 (ex. 448165/98).


    M. 571, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Medela, Alicia Beatriz c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 403/7 (Exp. 131822/01).


    M. 277, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Molina Zequeira, Eduardo Hugo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1084-06 (ex. 146413-04).


    M. 1313, L. XLIII, 23 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Montenegro, Sol Marcela c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 76/07 (ex. 144.468/04)


    M. 1226, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Naishtat, Francisco Samuel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 447985/98).


    N. 95, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Narváez, Elsa del Carmen c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1417/06 (Ex. 330844/92).


    N. 160, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Otheguy, María del Carmen c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1075/06.


    O. 42, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Parrilli, Rosa Elsa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos -Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 74/07 (ex 133526/02).


    P. 994, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Paz Ruiz, Ofelia Maximina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1783-06 (ex 452019-98).


    P. 1303, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Portillo Servin, Atilio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1428/06 (ex 433984/98).


    P. 675, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Reyna, Jorge Emilio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1156/06 (ex 143430/04).


    R. 167, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Ricci, Mario Miguel Gustavo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1075/06.


    R. 231, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Santella, Agustín c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1084/06 (ex 146745/04).


    S. 330, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Schujer, María Angélica c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1765/06.


    S. 717, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Scirica, Elena Carmen c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 979/06 (ex 133688/02).


    S. 502, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Scirica, Valeria Leonor c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 979-06.


    S. 557, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Teper Battiaz, Malen c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1156/06 (ex 145546/04).


    T. 482, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Unia, Carlos y otro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446584/98).


    U. 87, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Zona, Laura Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (Exp. 145396/ 04).


    Z. 37, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98).55/98)".


    Drangosch, Raquel Herminia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.402/98)


    D. 312, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Gómez, María Cristina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1159/06 (ex. 454135/98).


    G. 958, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98).


    Calotti, Atilio Gustavo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1460/06 (Ex. 337.170/92)


    C. 1037, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Beneficio previsto en la ley 24.043. Circunstancia equiparable al precedente “Yofre de Vaca Narvaja”. Pautas sentadas en relación a los casos de exilio puro en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    La Cámara analizó las circunstancias que -según la actora- habrían motivado su exilio, las que tuvo por acreditadas y la llevaron a concluir que -por verificarse en ellas un supuesto análogo al que fue ponderado por la Corte en el caso "Yofre de Vaca Narvaja"-, debía concederse el beneficio peticionado, toda vez que el Alto Tribunal había interpretado que las situaciones allí examinadas quedaban aprehendidas en la ley 24.043. Así las cosas, al dictar sentencia como lo hizo -examinando las situaciones de hecho obrantes en la causa, analizando si ellas han sido corroboradas en autos conforme a los elementos probatorios previstos en el plexo normativo y cotejando si aquellas son semejantes a las excepcionalísimas circunstancias del precedente "Yofre de Vaca Narvaja"- la Cámara siguió las pautas sentadas por el Tribunal en relación a los casos denominados de "exilio puro" y, por ende, que debería ser confirmada.


    Schubaroff, Berta c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Nota (ex. 133436/02).


    S. 475, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Arrestos dispuestos por el PEN


    Beneficio previsto por ley 24.043. Circunstancias de exilio. Remisión precedente "Yofre de Vaca Narvaja". Procedencia beneficio.


    Las circunstancias en las que la actora debió exiliarse no sólo no han sido controvertidas por la Autoridad de Aplicación sino que ésta las tuvo por debidamente acreditadas. Tal situación fue corroborada, por el tribunal al resolver como lo hizo, desde que efectuó un análisis -si bien muy sucinto- de los hechos, de las probanzas obrantes en autos, y del criterio para la interpretación de la norma, sentado por la Corte a partir del caso "Yofre de Vaca Narvaja". Al examinar situaciones semejantes -parte pertinente de los dictámenes en las causas Penette Ana Silvia, Kejner Natalio y Cuesta Lucrecia Silvia, a los que se remitió la Corte en razón de brevedad-, la Procuración opinó que correspondía conceder el beneficio impetrado, con base en lo resuelto por el Tribunal en el citado precedente.


    Seoane, Maria del Carmen c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


    S. 35, L. XLIV, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Beneficios que tendrán derecho a percibir por medio de sus causahabientes, personas que se encuentren en estado de desaparición forzada. Ley 24.411. Recaudos para su obtención. Alcances. Existencia de elementos de juicio indicadores de un nexo de relación causal entre la muerte y el accionar de las fuerzas armadas.


    El art. 2º de la ley 24.411 dice que "Tendrán derecho a percibir igual beneficio que el establecido en el artículo 1 los causahabientes de toda persona que hubiese fallecido como consecuencia del accionar de las fuerzas armadas, de seguridad, o de cualquier grupo paramilitar con anterioridad al 10-12-83". Los medios de prueba detallados en el art. 3º de esa ley, para la acreditación de las situaciones en ella contempladas -a) denuncia penal de privación ilegítima de la libertad y resolución del juez de que prima facie la desaparición es debida a esa causa; b) indistintamente, denuncia ante la Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas creada por decreto 187/83 o ante la Subsecretaría de Derechos Humanos del Ministerio del Interior-, constituyen una buena pauta interpretativa para sostener que el legislador sólo tuvo en miras reparar determinados eventos, claramente definidos. Aparece manifiesto que la ley 24.411 ha venido a completar, para otras hipótesis fácticas, el "sistema" normativo existente, con la finalidad de reparar sólo ciertos y determinados eventos ocurridos en un contexto histórico definido. El "beneficio de la duda", exige en el marco de su contexto legal la existencia de elementos de juicio que, aunque no con certeza apodíctica, posibiliten presumir razonablemente que la autoría de la muerte es atribuible al accionar de las fuerzas armadas, de seguridad o grupos paramilitares. En el caso, sin embargo, no existen probanzas respecto de la participación de tales efectivos en el hecho, como tampoco surgen elementos que permitan hacer suponer que el homicidio tuviera relación con el actuar del terrorismo de Estado, lo cual permite afirmar que el sub examine no está aprehendido en la disposición del art. 6º, segundo párrafo de la ley 24.411 (modificada por ley 24.823).


    Dimarco, María Laura c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 10 Ley 24411 - (Expte. 142338-04).


    M. 755, L. XLIII, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Detenciones ilegítimas llevadas a cabo durante la última dictadura militar en Argentina. Beneficio previsto por la ley 24.043. Imposibilidad de aplicar de forma automática la doctrina del caso "Yofre de Vaca Narvaja", sin un adecuado examen de los elementos obrantes en autos.


    No es posible soslayar, según entiendo, que el tribunal, en la sentencia de fs. 105, tampoco realizó un examen de los elementos obrantes en autos y, tras dejar a salvo su opinión en contrario, aplicó -sin más- el criterio seguido por la Corte en "Yofre de Vaca Narvaja", sin indagar si las características del sub lite eran semejantes a aquellas que dieron fundamento al citado pronunciamiento. A mi modo de ver, la circunstancia apuntada constituye razón suficiente para proponer que la sentencia recurrida sea dejada sin efecto, sin que ello implique abrir juicio sobre si debe ser concedido el beneficio solicitado, toda vez que a tal efecto, deben examinarse cuestiones de hecho y prueba para determinar si la interpretación dada por la Corte a la ley 24.043 in re Y. 43, L. XXXVIII "Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior - Resol M J y DDHH 221/00 (Expte. N° 443.459/98)" es de aplicación a la presente causa.


    Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98).


    P. 413, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Exilio posterior al arresto dispuesto por el P.E.N. Circunstancia equiparable a las previstas por la ley 24.043. Procedencia indemnización. Aplicación precedentes "Bufano", "Geuna" y "Quiroga" en cuanto poseen como elemento común la detención ilegítima y efectiva.


    Es dable poner de resalto que la Procuración General sostuvo que correspondía computar, a efectos de otorgar la compensación, el período en que las personas tuvieron que permanecer fuera del país como consecuencia de su detención ilegítima, por considerar que se trataba de una prolongación del estado de restricción de la libertad. Al dictaminar en los casos "Bufano", "Geuna" y "Quiroga" se sostuvo que en ellos se produjo el menoscabo a la libertad que la Corte indicó como causa de la reparación que otorga la ley 24.043. Cabe recordar que, más allá de que en cada uno de esos casos el menoscabo a la libertad se verificó en distinto grado y de que la salida del país de los allí actores aconteció en forma diversa, el elemento común en todos fue la detención ilegítima y efectiva. La concomitancia existente entre la fecha en la que el demandante recuperó su libertad y aquella en la que abandonó el país resulta relevante como indicio de que se vio forzado a partir como consecuencia de la detención que sufrió a disposición del P.E.N.


    Jacubovich, David Aníbal c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1417/06 (exp. 339238/92).


    J. 54, L. XLIV, 26 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Exilio. Circunstancias equiparables a las previstas por la ley 24.043. Procedencia indemnización.


    La Procuración General sostuvo que correspondía computar, a efectos de otorgar la compensación, el período en que las personas tuvieron que permanecer fuera del país como consecuencia de su detención ilegítima, por considerar que se trataba de una prolongación del estado de restricción de la libertad. Al dictaminar en los casos "Bufano", "Geuna" y "Quiroga", se puso de manifiesto que en ellos se produjo el menoscabo a la libertad que la Corte indicó como causa de la reparación que otorga la ley 24.043 -aun cuando en cada uno de esos casos, aquél se verificó en distinto grado y cuando la salida del país de los allí actores, aconteció en forma diversa. El elemento común en todos esos casos fue la detención ilegítima y efectiva, circunstancia ésta que en el sub lite fue reconocida por la autoridad de aplicación y cuya indemnización dispuso en el art. 1° de la resolución MJDDHH 1409/06.


    Cortese, María Cecilia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art 3 Ley 24.043- Resol. 1409/06 (ex. 345.313/92).


    C. 100, L. XLIV, 19 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Viale, Aníbal Luis c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art.3 Ley 24.043 (Resol. 232/03).


    V. 23, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04).


    Abrales, Carolina Marta c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1419-06 (Ex 336858-92)


    A. 1040, L. XLIII, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Exp. 141610/04)".


    Masramon, Ana María c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1418/06 (exp. 455766/98).


    M. 1631, L. XLIII, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 Ex. 446755/98".


    Jaime, Armando c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 (Resol. 305/03)


    J. 3, L. XLIV, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3° Ley 24.043- Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Bonet, Mariana Paula c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1200/06 (exp. 132861/02)


    B. 436, L. XLIV, 18 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Ramos, Inés Emilse c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1180/06 (exp. 451007/98).


    R. 259, L. XLIV, 16 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art 3° Ley 24.043- Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Allende, Eduardo Oscar c/ Ministerio del Interior - Art. 3 Ley 24.043.


    A. 61, L. XLIV, 16 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446755/98)".


    Goobar, Laura Ruth c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 648/07 (exp. 155057/06).


    G. 335, L. XLIV, 19 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3° Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Exp. 446755/98)".


    Mazzitelli, María Dominga c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1200/06 (exp. 133.346/02).


    M. 107, L. XLIV, 16 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Hábeas Data


    Habeas data: competencia federal cuando los datos se encuentren en internet conforme la ley 25.326.


    Asiste razón a la accionante en cuanto sostiene que la causa es de competencia federal por la materia pues, como surge de los términos de la demanda la información que se pretende suprimir se encuentra en una base de datos de internet (red internacional). En este sentido, la Corte tiene dicho que resulta aplicable lo estipulado por el inc. b) del art. 36 de la ley 25.326, en cuanto dispone que será competente la justicia federal en aquellos casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales -internet-, a la que se puede tener acceso desde cualquier lugar del país, como del mundo (Fallos: 328: 1252), situación que, considero, se configura en el sub-lite, más allá del carácter que revistan las demandadas en autos.


    Rodríguez, Carina Roxana c/ Banco Hipotecario S.A. - Suc. Paraná s/ habeas data


    R. 1021, L. XLIII, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Penales. Culpabilidad


    La consideración de los antecedentes penales del imputado en el párrafo octavo del inc. 2º del art. 189 bis C.P. para agravar la pena, no resulta inconstitucional, pues no constituye derecho penal de autor.


    El recurso extraordinario carece de la fundamentación suficiente exigida por el art. 15 de la ley 48, pues el recurrente, más allá de esbozar su posición doctrinaria respecto de la inconstitucionalidad del párrafo octavo del inciso 2º del art. 189 bis del C.P., no ha demostrado que la Constitución Nacional prohíba la consideración en el momento de la individualización de la pena -trátese de la legislativa o la judicial- de los antecedentes del autor; criterio de medición que, además de ser bastante frecuente en el derecho comparado, no es censurado por la opinión dominante como una influencia del derecho penal de autor, en tanto sólo se valore la conducta previa "como indicio de la medida de la intensidad criminal y la actitud interna que se revela en el hecho" (Roxin). Por otra parte, por no tratarse de cualquier antecedente, sino de unos especialmente relacionados con los peligros que se quiere evitar mediante la incriminación de la tenencia ilegal de armas, también puede hallarse el fundamento de la agravación en el mayor contenido de injusto, pues la seriedad de los hechos ya ejecutados puede aumentar considerablemente el efecto intimidatorio y con ello afectar más severamente la seguridad (cognitiva) de los potenciales afectados de que los daños serán evitados (Jakobs).


    M., Marcelo Fabián s/ Recurso de inconstitucionalidad


    M. 1395, L. XLII, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Procesales Penales.


    Debido Proceso. Derecho de Defensa


    Artículo 18 de la Constitución Nacional. Debate: principio de bilateralidad. Separación de las funciones de acusar y juzgar. Condena del imputado cuando el fiscal pide su absolución. Doctrina "Tarifeño".


    La garantía consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional exige la observancia de las formas sustanciales del juicio, relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales, y dotó así de contenido constitucional al principio de bilateralidad sobre cuya base, en consecuencia, el legislador está sujeto a reglamentar el proceso criminal. La separación de las funciones de acusar y juzgar constituye, por otro lado, un principio asentado en los precedentes del Tribunal desde la perspectiva del derecho de defensa en juicio, perfeccionándose luego en la exigencia de acusación a partir de la prueba producida en el debate como forma sustancial del debido proceso, tal como se desprende de la doctrina iniciada en "Tarifeño". De ello se sigue que la exigencia de acusación, como forma sustancial en todo proceso penal, salvaguarda la defensa en juicio del justiciable, sin que tal requisito tenga otro alcance que el antes expuesto. Y no sólo eso, sino que es el único instrumento que tiene el Estado para provocar una decisión de culpabilidad o inocencia. Desde esta perspectiva, las consecuencias que se derivan de una serie de preceptos contenidos en las leyes procesales locales -y que a la postre permitirían la condena del imputado cuando el fiscal pidió su absolución- van en desmedro de los recaudos exigidos por la doctrina de la Corte para asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso.


    C. A., José Rolando y otros s/ Robo en poblado y en banda y lesiones leves


    C. 1925, L. XLIII, 06 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho a Contar con un Abogado Defensor


    Defensa técnica: derecho a contar con una defensa efectiva y sustancial. Invalidez de lo actuado con posterioridad al estado de indefensión.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    P., Lorenzo Walter s/ Robo en poblado y en banda -causa nº 2070-


    P. 1313, L. XLII, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho de Interrogar a los Testigos y Peritos


    Resolución que implica una nueva declaración del menor víctima de delitos sexuales: sentencia equiparable a definitiva. Interés superior del niño. Derecho del imputado a interrogar los testigos. Valor probatorio de la declaración de la víctima no controlada por la defensa.


    Son equiparables a sentencia definitiva de las decisiones que, si bien no ponen fin al proceso, implican que quien fue víctima durante su menor edad de ofensas sexuales, deba prestar una nueva declaración o someterse a reiterados exámenes, ya que son irreparables el daño psíquico que podría sufrir como consecuencia de ello y la consiguiente lesión de los derechos que le asisten en virtud de la Convención sobre los Derechos del Niño. El interés de protección del niño exige que se evite en la medida de lo posible la revictimización que puede acarrear el hecho de comparecer ante juzgados en forma reiterada y someterse a prácticas innecesarias que obliguen al menor a revivir hechos de profunda dimensión traumática, con el agravante del daño que previsiblemente provoca el sentimiento de culpa por el encarcelamiento de su presunto agresor (vinculado afectivamente) y las presiones que ello genera en el entorno familiar. En ocasiones, estas medidas de protección pueden entrar en conflicto con el derecho del imputado a interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo, sin que pueda establecerse en abstracto la prevalencia de alguno de ambos intereses legítimos. La contradicción debe resolverse de acuerdo con la técnica de la ponderación y a la luz del principio de proporcionalidad, según el cual sólo cabe admitir medidas que restringen un derecho de la defensa cuando sean estrictamente necesarias y en tanto y en cuanto ese sacrificio sea compensado en algún momento del procedimiento. Como principio general, una condena basada únicamente o en grado decisivo sobre declaraciones que el imputado no ha podido confrontar en ningún momento del proceso sería incompatible con el debido proceso; sin embargo, la falta de control puede quedar compensada cuando existen otras pruebas idóneas o cuando la sentencia no se ha fundado solamente en la prueba no sometida al examen de la defensa. Por otra parte, si existen pruebas legalmente incorporadas que corroboran las afirmaciones del testigo no controlado, el hecho de que estas últimas sean el origen de las primeras, no impide que el tribunal las tome en cuenta para fundar su decisión.


    G. L., Javier s/ Causa n° 2222


    G. 1359, L. XLIII, 07 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho a la Doble Instancia


    Cámara de Casación: deber de revisión enmarcado en exigencias formales. Introducción tardía de nuevos agravios.


    Si bien el derecho de toda persona a obtener una revisión de su sentencia por un tribunal superior es innegable, el deber de la cámara de casación de agotar el esfuerzo por revisar todo aquello que resulte motivo de agravio, queda enmarcado dentro de exigencias formales que resultan insoslayables y cuya omisión impide el tratamiento de determinadas cuestiones, como ocurre con la introducción tardía de nuevos agravios. No está previsto que la casación deba revisar en forma ilimitada todo fallo recurrido, sino el dar tratamiento a los agravios que le son traídos, sea que se trate de cuestiones de hecho o de derecho, pero presentados en tiempo, forma y modo. De otra forma, la garantía de la doble instancia no estaría preservando la necesidad de un recurso amplio, sino de un sistema de consulta obligatoria, instituto no previsto en esta materia por la ley nacional o el orden positivo internacional.


    G., Gustavo Ezequiel y otro s/ Causa N° 1499/1514


    G. 1363, L. XLIII, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho a la doble instancia en materia penal. Revisión integral de la sentencia condenatoria. Aspectos revisables por el tribunal de casación. Individualización de la pena. Sentencia arbitraria por autocontradicción.


    La tacha de arbitrariedad invocada surge evidente de los propios términos de fallo, si, contradictoriamente, se sostuvo que la individualización de la pena era materia excluida del control casatorio, pero a la vez ingresó en ello y se juzgó que por la magnitud de los hechos y su cantidad, la sanción había sido discernida razonablemente. En segundo lugar, porque sin fundamento alguno y apartándose de los antecedentes pertinentes, se afirmó que la referencia al cargo de "director de la escuela" efectuada por el tribunal de mérito al mensurarla, no había sido "relevante ni decisiva" a tales fines. Sin embargo, los propios jueces del debate, expresaron que no habían evaluado doblemente la agravante del artículo 122 del Código Penal, pues esa norma alude genéricamente al "encargado de la educación"; lo que habían valorado fue, "por si hiciera falta aclararlo, el cargo de director que desempeñaba el acusado, que obviamente le imponía las mayores responsabilidades que terminó violando". La revisión integral de la sentencia condenatoria a partir del precedente "Casal", también debe abarcar el agravio referente a la individualización de la pena.


    T., Nelson Rubén s/ Abuso deshonesto -causa n° 1074-


    T. 131, L. XLI, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Gago, Damián Andrés s/ Causa N° 2175". Método utilizado para la unificación de las penas. El acceso a la instancia de revisión de sentencia no es incondicionado. Ausencia de debida fundamentación del recurso.


    Remisión a "Gago, Damián Andrés s/ Causa N° 2175". En los términos de la citada convención, el acceso a la instancia de revisión de la sentencia no es incondicionado, y los Estados pueden subordinarlo al cumplimiento de determinados requisitos como son los previstos en el Código Procesal Penal de la Nación. La sola mención de preceptos constitucionales no basta para la debida fundamentación del recurso pues, más allá de no haber demostrado que las normas aplicadas sean incompatibles con ellos, tampoco lo ha hecho en relación directa con su situación. De otro modo, la jurisdicción de la Corte sería privada de todo límite, pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional.


    F. M., Juan Manuel s/ Causa nº 6797.


    F. 1370, L. XLII, 05 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Resolución que declara improcedente un recurso con base en argumentos dogmáticos. Doctrina de la arbitrariedad. Afectación de la garantía de la doble instancia.


    Si bien las decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican, por regla, el otorgamiento del recurso extraordinario, ello no es óbice para invalidar lo decidido cuando la resolución carece de fundamentación suficiente y ha frustrado una vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el artículo 18 de la Constitución Nacional. El rechazo del recurso de casación local por motivos aparentes, genéricos y dogmáticos, justifica la vía intentada con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, si el tratamiento dispensado a los agravios relativos a la calificación legal aplicable a la conducta imputada y a la afectación del principio ne bis in ídem resultaron rechazados de manera dogmática y genérica. Esto implica dejar de lado el debate ante una instancia revisora de cuestiones que deciden el pleito respecto del recurrente, apartándose de esta manera la sentencia de la doctrina de la Corte sentada en el precedente "Casal". En el mismo sentido, no resulta ocioso recordar que la posibilidad del imputado de obtener una revisión del fallo adverso ante el juez o tribunal superior (art. 8, inc. 2 h, del CADH, y 75, inc. 22 de la C.N.) refuerza la protección en contra del error judicial (Informe 55/97 del 18 de noviembre de 1997; caso 11.137).


    Ramírez, Enrique Alberto y otro s/ Psa. Administración fraudulenta.


    R. 636, L. XLIII, 29 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Resolución que declara inadmisible un recurso de casación. Ineficacia del obiter dictum para satisfacer el derecho del imputado a una revisión integral de su condena (Art. 8.2.h C.A.D.H.). Omisión por parte del Tribunal de Casación del tratamiento de la única cuestión conducente para la solución del caso.


    Si el recurso oportunamente intentado por la defensa fue desestimado "por su notoria extemporaneidad", cabe afirmar que toda otra consideración por fuera de lo relativo a la admisibilidad formal del reclamo, en tanto carecía de influencia en la decisión debe entenderse obiter dictum. En este sentido, si el rechazo del reclamo sobre la base de la ineficacia de la crítica de la defensa a lo que en la instancia anterior había sido expuesto de modo accesorio, no se repara en que ese tipo de afirmaciones no generan gravamen actual y concreto a los recurrentes, ni las críticas de que fueren pasibles poseen aptitud para modificar la sentencia. El defecto apuntado adquiere especial relevancia, cuando a través de ese razonamiento el a quo omitió el tratamiento de la única cuestión planteada que era conducente a la solución del caso, relativa al grave error o el exceso ritual en la consideración de la tempestividad del recurso de casación, lo que constituye por sí mismo, un supuesto definido de arbitrariedad. A ello cabe agregar que el obiter dictum, tampoco parece idóneo como fundamento autónomo para rechazar el reclamo de casación en términos que satisfagan el derecho del imputado a hacer revisar su condena, si aquél se limita a dos aserciones conclusivas -por la primera se afirma que el recurso no ha demostrado absurdo o arbitrariedad en la imposición de la pena que se estima injusta, y mediante la segunda se pretende dar razón de ello expresando que "en efecto" lo que se solicita es una reconsideración de la pena sin que se haya demostrado la falla o errada aplicación de la ley- lo que, como se aprecia de su simple lectura, no guardan entre sí relación de coherencia y derivación, inducen a confusión sobre cuál sería el motivo de casación rechazado (arbitrariedad o errónea aplicación de la ley) y no pueden ser controladas en su razonabilidad, por no hallarse precedidas de una mínima indicación de los argumentos en que se basa la condena, de los que en respuesta ensayó la defensa y de las razones por las que se afirma que los últimos no lograron controvertir los primeros. Se trata, en definitiva, de afirmaciones dogmáticas y estereotipadas que tampoco resultan suficientes para dar adecuada respuesta jurídica a la cuestión planteada y que restringieron en forma sustancial la vía utilizada por el apelante, con menoscabo de la garantía del debido proceso legal.


    P., Gustavo Javier s/ Recurso de casación


    P. 591, L. XLIII, 14 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    La Corte revoca el cumplimiento efectivo de la condena: juez de primera instancia la deja en suspenso. Modalidad de cumplimiento de la pena: única cuestión que podía revisarse. Derecho a la doble instancia. Rechaza el recurso de queja.


    La sentencia del juez de primera instancia que, dando cumplimiento a lo decidido por la Corte, resolvió, como único punto, dejar en suspenso la ejecución de la pena impuesta a la imputada, se ajusta perfectamente al criterio sentado en esa decisión. Y lo mismo debe decirse de la sentencia del tribunal de alzada que declara mal concedido el recurso de apelación interpuesto contra el nuevo fallo, puesto que la modalidad de cumplimiento de la pena era la única cuestión que aún podía revisarse y lo decidido, al respecto no causa gravamen alguno a la condenada.


    G., Silvia Irene y otro s/ Malversación de caudales públicos


    G. 1211, L. XLIII, 19 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Delito de homicidio culposo. Cámara revoca absolución y condena. Doctrina de “Casal”. Garantía de la doble instancia. Procedencia del recurso.


    Frente a la respuesta genérica dada por la suprema corte a los planteos expuestos en el recurso de inaplicabilidad de ley, la Corte puede admitir esta queja para que, en salvaguarda de la garantía de doble instancia y en los términos de la doctrina "Casal" y "Martínez Areco", los tribunales provinciales analicen, entre otros puntos, los siguientes: la patología que presentaba la víctima, según los diagnósticos dados; la conducta objetiva de cuidado que tendría que haber observado el imputado; y si la inobservancia o supresión de esta conducta influyó de manera determinante en la progresión del cuadro abdominal y en el resultado muerte.


    S., Julio César s/ Homicidio culposo


    S. 1398, L. XLIII, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Revisión de Cuestiones de Hecho


    Máximo esfuerzo de revisión: contrastar las constancias del expediente con las afirmaciones de la sentencia y el curso del razonamiento seguido. Doctrina "Casal".


    El máximo esfuerzo de revisión exigible a los tribunales nacionales y provinciales para garantizar el derecho a defenderse una vez más (conforme la doctrina del precedente "Casal") no puede ceñirse a la enumeración de los testigos u otras pruebas del expediente, sin otra consideración más que la dogmática afirmación de que ellos "sirvieron de fundamento para sostener la condena", por lo que ésta "no contiene defectos lógicos" y se apega a las reglas de la sana crítica. Corresponde al tribunal, para satisfacer adecuadamente la garantía del imputado, contrastar las constancias del expediente con las afirmaciones de la sentencia, así como el curso del razonamiento seguido para fundamentar sus conclusiones.


    G., Florentino Samuel y otros s/ homicidio calificado


    G. 878, L. XLIII, 19 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho a la Intimidad. Domicilio


    Remisión a Fallos: 329:2284, 2614 y 3139, y 330:1234; "Mannini, Andrés Sebastián s/ Causa nº 12.678";"Alaniz, Eduardo Francisco o Martínez, Oscar Guillermo s/ Robo con armas -causa nº 840-".


    Remisión a: - Fallos: 329:2284, 2614 y 3139, y 330:1234; - "Mannini, Andrés Sebastián s/ Causa nº 12.678"; - "Alaniz, Eduardo Francisco o Martínez, Oscar Guillermo s/ Robo con armas -causa nº 840-".


    M., Alfredo Marcelo s/ Homicidio -causa n° 4441-


    M. 208, L. XLI, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho a Ser Juzgado en un Plazo Razonable


    Derecho a obtener un pronunciamiento sin dilaciones indebidas. Precedentes "Mattei" y "Mozzatti". Prescripción: medio idóneo para consagrar la garantía de ser juzgado en un plazo razonable.


    Si la duración indefinida del procedimiento provoca una lesión a un derecho de rango constitucional, la decisión que rechaza la extinción de la acción penal por haber existido actos procesales interruptivos de la prescripción puede y debe ser revisada en esta instancia, con el fin de evitar que so color de que se trata de interpretaciones de derecho común se omita la intervención de esta Corte en asuntos que, como se ha dicho, afectan derechos federales. Ésta es la situación que aquí se presenta en tanto el a quo al resolver con prescindencia de las reglas constitucionales y con exclusivo apego a las normas legales que regulan dicha forma de extinción de la acción penal no consideró, sin dar fundamentos bastantes para ello, la incidencia en el caso de la doctrina sentada por el Tribunal sobre el alcance que debe darse al derecho a obtener un pronunciamiento sin dilaciones indebidas, reconocido a partir de los precedentes "Mattei" y "Mozzatti" cuando la excesiva duración del proceso puede resultar irrazonable y la prescripción aparece como medio idóneo para consagrar efectivamente esa garantía. Según esta doctrina, ese derecho se encuentra limitado, por supuesto, a la demostración por parte de los apelantes de lo irrazonable de esa prolongación pues en esta materia no existen plazos automáticos o absolutos y, precisamente, la referencia a las particularidades del caso aparece como ineludible.


    S., Héctor y otros s/ Defraudación a la Administración Pública -causa N° 15714 -34341-


    S. 167, L. XLIII, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Mera invocación de fallo Mattei. Necesidad de situación similar a la resuelta. Irrazonabilidad de la prolongación del proceso.


    La sola invocación del precedente "Mattei", es inhábil para que la Corte haga excepción a tal criterio, si no se demuestra que, con arreglo a las circunstancias concretas de la causa, se ha configurado una situación similar a la que se resolvió en aquél. Ello así porque la mera prolongación del proceso no torna automáticamente aplicable la solución del citado precedente, sino que es necesario además que se demuestre la irrazonabilidad de esa prolongación.


    C. del V. S.R.L. s/ Infracción ley 24769 -causa N° 7050-


    C. 2202, L. XLII, 12 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Administración fraudulenta. Condena a ex funcionario. Alegación de afectación de la garantía del plazo razonable luego de la sentencia. Inaplicabilidad del instituto al caso. Improcedencia del recurso.


    En los casos en que la Corte aplicó la doctrina en estudio, lo fue, sin duda, porque no podía predecirse que en esos casos se obtendría a corto plazo una resolución definitiva del pleito o, mejor dicho no podía avizorarse que aquéllos culminaran de su modo natural, esto es, con la sentencia. Situación que se consolida en este caso, en la medida que el apelante se ha allanado a la condena. Nada dice acerca de la materialidad del hecho tenido por probado, ni su responsabilidad penal, ni la pena que se le impuso. Sólo, se queja, luego de la sentencia, de una supuesta demora en la tramitación del proceso, que, a su criterio, conculcó la garantía a ser juzgado en plazo razonable. Nótese que la crítica a la duración del presente tampoco fue hecha desde el marco previsto por la ley para la aplicación del instituto de la prescripción de la acción, pues tampoco ha descalificado el examen fáctico y jurídico realizado por el a quo sobre los actos que consideró como secuela de juicio. Sin duda, constituiría un despropósito echar mano de la doctrina del Tribunal y de la de Tribunales Internacionales que han resuelto con justicia terminar con aquellos casos en los que la incertidumbre y sometimiento a proceso criminal se ha prolongado irrazonablemente en el tiempo y no se avizoraba una pronta solución del litigio con el advenimiento próximo de una sentencia. Significaría aquí desbaratar todo lo llevado a cabo (investigación, incidencias, producción de pruebas, debate oral y público, sentencia condenatoria y acción civil) bajo el pretexto de la viabilidad de una causal de la prescripción de la acción no previsto en la ley; pero bien utilizado 'ad praetoriam' para casos distintos.


    V., Carlos Rafael s/ p.s.a. de administración fraudulenta de la administración pública -causa n° 3/02-


    V. 303, L. XLIII, 22 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Juez Natural


    Leyes modificatorias de jurisdicción y competencia: aplicación a causas pendientes. Garantía de juez natural. Falta de afectación de la garantía por la mera alteración de la composición del tribunal: necesidad de que dicha modificación desvirtúe la imparcialidad e independencia del tribunal.


    Las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aun en casos de silencio, se aplican de inmediato a las causas pendientes, porque la facultad de cambiar las leyes de forma pertenece a la soberanía, y no existe derecho adquirido a ser juzgado por un determinado procedimiento, pues las normas procesales y jurisdiccionales son de orden público, especialmente cuando estatuyen acerca de la manera de descubrir y perseguir delitos. Resulta insuficiente la mera inclusión de uno de los supuestos violatorios de la garantía de juez natural, afirmando que se habría desfigurado el órgano jurisdiccional por la alteración en su composición, en tanto no se demuestre que ello haya respondido al propósito de desvirtuar su imparcialidad e independencia.


    N., Mauricio Orlando s/ P.S.A. homicidio en ocasión de robo -causa Nº 14/05-


    N. 15, L. XLIII, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Ne Bis In Ídem


    Nulidad de la sentencia del tribunal inferior.


    En tanto la resolución desincriminatoria ostentaba vicios esenciales que la descalificaban como tal, no puede ser considerada como un acto procesal amparado por los principios procesales de preclusión y progresividad, de modo que resulte prohibida su reedición. Por el contrario, ése es precisamente el sentido del instituto de la nulidad, previsto en todos los códigos procesales, que persigue la nueva realización de los actos viciados, pero ya bajo las formas procesales legales, actividad que no puede, en estos términos, considerarse violatoria de la garantía que impide el bis in ídem. Por lo tanto y dado que la sentencia anulada, según el régimen descripto, carece de efectos, mal puede afirmarse que existan dos fallos que juzguen el mismo hecho, pues como ha establecido la Corte, en estos casos, hay sólo uno que puede considerarse válido. La normativa internacional tiende a reforzar esta idea, pues tanto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 8.4), como en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 14.7), se establece la protección cuando la persona ha sido absuelta por una "sentencia firme", extremo que no se ha configurado en el sub examine pues, precisamente, la fase recursiva aún se hallaba operativa tanto para el fiscal como para la querella a fin de hacer valer los intereses que se les confían en el cumplimiento de su función.


    N. D. de O., María Teresa s/ Causa nº 6610


    N. 214, L. XLII, 22 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Principio de Inocencia. Prisión Preventiva. Plazo Máximo


    Plazo razonable de duración de la prisión preventiva. Validez de las modificaciones introducidas por la ley 25.430 en el ámbito provincial. Requisitos necesarios para evaluar la violación de la garantía del plazo razonable.


    Mientras el texto original de la ley 24.390 establecía un término determinado, el actual indica que ese plazo por sí solo no puede hacerse valer luego de la sentencia condenatoria. Después de la condena, el plazo razonable de la prisión preventiva se determina sólo de acuerdo a la prudente apreciación de los jueces. La circunstancia de que la ley 25.430 haya reformulado el artículo 10 de la 24.390 para aclarar que además de reglamentar el artículo 7°, punto 5° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos la ley "integra el Código Procesal de la Nación" no justifica la pretensión de que las modificaciones introducidas por la ley 25.430 sólo se apliquen en el orden federal y en la justicia nacional de la ciudad de Buenos Aires, pues no es difícil apreciar que esa declaración está referida exclusivamente a las normas de mero procedimiento que también contiene la ley y que, por su naturaleza eminentemente procesal, sólo pueden ser sancionadas por el Congreso de la Nación exclusivamente para el ámbito federal y nacional. En los casos en que no reste un complejo trámite recursivo, el proceso haya transitado todas sus etapas y alcanzado una sentencia definitiva confirmada por el tribunal superior de la causa, se hace especialmente exigible una adecuada fundamentación del recurso que permita identificar si en el proceso, considerado como un todo, hubo demoras indebidas, cuál fue su duración y a qué motivos cabría atribuirlas, para poder emitir una opinión razonada sobre la supuesta violación de la garantía del plazo razonable.


    J., Nelson s/ Robo con arma


    J. 35, L. XLIII, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Poderes Constituidos


    Elecciones municipales. Impugnación del proceso eleccionario. Competencia de la Justicia provincial.


    Toda vez que la pretensión del actor consiste en impugnar el proceso eleccionario municipal de la Ciudad de San Luis realizado el 5 de agosto de 2007 y, en consecuencia, que se declare la nulidad de las actas dictadas por el Tribunal Electoral Municipal de escrutinio definitivo y proclamación de autoridades municipales (números 17 y 18, respectivamente) y así obtener que se realice un nuevo acto eleccionario de autoridades municipales, y teniendo en cuenta que la elección de cargos nacionales se rige por normas y autoridades federales y la de cargos locales por normas y autoridades provinciales, en tales condiciones, si la demanda tiene fundamento en cuestiones vinculadas con aspectos directamente relacionados con una elección local, corresponde que su conocimiento sea atribuido a la justicia local. En este sentido el respeto al sistema federal y a las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en los sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender este tipo de procesos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.


    Municipalidad de San Luis y otros s/ Denuncia.


    COMP. 1263, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Órganos Extrapoder


    Ministerio Público


    Control de legalidad de las actuaciones judiciales por parte del Ministerio Público. Nulidad de pronunciamiento. Reclamo diferencias salariales ex agentes Tribunal de Cuentas de la Nación.


    Si bien es cierto que el Estado Nacional, en su escrito de recurso extraordinario, no ha cuestionado expresamente la omisión de trato de su apelación, de modo alguno puede interpretarse que el Ministerio Público -que debe custodiar el efectivo cumplimiento del debido proceso legal (art. 25, inc. h de la ley 24.946)- y la Corte Suprema de Justicia de la Nación deban permanecer ajenos, bajo el pretexto de impedimentos formales, a su misión de velar por la seguridad jurídica y por una correcta administración de justicia.


    Abregu, Pedro Alberto c/ Tribunal de Cuentas de la Nación s/ Empleo Público.


    A. 10, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Ministerio Público de la Defensa


    Solicita traslado al Ministerio Público de la Defensa para ejercer la representación promiscua de los menores.


    Por las razones expuestas en Fallos: 305:1945, 320:1291 y 325:1347 (entre otros) y lo dispuesto en el art. 59 del Código Civil -que le otorga al Ministerio de Menores calidad de parte legítima y esencial en todo asunto judicial o extrajudicial en que los incapaces demanden o sean demandados (concs. art. 494 del Código Civil)- y el art. 54 de la Ley Orgánica del Ministerio Público -24.946- que impone a los Defensores Públicos de Menores e Incapaces, en las instancias y fueros que actúen, el deber de intervenir en los términos del art. 59 antes citado, corresponde devolver los autos a los efectos de que tome intervención la Defensora General de la Nación a los fines del art. 51, inc. "m" de la ley 24.946 y haga valer los derechos que estime corresponder en el juicio.


    Rivera, Rosa Patricia (en nombre y representación de sus hijos menores) c/ Estado Nacional y/o Estado Mayor General del Ejército Argentino s/ Daños y perjuicios - ordinario.


    R. 221, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Ministerio Público Fiscal


    Procedimiento de remoción de miembros del Ministerio Público. Interpretación de normas que regulan el trámite del proceso. Momento en que se cuenta el plazo del art. 33 del reglamento del Tribunal de Enjuiciamiento. Necesidad de adoptar un criterio que interprete las normas en forma armónica. Actuación del tribunal de enjuiciamiento del Ministerio Público. Resolución propia del órgano de juzgamiento y ajena al control judicial. Excepción: acreditar violación de derecho de defensa y perjuicio. Ausencia de violación de garantía de inamovilidad de los integrantes del Ministerio Público en caso de incumplimiento de los deberes que impone el cargo.


    Frente al procedimiento de remoción de miembros del Ministerio Público Fiscal, solamente patentes violaciones a aspectos esenciales del derecho de defensa podrían tener acogida ante los estrados judiciales, y siempre y cuando sea acreditado por el recurrente no sólo ello, sino también que la reparación del perjuicio es conducente para variar la suerte del proceso. Preservadas formalmente las exigencias para que tal derecho pueda ser considerado bajo resguardo en el juicio político, sólo la demostración por parte del interesado de que aquellas formalidades resultan aparentes y encubren un real desconocimiento de dicho requisito, y habilitaría, por lo tanto, la instancia de excepción. La decisión sobre el mérito de la causa que adopte el Tribunal de Enjuiciamiento, es decir, si se ha incurrido o no en la causal que habilita la destitución, es una materia que se ha reservado a dicho órgano y que no puede ser objeto de revisión judicial.


    Benítez, Omar Danilo c/ Consejo de la Magistratura - Te (Ex. 1/05) - Resoluciones 2/06 y 10/06.


    B. 14, L. XLIV, 25 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión F. 245; L. XLIII, "F., María Beatriz e I., Tomás Juan Alfredo" s/ Causa Nº 5994.


    T., Ana María c/ Ministerio Público- Procuración General de la Nación s/ Amparo y medida cautelar.


    T. 346, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión T. 346; L. XLIV, "T., Ana María c/ Ministerio Público - Procuración General de la Nación"


    T., Ana María c/ Ministerio Público - Procuración General de la Nación s/ Amparo y medida cautelar.


    T. 367, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión T. 346; L. XLIV, "T., Ana María c/ Ministerio Público - Procuración General de la Nación".


    T., Ana María c/ Ministerio Público- Procuración General de la Nación s/ Medida cautelar.


    T. 368, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    No corresponde que el Ministerio Público se expida con relación a los agravios que por medio del recurso interpuesto la parte demandada pone a consideración del Tribunal (conf. art. 33, inc. a, ap. 3º, de la ley 24.946).


    Sindicato de Trabajadores de Correos y Telecomunicaciones de Buenos Aires c/ Ministerio del Trabajo de la Nación s/ Daños y perjuicios


    S. 1815, L. XLII, 03 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Poder Ejecutivo


    Sistemas de Organización. Presidencialismo


    Atribuciones


    Administrativas


    Demanda por diferencias salariales. Facultades propias del Poder Ejecutivo Nacional en materia de política salarial para el personal del estado. Principio ley posterior deroga la anterior. Procedencia recurso extraordinario. Escrito que carece de una crítica razonada de los fundamentos de la sentencia que se cuestiona. Excepción a su admisibilidad: Interpretación de normas federales.


    El obrar de la administración con el dictado del decreto 2193/86 no contradice disposiciones legales y traduce solamente el ejercicio de facultades constitucionales del Poder Ejecutivo Nacional en materia de política salarial. El decreto 907/88 -para el personal del Instituto de Vitivinicultura debe tenerse en cuenta el decreto 1023/88 por el que se le extendieron los efectos del decreto 907/88- rige a partir de su dictado. La procedencia de la apelación federal está condicionada a que el escrito en que se la interpone rebata mínimamente los argumentos de la sentencia que se recurre, de manera tal que permita establecerse la relación directa e inmediata entre lo que ha sido materia de debate y decisión en autos y las garantías constitucionales que se aducen lesionadas.


    Zanluchi de Avellaneda Norma y otros c/ I.N.V. s/ Contencioso administrativo.


    Z. 191, L. XLIII, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z.191, L.XLIII "Zanluchi de Avellaneda, Norma y otros c/ I.N.V. s/ Contencioso Administrativo".


    Núñez de Delgado, Maria Elvira y otros c/ I.N.V. s/ Contencioso administrativo.


    N. 186, L. XLIV, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Resoluciones del Ministerio de Economía 11/02 y 150/02. Estímulos a la exportación. Lucha contra la evasión tributaria. Cumplimiento de obligaciones fiscales: exigencia de estar al día.


    La presente acción fue instaurada con el objeto de impugnar las resoluciones del Ministerio de Economía 11/02 y 150/02, puesto que la actora plantea su imposibilidad de pagar las sumas exigidas en concepto de derechos de exportación regulados por la resolución 11/02, debido únicamente a que el Fisco no cumple con la obligación de devolverle una serie de reembolsos y reintegros a la exportación, en virtud de lo ordenado por el otro reglamento cuestionado. Por su parte, la resolución 150/02, en prieta síntesis, establece que la AFIP sólo dará curso a los pedidos de pago de los estímulos a la exportación en el caso de que los exportadores solicitantes "hayan dado cumplimiento a la totalidad de las obligaciones fiscales derivadas de tributos nacionales, incluidas las de los Recursos de la Seguridad Social y de planes de facilidades de pago, cuya recaudación se encuentre a cargo de ese Organismo" (art. 1°). Resulta indudable que esta resolución continúa con la política adoptada mediante su similar 325/96, en cuanto en ella se tuvo en cuenta la lucha contra la evasión tributaria, y se consideró muy especialmente que en muchos casos los exportadores cuyas operaciones estaban beneficiadas con estímulos a la exportación, a la vez, resultaban deudores por IVA y otros tributos, cuyo pago demoraban o directamente omitían, a pesar de instar el pago de los mentados beneficios, y percibirlos. Así, basándose en elementales consideraciones de justicia y equidad, se condiciona la percepción de los beneficios al hecho de tener en claro la situación tributaria del requirente. Así las cosas, este reglamento no padece una ilegitimidad o arbitrariedad "manifiestas", toda vez que, en principio, establece como requisito para el pago de acreencias de los particulares que éstos estén al día con el cumplimiento de sus obligaciones fiscales respectivas. No parece irrazonable, y máxime dentro del marco cognoscitivo que implica la vía propuesta por la actora, que el Estado proteja el erario público impidiendo el pago de sumas por él debida a quienes, a su vez, resultan deudores que aún no han cancelado sus obligaciones tributarias.


    Camaronera Patagónica S.A. c/ Ministerio de Economía y otros s/ Amparo


    C. 486, L. XLIII, 01 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Decretos de Necesidad y Urgencia


    Inconstitucionalidad del Decreto 558/02 que modifica sustancialmente la ley 20.091 de entidades de seguros. Incumplimiento de las circunstancias fácticas establecidas en el art. 99, inciso 3º de la Constitución Nacional para el dictado y validez de los Decretos de Necesidad y Urgencia (DNU). Facultad excepcional del Poder Ejecutivo.


    El Constituyente reformador prohibió enfáticamente al Poder Ejecutivo que emita disposiciones de carácter legislativo ("en ningún caso bajo pena de nulidad absoluta e insanable "), a fin de resguardar el principio de división de poderes. Solamente cuando circunstancias excepcionales hicieran imposible seguir los trámites ordinarios para la sanción de las leyes, y no se trate de normas que regulen materia penal, tributaria, electoral o el régimen de los partidos políticos, aquél podrá dictar decretos por razones de necesidad y urgencia, siguiendo el procedimiento que establece el arto 99, inc. 3), de la Constitución Nacional. Se trata, entonces, de una facultad excepcional del Poder Ejecutivo para incursionar en materias reservadas al legislador, que únicamente puede ejercerla cuando concurran las circunstancias que prevé el texto constitucional y las disposiciones que se dicten de ese modo deben tener por finalidad proteger los intereses generales de la sociedad y no de determinados individuos. Corresponde al Poder Judicial el control de constitucionalidad de las condiciones bajo las cuales se admite aquella facultad excepcional. Así, es atribución judicial evaluar el presupuesto fáctico que justificaría la adopción de decretos de necesidad y urgencia y en tal sentido, la Corte ha dicho que corresponde descartar criterios de mera conveniencia ajenos a circunstancias extremas de necesidad, puesto que la Constitución no habilita a elegir discrecionalmente entre la sanción de una ley o la imposición más rápida de ciertos contenidos materiales por medio de un decreto. Ello, sin perjuicio, claro está, de la intervención del cuerpo legislativo que prevé tanto la Constitución Nacional como la ley 26.122. La declaración genérica de emergencia efectuada por el legislador por la ley 25.561 no alcanza a legitimar el dictado del decreto 558/02, toda vez que no se advierte de qué forma la crisis de las compañías aseguradoras afecta a los intereses generales de la sociedad o al interés público que los decretos de necesidad y urgencia deben proteger. O, en términos empleados por el Tribunal en el caso recién mencionado, "no se aprecia impedimento alguno para conjurar esta situación a través de los resortes y recursos usuales de que dispone el Estado frente a crisis económicas de exclusivo carácter sectorial, sin llegar a un remedio sólo autorizado para situaciones que ponen en peligro la subsistencia misma de la organización social". El decreto impugnado en autos no cumple los requisitos exigidos para que pueda sostenerse la validez de su dictado, ya que se aparta de la constante doctrina de la Corte en la materia, antes y luego de la reforma constitucional de 1994, por lo que corresponde declarar su inconstitucionalidad, sin que resulte necesario examinar las otras cuestiones propuestas en el recurso extraordinario.


    Consumidores Argentinos c/ EN - PEN - Dto. 558/02 - SS - Ley 20091 s/ Amparo Ley 16.986.


    C. 923, L. XLIII, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Militares


    Amparo interpuesto por personal retirado y pensionistas de las Fuerzas Armadas contra el Estado Nacional. Computo en el cálculo de sus haberes de pasividad los adicionales transitorios establecidos por los decretos 1104/05 y 1095/06. Naturaleza salarial de los mismos. Carácter general. Percepción por la totalidad del personal en actividad. Inaplicabilidad doctrina "Bovari de Díaz" y "Osiris Villegas".


    Los mismos preceptos que crean los adicionales demuestra claramente su incompatibilidad con el carácter particular que se pretende asignarles, pues resulta evidente que aun cuando solo lo percibiría el personal que no accede a los suplementos por responsabilidad de cargo o función, por mayores exigencias de vestuario, por zona o por vivienda, o que percibiéndolos no supera los porcentajes antes mencionados, lo cierto es que a la totalidad del personal se le abona al menos el 23%, el 10% o el 9%, según el adicional de que se trate, de su salario bruto mensual. Si bien las normas expresan que los adicionales transitorios se crean "en los casos que así corresponda", el carácter general que asume su pago lo que a su vez demuestra que tienen connotaciones salariales- surge de su propio texto, toda vez que todo el personal en actividad cobra los suplementos y compensaciones o los adicionales, o ambos conceptos a la vez, siempre que se alcance como mínimo los porcentajes fijados con el fin de preservar "las relaciones jerárquicas dentro y entre los distintos grados que componen la estructura escalafonaria de que se trata", con lo cual se aprecia que tienen una significación económica equivalente, como así también una permanente disposición de su pago. Cabe apartarse de la doctrina sentada por el Alto Tribunal en "Bovari de Díaz" y "Osiris Villegas". El esquema salarial contemplado originariamente por la ley 19.101 -al cual se ajustaron los suplementos particulares previstos por el decreto 2769/93, que requiere el cumplimiento de determinadas condiciones para su percepción- ha quedado desvirtuado a partir de la creación de los adicionales en cuestión, pues del procedimiento de cálculo fijado por los arts. 5° de los decretos 1104/05 y 1095/06 se desprende que han devenido en un ostensible incremento salarial generalizado para el personal en actividad. No parece razonable atribuirles un carácter particular y, en consecuencia, su evidente naturaleza salarial permite concluir que se torna imperioso su cómputo para la determinación de los haberes de pasividad.


    Salas, Pedro Ángel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Amparo.


    S. 301, L. XLIV, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Personal en actividad de la Armada Argentina. Importes adeudados por el Estado Nacional resultante de diferencias salariales. Consolidación de deuda en los términos de las leyes 25.344, 25.565 y 25.725. Prórroga prevista por el artículo 38 ley 25.725. Ley 26.078. Definición del modo en que deben calcularse los intereses.


    El art. 38 de la ley 25.725 dispuso prorrogar al 31 de agosto de 2002 la fecha de consolidación de obligaciones originadas en reajustes salariales, entre otros, del personal militar en actividad de las Fuerzas Armadas, en el marco de la ley 25.344. Si bien de un primer análisis de los términos empleados por el legislador surgiría, que se trató de una extensión temporal o continuación del régimen ya establecido mediante esta última norma mencionada, lo cierto es que la sanción de la ley 26.078 de presupuesto para el ejercicio 2006 vino a establecer definitivamente el modo en que deben calcularse los intereses. En efecto, su art. 45 in fine establece, en lo que aquí interesa, que la prórroga dispuesta en el art. 38 de la ley 25.725 resulta aplicable exclusivamente a las obligaciones vencidas o de causa o título posterior al 31 de diciembre de 1999 y anterior al 1º de septiembre de 2002 y que "En todos los casos, los intereses a liquidarse judicialmente se calcularán únicamente hasta la fecha de corte, establecida en el 1º de abril de 1991 para las obligaciones comprendidas en la Ley Nº 23.982, en el 1º de enero de 2000, para las obligaciones comprendidas en la Ley Nº 25.344, y en el 1º de enero de 2002 o el 1º de septiembre de 2002, para las obligaciones comprendidas en la prórroga dispuesta por la Ley Nº 25.565 y la Ley Nº 25.725".


    Zaragoza, Rubén Horacio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.


    Z. 143, L. XLIII, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos 323:1048 y 1061.


    Viñas, Conrado Osvaldo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad.


    V. 750, L. XLII, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Retirados de las Fuerzas Armadas que participaron en el conflicto bélico del Atlántico Sur. Complemento mensual otorgado por el decreto1244/98: derecho a percibir el complemento estipulado. Excombatientes incorporados a la Administración Pública Nacional: amplitud de esta última expresión. Ley 23.109. Fuerzas Armadas: organismos estatales con fines específicos regidas por sus normas específicas -ley 19.101-. Pensión vitalicia de guerra otorgado por las leyes 23.848 y 24.652.


    El decreto 1244/98 otorgó un complemento mensual equivalente al ochenta y cinco por ciento (85%) de la asignación básica correspondiente al nivel "E" del agrupamiento general del Sistema Nacional de la Profesión Administrativa, al personal de la Administración Pública Nacional que acreditare la condición de excombatiente en las acciones bélicas desarrolladas en el teatro de operaciones del Atlántico Sur, entre el 2 de abril y el 4 de junio de 1982 (v. art.1°). El problema a dilucidar, entonces, quedó circunscripto a determinar si los retirados de las Fuerzas Armadas que participaron en el conflicto bélico del Atlántico Sur tienen derecho a percibir el complemento estipulado por el decreto citado. Por tal motivo, corresponde precisar quiénes fueron, de acuerdo con el alcance y contenido de las normas implicadas y finalidad legislativa, verdaderamente los destinatarios de la mencionada mejora. Por una parte, el decreto 1244/1998 señalado establece como destinatarios del complemento mencionado, a los excombatientes en las acciones bélicas desarrolladas en el teatro de operaciones del Atlántico Sur entre el 2 de abril y el 14 de junio de 1982, incorporados a la Administración Pública Nacional. La amplitud de esta última expresión utilizada torna indispensable efectuar algunas delimitaciones relacionadas con la legislación relacionada con la controversia. En primer lugar, el beneficio en cuestión fue concedido en el marco de la ley 23.109, que confirió exclusivamente a los ex-soldados conscriptos que participaron en las acciones bélicas del Atlántico Sur una serie de prioridades en materia de salud, educación trabajo y vivienda, y en el caso de incapacidad, una pensión. Luego, y a solicitud de la Federación de Veteranos de Guerra, el Poder Ejecutivo Nacional decide en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 99 incs. 1 y 2 de la Constitución Nacional, reconocer a los excombatientes incorporados a la Administración Pública Nacional un beneficio mensual, pues así ya se había hecho en el orden provincial y municipal. En este contexto, en segundo lugar, la Secretaría de la Función Pública -bajo cuya jurisdicción se encuentra la implementación del sistema- dicta la Resolución 211/98 con la finalidad de precisar los alcances del decreto 1244/98 estableciendo que se entiende por Administración Pública Nacional al concepto previsto por el artículo 8 de la ley 24156 -v. art 1-. Cabe precisar, entonces, que el personal retirado de las fuerzas armadas no se encuentra expresamente incluido en este precepto. Por su parte, la Resolución 78/99 que también emana de la Secretaría de la Función Pública sólo regula la forma de los formularios de solicitud y certificación de servicios de la mejora, por lo que resulta irrazonable interpretarla como reglamentaria de los requisitos de admisibilidad de su concesión en especial cuando su Anexo I punto 2, mencionado por los jueces de la causa, es un mero instructivo que establece el modo de completar las solicitudes de otorgamiento del beneficio en el ítem referido al ámbito de prestación de servicios y lugar de trabajo de los aspirantes. Además, si como pauta hermenéutica se recurre al sistema de cálculo que adopta la norma, es claro que ella remite a jerarquías y niveles escalafonarios del Régimen Jurídico Básico de la Función Pública, en el marco del sistema nacional de la profesión administrativa regulado por el decreto 993/1991. Pero lo conducente a la materia debatida es que el personal militar en actividad y el retirado que prestare servicios militares y el personal perteneciente a las Fuerzas de Seguridad y Policiales, en actividad y retirado que prestare servicios por convocatoria se encuentran expresamente excluidos de dicho régimen (v. art 3 incisos c y d de la mencionada ley 25.164). Los antecedentes expuestos permiten inferir que el complemento mencionado tuvo como únicos destinatarios a los agentes comprendidos en los regímenes de las mencionadas leyes reglamentarias de la función pública que no incluyen casos especiales como el aquí considerado de personal militar retirado. Se sigue de ello entonces que los actores no resultan beneficiarios del complemento de referencia. Ello es así pues, en definitiva, las fuerzas armadas son organismos estatales con fines específicos y se rigen también por sus normas específicas -en el caso la 19.101- dictadas por el Congreso y el Poder Ejecutivo Nacional en ejercicio de las facultades que, respectivamente, les confieren el artículo 21, 75 inciso 27 y 99 incisos 12 a 14 de la Constitución Nacional. Es más, la situación del personal en retiro de las Fuerzas Armadas fue, como era razonable, especial y expresamente contemplada por el Poder Ejecutivo Nacional el 21 de julio de 2005, mediante el decreto N° 886/05 en el que extendió al personal de oficiales y suboficiales de las Fuerzas Armadas y de Seguridad que se encuentren en situación de retiro o baja voluntaria u obligatoria -en las condiciones allí descriptas- el beneficio consistente en una pensión vitalicia de guerra otorgado por las leyes 23.848 y 24.652 a los ex-soldados conscriptos de las fuerzas armadas que hubieran participado en el mencionado conflicto bélico-, consistentes en el cien por ciento (100 %) de la remuneración mensual, integrada por los rubros "sueldos y regas" que percibe el grado de cabo del Ejército Argentino (TOAS), compatible -valga señalar- con cualquier otro beneficio de carácter previsional permanente o de retiro, otorgado en jurisdicción nacional, provincial o municipal (v. arts. 2 y 3). Si se tiene en cuenta además que en dicha oportunidad se dispuso que a los efectos de la percepción de las Pensiones Honoríficas de veteranos de la Guerra del Atlántico Sur, el personal de las Fuerzas Armadas y de Seguridad en situación de retiro debería desistir de las acciones que se hubieren iniciado a fin de percibir el complemento instituido por el Decreto N° 1244/98 en debate, no cabe sino concluir que más allá de la imprecisión del art. 1 de esta última norma, el PEN al dictarla no tuvo en mira al personal militar en cuestión, cuya situación queda prima facie resguardada con el nuevo precepto.


    Pita, Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    P. 441, L. XLI, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Reglamentarias


    Ejecución de sentencia. Procedencia recurso extraordinario. Régimen de consolidación de deudas Ley 25.344. Aplicación de pleno derecho después del reconocimiento firme de la deuda. Validez Resolución 378/04 del Ministerio de Economía y Producción en cuanto reglamenta el procedimiento de cancelación de deudas teniendo en consideración la fecha en que se produjo su reconocimiento. Obligaciones reconocidas con posterioridad al 31/12/2001.


    La potestad reglamentaria habilita para establecer condiciones o requisitos, limitaciones o distinciones que, aun cuando no hayan sido contemplados por el legislador de una manera expresa, cuando se ajustan al espíritu de la norma reglamentada o sirven, razonablemente, a la finalidad esencial que ella persigue, son parte integrante de la ley reglamentada y tienen la misma validez y eficacia que ésta. Tales límites jurídicos previstos para la actividad reglamentaria del Poder Ejecutivo, son aplicables a otros órganos de la Administración, pues es precisamente la razonabilidad con la que se ejercen tales facultades el principio que otorga validez a los actos de los órganos del Estado y que permite a los jueces, ante planteos concretos de parte interesada, verificar el cumplimiento de dicho presupuesto.


    Angeloni, Dante c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Cobro de Pesos - Laboral.


    A. 1245, L. XLIII, 01 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Necesidad y Urgencia


    Emergencia económica. Régimen de cancelación de deudas bancarias. Decreto 1387/01, Comunicación “A” 3398 BCRA y normas complementarias. Préstamo de banco en liquidación. Dación en pago de bonos de la deuda pública. Banco Central titular de crédito por la cesión del mismo. Posibilidad de cancelar préstamos sin atender a la naturaleza del cesionario del crédito. Inclusión del BCRA en el régimen de cancelación de deudas públicas. Obligación de recibir los bonos de la deuda pública que contempla el decreto mencionado.


    El Banco Central se encuentra entre las entidades que deben recibir en pago de sus acreencias los bonos de la deuda pública que prevé el art. 39 del decreto 1387/01. Este precepto normativo establece que los deudores que ahí se identifican tienen derecho "...a cancelar sus deudas bancarias con plenos efectos liberatorios, cualquiera que fuere la entidad acreedora, mediante la dación en pago de títulos públicos de la deuda pública nacional a su valor técnico" sin efectuar la distinción que pretende el BCRA. El decreto utiliza una terminología amplia que permite concluir que el BCRA también está incluido en su ámbito de aplicación cuando reúna la calidad de acreedor de una deuda bancaria, cuyo titular cumpla, además, con los restantes requisitos que exige el decreto. Así lo indican sus propios términos cuando señala que el derecho a cancelar deudas con títulos públicos se podrá ejercer "cualquiera fuera la entidad acreedora".


    Horacio O. Albano Ingeniería y Construcciones SACIFI c/ Banco Central de la República Argentina s/ Nulidad de acto administrativo.


    H. 39, L. XLIII, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Poder Judicial


    Estructura. Justicia Federal. Consejo de la Magistratura. Tribunal de Enjuiciamiento. Remoción de Jueces


    Procedimiento de remoción de magistrado por la causal de mal desempeño. Irrecurribilidad de decisión del Jurado de Enjuiciamiento. Improcedencia queja por recurso extraordinario denegado. Necesidad de acreditar violación defensa en juicio y debido proceso. Falta de demostración de vicios durante el proceso de remoción que indiquen un apartamiento sustancial y grave del procedimiento previsto para adoptar la decisión final. Facultad del Jurado de Enjuiciamiento de determinar las medidas de prueba pertinentes en el proceso, en relación con el objeto procesal de la acusación.


    Frente a la irrecurribilidad de la decisión del Jurado de Enjuiciamiento establecida por el art. 115 de la Ley Fundamental, a raíz de la reforma constitucional de 1994, en el caso "Brusa" la Corte señaló que dicha condición significa que la Corte no puede sustituir el criterio de aquel órgano en cuanto a lo sustancial del enjuiciamiento, esto es, el juicio sobre la conducta de los jueces, pero sí será propio de su competencia, por vía del recurso extraordinario, considerar las eventuales violaciones -nítidas, graves y concluyentes- a las reglas del debido proceso y a la garantía de la defensa en juicio. Es atribución propia de los jueces de la causa tomar las decisiones necesarias y conducentes para dirigir y hacer avanzar el proceso hasta su conclusión y aquéllos están facultados para determinar la pertinencia y procedencia de las pruebas ofrecidas por las partes. Las críticas contra la decisión del Jurado de denegar ciertas medidas de prueba son discrepancias con el criterio del tribunal para conducir el proceso, que no dan lugar a su revisión por medio del recurso extraordinario, máxime cuando el recurrente no logra demostrar en esta instancia de qué manera se produjo la violación de la defensa en juicio, ni qué medios debieron valorarse para que otra fuera la suerte del juicio.


    Tiscornia, Guillermo Juan s/ Pedido de Enjuiciamiento - Causa nº 26.


    T. 71, L. XLIV, 01 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación


    Pronunciamientos de la Corte: deben atender a las circunstancias imperantes al momento de dictar sentencia.



    Es doctrina de la Corte que sus pronunciamientos deben atender a las circunstancias imperantes en el momento de dictar sentencia.


    C., Diego Ariel s/ Robo en tentativa


    COMP. 1436, L. XLIII, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia originaria



    Acción declarativa de certeza contra la Provincia de Santa Fe, Caja de Previsión Social de los Profesionales de la Ingeniería Civil y del Colegio de Profesionales de la Ingeniería Civil de la Provincia de Santa Fe. Reclamo de pago de aportes. Declaración de competencia originaria por parte de la Corte. Falta de participación sustancial en el pleito por parte de la provincia. Improcedencia instancia originaria del Tribunal. Inaplicabilidad precedente "Palópoli".


    Los elementos de prueba aportados al proceso no logran revertir el hecho de que la Provincia de Santa Fe no sea parte sustancial en el pleito, requisito imprescindible para que proceda la competencia originaria de la Corte. Es el propio Estado local el que alega al contestar el escrito de inicio, que no es parte adversa de quien efectúa el reclamo toda vez que no se ha impugnado un acto actual ni en ciernes de alguno de sus órganos que pudiera significar un perjuicio para la actora. En materia de competencia, no resulta aplicable al sub lite el precedente "Palópoli". La Caja de Previsión Social de los Profesionales de la Ingeniería Civil reviste la calidad de "parte adversa" en el proceso y quien, por ende, integra la relación jurídica sustancial en que se apoya la pretensión del actor. Si bien la Corte declaró su competencia en autos, cabe tener en cuenta la doctrina que expresa que "el estado procesal de las actuaciones no obsta a un pronunciamiento que declare la incompetencia del Tribunal para entender en forma originaria, ya que aquélla -de incuestionable raigambre constitucional- reviste el carácter de exclusiva e insusceptible de extenderse por persona ni poder alguno y, por tal razón, debe declararse de oficio en cualquier estado de la causa pese a la tramitación dada al asunto.


    Stiefel, Juan Carlos c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    S. 240, L. XXXIX, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda de provincia contra estado nacional. Competencia originaria dela Corte.


    El sub-lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.


    La Pampa, provincia de c/ Estado Nacional y otra s/ Cobro de sumas de dinero.


    L. 467, L. XLIV, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    
      Acción interpuesta por el Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos a fin de obtener una declaración de certeza respecto de los poderes de policía e imposición de la Municipalidad de San Carlos de Bariloche. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Ausencia de interés directo y del carácter de parte sustancial en el pleito respecto de la provincia de Río Negro. Autonomía de los Municipios.

      

    


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte conlleva la necesidad de que sea titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, lo cual debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. La autoridad comunal es la que reviste el carácter de titular de la relación jurídica sustancial que da fundamento al reclamo, en tanto es el sujeto activo de la tasa municipal cuya aplicación se cuestiona, quien dictó los actos administrativos lesivos de los cuales la actora se agravia y la única que resultaría obligada a restituir el derecho que se denuncia como violado. Los municipios provinciales son entes de carácter autónomo y no se identifican con los Estados locales respectivos.


    Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos (O.R.S.N.A.) c/ Río Negro, provincia de y otros s/ Ordinario.


    O. 33, L. XLIV, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Acumulación subjetiva de pretensiones peticionado por el actor. Demanda contra la Provincia de Santa Cruz y el Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI). Inadmisibilidad. Concepto de "causa civil" a partir del fallo "Barreto". Materia del pleito de derecho público local. Excepción a la aplicación de esta nueva doctrina: razones humanitarias, prolongado trámite de esta causa y razones de economía procesal. Mantenimiento de competencia originaria.


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra la Provincia de Santa Cruz y el Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI), entre otros, resultaría ahora inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, no existiendo razones que autoricen dicha acumulación. Por ende, la Provincia deberá ser demandada en sede local y el INCUCAI (entidad descentralizada que depende de la Secretaría de Políticas, Regulación e Institutos del Ministerio de Salud de la Nación) ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional. La Corte ha modificado el contorno que otorgaba al concepto de "causa civil" a partir de la sentencia dictada el 21 de marzo de 2006 in re "Barreto", y de acuerdo a lo dispuesto en los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional, por lo que la materia del pleito es considerada actualmente de derecho público local y, en consecuencia, propia de los jueces provinciales. No obstante lo expuesto, la Corte como juez de la causa podría, por razones humanitarias, hacer lugar a la petición del actor y mantener su competencia originaria en el sub lite haciendo una excepción a la aplicación de esta nueva doctrina, con fundamento en el prolongado trámite de esta causa y en evidentes razones de economía procesal requeridas por la buena administración de justicia, a fin de preservar las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes, ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que ponga fin a la controversia.


    Cáceres, Francisco y otros c/ Pataro, Luis Mariano y otros s/ Daños y Perjuicios.


    C. 477, L. XXXVII, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia causas sobre medio ambiente. Solicita remisión de documentación.


    Vargas, Ricardo Marcelo c/ San Juan, Provincia de y otros s/ Daño ambiental.


    V. 175, L. XLIII, 26 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte en las causas sobre medio ambiente. Solicita remisión de documentación.


    Si bien por regla general para determinar la competencia se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos que surge de los términos de la demanda, de conformidad con los arts. 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en las causas sobre medio ambiente tal principio resulta insuficiente, pues el criterio de atribución de competencia en razón de la materia para que proceda el fuero federal está dado por el art. 7º de la Ley General del Ambiente, 25.675, que exige como presupuesto mínimo la efectiva degradación o contaminación de recursos ambientales interjurisdiccionales.


    Flores Núñez, Roberto Ramón c/ San Juan, Provincia de y otros s/ Daño ambiental.


    F. 833, L. XLIII, 26 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Demanda contra Provincia. Derecho público local. Relación jurídica de naturaleza administrativa.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar además la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. A fin de determinar el carácter de un proceso, no sólo se debe indagar sobre la naturaleza de la pretensión, sino que es imprescindible examinar su origen, así como también la relación de derecho existente entre las partes.


    Drawer S.A. c/ Misiones, Provincia de y otros s/ Ejecución.


    D. 60, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicios contra la provincia de Tucumán y el Estado Nacional -Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y Administración Federal de Ingresos Públicos-. Improcedencia acumulación subjetiva de acciones. Responsabilidad del estado provincial: competencia justicia local. Demanda contra estado nacional: competencia fuero federal. Falta de exclusividad de cuestión federal para que proceda instancia originaria de la Corte.


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra la provincia de Buenos Aires y contra el Estado Nacional resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas en "Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ daños y perjuicios", toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a la instancia originaria de la Corte. Contra la provincia de Buenos Aires el pleito debe tramitar ante sus propios jueces puesto que la responsabilidad del Estado local se rige por el derecho público provincial. El Estado Nacional debe ser demandado ante los tribunales federales de grado (art. 116 de la Ley Fundamental). Tampoco hace surtir la instancia originaria de la Corte el hecho de que la actora solicite, además, la declaración de inconstitucionalidad de un decreto local, toda vez que la cuestión federal que podría así suscitarse no reviste carácter exclusivo, como se requiere para que proceda tal instancia, en tanto el planteamiento que se efectúa implica una cuestión conjunta, de orden federal y local.


    Schiavone, Diego Gerardo c/ Tucumán, provincia de y otros (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios y otras acciones.


    S. 103, L. XLIV, 26 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicios contra una provincia. Ausencia carácter de parte sustancial en el pleito. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. Ese requisito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la competencia en examen, no se encuentra cumplido en autos.


    Di Giacomo, Dora Alicia y otro c/ Río Negro, Provincia de s/ Daños y perjuicios.


    D. 207, L. XLIV, 19 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicios por contaminación ambiental contra Estado Nacional, Provincia de Buenos Aires y Ciudad de Buenos Aires. Falta de servicio. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Fuero competente: según la persona que se optare por demandar.


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra el Estado Nacional, la Provincia y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas por la Corte en su sentencia del 20 de junio de 2006, in re M. 1569; XL, Originario "Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ daños y perjuicios", toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, no existiendo, en principio, razones que autoricen dicha acumulación. Por ende, deberán interponer sus pretensiones ante el fuero que corresponda según la persona que se optare por demandar: ante los propios tribunales locales de emplazarse a la Provincia (art. 5°, 121 y siguientes de la Constitución Nacional), prerrogativa que también se aplica a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no reviste ese carácter y ante los tribunales federales de baja instancia si se demanda al Estado Nacional (art. 116 de la Constitución Nacional), en los que encontrarán así satisfecho su privilegio constitucional. Tampoco procede dicha instancia por ser parte la Provincia de Buenos Aires, toda vez que en tales casos resulta esencial examinar la materia sobre la que versa el pleito, civil o federal, quedando excluidos los asuntos que se rigen por el derecho público local, hipótesis que se presenta en autos.


    Capdevila, Francisco Fermín y otro c/ Estado Nacional - Secretaria Ambiente y Desarrollo Sustentable y otros s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 1316, L. XLIII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda interpuesta por tenedor de bono provincial contra estado provincial emisor a fin de obtener pago de intereses. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Derecho público local.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58, no basta que una provincia sea parte en un pleito, ya que es necesario, además, examinar la materia sobre la que éste versa, o sea, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal, o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria quedando excluidos de dicha instancia, aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Para dilucidar cuándo se presenta una "causa civil", se debe indagar la naturaleza de la pretensión así como también su origen y la relación de derecho existente entre las partes, puesto que tal concepto no puede ser tomado solamente sobre la base de los términos formales de la demanda, sino con relación a la efectiva naturaleza del litigio. El pago de los intereses de los bonos que pretenden tienen su origen en un vínculo contractual de carácter administrativo -empréstito público- y la cuestión versa sobre las consecuencias derivadas de aquél, lo que incluye el reajuste por la actualización del crédito ocasionado por la mora que se invoca, relación jurídica en la cual la provincia actuó en su carácter de poder administrador, por lo que la materia en examen está regida por el derecho público local.


    Vidal, Franklin Eduardo y otros c/ Corrientes, provincia de s/ Cobro de sumas de dinero.


    V. 344, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda interpuesta por tenedor de bono provincial contra estado provincial emisor. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Derecho público local. Materia federal que involucraría una cuestión conjunta, de orden federal y local.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58, no basta que una provincia sea parte en un pleito, ya que es necesario, además, examinar la materia sobre la que éste versa, o sea, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal, o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria quedando excluidos de dicha instancia, aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Para dilucidar cuándo se presenta una "causa civil", se debe indagar la naturaleza de la pretensión así como también su origen y la relación de derecho existente entre las partes, puesto que tal concepto no puede ser tomado solamente sobre la base de los términos formales de la demanda, sino con relación a la efectiva naturaleza del litigio. El origen de los bonos cuyo pago se pretende obtener tiene su origen en un vínculo contractual de carácter administrativo -empréstito público- en el cual la provincia actuó en su carácter de poder administrador por lo que la materia en examen está regida por el derecho público local. La circunstancia de que se invoque el fuero federal por la persona dada la distinta vecindad de la actora con la provincia, no hace procedente el fuero federal, toda vez que dicha prerrogativa cede frente a las causas regidas por el derecho público local, puesto que, de otra forma, se violaría la preeminencia que tienen las autonomías provinciales.


    Tv Contenidos S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, provincia de s/ Ejecución.


    T. 339, L. XLIV, 26 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia competencia originaria de la Corte. Taxatividad art. 117 de la Constitución Nacional. Ausencia del carácter de parte sustancial en la litis de la provincia. Entidad autárquica independiente del estado provincial.


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus manifestaciones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. La Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán es una entidad autárquica por la que cuenta con individualidad jurídica y funcional que no permite identificarla con ese Estado local.


    Tucumán, provincia de c/ Creaciones Paris S.A. s/ Cobro de sumas de dinero.


    T. 65, L. XLI, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión G. 2462, L. XLI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia del s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos". Este proceso es ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Este proceso es ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tucumán, Provincia de s/ Ejecución fiscal.


    G. 1017, L. XLIV, 19 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión M.1569, XL, "Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ daños y perjuicios".


    Abud, Rafael Osvaldo c/ Jujuy, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Cobro de pesos.


    A. 2261, L. XXXVIII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión T.294, L. XLII, "Trenes de Buenos Aires S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional (tercero) s/ Acción declarativa de certeza". Improcedencia competencia originaria de la Corte. Ausencia carácter de parte sustancial en el pleito.


    Este proceso no corresponde a la instancia originaria del Tribunal, según los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, por no ser parte sustancial la Provincia de Buenos Aires.


    Co Panacea S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    C. 1049, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión T.294, L. XLII, "Trenes de Buenos Aires S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional (tercero) s/ Acción declarativa de certeza". Improcedencia competencia originaria de la Corte. Ausencia del carácter de parte sustancial de la provincia demandada.


    Este proceso no corresponde a la instancia originaria del Tribunal, según los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, por no ser parte sustancial la Provincia de Buenos Aires, quien ha sido demandada en estos autos, en razón de la sanción de la ley local 13.766 (arts. 1º y 2º).


    Gutiérrez, Delia Magdalena c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de repetición.


    G. 29, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Improcedencia competencia originaria de la Corte: cuestiones de índole local. Cuestionamiento de disposiciones laborales de derecho común: empleo público. Competencia justicia provincial.



    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. En el sub lite la cuestión federal que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal y por ende no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. No obsta a lo expuesto el hecho de que la amparista invoque la afectación de sus derechos constitucionales (aun cuando ellos estén consagrados en instrumentos internacionales con jerarquía constitucional, como resulta en este caso), puesto que su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquéllos sean lesionados por o contra una autoridad nacional (art. 18, segunda parte, de la ley nacional 16.986) y también en razón de la materia, es decir, cuando "versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación" en sentido estricto, esto es, cuando la solución de la causa dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales o especiales (arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 1°, de la ley 48). La Justicia de Formosa es la que debe entender en el proceso, pues el respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Sindicato Argentino de Televisión, Servicios Audiovisuales, Interactivos y de Datos (SATSAID) c/ Formosa, provincia de y otro s/ Acción de amparo.


    S. 260, L. XLIV, 13 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Acción de Amparo: Trámite ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria. Procedencia sólo si se verifican las hipótesis de los Art. 116 y 117 de la norma fundamental.


    La acción de amparo, de manera general, puede tramitar en la instancia originaria siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 ) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    G. Gil S.A. c/ Entre Ríos, provincia de y otros s/ Acción de amparo.


    G. 1411, L. XLIII, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Acción de Amparo: trámite ante la Corte Suprema en instancia originaria. Procedencia solo si se verifican los supuestos de los Arts. 116 y 117 de la norma fundamental.


    La acción de amparo, de manera general, puede tramitar en la instancia originaria siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 ) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.


    Larrea, Alicia Clara c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Amparo.


    L. 994, L. XLIII, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza contra la Provincia de Misiones a fin de que se declare la inconstitucionalidad de la una provincial. Competencia originaria de la Corte.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Toda vez que una entidad nacional, la Administración de Parques Nacionales (v. ley nacional 22.351) -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de Misiones -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Administración de Parques Nacionales c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    A. 1316, L. XLIV, 23 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Ejercicio de la potestad de control y fiscalización del COMFER. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Ausencia carácter de parte sustancial en el pleito de la provincia.


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Lo anterior supone que la provincia sea titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento y que, por lo tanto, detente un interés directo en el pleito, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria, ya que de lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria del Tribunal.


    Newline S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    N. 67, L. XLIV, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Proceso de enjuiciamiento jueces provinciales. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Competencia justicia local.


    La vía utilizada por la peticionaria no constituye alguna de las previstas en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, para habilitar la jurisdicción de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Los litigantes tienen el deber de someterse a sus jueces naturales, ajustarse a las decisiones que en esos expedientes recaigan y, ante ellos, efectuar cualquier reclamo que consideren atendible, a cuyo efecto tendrán que utilizar las vías autorizadas por las leyes procesales. Ello es así, puesto que sólo a los jueces que conocen del proceso es a quienes les incumbe dictar resoluciones sobre la materia litigiosa. Una elemental exigencia del orden jurídico impone esta solución. En virtud del respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, sólo mediante la vía del art. 14 de la ley 48 podría haberse acudido ante la Corte, después de agotada la instancia local, toda vez que en nuestro régimen federativo, la administración de justicia de cada provincia es independiente de la autoridad nacional. Sólo por excepción cuando se trata de casos regidos por la Constitución, las leyes del Congreso o los tratados con las naciones extranjeras, puede apelarse para ante la Corte Suprema Federal de las sentencias de los tribunales provinciales de última instancia, según lo dispuesto en el art. 14 de la ley 48. Pero este recurso tiene su término y substanciación especial y no puede ser reemplazado por un pleito nuevo, iniciado mediante una acción independiente.


    Cingolani, Osvaldo Marcelo c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción meramente declarativa.


    C. 1352, L. XLIV, 16 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Acción reivindicatoria contra la provincia de Buenos Aires. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Ausencia requisito distinta vecindad entre los litigantes.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58 en las causas civiles en que una provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad con respecto a ese Estado local. Dicho requisito resulta "esencial". Tal requisito lo deben cumplir todos y cada de los que se enfrentan con la Provincia según el art. 10 de la ley 48. En el sub lite, no se presentan tales recaudos toda vez que, si bien la materia del pleito reviste naturaleza civil, no existe la distinta vecindad necesaria entre éstos y la Provincia demandada para hacerla surtir, toda vez que uno de los tres actores tiene su domicilio en la Provincia demandada circunstancia que obsta a la competencia originaria del Tribunal ya que a nadie le es dado renunciar a los jueces de su propio fuero.


    Aguirre, Martin Maria y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción reivindicatoria.


    A. 1051, L. XLIV, 23 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Acumulación subjetiva de pretensiones. Demanda contra la Provincia de Santa Cruz y el Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI). Inadmisibilidad. Concepto de "causa civil" precedente "Barreto". Materia de derecho público local. Excepción: razones humanitarias y de economía procesal. Mantenimiento de competencia originaria.


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra la Provincia de Santa Cruz y el Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI), entre otros, resultaría ahora inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, no existiendo razones que autoricen dicha acumulación. Por ende, la Provincia deberá ser demandada en sede local y el INCUCAI (entidad descentralizada que depende de la Secretaría de Políticas, Regulación e Institutos del Ministerio de Salud de la Nación) ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional. La Corte ha modificado el contorno que otorgaba al concepto de "causa civil" a partir de la sentencia dictada el 21 de marzo de 2006 in re "Barreto", y de acuerdo a lo dispuesto en los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional, por lo que la materia del pleito es considerada actualmente de derecho público local y, en consecuencia, propia de los jueces provinciales. No obstante lo expuesto, la Corte como juez de la causa podría, por razones humanitarias, hacer lugar a la petición del actor y mantener su competencia originaria en el sub lite haciendo una excepción a la aplicación de esta nueva doctrina, con fundamento en el prolongado trámite de esta causa y en evidentes razones de economía procesal requeridas por la buena administración de justicia, a fin de preservar las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes, ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que ponga fin a la controversia.


    Franco, Carlos Orfilio c/ Santa Cruz, provincia de y otros s/ Cobro de pesos.


    F. 732, L. XXXVI, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Acumulación subjetiva de pretensiones. Demanda contra la Provincia de Santa Cruz y el Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI). Inadmisibilidad. Concepto de "causa civil" precedente "Barreto". Materia de derecho público local. Excepción: razones humanitarias y de economía procesal. Mantenimiento de competencia originaria.


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra la Provincia de Santa Cruz y el Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI), entre otros, resultaría ahora inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, no existiendo razones que autoricen dicha acumulación. Por ende, la Provincia deberá ser demandada en sede local y el INCUCAI (entidad descentralizada que depende de la Secretaría de Políticas, Regulación e Institutos del Ministerio de Salud de la Nación) ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional. La Corte ha modificado el contorno que otorgaba al concepto de "causa civil" a partir de la sentencia dictada el 21 de marzo de 2006 in re "Barreto", y de acuerdo a lo dispuesto en los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional, por lo que la materia del pleito es considerada actualmente de derecho público local y, en consecuencia, propia de los jueces provinciales. No obstante lo expuesto, la Corte como juez de la causa podría, por razones humanitarias, hacer lugar a la petición del actor y mantener su competencia originaria en el sub lite haciendo una excepción a la aplicación de esta nueva doctrina, con fundamento en el prolongado trámite de esta causa y en evidentes razones de economía procesal requeridas por la buena administración de justicia, a fin de preservar las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes, ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que ponga fin a la controversia.


    Instituto Argentino de Riñón y Transplante S.A. c/ Santa Cruz, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios.


    I. 140, L. XXXVI, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Amparo contra la Provincia de Santiago del Estero y Estado Nacional. Improcedencia competencia originaria de la Corte en razón de la persona. Cuestiones de índole local y de competencia del derecho público local. Demanda contra provincia: competencia justicia provincial. Estado Nacional: fuero federal.


    Exista posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en la instancia originaria de la Corte, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. No procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones solicitada por el actor contra dos provincias y el Estado Nacional, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos resulta aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, pudiendo ser demandados cada uno en la jurisdicción que corresponda, local o federal, según el caso. Para que proceda la competencia originaria por ser parte una provincia, debe examinarse la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que se trate de una cuestión de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.


    Paz, Claudio Alberto c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros (Estado Nacional y Tucumán, Provincia de) s/ Amparo.


    P. 805, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Amparo en los términos del art. 43 de la CN contra la Provincia de Salta y el Estado Nacional. Improcedencia competencia originaria de la Corte en razón de la persona. Materia que no reviste naturaleza exclusivamente federal. Competencia tribunales provinciales. Facultades reservadas a la provincia: ejercicio poder de policía ambiental.


    Exista la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en la instancia originaria de la Corte, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. No procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones solicitada por los actores contra la Provincia de Salta y el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. El sub examine versa sobre el ejercicio del poder de policía ambiental -protección de los bosques nativos-, asunto que se rige sustancialmente por el derecho público local y es de competencia de las autoridades provinciales, de conformidad con los arts. 41, párrafo 3º y 121 y siguientes de la Constitución Nacional Dado que la pretensión de los actores involucra cuestiones de índole local que requieren para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza la causa no reviste carácter exclusivamente federal como lo exige el Tribunal para que proceda su competencia originaria ya que incluye una materia concurrente con el derecho público local.


    Salas, Dino y otros c/ Salta, Provincia de y Estado Nacional s/ Amparo.


    S. 1144, L. XLIV, 19 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Amparo interpuesto por la provincia de San Luis contra el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte


    Toda vez que la provincia de San Luis demanda al Estado Nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme a lo dispuesto en el art. 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es tramitando el proceso ante la Corte, en instancia originaria.


    San Luis, provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo.


    S. 500, L. XLIV, 27 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Amparo por daño ambiental colectivo promovido por un municipio contra las provincias de Buenos Aires y Entre Ríos. Conflicto interjurisdiccional. Competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional.


    En los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad que requiere el art. 7º, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675. El sub lite, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen, corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son parte dos provincias y la causa reviste un manifiesto carácter federal, ya que se trata de un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción.


    Municipalidad de Rosario c/ Entre Ríos, provincia de y otro s/ Amparo (daño ambiental).


    M. 853, L. XLIV, 29 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Amparo promovido por la Universidad Nacional de Rosario por daño ambiental colectivo, contra la Provincia de Entre Ríos. Competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que la Universidad Nacional de Rosario es una entidad nacional que -como tal- tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental -y demanda a la Provincia de Entre Ríos- a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Universidad Nacional de Rosario c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Amparo (daño ambiental).


    U. 84, L. XLIV, 16 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Carácter definitivo de las sentencias que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares cuando causan un agravio que puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o en caso de gravedad institucional.


    Si bien las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares no revisten el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, dicho principio cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional.


    Ledezma, Luis Alberto c/ Ejército Argentino s/ Revisión de situación.


    L. 1340, L. XLII, 19 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Carácter taxativo de los supuestos enumerados en el Artículo 117 de la Constitución Nacional.


    El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1º de la ley 48, 2º de la ley 4055 y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58. Y ello así, ya que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Procurador Penitenciario de la Nación c/ Estado Nacional s/ incidente de medida cautelar


    P. 277, L. XLIV, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Cobro de honorarios. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Inaplicabilidad norma inferior a la Constitución Nacional que modifique competencia originaria.


    La Corte solo puede asumir competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, es parte una provincia, o se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285158. El sub lite no corresponde a la instancia originaria toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4° Y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ni el actor ni el demandado (entidad autárquica según ley de creación 7127) son partes aforadas a esta instancia, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan su tramitación ante los estrados del Tribunal. La disposición del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación en que se funda la jueza federal para declarar su incompetencia y remitir los autos a la Corte resulta inaplicable cuando se trata de la competencia originaria de la Corte, que por derivar de la Constitución Nacional y ser de orden público, es restrictiva y no puede ser ampliada ni modificada por otras leyes de inferior jerarquía según el art. 31 de la Constitución Nacional.


    Irala Aguayo, Aundio c/ Tribunal de Cuentas de la Provincia de Formosa s/ Daños y perjuicios (incidente de ejecución de honorarios).


    I. 269, L. XXXII, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte en razón de las personas intervinientes en el litigio.


    Toda vez que una entidad nacional demanda a una Provincia -en tanto L U 87 TV Canal 11 de Ushuaia es un organismo dependiente de la Secretaría General de Gobierno, que integra la Administración Central de ese Estado local)-, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el F.N.A. al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como la Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Fondo Nacional de las Artes c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    F. 711, L. XLIV, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación: carácter taxativo. Elementos de prueba insuficientes para determinar la eventual responsabilidad de los aforados.


    Los elementos de prueba reunidos hasta el presente resultan insuficientes para determinar la eventual responsabilidad que pudiera caber a los aforados en la comisión de los hechos. Sentado ello, y sin perjuicio de lo que surja como consecuencia del avance de la investigación, los extremos invocados en apoyo de la incompetencia no alcanzan, a esta altura del proceso, para establecer si se trata de un caso de los que habilitan la jurisdicción originaria del Tribunal, teniendo en cuenta que la Corte Suprema, como tribunal superior de la justicia nacional, participa de la naturaleza excepcional y restringida que caracteriza a la jurisdicción federal.


    Ministerio de Relaciones Exteriores s/ denuncia delito de acción pública


    M. 7, L. XLIV, 06 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema en casos en que se invoca solamente la naturaleza de las partes demandadas. Improcedencia a partir del caso "Mendoza".


    A partir del precedente "Mendoza", la Corte Suprema de Justicia de la Nación decidió no intervenir más en los supuestos en que únicamente se invoque su competencia originaria en razón de la naturaleza de las partes demandadas.


    C. César Roberto c/ P. B. A. y otro s/ Cobro de pesos.


    C. 1644, L. XL, 10 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte: Manifiesto contenido federal. Demanda contra la provincia de La Pampa por privación de la publicidad oficial de los actos y campañas gubernamentales.


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. En tanto se alega que estamos frente a la lesión e interferencia de un interés federal cuya tutela se encuentra asignada a los poderes de la Nación, en tanto se trata de una licencia nacional del servicio de radiodifusión, el cual está regulado por la ley nacional 22.285 de esa naturaleza que califica al servicio como una actividad de interés público y lo sujeta a la administración y al control exclusivos del Poder Ejecutivo Nacional y, por ende, le atribuye el conocimiento de los pleitos relacionados con la prestación de tal servicio a los jueces federales (v. arts. 1º a 3º y 39 y ss.), la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48.


    Radiodifusora Pampeana S.A. c/ La Pampa, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    R. 189, L. XLIV, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por presunta falta de servicio. Responsabilidad del Estado local. Concepto causa civil precedente Barreto. Competencia tribunales locales. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Se excluye de tal naturaleza a estos casos de presunta "falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48.


    Ferreyro de Sosa, María y otros c/ Santiago del Estero, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios.


    F. 978, L. XLIII, 26 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por presunta falta de servicio. Responsabilidad del Estado local. Concepto causa civil precedente Barreto. Competencia tribunales locales. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Se excluye de tal naturaleza a las causas en las que se reclama un resarcimiento al Estado local por la presunta "falta de servicio" en que habrían incurrido algunos de sus dependientes, atribuyendo responsabilidad extracontractual a una provincia, en cuanto se entiende que es una materia propia del derecho público que es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48.


    Gómez, Arturo y otros c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Demanda interruptiva de prescripción.


    G. 597, L. XLIV, 16 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por presunta falta de servicio. Responsabilidad extracontractual. Concepto causa civil precedente Barreto. Competencia justicia provincial. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. La presunta "falta de servicio" es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho.


    Zaragoza, Liliana Paola c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito).


    Z. 140, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia y Estado Nacional. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Inadmisibilidad acumulación subjetiva de pretensiones a raíz del precedente "Mendoza". Demanda contra provincia: fuero competente: justicia local. Estado Nacional: fuero federal.


    Contra la Provincia de Buenos Aires el pleito debe continuar en sede local puesto que la materia en examen -responsabilidad extracontractual, por falta de servicio- se rige por el derecho público provincial (confr. sentencia in re B. 2303, XL, Originario, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ daños y perjuicios", del 21 de marzo de 2006, publicada en Fallos: 329:759 y arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional). El Estado Nacional debe ser demandado ante los tribunales federales de grado (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


    Mugica, Hugo Fabián c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios.


    M. 432, L. XLIV, 04 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicios contra Provincia de Buenos Aires por presunta falta de servicios de sus dependientes. Competencia originaria de la Corte. Materia propia del derecho público local. Preeminencia autonomías provinciales.


    El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. El fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local con fundamento en que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales.


    Castelucci, Oscar Jorge y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios.


    C. 1010, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicios contra provincia. Presunta falta de servicio de algunos de sus órganos. Materia propia del derecho público local. Ausencia de cuestión federal. Improcedencia fuero federal y de la competencia originaria de la Corte. Competencia justicia local.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión así como también la relación de derecho existente entre las partes. El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, ya que el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el arto 14 de la ley 48. La circunstancia de que se Invoque el fuero federal por la distinta vecindad de la actora con la Provincia, no hace procedente el fuero federal, toda vez que dicha prerrogativa cede frente a las causas regidas por el derecho público local con fundamento en que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales.


    De la Vega, María Diana c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios.


    D. 29, L. XLIV, 13 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por el ONABE contra estado provincial. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que el Organismo Nacional de Administración de Bienes (ONABE), que depende del Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos, es una entidad nacional que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental y demanda a la Provincia del Chaco (Dirección del Registro de la Propiedad Inmueble, dependiente del Ministerio de Gobierno, Justicia, Seguridad y Trabajo, Subsecretaría de Gobierno, Cultos y Registros Públicos de ese Estado local) -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Estado Nacional c/ Chaco, Provincia del s/ Acción de nulidad.


    E. 210, L. XLIV, 19 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por entidad con personería gremial por práctica desleal (Ley Nac. de Asoc. Sindicales) contra la Provincia de Tucumán (Tribunal de Cuentas). Distinta vecindad entre actores y carácter civil de la materia. Competencia originaria de la Corte.


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. Cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito, toda vez que la Corte para solucionar el litigio deberá aplicar e interpretar la Ley Nacional de Asociaciones Sindicales 23.551, de derecho común, según una reiterada doctrina del Tribunal. De tener la Corte por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto del Estado local demandado, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Asociación del Personal de los Organismos de Control (APOC) c/ Tucumán, Provincia de s/ Ordinario.


    A. 1188, L. XLIV, 16 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por una provincia a fin de obtener el pago de una indemnización en concepto de servidumbre hidrocarburífera. Competencia originaria de la Corte. Remisión P. 1749, L. XL, "Pan American Energy LLC Sucursal Argentina s/ inhibitoria" en los autos "Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy LLC s/ ordinario".


    En virtud de lo expuesto en dicha oportunidad y la doctrina sentada in re "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar", publicada en Fallos: 329:4829, este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. No obsta a lo expuesto, lo declarado por el Tribunal in re T.271, XL, "Tecpetrol S.A. s/ inhibitoria", Fallos: 328:1580, toda vez que el rechazo por la Corte de las inhibitorias allí planteadas se debió a que se trataba de la obtención de un recurso financiero por parte de la Provincia del Neuquén sobre la base de un título ejecutivo librado a raíz de actos administrativos dictados en el procedimiento de determinación de oficio por sus autoridades, con base en normas de derecho público local, circunstancias que no concurren en la especie.


    Provincia del Neuquén c/ Chevron San Jorge S.R.L. s/ Ordinario.


    P. 680, L. XLIII, 18 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por vecino domiciliado en el extranjero. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Materia regida por el derecho público local: inexistencia naturaleza civil del pleito.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar además la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. La relación jurídica que dio origen al pago que se intenta obtener es de naturaleza administrativa, en tanto se trató de un contrato de publicidad en el que el Estado local, por intermedio de su entonces Director de Prensa, pactó la publicación de un aviso, hecho en el cual la Provincia actuó en su carácter de poder administrador y en uso de las facultades propias que le otorgan los arts. 121 a 124 de la Constitución Nacional, lo que determina que sean los jueces locales los que tengan a su cargo el conocimiento y la decisión de tales cuestiones. El juez competente, para solucionar el pleito, se verá obligado a encuadrar la pretensión en el marco de ese derecho, examinando leyes, resoluciones y actos administrativos que regulan la cuestión, extremos que privan de naturaleza civil a la materia del pleito.


    Pm Comunications c/ Jujuy, Provincia de s/ Ordinario.


    P. 643, L. XLIV, 19 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho Constitucional. Poderes Constituidos. Poder Judicial. Estructura. Justicia Federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia. Originaria. Casos en que alguna Provincia es Parte.


    Toda vez que una entidad nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como la Provincia a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia originaria.


    Comisión Nacional de Comunicaciones c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Ejecutivo.


    C. 321, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas: no revisten calidad de aforados. Ausencia de afectación a las actividades propias de la embajada o sus funcionarios. Competencia de la justicia ordinaria.


    Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58. Por otra parte, de las constancias colectadas hasta el presente, no surge que el hecho tuviera entidad para afectar las actividades propias de la embajada o la de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presentó como parte en el proceso, por lo que, en tanto no se acredite en autos alguno de los extremos enunciados, esta causa resulta ajena a la competencia originaria del Tribunal.


    T., Miguel Ángel s/ Arts. 150, 238 inc. 4º, en función del 237 del C.P. -causa Nº 71687-


    T. 74, L. XLIV, 10 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Imputado que reviste status diplomático: Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional. Conveniencia de delegar la instrucción del sumario en la justicia federal con competencia criminal y correccional.


    Al resultar de las probanzas del expediente que el imputado reviste status diplomático, el presente caso, en principio, corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. No obstante, con la finalidad de garantizar un amplio ejercicio del derecho de defensa y una pesquisa eficaz, el Tribunal podría evaluar la conveniencia de delegar la instrucción del sumario en la justicia federal con competencia criminal y correccional de esta ciudad.


    R., Jean s/ Amenazas


    R. 46, L. XLIV, 30 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Los municipios provinciales no resultan identificables con las provincias respectivas a los fines de la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Los municipios provinciales son entes de carácter autónomo y por lo tanto no se identifican con los Estados locales respectivos. La condición de parte no puede ser conferida a una provincia por el mero hecho de revestir el carácter de órgano emisor de normas, en tanto se ha dicho reiteradamente que ello es insuficiente para otorgarle la condición de "parte adversa" de quien efectúa el reclamo


    Auchan Argentina S.A. c/ Estado Nacional y otros s/ Acción declarativa de certeza.


    A. 1474, L. XLIII, 27 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Medidas preliminares. Juez competente. Futura demanda contra particular que no reviste la calidad de aforado a la instancia originaria de la Corte. Improcedencia competencia originaria. Acción de nulidad cuyo fin consiste en revisar en un nuevo proceso, resoluciones dictadas por un juez local: improcedencia.


    Resulta aplicable al sub lite, el art. 6, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas preliminares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. Por lo tanto, el Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Con arreglo al art. 7° de la Constitución Nacional, las resoluciones de los tribunales provinciales dentro de su competencia no pueden ser revisadas por los de la Nación, con excepción de que se lo haga por la vía del recurso extraordinario, pues tales resoluciones son actos de soberanía y la justicia nacional no puede examinarlas, ya sea admitiendo recursos que contra ellas se interpongan, ya conociendo de demandas que tiendan al mismo fin.


    Michaud, Juan Francisco c/ Salta, provincia de s/ Diligencias preliminares y medida de prueba anticipada.


    M. 1600, L. XLIII, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Para que sea aplicable la competencia originaria de la Corte Suprema cuando una provincia es demandada, la misma debe ser parte sustancial en la causa.


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.


    Ojeda, María Laura y otros c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios.


    O. 100, L. XLIV, 01 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario en caso de denegación de fuero federal. Incompetencia justicia federal para entender en la acción declarativa promovida contra normas impositivas de una provincia. Planteamiento conjunto de una cuestión local con otra de orden federal: Competencia justicia local. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    La actora cuestiona ciertas disposiciones locales que exigen el previo pago de los tributos reclamados como condición para impugnarlos, extremo, en su opinión, que conculca los derechos reconocidos en la Constitución Nacional y en distintos tratados internacionales que con esta acción pretende tutelar, los cuales no están directa y exclusivamente protegidos por las disposiciones de la Ley Fundamental que indica, sino que, en primer lugar, dicha protección la otorga la Constitución de la provincia a la que demanda, por lo que su pretensión no se funda de manera directa en prescripciones constitucionales de carácter nacional, sino que involucra un planteamiento conjunto de una cuestión local con otra de orden federal y, por ello, la causa debe tramitar en la justicia local. Dado el carácter excepcional del fuero federal y, por ende, de la competencia originaria de la Corte, que es de índole taxativa y se halla circunscripta a las causas que expresamente le atribuye la Constitución Nacional en los arts. 116 y 117, por lo que no puede ser extendida por persona ni poder alguno en el sub lite la cuestión federal que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.


    Inc S.A. c/ Provincia de Entre Ríos s/ Acción de Inconstitucionalidad.


    I. 191, L. XLIV, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A. 1474, L. XLIII, "Auchán Argentina S.A. c/ Estado Nacional y otros s/ Acción declarativa de certeza".


    Este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Akapol S.A.C.I.F.I.A. y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Ordinario.


    A. 114, L. XLIV, 27 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A. 2088, L. XLII, "Ascani, Armando c/ Estado Nacional (Provincia de Buenos Aires citada como tercero) s/ Daños y perjuicios".


    Este proceso resulta ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Battista, Antonio c/ Estado Nacional (Provincia de Buenos Aires citada como tercero) s/ Daños y perjuicios.


    B. 2341, L. XLII, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A. 2088. XLII, Originario "Ascani, Armando c/ Estado Nacional (Provincia de Buenos Aires citada como 3°) s/ daños y perjuicios".


    En virtud de lo expuesto en dicho dictamen y sus citas -sentencias in re "Barreto" y "Mendoza", publicadas en Fallos: 329:759 y 2316-, cuyos fundamentos doy aquí por reproducidos brevitatis causae, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Giorgetti, Néstor Fernando c/ Estado Nacional y otro (provincia de Buenos Aires citada como tercero) s/ Daños y perjuicios.


    G. 498, L. XLIII, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión B. 345, L. XLIII, "Binaria Seguros de Vida S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos y acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    AFJP Prorenta S.A. c/ San Juan, Provincia de y Estado Nacional s/ Ordinario.


    A. 793, L. XLII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión B. 345, L. XLIII, "Binaria Seguros de Vida S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos y acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Futura A.F.J.P. S.A. c/ San Juan, provincia de y Estado Nacional s/ Ordinario.


    F. 560, L. XLII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión B. 345, L. XLIII, "Binaria Seguros de Vida S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos y acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Orígenes A.F.J.P. S.A. c/ San Juan, provincia de y Estado Nacional s/ Ordinario.


    O. 225, L. XLII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión B. 345, L. XLIII, "Binaria Seguros de Vida S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos y acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A. c/ San Juan, provincia de y Estado Nacional s/ Ordinario.


    P. 739, L. XLII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión B. 345, L. XLIII, "Binaria Seguros de Vida S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos y acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A. c/ San Juan, provincia de y Estado Nacional s/ Ordinario.


    P. 740, L. XLII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión B. 345, L. XLIII, "Binaria Seguros de Vida S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos y acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Arauca Bit AFJP S.A. c/ San Juan, Provincia de y Estado Nacional s/ Ordinario.


    A. 813, L. XLII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión B. 345, L. XLIII, "Binaria Seguros de Vida S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos y acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Consolidar AFJP S.A. c/ San Juan, Provincia de y Estado Nacional s/ Ordinario (Títulos de deuda de la Provincia).


    C. 1261, L. XLII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión B. 345, L. XLIII, "Binaria Seguros de Vida S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos y acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Met A.F.J.P. S.A. c/ San Juan, provincia de y Estado Nacional s/ Ordinario.


    M. 1034, L. XLII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión B. 345, L. XLIII, "Binaria Seguros de Vida S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos y acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Profesión - Auge A.F.J.P. S.A. c/ San Juan, provincia de y Estado Nacional s/ Ordinario.


    P. 708, L. XLII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Heinrich, Matías c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    H. 270, L. XLIII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Luqui, Roberto Enrique c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    L. 907, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Cuestión abstracta. Ley derogada. Pronunciamiento inoficioso.


    El proceso carece de objeto actual, toda vez que la ley provincial cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue, ha sido derogada. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, el asunto debatido en autos ha devenido abstracto.


    Marchetti, Roberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    M. 1653, L. XLIII, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C.28, L. XXXVIII, "Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ inconstitucionalidad" y S. 132, L. XXXVIII, "Supermercados Norte S.A. y otros c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Supermercados Norte S.A. c/ Formosa, provincia de s/ Acción declarativa.


    S. 551, L. XLIII, 10 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión D.508, L. XLII, "Droguería Oncofarma S.R.L. c/ Tucumán, Provincia de y Estado Nacional s/ medida cautelar" y F. 560, L. XLIII, "Fava S.R.L. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Este proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Teyma Abengoa S.A. c/ Chubut, provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    T. 191, L. XLIV, 26 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión D.508, L. XLII, "Droguería Oncofarma S.R.L. c/ Tucumán, Provincia de y Estado Nacional s/ medida cautelar" y F.560, L.XLIII, "Fava S.R.L. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Este proceso es ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Grainco S.A. c/ La Pampa, provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    G. 1407, L. XLIII, 26 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa Y.19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Total Austral S.A. Suc. Argentina c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    T. 281, L. XLIII, 03 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión F. 201, L. XLIII, "Federación Argentina de la Magistratura y otra c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" y U. 35, L. XLIII, "Uliarte Arlington R. y otros c/ Provincia de Mendoza s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Federación Argentina de la Magistratura c/ Salta, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    F. 880, L. XLIII, 15 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 330:103 "Argencard".


    Este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


    Frigorífico Calchaquí Productos 7 S.A. c/ Misiones, provincia de s/ Incidente de medida cautelar.


    F. 15, L. XLIV, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión G. 1146, L. XLIII, "Guilford Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Este proceso resulta ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    Sedamil S.A.C.I. c/ Chubut, provincia del s/ Acción declarativa de certeza.


    S. 1405, L. XLIII, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión G. 2462, L.XLI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia del s/ Cumplimiento de contrato y cobro de pesos".


    Este proceso es ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Entre Ríos, provincia de s/ Cobro de pesos.


    G. 878, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión R. 764, XLII, "Rebull, Gustavo Prion c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo".


    Este proceso de amparo resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte. No obstante, a V. E., en especial si considera que existe peligro en la demora, siempre le asiste la posibilidad de disponer la medida cautelar solicitada, según lo previsto en el arto 196 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Giménez, Nélida Haide c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Amparo.


    G. 71, L. XLIV, 03 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión T.294, L. XLII, "Trenes de Buenos Aires S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional (tercero) s/ Acción declarativa de certeza".


    Este proceso no corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Dow Química Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    D. 973, L. XLIII, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión T.294, L. XLII, "Trenes de Buenos Aires S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional (tercero) s/ Acción declarativa de certeza".


    Este proceso no corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Nestlé Argentina S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    N. 92, L. XLIV, 03 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión T.294, L. XLII, "Trenes de Buenos Aires S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional (tercero) s/ Acción declarativa de certeza".


    Este proceso no corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Nidera S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza.


    N. 247, L. XLIII, 12 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Y.19, XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Chevron Argentina S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    C. 477, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Y.19, XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Chevron Argentina S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa.


    C. 1305, L. XLIII, 10 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra provincia y Dirección General de Rentas provincial. Pretensión de cobro de impuesto. Cuestionamiento de actos locales. Cuestión ajena a la competencia originaria de la Corte.


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. En mérito a lo señalado, ese requisito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en cuestión, no se encuentra cumplido en autos. Los actores dirigen su pretensión contra la Dirección de Rentas de la Provincia de Buenos Aires que por mandato legal ha pasado a fusionarse a la "Agencia de Recaudación", que fue creada como entidad autárquica de derecho público provincial por la ley local 13.766, en el ámbito del Ministerio de Economía, convirtiéndose en la continuadora jurídica de aquella otra repartición, en tanto asumió sus competencias, facultades, derechos y obligaciones (arts. 1° y 2°). En consecuencia, al no integrar dicho organismo fiscal la administración central del Estado local, la Provincia de Buenos Aires no reviste la calidad de parte en cuanto no interviene en forma sustancial en el pleito pues no participa de la relación jurídica en que se apoya la demanda, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Trenes de Buenos Aires S.A. y otros c/ Buenos Aires, provincia de y Estado Nacional (tercero) s/ Acción declarativa de certeza.


    T. 294, L. XLII, 12 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Amparo. Empleo público local. Pretendida inconstitucionalidad de la ley 4.154 de Emergencia Económica de la provincia de Chubut. Improcedencia de la competencia de la Corte.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1.285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Una de las hipótesis que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, es cuando la acción entablada se funda de manera directa en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal resulte exclusiva en la causa, quedando excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Para determinar la competencia no sólo se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos que se efectúa en la demanda –art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, sino que resulta imprescindible examinar el origen de la acción, así como también la relación de derecho existente entre las partes. En el sub lite la materia del pleito no reviste carácter exclusivamente federal, pues se encuentra directa e inmediatamente relacionada con la aplicación e interpretación de normas de derecho público local, en tanto versa sobre un asunto típicamente administrativo, ya que el vínculo jurídico existente entre las actoras y la provincia demandada, que da sustento al presente amparo, es de empleo público. En efecto, toda vez que el planteamiento de inconstitucionalidad que se deduce se sustenta en una relación de empleo público cuya resolución requiere necesariamente acudir en primer lugar a la Constitución de la Provincia del Chubut y a las normas que regulan la remuneración de los empleados públicos locales, la causa no reviste exclusivo contenido federal, como lo exige la jurisprudencia del Tribunal para que surta su instancia originaria. El hecho de que las amparistas invoquen la afectación de sus derechos constitucionales, ya que tiene reiteradamente dicho el Tribunal que su nuda violación, proveniente de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual sólo procederá, en razón de las personas, cuando aquéllos sean lesionados por o contra una autoridad nacional o, en razón de la materia federal, es decir, aunque el acto lesivo provenga de una autoridad local, cuando medien razones vinculadas a la tutela y al resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que no se presentan en autos. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Rubaja, Marta Hilda c/ Chubut, provincia del s/ Amparo


    R. 109, L. XLIV, 05 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia de la competencia originaria de la Corte. Provincia no es parte sustancial en el pleito. Daños y perjuicios presuntamente derivados como consecuencia del accidente de tránsito ocurrido en la intersección de una ruta provincial y una nacional. Responsabilidad de una provincia por resultar propietaria de la ruta. Dirección Provincial de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires. Entidad autárquica. Ley local 7.943/72. Derecho público provincial.


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria/ Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. En efecto, si bien la Provincia de Buenos Aires resulta nominalmente demandada, no es parte sustancial en la causa. Ello es así toda vez que de los términos de la demanda se desprende que el actor demanda, entre otros, a la Dirección Provincial de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires, quien según lo previsto por la ley local 7.943/72 es una entidad autárquica, con capacidad jurídica para actuar en los ámbitos de derecho público y privado (art. 1°). En consecuencia, al no integrar dicho ente la administración central del Estado local no se identifica con éste. En tales condiciones, la Provincia no resulta ser la titular de la relación jurídica sustancial en la que se funda el reclamo y no cabe tenerla como parte en la litis. Por otra parte, si la Corte considerara a la Provincia de Buenos Aires como, parte sustancial en el pleito, es dable advertir que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra la Provincia de Buenos Aires y contra el Estado Nacional resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas por el Tribunal en la causa M. 1.569, L. XL, "Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios”, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, no existiendo razones serias que autoricen a admitir dicha acumulación. En efecto, contra la Provincia de Buenos Aires el pleito debería continuar en sede local puesto que la materia en examen -responsabilidad de una provincia por resultar propietaria de la ruta - se rige por el derecho público provincial. Por otra parte, el Estado Nacional debería ser demandado ante los tribunales federales de grado (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


    Orellana, Francisco Javier c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios.


    O. 5, L. XLIV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, compartido por la Corte en su sentencia.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Oribe, Dionisio c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O. 263, L. XLIII, 04 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Asuntos concernientes a Embajadores, Ministros y Cónsules Extranjeros


    Delegación al juzgado federal de instrucción. Razones de economía procesal y mejor administración de justicia.


    El Tribunal tiene reiteradamente establecido que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 del decreto-ley 1285/58, que los reglamenta. Sin embargo, el Tribunal reconoce excepciones a ese principio cuando los hechos puedan afectar el desempeño de las actividades propias de la representación extranjera y las de sus funcionarios. En razón de las peculiaridades del caso a analizar, éste configura uno de aquellos supuestos que habilitan la competencia originaria de la Corte. Sin embargo, por razones de economía procesal y mejor administración de justicia y en aras de garantizar un amplio ejercicio del derecho de defensa (art. 8.2h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos) y una pesquisa eficaz la Corte debería considerar la conveniencia de delegar la instrucción del sumario en el juzgado federal que previno.


    P., Patricia Mabel y otro s/ Delitos contra la propiedad, personas, administración pública y seguridad pública


    P. 495, L. XLIV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda entablada contra estado extranjero. Daños y perjuicios derivados de la muerte de un empleado en relación de dependencia del gobierno de los Estados Unidos. Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Improcedencia.


    Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Por ello, para que proceda la competencia originaria de la Corte, es necesario que el agente extranjero que sea parte, ya sea como actor o demandado, goce de "status diplomático". Todo ello ya que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos dados en la constitución y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse.


    Brussa, Ana Maria c/ Gobierno de los Estados Unidos y otro s/ Daños y perjuicios.


    B. 1461, L. XLIII, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Hecho sin entidad para afectar las actividades propias de la embajada o la de sus funcionarios.


    Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58. Por otra parte, de las escasas constancias colectadas hasta el presente, no surge que el hecho tuviera entidad para afectar las actividades propias de la embajada o la de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presentó como parte en el proceso, por lo que, en tanto no se acredite en autos alguno de los extremos enunciados, esta causa resulta ajena a la competencia originaria del Tribunal.


    Embajada de Israel s/ Intim. pública -causa N° 208/2008-


    E. 6, L. XLIV, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Imputación contra el Nuncio Apostólico Romano por su carácter de representante del papado. Competencia originaria limitada.


    La competencia originaria de la Corte en materia penal, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse. La imputación contra el Nuncio se alega únicamente por su carácter de representante del "papado o jefatura de la iglesia católica", y sólo porque la principal querellada es una religiosa católica, sin señalar en forma alguna cual es su grado de participación en los hechos denunciados. Por ende, sería extralimitar los términos de la denuncia suponer que la acción penal pueda dirigirse contra el Nuncio Apostólico Romano.


    C., Luis Alberto y C., Víctor Manuel s/ querella por calumnias e injurias


    C. 745, L. XLIV, 30 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Imputado que reviste status diplomático. Delegación de la instrucción del sumario en la justicia federal.


    Al resultar de las probanzas del expediente que el imputado reviste status diplomático, y se habría satisfecho el requisito de instancia privada, el presente caso, en principio, corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. No obstante, con la finalidad de garantizar un amplio ejercicio del derecho de defensa y una pesquisa eficaz, el Tribunal podría evaluar la conveniencia de delegar la instrucción del sumario en la justicia federal con competencia criminal y correccional de esta ciudad.


    Z., Vasily s/ Infr. Art. 94 C.P.


    Z. 40, L. XLIV, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Necesidad de que quienes resultan legitimados soliciten ser tenidos por parte en el proceso. Afectación en el desempeño de las actividades propias del Ministro Consejero.


    El Tribunal tiene resuelto que para promover su competencia originaria en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, es indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, petición que no ha formulado el aforado, ni otro funcionario de la representación diplomática involucrada. Por otra parte, de las constancias del legajo tampoco surge que el hecho -por sus características- haya afectado el desempeño de las actividades propias del Ministro Consejero. Sobre la base de estas consideraciones, y en tanto no se acredite en autos alguno de los extremos enunciados, esta causa resulta ajena al conocimiento de V. E.


    H. V., José Walter s/ denuncia extorsión


    H. 105, L. XLIV, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Necesidad de que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso. Ausencia de afectación del desempeño de las actividades de la legación o las del embajador. Rechazo de la competencia originaria.


    Para promover la competencia originaria del Tribunal, en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, petición que no ha formulado el aforado, ni otro funcionario de la representación diplomática involucrada. Por otra parte, de las constancias del legajo tampoco surge que el hecho -por sus características- haya afectado el desempeño de las actividades propias de la legación o las del embajador. Por lo tanto, corresponde rechazar la declinatoria de competencia dispuesta por el magistrado nacional en favor de la competencia originaria de la Corte.


    Embajador de Haití s/ denuncia


    E. 253, L. XLIV, 21 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Preservación del trato de la Corte con las potencias extranjeras. Facultad de la Corte para desestimar las actuaciones por inexistencia de delito.


    Las imputaciones realizadas contra un diplomático extranjero por una genérica e indeterminada violación de un supuesto deber de "garante" de los derechos del extraditable no alcanzan mínimamente para suponer la comisión de un hecho concreto por parte del embajador. Los hechos descriptos no llegan a constituir un caso, presupuesto que, de existir, habilitaría a la Corte para dilucidar cualquier cuestión que sobre él se planteara. Sin embargo, dos circunstancias concurren a favor de la competencia originaria del Tribunal. La primera, tendiente a resguardar el delicado trato que la Corte está llamada a preservar con las potencias extranjeras, y la segunda, que siendo ello así, es quien puede, de compartir el criterio expuesto, desestimar estas actuaciones por inexistencia de delito (artículo 180, tercer párrafo del Código Procesal Penal de la Nación).


    V., Mauro s/ privación ilegítima de la libertad


    V. 419, L. XLIV, 07 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Status de agente diplomático: Privilegio.


    El Tribunal tiene dicho que los sujetos titulares del privilegio conferido por el artículo 117 de la Constitución Nacional, en cuanto a la competencia originaria de la Corte, son tan sólo los agentes extranjeros que se encuentran acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera status de agente diplomático, en los términos del artículo 1º, inciso e), de la "Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas".


    L., Martín y B., Alejandra s/ denuncia lesiones


    L. 344, L. XLIV, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Casos en que alguna Provincia es Parte



    Acción declarativa de inconstitucionalidad contra normas provinciales. Cuestión federal no apta para habilitar la competencia originaria de la Corte. Competencia justicia local. Respeto autonomía provincial.


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Dicha competencia será improcedente cuando se incluyan cuestiones de índole local y de competencia de los poderes provinciales; ya que la autonomía de las provincias determina la adopción de este criterio, a fin de lograr el equilibrio que debe coexistir evitando acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa. En el sub lite la cuestión federal que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal y por ende no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. La exposición que formula el interesado resulta insuficiente para tener por configurada una cuestión federal y, por lo tanto, para excluir la intervención de los jueces de la Provincia de Santa Fe, pues -por expreso mandato de la Ley Fundamental, todos los jueces integrantes del Poder Judicial -nacional y provincial- pueden y deben efectuar el control de constitucionalidad de las normas y actos y ese 'poder-deber' de aplicar con preeminencia la Constitución y las leyes de la Nación constituye no sólo el fin supremo y fundamental de la actividad jurisdiccional sino, más aún, un elemento integrante del contenido mismo de esa función estatal (provincial o nacional). Lo anterior, tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y la decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la contradicción existente entre las normas de ese carácter, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.


    Sindicato Argentino de Docentes Particulares c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    S. 505, L. XLIV, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Acción declarativa entablada contra una provincia. Causa con manifiesto contenido federal: comercio interprovincial. Competencia originaria de la Corte.


    En el sub lite, el planteamiento que efectúan las actoras reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte, pues según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cuestionan varias disposiciones locales por ser contrarias, en forma directa y exclusiva, a la Constitución Nacional en cuanto afectan el comercio interprovincial de la yerba mate que realizan.


    Molinos Rio de la Plata S.A. y otra c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    M. 1267, L. XLIV, 16 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que la Provincia de Río Negro demanda a una entidad nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme a lo dispuesto en el art. 117 de la Constitución Nacional, como la A.F.I.P. al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando el proceso en esa instancia.


    Río Negro, provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Revocación de resolución.


    R. 1154, L. XLIII, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto territorial entre la provincia de Catamarca y de Salta. Concesiones mineras otorgadas sobre territorio catamarqueño. Zona Limítrofe. Aprovechamiento de recursos naturales. Artículo 127 Constitución Nacional. Principio y excepciones. Competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación para dirimir la controversia.


    El art. 127 de la Constitución Nacional, con fundamento en la forma federal del Estado, dispone un método especial de solución de conflictos habidos entre provincias, confiriendo expresamente -al más alto Tribunal- la potestad de dirimir dichas quejas interprovinciales, convirtiéndolo de ese modo, en un órgano de conciliación, con amplias facultades para determinar el derecho aplicable, a fin de -según surge del Preámbulo de la Constitución Nacional- garantizar la paz interior, constituir la unión nacional y promover el bienestar general. Si bien la excepción a dicho principio está dada por las cuestiones de límites interprovinciales, por pertenecer tal asunto a la competencia exclusiva y excluyente del Congreso de la Nación, según lo establece el art. 75, inc. 15, de la Constitución Nacional, la Corte Suprema será competente para entender en las quejas o controversias que ante ella deduzcan las provincias, aún cuando se trate de conflictos producidos con motivo de cuestiones de límites, siempre que la resolución a dictarse no menoscabe esa atribución constitucional del Poder Legislativo.


    Catamarca, Provincia de c/ Salta, Provincia de s/ Ordinario.


    C. 2024, L. XLIII, 12 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por un vecino de extraña jurisdicción territorial. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Relación jurídica regida por Derecho local. Reclamo por falta de pago de factura. Actuación provincial en su carácter de poder administrador y en uso de facultades propias. Competencia de los jueces locales.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar además la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. La relación jurídica que dio origen a la factura cuyo pago se intenta obtener es de naturaleza administrativa, lo que determina que sean los jueces locales los que tengan a su cargo el conocimiento y la decisión de tales cuestiones.


    Arquitectura Empresarial S.R.L. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Cobro de Sumas de Dinero.


    A. 968, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda de daños y perjuicios contra Belgrano Cargas S.A., Estado Nacional, Provincial y Dirección de Vialidad provincial. Entidad autárquica con capacidad jurídica para actuar en los ámbitos de derecho público y privado. Ausencia de titularidad de la Provincia de la relación jurídica sustancial en la que se funda el reclamo. Competencia originaria y exclusiva de la Corte: Art. 117 de la Constitución Nacional. Imposibilidad de extensión a casos no previstos.


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. La provincia no resulta ser la titular de la relación jurídica sustancial en la que se funda el reclamo y, por ende, no cabe tenerla como parte en la litis.


    Escobar, Nora del Carmen y otros c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios.


    E. 108, L. XLIV, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda entablada contra Estado Provincial y Municipal. Imposición de tributos municipales. Cuestionamiento. Participación nominal y sustancial de una Provincia en el pleito como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte.


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. También es dable recordar que los municipios provinciales son entes de carácter autónomo, según la doctrina que surge del precedente "Rivademar" y por lo tanto, no se identifican con los Estados locales respectivos. Resulta insuficiente para otorgarle la calidad de "parte adversa" de quien efectúa el reclamo, que la provincia haya sido demandada en su carácter de órgano emisor de normas.


    Central Térmica Sorrento S.A. c/ Santa Fe, Provincia de y Otros s/ Acción declarativa de certeza.


    C. 1611, L. XLIII, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por un ente autárquico de la administración pública nacional que actúa en el ámbito de la Secretaría de Cultura de la Presidencia de la Nación. Competencia originaria en razón de las personas.


    Toda vez que una entidad nacional demanda a una Provincia -en tanto L V 90 TV Canal 13 de San Luis integra la Administración Central de ese Estado local (cfr. fs. 123/130)-, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el F.N.A. al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como la Provincia de San Luis a la competencia originaria de la Corte, conforme al arto 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Fondo Nacional de las Artes c/ San Luis, provincia de s/ Ejecución fiscal.


    F. 974, L. XLIII, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda Estado Nacional contra Provincia. Competencia originaria de la Corte en razón de la persona.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Estado Nacional c/ San Juan, provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    E. 163, L. XLIV, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda interpuesta por la provincia de San Luis contra el Estado Nacional. Derechos de exportación. Planteo de inconstitucionalidad de todas las normas dictadas por el Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía a partir del 11 de enero de 2002, de las leyes nacionales 25.972, 26.077, 26.204 y 26.339 que prorrogaron sucesivamente la emergencia pública declarada por la ley 25.561, delegación autorizada por el art. 755 del Código Aduanero, y arts. 11 y 31 de las leyes nacionales 25.148, 25.645, 25.918 y 26.135.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que la provincia de San Luis -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    San Luis, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos.


    S. 345, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda por Responsabilidad extracontractual por falta de servicio, contra provincia y Estado Nacional. Improcedencia acumulación de acciones. Precedente "Mendoza". Provincia: demandada en sede local. Estado Nacional: en fuero federal. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra la Provincia de Misiones y contra el Estado Nacional resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas por la Corte en su sentencia del 20 de junio de 2006, in re M. 1569, XL, "Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ daños y perjuicios", publicada en Fallos: 329:2316, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, no existiendo razones serias que autoricen admitir dicha acumulación. La Provincia de Misiones debe ser demandada en sede local puesto que la materia del pleito -responsabilidad extracontractual, por falta de servicio- se rige por el derecho público provincial (confr. sentencia in re B. 2303, XL, Originario, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ daños y perjuicios", del 21 de marzo de 2006, publicada en Fallos: 329:759 y arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional) y, por otra parte, al Estado Nacional le corresponden los tribunales federales de grado (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


    Olivarez, María Cristina y otros c/ Misiones, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios.


    O. 271, L. XLIII, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Entidad nacional demandada por una provincia: conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


    Toda vez que una provincia demanda a una entidad nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme a lo dispuesto en el art. 117 de la Constitución Nacional, como la A.F.I.P. al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando el proceso en esa instancia.


    Santiago del Estero, provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Incidente de medida cautelar.


    S. 515, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Estado Nacional demandado por una provincia: conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


    Toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando el proceso en esta instancia, resultando indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Estado Nacional (Ministerio de Trabajo, Empleo y Salud) c/ Chaco, provincia del s/ Cobro de sumas de dinero.


    E. 266, L. XLIII, 15 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Estado Nacional demandado por una provincia: conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


    Toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Estado Nacional - Ministerio de Economía y Producción c/ Córdoba, provincia de y otros s/ Cobro de pesos.


    E. 320, L. XLIII, 14 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Estado Nacional demandado por una provincia: conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


    Toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Estado Nacional c/ San Juan, provincia de s/ Reivindicación.


    E. 290, L. XLIII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1ª, del decreto 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Se excluye del carácter de "causas civiles" aquellas en las cuales se pretende atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido uno de sus órganos, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El respeto al sistema federal y a las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en los sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender este tipo de procesos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.


    González Rosales, Juan Roberto y otros c/ Buenos Aires, provincia de s/ Daños y perjuicios.


    G. 336, L. XLIV, 02 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1ª, del decreto 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Si bien para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecúe a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la acción, también, a tal fin, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes.


    Guardapolvos Argentinos de San Juan S.A. c/ Ministerio de Cultura y Educación de la Provincia de Formosa y otros s/ Nulidad de acto administrativo.


    G. 1108, L. XLIII, 26 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1ª, del decreto 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Se excluye del carácter de "causas civiles" aquellas en las que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habrían incurrido algunos de sus órganos, en cuanto se entiende que es una materia propia del derecho público que es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Querequeta, Marta Edith c/ Buenos Aires, provincia de s/ Daños y perjuicios.


    Q. 14, L. XLIV, 02 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una Provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Santiago del Estero, provincia de c/ Consorcio de Propietarios de la Calle 274/90 s/ Ordinario (división de condominio y rest. de propiedad).


    S. 1315, L. XLIII, 25 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una Provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Quedan excluidos de la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El cobro de un impuesto no constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de derecho público, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48.


    Giner, Jorge Luis c/ Buenos Aires, provincia de s/ Pago por consignación.


    G. 1076, L. XLIII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Exigencia de examinar también la naturaleza de la causa en caso de distinta vecindad de la contraria.


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. Se ha atribuido el carácter de "causa civil", a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. En los casos en que resulta demandada una provincia, en un pleito de naturaleza civil, resulta esencial que el actor pruebe su distinta vecindad.


    Sosa de Basso, María Angélica y otro c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Acción real.


    S. 855, L. XLIII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Existencia de cuestión federal predominante como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que una provincia es parte.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. La competencia originaria ratione materiae reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la provincia en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    San Juan, provincia de c/ Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente s/ Impugnación de deuda.


    S. 690, L. XLIII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Existencia de cuestión federal predominante como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que una provincia es parte.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. El cobro de un impuesto no constituye una "causa civil" a los fines de la procedencia de la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, por tratarse de una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo que sólo puede discutirse en la instancia originaria cuando es atacado exclusivamente como contrario a la Constitución Nacional. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Fava S.R.L. c/ La Pampa, provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    F. 560, L. XLIII, 23 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Nulidad de asamblea. Sociedad con participación del estado provincial. Daños y perjuicios. Competencia originaria de la Corte: litisconsorcio pasivo necesario.


    En las medidas precautorias será tribunal competente el que deba conocer en el proceso principal. Prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen, el pleito corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae. Si bien en la causa "Mendoza, Beatriz" la Corte decidió no intervenir más en los supuestos en que únicamente se invoque su competencia originaria en razón de la naturaleza de las partes demandadas, es decir, cuando una provincia y el Estado Nacional conformen un litisconsorcio pasivo, ya sea por acumulación subjetiva de acciones o por ser citados como terceros al pleito, en autos se configura una de las excepciones a tal principio. En relación a la indemnización por daños y perjuicios, considero que su determinación depende de lo que se resuelva previamente acerca de la nulidad de la asamblea. Se configura así un supuesto de acumulación de acciones sucesivas, subordinadas o accesorias en sentido amplio, en el que la subordinada no puede ser admitida si es desestimada la principal.


    New Line S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Ordinario.


    N. 155, L. XLIV, 19 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Participación nominal y sustancial de una provincia en el pleito como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.


    López, Norberto Manuel c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios.


    L. 143, L. XLIV, 26 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Participación nominal y sustancial de una provincia en el pleito como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.


    Montana, Sergio Osvaldo c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios.


    M. 636, L. XLIV, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Participación nominal y sustancial de una provincia en el pleito como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda en consecuencia la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.


    Papel Prensa S.A. c/ Estado Nacional - Provincia de Buenos Aires como tercera s/ Acción meramente declarativa.


    P. 1045, L. XLIII, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Permisos de desmonte otorgados por la provincia de Salta. Comunidades aborígenes que habitan la zona. Protección derechos humanos internacionales. Acción de amparo iniciada por la Universidad de Salta. Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en razón de las personas.


    La causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte, con fundamento en que es parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, toda vez que la actora efectúa un planteamiento conjunto de una cuestión federal, con una local, al sostener que la actuación de la provincia viola normas de la Constitución Nacional y de la Constitución Provincial, circunstancia que priva a la materia del pleito del carácter exclusivo, requisito indispensable para que surta tal instancia. No obstante, en atención a la naturaleza de las partes enfrentadas en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte en razón de las personas. En efecto, toda vez que la Universidad Nacional de Salta -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, demanda a la provincia de Salta -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Universidad Nacional de Salta c/ Salta, provincia de (Secretaría de Medio Ambiente de la Provincia de Salta) s/ Acción de amparo.


    U. 11, L. XLIV, 13 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Prórroga de la Competencia Originaria "ratione personae" de la Corte Suprema de Justicia de la Nación a favor de los jueces federales de primera instancia: casos en que procede.


    El privilegio constitucional asignado exclusivamente a las provincias de ser juzgadas ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación puede ser prorrogado por ellas en favor de los jueces federales de primera instancia, ya sea en forma expresa o tácita, solamente cuando la competencia corresponda ratione personae, esto es, siempre que no existan razones institucionales o federales, o conflicto entre la Nación y la provincia, que obliguen a aplicar un principio de interpretación restrictiva, como el que surge del art. 117 de la Constitución Nacional.


    Binaria Seguros de Vida S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos y acción declarativa de inconstitucionalidad.


    B. 345, L. XLIII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Provincia demanda al Estado Nacional: conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


    Toda vez que una provincia -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    La Pampa, provincia de c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo - Ministerio de Economía) s/ Acción de inconstitucionalidad.


    L. 933, L. XLIII, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Provincia demanda al Estado Nacional: conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


    Toda vez que una provincia demanda a entidad nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando el proceso ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, provincia de c/ Administración de Parques Nacionales s/ Acción declarativa de certeza.


    T. 440, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Provincia demandada en el marco de un reclamo de carácter tributario. Inexistencia de manifiesto contenido federal. Incompetencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria. Derecho público local. Cobro de gravamen. Carga impuesta a personas o cosas.


    Una causa no revestirá manifiesto contenido federal -supuesto que suscita la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación cuando una provincia es parte- en tanto la relación jurídica sustancial que constituya la base del reclamo sea de carácter tributario local y por ende regido por el derecho público, pues el cobro de un gravamen configura una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción, un acto administrativo.


    Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. c/ Entre Ríos, provincia de s/ Nulidad de acto administrativo.


    T. 419, L. XLIII, 12 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Reclamo por los daños derivados de presunta falta de servicio de un órgano estatal del Estado Local: inexistencia de "causa civil" a los fines de fijar la competencia originaria de la corte. Competencia Local.


    Se excluye de la naturaleza de "causas civiles" aquellas en las que se reclama un resarcimiento al Estado local por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido algunos de sus dependientes, atribuyendo responsabilidad extracontractual a una provincia, en cuanto se entiende que es una materia propia del derecho público que es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho.


    Hidroeléctrica Tucumán S.A. c/ Tucumán, provincia de y otro s/ Sumario.


    H. 199, L. XXXVI, 26 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C.755, L. XXXVIII, "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Gordillo, Isabel Estela c/ Formosa, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de inconstitucionalidad.


    G. 214, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Transportes Automotores La Estrella S.A. c/ Mendoza, provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad.


    T. 535, L. XLIII, 11 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 680, L. XLIII, "Provincia del Neuquén c/ Chevron San Jorge S.R.L. s/ ordinario".


    El proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Provincia del Neuquén c/ Y.P.F. S.A. s/ Ordinario.


    P. 477, L. XLIV, 01 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Y. 19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Medida cautelar" y M. 1012, L. XLII, "Mendoza, Provincia de c/ Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. s/ Cobro de sumas de dinero".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Mendoza, provincia de c/ Alianza Petrolera Argentina S.A. y otros s/ Cobro de pesos.


    M. 730, L. XLIV, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Y. 19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Medida cautelar" y M. 1012, L. XLII, "Mendoza, Provincia de c/ Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. s/ Cobro de sumas de dinero".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Mendoza, provincia de c/ Alianza Petrolera Argentina S.A. y otros s/ Cobro de sumas de dinero (regalías).


    M. 607, L. XLIV, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Y. 19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Medida cautelar" y M. 1012, L. XLII, "Mendoza, Provincia de c/ Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. s/ Cobro de sumas de dinero".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Mendoza, provincia de c/ Y.P.F. S.A. s/ Cobro de pesos.


    M. 728, L. XLIV, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Y. 19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Medida cautelar" y M. 1012, L. XLII, "Mendoza, Provincia de c/ Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. s/ Cobro de sumas de dinero".


    Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Mendoza, provincia de c/ Y.P.F. S.A. s/ Ordinario.


    M. 606, L. XLIV, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Estado nacional y entidad autárquica nacional demandados. Citación de provincia como tercero. Apartamiento del precedente “Aragnelli”.


    Impedir la citación de las provincias como terceros en la justicia federal cercena los derechos individuales de las partes del proceso, dado que éstas nunca tendrían la posibilidad de ejercer tal atribución legal en ningún otro fuero. Esa es la razón .por la cual se observa la doctrina del Tribunal, cuestión que a mi criterio marca la diferencia con la causa "Mendoza", limitada al supuesto de acumulación subjetiva de pretensiones. Admitir lo contrario importaría violentar el sistema que prevé nuestra Ley Fundamental en su Sección Tercera, Capítulo Primero, que alude al Poder Judicial, el cual nada dice sobre la existencia de una relación jerárquica entre la Corte -no obstante calificarla de "suprema"- y los tribunales de grado en el ejercicio de su actividad jurisdiccional -salvo en cuestiones de superintendencia-, quienes obran con plena autonomía en lo que a la solución del caso se refiere y gozan de independencia en la función de juzgar.


    Romero, Estela Suárez de c/ Instituto de Obra Social del Ejército (I.O.S.E.) s/ Daños y perjuicios.


    R. 863, L. XLIII, 04 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda contra una provincia. Precedente “Barreto”. Derecho público provincial. Improcedencia de la competencia ordinaria de la Corte. Justica provincial.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 10, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. A partir de la sentencia dictada B. 2.303, L. XL, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios", la Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil", que deriva del art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 10, del decreto-ley 1.285/58, se entiende que todo lo atinente a responsabilidad del Estado es una materia propia de derecho público provincial, su regulación pertenece al Derecho Administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. Corresponde la intervención de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48.


    Liberty Seguros Argentina S.A. c/ Entre Ríos, provincia de y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    L. 273, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Justicia Provincial


    Pretensión municipal de cobrar una tasa por derecho de propaganda y publicidad. Competencia local.


    El fuero competente para entender en una demanda contra la pretensión municipal de cobrar una tasa por derecho de propaganda y publicidad, corresponde a los jueces locales, puesto que tales magistrados deberán examinar el alcance de un tributo que deriva de ciertas ordenanzas municipales creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles.


    Luncheon Tickets S.A. c/ Municipalidad de Gral. Alvarado (provincia de Buenos Aires) s/ Proceso de conocimiento.


    L. 279, L. XLIV, 17 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Prerrogativas. Inamovilidad


    Falta de constitución regular del Tribunal. Inhabilidad de magistrado. Límite de edad impuesto por el artículo 99 de la Constitución Nacional superado. Planteo extemporáneo.


    Lo referido a la constitución del tribunal que decidió la causa en segunda instancia reviste carácter procesal y no es susceptible de revisión por la vía del recurso extraordinario, máxime cuando su composición fue consentida por la recurrente por no haber expuesto con anterioridad a ser resuelto su recurso ninguna alegación del carácter que formula tardíamente en la instancia extraordinaria. En este orden de ideas, resulta aplicable la doctrina del Tribunal que ha valorado como contraria al principio general que impone la rectitud y buena fe en el ejercicio de las acciones ante los órganos jurisdiccionales, la conducta del litigante que sólo después de haber tomado conocimiento de la resolución que le es desfavorable, pone en cuestionamiento su validez.


    Pla, Patricia c/ Universidad Nacional del Comahue s/ Recurso directo Art. 32 Ley 24.521.


    P. 758, L. XLIII, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Poder Legislativo. Congreso


    Atribuciones


    Coparticipación vial. Acción de Nulidad de una provincia contra un organismo del cual es miembro. Improcedencia del planteo de invalidez constitucional.


    Un estado provincial no está legitimado para plantear la invalidez constitucional de una norma que él mismo -como miembro del Consejo Federal Vial- dictó junto con los demás componentes de ese cuerpo.


    San Luis, provincia de y otra c/ Consejo Vial Federal y otra s/ Acción de nulidad.


    S. 856, L. XXXIX, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Económicas y Financieras


    Actividad pesquera. Ley General de Pesca Marítima de la Provincia de Chubut. Contraposición con la ley federal 24.922.


    La nueva Ley General de Pesca Marítima de la Provincia de Chubut, contraviene las disposiciones de la ley federal 24.922, mereciendo entonces reproche constitucional. En efecto, al regular lo atinente a la tripulación de los buques, el legislador federal previó que el setenta y cinco por ciento del personal de maestranza, marinería y operarios de planta a bordo de los buques pesqueros debe estar constituido por argentinos o extranjeros con más de diez años de residencia permanente efectivamente acreditada en el país (v. art. 40, inc. b, de la ley 24.922), mientras que, según se indicó, la ley local crea un requisito adicional que atenta contra la ley federal que rige la materia y vulnera el art. 31 del texto constitucional. Ello es así, porque el legislador nacional ha previsto que, a efectos de otorgar los permisos de pesca, se dará prioridad a aquellos buques que empleen mano de obra argentina en mayor porcentaje, pero no asignó preferencia alguna a los residentes de una región en desmedro de otra, sin perjuicio de lo cual la ley local 5639 genera un distingo que el régimen federal no contempla. Si bien es cierto que todo aquello que involucre el peligro de limitar las autonomías provinciales ha de instrumentarse con la prudencia necesaria para evitar el cercenamiento de los poderes no delegados, no lo es menos que el ejercicio por parte de la Nación de las facultades referidas en el párrafo precedente no puede ser enervado por aquéllas, so pena de convertir en ilusorios los propósitos y objetivos de las citadas facultades, que radican en la necesidad de procurar eficazmente el bien común de la Nación toda, en el que necesariamente se encuentran engarzadas y participan las provincias. Los actos de las legislaturas provinciales no pueden ser invalidados sino en los casos en que la Constitución concede al Congreso Nacional, en términos expresos, un poder exclusivo, o en que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias, o cuando hay una absoluta y directa incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas.


    Argenova S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa.


    A. 481, L. XXXIX, 25 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Emergencia económica. Inaplicabilidad de la pesificación a la financiación de operaciones de comercio exterior realizadas por entidades financieras. Decreto 410/02 y reglamentación del BCRA. Interpretación de las leyes.


    El decreto N° 410/02 excluyó de la conversión a pesos -en lo que aquí respecta- a las financiaciones vinculadas al comercio exterior, otorgadas por las entidades financieras, en los casos, con las condiciones y los requisitos que determine el B.C.R.A. (art. 1°, inc. a). A su vez, la Comunicación "A' 3507 determinó que los saldos al 3/2/02 de las financiaciones en moneda extranjera vigentes al 5/1/02, vinculadas a operaciones de importación, debían ser cancelados en moneda extranjera o en pesos, al tipo de cambio que se pacte libremente. Ahora bien, la circunstancia de que las financiaciones y transferencias de los fondos al exterior destinados a cancelar las deudas por la compra de mercaderías- fueron posteriores a la celebración del contrato de compraventa entre la concursada y el exportador extranjero, no modifica la naturaleza internacional de las obligaciones insinuadas en el concurso, ni su vinculación con las importaciones realizadas. En este contexto, resulta inconducente a los fines considerados, que el crédito del banco acreedor constituya una pre-financiación o una post-financiación de las importaciones en debate, desde que resulta ser una operación independiente de la compraventa internacional pero, sin embargo, se vincula con ella por ser su base causal. Desde otro lado, la norma federal en estudio -Decreto N° 410/02 y Comunicación A N° 3507, sólo requiere, para exceptuar de la conversión a pesos dispuesta por la Ley N° 25.561 y el Decreto N° 214/02 a las financiaciones otorgadas por los bancos, que se encuentren vinculadas al comercio exterior; situación que, se configura en el presente, considerando que la propia concursada solicitó créditos "para importaciones" garantizados con los títulos de crédito y los fondos fueron girados al extranjero por el banco otorgante del crédito La excepción de la conversión a pesos, receptada por el Decreto N° 410/02, tiene su fundamento en la naturaleza y características particulares de ese tipo de negocios, naturalmente pactados en moneda extranjera, criterio que no logra modificar la circunstancia de que se trate de una post-financiación de importaciones.


    First Rate S.A. s/ Conc. prev. s/ Inc. de revisión promovido por HSBC Bank Argentina S.A.


    F. 611, L. XLIII, 02 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Aduana


    Dirección General de Aduana. Ejecución de créditos fiscales. Medidas cautelares. Mercaderías susceptibles de ser embargadas. Zona primaria aduanera. Mercaderías que se encuentran aún bajo control del organismo fiscal. Sistema excepcional de realización de bienes.


    El legislador ha dotado a la Aduana de la posibilidad de adoptar una serie de métodos que le permitan asegurar y satisfacer el cobro de su crédito fiscal, pero no con relación a todo tipo de mercadería del particular, solamente con relación a aquellas sobre las cuales tuviera todavía un cierto grado de disposición, del que en ese momento carecen los deudores y demás responsables de los tributos devengados, en virtud de la etapa del desarrollo de las operaciones aduaneras en curso de realización. Es decir, sobre aquellas mercaderías que, por hallarse en zona primaria aduanera, están aún bajo control del organismo fiscal (arts. 5, 121 y cc. del Código Aduanero), sin que hayan sido entregadas a las personas indicadas, particulares interesados en las operaciones de importación o exportación de que se tratare, generadoras de los tributos y demás obligaciones debidas.


    Giménez, José Félix Salvador c/ Dirección General Impositiva s/ Amparo.


    G. 225, L. XLIII, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Importación de mercadería. Multa. Posibilidad de contar con autorización habilitante con posterioridad al ingreso en el país. Instituto de la autodenuncia. Ley 25.986. Ley penal posterior más benigna.


    La sentencia del 14 de noviembre de 2005 resolvió lo relativo al argumento de la autodenuncia formulada por la actora sin tomar en consideración lo dispuesto en el nuevo texto que, para dicho instituto, estableció el art. 29 de la ley 25.986. Dicha norma -publicada el 5 de enero de 2005- introdujo importantes modificaciones en el Código Aduanero, afectando -entre otros- a su art. 917, y estaba vigente al momento en que fue dictada la sentencia, en virtud de lo dispuesto por el art. 2º del Código Civil. Entre otros extremos, en su inc. 2º, permite ahora que la reducción de sanción sea aplicable aun cuando la comunicación se hiciera con posterioridad al libramiento de la mercadería.


    Basf Argentina S.A. (TF 14894 - A) c/ Dirección General de Aduanas.


    B. 1291, L. XLIII, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Infracciones aduaneras. Mercadería exportada que poseía componentes importados. Multa. Percepción de reintegros que no correspondían. Perjuicio fiscal. Interpretación del inc. a) del art 959 del Código Aduanero.


    La norma citada, de manera coherente con la tutela del bien jurídico de que se trata, exime de punición los casos en que de la misma declaración jurada queda en evidencia el error en que se ha incurrido, sin necesidad de recurrir al auxilio de otro tipo de documentación. En efecto, la norma habla de "simple lectura" y de "propia declaración", con lo cual, en una primera interpretación dejaría fuera del alcance de la eximente aquellos supuestos en los que deba realizarse el cotejo con otros papeles o documentos (aunque sea una tarea de simple lectura) y aquellos otros en los cuales si bien el entuerto se reduce a la propia declaración, no sea una cuestión que se pueda advertir mediante una simple tarea de lectura sino que requiera una investigación más amplia. En el sub lite no puede sostenerse -como lo pretenden el a quo y las infractoras- que los despachos de importación relativos a los motocompresores (que, en su momento, ampararon la operación de importación de tales componentes de la mercadería que luego se exportó) puedan integrar el concepto de "documentación complementaria", máxime cuando de la simple lectura de los permisos de embarque no surge referencia alguna a tales documentos anteriores. La inteligencia propuesta resulta coherente con el fin de la norma punitiva, ya que las citadas veracidad y exactitud de la declaración se vinculan con la confiabilidad de lo declarado, mediante la correspondiente documentación, conjunto sobre el cual reposa todo un sistema que no depende de la mayor o menor eficiencia con que la Administración aduanera practique las tareas de control que le están asignadas sino que. Al contrario, la sujeción a tales presupuestos tiende a evitar que al amparo del régimen de exportación o importación, en su caso, se perpetren maniobras que lo desnaturalicen o perviertan.


    Calvo, Raúl Carlos c/ Frimetal S.A. (Acumulado) s/ Demanda contenciosa.


    F. 869, L. XLIII, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Proceso de importación. ACE 18 y 8º Protocolo Adicional. Certificado de origen de mercadería importada. Plazo para su validez. Deuda tributaria. Inaplicabilidad Decreto 214/02.


    Para que la importación de productos incluidos en el ACE 18 y sus normas complementarias pueda verse beneficiada de las reducciones de gravámenes convenidas entre los países signatarios, en la documentación correspondiente debe constar una declaración acreditativa del cumplimiento de los requisitos de origen, emanada cumpliendo con todas las formalidades exigidas y presentada en la forma y tiempo que fuere menester. Resulta inaplicable el decreto 214/02 debido a que la obligación cuyo pago intimó el Fisco Nacional no estaba expresada en dólares sino que ya lo estaba en pesos.


    Bridgestone Firestone Argentina S.A. (TF 16674 - A) c/ Dirección General de Aduanas.


    B. 828, L. XLIII, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen aduanero. Acuerdo Parcial de Complementación Económica 19. Naturaleza. Interpretación de sus disposiciones.


    El Acuerdo Parcial de Complementación Económica 19 (APCE) es un tratado internacional, cuyas disposiciones han de ser interpretadas de buena fe (art. 26 de la Convención de Viena), razón por la cual ellas no pueden aislarse sólo por su fin inmediato y concreto, ni pueden ser puestas en pugna las unas con las otras, destruyéndose recíprocamente, sino que cabe procurar, por el contrario, que todas se entiendan entre sí de modo armónico, teniendo en cuenta tanto los fines de unas como el propósito de las restantes normas que integran el ordenamiento jurídico, con el objeto de adoptar como verdadero el sentido que las concilie y deje a todas con valor, dando pleno efecto a la intención del legislador. La resolución 78 de la ALADI, impide que ante defectos formales del certificado de origen, la aduana adopte una resolución que implique excluir definitivamente a la importación del régimen preferencial previsto para las operaciones realizadas en el marco del acuerdo de complementación económica, sin recabar previamente de las autoridades gubernamentales del país exportador las informaciones adicionales que correspondan a fin de poder dar solución al problema planteado. Cabe recordar que en el caso de las normas aquí en juego el cumplimiento de las formas relativas a la emisión, validez y presentación del certificado acreditativo del origen de las mercaderías, con función netamente probatoria, no puede llevarse al extremo de transformarlo en un requisito formal ad solemnitatem, de manera tal que cualquier incumplimiento, por intrascendente que sea, implique automáticamente privar a la operación comercial del amparo otorgado por el régimen.


    Oblak Hnos. (TF 11681-A) c/ D.G.A.


    O. 394, L. XLII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen legal de las zonas francas. Interpretación de los arts. 590 y cc. del Código Aduanero y 27 de la ley 24.331, en relación con la instrucción general 6/04 de la Administración General de Aduanas. Ficción de extraterritorial aduanera. Mercaderías que ingresan y egresan de una zona franca. Tributos que gravan su importación y exportación. Territorios aduaneros general, especial y terceros países. Supuestos de exportación definitiva y temporaria.


    El art. 24 de la ley 24.331 establece que las mercaderías que ingresen en una zona franca estarán exentas de los tributos que graven su importación para consumo. Norma que, sin duda, se refiere a las mercaderías provenientes de terceros países, puesto que el art. 27 regula lo relativo a las que proceden del resto del país (sea del territorio aduanero general o de uno especial), que serán consideradas como una exportación suspensiva. A su turno, su art. 25 establece que las mercaderías que salgan de la zona franca hacia terceros países estarán exentas del pago de los tributos que gravaren su "importación" (sic) para consumo, vigentes o a crearse. Resulta claro que hay aquí un error en la redacción de la norma, irrelevante por cierto, puesto que en verdad se está refiriendo a los derechos que gravan su "exportación". Salvada de este modo la errata de la norma, e interpretada ésta en su recto quicio, la operación consistente en sacar mercadería del territorio aduanero general para introducirla en una zona franca (y realizar allí ciertas operaciones con destino a una posterior exportación hacia el extranjero), se ha de enmarcar en el art. 27 de la ley, por lo que constituye una exportación suspensiva, regida por los arts. 349 y cc. del Código Aduanero, en virtud de lo dispuesto por los arts. 599 del código mentado y 23 de la ley de zonas francas. En efecto, dicha operación de exportar mercancía desde el territorio aduanero general hacia la zona franca es una exportación temporaria "en virtud de la cual la mercadería exportada puede permanecer con una finalidad y por un plazo determinado fuera del territorio aduanero, quedando sometida, desde el mismo momento de su exportación, a la obligación de reimportarla para consumo con anterioridad al vencimiento del mencionado plazo" (arg. art. 349 del Código Aduanero). El incumplimiento de la obligación recién señalada implica que la mercadería de que se trata será considerada como exportada para consumo cuando hubiere vencido el plazo acordado (art. 370, inc.1º, ap. a) y tal conducta genera responsabilidad para el exportador, tanto por las obligaciones resultantes como por sanciones que pudieren corresponder (arg. art. 370, inc. 2º).


    Cremer y Asociados S.A. c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    C. 928, L. XLIII, 24 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Repetición de impuesto abonado en concepto de diferencia por tasa de estadística en operaciones aduaneras. Importaciones. Ley 25.425; arts. 762 y cc. del Código Aduanero y decretos 389/95, 37/98 y 109/99 del Poder Ejecutivo Nacional. Arbitrariedad de sentencia. Falta de producción de prueba a fin de cuantificar la obligación tributaria involucrada para compararla con la sumas abonadas.


    La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y, como tal, debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico. Tal función debe llevarse a cabo cuando la repugnancia con la Ley Fundamental sea manifiesta y la incompatibilidad inconciliable, extremos que en algunos supuestos depende de constataciones de carácter fáctico. La sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa.


    Renault Argentina S.A. (TF 19292 - A) c/ Dirección General de Aduanas.


    R. 1055, L. XLIII, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Aduana. Subasta pública de mercaderías importadas sin destinación. Fecha límite para solicitar destinación aduanera. Art. 427 del Código Aduanero. Admisibilidad de recursos.


    La empresa demandada adquirió mercaderías que arribaron al puerto de Buenos Aires el 6 de diciembre de 1998 e ingresaron a un depósito fiscal. Ante la falta de solicitud de destinación dentro de los plazos legales, las autoridades dispusieron la venta de la mercadería el 1° de febrero de 1999 en los términos de los arts. 419, 422, 429 y 430 del Código Aduanero. Cuando la empresa pretendió registrar ante la Dirección General de Aduanas la solicitud de destinación correspondiente, se vio impedida de hacerlo por estar "bloqueado" el registro, lo que motivó la presentación del 18 de febrero de 1999 a los fines de que se levantara el bloqueo y se despachara la mercadería a plaza. El 22 de ese mismo mes y año amplió la presentación acreditando el depósito de los importes establecidos y el 24 aquel organismo procedió a la venta de los bienes en pública subasta. La cuestión que se debate en el sub lite se circunscribe a determinar si una vez que se dispuso la venta de mercadería en pública subasta por haber transcurrido el plazo para solicitar su destinación, el interesado aún podía impedirla mediante el pago de las sumas correspondientes. El art. 419 del Código Aduanero establece la venta forzada de mercaderías respecto de las cuales no se solicitó su destinación aduanera en tiempo oportuno y, a su vez, el art. 427 reconoce a quien tuviera derecho a disponer de ellas, o el deudor, garante o responsable de la deuda, el derecho de impedir la enajenación hasta tanto el adquirente abone la totalidad del precio. A tal efecto, debe depositar en sede aduanera el importe correspondiente a los tributos, las multas, los accesorios y demás erogaciones devengadas (inc. a) y a favor del comprador debe depositar una suma equivalente a una vez y media el importe de la seña pagada (inc. b). No es razonable sostener -como pretende el apelante- que la norma requiera la realización de la subasta y el pago de la seña para interrumpir el procedimiento compulsivo que se lleva a cabo de oficio ante la falta de la oportuna solicitud de destinación, pues nada obsta a que el interesado se presente en una etapa anterior -aun cuando la venta en pública subasta ya hubiera sido dispuesta- y deposite los importes que exige el inc. a) del art. 427 citado a los efectos de ejercer su derecho a impedirla. De seguirse el criterio que alega el Fisco no sólo se incurriría en un inútil ritualismo al obligar al interesado a transitar una etapa que, eventualmente, puede evitar sino que, además, ello importaría tomar más gravoso el procedimiento sin sustento legal por tener que abonar la suma equivalente a una vez y media la seña pagada, vulnerando garantías constitucionales. El decreto 464/98 fue dictado en el marco de una situación de emergencia derivada de una catástrofe hídrica ocurrida en varias provincias del territorio nacional y si bien dispone que el servicio aduanero debe ordenar la venta de mercadería en pública subasta cuando no se solicitare alguna destinación aduanera dentro del plazo correspondiente, no puede derivarse de ello la voluntad de derogar normas específicas sin desconocer elementales principios hermenéuticos. Ello es así, máxime cuando de los considerandos del decreto en examen surge que sus disposiciones fueron dictadas con el propósito de afrontar mediante el producido de la subasta, los requerimientos para asistir a los afectados complementando los recursos ya previstos. Tampoco resultan admisibles los agravios del apelante referidos a la aplicación del límite que fija el art. 4° del decreto 464/98. Este precepto se refiere a las indemnizaciones que debe pagar el Estado Nacional en caso de que se hubiera subastado mercadería sobre la cual terceros tuvieran derecho a disponer y establece que no podrán exceder el precio obtenido en la subasta, circunstancias que no se configuran en el sub lite en atención a que la actora no puede considerarse como tercero a los efectos que aquí interesan. El a quo resolvió de modo adecuado las cuestiones planteadas en la causa, pues efectuó una exégesis que logró conciliar el alcance de las normas aplicables para concluir en la responsabilidad del Estado Nacional por haber actuado ilegítimamente al enajenar mercadería de la actora a pesar de que ésta manifestó su voluntad de impedir la subasta pública con fundamento en los derechos que le confiere la normativa aplicable.


    Fohama Electromecánica S.R.L. c/ Dirección General de Aduanas s/ Daños y perjuicios


    F. 753, L. XLIII, 07 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Empréstitos y Deuda Pública


    Admisibilidad del recurso. Régimen de consolidación de deudas públicas. Ley provincial 7.112. Ley 25.344. Carácter de orden público. Aplicación de oficio. Lesión al derecho de defensa en juicio.


    Los agravios del apelante conducen al examen de cuestiones de derecho procesal y público local, toda vez que se halla en tela de juicio la aplicación del régimen de consolidación de la deuda pública sancionado por el Estado provincial mediante la ley 7.112 con fundamento en la situación de emergencia económica. Si bien la adhesión dispuesta a la ley nacional 25.344 no altera la naturaleza de derecho público local de los regímenes instaurados, el recurso extraordinario interpuesto debe ser admitido, ya que lo resuelto sobre temas de esa índole es susceptible de revisión en supuestos excepcionales cuando, como ocurre en el sub lite, la sentencia impugnada prescinde de una disposición legal aplicable al caso, sin dar razones valederas para hacerlo, circunstancia que priva a lo resuelto de la adecuada fundamentación que se exige a los pronunciamientos judiciales. La sentencia del Superior Tribunal local, al excluir el crédito de autos del régimen de consolidación de deudas con fundamento en que la cuestión no había sido propuesta a los jueces de la causa, se apartó de lo dispuesto por normas que revisten el carácter de orden público. En efecto, la ley 7.112, que adhirió a la ley nacional 25.344 y, en consecuencia, incorporó sus disposiciones al derecho público local estableció que se consolidan en el Estado provincial, con los alcances y en la forma que dispone, las obligaciones vencidas o de causa o título posterior al 31 de marzo de 1991 y anterior al 31 de diciembre de 2001, período durante el cual se produjo el accidente que dio origen al reclamo de los accionantes (3 de abril de 1998). La aplicación del régimen de consolidación de deudas resulta inexcusable en atención al carácter de orden público que reviste, lo que trae aparejadas la irrenunciabilidad e imperatividad de sus disposiciones y habilita a los jueces a aplicarlas aún de oficio, sin que medie petición alguna de las partes. Tales extremos privarían a lo resuelto de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa, lo cual ha conducido al dictado de un pronunciamiento que lesiona el derecho de defensa en juicio del recurrente que justifica su descalificación, ya que media una relación directa e inmediata entre lo decidido y las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas (art. 15 de la ley 48). Corresponde hacer lugar al recurso extraordinario interpuesto, dejar sin efecto la sentencia apelada y devolver las actuaciones al tribunal de procedencia a fin de que dicte una nueva conforme a derecho.


    Dellepiane, Eduardo Luis y otra c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


    D. 280, L. XLIII, 25 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Pretensión de inconstitucionalidad decreto 471/02 y art. 62 ley 25.725. Consolidación de deuda. Bonos en dólares. Rechazo de amparo. Remisión precedente Fallos: 327:3166 y lo resuelto en F. 72, XXXIX, "Falcón, Isabel Y de c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía" y F. 842, L. XL, "Faure, Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional". Falencias de la defensa estatal.


    Tal como se puso de relieve en el dictamen del Ministerio Público en el caso "Galli" (Fallos: 328:690), no se puede soslayar que el tema central que se debate en la causa, esto es, la validez constitucional de la decisión del Estado Nacional de convertir a pesos las obligaciones instrumentadas en títulos de la deuda pública, adoptada por un complejo plexo normativo, del cual sobresale el decreto 471/02 (ratificado por el art. 62 de la ley 25.725), constituye otra derivación de las medidas implementadas para conjurar la crisis que padece el país desde hace tiempo, pero que demostró toda su intensidad y gravedad a partir de fines de 2001 y condujo, entre otras cosas, como es bien conocido, a que el legislador declarara el estado de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria mediante la ley 25.561, cuyas disposiciones son de orden público (art. 19).


    Genoud, Alberto Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    G. 1005, L. XLII, 31 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso admisible. Gravamen irreparable. Régimen de consolidación de deudas. Aplicación de oficio. Orden público. Rechazo de recurso.


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible pues, si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior. También en el sub lite se halla en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal y la decisión recaída ha sido contraria al derecho que los apelantes fundan en ellas. Los agravios vertidos en la queja que tramita en el expediente G. 1369, L. XLIII respecto de la arbitrariedad de la sentencia serán tratados en forma conjunta por hallarse inescindiblemente vinculados a la cuestión federal planteada. La aplicación del régimen de consolidación de deudas resulta inexcusable en atención al carácter de orden público que reviste, lo que trae aparejadas la irrenunciabilidad e imperatividad de sus disposiciones y habilita a los jueces a aplicarlas aun de oficio, sin que medie petición alguna de las partes. La omisión de la demandada con relación a este aspecto durante la tramitación del proceso carece de aptitud para legitimar situaciones inconciliables con el orden público y que, tal como tiene dicho la Corte, concluir lo contrario importaría desnaturalizar el proceso judicial hasta el punto de convertirlo en un medio apto para convalidar transgresiones a normas imperativas, pues entonces el silencio guardado por uno de los litigantes frente a la afectación de un derecho indisponible, tendría más virtualidad que un contrato para privar de efecto a las leyes en que se encuentra comprometido el interés general.


    Genini, Adolfo Domingo y otros c/ Estado Nacional - Secretaría de Minería de la Nación s/ Demanda laboral.


    G. 1373, L. XLIII, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Ley de Presupuesto


    Ley 26.086 de presupuesto para el ejercicio 2006. Interpretación. Prórroga dispuesta en el artículo 58 de la ley 25.725. Aplicación exclusiva a las obligaciones vencidas o de causa o título posterior al 31 de diciembre de 1999.


    Si bien de los términos empleados por el legislador en la redacción del art. 58 de la ley 25.725 surgiría que se trató de una extensión temporal o continuación del régimen ya establecido mediante la ley 25.344, lo cierto es que la sanción de la ley 26.078 de Presupuesto para el ejercicio 2006, vino a disipar las dudas en torno a este punto y ha hecho perder virtualidad a las cuestiones que se debaten respecto de la fecha hasta la cual deben calcularse los intereses. En efecto, su art. 45 in fine establece, en lo que aquí interesa, que la prórroga dispuesta en el art. 58 de la ley 25.725 resulta aplicable exclusivamente a las obligaciones vencidas o de causa o título posterior al 31 de diciembre de 1999 y anterior al 1º de enero de 2002 y que "En todos los casos, los intereses a liquidarse judicialmente se calcularán únicamente hasta la fecha de corte, establecida en el 1º de abril de 1991 para las obligaciones comprendidas en la Ley Nº 23.982, en el 1º de enero de 2000, para las obligaciones comprendidas en la Ley Nº 25.344, y en el 1º de enero de 2002 o el 1º de septiembre de 2002, para las obligaciones comprendidas en la prórroga dispuesta por la Ley Nº 25.565 y la Ley Nº 25.725".


    Tortul, José Armando y otros c/ Ministerio de Infraestructura y Vivienda - Sub. de Transporte A y P s/ Empleo público.


    T. 373, L. XLIII, 14 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Leyes de Emergencia


    Comprensión del fenómeno de la emergencia como necesario para entender las medidas dictadas en su consecuencia.


    Si bien la doctrina de la emergencia no es tema novedoso en la historia argentina ni en la jurisprudencia del Tribunal, sí lo es la inusitada gravedad del estado de cosas que hizo eclosión a fines del año 2001 y el contexto económico, social e institucional en que se dictó el decreto 471/02. Asimismo la adecuada comprensión de este fenómeno -que llegó hasta la declaración de default de la deuda pública nacional- resulta necesaria para que las soluciones que se propugnen no resulten abstractas y que, por lo tanto, aparezcan desvinculadas de la realidad nacional. El decreto 471/02 (ratificado por el art. 62 de la ley 25.725) y las restantes disposiciones vinculadas con el tratamiento de la deuda pública nacional instrumentada en títulos en monedas extranjeras, encuentran amparo constitucional, desde que no aparecen desproporcionadas con relación al objetivo declarado de afrontar el estado de emergencia que persiguen, ni aniquilan el derecho de propiedad de los tenedores de los títulos públicos. El dictado del decreto 471/02 encuentra su origen en el estado de emergencia pública en todos los órdenes de la vida social declarado por ley del Congreso Nacional, por la que, con arreglo a lo dispuesto en el art. 76 de la Constitución Nacional, delegó al Poder Ejecutivo Nacional hasta el 31 de diciembre de 2007 (conf. leyes 25.820, 25.972, 26.077 y 26.204), el ejercicio de las facultades en ella establecidas; en este escenario, el Poder Ejecutivo Nacional primero dispuso transformar a pesos todas las obligaciones de dar sumas de dinero expresadas en dólares estadounidenses u otras monedas extranjeras, existentes a la sanción de la ley 25.561 (art. 1º del decreto 214/02, ratificado por el art. 64 de la ley 25.987) y luego dictó el decreto 471/02 (ratificado por el art. 62 de la ley 25.725), a fin de regular el tratamiento a otorgar al endeudamiento asumido originalmente en dólares estadounidenses u otras monedas extranjeras por parte del sector público nacional, provincial y municipal cuando tales obligaciones se encuentren sometidas a la ley argentina. En el caso del endeudamiento público provincial, si bien se trata de compromisos asumidos por los Estados provinciales con los tenedores de sus títulos o bonos, cabe recordar que la primigenia decisión del Poder Ejecutivo Nacional de modificar, por razones de emergencia pública, las condiciones que surgen de tales instrumentos, fue convalidada por el Congreso de la Nación mediante la ley 25.725, órgano habilitado para regular los aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores. Se trata, entonces, de una política concertada entre los distintos niveles de gobierno para encontrar vías de solución a un problema acuciante cual es el endeudamiento público provincial, adoptada por los poderes constitucionales encargados de reglar dichas obligaciones. La legislación de emergencia responde al intento de conjurar o atenuar los efectos de situaciones anómalas, ya sean económicas, sociales o de otra naturaleza, y constituye la expresión jurídica de un estado de necesidad generalizado, cuya existencia y gravedad corresponde apreciar al legislador sin que los órganos judiciales puedan revisar su decisión ni la oportunidad de las medidas que escoja para remediar aquellas circunstancias siempre, claro está, que los medios arbitrados resulten razonables y no respondan a móviles discriminatorios o de persecución contra grupos o individuos. No hay violación del art. 17 de la Constitución Nacional cuando por razones de necesidad se sanciona una norma que no priva a los particulares de los beneficios patrimoniales legítimamente reconocidos ni les niega su propiedad y sólo limita temporalmente la percepción de tales beneficios o restringe el uso que pueda hacerse de esa propiedad. Es que hay limitaciones impuestas por la necesidad de atenuar o superar una situación de crisis que, paradójicamente, también están destinadas a proteger los derechos presuntamente afectados, que existe el riesgo de que se conviertan en ilusorios ante procesos de desarticulación del sistema económico y financiero. El gobierno está facultado para sancionar las leyes que considere convenientes, siempre que sean razonables y no desconozcan las garantías o las restricciones que impone la Constitución, pues no debe darse a las limitaciones constitucionales una extensión que trabe el ejercicio eficaz de los poderes del Estado, toda vez que acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios. Los derechos declarados por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos, en tanto no se los altere sustancialmente, a las leyes que reglamenten su ejercicio (art. 28 de la Ley Fundamental), y tal reglamentación pueden ser mayor en épocas de emergencia en aras de encauzar la crisis y de encontrar soluciones posibles a los hechos que la determinaron.


    Blanc, Maria Teresa c/ Misiones, Provincia de y otros (Tucumán y Estado Nacional) s/ Acción de amparo.


    B. 1648, L. XLI, 14 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Controversia sobre la pesificación del monto de una condena. Constitucionalidad de las normas de emergencia. Cancelación de deuda por medio del sistema del esfuerzo compartido. Improcedencia del recurso extraordinario.


    El recurso no puede prosperar, toda vez que se advierte que los jueces de Cámara decidieron revocar la sentencia de grado no porque el esfuerzo compartido haya estado sometido a juzgamiento, sino que remitieron a un pronunciamiento anterior de la misma Sala, en el cual -encontrándose controvertida la pesificación del monto de la condena y la constitucionalidad de las normas de emergencia económica- explicaron y fundamentaron debidamente las razones para declarar el modo de cancelar la deuda por el sistema del esfuerzo compartido, y los apelantes, en su escrito recursivo, no se hicieron cargo de ninguno de los argumentos.


    Kobeliovsky, Jorge c/ Azar, Ramón Salvador y otros s/ sumario


    K. 84, L. XLIII, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Crédito hipotecario. Aplicación del CVS: Decreto 762/02 y ley 25.713. Deudores hipotecarios: Ley 26.167.


    Atento a que el Tribunal ha declarado la constitucionalidad y aplicabilidad de la ley 26.167 en numerosos fallos a partir de su sentencia en la causa R. 320, L. XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria", y en virtud de que la obligación de autos reúne la totalidad de los requisitos establecidos en el artículo 1° de dicha ley, no observo obstáculo alguno para que se haga lugar al pedido de aplicación de la ley referida. La ley 26.167 no determina a qué tipo de juicios debe aplicarse, ni estado procesal de su trámite. Su artículo 1° explica que "... tiene por objeto aclarar e interpretar la aplicación del conjunto normativo de la emergencia pública (...) declarada por la ley 25.561 sus modificatorias, complementarias, prórrogas y aclaratorias". La ley dispone un procedimiento especial en protección de los deudores de obligaciones de dar sumas de dinero expresadas en origen en dólares estadounidenses u otras monedas extranjeras que reúnan la totalidad de los requisitos que a continuación enumera (art. 10 y sus incisos), y que concurren íntegramente en el caso de autos.


    León, Silvia c/ Banco de Galicia


    L. 295, L. XLII, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Cumplimiento de sentencia. Sistema de canje de los títulos representativos de la deuda pública. Emergencia pública. Decreto 1735/2004, ley 26.017, 25.827. Exteriorización de voluntad de permanecer al margen de la operatoria de canje. Imposibilidad de invocar violación de garantías constitucionales.


    Habiendo el actor manifestado su voluntad de no adherirse al procedimiento de canje establecido en el decreto 1735/04 con relación a los bonos representativos de deuda pública de su propiedad, los mismos quedaron sometidos a lo previsto en el art. 4 de la ley 26.017. Siendo ello así, no existe violación de garantías constitucionales cuando el posible perjuicio deriva de la propia conducta discrecional del actor y no procede la tacha de inconstitucionalidad si este ha quedado excluido de los beneficios de la norma que impugna como consecuencia de su propia conducta discrecional al no ejercer en forma diligente su derecho.


    Aizenstat, Natan y Rajlin, Carlos Raúl c/ Estado Nacional - Ministerio de Obras y Servicios Públicos s/ Contrato de obra pública.


    A. 456, L. XLII, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Doctrina caso "Galli". Validez constitucional de la decisión del Estado Nacional de convertir a pesos las obligaciones instrumentadas en títulos de la deuda pública, adoptada por un complejo plexo normativo, del cual sobresale el decreto 471/02 (ratificado por el art. 62 de la ley 25.725).


    La decisión del Estado Nacional de convertir a pesos las obligaciones instrumentadas en títulos de la deuda pública, adoptada por un complejo plexo normativo, del cual sobresale el decreto 471/02 (ratificado por el art. 62 de la ley 25.725), constituye otra derivación de las medidas implementadas para conjurar la crisis que padece el país desde hace tiempo, pero que demostró toda su intensidad y gravedad a partir de fines de 2001 y condujo, entre otras cosas, a que el legislador declarara el estado de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria mediante la ley 25.561, cuyas disposiciones, por lo demás, son de orden público (art. 19).


    Caporalini, Norberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo.


    C. 1257, L. XLI, 29 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Normativa de emergencia económica: impugnación constitucional del decreto 992/02. Decreto 214/02 y ley 25.561. Pesificación de la economía: obligaciones del sistema financiero. Precedente "Bustos". Contratos de futuro y opciones.


    Sin perjuicio de resaltar que el Congreso de la Nación por el artículo 64 de la ley 25.967 dispuso la ratificación de los decretos 214/02, 410/02 y sus modificatorios, entre los que se encuentra el 992/02, es oportuno destacar las razones por las que corresponde entender que este último fue dictado en el marco de las atribuciones conferidas al Poder Ejecutivo y al mismo tiempo, encuentra fundamento en la doctrina de la emergencia elaborada por la Corte pues las medidas que instrumenta no se presentan como irrazonables o discriminatorias conforme se alega. En efecto, el Congreso declaró la emergencia económica, administrativa, financiera y cambiaria y encomendó al Poder Ejecutivo el establecimiento de la relación de cambio entre el peso y el dólar, el dictado de regulaciones cambiarias, el reordenamiento del sistema financiero, bancario y del mercado de cambios y la reestructuración de las obligaciones en curso de ejecución que se vieran afectadas por el nuevo régimen cambiario. De ese modo, tanto la derogación de la convertibilidad y el establecimiento de un tipo de cambio oficial, como la consagración del principio general de transformación a pesos de todas las obligaciones a la relación de cambio que para cada caso se indica, importan claramente el ejercicio de las facultades delegadas y una pesificación de la economía. Al disponer entonces que no quedan excluidos de la conversión los contratos de futuro y opciones concertados bajo la legislación Argentina antes del 5 de enero de 2002, donde al menos una de las partes fuera una entidad financiera y que el tipo de cambio a aplicar es de $ 1,40 por dólar, el decreto 992/02 responde por principio a tal delegación y a la pauta general de conversión originalmente establecida. Carece de sustento entonces la queja orientada a cuestionar su validez constitucional con base en que las obligaciones del sistema financiero no fueron pesificadas pues la conversión de todas las obligaciones no sólo resulta del principio general aludido, sino también de una interpretación sistemática del régimen dictado con el objeto de reactivar el funcionamiento de la economía del país.


    Johnson & Johnson de Argentina S.A.C.E.I c/ Deutsche Bank S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    J. 6, L. XLIII, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Obligación dineraria a cargo del Estado. Sentencia Firme. Diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública del gobierno nacional. Aplicación. Ley de presupuesto 26.337


    Así como se ha destacado el valor de la cosa juzgada, también se ha dicho que los derechos reconocidos en aquel tipo de sentencias son susceptibles de reglamentación; pues no existe un derecho absoluto a hacer valer los derechos cuya existencia declara un pronunciamiento judicial sin limitación alguna, máxime ante situaciones de emergencia económica formalmente declaradas tales por el Congreso. En este sentido la ley de presupuesto establece que: "Los servicios de la deuda pública del gobierno nacional, correspondientes a los títulos públicos comprendidos en el régimen de la ley 26.017, están incluidos en el diferimiento indicado en el artículo 52 de la presente ley" y que "Los pronunciamientos judiciales firmes, emitidos contra las disposiciones de la ley 25.561, el Decreto 471 del 8 de marzo de 2002, y sus normas complementarias, recaídos sobre dichos títulos, se encuentran alcanzados por lo dispuesto en el párrafo anterior" (art. 55, tercero y cuatro párrafos, de la ley 26.337). Por aplicación de tales normas, los agravios del Estado Nacional deben ser admitidos correspondiendo revocar la sentencia apelada, toda vez que en esta instancia del proceso corresponde cumplir o ejecutar la sentencia firme dictada en la causa y pasada en autoridad de cosa juzgada y, a tales fines, se deben aplicar las normas específicas que regulen ese procedimiento, que no son otras que las recién transcriptas que contemplan expresamente la situación planteada.


    Pérez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional


    P. 1493, L. XLII, 25 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Pesificación. Esfuerzo compartido. Acuerdo de pago del importe de la condena en un proceso por daños y perjuicios. Convenio suscripto con anterioridad al dictado de la legislación de emergencia y homologado posteriormente. Cláusula estabilizadora al valor dólar estadounidense. Aplicación de la legislación de emergencia. Remisión.


    Las obligaciones que surgen del acuerdo de marras, encuadran en el artículo 110 de la ley 25.561 (en el texto de la ley 25.820) que establece: "Las obligaciones de dar sumas de dinero existentes al 6 de enero de 2002, expresadas en dólares estadounidenses u otra moneda extranjera, no vinculadas al sistema financiero, cualquiera sea su origen o naturaleza, haya o no mora del deudor, se convertirán a razón de un dólar estadounidense (U$S1) = un peso ($1), o su equivalente en otra moneda extranjera, resultando aplicable la normativa vigente en cuanto al Coeficiente de Estabilización de Referencia (C.E.R.) o el Coeficiente de Variación de Salarios (C.V.S.), o el que en el futuro los reemplace, según sea el caso. Las cuestiones materia de recurso, en orden al ajuste del crédito que surge de dicho convenio, han sido examinadas por el señor Procurador en R. 320, L. XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ ejecución hipotecaria".


    Pachi, Raúl Orlando y otro c/ Novas, Víctor Ramón y otro s/ daños y perjuicios


    P. 645, L. XLIII, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Reclamo judicial sobre la base de negocios consignados en dólares. Normativa de emergencia. Inexistencia de pacto de honorarios en dólares e inexigibilidad de la deuda al tiempo de la entrada en vigencia de la ley nº 25.561.


    La Sala Juzgadora dijo que pendiente el reclamo judicial sobre la base de negocios consignados en dólares y el planteo del actor introducido con motivo del dictado de la normativa de emergencia, tal coeficiente actuaba para morigerar el impacto que la modificación del tipo de cambio había producido sobre el valor debido. Desde esta perspectiva, el planteo referente a la inexistencia de pacto de honorarios en dólares e inexigibilidad de la deuda al tiempo de la entrada en vigencia de la ley nº 25.561, no resulta suficiente para conmover el decisorio puesto que aplicó una normativa que alcanzaba a todas las obligaciones de dar sumas de dinero de cualquier causa u origen, judiciales o extrajudiciales, expresadas en moneda extranjera existentes a la sanción de la ley 25.561 (decreto 214/02) y que no se encontraran ya convertidas a pesos (v. arts. 1º y 8º, este último, con la aclaración del art. 2º del decreto 320/02). Cuestión que se encarece a la luz de la doctrina que postula que los trabajos profesionales constituyen la causa de la obligación de pagar honorarios y que, por lo tanto, debe atenderse a la fecha de su realización y no a la del auto regulatorio.


    Querol, José Hernán c/ Krislavin, Raúl Teodoro s/ Cobro de honorarios


    Q. 66, L. XLII, 05 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deuda pública. Deudas en cabeza del INSSJP. Procedimiento para el cálculo de intereses a la luz de lo dispuesto en el marco legal aplicable.


    El art. 91 de la ley 25.725 dispuso la consolidación en el Estado Nacional, en los términos y con los alcances de la ley 23.982, del capítulo V de la ley 25.344 y sus normas reglamentarias y complementarias, de las obligaciones de causa o título anterior al 30 de junio de 2002, que el INSSJP mantenga con personas físicas y jurídicas del sector público o privado, que consistan en el pago de una suma de dinero en los casos que menciona en sus incisos. De conformidad con la ley 25.344, las obligaciones comprendidas en su ámbito, se consolidan con los alcances y en los términos de la ley 23.982 después del reconocimiento firme, en sede administrativa o judicial (art. 13). En ese momento, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece y, en consecuencia, dichas obligaciones únicamente devengan el interés allí previsto, aspecto que no puede ser soslayado en oportunidad de practicarse la liquidación correspondiente. Por su parte, la resolución 267/03 del entonces Ministerio de Economía -reglamentario del art. 91 de la ley 25.725 regula el procedimiento al que deben ajustarse los trámites de consolidación de deudas en el ámbito del INSSJP. En su anexo I, sustituido por la resolución 98/04 del Ministerio de Economía y Producción, establece que las deudas contraídas originariamente en moneda nacional comprendidas en el capítulo V de la ley 25.344 deberán liquidarse hasta el 30 de junio de 2002 conforme a lo dispuesto en el anexo IV de la resolución 459/03 de ese ministerio que, a su vez, remite al procedimiento que determinan los arts. 12, inc. a, y 13 del anexo IV del decreto 1116/00 hasta la fecha mencionada. De tales normas, surge que los créditos a liquidarse judicialmente se expresan a la fecha de corte y a partir de allí devengan solamente un interés equivalente a la tasa promedio de la caja de ahorro común que publique el Banco Central de la República Argentina, capitalizable mensualmente. En consecuencia, no procede incluir intereses en la liquidación a ser aprobada en sede judicial, sino que lo correcto es que se la practique hasta el 30 de junio de 2002 y, de allí en más, el acreedor debe ocurrir a la sede administrativa que corresponda para la determinación y ulterior reclamo de los intereses que devenguen los bonos de consolidación.


    Soldevila, José Alberto c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Laboral.


    S. 355, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deuda pública. Ley 25.344.


    El art. 13 de la ley 25.344 dispone que se consolidan en el Estado Nacional -con los alcances y en la forma dispuesta por la ley 23.982- las obligaciones vencidas o de causa o título posterior al 31 de marzo de 1991 y anterior al 31 de diciembre de 2001, que consistan o se resuelvan en el pago de sumas de dinero (fecha de corte fijada por el art. 58 de la ley 25.725). Como consecuencia de ello, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios (art. 17 de la ley citada). En tales condiciones, sólo subsisten para los acreedores los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece, esto es: exigir el pago en efectivo, en los plazos fijados por ella, o la entrega de los bonos que correspondan (arts. 14 y 15 de la ley 25.344 y 10 del decreto reglamentario 1116/00). Tal circunstancia impone que los interesados se sometan a las disposiciones de la ley y a los métodos administrativos previstos por ella a fin de percibir los créditos que les son reconocidos, pues su aplicación resulta inexcusable en atención al carácter de orden público que revisten (art. 16 de la ley). La subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente.


    Pollicino, Marcelo Oscar c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos.


    P. 471, L. XL, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas. Las obligaciones comprendidas en el ámbito de la ley 23.982 se consolidan después del reconocimiento firme en sede judicial o administrativa.


    Como lo establece el art. 1º de la ley 23.982, las obligaciones comprendidas en su ámbito se consolidan después del reconocimiento firme, en sede judicial o administrativa, de la deuda. Como consecuencia de ello, se produce -en ese momento- la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios (art. 17 de la ley citada). En tales condiciones, sólo subsisten para los acreedores los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece, esto es: exigir el pago en efectivo, en los plazos fijados por ella, o la entrega de los bonos que correspondan. Tal circunstancia impone que los interesados se sometan a las disposiciones de la ley y a los métodos administrativos previstos por ella a fin de percibir los créditos que les son reconocidos, pues su aplicación resulta inexcusable en atención al carácter de orden público que revisten (art. 16 de la ley) lo que trae aparejadas la irrenunciabilidad e imperatividad de esas disposiciones. Cuando las deudas han estado sujetas a controversia reclamada judicial o administrativamente o han sido reconocidas por pronunciamiento judicial, se produce la consolidación aunque pueda considerárselas, por hipótesis, como deudas corrientes vencidas o de causa o título anterior al 1º de abril de 1991.


    IBM de Argentina S.A. c/ Dirección General de Fabricaciones Militares (Ministerio de Defensa) s/ Contrato administrativo.


    I. 114, L. XLIII, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas. Validez constitucional. Obligaciones de causa o título anterior al 30 de junio de 2002 que el INSSJP mantiene con personas físicas y jurídicas del sector público o privado, que consistan en el pago de una suma de dinero. Consideración de la situación personal de la actora. Art. 18 de la ley 25.344. Cancelación del crédito en efectivo. Admisibilidad de recurso extraordinario en la etapa de ejecución de sentencia.


    La declaración de inconstitucionalidad del art. 91 de la ley 25.725 aparece manifiestamente innecesaria para resolver las cuestiones debatidas en el sub lite, toda vez que, al fundarse la decisión impugnada en que la aplicación del régimen de consolidación viola derechos protegidos por la Constitución Nacional debido a la situación personal de la actora, soslaya que precisamente las circunstancias de esa naturaleza fueron tenidas en cuenta por el legislador mediante el precepto contenido en el art. 18 de la ley 25.344. En efecto, la incorporación de esta norma responde a la necesidad de atender en efectivo las obligaciones de aquellos acreedores que se encuentran en las especiales condiciones que describe, sin tener que recurrir a declarar la inconstitucionalidad del régimen, única solución posible antes de sancionarse la ley 25.344, pues la ley 23.982 no contenía una previsión de esa índole. La facultad genérica de que da cuenta el segundo párrafo de esta disposición demuestra la voluntad legislativa de reconocer que en el contexto de casos concretos, tanto la autoridad reglamentaria como el Poder Judicial deberán ponderar las circunstancias particulares con el fin de brindar un resultado acorde con el propósito preambular de afianzar la justicia, en los términos en que ha sido definido por el Alto Tribunal. De encontrarse acreditados los extremos de hecho que requieren el art. 18 de la ley 25.344 y su reglamentación, el crédito de autos debe quedar excluido del régimen de consolidación de deudas y, en consecuencia, procedería su cancelación en efectivo.


    Aliprandi, Luisa c/ PAMI s/ Sumario.


    A. 175, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de la deuda pública. Ley 25.344. Aplicación inexcusable.


    La aplicación de la ley 25.344 a deudas pasibles de ser consolidadas resulta inexcusable toda vez que sus disposiciones -en razón de su carácter de orden público- son imperativas e irrenunciables.


    Franco, Nilda Ester Vda. de Loggio c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) y otros s/ Sumario.


    F. 844, L. XLIII, 23 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Deuda contraída en dólares estadounidenses. Situación de emergencia. Presentación extemporánea. Precedentes “Grillo”, “Bezzi” y “Souto de Adler”. Rechazo del recurso extraordinario.


    A pesar de propiciar la solución que esa Corte proveyó en los fallos "Grillo" y "Bezzi", el interesado no ofrece concretamente solventar con su peculio, el saldo remanente. Con lo cual -de un lado- reproduce la conducta de aprovechar las prerrogativas y no asumir las cargas que ellas conllevan; y -del otro- agrega un elemento que me convence de la falta de asidero real de su propuesta. El interesado hace, pues, una lectura fragmentaria de las sentencias en las que pretende apoyarse. Como bien lo apunta el Sr. Fiscal General in fine, en el fallo “Grillo” V. E. aclaró explícitamente que "... el hecho de que este Tribunal haya considerado razonables las medidas adoptadas para paliar las consecuencias de la grave crisis económica ... no resulta óbice para resolver la cuestión en el sentido indicado, ya que la alteración de los derechos adquiridos que las leyes pueden llegar a disponer circunstancialmente para asegurar el bien común comprometido en la emergencia por desequilibrios económicos o sociales u otros motivos de análogo carácter extraordinario, no pueden alcanzar la inmutabilidad de la cosa juzgada, porque no hay bienestar posible fuera del orden...". Finalmente, lo dicho en la causa "Souto de Adler" tampoco avala la postura del codemandado, desde que aquel fallo se refiere a decisiones anteriores a la entrada en vigencia de las leyes que sucedieron a la crisis. Es más: su invocación parece otro intento tardío de reabrir la discusión ya zanjada, acerca de la moneda en que debe satisfacerse la acreencia, tópico que (además de extemporáneo), extralimita claramente el planteo que generó el recurso. La exigencia de fundamentación autónoma no se abastece con la exposición de una visión jurídica contraria a la del tribunal superior de la causa, puesto que es menester que se refute seriamente la motivación del decisorio en crisis, en cuanto a la inteligencia que se atribuye a las reglas federales en las particulares circunstancias del caso; cosa que no se ha logrado.


    Glucksmann, Martín Enrique c/ Troelsen, Guillermo Henry y otro


    G. 283, L. XLIV, 25 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Emergencia económica. Inaplicabilidad de la pesificación a la financiación de operaciones de comercio exterior realizadas por entidades financieras. Decreto 410/02 y reglamentación del BCRA. Interpretación de las leyes.


    El decreto N° 410/02 excluyó de la conversión a pesos -en lo que aquí respecta- a las financiaciones vinculadas al comercio exterior, otorgadas por las entidades financieras, en los casos, con las condiciones y los requisitos que determine el B.C.R.A. (art. 1°, inc. a). A su vez, la Comunicación "A' 3507 determinó que los saldos al 3/2/02 de las financiaciones en moneda extranjera vigentes al 5/1/02, vinculadas a operaciones de importación, debían ser cancelados en moneda extranjera o en pesos, al tipo de cambio que se pacte libremente. Ahora bien, la circunstancia de que las financiaciones y transferencias de los fondos al exterior destinados a cancelar las deudas por la compra de mercaderías- fueron posteriores a la celebración del contrato de compraventa entre la concursada y el exportador extranjero, no modifica la naturaleza internacional de las obligaciones insinuadas en el concurso, ni su vinculación con las importaciones realizadas. En este contexto, resulta inconducente a los fines considerados, que el crédito del banco acreedor constituya una pre-financiación o una post-financiación de las importaciones en debate, desde que resulta ser una operación independiente de la compraventa internacional pero, sin embargo, se vincula con ella por ser su base causal. Desde otro lado, la norma federal en estudio -Decreto N° 410/02 y Comunicación A N° 3507 - sólo requiere, para exceptuar de la conversión a pesos dispuesta por la Ley N° 25.561 y el Decreto N° 214/02 a las financiaciones otorgadas por los bancos, que se encuentren vinculadas al comercio exterior; situación que, se configura en el presente, considerando que la propia concursada solicitó créditos "para importaciones" garantizados con los títulos de crédito y los fondos fueron girados al extranjero por el banco otorgante del crédito. La excepción de la conversión a pesos, receptada por el Decreto N° 410/02, tiene su fundamento en la naturaleza y características particulares de ese tipo de negocios, naturalmente pactados en moneda extranjera, criterio que no logra modificar la circunstancia de que se trate de una post-financiación de importaciones.


    First Rate S.A. s/ Conc. prev. s/ Inc. de revisión promovido por Banca Nazionale del Lavoro S.A.


    F. 541, L. XLIII, 02 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Emergencia económica. Remisión a los precedentes publicados en Fallos 330:855, 330:5345 y en autos F. 1074 L. XLI “Fedcred S.A. c/ Mazzei, Osvaldo Daniel y otro s/ Ejecución hipotecaria”. Ley N° 25.561 y Dto. N° 214/02. Reajuste equitativo. Decisión de tribunal colegiado: mayoría real y mayoría doctrinaria. Ausencia de arbitrariedad.


    Los agravios presentados en orden a la alegada omisión por parte del a quo del beneficio económico que, según los recurrentes, produjo la devaluación en la economía de la deudora, y los contratos de seguro invocados, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas, por naturaleza, a la instancia extraordinaria. Por otra parte, la divergencia de opiniones o fundamentos de los votantes en un tribunal colegiado, aún cuando con ella no se obtenga mayoría doctrinaria sobre el tema en consideración, no es obstáculo para que se estime lograda una mayoría real, cuando, en definitiva, arriban a la misma conclusión. En relación con los agravios referidos a la imposición de costas e intereses, considero que se reducen a meras discrepancias con la interpretación de normas procesales, de derecho común y valoración de las circunstancias de hecho practicadas por los jueces de la causa, ajenas, como regla y por su naturaleza a la instancia extraordinaria.


    Papamundo S.A. y otra c/ Solvay Indupa S.A.I.C.


    P. 686, L. XLIII, 16 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Pesificación. Excepciones: financiación de operaciones de comercio exterior. Decreto 410/02. BCRA Comunicación A 3507 punto 4. Distribución de pérdidas: cuestiones de política económica ajenas a la incumbencia del Poder Judicial. Precedentes y doctrina de la Corte. Ausencia de afectación del derecho de igualdad art. 16 de la CN. Principio de irretroactividad de la ley: fuente legal; excepciones y límites.


    La distinción practicada en la normativa en cuestión, constituye uno de los supuestos de distribución de las pérdidas derivadas de la crisis a los que se refiere la Corte, basado en la diversa naturaleza que presenta la financiación de operaciones vinculadas al comercio exterior respecto de aquellas relacionadas con operaciones del mercado interno y que no revela móviles arbitrarios o persecutorios. Por lo tanto, la conclusión de la Alzada en orden a que la excepción contempla una situación jurídica diversa -porque la financiación de operaciones de comercio exterior no es equiparable a las del mercado interno- y a que no vulnera el derecho de igualdad consagrado en la Constitución Nacional, resulta razonable. Con relación a la aducida aplicación retroactiva del decreto 410/02, cabe recordar que la Corte ha establecido que el principio de irretroactividad de la ley no emana de la Constitución, sino de la ley, de modo que puede ser derogado por el Congreso cuando el interés general lo exija. Sin embargo, ni el legislador ni el juez pueden, en virtud de una nueva ley o su interpretación, arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido al amparo de la anterior. Y en tal sentido, precisó que no existe afectación de derechos adquiridos cuando la aplicación de la nueva norma comprende los efectos en curso de una relación jurídica pues no le está vedado al legislador establecer o resolver que ella modifique un mero interés, una simple facultad o un derecho en expectativa ya existente. En el caso, no se verifica la afectación de derechos adquiridos porque la normativa impugnada no retrotrae prestaciones ejecutadas, sino que comprende obligaciones en curso de ejecución, que quedaron pendientes de cumplimiento en plena crisis. Y en esas condiciones, no cabe reputarlas incorporadas plena y definitivamente al patrimonio de la actora, sino sometidas a las leyes que, en el marco de la emergencia, reglamentan su ejercicio.


    Centro de Distribuzione Eurolatino S.R.L. c/ Banca Nazionale del Laboro S.A.


    C. 16, L. XLIV, 10 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del rubro del artículo 13 de la ley 24.145: remisión A. 72, L. XLIII, “Akemeir, Federico y otros c/ YPF S.A.” y dictamen de autos R. 320, L. XLII, "Rinaldi, Francisco y otro c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otra s/ ejecución hipotecaria".


    Batres, Rafael Antonio y otros c/ YPF S.A. s/ Art. 13 ley 24.145


    B. 2265, L. XLII, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos R L. XLII 320 “Rinaldi”.


    Vector Construcciones S.R.L. y otro c/ Petrolera del Conosur S.A. s/ ordinario


    V. 452, L. XLIII, 22 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en R. 320, L. XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria", y a los precedentes L. 971, L. XL. “Longobardi, Irene Gwendoline y otros c/ Instituto de Educación Integral San Patricio S.R.L." y F. 1074, L. XLI, "Fecred S.A. c/ Mazzei, Osvaldo Daniel y otro s/ ejecución hipotecaría”.


    Vadillo, Fernando c/ Frangella, Salvador Franco s/ ordinario


    V. 465, L. XLIII, 11 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al precedente L 971 L. XL "Longobardi, Irene Gwendoline y otros" y al precedente S 499 L. XXXIX "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria".


    Zeneca S.A.I.C c/ Agroimpulso Cereales S.A. y otros s/ ejecutivo


    Z. 198, L. XLIII, 21 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Poder Impositivo y Coparticipación


    Acción declarativa. Tasas municipales por inspección de seguridad e higiene. Contraria la Ley de Coparticipación Federal. Aplicación de precedentes de fallos "El Cóndor" y "Unilever". No existe planteo conjunto de una cuestión federal y una local. Competencia de la justicia federal.


    La pretensión de los demandantes consiste en obtener una declaración que haga cesar el estado de incertidumbre en que se encuentran respecto de la pretensión municipal de cobrar un tributo en concepto de "tasa por inspección de seguridad e higiene", en tanto entienden que viola el Régimen de Coparticipación de Impuesto, instituido por la ley 23.548 y por el art. 75, incs. 2° y 3°, de la Constitución Nacional. Por ello, el fuero federal resulta competente para conocer en el sub lite, pues el conflicto -tal como ha sido planteado- no involucra cuestiones cuyo tratamiento corresponda a los tribunales locales, más allá de la naturaleza de los actos que confrontan con las cláusulas constitucionales que rigen el tema y con la ley de Coparticipación Federal de Impuestos, resultando la aplicación e interpretación de estos últimos esencial para la solución del caso bajo examen. El nuevo rango asignado a la coparticipación federal de impuestos por la Convención Constituyente de 1994 y el amplio tratamiento que la Ley Fundamental le dedica después de la reforma, conduce a concluir que la afectación del sistema así establecido involucra, en principio, una cuestión constitucional.


    Arizabalo, Carlos Alberto y otros c/ Municipalidad de Merlo s/ Ordinario.


    A. 139, L. XLIV, 14 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Bien de dominio privado asentado dentro de un Parque Nacional. Aplicación art. 75, inc. 30 de la Constitución Nacional. Límites al ejercicio de los poderes de imposición de una provincia en cuanto pudiese afectar el propósito de interés público de los Establecimientos de utilidad nacional.


    En atención a que el presente litigio versa sobre la sujeción a los tributos del titular dominial de un inmueble y de las actividades realizadas en él, tratándose de un bien de dominio privado que se encuentra asentado dentro del parque nacional resulta aplicable el art. 75, inc. 30, de la Constitución Nacional, denominada "cláusula de los establecimientos de utilidad nacional". La exclusión de la jurisdicción provincial en dichos establecimientos debe circunscribirse a los casos en que su ejercicio interfiera en la satisfacción del propósito de interés público que requiere el establecimiento nacional.


    Lago Espejo Resort S.A. c/ Neuquén, provincia de y otro s/ Acción meramente declarativa.


    L. 686, L. XLI, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Denuncia realizada por una empresa ante la Comisión Federal de Impuestos, contra la Provincia de Buenos Aires, por infracción al régimen de coparticipación federal. Ley provincial que aumenta alícuota en el impuesto sobre los ingresos brutos sobre la actividad de industrialización y expendio de gas natural. Obligación asumida por la Provincia de Buenos Aires de abstenerse de establecer tributos análogos a los nacionales coparticipados a la par que respetar determinadas pautas uniformadoras en los impuestos sobre los ingresos brutos. Competencia de la Comisión Federal de Impuestos: Decidir si los gravámenes nacionales o locales se oponen o no a la ley convenio. Decisión obligatoria para la Nación y provincias adheridas. Procedencia recurso extraordinario. Interpretación y aplicación de leyes.


    Nuestro régimen de coparticipación se basa en un convenio entre partes, esto es el Estado Nacional y las provincias, del cual se desprenden derechos y obligaciones para ellas en tanto signatarias de aquél. De ese régimen, en tanto se plasma en definitiva en un entramado legal -ley nacional y las respectivas leyes locales de adhesión- que involucra la distribución de ciertos tributos nacionales y las correspondientes obligaciones provinciales adquiridas con relación a sus propios sistemas tributarios, se derivan derechos para terceros en calidad de contribuyentes de los fiscos involucrados. En concreto, respecto de la obligación asumida por las partes contratantes de abstenerse de establecer tributos locales análogos a los nacionales y de adecuar sus respectivos impuestos de sellos y sobre los ingresos brutos a ciertas pautas uniformadoras, resulta claro, que de la vigencia de este pacto se genera un derecho para los contribuyentes de los fiscos adheridos. La cuestionada ley local 12.727 meramente contiene un incumplimiento de los compromisos asumidos en su momento, sin que pueda ser considerada como una renuncia al régimen de distribución tributario. La recurrente debe ser considerada "parte" en esta controversia, y lo resuelto por la Comisión Federal de Impuestos la afecta de manera definitiva en la delimitación de sus derechos frente al entramado del sistema de coparticipación. La resolución del Pleno de la mentada Comisión, tiene carácter definitivo respecto de esta controversia -que no puede ser replanteada ulteriormente- y le causa un gravamen irreparable. Es así que está formalmente habilitada la vía del art. 14 de la ley 48.


    Gas Natural Ban S.A. s/ Solicita dictamen de esta Comisión Federal de Impuestos haya emitido.


    G. 28, L. XLIII, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Ilegitimidad de cobro de una contribución municipal. Distinción entre especies tributarias. Tributo que posee carácter de tasa municipal. Requisitos para su cobro: prestación de un servicio referido a algún bien o acto del contribuyente. Resoluciones de jueces inferiores: deber de conformar sus decisiones a las de la Corte Suprema.


    La Corte ha sido categórica al definir la tasa como una categoría tributaria derivada del poder de imperio del Estado, que si bien posee una estructura jurídica análoga al impuesto, se diferencia de éste por el presupuesto de hecho adoptado por la ley, que consiste en el desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado y que, por ello, desde el momento en que el Estado organiza el servicio y lo pone a disposición del particular, éste no puede rehusar su pago aun cuando no haga uso de aquél, o no tenga interés en él, ya que el servicio tiene en mira el interés general. La diferencia entre tasa e impuesto queda indubitablemente determinada por la existencia o no -en sus respectivos presupuestos de hecho- del desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado. La CCIES, al reclamarse en virtud de los servicios municipales referidos en su presupuesto de hecho, no puede ser clasificada como impuesto ya que se trata de una tasa. Esta postura municipal se evidencia contraria a todas luces un requisito fundamental respecto de las tasas, reiteradamente exigido por una extensa y constante jurisprudencia del Tribunal, como es que al cobro de dicho tributo debe corresponder siempre la concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio referido a algo no menos individualizado (bien o acto) del contribuyente. Carecen de fundamento las sentencias de los tribunales inferiores -inclusive, los Superiores Tribunales locales- que se apartan de los precedentes de la Corte sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el Máximo Tribunal en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional.


    Laboratorios Raffo S.A. c/ Municipalidad de Córdoba s/ Plena jurisdicción.


    L. 1303, L. XLII, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Impuesto a las ganancias - salidas no documentadas- del período 1995. Ausencia de disposición alguna que estableciera la "Forma" y "Plazo de presentación" de la declaración jurada del impuesto a las ganancias. Vacío normativo. Imposibilidad de tipificar la conducta bajo el art. 45 de la ley 11.683.


    El vacío normativo existente respecto de la "forma" y "plazo de presentación" de la declaración jurada correspondiente al período 1995 impide tipificar la conducta imputada bajo el art. 45 de la ley 11.683, pues tal subsunción carecería de uno de los elementos requeridos para la figura típica cual es la falta de presentación o presentación inexacta de la declaración jurada en la "forma" y "plazo" fijados por la autoridad de aplicación.


    D' ingianti Rosario Vicente (TF 16331-I) c/ DGI.


    D. 1126, L. XLII, 12 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Pretensión provincial de cobro del impuesto de sellos sobre ofertas de propuestas de prestación de servicios: Afectación ley de coparticipación.


    Las misivas sub examine carecen de la autosuficiencia requerida para exigir el cumplimiento de las obligaciones en ella plasmadas y, por ende, la pretensión tributaria provincial se encuentra en pugna con la obligación asumida en el acápite II del inc. b) del art. 9° de la ley 23.548.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Chaco, provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de certeza.


    E. 407, L. XLI, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia acción declarativa de certeza. Impuesto de sellos sobre propuesta de prestación del servicio público de transporte de gas, enviada en forma de misiva. Ausencia de aceptación expresa de la oferta por parte de la cocontratante. Voluntad manifiesta de las partes. Documento que no reúne los caracteres exigidos por el Código Fiscal provincial y la ley de coparticipación federal a fin de que sea gravado. Pretensión tributaria provincial en pugna con la obligación asumida en el acápite II del inc. b) del art. 9º de la ley 23.548.


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. Para determinar la existencia o no de aceptación de la oferta resulta menester atender, en primer lugar, a la voluntad manifestada en forma expresa por los otorgantes de la convención, pauta fundamental para desentrañar su hermenéutica. En este sentido, la cláusula 12) establece una modalidad propia de consentimiento: que la propuesta se presumirá irrevocablemente aceptada frente a la ausencia de un rechazo expreso dentro del plazo de cinco días de recibida. En estas condiciones, considero que las firmas de los receptores de la oferta, aun con prescindencia de la leyenda "Firmado al solo efecto de su identificación. No constituye aceptación" a la que hice mención anteriormente, no resultan eficaces, por sí solas, para tener por configurada la aceptación. La misiva no reúne los caracteres exigidos por la ley de coparticipación federal, pues su cumplimiento sólo podrá ser exigido por la oferente si previamente acredita que su cocontratante se abstuvo de rechazar expresamente la propuesta dentro del plazo fijado al efecto.


    Distribuidora de Gas Cuyana S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    D. 706, L. XL, 26 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Regulación del Comercio


    Poder de policía sanitario local. Decreto 321/87 de la provincia de Buenos Aires. Colisión con régimen sanitario nacional. Reglamentación del comercio interprovincial: atribución del Poder Legislativo Nacional. Procedencia acción declarativa.


    El poder de policía de seguridad, salubridad y moralidad corresponde a las provincias, toda vez que es una facultad que se han reservado (art. 121 de la Constitución Nacional) y por lo tanto su ejercicio no puede ser invalidado, salvo en aquellos casos en que: 1° la Constitución conceda al Congreso, en términos expresos, un poder exclusivo; 2° el ejercicio de idénticos poderes, haya sido expresamente prohibido a las provincias; 3° que exista una directa y absoluta incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas. La Constitución Nacional otorga al Congreso Nacional, mediante el art. 75, inc. 13, la facultad exclusiva de reglar el comercio con las naciones extranjeras y de las provincias entre sí, estableciendo un ámbito específicamente federal en todas las materias concernientes al comercio y transporte interprovincial e internacional. Tal potestad es ratificada por el art. 126, que prohíbe a las provincias "expedir leyes sobre comercio o navegación interior o exterior". El propósito de la Provincia de Buenos Aires cuando dictó el decreto cuestionado fue regular la totalidad de productos domisanitarios que se comercializan en su jurisdicción, aun aquellos que cuentan con la autorización de la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología, lo cual colisiona con el sistema federal que rige la materia -resoluciones del Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación 708/98 y 709/98, y sus normas reglamentarias y complementarias- y viola, en forma directa, los arts. 75, inc. 13, y 31 de la Constitución Nacional, pues si bien se trata de una cuestión referida al poder de policía sanitaria provincial, su ámbito de aplicación se restringe a los productos que tengan por fin el comercio interno y no a los destinados al comercio interprovincial, en tanto su regulación corresponde con exclusividad a la Nación


    Colgate Palmolive Argentina S.A. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    C. 721, L. XXXIX, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Juicio Político


    Destitución de Gobernador de Provincia. Decisión destitutoria. Cuestión devenida en abstracta. Sanción accesoria de inhabilitación no solicitada en la acusación. Afectación sustancial del derecho de defensa en juicio. Incompatibilidad con los principios que rigen el proceso de destitución por juicio político.


    Sin desconocer que el proceso de juicio político puede culminar con la destitución del funcionario y también con su inhabilitación, lo concreto es que, en el caso, el cuerpo legislativo encargado de evaluar y decidir la acusación se autolimitó y excluyó expresamente la posibilidad de aplicar aquella sanción accesoria. Incluso ni siquiera se adoptó esta decisión cuando el cuerpo legislativo resolvió la destitución del gobernador, sino que recién se incorporó cuando se redactaron sus fundamentos. Por ello, este proceder afectó sustancialmente el derecho de defensa del acusado, en términos incompatibles con los principios que rigen el proceso de remoción en juicio político de ciertos funcionarios. En el caso no se trata de juzgar acerca de la posibilidad de que los cuerpos políticos encargados de este tipo de juzgamiento puedan inhabilitar a los funcionarios sometidos a proceso, sino de poner de manifiesto que, fue el propio órgano el que se auto-limitó al momento de acusar al gobernador -oportunidad en la que excluyó expresamente esta sanción-, extremo que debe ser respetado al momento de resolver, pues de lo contrario se afecta gravemente el procedimiento y el derecho de defensa el acusado.


    Maza, Ángel Eduardo s/ Amparo - Medida cautelar.


    M. 1514, L. XLIII, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Internacional


    Derecho Internacional Privado


    Ejecución de sentencia dictada en el extranjero. Conformación de voto mayoritario. Doctrina y precedentes de la Corte. Exequatur Casamiento celebrado en otro país, con impedimento de ligamen, posteriormente disuelto. Precedentes “Sola” y “Zapata”. Dictamen “Ulloa”. Sentencia del Superior Tribunal Provincial: ausencia de arbitrariedad.


    Al haberse reunido una opinión mayoritaria concordante, en los planos lógico y argumentativo, debe procederse conforme a la directiva, según la cual el modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de la sentencia, es materia ajena al recurso extraordinario; salvo, claro está, circunstancias excepcionales que, no se dan en la especie. Es cierto que -como lo ha enseñado la Corte en otro caso de segundo matrimonio extranjero-, un criterio jurisprudencial sólo puede reiterarse en la medida en que se presenten circunstancias fácticas equivalentes y un análogo marco jurídico (Fallos: 323:1669 consid. 5to.). Pero, precisamente, la pauta que emana de los precedentes, no ha sido objeto de una transposición meramente maquinal, sino que se señalaron y armonizaron los matices propios del conflicto concreto, para concluir en una razonable subsunción, a través de argumentos que, se adecuan a la herramienta conceptual central adoptada por la Corte para llevar a cabo la tarea interpretativa en esta materia. Y, de esa forma, parece que -en definitiva-, no se ha hecho más que observar la directiva de esa Corte en cuanto a que, si bien sus decisiones refieren al caso especifico y no son de observancia obligatoria por parte de los jueces .inferiores, éstos deben conformar lo que resuelvan a los parámetros elaborados por ese alto tribunal (Fallos: 212:51, 160; 303:1769; 307:1094 consid. 2); 325:1227; 326:1138; 328:103). Por otro lado, sabemos que la sentencia implica una operación de adjudicación jurídica, pero este requisito no se circunscribe a la cita de uno o varios textos legales aislados, sino que la idea de ordenamiento normativo lleva en sí misma una visión integradora. A ese nivel, el tribunal de la causa ha ponderado tanto los preceptos del Código Civil citados, como directamente relacionados al caso sometido a juzgamiento, como los términos centrales del thema decidendum, y ha dado expresa explicación acerca de los alcances que les atribuyó a unos y otros, confrontando los componentes de la situación jurídica y ensamblándolos en el marco de las condiciones particulares de autos y del orden público actual, al que subordinó la lectura de la regulación positiva de fuente interna. En ese contexto, el fallo atacado no sólo exhibe una motivación idónea, desde la perspectiva de la doctrina de la arbitrariedad. La conclusión a la que llega -en el sentido de que, en el presente, el sistema jurídico argentino carece de interés en reaccionar frente al matrimonio celebrado en el extranjero e invocado en el ámbito local a los fines sucesorios-, constituye una correcta aplicación del estándar que en ese terreno adoptó la Corte en los precedentes "Solá" y "Zapata", y más recientemente en el fallo recaído in re "Ulloa Alberto s/ Sucesión", que remitió en lo pertinente al dictamen de la Procuración General. Desechadas como han quedado las objeciones que se abordaron más arriba, los restantes argumentos, giran indudablemente en torno a diferencias con el criterio interpretativo de los jueces, y. a posibles errores de apreciación de hechos y de derecho procesal, ajenos a esta instancia extraordinaria. De cualquier modo, cabe destacar que esa inconsistencia de la impugnación se amplifica, desde el enfoque de la arbitrariedad, si se advierte que -a pesar de las reiteradas afirmaciones de los apelantes, acerca de que su señora madre no fue convocada hábilmente por el tribunal extranjero-, aquéllos no han hecho ningún aporte concreto en ese punto. Por lo tanto, no puede tildarse de incoherente la actuación del a quo al asumir, con la mirada propia del exequatur, los datos concernientes a la citación de la allí demandada y al carácter firme del divorcio, contenidos en el instrumento emitido por el tribunal regional de Berlín.


    Behrens, Germán s/ Sucesión


    B. 1074, L. XLIII, 25 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho Internacional Público


    Sujetos. Estado. Órganos Estatales. Representantes Diplomáticos


    Funcionario del servicio exterior. Interpretación normas federales. Cobro de gastos por escolaridad. Mayor costo en Suecia. Resarcimiento desde el comienzo del período escolar. Reconocimiento de derecho.


    La Corte resolvió reiteradamente que, al establecer la inteligencia de normas federales, no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal anterior y del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorga. El derecho a la compensación de los gastos de escolaridad dimana de la propia ley de servicio exterior y su reglamentación y corresponde desde que comienza la prestación de servicio del funcionario en el exterior y acreditados que sean, con el pertinente certificado, los períodos escolares.


    Vignaud, Juan Carlos Roland c/ Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto s/ Proceso de conocimiento.


    V. 434, L. XLIII, 26 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    

  


  
    


    Capítulo V


    Derecho Laboral


    Derecho de la Seguridad Social



    Remisión a lo dispuesto en el dictamen "S.C. B. 1694, L. XXXIX Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Álvarez, Raquel c/ Siembra Seguros s/ ordinarios


    A. 858, L. XLII, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a H. 158, L. XLIII; "Hernández, Blanca E. c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba".


    Ocampo, Jorge Raúl c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Amparo - recurso de inconstitucionalidad


    O. 182, L. XLIII, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a P. 441; L. XLI "Pita Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ personal militar y civil de las FF. AA y de seg.".


    Remisión a P. 441; L. XLI "Pita Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ personal militar y civil de las FF. AA y de seg.".


    Agotegaray, Roberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar


    A. 78, L. XLIII, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda de reajuste de haber previsional a un régimen jubilatorio diferente. Requisitos para obtener el beneficio. Desestimación del recurso de queja.


    La Cámara aplicó correctamente el derecho que regía la cuestión, de acuerdo a los hechos comprobados de la causa, pues no concedió el ajuste reclamado en virtud que la peticionante no cumplía con uno de los requisitos exigidos para obtener el beneficio que pretende, como es el de la edad pues se trata de dos regímenes bien diferenciados y especiales, cuya naturaleza impone que se interpreten en forma restrictiva. Máxime cuando el organismo previsional, precisó que no le correspondía el haber estipulado por la ley 23.895, sino el del decreto 538/75.


    Maniglia, Adriana Dolores c/ A.N.Se.S.


    M. 3168, L. XLI, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda por cumplimiento de régimen de jubilaciones. Precedente “Bryce”. Remisión a lo dictaminado en los autos A. 1661, L. XXXIX, “Acevedo, Nélida B. y otros c/ I.N.S.S.J.P.”. Desestimación de la queja.


    La Cámara, al remitir al antecedente referido, confirió fundamento bastante a su decisión, correspondiendo estar a ella; tanto más, tratándose, en suma, de precedentes de la Corte que concierne, en su caso, al Alto Tribunal, en su actual composición, rever.


    Campanella, Gilberto A. y otros c/ Banco de la Nación Argentina


    C. 3485, L. XLII, 25 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Imprescriptibilidad de los derechos previsionales. Carácter restrictivo de la cosa juzgada administrativa. Sentencia que omite el tratamiento de cuestiones conducentes.


    La Corte ha reiterado que en materia previsional no debe llegarse al desconocimiento de derechos, que cuentan con amparo constitucional, sino con suma cautela, atendiendo al carácter alimentario de las prestaciones y al cometido propio de la seguridad social; es decir: la cobertura integral de las consecuencias negativas producidas por las contingencias sociales. Lo anterior es así, tanto más, hallándose en debate el alcance de un beneficio por invalidez, de carácter integral e irrenunciable por imperativo del artículo 14 bis de la Constitución Nacional Según doctrina de la Corte, a la cosa juzgada administrativa se le debe otorgar un carácter más restrictivo que a la judicial, sobre todo en el contexto de beneficios de la seguridad social, de índole alimentaria, y frente a la eventualidad de un error; llegando, incluso, a referir, en ciertos supuestos, análogo temperamento a un instituto como el de la caducidad de la instancia, en el afán de evitar el riesgo de incurrir en un excesivo ritualismo contrario a la defensa en juicio. La decisión de la a quo no se sustenta conforme es menester y con su temperamento favorable a considerar abstractos los agravios constitucionales esgrimidos por el jubilado, se desatiende un planteo -al menos en parte- prima facie, conducente, lo que torna inválido el fallo recurrido en este aspecto.


    Cuello, Juan Antonio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    C. 506, L. XLIII, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Asignaciones Familiares


    Legitimación activa de una organización sindical para reclamar por régimen de asignación familiar aplicable al sector. Criterio de interpretación de la legislación previsional. Inconstitucionalidad de una resolución administrativa que limita el alcance de una norma relativa a la seguridad social.


    La cuestión principal en debate se sustenta en el pedido de inconstitucionalidad de actos administrativos -resoluciones del CGEP- emanados de un órgano que carece de competencia para el dictado de normas de contenido materialmente asignado por la Carta Magna al Congreso de la Nación (art. 75, inciso 2), sobre la base del principio de supremacía (art. 31 de la C.N.) cuya declaración incumbe a los jueces. Corresponde estudiar primero la admisibilidad del criterio expuesto por los magistrados en cuanto afirman que la entidad sindical carece de interés jurídico en el caso de autos pues además de la representación que ejercen en virtud del mandato constitucional en los casos de incidencia colectiva en general, le incumbe encargarse de representar, frente al estado y los empleadores los intereses individuales y colectivos de los trabajadores (art. 1, 2, 3, 4 y 31 de la ley 23.551). Cuando el legislador quiso excluir alguna actividad de las previsiones del Régimen de Asignaciones Familiares lo hizo expresamente y sólo por excepción en aquellos casos de trabajadores que tuviesen un determinado nivel de ingreso (vgr. arts. 2° y 3°, respectivamente, de la ley 24.714). Por tal razón, donde la ley no distingue, no cabe distinguir; y si bien la norma faculta al Poder Ejecutivo Nacional a establecer la cuantía de las asignaciones familiares impone que las prestaciones a abonarse no podrán ser inferiores a las establecidas en la ley (art. 19, párrafo 3°, de la ley 24.714). Desde esa perspectiva, le asiste razón a la recurrente en cuanto afirma que la Resolución n° 71/1999 -que excluye a los docentes privados del régimen general- y las normas dictadas por el CGEP - que establece un sistema perjudicial a los derechos de los trabajadores- viola los arts. 1, 2 y 3 de la ley 24.714 y las tornan inconstitucionales por su incompetencia, exceso reglamentario y alteración del orden de prelación de las normas de rango superior (arts. 28, 31 99 incisos 2º y 3º de la C.N.). Las resoluciones impugnadas regulan sobre el contenido material de las asignaciones familiares, fijan a esos fines un tope salarial por debajo del legal, exigen una antigüedad mínima en el empleo e imponen una reducción proporcional del beneficio en relación a determinadas condiciones que la ley no requiere todo lo cual en definitiva, resulta perjudicial para los trabajadores, conforme se pudo de manifiesto al comparar el régimen legal con el previsto por el CGEP. Estos extremos no fueron tratados, por el contrario, se exigió, con excesivo rigorismo, la demostración de que los representados por el SADOP no hubiesen percibido lo beneficios que les correspondían cuando la diferencia in pejus era evidente, sin perjuicio de reiterar que el objeto de la pretensión no era cuestionar la razonabilidad de las medidas adoptadas sino la competencia del CGEP para su dictado. El exceso señalado, no condice con la extrema cautela con que deben actuar los jueces, en el tratamiento de beneficios de la seguridad social.


    Sindicato Argentino de Docentes Particulares S.A.Do.P. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    S. 1758, L. XLII, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Fuentes. Decretos


    Inclusión de adicional por título universitario en el régimen jubilatorio de la policía naval: Decreto 2254/02. Pauta interpretativa para determinar el carácter remunerativo de adicional por título universitario.


    No corresponde la inclusión de adicional por título universitario creado por el decreto 2254/02, en el régimen jubilatorio de la policía naval, toda vez que, como pauta interpretativa para determinar el carácter remunerativo de adicional por título universitario, es necesario que ese adicional represente una parte sustancial de la remuneración del personal, aproximadamente un 45% a un 60%.


    Filgueira, Carlos Roberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos y otros s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad.


    F. 276, L. XLIII, 17 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Obras Sociales


    Cobertura integral y cancelación de los montos adeudados respecto de las prestaciones de escolaridad y transporte especial a un menor de edad discapacitado. Cobertura social restringida: posibilidad de ampliación. Derecho a la salud. Recurso de amparo.


    La pretensión que da origen a este proceso tiende a obtener del Estado Nacional, la cobertura integral y la cancelación de los montos adeudados respecto de las prestaciones de escolaridad y transporte especial que brindaría el "Instituto Jhaití" a un niño (afectado, según se denuncia, por una discapacidad mental -Síndrome de Down-). Dichas prestaciones, serían solventadas sólo en parte por la obra social (IOMA). Se trataría, entonces, de una persona especialmente vulnerable -tanto por su menor edad como por la grave patología denunciada-, que cuenta con una cobertura social restringida, de cuya ampliación dependería la continuidad de la prestación asistencial, en curso al momento de iniciarse el expediente. Luego -con las limitaciones que impone esta etapa, y sin que ello condicione el sentido de la resolución final-, no puede ignorarse que el panorama descripto, está vinculado con el derecho a la salud. En dicho contexto, la aproximación al complejo proceso constitucional que es el amparo -instrumento y, a la vez, garantía-, tiene que llevarse a cabo en una línea de equilibrado balance que no desvirtúe su especificidad, pero que tampoco coarte con rigorismos antifuncionales el acceso a una pronta intervención jurisdiccional. Así, si bien este valioso mecanismo no está destinado a reemplazar los medios necesarios para solucionar todo tipo de controversias, su exclusión no puede fundarse en una apreciación meramente ritual, en tanto el objeto del amparo, más que una ordenación o aseguramiento de competencias, es el efectivo resguardo de derechos fundamentales. En cualquier caso, lo anterior lleva a concluir que los distintos procesos podrían iniciarse en forma autónoma; más allá de la eventual acumulación a la que hubiere lugar, en procura de una adecuada concentración judicial. Esto quiere decir que la Cámara no tuvo en cuenta la eventual incidencia de otros criterios elaborados por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, relacionados indudablemente con el tema y que no pueden ser omitidos por los jueces de las instancias anteriores.


    O., N. S. c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    O. 251, L. XLIII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Denegación de una cobertura médica: cuestionamiento de la condición científica y de la efectividad de la terapia propuesta. Procedimiento médico en fase experimental: vacuna T-linfocitaria. Ausencia de aprobación o recomendación por parte de las agencias públicas nacionales y extranjeras. Cuestiones biojurídicas.


    En el caso, la alegación central justifica la denegación de la cobertura a través del cuestionamiento de la condición científica y, por ende, de la efectividad de la terapia propuesta; lo cual deriva a su vez, en otra variable, que es la del coste económico y su incidencia colectiva. En el discurso de la interesada, se despliegan claramente los siguientes componentes argumentativos:- 1º) la obra social se hace cargo en forma integral del tratamiento convencional, indicado por una especialista del Hospital Británico; 2º) en contraposición, el actor propugna un procedimiento médico en fase experimental, que: a) no está demostrado que se adecue a los protocolos internacionales relativos a la investigación médica; b) no presenta aval científico suficiente (publicaciones o reuniones técnicas prestigiosas, nacionales o internacionales); c) no está admitido ni reglamentado por los organismos de control (Ministerio de Salud y Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica -ANMAT-); d) no está recomendado por las instituciones consultadas (Sociedades de Neurología y Esclerosis Múltiple y Academia Nacional de Medicina); y 3º) al administrar fondos destinados a las necesidades de salud grupales, las coberturas deben someterse a evaluaciones rigurosas, por lo que sólo se da respuesta a los gastos cuyo pronóstico de eficiencia, cuente con reconocimiento nacional e internacional. En este sentido la sentencia cuestionada no les prestó una atención mínimamente adecuada o, derechamente, los excluyó de la consideración. Así, tuvo por irrelevante el carácter experimental de la vacuna T-linfocitaria, conclusión que, para guardar cierta coherencia con los términos de la cuestión sujeta a decisión, exigía que se examinaran conjuntamente otros aspectos directamente emparentados, como son los atinentes al cumplimiento de los protocolos científicos, al respaldo en el ámbito médico local o internacional, y al contralor de la autoridad sanitaria. Corresponde tener en cuenta que la ausencia de aprobación o recomendación por parte de las agencias públicas nacionales y extranjeras se desprende de las respuestas emitidas por conspicuas entidades científicas (dos de ellas especializadas en la problemática), como son el Comité Médico Asesor de Esclerosis Múltiple, la Sociedad Argentina de Neurología y la Academia Nacional de Medicina (hecho que le fue propuesto a la alzada. Asimismo, el propio interesado, al par de negar en su escrito inicial, la intervención de ANMAT, admitió la concurrencia de "...otros controles específicos...", y luego aludió a la habilitación del laboratorio, y a las inspecciones que allí se habrían efectuado; afirmó repetidamente que en Estados Unidos la vacuna está reglamentada por la FDA como terapia con células somáticas (aserto que aparecería contradicho por la documental que él mismo acompañó); dijo haber experimentado un importante retroceso, lo cual difiere cualitativamente de la intolerancia a las drogas administradas que alegó más tarde; y, en fin, sostuvo que se trataba de la única alternativa sin probar aunque, a juzgar por lo que surgiría, habría rechazado una opción convencional sugerida por la especialista del Hospital Británico. Naturalmente, lo destacado se ciñe estrictamente a la crítica de la estructura lógica del fallo impugnado, en orden a la tacha de arbitrariedad, y que se refuerza al poner de relieve los interrogantes que presenta este caso, a nivel biojurídico, los cuales -por su especial naturaleza y complejidad-, reclamaban ser dilucidados con mayor detalle y precisión; incluso, con el concurso de expertos o mediante las consultas que habilita el art. 476 CPCCN, en pos de la obtención de evidencias científicas certeras. Desde luego, este último arbitrio se encontraba en manos de los jueces de la causa. Sin embargo, el a quo, frente a una contestación redactada en términos ambiguos, dio por sentado que la exigencia de aprobación de ANMAT es improcedente; y tuvo por suficiente esa sola consideración para cerrar sin más todo el capítulo referido a la regularidad de la práctica, de cara a las exigencias de la comunidad científica y al ejercicio del poder de policía estatal. Este tópico, hace sin duda alguna al núcleo del litigio y reviste una entidad que no permite desecharlo a priori, al abrigo de una brevísima referencia a la antedicha contestación de ANMAT. Simultáneamente, al decidir de ese modo, el tribunal de la causa ha pasado por alto lo relativo a las competencias del Ministerio de Salud, expresamente invocadas por la demandada y mencionadas en la sentencia que debía revisar. Desde esa perspectiva (calificada también por el recordatorio que se hizo frente al tribunal de grado, acerca de la resolución de ANMAT para la utilización compasiva de medicamentos, y a los protocolos diseñados por la comunidad internacional para la investigación clínica aplicada en seres humanos), el carácter experimental del procedimiento está matizado, en este contexto especial, por dos elementos esgrimidos oportunamente (la respetabilidad científica y el ajuste a las pautas de la autoridad de aplicación sanitaria) que resultaban vastamente idóneos como para requerir un análisis que se obvió por completo. En conclusión, el sentido y relevancia de la omisión reseñada en el marco de las características de la situación fáctico-jurídica planteada en esta causa, debe conducir a la descalificación de lo resuelto.


    S., Lucas Mariano c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación y otro s/ Sumarísimo


    S. 740, L. XLIII, 28 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen de obras sociales y Sistema Nacional de Salud. Obra social de los docentes que prestan servicios en establecimientos educativos de gestión privada con o sin aporte de la provincia de Entre Ríos. Inconstitucionalidad decreto 4427/72. Beneficiarios de la Obra Social de Docentes Particulares.


    La ley 23.660 y, en especial el art. 6° de la ley 26.661, excluyen del sistema asistencial nacional únicamente al personal dependiente de los gobiernos provinciales y sus municipalidades y a los jubilados y pensionados del mismo ámbito.


    Obra Social de Docentes Particulares (O.S.D.O.P.) c/ Entre Ríos, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    O. 673, L. XL, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones


    Deceso del de cujus: beneficio de la pensión. Persona separada que convive en aparente matrimonio durante muchos años con su última pareja. Ley 21.965.


    A diferencia de lo acontecido a propósito de la ley n° 17.562, ordenamiento donde se suprimió, como causal de extinción del derecho a pensión, la vida marital de hecho del cónyuge supérstite (v. art. 2°, inc. b, reformado por ley n° 23.570), dicha restricción se mantiene en el texto de la ley especial n° 21.965 (art. 108, inc. a). En tales condiciones, aun en el marco de la falta de indagación por la a quo de la estricta culpabilidad de la actora en su separación del de cujus, aspecto que los jueces interpretaron inconducente con fundamento en su vida marital de hecho con posterioridad a su separación también fáctica, corresponde desestimar el reclamo. Se suma a lo expuesto que es sabido que el beneficio de pensión tiende a cubrir una contingencia de muerte que conlleva el desamparo de las personas que se encontraban vinculadas con el afiliado fallecido, extremo que, en este supuesto, no ha sido acreditado, limitándose a declarar la actora que mediaba separación de hecho del causante y un prolongado concubinato con una pareja posterior, sin hacer referencia a la percepción de alimentos o a que el de cujus hubiera contribuido de alguna manera a su sostenimiento.


    Caino, Marta Isabel c/ Ministerio del Interior y otro s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C. 276, L. XLIV, 26 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Haberes jubilatorios. Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina. Agentes civiles de inteligencia.


    No le asiste razón a la demandada -Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina- al pretender que el haber jubilatorio del actor -agente retirado de la Secretaría de Inteligencia del Estado- debe liquidarse conforme a lo estipulado por los artículos 86, inciso a), 1) del decreto “S” n° 4639/73 y 98 de la ley n° 21.965, toda vez que el juez de grado adujo, en parecer confirmado por la a quo, que las tareas específicas de los agentes civiles de inteligencia difieren de las policiales, existiendo para ellos un régimen especial, tal como lo corroboran antecedentes administrativos. En el citado contexto, corresponde subrayar que no se advierte que el decreto “S” n° 4.639/73 colisione con las normas que la accionada pretende que se apliquen en este aspecto (leyes 19.373 y 21.965) sino que, por el contrario, se complementan, reglamentando los derechos y las obligaciones de los agentes de acuerdo a las funciones específicas de la Secretaría de Inteligencia. Y, en tal sentido, no parece razonable que, como lo pretende esa parte, se deje de lado una norma particular, como lo es el precepto aludido, en pos de aplicar otra que, para el caso, funciona como un marco general (cfse. art. 13, ítem B. 5), de la ley “S” n° 19.373 y art. 98 de la ley n° 21.965).


    Curuchet, Ernesto Norberto c/ Caja Retiros Jubilaciones y pensiones Policía Federal s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C. 1412, L. XXXIX, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Protección previsional que deriva de la muerte de un afiliado: condiciones de satisfacción imposible y regularidad de los aportes.


    A partir de la doctrina que establece que la protección previsional que deriva de la muerte de un afiliado, no está sujeta a condiciones de satisfacción imposible y la regularidad de los aportes no debe ser evaluada sobre la base de considerar sólo un período laboral que no pudo ser completado, cabe concluir, entonces, que le asiste razón a la recurrente. Ello es así por cuanto el causante estaba realizando aportes al momento en que se agravó su estado de salud, razón a la que la demandante atribuyó su falta de continuidad en el cumplimiento de esa obligación, extremo que -vale ponerlo de resalto- la demandada no refutó.


    Barrios, Stella Maris c/ Administración Nacional de Seguridad Social y otro s/ pensiones


    B. 706, L. XL, 22 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Reducción general y temporaria de los haberes de los jubilados: requisitos para su implementación. Posibilidad de que devengan confiscatorias.


    Si bien se asintió, prima facie, a la posibilidad de que se reduzcan para el futuro las prestaciones cuando razones de interés colectivo o bienestar general lo justifiquen -cabría agregar, las exigencias superiores vinculadas a la subsistencia del sistema o a su desenvolvimiento regular-, ello es así en tanto su resultado no devenga confiscatorio o arbitrariamente desproporcionado. Asimismo, no se debe atender a un porcentaje fijo de descuento para determinar la existencia de tales circunstancias, sino que, por el contrario, evaluando las particularidades de cada caso, se han aceptado diversos montos de reducción como no lesivos de los derechos de los agentes en pasividad. En el caso, toda vez que la quita habría ascendido, en una primera etapa (leyes 8472 y 8482), al 45% del haber de pensión y, en una segunda etapa (dec. 1777/95), al 33%, corresponde concluir que tales disminuciones, en principio, superan ampliamente los porcentajes de recortes tolerados históricamente por el Tribunal.


    Hernández, Blanca Estela c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Amparo - recurso de inconstitucionalidad


    H. 158, L. XLIII, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a F. 472; L. XLIV "Fanello Norberto c/ Fondo Compensador de Jubilados y Pensionados Telefónicos".


    Remisión, por analogía, a la causa examinada en el expediente F. 472; L. XLIV "Fanello Norberto c/ Fondo Compensador de Jubilados y Pensionados Telefónicos".


    Acosta, Roberto Pastor c/ Fondo Compensador Para Jubilados y Pensionados Telefónicos s/ Cobro de aportes o contribuciones


    A. 736, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Agente de la Prefectura Naval Argentina pasado a situación de retiro obligatorio. Pago del haber de retiro. Ley 12.992.


    En el sub examine, no se demuestra irrazonable la inteligencia conferida al asunto por los jueces de la causa, con lo que la crítica de la recurrente trasunta mera disconformidad sin dejar en evidencia la sin razón de lo resuelto por la a quo fundada en que, próximo a cumplir quince años de servicios, el actor fue pasado por la Prefectura Naval Argentina a situación de retiro obligatorio (v. art. 8 in fine, ley 12.992).


    Cianciaroso, Pascual Rubén c/ Estado Nacional - Prefectura Naval Argentina s/ Proceso de conocimiento


    C. 191, L. XLIII, 15 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Condena al pago del beneficio del decreto 2054/85. Personal policial retirado. Remisión Fallos: 312:787 y otros.


    La eventual procedencia del agravio relativo a la supuesta condición de personal civil de los Servicios de Inteligencia del Ejército del pretensor, tropieza con dos obstáculos. En primer término, los alcances con que fue concedido el recurso, limitado a la cuestión federal estricta, a la luz de lo establecido por la Corte en los autos S. 1352, L. XL, cons. 3°. Y en segundo, desde que la alegación resulta extemporánea, toda vez que, tras reconocer al actor como personal policial retirado, la demandada recién introdujo el asunto una vez contestada la informativa -donde consta clase, número de beneficio, condición del agente, etc.- y dictada la sentencia de mérito.


    Miguel, Alfredo Remigio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    M. 1336, L. XLII, 27 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio de Transferencia del Sistema Previsional al Estado Nacional. Competencia.


    No corresponde la competencia del fuero federal que en principio habilitaría la procedencia del recurso extraordinario. Pues, más allá que podrían considerarse producto de una reflexión tardía, dado que el tema fue introducido de oficio por el Tribunal que previno, poco antes de dictar su sentencia, lo cierto es que la parte no precisa qué gravamen concreto le causa la tramitación del proceso por ante la justicia local; máxime cuando no le imputa a la ANSES la obligación de hacerse cargo del resultado del litigio y cuando dicho organismo tampoco solicitó la intervención de la justicia federal. En cuanto al fondo de la cuestión, es aplicable al presente caso lo dictaminado en la causa C. 1.529; L. XLII “Cáceres Gordillo, Jorge Octavio c/ Gobierno de la provincia de Tucumán”.


    Frías, Ricardo José c/ Provincia de Tucumán


    F. 1274, L. XLII, 19 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda contra Anses. Beneficio de jubilación ordinaria. Cumplimiento de requisitos para obtenerlo. Constitucionalidad del artículo 3 del decreto 679/95.


    Si bien es cierto que el recurrente no percibió sus haberes jubilatorios desde el momento en que cumplió los requisitos para obtener el beneficio -de acuerdo a lo dispuesto por el organismo previsional- también lo es que ni siquiera menciona alguna causal que le haya imposibilitado –en los siete meses que transcurrieron entre la fecha en que habría adquirido el derecho al beneficio y su efectiva presentación- cumplir con lo estipulado en la normativa atacada. Es imprescindible que el apelante se haga cargo de dicho extremo para arribar a una correcta solución de la causa, pues su omisión torna estéril sus argumentos a la luz de la doctrina del Alto Tribunal, donde se pone de resalto que no pueden invocarse agravios constitucionales cuando el perjuicio sufrido surge de la propia conducta discrecional del recurrente. En este contexto, no es evidente que en el caso se configure una situación que importe admitir que el reglamento cuestionado afecta derechos fundamentales que emanan de nuestra Carta Fundamental; y el actor había iniciado, con anterioridad al proceso que generó el acto administrativo controvertido, un expediente ante el mismo organismo, donde ya se habían acreditado la mayoría de los años de aportes necesarios para obtener su beneficio, hecho que facilitaba la presentación, en el término impugnado, de la solicitud que ahora nos ocupa.


    Ruidiaz, José Luis c/ Anses s/ Impugnación fecha inicial de pago


    R. 460, L. XXXVIII, 29 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Diferencias reclamadas en el haber previsional. Remisión a lo dictaminado en los autos C. 1.529; L. XLII "Cáceres Gordillo Jorge Octavio c/ Gobierno de la provincia de Tucumán". Ley 7.652. Rechazo del recurso.


    En cuanto al planteo referido a lo estipulado por la ley 7.652, deberán ser desestimados, toda vez que se trata de una normativa local que fue interpretada por el Superior de la provincia y, más allá que la recurrente no esgrimió argumentos válidos para conmover a la solución arribada por ese Tribunal, sus conclusiones no aparecen como manifiestamente irrazonables. Conforme a lo expresado, no se advierte la arbitrariedad que se invoca, y por tanto la sentencia controvertida tiene fundamentos en preceptos de naturaleza común y local que resultan suficientes para la solución integral del caso y que no estamos en presencia de desaciertos u omisiones que sean susceptibles de descalificar a la resolución impugnada como acto judicial.


    Guerineau, Horacio Laurindo c/ Gobierno de la Provincia de Tucumán


    G. 2242, L. XLII, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Haber previsional: régimen especial de jubilaciones. Normativa local. Analogía con la causa "Vassia": estatus de jubilado obtenido a través de programa de retiro voluntario.


    La decisión de los magistrados actuantes se fundó en los hechos y pruebas del caso y en la inteligencia que otorgaron a normas de derecho público local, a raíz de la cual llegaron a la conclusión que los artículos 3° y 4° de la ley 2.212 citados se apartaron de las normas sobre cuya base los actores obtuvieron su beneficio jubilatorio; como así también de la doctrina sentada por el Superior local, en violación de garantías establecidas por la Ley Suprema. Es decir, que lo resuelto tiene sustento en disposiciones de derecho local y ha reconocido, además, la prominencia de la Constitución Nacional respecto de actos provinciales, por lo que el recurso intentado es improcedente. Tal como sucedió en la causa "Vassia" y, ante una nueva modificación a los derechos determinados en la ley de obtención del beneficio previsional, el juzgador reconoció en definitiva, y con fundamento bastante, que cuando el afiliado ejerció la opción bajo una determinada normativa, ésta lo invistió del "status" de jubilado atribuyéndole el derecho a transformar tal beneficio en jubilación ordinaria al reunir la edad requerida, con la correspondiente adecuación del monto de su haber jubilatorio.


    Cafardo, Nelson, Ferretuans, Juan Matías, Sardi, José Edgardo y Torino, Walter Aníbal c/ Instituto de Seguridad Social s/ demanda contencioso administrativa


    C. 1517, L. XLIII, 31 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Pensión solicitada por conviviente del mismo sexo. Carácter alimentario de la prestación. Aplicación del principio de economía y celeridad procesal: se remita al juez competente sin más trámite. Análisis de las leyes 24.463, 24.655 En cuanto al fondo, se remite a la S.C.M.N" 2230, L. XL; caratulado: "M. J. J. c/ AN.Se.S. y otros".


    A fin de evitar el peligro de una eventual caducidad de derechos de eminente naturaleza alimentaria, como la Corte ya lo ha hecho en otras oportunidades, podría reencauzar este proceso conforme lo resuelto por la Sala (vía reglada por el art. 15 de la ley 24.463). Cabe recordar que el Máximo Tribunal ha establecido que, los jueces deben interpretar con la máxima prudencia las leyes previsionales, especialmente cuando un criterio restrictivo en esa materia puede conducir a la pérdida de un derecho de aquella índole. La cuestión planteada hace necesario señalar la doctrina sentada por la Corte en lo referente a que las leyes 24.463 y 24,655, las cuales sustituyeron los regímenes legales anteriores, introdujeron importantes reformas al procedimiento judicial de la seguridad social, tales como la federalización del fuero y la creación de la primera instancia, Se estableció a partir de estas normas, que las resoluciones de la ANSeS, debían impugnarse ante los juzgados de la Capital Federal que se creaban y ante los federales con asiento en las provincias, dentro del plazo de caducidad previsto por el art. 25 de la ley 19.549, mediante demanda de conocimiento pleno a tramitar por las reglas del proceso sumaria del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Además se dispuso que la ANSeS actuaría como parte demandada (art. 15 de la citada ley 24.463). Por otro lado, no es ocioso mencionar, que recientemente ha sido sancionada la Resolución 671/2008 del AN.Se.S., la cual incluye, en su artículo primero, a los convivientes del mismo sexo dentro de los alcances del artículo 53 de la ley 24.241. Considerando las particulares circunstancias que rodean al caso pues, de un lado, al haberse rechazado in límine la presente acción, no se ordenó -consecuentemente- el traslado de la misma al ente previsional; y de otro, desde el inicio de estas actuaciones han transcurrido más de 3 años, con el fin de evitar nuevas demoras y atendiendo al principio de economía y celeridad procesal, se aconseja que prosiga conociendo en el juicio, con prescindencia del nomen juris utilizado por el peticionante, el juez competente ante quien se encausó la demanda y se substancie sin más el trámite.


    González Roberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    G. 2072, L. XLII, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Reclamo previsional. Juez provincial. Convenio de Transferencia del Sistema Provincial de Previsión Social a la nación. Beneficios objeto del traspaso a cargo de ANSeS. Planteo de incompetencia tardíamente introducido. Inexistencia de gravedad institucional.


    Los agravios expuestos no pueden prosperar por cuanto no se configura ningún supuesto de excepción. Ello es así pues, más allá de la naturaleza local de los fundamentos en los que la demandada basa los agravios traídos a esta instancia, son una mera repetición de los ya esbozados en anteriores oportunidades y, lo cierto es que traducen exclusivamente una discrepancia con las conclusiones a las que arribó la Cámara en esa materia sin conmoverlas, tal como lo precisó el Superior de Tucumán. Los camaristas basaron su sentencia no en leyes derogadas como lo presenta la quejosa, sino en jurisprudencia, tanto de su propio tribunal como de la Corte provincial que, si bien se referían al marco normativo vigente en aquel momento, significó -en palabras de los mismos magistrados- un verdadero marco legal de las condiciones de validez constitucional del traspaso del sistema jubilatorio, independiente de las normativas referidas. La Corte ya reconoció en cabeza de la provincia de Tucumán la obligación de satisfacer los montos reclamados en las causas como las que ahora se analiza pues, en ocasión de pronunciarse en la causa U. 80; L. 32, “Unión del Personal Civil de la Nación -Sección Tucumán- c/ provincia de Tucumán” puso de resalto que la doctrina legal allí propuesta por el Superior local había sido adoptada en las normas que ratificaron el Convenio citado, toda vez que de su cláusula decimosexta se desprendía la responsabilidad integral e ilimitada asumida por la provincia por las consecuencias de cualquier acción judicial promovida por los titulares de los beneficios previsionales comprendidos en la transferencia del sistema. Tampoco corresponde declarar la inconstitucionalidad de las cláusulas del Convenio de traspaso que otorgaban una movilidad diferente a los retirados de las fuerzas de seguridad locales, con el fin de equipararlos a los demás beneficiarios del sistema, pues resulta claro que ese objetivo se cumplía, haciendo efectiva la responsabilidad que le cabía al Estado provincial en cuanto a que los montos de los haberes previsionales de estos últimos se correspondan con los otorgados por las leyes en virtud de las cuales obtuvieron su beneficio. El dictado de la ley local 7652 que reconoce el pago, a partir del 10 de septiembre de 2005 de montos como los reclamados en el sub-lite, ha vuelto abstracto el planteo de autos en torno al lapso que abarca esa ley, circunstancia que torna su tratamiento inoficioso. Ello, de acuerdo la doctrina del Tribunal que estipula que si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto de la litis, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos preceptos, en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir. En consecuencia el planteo del actor queda circunscripto a los períodos transcurridos entre el 1/5/97 y el 1/9/05. Se deben rechazar los planteos sobre arbitrariedad, máxime cuando en casos como el de autos, dicha doctrina es particularmente restringida y declararlos abstractos respecto a las sumas debidas con posterioridad al 1 de septiembre de 2005, por lo que corresponde desestimar la queja intentada.


    Cáceres Gordillo, Jorge Octavio c/ Gobierno de la Provincia de Tucumán


    C. 1529, L. XLII, 10 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa C 1517; L. XLIII "Cafardo, Nelson; Ferretjans, Juan Matías; Sardi, José Edgardo; Torino, Walter Aníbal c/ Instituto de Seguridad Social s/ demanda contencioso administrativa".


    Ordoñez, Etel Aulogia c/ Instituto de Seguridad Social s/ demanda contencioso administrativa


    O. 84, L. XLIII, 31 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en C. 1.529; L. XLII "Cáceres Gordillo c/ Gobierno de la provincia de Tucumán”, F. 1.274; L. XLII "Frías, Ricardo José c/ Gobierno de la provincia de Tucumán” y G. 2.242; L. XLII "Guerineau, Horacio c/ Gobierno de la provincia de Tucumán”.


    Sosa, Ismael Benigno c/ Provincia de Tucumán s/ Cobro


    S. 2148, L. XLII, 16 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en C. 506, L XLIII; "Cuello, Juan Antonio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social"


    Olguín, María Petrona c/ Anses s/ inconstitucionalidades varias


    O. 381, L. XLI, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Funcionamiento


    Derecho del interesado para jubilarse o el de sus sucesores para obtener pensión: régimen jurídico.


    El derecho del interesado para jubilarse o el de sus sucesores para obtener pensión, se rige en principio, y salvo precepto legal en contrario, por las disposiciones en vigor a la fecha de la cesación en el servicio o del fallecimiento del causante en su caso, criterio receptado por la Ley 18.037.


    Arcuri Rojas, Elsa c/ ANSES


    A. 514, L. XL, 16 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Regímenes


    Recurso extraordinario federal. Reajuste del haber jubilatorio. Actualización de los salarios del actor. Índice de movilidad. Precedente “Badaro”.


    La Corte Suprema de la Nación ha sostenido que el régimen normativo en materia de convertibilidad, no ha tenido, ni expresa ni implícitamente, en miras modificar la reglamentación del artículo 14 bis de la Constitución Nacional. Asimismo, el Tribunal ha propiciado una interpretación sistemática del ordenamiento jurídico aplicable en materia previsional puntualizado que no existe fundamento válido que justifique retacear los ajustes de los haberes de los jubilados. No resulta irrazonable la decisión de los jueces de la causa que ordenaron al organismo previsional realizar el cálculo del haber de inicio sin las limitaciones temporales en cuestión, desde que el apelante no ha aportado argumentos idóneos que permitan descalificar lo resuelto en el marco de los referidos principios constitucionales. Y si bien en la citada causa “Sánchez” el Máximo Tribunal resolvió una cuestión relacionada con la movilidad jubilatoria en el marco de las disposiciones de la ley 18037 –anterior a la ley 23928- es claro que tal principio de equilibrio en las prestaciones también emana de los regímenes en materia jubilatoria dictados con posterioridad a la ley de convertibilidad –leyes 24241, 24463, entre otras- y el organismo previsional no ha logrado demostrar –más allá de su insistencia genérica en la prohibición de actualización- la inadmisibilidad de la extensión de tales criterios al cálculo de las prestaciones básicas ni eventuales desproporciones que dogmáticamente invoca entre los haberes del personal en actividad y el haber jubilatorio.


    Elliff, Alberto c/ ANSES s/ Reajustes varios.


    E. 131, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Capitalización. Prestaciones


    Recurso ordinario de apelación contra fallo de la Cámara Federal de la Seguridad Social. Rechazo de pensión por incumplimiento de los requisitos previstos en la ley 24.241. Falta de fundamentación del recurso.


    En primer término, se considera formalmente admisible el presente recurso, por cuanto se dirige contra una sentencia definitiva de una de las Salas de la Cámara Federal de la Seguridad Social y la vía ordinaria estaba expresamente prevista para este tipo de decisiones al momento de su interposición. La ley aplicable al caso bajo examen es la 24.241, pues era la norma vigente al momento del hecho generador del beneficio, no encontrándose acreditado en el sub-lite que se hubieran cumplido los requisitos allí exigidos para el otorgamiento de la pensión solicitada. En cuanto al fondo de la cuestión, estimo que no le asiste razón a la recurrente, pues no fundamenta como es menester su agravio central dirigido a sostener que el nuevo sistema jubilatorio es regresivo respecto de su predecesor, visto a la luz del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales referido. Ello es así, pues tan delicado extremo debió haber sido fundamentado en forma precisa y acabada, realizando un análisis profundo de la cuestión, resultando insuficientes, a tal efecto -desde mi punto de vista- la sola mención de una parte del artículo 2.1 de dicho acuerdo y la única afirmación relacionada con la violación del principio mencionado.


    García Cancino, María Angélica c/ Máxima A.F.J.P. S.A.


    G. 2033, L. XXXIX, 20 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Reparto


    Cadete policial demanda beneficio previsional. Minusvalía “en y por acto de servicio”. Previa petición de baja del servicio. Excesivo rigor formal. Fines tuitivos de la seguridad social.


    Asiste razón a la recurrente, y es que, el temperamento de la Cámara, compartido por el inferior, trasunta un excesivo rigor formal que desatiende o desnaturaliza los fines tuitivos superiores que inspiran la seguridad social. Lo anterior es así, tan pronto se advierte que, encontrándose fuera de debate -como anota el juez de grado- lo referido a la minusvalía "en y por acto de servicio" del actor, la inteligencia conferida por los jueces al hecho de la baja solicitada por éste se aprecia falta de razonabilidad, toda vez que se trataría de un entonces cadete policial -menor de edad- quien, en circunstancias personales penosas -sobre las que se explaya la parte, sin respuesta de la contraria, y sin asistencia de ninguna índole, habría formalizado tal petición. Recuérdese que, conforme ha reiterado la Corte Suprema, en materia de seguridad social no debe llegarse al desconocimiento de derechos sino con suma cautela, encontrándose en debate, en el supuesto, eventuales derechos de un individuo que portaría una importante minusvalía psicofísica.


    Loperfido, Guillermo Daniel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg.


    L. 1611, L. XLI, 27 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Reajuste del haber jubilatorio. Prestación básica universal, prestación compensatoria y prestación adicional por permanencia: pautas de cálculo. Precedente “Sánchez”. Remisión a lo dictaminado en los autos E. 131, XLIV, “Eliff, Alberto José c/ Anses s/ Reajustes varios”.


    La Cámara no aplicó erróneamente la doctrina de los autos Sánchez que se refiere a un supuesto diverso, sino que, a partir de dicho precedente, adoptó frente a la ausencia de otro mecanismo, el sistema de movilidad estipulado por la ley 18037 vigente en el período 91/95. Luego, utilizó el parámetro de dicha norma a fin de actualizar los salarios percibidos por el actor en ese lapso, para posteriormente, calcular el monto inicial tanto de la Prestación Complementaria como de la Prestación Adicional por Permanencia, según lo estipulado por los artículos 24 y 30 de la ley 24.241. Entonces queda aclarado que no hubo un error del juzgador en este punto. Asimismo, la doctrina sentada en la causa "Jalil", que la recurrente cita como sustento de su posición, no es aplicable al sub-lite pues, en dicho precedente, se ventilaron circunstancias fácticas y procesales apreciablemente disímiles del caso que nos ocupa; máxime cuando, por su naturaleza, son ajenas a esta instancia de excepción.


    Martínez, Nardo c/ ANSeS s/ Reajustes varios


    M. 1246, L. XLII, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Pensión por Fallecimiento


    Pensión por viudez de la mujer separada de hecho. Exégesis arbitraria del art. 27 de la Ley N° 8349 (Caja de Previsión Social de Profesionales en Ciencias Económicas de la Provincia de Córdoba). Responsabilidad de la peticionaria en la separación no acreditada fehacientemente.


    En la especie, el Tribunal Superior de Justicia de la provincia de Córdoba, había sujetado el otorgamiento de la pensión a la percepción previa de una cuota alimentaria, sosteniendo que los parámetros aplicables en la materia privilegian el carácter sustitutivo de la pensión, instituto cuyo único fin es mantener la situación existencial de quienes con anterioridad al fallecimiento del causante gozaran de ese tipo de contribución. La Procuración estimó que -no obstante tratarse de normas de derecho local, ajenas como regla al remedio federal-, debía admitirse el recurso, puesto que la Corte provincial realizó una interpretación arbitraria que equivale a prescindir de la ley aplicable. En este sentido, apuntó fundamentalmente que -de la categórica redacción de la ley n° 8349-, se sigue que el derecho de la cónyuge supérstite no culpable, no está sujeto a ningún recaudo adicional, ni debe -por ende- condicionarse a una relación alimentaria preexistente. Concluyó que, al desviarse injustificadamente de las pautas legales, introduciendo una distinción que no resulta ni de la literalidad del precepto, ni de su integración dentro del marco regulatorio de la Ley N° 8349 y la Resolución General reglamentaria N° 4/99, la sentencia incurre en arbitrariedad. Finalmente, ponderando la índole de la materia objeto de debate, este Ministerio aconsejó que se abordara directamente la concurrencia o no en el caso del único requisito legal dirimente (la culpabilidad del cónyuge supérstite). En ese orden, se remitió a la doctrina del Máximo Tribunal de la Nación, en el sentido de que no es posible fulminar con una sanción tal como la pérdida del derecho a pensión, a aquellas personas cuya responsabilidad en la separación no haya sido acreditada fehacientemente. A este temperamento adhirió la Corte suprema de Justicia de la Nación, por remisión al dictamen, con fecha 4/8/2009.


    Bertapelle Viuda de Aristimuño, Martha E. c/ Caja de Previsión de Profesionales de Ciencias Económicas s/ plena jurisdicción - recurso de casación


    B. 2467, L. XLI, 27 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso declarado desierto: no puede interpretarse como fallo sobre el fondo. Pensión compartida entre ex cónyuge y viuda: porcentaje que no debe superar el fijado judicialmente al determinar los alimentos. Remisión a Fallos: 329:2830.


    Es doctrina de la Corte que las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada, no son, debido a su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía del art.14 de la ley 48, salvo entre otras hipótesis, que lo resuelto revele un exceso ritual notorio susceptible de frustrar la garantía de defensa en juicio que asiste a las partes. No se configura en el sub lite el supuesto de excepción que justifique el apartamiento de tal principio, por cuanto, en este aspecto el pronunciamiento quedó firme, no siendo el recurso extraordinario en estudio la oportunidad para reeditar cuestiones procesales fenecidas. Por otra parte, desde que la alzada más allá de las anomalías procesales que evidencia el trámite conferido al proceso luego del dictado de la sentencia de primera instancia -el, que fue oportunamente, consentido por los litigantes, se limitó, en su primera intervención en autos, a declarar desierto el recurso, decisión que no puede interpretarse como un estudio del fondo de la cuestión en debate. Y en ese contexto no cabe considerar que los jueces hayan incurrido en contradicción alguna con su anterior pronunciamiento.


    Romero, María Cristina c/ ANSeS s/ Restitución de haber


    R. 1351, L. XLII, 06 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Retiro por Invalidez


    Pensión por invalidez: cuestiones a considerar más allá del quantum incapacitante en los casos de no alcanzar el mínimo legal. Escasas posibilidades reinserción laboral.


    La Cámara Federal de la Seguridad Social, concedió el retiro por invalidez solicitado. Para así decidir, sostuvo que, pese a que el accionante padece una minusvalía menor a la mínima establecida para acogerse al beneficio previsional, se encontraba inhabilitado laboralmente, en virtud de las características coordinadas de la enfermedad que padece y de su actividad laboral. El sentenciador valoró la circunstancia descripta en el informe del representante del Cuerpo Médico Forense, donde, más allá de confirmar el quantum incapacitante, quedó claro que por la dolencia sufrida por el pretensor y la obesidad presente a su edad -en aquel momento 59 años- una prolongada actividad de pie, propia de su oficio -maestro panadero- sería desfavorable a su salud. Asimismo, el a-quo tuvo en cuenta el grado de imposibilidad del actor de seguir ejerciendo su profesión, a partir de la dolencia que sufre, además de atender a limitaciones que agudizan su situación, como ser su edad (en la actualidad 62 años) y su nivel cultural (cuarto grado de primaria) que claramente, evidencian que el peticionante carece de posibilidades ciertas de reinsertarse en el mercado laboral actual, en concordancia con lo sostenido reiteradamente por el Alto Tribunal en similares causas.


    Staurakis, Elvio Raúl c/ Máxima A.F.J.P. y otro s/ Retiro por invalidez (art. 49 P4 ley 24.241)


    S. 460, L. XLII, 01 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho Individual del Trabajo


    Contrato de Trabajo


    Extinción


    Diferencias salariales e indemnización por despido. Momento de inicio y cese de la relación laboral. Inexistencia de arbitrariedad.


    La valoración que realizó el a quo de la prueba, con argumentos no federales, más allá de su acierto o su error, resultan suficientes para sustentar la sentencia e impiden su descalificación como acto judicial. No concurren los requisitos de arbitrariedad por la circunstancia que el tribunal apelado haya dado preferencia a determinado elemento probatorio sobre otro, como así tampoco las discrepancias manifestadas por el apelante, respecto de la ponderación de las pruebas efectuadas por los jueces de la causa. En cuanto al planteo de inconstitucionalidad del art. 92 bis de la LCT que regula el período de prueba, corresponde su rechazo ya que no fue mantenido a lo largo de todo el proceso, y tal omisión importa tácitamente consentir la decisión de la sentencia impugnada. Ello es así por cuanto, la decisión del a quo de no abordar la discusión porque la consideró resorte exclusivo de la legislatura y no una cuestión justiciable, no fue uno de los puntos traídos al debate ante la alzada. Tal omisión importa tácitamente consentir, respecto de este aspecto, la decisión de la sentencia impugnada ante la Corte. En efecto, si bien la disputa fue introducida con la demanda y respondida oportunamente por la contraria, la recurrente nada dijo -declarada abstracta dicha cuestión por la primera instancia-, cuando debió hacerlo; y, aunque la decisión fue favorable a su petición, no se hizo cargo de que la apelación de la demandada. Y su posible admisibilidad resultaba un evento previsible que la obligaba a introducir todas aquellas defensas que ahora, como producto de una reflexión tardía intentan replantear.


    Rodríguez, Gisela Silvina c/ Farmacity s/ Despido


    R. 911, L. XLII, 29 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Empresas de seguridad. Art. 30 de la LCT: solidaridad. Características del vínculo acreditado entre las empresas. Sentencia arbitraria.


    Los presupuestos fácticos previstos en la Ley de Contrato de Trabajo, a fin de imponer la solidaridad a las empresas, deben establecerse en cada supuesto atendiendo al tipo de vinculación y a las circunstancias particulares que se hayan acreditado. En el caso, sobre dichos extremos se explayaron ante el juez de grado como el voto minoritario de la Alzada, poniendo de resalto, en lo que interesa, que: a) la accionada principal quedó incursa en la situación de rebeldía legislada en el artículo 71 de la ley n° 18.345; b) la responsabilidad solidaria emerge nítida del contrato mercantil que relacionó a ambas empresas; c) los testimonios patentizan que ADT no cumplimentó los controles establecidos en el artículo 30 de la LCT y a los cuales se obligó bilateralmente; d) los contratos utilizados por los vendedores de TSG debían estar aprobados por la co-demandada ADT y el servicio quedaba perfeccionado entre ésta firma y el usuario; e) la comercialización -"... en cualquier forma de las legalmente previstas... "-, con relación a los proyectos tecnológicos en las áreas de comunicaciones, seguridad y alarmas, se encuentra específicamente normada en el objeto social de la co-demandada ADT, por lo que hace a la actividad normal y específica del establecimiento; f) el contrato incluye fuertes obligaciones de información impuestas a TSG, con relación a su personal, respecto de ADT; g) el personal de TSG utilizaba uniformes y papelería con lagos y membresías que incluían a ADT; h) la tarea de promoción y venta de los servicios ofrecidos por ADT importa una faceta más de la actividad que ésta desarrolla y el medio para que el consumidor quede ligado a la empresa proveedora; i) el contrato trasunta la existencia de vinculaciones sustanciales entre ambas sociedades, incluso en el nivel de co-financiación de determinados costos; así como el mantenimiento del control, por ADT, sobre las diferentes facetas de la actividad; etc. Lo que se agrega que lo reseñado coincide, sustancialmente, con lo explicitado al emitir dictamen en los autos M 1264, L. XXXIX; "Makarski, Javier Martín c/ The Security Group S.A. y otro".


    Villarreal, Martín c/ The Security Group S.A. y otro s/ despido


    V. 54, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Rechazo de la indemnización del artículo 80 de la Ley de Contrato de Trabajo. Improcedencia del recurso de queja: mera disconformidad con lo resuelto.


    Involucrando lo debatido extremos no federales criticados en el marco de la doctrina sobre sentencias arbitrarias, de índole excepcional e incompatible con razones que, allende su grado de acierto, alcancen para sustentar lo resuelto, la tacha debe descartarse pues la censura solo trasunta disconformidad con el fallo. Y es que la recurrente fracasa en su empeño por dejar en evidencia el severo error de interpretación en que habría incurrido la Sala; especialmente, a la luz del razonable señalamiento de la a quo en torno a la no invocación por la empleadora de incumplimientos baladíes o circunstancias falsas y de lo establecido por el artículo 2°, párrafo 2°, de la ley 25.323.


    Sarthou, Juan José c/ Siembra AFJP S.A. s/ despido


    S. 1027, L. XLIII, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Clasificación. Según la Voluntad que la Motiva. Causas Ajenas a la Voluntad de las Partes. Que Afectan al Trabajador. Muerte


    Demanda de indemnización por fallecimiento de un trabajador a favor del conviviente del mismo género. Remisión al caso M. 2230 L. XL “Miguez Juan José c/ ANSES y otro”.


    Rigamonti, Carlos Alberto c/ Amsa S.A. s/ indem. por fallecimiento


    R. 449, L. XLIII, 10 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Por Voluntad del Empleador. Despido


    Interpretación de la ley: antecedentes parlamentarios que fijan sus objetivos. Alcances del término “tributo” contenido en el art. 10 de la ley nº 24.587. Suspensión de la prescripción de las acciones del Estado referidas su determinación y percepción.


    Si bien la Corte tiene establecido que las decisiones recaídas en juicios ejecutivos no constituyen por regla la sentencia definitiva del artículo 14 de la ley n° 48, no menos cierto es que admitió como excepción el caso en que lo resuelto suscite verosímilmente un agravio difícil de conjurar mediante el juicio ordinario posterior. Tal es el supuesto del sublite, pues el fallo objetado desestimó la defensa de prescripción, lo que supone dar curso al apremio, sin que el agravio que de ello resulte pueda ser revisado en el trámite ulterior, donde no sería ya admisible. La norma refiere a la suspensión –por el término de un año- del curso de la prescripción “…del curso de las acciones y poderes fiscales para determinar y exigir el pago de tributos cuya aplicación, percepción y fiscalización está a cargo de la Dirección General Impositiva…”, suspensión que comprenderá “…a la totalidad de los contribuyentes y responsables, estén o no inscriptos ante la Dirección…”, siendo que aquí no se debate la inclusión de la quejosa en un régimen general de facilidades ni su carácter de contribuyente o responsable, ni finalmente que se trate de una obligación cuya recaudación se encuentre a cargo de la pretensora, como tampoco el alcance personal de la norma. En fecha reciente, la Corte explicitó que la categoría jurídica de los aportes y contribuciones de la seguridad social y demás contribuciones obligatorias de orden asistencial, como las de obras sociales, integran el género de los tributos a los efectos del principio de legalidad fiscal (S. 151, L. XXXVII; "San Juan, Provincia de c/ A.F.I.P. s/ impugnación de deuda"); sin que, por otra parte, la impugnante consiga dejar en evidencia, a los fines debatidos, la índole irrazonable de la inteligencia conferida al asunto por el Juzgador.


    Fisco Nacional c/ Asociación de Trabajadores de la Sanidad Argentina de Bahía Blanca s/ ejecución fiscal


    F. 1139, L. XLII, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Ley provincial nº 2.351 y Ley de Contrato de Trabajo: divergencias. Jubilación anticipada e indemnización por despido: institutos disímiles. Protección contra el despido arbitrario. Indemnización agravada por estabilidad gremial. Despido indirecto. Sentencia infundada y dogmática.


    Los argumentos del a quo que interpretan que la norma provincial otorgó un haber jubilatorio alternativo de la indemnización por preaviso y antigüedad, "por tratarse de dos instituciones sustancialmente análogas en punto a la naturaleza sustitutiva de la prestación que se configura con motivo de la extinción de la relación laboral", se apartan de una interpretación auténtica y razonable de la norma local que disponía -reunidos ciertos requisitos una "Jubilación de Excepción Anticipada" (arts. 39 a 44 de la ley n° 2351). Ello es así, pues de la ley en cuestión no surge que la legislatura provincial otorgara dicho beneficio en reemplazo del régimen indemnizatorio consagrado por la ley de contrato de trabajo en los casos de extinción de ese vínculo. Además, es claro el dogmatismo que encierra la asimilación de institutos disímiles como son el haber jubilatorio y la reparación por el despido de un trabajador. Tampoco surge de su texto similitud alguna con el artículo 252 de la LCT que establece como causa de extinción del contrato de trabajo que el trabajador se encuentre en condiciones de acceder a los beneficios previstos en la Ley que regula el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones (n° 24.241) con previo aviso de un año de anticipación. Se advierte que el a quo realiza una inaceptable valoración de constancias relevantes para la correcta solución del litigio, que impiden considerar al pronunciamiento como derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, de acuerdo con la conocida doctrina en materia de arbitrariedad de sentencias. Ello es precisamente lo que ocurre en el sub lite, por cuanto el superior provincial mediante fórmulas dogmáticas y sin hacerse cargo de argumentos conducentes, ni demostración numérica alguna sobre eventuales compensaciones o valores duplicados, prescindió de los derechos consagrados en el art. 14 bis de la Constitución Nacional al entender que la norma provincial que establecía la jubilación anticipada (ley 2351) obstaculizaba la procedencia del reclamo de la actora por el cobro de las indemnizaciones legales previstas en normas dictadas por el Congreso de la Nación (art. 75, inciso 12) que reglamentan la protección contra el despido arbitrario. En idéntico defecto incurren los juzgadores al rechazar el reclamo indemnizatorio agravado por estabilidad gremial (art. 52 de la ley 23.551) pues parten de considerar que toda práctica antisindical requiere elucidar si existió o no un comportamiento subjetivo e intencional subsumible en la hipótesis que taxativamente describe la ley. Sin embargo desde esa perspectiva no resulta suficiente la invocación del carácter general de la decisión del empleador, ni de las demás motivaciones- en especial las relacionadas con un eventual voluntario sometimiento- mencionadas en el fallo desde que como ella misma indica, la damnificada por la medida no optó por la restitución al estado anterior (reinstalación) sino por la indemnización. No surge de las constancias referidas en la sentencia consentimiento alguno, antes bien se pone de manifiesto el ejercicio del derecho a optar por la reparación prevista legalmente, frente a la cesantía dispuesta unilateralmente por la demandada con anterioridad. Omiten aquí los jueces tener en cuenta que la ley habilita las vías de reparación adecuadas por el acto ilícito, autorizando la alternativa de ejercer la opción de considerar extinguido el vínculo laboral, colocándose en situación de despido indirecto, con derecho a las indemnizaciones legales.


    Sosa, Nidia Raquel c/ Banco de la Provincia del Neuquén s/ despido


    S. 1042, L. XLII, 30 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Sin Justa Causa


    Despido incausado. Responsabilidad solidaria e ilimitada de los promotores y fundadores: artículos 182, 183, y 184 de la Ley 19.550. Sentencia arbitraria: excesos en el pronunciamiento.


    El reclamo de autos se encuentra circunscripto a los rubros indemnizatorios por despido incausado de los accionantes hecho efectivo el 19 de diciembre de 2000, y a la responsabilidad solidaria e ilimitada de los promotores y fundadores, que emana de los artículos 182, 183 y 184 de la Ley 19.550, que comprende solamente los actos cumplidos con anterioridad a su constitución y, sólo respecto de aquéllos realizados durante dicho período previo a la inscripción, que no fueran objeto de ratificación posterior. Al respecto, es dable señalar, que una sociedad extranjera, principal accionista de una empresa local y empleadora de los accionantes, fue inscripta en la Inspección General de Justicia el 27 de marzo de 2000, resultando el señor demandado, representante legal y presidente respectivamente de cada una de ellas. Conforme tuvo por probado el a quo, las actoras habrían ingresado a trabajar el 20 de marzo de 2000, siendo los haberes abonados por la sociedad demandada, hasta el mes de diciembre de 2000 en que fueron despedidos sin justa causa, por lo que el reclamo de autos se circunscribió al cobro de las indemnizaciones de ley, originadas por el despido incausado. Así los hechos, la Alzada responsabilizó al representante legal de las empresas solidariamente con las codemandadas a las que representaba, respecto del reclamo de las actoras, con fundamento en que fueron contratadas con anterioridad a la inscripción de la sociedad extranjera, aplicando un precedente de la Sala. En dicho marco, se advierte que, aún tomando como fecha de inicio de la relación laboral el 20 de marzo, conforme tuvo por acreditado la Alzada, la responsabilidad que se le imputa al quejoso resulta de un hecho posterior a dicha fecha y también a la de inscripción de la sociedad, es decir que se lo habría responsabilizado por un acto propio de la empleadora. Los conceptos demandados son también posteriores a dicha fecha. En dicho contexto, cabe advertir que la propia Alzada al conceder el recurso extraordinario interpuesto por el accionante, advirtió el error en que incurrió al sostener que un fallo citado no ha sido cabalmente aplicado al caso, toda vez que los actores trabajaron desde el 20 de marzo de 2000 hasta la inscripción de la sociedad en abril de 2000. Durante dicho breve lapso surgiría la responsabilidad del representante. Pero sobre dicho período no hay reclamo en autos de los actores. Por ende, habiéndose apartado el a quo erróneamente de elementos esenciales conducentes en la controversia, cabe atribuir arbitrariedad al pronunciamiento recurrido -en lo que se refiere exclusivamente a este tema-, desde que aquella importa un desmedro de la garantía del debido proceso y del derecho de propiedad del apelante (arts. 17 y 18 Carta Magna).


    Pandolfo, Carla Daniela c/ Fusión Network S.A. s/ despido


    P. 1561, L. XLII, 05 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Despido incausado: acuerdo homologado sin monto de indemnización definido. Pago insuficiente: debe ser tomado a cuenta. Error en la determinación de la cifra: derecho irrenunciable –de orden público laboral- a reclamar lo debido.


    La parte actora reclamó en autos el legítimo abono de las diferencias que se le adeudaban en virtud del pago, que entiende insuficiente, respecto de las indemnizaciones percibidas con motivo de la disolución sin causa del contrato de trabajo, materializado en un acuerdo administrativo, mediante el cual la empleadora reconoció el distracto unilateral e incausado, y se comprometió a satisfacer las indemnizaciones legales correspondientes, prestando conformidad los actores con la forma de pago de los importes devengados adeudados, cuyo monto la demandada se obligó a determinar y a acompañar a esas actuaciones a posteriori. Cabe destacar, por lo tanto, que las sumas adeudadas no constaron en el acta acuerdo homologado. De dichos antecedentes, se sigue, que los Jueces del Máximo Tribunal se apartaron de las constancias comprobadas de la causa cuando afirman, que los actores percibieron las cantidades líquidas "conciliadas", desde que el acuerdo en cuestión no incluía cifra concreta alguna. Y, en dicho marco, se habría confundido la inmutabilidad sustancial de los derechos y obligaciones fijados en el acto administrativo homologado, extendiendo sus efectos a aspectos que no abarcaba, relacionados con el resultado aritmético que surge de la aplicación de una fórmula legal-que el acuerdo no incluía-, que determina la legítima tarifación de las indemnizaciones, a cuyo íntegro pago, se habría obligado la demandada en un todo de conformidad con las constancias administrativas acompañadas. Un eventual error en la determinación del monto, no podría entenderse como una renuncia a la posibilidad de plantear el correspondiente reclamo, como el que surge de autos, derecho irrenunciable, de orden público laboral que la Ley de Contratos de Trabajo expresamente les reconoce a los actores –art. 12 LCT-, y que en las circunstancias expuestas se puede ver cercenado por la aplicación del art. 15 de dicha normativa. Conforme lo ha reiterado la Corte, los errores aritméticos o de cálculo en que incurra una decisión, deben ser necesariamente rectificados por los jueces, a pedido de parte o de oficio. Asimismo ha señalado que el pago insuficiente de obligaciones originadas en las relaciones de trabajo debe ser considerado como entrega a cuenta del total adeudado aunque se reciba sin reservas.


    Chimbo, Juan Oscar y otros c/ Ferrocarril General Belgrano S.A. s/ Casación


    C. 1026, L. XLIII, 21 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Según los Efectos Indemnizatorios. Indemnización


    Indemnización por despido y diferencias salariales. Requisitos a cumplir para ser excluidos del régimen particular de cancelación de deudas estatales: circunstancias excepcionales vinculadas a situaciones de desamparo e indigencia. Sentencia arbitraria.


    La exégesis de las normas debe practicarse sin violación de su letra o de su espíritu y no es posible apartarse del principio primario de la sujeción de los jueces a la ley ni atribuirse el rol del legislador para crear excepciones no admitidas por éste, pues de hacerlo así se olvidaría que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación, la norma debe ser aplicada directamente con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas en aquélla.


    Abregu, Neri del Carmen c/ Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio s/ Laboral.


    A. 971, L. XLIII, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Ley Nacional de Empleo: art. 11. Indemnización prescripta por el artículo 15 de la Ley 24.013.


    El artículo 11 de la Ley Nacional de Empleo (t.o. 25.345) establece: "Las indemnizaciones previstas en los artículos 8°, 9° y 10° procederán cuando el trabajador... cumplimente en forma fehaciente las siguientes acciones: a) intime al empleador a fin de que proceda a la inscripción...; b) proceda de inmediato y, en todo caso, no después de las 24 horas hábiles siguientes, a remitir a la AFIP copia del requerimiento del inciso anterior". Por ello, la mencionada remisión dispuesta en el artículo 11, inciso b) -copia a la AFIP-, solamente resultaría exigible para la indemnización reclamada en el marco del artículo 8º de dicha normativa, pero no hace a la procedencia de la establecida en el artículo 15 del mencionado cuerpo legal, ya que ésta no se encuentra comprendida en la enumeración introducida por el artículo 47 de la ley 25.345, que solamente alcanza a las indemnizaciones previstas en los artículos 8º, 9º y 10 de la ley 24.013, pero en modo alguno obsta a la duplicación a que alude el mencionado artículo 15, siempre y cuando se hubiere cursado la intimación dirigida al empleador, de manera plenamente justificada.


    Cortes, Antonio Agustín c/ Cable Televisora Color S.R.L. s/ ordinario


    C. 2215, L. XLII, 09 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión S. 2225, L.XLI, "Sánchez, Carlos Próspero c/ Auditoría General de la Nación s/ despido".


    Gioiosa, Maria Elizabeth c/ Sindicatura General de la Nación s/ Despido.


    G. 1203, L. XLIII, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Despido arbitrario: integración de la indemnización. Base de cálculo. Salario: concepto y alcances. Regla general: presunción de carácter remunerativo de todo pago recibido por el trabajador. Vales alimentarios: inconstitucionalidad del inciso c del art. 103 bis de la LCT. Caso “Vizzoti”.


    La pauta salarial que debe considerarse como la base de cálculo de la indemnización por despido arbitrario, debe guardar una razonable vinculación y proporción con los elementos fácticos que el propio legislador eligió como significativos para calcular la prestación, como es el salario y éste no es otro que la contraprestación que recibe el trabajador como consecuencia del contrato de trabajo (art. 103 de la LCT). La regla señala la existencia de una presunción de carácter remunerativo a todo pago por el trabajo recibido, en el marco del contrato de trabajo y por la puesta a disposición de la fuerza de trabajo, salvo las excepciones que por existir causa distinta surjan de la ley. Tal como lo señala doctrina especializada en materia de Derecho del Trabajo, ello no significa que el legislador puede crear categorías no remunerativas con sólo hacer referencia a ellas y atribuirle sin más tal categoría sin que se pueda examinar la razonabilidad o incluso la coherencia de tales excepciones; lo contrario significaría atribuir a la ley una capacidad desmedida de reglamentación de la garantía constitucional referida a la retribución justa a que se refiere el artículo 14 bis de la CN. En tal sentido, en el caso "Vizzoti", la Corte señaló que "no podría considerarse que la ley lograse su declarada finalidad reparadora si terminara desconociendo la concreta realidad a la que quiso atender, a causa de limitaciones en la evaluación de uno de los elementos de cálculo que, precisa e inequívocamente constituye uno de los dos indicadores de esa realidad: el salario realmente percibido por el trabajador y no por otro u otros" (Fallos 327:3677, considerando 6°, párrafo 2º). La norma que califica de no remuneratorios a los vales alimentarios viola también los derechos del trabajador a una retribución justa. La justicia del salario se determina por dos factores; en primer lugar, la estimación económica, consistente en definitiva en un juicio de valoración del trabajo y su resultado; en segundo lugar, que es el primero en el orden jurídico, la exigencia de que el salario proporcione el sustento de una vida digna del trabajador y de su familia (cfr. Justo López, "El Salario", Tratado de Derecho del Trabajo, dirigido por Mario Deveali, pág. 343). Esa finalidad no se cumple fijando conceptos no remunerativos, razón por la cual el legislador debe garantizar un salario justo que integre la masa de lo que después será la base para calcular la protección contra el despido arbitrario. En las condiciones expresadas, apartándose el artículo 103 bis inciso "c” de la LCT de principios y derechos como los referidos al salario justo, protección contra el despido arbitrario, propiedad, razonabilidad y progresividad; procede que se declare su inconstitucionalidad, debiendo la Sala reexaminar el asunto en el plano de dicha premisa.


    Pérez, Aníbal Raúl c/ Disco S.A. s/ despido


    P. 1911, L. XLII, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Indemnización por despido. Artículo 2 de la ley 25323. Tope indemnizatorio a la base salarial. Constitucionalidad del artículo 4 de la ley 25561.


    Vale decir que la circunstancia de haber realizado la declaración de inconstitucionalidad del artículo 4 de la ley 25561 sin rebatir lo argüido por el juez de mérito y con asiento exclusivo en la potencial afectación del crédito de la accionante, permite concluir que resulta infundada con arreglo al criterio expuesto, entre otros antecedentes, en Fallos: 324:754, etc., desde que la procedencia de la declaración de invalidez constitucional no sólo requiere la aserción relativa a la existencia de agravio, sino su prueba en el caso, tanto más cuando comporta la ultima ratio del orden jurídico, a la que sólo cabe acudir cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía. La ausencia de demostración, ha dicho la Corte, convierte en abstracto cualquier pronunciamiento acerca de la constitucionalidad. Por lo demás, el control constitucional que incumbe a los tribunales no incluye el estudio de la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador en el ámbito de sus atribuciones.


    Molinari, María de los Ángeles c/ American Express Argentina S.A. y otro


    M. 1387, L. XL, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen


    Indemnización laboral. Sentencia fundada. Existencia de contrato de trabajo. Tope previsto en el artículo 245 de la LCT. Precedente dictamen N. 10, L. XXXVIII, "Nine, Héctor Aldo c/ Automóvil Club Argentino". Fallo Vizzoti.


    Examinados los agravios contenidos en el escrito de impugnación, se advierte que se reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, a la par que las conclusiones del a quo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el pronunciamiento. La sentencia del a quo cuenta con suficientes fundamentos en cuanto entendió que se encontraban acreditados elementos que tipifican al contrato de trabajo que permitían establecer el verdadero vínculo dependiente, ya no por factores presuncionales del artículo 23 citado, sino directamente por el artículo 21 de la LCT que define al contrato de trabajo. En cuanto al apartamiento por parte del a quo del tope previsto en el artículo 245 de la LCT, le asiste razón a la recurrente, pues -más allá de la posición adoptada al respecto por la actora y que no fuera considerada en la sentencia apelada- la ratificación de dicho límite legal ha sido reiterada en numerosos pronunciamientos con las pautas que delimitan el margen de la confiscatoriedad. Sin perjuicio de ello, resulta relevante aclarar que en el precedente "Vizzoti" (Fallos 327:3677), no se descalificaron los topes indemnizatorios sino que, en virtud de las circunstancias del caso, se acudió a una pauta estimativa para salvaguardar la tutela constitucional contra el despido arbitrario ante la notoria desproporción entre el ingreso del trabajador y la base de cálculo.


    Olivieri, Alfredo c/ Cuatro Cabezas S.A. y otros


    O. 303, L. XLII, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Indemnización Agravada


    Inaplicabilidad impuesto a las ganancias sobre indemnización por despido por causa de embarazo


    La indemnización por despido de la mujer trabajadora que obedece a razones de maternidad o embarazo, como lo establece el art. 178 de la LCT, carece de la periodicidad y la permanencia de la fuente necesaria para quedar sujeta al gravamen. Ello es así pues su percepción involucra un único concepto, que es directa consecuencia del cese de la relación laboral.


    De Lorenzo, Amelia Beatriz (TF 21504-I) c/ DGI.


    D. 1148, L. XLII, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Indemnización agravada. Disuasión de despidos. Situación de emergencia económica.


    No obsta a ello, colocados singularmente en el plano en el que se aprecia admisible que el legislador, en la conciencia de una crisis de impacto nocivo para el empleo, procure disuadir los despidos tornándolos más onerosos durante la emergencia, graduando así la intensidad de la tutela del artículo 14 bis de la Carta Magna en función de la coyuntura desfavorable para el trabajo dependiente, lo establecido por el artículo 4° de la ley n° 25.972 (BO: 17/12/04). Y es que tal precepto -que, en consonancia con lo anterior y como se desprende de todo su tenor, limita y morigera la tutela prevista originariamente en el artículo 16 de la ley n° 25.561, convalidando lo obrado en tal sentido por el Ejecutivo en seguimiento de la crisis-, no resulta, en lo que ocupa a la causa, sólo -cerca de tres años- posterior a la ley n° 25.561 (BO: 7/1/02) y al decreto n° 264/02 (BO: 11/02/02), sino, incluso, posterior al despido del actor.


    Sarthou, Juan José c/ Siembra A.F.J.P. S.A. s/ despido


    S. 1146, L. XLIII, 07 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Registración. Empleo No Registrado


    Trabajo no registrado. Resolución extra petita. Sentencia arbitraria: análisis sesgado de la prueba. Prueba insuficiente. Estimación de ingresos: criterios de la doctrina de Fallos: 308:1078. Procedencia del recurso.


    La Alzada resolvió sobre un punto que no constituyó objeto de reclamo, ni de juzgamiento en primera instancia, a cuyo respecto no se sustanció el proceso, y por cuyo rubro se la condenó a pagar un importe de relevante importancia, por el período no prescripto, con más sus intereses, cuando en realidad el actor afirmó desde un inicio haber percibido esas comisiones no registradas que conformaban, según sus dichos, el 80% de su remuneración, cuya existencia, sí negó la demandada. Por lo expuesto, en este aspecto el recurso extraordinario debe prosperar, máxime si se toma en consideración el propio reconocimiento del a quo, al conceder en este ítem el remedio extraordinario deducido. Corresponde dejar sin efecto la sentencia que utilizó pautas de excesiva latitud que no condujeron a un tratamiento serio de los planteos de la demandada, relativos al valor probatorio de las declaraciones de los testigos, el cual debió partir de una ponderación concreta, conforme con las reglas de la sana crítica, de las circunstancias y motivos conducentes a corroborar o disminuir la fuerza de las declaraciones, conforme lo establece el artículo 90 de la ley 18.345; máxime, cuando en la sentencia de primera instancia, que rechazó la demanda, se efectuaron precisas consideraciones para restar eficacia de convicción a los testigos propuestos por la actora: En dicho marco, no surgirían de las actuaciones pruebas que acrediten con carácter cierto, la dualidad de facturación, y el supuesto cobro de comisiones en negro denunciado por el actor. Conforme lo ha entendido la Corte, el principio objetivo que debe primar es el de la búsqueda de un justo equilibrio de los intereses de la partes, el que se encuentra sometido a la prudencia del magistrado, quien se hallaría facultado por aplicación de lo normado por los artículos 55 y 56 de la Ley de Contrato de Trabajo, 56 de la Ley Orgánica, y 165 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a fijar el importe del crédito cuando se encontrare controvertido el monto de la remuneración, y la prueba rendida se revele insuficiente, pero ello, siempre debe hacerlo mediante decisión fundada; y en tanto su existencia esté legalmente comprobada, facultad que debe ejercer siempre con prudencia y razonabilidad, aspectos que no concurren en el caso en estudio. En dicho marco el pronunciamiento de la Alzada carece de fundamentación suficiente, pues se limitó por un lado a tener por ciertos los dichos de la actora en lo que respecta a las remuneraciones supuestamente percibidas en negro que estimó en el orden del 80%, y por el otro a afirmar que el salario denunciado por ésta era el realmente percibido, sin prueba fehaciente que lo sustente, con lo cual lesionó derechos y garantías de raigambre constitucional, debidamente denunciadas por el quejoso.


    Fretes, Reynaldo Juan c/ Frigorífico Calchaquí Productos Siete S.A.


    F. 994, L. XLII, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Sujetos


    Trabajador


    Accidentes y Enfermedades


    Sentencia arbitraria: falta de fundamentación. Incapacidad laboral: debe ser mesurada por el juez, no es suficiente el análisis del Cuerpo Médico.


    La sentencia de la Cámara no atendió, con el rigor que es menester, los agravios que lucían en el escrito de apelación ni la impugnación realizada al informe del Cuerpo Forense referido cuyo tratamiento era de vital importancia pues, según se expuso en dichos escritos, La enfermedad padecida por la actora es incompatible con la tareas habituales que presta de acuerdo al alto riesgo de contagio de enfermedades infecciosas y la imposibilidad de ser tratada con antibióticos. Asimismo, el juzgador se limitó a citar y confirmar los porcentajes de incapacidad estipulados en el último dictamen nombrado, sin dar fundamento concreto para arribar a esa conclusión pues sólo adujo como apoyatura de su sentencia, que dicha opinión cumplía con los requisitos indicados por la normas de procedimientos previsionales. En ese orden, los fundamentos descriptos aparecen como dogmáticos, pues, si se toman en cuenta la diferencia exhibida entre los porcentajes de incapacidad que atribuyen a la actora las Comisiones Médicas, y las impugnaciones planteadas, se aprecia que ninguno de esos extremos fueron explicados por el citado Cuerpo Médico, ni ponderados por los sentenciantes. Esta circunstancia afecta directamente a la decisión en crisis, pues la torna fatalmente arbitraria desde que omitió realiza un examen acabado del caso y, por tanto, no dio a su conclusión una adecuada fundamentación. Asimismo, pues no parece razonable remitir al informe de profesionales médicos -que precisan ceñirse a aspectos técnicos sin ponderar otros- cuestiones como la incidencia de las tareas realizadas en el nivel de incapacidad laboral, ya que ello debe ser apreciado junto con otros factores de incidencia por los Magistrados actuantes en el proceso.


    Maggio, Mirta Adriana c/ Orígenes A.F.J.P


    M. 1707, L. XL, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Ley de Riesgos del Trabajo


    Accidente laboral típico resarcible conforme a la ley 24.557. Sentencia arbitraria.


    En el marco del antecedente "Aquino" -citado por la Corte en su anterior pronunciamiento (en el que se lee que no se sigue de la solución alcanzada que las compañías de seguros queden relevadas de satisfacer las obligaciones que han contraído en el plano de la ley especial)-, y atendiendo a que la aseguradora ha sido parte en estas actuaciones y que no se discute el hecho del siniestro, la a quo se pronuncie sobre el cumplimiento por ésta de las prestaciones de la ley 24 557, que la actora denuncia insatisfechas. Repárese en que la propia Cámara admite que se trata de un típico accidente de trabajo, resarcible en el ámbito de la ley 24.557 y que la aseguradora reitera su invocación y defensa del subsistema de la seguridad social implementado por esa regla, al evacuar el traslado del remedio extraordinario.


    Rodríguez, Ramón c/ Electricidad de Misiones S.A.


    R. 134, L. XLIII, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Aseguradoras de Riesgos del Trabajo


    Reglamentos de ejecución. Constitucionalidad del art. 19 del decreto 170/96. Ley de Riesgos del Trabajo y Resolución 522/01 de SART. Hermenéutica de las normas. Finalidad. Alcances de la potestad reglamentaria.


    La Corte ha señalado que los reglamentos de ejecución no vulneran el principio establecido en el art. 99 inc. 2 de la Constitución Nacional, cuando se expiden para la mejor ejecución de las leyes, siempre que la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada. Asimismo se afirmó que la potestad reglamentaria habilita para establecer condiciones o requisitos, limitaciones o distinciones que, aún cuando no hayan sido contempladas por el legislador de una manera expresa, cuando se ajustan al espíritu de la norma reglamentada o sirven, razonablemente, a la finalidad esencial que la persigue, la integran y tienen la misma validez y eficacia que ésta. Desde esa perspectiva, la norma impugnada al disponer que: "...las aseguradoras deberán realizar actividades de prevención de riesgos y control de las condiciones y medio ambiente de trabajo. A tal fin deberán: […] c) brindar capacitación a los trabajadores en técnicas de prevención de riesgos […] e) informar al empleador y a los trabajadores sobre el sistema de prevención establecido en la Ley sobre Riesgos del Trabajo y el presente decreto, en particular sobre los derechos y deberes de cada una de las partes...", no parece irrazonable a la luz de la LRT, que modificó sustancialmente el régimen anterior en materia de accidentes del trabajo y situó a las aseguradoras de riesgos en un rol activo en materia de prevención. La voluntad del legislador al sancionar la LRT (nº 24.557) revela un cambio de la responsabilidad del empleador frente a la aparición de las ART, al punto tal que la presencia de dichas aseguradoras se la entendió inclusive como una suerte de "sustitución del obligado frente al siniestro" (Fallos 325:11), lo cual ofrece un matiz, diferente a los textos tradicionales; complementarios en materia de accidentes del trabajo. La finalidad preventiva se desprende de todo el articulado de la ley y es clara la intención del legislador en introducir un nuevo sujeto en el rol preventivo, como son las ART, a las que se les exigió que asumieran una participación activa en materia de prevención a fin de que se realice eficazmente la reducción de la siniestralidad laboral, con el objeto de cristalizar el bien jurídico principal tutelado: la indemnidad psicofísica del trabajador dependiente. Esta es una de las finalidades de la LRT -entre otros- (art. 1º, inc. 1 y 2 a de la ley 24.557) que la ART comparte, en algún grado, en materia de prevención. En ese contexto, no parece excesivo que en la faz ejecutiva se entienda razonable, que las ART deban realizar cursos de capacitación para las empresas y trabajadores, pues además de asumir el compromiso legal de asegurar accidentes del trabajo, que están regulados por normas específicas, son quienes cuentan con la mayor experiencia en riesgos. El legislador les impuso el compromiso concreto de cumplir con la normas sobre higiene y seguridad en el trabajo (v.1 art. 4.1, 2° párrafo, de la LRT) y, por lo tanto forman parte de "los actores involucrados en el sistema tendiente a la prevención (v. Considerando 19 de la Res. n° 552/01 de la SART). Dicha resolución, invocada por la recurrente en su defensa, no altera lo sustancial del decreto 170/96, aplicado en el sub lite, pues además de ser de rango inferior, en el contexto de los principios que emanan de la LRT que refiero en los párrafos que anteceden, no cabe sino concluir que las obligaciones que surgen del art.6° de dicha resolución, no son exclusivas ni excluyentes de las provenientes del citado decreto. En todo caso, aquélla es complementaria de este último y no sustitutiva, menos aún abrogatoria. Considera que la hermenéutica de la norma reglamentada admite la posibilidad contemplada por el decreto reglamentario, sin que pueda afirmarse categóricamente, como lo hace la recurrente, que haya existido una desnaturalización del contenido del precepto legal.


    Superintendencia de ART c/ Liberty ART S.A. s/ organismo externos


    S. 624, L. XLIII, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contingencias Cubiertas. Accidentes del Trabajo


    Reclamo por diferencias indemnizatorias. Pretensión de inconstitucionalidad del tope previsto en el art. 8 de la Ley de Accidentes del Trabajo, ley 9.888, modificada por la ley 23.643. Desnaturalización del derecho que se pretende asegurar: confiscatoriedad. Sentencia arbitraria: omisión de tratamiento de agravios.


    No hay suficiente respuesta al agravio referido al planteo de la recurrente con apoyo en que, con la aplicación del tope que resulta del salario mínimo, vital y móvil vigente al momento de los hechos que motivaron el reclamo, se estaría confiscando más del 60% de lo que le correspondería percibir como indemnización. Con ello cobra sentido el agravio relativo a la desnaturalización del derecho que se pretende asegurar, sobre la base de que el simple cotejo del monto indemnizatorio sin tope alcanza la suma de $96.059,91, y la percibida en la suma de $31.842,77. Debe, tenerse presente que la confiscatoriedad alegada excede la que VE entendió admisible al expedirse en Fallos 327:3677 (considerando 12), asimilable al presente caso en la medida que se tomó el salario del trabajador como base para el cálculo de la reparación. Por otra parte, la actora denunció oportunamente que el salario tomado para la operación matemática había sufrido la pérdida del poder adquisitivo, tema que no fue ignorado por el voto de la minoría al determinar que efectivamente se produjo una diferencia desmedida entre el importe considerado como tope y el que debió haberse computado con el reajuste por depreciación monetaria. Sin perjuicio de ello el pronunciamiento de la mayoría entendió que no se había demostrado la existencia de inflación u otra causal de desvalorización. La sentencia del a quo satisface sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a los hechos de la causa, por lo que, ante la relación directa entre lo resuelto y las garantías constitucionales alegadas, se impone su descalificación como acto jurisdiccional.


    Ascua, Luis Ricardo c/ SOMISA s/ Cobro de pesos.


    A. 374, L. XLIII, 07 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Incapacidades


    Indemnización correspondiente por incapacidad laboral.


    La incapacidad laboral debe ser objeto de reparación, al margen de lo que pueda corresponder por el menoscabo de la actividad productiva y por el daño moral, pues la integridad física en sí misma tiene un valor indemnizable.


    Maldonado, Pedro Hugo c/ Kursaal S.A. Incapacidad s/ Recurso Directo


    M. 533, L. XLIV, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Fallecimiento


    Indemnización que no repara integralmente a la viuda: afectación de la dignidad de la persona y el derecho de propiedad. Prestaciones reguladas en el art. 15 de la LRT: falta de sustento del fallo. Deficiencias del método de cálculo de la fórmula utilizada en la LRT: precedente "Aquino". Deber de evaluar si la indemnización consagra una reparación equitativa. Resguardo del sentido reparador en concreto. Valor de la vida humana: criterios de apreciación.


    Corresponde que se admita el planteo con fundamento en que la indemnización reconocida no repara integralmente a la viuda afectando la dignidad de la persona y el derecho de propiedad. En efecto, la respuesta dada en el fallo con fundamento en que el reclamo se limitaba a las prestaciones reguladas en el art. 15 de la LRT y no en la reparación integral en los términos del derecho común, no lo sustenta suficientemente, y deja sin respuesta concreta al planteo de impugnación constitucional de la referida norma en los términos señalados. Las deficiencias del método de cálculo de la fórmula utilizada en ella, por el legislador, ya había sido anunciada por la Corte Suprema en los diferentes votos del precedente "Aquino". Allí se señaló que la Ley de Riesgos del Trabajo, mediante la prestación del art. 15, inc. 2, segundo párrafo, y la consiguiente exención de responsabilidad del empleador de su art. 39, inc. 1, sólo indemniza daños materiales y, dentro de éstos, únicamente el lucro cesante: pérdida de ganancias, que, asimismo, evalúa menguadamente. Agregó que la LRT no se adecua a los lineamientos constitucionales a pesar de haber proclamado que tiene entre sus objetivos, en lo que aquí interesa, "reparar los daños derivados de accidentes de trabajo y de enfermedades profesionales (art. 1°, inc. 2.b); y ha negado, a la hora de proteger la integridad psíquica, física y moral del trabajador, frente a supuestos regidos por el principio alterum non laedere, la consideración plena de la persona humana y los imperativos de justicia de la reparación, seguidos por nuestra Constitución Nacional y, de consiguiente por esa Corte, que no debe cubrirse sólo en apariencia. A su vez, se omitió considerar que al reconocer en el fallo del a quo la inconstitucionalidad del pago en renta con fundamento en el precedente "Milone", el examen del caso no se limitaba solamente en la forma de pago, sino que debió evaluarse si la indemnización consagraba una reparación equitativa, o sea, que resguarde el sentido reparador en concreto. Así, debió también ponderar el a quo que la doctrina constitucional de esa Corte tiene dicho y reiterado que el valor de la vida humana no resulta apreciable tan sólo sobre la base de criterios exclusivamente materiales, ya que no se trata de medir en términos monetarios la exclusiva capacidad económica de las víctimas, lo que vendría a instaurar una suerte de justicia compensatoria de las indemnizaciones según el capital de aquéllas o según su capacidad de producir bienes económicos con el trabajo, puesto que las manifestaciones del espíritu también integran el valor vital de los hombres.


    Lucca de Hoz, Mirta Liliana y otro c/ Taddei, Eduardo Carlos y otro s/ Accidente - acción civil


    L. 515, L. XLIII, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Derechos. Percepción de la Remuneración


    Condena al Estado Nacional a abonar bonos de participación en las ganancias para el personal. Sentencia inválida. Debido proceso y derecho de defensa.


    Si bien en el marco de un reclamo en que se entremezclan reiteradas referencias a YPF S.A. y su privatización, extremo que diera lugar al planteo de una excepción de defecto legal y al de que se declare desierta la apelación, lo cierto es que, tras aludir en numerosas ocasiones a YPF S.A., la Cámara fundó singularmente la condena en las leyes 24.145 y 24.474 y en el decreto 2278/90, referidos todos a YPF e hidrocarburos, soslayando que la demanda se dirige contra la firma Ferrocarriles Argentinos -y el Estado Nacional- a cuya situación específica no se refirió en ningún argumento.


    Zarate, Sixto M. y otros c/ E.F.A. - Empresa Ferrocarriles Argentinos y otros s/ diferencia de salarios


    Z. 54, L. XLIII, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Otras Formas de Contratación. Empleo Público


    Cesantía de agente estatal. Nulidad. Reincorporación. Intimación que reúne las características de acto administrativo. Conformidad. Extinción vínculo laboral por abandono de trabajo.


    Se advierte que en los autos "Benettini, Pedro c/ Lotería Nacional S.E. s/ Revocación de acto administrativo" se dispuso la nulidad de la cesantía oportunamente impuesta en el marco de un procedimiento sumarial y se ordenó su reincorporación más el pago los salarios caídos (art. 42 de la ley 22.140). En cumplimiento de ello, la demandada lo intimó a reincorporarse ello de septiembre de 1997 en su sede central, pues ya no explotaba el casino de Mar del Plata y al momento de producirse la transferencia del personal de Lotería Nacional S.E. al Instituto Provincial de Lotería y Casinos de la Provincia de Buenos Aires, el actor no revistaba como agente en actividad a causa de la cesantía dispuesta y, por lo tanto, no pudo ser incluido en la nómina correspondiente. No obstante ello, el actor se negó aduciendo que tal intimación implicaba un ejercicio abusivo del ius variandi, lo que motivó que la demandada considerara que se había extinguido el vínculo laboral por abandono del trabajo. La medida dispuesta por la demandada a efectos de dar cumplimiento a la resolución judicial no aparece desprovista de fundamentos en atención a la peculiar situación que se presentó, toda vez que la intimación cursada al actor a fin de que se reintegrara a su función en las oficinas de la sede central -que debe considerarse un acto administrativo pues mediante ella el organismo manifestó su voluntad y produjo efectos jurídicos- no carece de la correspondiente presunción de legitimidad y, en virtud de ello, si el actor consideró que merecía la calificación de arbitrario o ilegítimo, debió acatarlo y prestar los servicios respectivos en el lugar indicado, sin perjuicio de plantear los reclamos y recursos a que se creyere con derecho.


    Benettini, Pedro José c/ Lotería Nacional del Estado s/ Laboral.


    B. 996, L. XLIII, 03 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Alegación tardía de la excepción de incompetencia. Declaración de inconstitucionalidad y omisión de tratamiento de cuestiones pertinentes planteadas por la parte. Régimen aplicable a los empleados de ORSNA.


    En cuanto a la competencia de los jueces en el dictado del pronunciamiento apelado; cabe señalar el doble aspecto de la sinrazón del recurrente - demandada-. Pues, por un lado, la radicación del trámite que ahora la quejosa cuestiona, no fue objeto de la excepción de incompetencia. Por el otro, ya que según lo tiene decidido la Corte, todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional. Desde esa perspectiva, el planteo de pérdida de competencia sobreviviente, cuando en la causa se haya dictado "actos típicamente jurisdiccionales", no es posible en la medida que ello importa privar de validez a los actos procesales ya cumplidos, pues en el caso se ha decidido un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. En tales condiciones, las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo -ya sea que se encuentre firme o no, o que las dé por terminadas por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar ante el fuero que lo dictó. Centrada la cuestión en la impugnación del art. 24 del decreto 375/97 en cuanto dispone que el personal dependiente del organismo regulador de Aeropuertos (ORSNA) se rige por la ley de Contrato de Trabajo y no es de aplicación el Régimen Jurídico Básico de la Función Pública, le asiste razón a la recurrente demandada en cuanto reprocha al fallo la carencia de fundamento. El a quo afirma que en un organismo descentralizado y autárquico como es el ORSNA, debe prevalecer el pedido de la trabajadora de hacer valer su estabilidad absoluta que recoge el art. 14 bis de la CN, sin hacerse cargo adecuadamente de que la demandada había alegado que el decreto en cuestión fue dictado con la vigencia de la ley 22.140, que facultaba al Poder Ejecutivo Nacional para exceptuar del citado régimen al personal que requiriera un tratamiento normativo particular, por las especiales características de sus actividades. La ley de Contrato de Trabajo en su art. 2º, inc. a, dispone que a los dependientes de la administración pública nacional, provincial o municipal, no les será aplicable dicho cuerpo legal, excepto que por acto expreso se los incluya. Razón por la cual, no pudo el a quo decidir válidamente, sin extender la impugnación a estas otras normas legales que se mantienen firmes ante la falta de cuestionamiento constitucional por parte de la actora y que los jueces tampoco advirtieron, ni evaluaron su validez.


    Delfino, Laura Virginia c/ Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos s/ despido


    D. 1312, L. XLII, 15 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Principios del Derecho del Trabajo.


    No Discriminación e Igualdad de Trato


    Despido discriminatorio. Nulidad. Reincorporación al puesto de trabajo. Ley 25.013. Alegada arbitrariedad. Meras discrepancias con normas de derecho procesal y común, y valoración de la prueba. Argumentos no federales. Planteo extemporáneo. Ley 23.592.


    Los agravios deducidos con fundamentos en la arbitrariedad del pronunciamiento, relativos a la vigencia de la ley 25.013, carga de la prueba y su ponderación y aplicabilidad del precedente "Balaguer", deben ser desestimados por cuanto la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir en tercera instancia sentencias equivocadas o que el recurrente considera tales a raíz de su discrepancia con el alcance atribuido por el juzgador a normas de derecho procesal y común o con la valoración de la prueba, sino que reviste carácter estrictamente excepcional; tanto más, cuando se sustentan en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, impiden su descalificación como acto judicial. También deben ser desestimados los agravios referentes al juez natural por su extemporaneidad, ya que tal planteo no fue mantenido al tiempo de apelar la sentencia de grado a lo que se agrega que tal garantía, así como las de debido proceso y defensa en juicio, exigen que el tribunal se encuentre establecido por ley anterior al hecho de la causa y que haya magistrados que hagan viable la actuación de aquél en los casos en que legalmente se le requiera y corresponda, ya que lo inadmisible es el intento de privar a un juez de su jurisdicción en un supuesto concreto para conferírsela a otro que no la tiene, lo que no se evidenció aquí. La cuestiones de orden federal, como lo es la ley 23.592, directamente reglamentaria del artículo 16 de la Norma Fundamental y de pactos internacionales incorporados a ésta, excede el concreto interés de la parte e involucra y afecta a toda la comunidad. La misma debe ser interpretada en sentido amplio, descartando restricciones que importen privar de su amparo a personas relacionadas con terceros por determinada forma contractual, como es en el caso, el vínculo de trabajo. No se aprecia la colisión de derechos que destaca la recurrente, porque aquéllos invocados por ella no pueden serlo en su favor en la medida que no se evidencia que los haya ejercido regularmente. En el caso, los jueces consideraron que el despido sin causa que afectó a la accionante constituyó un acto discriminatorio que, conforme la citada norma, compete dejar sin efecto, además de la reparación de los daños ocasionados. Cabe señalar que la protección contra el despido arbitrario no conlleva en estricto la idea de un derecho a despedir, sino una forma de protección en los supuestos en que haya una ruptura sin causa justificada o un incumplimiento contractual. En tales términos, verificado el trato diferenciado, éste debe tener por basamento circunstancias objetivas razonables que justifiquen apartarse de una garantía que es pilar de la forma republicana de gobierno. Tal exigencia no podría ser preterida so pretexto de una supuesta libertad de despedir, pues resultaría intolerable y no podría alegarse con seriedad que dicha excepción se configurase por la mera circunstancia de ser laboralmente dependiente y haber celebrado un contrato de trabajo, de forma tal que el empleado afectado fuese discriminado doblemente, al provocarse el acto que dio origen al reclamo y, luego, al vedarle el acceso al amparo de la ley antidiscriminatoria; disposición que nos convoca a estudiar el caso desde una óptica más amplia que el mero interés de los litigantes porque involucra y afecta a toda la comunidad.


    Pellejero, María Mabel s/ Amparo s/ Apelación


    P. 1697, L. XLI, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho Procesal del Trabajo


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social


    Ministerio del Trabajo: asistencia al Presidente y al Jefe de Gabinete de Ministros. Circunstancia que justifica la competencia exclusiva de la CNAT. Facultad del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación de peticionar en sede judicial -y excepcionales circunstancias- la intervención de una entidad sindical (art. 56, inc. 3); por medio de una acción especial que claramente se encuentra confiada a la aptitud jurisdiccional originaria de la CNAT.


    Sobre la base de que al Ministerio de Trabajo le compete asistir al Presidente y al Jefe de Gabinete de Ministros en todo lo inherente a relaciones y condiciones individuales y colectivas de trabajo; régimen legal de las negociaciones colectivas y de las asociaciones profesionales de trabajadores y empleadores; empleo y capacitación; seguridad social; etc., y: "Entender en la aplicación de las normas legales relativas a la constitución y funcionamiento de las asociaciones profesionales y de trabajadores y en la organización del registro de las asociaciones de empleadores en el territorio de la Nación" (art. 23, inciso 7, ley n° 22.520; t.o. decreto 438/92), se ha interpretado que la concentración que se observa en materia de competencia, obedece a que los actos u omisiones que serán objeto de pleito provienen de la autoridad administrativa del trabajo, circunstancia que justifica la competencia exclusiva de la CNAT. Por su lado, las razones que dieron motivo al presente trámite judicial se basaron en el artículo 56 de la ley n° 23.551, en cuanto instituye al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación como la autoridad de aplicación de la citada ley, asignándole, además, el control exclusivo de las asociaciones gremiales (art. 58, ley n° 23.551). A través de dicho instrumento legal se reconoce la facultad del Organismo de Estado de peticionar en sede judicial -y excepcionales circunstancias- la intervención de una entidad sindical (art. 56, inc. 3); por medio de una acción especial que, en opinión del Fiscal ante la Cámara, claramente se encuentra confiada a la aptitud jurisdiccional originaria de la CNAT, poniendo de resalto que, ante la inexistencia de un cuestionamiento concreto, no existiría espacio para una declinatoria. En razón de lo expuesto, la decisión -declinación a entender en la cautelar promovida por el Ministerio de Trabajo de la Nación- se apartó injustificadamente de la norma aplicable al caso, lo que priva al fallo de validez.


    Ministerio de Trabajo c/ Asociación Sindical de Obreros y Empleados Municipales de Santa Fe s/ medida cautelar


    M. 2998, L. XL, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Penal


    Remisión a "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", "Solomiansky, Gerardo s/ Recurso de casación", "Santos Caballero, María Isabel y otros s/ Recurso de casación".


    Remisión a: - "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación"; - "Solomiansky, Gerardo s/ Recurso de casación"; - "Santos Caballero, María Isabel y otros s/ Recurso de casación".


    H., Alejandro Gabriel y otros s/ Causa N° 7400


    H. 143, L. XLIV, 24 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", "Solomiansky, Gerardo s/ Recurso de casación", "Santos Caballero, María Isabel y otros s/ Recurso de casación".


    Remisión a: - "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación"; - "Solomiansky, Gerardo s/ Recurso de casación"; - "Santos Caballero, María Isabel y otros s/ Recurso de casación".


    L., David L. s/ Recurso de casación


    L. 906, L. XLIII, 24 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", "Solomiansky, Gerardo s/ Recurso de casación", "Santos Caballero, María Isabel y otros s/ Recurso de casación".


    Remisión a: - "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación"; - "Solomiansky, Gerardo s/ Recurso de casación"; - "Santos Caballero, María Isabel y otros s/ Recurso de casación".


    V., Héctor s/ Recurso de casación


    V. 576, L. XLIII, 24 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX; "Solomiansky, Gerardo s/ Recurso de casación", causa S.222, L. XL; "Santos Caballero, María Isabel y otros s/ Recurso de casación", S. 1966, L. XLII.


    Remisión a: - "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX; - "Solomiansky, Gerardo s/ Recurso de casación", causa S.222, L. XL; - "Santos Caballero, María Isabel y otros s/ Recurso de casación", S. 1966, L. XLII.


    G., Andrés Enrique y otro s/ Causa n° 8886


    G. 869, L. XLIV, 24 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Clínica del Valle S.R.L. s/ infracción ley 24769 -causa N° 7050-".


    C. S. S.R.L. s/ Infracción ley 24769 -causa N° 22059-


    C. 2203, L. XLII, 12 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Guerrero Guzmán, Samuel Elías s/ Recurso de casación".


    Remisión a "Guerrero Guzmán, Samuel Elías s/ Recurso de casación".


    M., Matías s/ Robo agravado


    M. 1586, L. XLIII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "López, Luis Alberto s/ Causa n° 5400", "Arce, Enrique Herminio s/ Homicidio agravado al ser cometido con ensañamiento, etc.", "Dorado, Nicolás Federico s/ Causa nº 5360".


    Remisión a: - "López, Luis Alberto s/ Causa n° 5400"; - "Arce, Enrique Herminio s/ Homicidio agravado al ser cometido con ensañamiento, etc."; - "Dorado, Nicolás Federico s/ Causa nº 5360".


    L., Andrés Santiago s/ Causa n° 1562/2756


    L. 1212, L. XLII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Mannini, Andrés Sebastián s/ Recurso de casación", letra M, nº 619, libro XLII.


    Remisión a "Mannini, Andrés Sebastián s/ Recurso de casación", letra M, nº 619, libro XLII.


    C., Gustavo Ariel s/ Tenencia ilegal de arma de guerra - causa n° 446-


    C. 2894, L. XLII, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Méndez, Daniel Roberto s/ Recurso de casación".


    Remisión a "Méndez, Daniel Roberto s/ Recurso de casación".


    G., Roberto Antonio s/ Causa N° 9336


    G. 944, L. XLIV, 14 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a fallos 330:4476.


    Remisión a fallos 330:4476.


    C., Roberto Horacio s/ Robo calificado


    C. 669, L. XLIV, 29 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 330:4476.


    Remisión a Fallos: 330:4476.


    L., Ricardo Samuel s/ Recurso de casación


    L. 218, L. XLIV, 29 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a: "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX; "Solomiansky. Gerardo s/ Recurso de casación"; "Santos Caballero. María Isabel y otros s/ Recurso de casación", S. 1966, L. XLII.


    Remisión a: - "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX; - "Solomiansky. Gerardo s/ Recurso de casación"; - "Santos Caballero. María Isabel y otros s/ Recurso de casación", S. 1966, L. XLII.


    C., Horacio A. s/ Recurso de casación


    C. 1216, L. XLIV, 07 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Se requiere la elevación de los autos principales "C. N. E. s/ Recurso de casación -causa n° 8864-"


    C., Néstor Eduardo s/ Causa n° 8864


    C. 731, L. XLIV, 29 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Parte Especial


    Delitos Previstos en el Código Penal


    Delitos contra el Honor


    Calumnias



    Remisión de los autos "Asesora de Menores e Incapaces doctora Viviana B. Portillo s/ denuncia".


    Remisión de los autos "Asesora de Menores e Incapaces doctora Viviana B. Portillo s/ denuncia" (expediente 2236/02).


    B., Vanesa s/ querella por calumnias e injurias c/ S., Roxana Elvira


    B. 362, L. XLIII, 27 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Calumnias e injurias. Deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exterioricen los términos agraviantes. Cuando ellos son reproducidos por la prensa, es competente el magistrado donde se realizó la impresión de dichas expresiones.


    El Tribunal tiene dicho que los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizaran los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas. Por aplicación de estos principios y habida cuenta que las expresiones presuntamente injuriantes publicadas por un diario de Salta -las que luego reprodujeron otros diarios de esa misma provincia- fueron editadas allí -circunstancia no cuestionada por la magistrada salteña-, corresponde al juzgado de la provincia de Salta, conocer en las presentes actuaciones.


    F., Eduardo; S., Juan y otro s/ Calum.einjur.


    COMP. 1085, L. XLIII, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra la Administración Pública. Malversación de Caudales Públicos



    Competencia: justicia federal del lugar donde se hallaban depositados los efectos objeto del embargo ordenado por un juez nacional.


    Es competente para conocer en el delito de malversación de caudales públicos la justicia federal del lugar donde se hallaban depositados los efectos objeto del embargo ordenado por un juez nacional.


    T., María Gabriela s/ Malversación de caudales públicos


    COMP. 243, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Obstrucción a la justicia nacional. Justicia Federal.


    El delito de malversación de caudales públicos perpetrado por el depositario de bienes embargados por los tribunales nacionales debe investigarlo, cuando el hecho ocurre fuera de la ciudad de Buenos Aires, la justicia federal del lugar donde se hallaba depositado el bien, pues se trata de un delito del que puede resultar una obstrucción a la justicia nacional.


    R., Jorge Lucio s/ malversación de caudales públicos


    COMP. 527, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento y Lavado de Activos de Origen Delictivo


    Ausencia de configuración del tipo penal. Dinero proveniente de actividad legítima.


    Esta operación no constituye el delito del artículo 278 del Código Penal por cuanto el tipo en cuestión exige que los fondos provengan de una actividad ilícita y, como se dijo, en el caso el dinero proviene del giro comercial de la empresa mencionada, esto es, de una actividad legítima.


    P., Vanesa y otros s/Av. encubrimiento


    P. 895, L. XLII, 01 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra la Fe Pública. Falsificación de Documentos en General. Falsificación de documento público



    Determinación de la competencia para el caso de existencia de un instrumento público falso.


    En relación con el delito de falsificación de una licencia de conducir, si no es posible establecer donde se creó el instrumento público falso, debe estarse al lugar donde fue usado.


    C., Fidel David s/ Inf. art. 292 del C.P.


    COMP. 1148, L. XLIII, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Juez competente: el del lugar donde se confeccionó el instrumento falso. En caso de desconocimiento, el del lugar donde fue utilizado el documento o donde se lo pretendió hacer valer.


    Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso; y que, en caso de desconocerse aquél, debe estarse al lugar en el que fue utilizado el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer.


    F., Claudio Adolfo s/ denuncia.


    COMP. 856, L. XLIV, 15 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Falsificación de Moneda, Billetes de Banco, Títulos al Portador y Documentos de Crédito


    Posible infracción al artículo 282 del Código Penal.


    No podría descartarse, hasta el momento, que el hecho encuadre en las previsiones del artículo 282 del Código Penal, debido a la cantidad de billetes secuestrados y lo manifestado por el imputado al momento de su detención, en cuanto al origen espurio de aquéllos.


    M., César Ramón s/ Infr. art. 282 del C.P.


    COMP. 1455, L. XLIII, 26 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra la Integridad Sexual


    Competencia del tribunal local habida cuenta que los dichos de la menor resultan verosímiles.


    Habida cuenta que los dichos de la menor, víctima de abuso sexual, a su guardadora resultan verosímiles y coinciden con las manifestaciones a la psicóloga que la entrevistó, corresponde declarar la competencia del tribunal local para entender en estas actuaciones.


    Calixto O. s/ Abuso deshonesto -modelo ley 25087-


    COMP. 325, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra la Propiedad. Estafas y Otras Defraudaciones


    Defraudación prendaria: competencia del juez del lugar en el que se dispuso del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control.


    En el delito de defraudación prendaria, adquiere relevancia para discernir la competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y que, en ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio donde aquel debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    M., Leonardo Favio y otros s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1265, L. XLIII, 26 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Abuso de Confianza. Administración Fraudulenta


    Abuso societario. Consumación del delito. Agotamiento. Responsabilidad: sentido común de "un buen padre de familia". Ausencia de cuestión federal.


    No parece arbitraria la tesis de que los distintos actos de infidelidad o abuso societario quedaron consumados cuando el banco otorgó los beneficios indebidos (cauciones, garantías, refinanciaciones), ya que en este tipo de pactos leoninos, donde se asumen obligaciones de pago sin una conmutación equitativa, la mera perfección del derecho personal conlleva el perjuicio típico. En el caso de las deudas que se garantizaron con avales abusivos, el daño inmediato para el avalista tuvo como contrapartida el beneficio inmediato, directo, y por supuesto, ilegítimo, del avalado insolvente. A partir de lo cual tampoco parece desacertada la tesis de que no es necesario dilucidar adónde fueron a parar en definitiva los fondos que, como era de esperar, tuvo que cubrir el banco (o el erario público), ya que se trata de un dato muy posterior a la consumación del delito y que sólo hace al último extremo de su agotamiento. Tampoco resulta absurdo el temperamento de la justicia provincial que responsabilizó a las máximas autoridades del banco, a quienes, por otro lado, se les rechazó la alegación de que no eran expertos en técnicas bancarias. En tal sentido, para saber que se están dando beneficios indebidos, a espaldas de los criterios técnicos y, justamente, a empresas notoriamente insolventes, no hace falta una capacitación especial. Basta para ello el sentido común de "un buen padre de familia", para decirlo con el viejo adagio de la historia del derecho. En definitiva, se planteó aquí una serie de cuestiones de hecho, prueba y derecho local que tuvieron acabada respuesta, por opinable que resulte, en las distintas instancias de la jurisdicción provincial, por lo que no estamos ante un asunto de naturaleza federal.


    Denuncia s/ presuntas irregularidades en el Banco de la Provincia de Río Negro


    D. 391, L. XLII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Prescripción: secuela de juicio. Duración irrazonable del proceso. Funciones del Ministerio Público: independencia y autonomía del órgano. Abuso societario: consumación del delito. Agotamiento. Responsabilidad: sentido común de "un buen padre de familia".


    No estamos ante actos que sean una mera repetición mecánica (por ejemplo, reiteración de oficios o de citaciones a testigos), destinados menos al progreso de la causa que a soslayar la prescripción, sino ante manifestaciones muy concretas, por parte de los fiscales, de su voluntad de impedir por todos los medios procesales, que se cancele la persecución penal. Esta solución no se ve afectada por el dictado posterior de la ley 25590 -que admite como secuela unos pocos actos procesales, a partir del llamado a indagatoria y, por lo tanto, restringe el campo de la persecución penal- porque este tipo de normas no están sujetas a los principios y reglas de retroactividad o irretroactividad de la ley penal y "los nuevos parámetros para interpretar los actos que interrumpen la prescripción, de acuerdo a la nueva legislación, podrían ser aplicados a partir de su entrada en vigencia". Y dada su índole procesal, debe aplicarse la ley de prescripción vigente "al momento de realizarse el acto (cómputo de la prescripción)". Tampoco se ha demostrado, con alegaciones puntuales, que la duración del proceso haya sido irrazonable, teniendo en cuenta su complejidad, la trascendencia pública, la calidad de los imputados, el hecho de que no hay personas detenidas, y la ingente actividad recursiva de las partes. Asimismo, privilegiar los atributos de indivisibilidad, unidad de acción y jerarquía, y las funciones de superintendencia del Ministerio Público, sobre la índole de las instrucciones que pueda dar la cabeza de este tipo de organismos, y siempre que esté salvaguardada la independencia y autonomía del órgano, no es algo que de por sí y en principio atente contra el "sistema representativo republicano" (artículo 5 de la Constitución Nacional) ni contra alguna garantía federal, o que desvirtúe el debido proceso penal. Finalmente, los distintos actos de infidelidad o abuso societario quedaron consumados cuando el banco otorgó los beneficios indebidos (cauciones, garantías, refinanciaciones), ya que en este tipo de pactos leoninos, donde se asumen obligaciones de pago sin una conmutación equitativa, la mera perfección del derecho personal conlleva el perjuicio típico. No es necesario dilucidar adónde fueron a parar en definitiva los fondos que, como era de esperar, tuvo que cubrir el banco (o el erario público), ya que se trata de un dato muy posterior a la consumación del delito y que sólo hace al último extremo de su agotamiento. Para saber que se están dando beneficios indebidos, a espaldas de los criterios técnicos y, justamente, a empresas notoriamente insolventes, no hace falta una capacitación especial. Basta para ello el sentido común de "un buen padre de familia", para decirlo con el viejo adagio de la historia del derecho.


    Denuncia s/ presuntas irregularidades en el Banco de la Provincia de Río Negro


    D. 392, L. XLII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Apropiación o Retención Indebida


    Lugar donde se consuma el delito: donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Falta de acuerdo: domicilio del deudor.


    Habida cuenta que ambos magistrados coinciden en calificar los hechos como defraudación por retención indebida, resulta aplicable al caso la doctrina de V. E., según la cual ese delito se consuma donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida, y que en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.


    M., José Luis s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 398, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Lugar donde se consuma el delito: donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Falta de acuerdo: domicilio del deudor.


    La defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. En el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.


    T., Julio s/ Defraudación


    COMP. 1179, L. XLIII, 14 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Retención indebida: consumación. Falta de acuerdo sobre el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución. Domicilio del deudor.


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar de la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación. La carta documento enviada por el denunciante que surgiera un domicilio de cumplimiento no resulta de relevancia en orden a fijar la competencia, ya que sólo exteriorizaría una pretensión unilateral sobre el punto.


    C., Adrián Emilio s/ Estafa


    COMP. 82, L. XLIV, 22 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Desbaratamiento de Derechos Acordados


    Competencia del juez del lugar en el que se dispuso del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control.


    Adquiere relevancia para discernir la competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y que, en ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio donde aquel debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    M., Norma Beatriz s/ Estafa


    COMP. 1259, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa


    Competencia. Lugar de comisión. Estafa cometida con un cheque extraviado o sustraído. Concurso real.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde a la justicia local, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en su reverso.


    N.N. s/ estafa


    COMP. 734, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Concurso ideal con falsificación de documentos.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


    S., Siria Noemí s/ defraudación


    COMP. 226, L. XLIV, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Concurso ideal con falsificación de documentos. Concurso ideal de un delito común y otro federal.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Asimismo, el Tribunal tiene dicho que si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación. Sentado lo expuesto, corresponde asignar competencia a la justicia federal de San Isidro, con jurisdicción tanto sobre la localidad donde tramitó la emisión de la tarjeta como en la que está situada la agencia de la AFIP -Boulogne- en la que se habría realizado la inscripción fraudulenta, aunque no haya sido parte en la contienda y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    G., Claudia Beatriz s/ su denuncia


    COMP. 24, L. XLIV, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Concurso ideal de estafa y falsificación o uso de documento público de carácter nacional falso.


    Si la falsificación o el uso de instrumentos espurios habría sido el ardid que indujo a error al denunciante y motivó su acto de disposición patrimonial perjudicial, se trataría de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que la adulteración de documentos concurre idealmente con la estafa posterior ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Por lo que, las falsificaciones realizadas para producir las estafas -sobre planillas, formularios y credenciales que identificaban al imputado como policía- deberían ser investigadas por el Juzgado Nacional de Instrucción, dado que es este último el que entiende en este delito.


    D., Miguel s/ estafa


    COMP. 1388, L. XLIII, 27 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Concurso ideal de estafa y falsificación o uso de documento público de carácter nacional falso. Competencia de la justicia federal.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Sentado ello, y en atención a que si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación; corresponde asignar la competencia para conocer en ambos hechos a la justicia federal, aunque no haya sido parte en la contienda, y sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    C., Andrea V. s/ estafa en tent.


    COMP. 16, L. XLIV, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Defraudación consumada con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra. Lugar donde se reputa cometido el delito. Hechos que forman parte de un único contexto delictivo. Investigación a cargo de un único tribunal.


    Sin perjuicio de reparar que la Corte Suprema tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecuta la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, estimo que las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Desde esta perspectiva, cabe destacar que todas las operaciones habrían sido realizadas con una única tarjeta de crédito, a nombre de la denunciante. Por todo lo expuesto, opino que corresponde declarar la competencia de la justicia nacional, que conoció primero en la denuncia.


    NN s/ Estafa en tentativa, dte. M.


    COMP. 176, L. XLIV, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Concurso ideal de estafa cometida mediante falsificación o uso de documento. Delito común que concurre con otro federal: competencia del fuero federal.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


    Sánchez, Luciana Marina s/ Denuncia


    COMP. 1000, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa Procesal


    Determinación de la competencia en razón del territorio. Lugar donde fue presentado el pagaré.


    Si lo vinculado a la presunta falsificación del documento cuya presentación constituiría estafa procesal, concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado el pagaré.


    B., María Cecilia s/ Estafa procesal


    COMP. 711, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Fraude Mediante Documentos


    Concurso ideal entre estafa y falsificación de documentos.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    G., Bernardo Jorge y otro s/ denuncia estafa


    COMP. 50, L. XLIV, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos Económicos


        Balances adulterados. Superintendencia de Seguros de la Nación.


    Al resultar de las constancias del expediente que los balances adulterados fueron presentados ante la Superintendencia deSeguros de la Nación, circunstancia no cuestionada por el juez en lo penal económico, estimo que el hecho obstruyó el buen servicio que debe prestar el organismo nacional y sus empleados.


    F. S. S.A. s/ defraudación


    COMP. 545, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen





    Delitos Previstos en Leyes Especiales


    Leyes que Protegen la Salud Pública y el Ambiente. Ley de Residuos Peligrosos


    Conflicto de competencia: realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda. Ausencia de alguno de los supuestos de excepción del art. 1º de la ley 24.051 que habilitan su aplicación: competencia de la justicia local.


    En primer lugar, el trámite dado a la causa es erróneo, pues el magistrado federal al realizar medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, asumió la competencia atribuida y la declinatoria posterior dio inicio a un nuevo conflicto, que sólo en caso de rechazo por parte del tribunal local e insistencia del primero, habría suscitado un conflicto de competencia correctamente planteado. Sin perjuicio de ese óbice formal y, habida cuenta que el magistrado provincial no cuestionó la resolución del tribunal federal con relación a los términos de la pericia efectuada en los pozos en cuestión y que de los elementos de juicio incorporados al incidente, no se advierte hasta el presente la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, de acuerdo a la doctrina del Tribunal, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    B., César A. s/ Av. dcia.


    COMP. 735, L. XLIII, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen Penal Aduanero


    Delito de contrabando: afectación al adecuado ejercicio de las facultades legales de las aduanas.


    El delito de contrabando excede el mero supuesto de defraudación fiscal, pues lo determinante es que se tienda a frustrar el adecuado ejercicio de las específicas facultades legales de las aduanas, que comprenden las necesarias para el control de las importaciones y las exportaciones.


    O. G., Carlos Atilio y otro s/ Infracción ley 22.415 y art. 174 inc. 5º C.P. - Causa nº 1227-


    O. 114, L. XLIII, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Parte General



    Acción Penal


    Causas de Extinción. Prescripción


    Al estar previsto en una ley especial una regla expresa en materia de prescripción, no queda lugar para la aplicación de las respectivas disposiciones del Código Penal. La interpretación del art. 27 de la ley 22.802, en cuanto a la aplicación "supletoria" del Código debe ser entendida como "en ausencia de regla expresa".


    No corresponde aplicar las normas generales del Código Penal respecto de infracciones sancionadas por leyes especiales según un ordenamiento jurídico que les es propio. Por ello, al prever el artículo 26 de la ley 22.802 una regla expresa en materia de prescripción no queda lugar para la aplicación de las respectivas disposiciones del Código Penal. La pretensión de crear un régimen de prescripción que resulte de combinar las reglas del Código Penal con las de la ley 22.802 no encuentra asidero en la letra del artículo 27 de esta última, que establece la aplicación tan sólo "supletoria" de las normas del código de fondo, lo que ha sido interpretado, a mi entender, en forma razonable por el a quo como "en ausencia de regla expresa". En este mismo sentido, cabe reparar en que en otras leyes especiales que (como la de referencia) también penan infracciones y contienen reglas específicas en materia de prescripción, cuando el legislador estimó conveniente introducir otras causas de interrupción, lo hizo en forma expresa, aunque se tratase de circunstancias análogas o incluso iguales a las contempladas en el Código Penal (v. gr. artículos 24 de la ley 16.463, 19 de la ley 19.359, 937 del Código Aduanero y 50 de la ley 24.240).


    A. G. M. S.A. y L. D. de F. F. S.A. s/ Ley 22.802


    A. 1115, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Carácter de orden público de la prescripción.


    El carácter de orden público de la prescripción de la acción penal ha sido reafirmado por la Corte en el marco de un proceso sustanciado, como en este caso, por delito de acción privada. Con sujeción a la doctrina citada, pudiendo encontrarse prescripta la acción penal (arts. 62, 67, 109 y 110, del Código Penal), corresponde suspender el trámite de esta queja hasta tanto los jueces de la causa se pronuncien al respecto.


    O., María Graciela s/ Causa N° 7543


    O. 312, L. XLIII, 14 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Injurias. Sentencia condenatoria: último acto interruptivo. Suspensión del recurso extraordinario.


    Desde la sentencia condenatoria (último acto interruptivo de la prescripción de la acción penal) hasta el presente, habría transcurrido el lapso de prescripción para el delito de injurias. En consecuencia, V. S. puede suspender el trámite del presente recurso extraordinario y devolver las actuaciones a la justicia provincial a fin de que trate la prescripción.


    B., Vanesa s/ querella por calumnias e injurias


    B. 362, L. XLIII, 16 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    No corresponde aplicar retroactivamente la ley 25.990 una vez que el Estado ha obtenido una sentencia firme pasada en autoridad de cosa juzgada.


    No corresponde aplicar retroactivamente la ley 25.990, aun cuando un nuevo cómputo de la prescripción con arreglo a ella pudiera resultar más favorable al imputado en el caso concreto; y con mayor razón respecto de personas ya condenadas, pues parece evidente que las normas que rigen la prescripción de la acción agotan su finalidad y pierden todo sentido una vez que el Estado ha ejercido el poder punitivo dentro de los límites fijados por la ley y ha obtenido una sentencia firme pasada en autoridad de cosa juzgada, de modo que pretender prescribir una acción penal que ya se ha agotado a consecuencia de su normal ejercicio carece de todo sustento jurídico.


    D., Carlos Fabián s/ Causa nº 8966


    D. 977, L. XLIII, 05 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Prescripción de la acción penal. Secuela de juicio: aplicación de las causales previstas en el Código Nacional a los procedimiento provincial.


    La resolución que rechaza la prescripción de la acción penal, entre otras cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso, no reúnen, por regla, la calidad de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Además, tampoco el recurrente alcanza a demostrar con la sola invocación de la fecha que datan los hechos objeto de reproche, que el tiempo que ha insumido el desarrollo del proceso se deba a alguna de las irregularidades que motivaron las decisiones de la Corte al respecto, o bien, que resulte irrazonable atento a la complejidad que presenta la causa


    S., Carlos Eduardo s/ Infracción art. 173, inc. 7° del Código Penal -causa n° 460/2005-


    S. 1511, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Suspensión del trámite del recurso en casos en que se encuentre pendiente la resolución sobre la posible prescripción de la acción. Requisitos para considerar que la sentencia adquirió firmeza: agotamiento de la fase recursiva. Art. 285 in fine del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Resulta adecuado el temperamento que establece la suspensión del trámite del recurso de hecho hasta tanto se resuelva la posible prescripción de la acción, ya que, en materia penal, dicho instituto es de orden público y debe ser declarado de oficio por el tribunal correspondiente en forma previa a la decisión sobre el fondo. No se han observado los requisitos exigidos a todo pronunciamiento judicial en cuanto a que deben contar con fundamentación suficiente y constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa si en la resolución judicial se expuso como único argumento de la firmeza que habría adquirido la condena impugnada atento al pago de la multa, lo que además de resultar contradictorio con el estado de la causa y con la forma en la que dicha pena fue cumplida -"bajo protesto", se opone a lo establecido por la Corte respecto a que mientras se halle operativa la fase recursiva, la sentencia no puede considerarse firme. Si bien las sentencias de la Corte sólo deciden los procesos concretos que le son sometidos y ellas no resultan obligatorias para casos análogos, los tribunales inferiores tienen el deber moral de conformar sus decisiones a esa jurisprudencia salvo que proporcionen nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición allí adoptada. Las previsiones del articulo 285 in fine del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se refieren a que mientras la Corte no haga lugar a la queja no se suspenderá el curso del proceso, sin embargo estas cuestiones se relacionan con la posibilidad de lograr la ejecución inmediata de la resolución impugnada durante el plazo para recurrir, pero no definen la firmeza de la decisión en los términos que aquí interesan.


    R., Juan Alfredo y otros s/ Infracción Art. 103 del Código de Faltas - Causa Nº 2723-


    R. 1812, L. XLI, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Clases de Sanciones


    Penas


    Determinación Judicial de la Pena


    Convención sobre los Derechos del Niño. Escala reducida que autoriza la normativa minoril. Artículo 4°, segundo párrafo, de la ley 22.278.


    La Convención sobre los Derechos del Niño no condiciona a los jueces a que, luego de haber aplicado la reducción que autoriza el artículo 4°, segundo párrafo, de la ley 22.278, deban además imponerle la sanción más leve legalmente prevista. Por el contrario establece un sistema que se caracteriza por un gran poder para el juez de menores. Resultaría contradictorio, entonces, con esos principios específicos y con los que rigen nuestra sistemática penal, vedar la determinación judicial de la pena al caso concreto.


    V. L., Sebastián Jesús s/ Causa nº 85485


    V. 972, L. XLII, 24 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal. Aplicación del art. 227 ter del Código Penal. Interpretación del artículo 55 del Código Penal anterior a su reforma. Máximo de las penas privativas de libertad. Quantum de la pena aplicada. Principio de legalidad. Cuestiones de derecho común ajenas a la competencia de la Corte Suprema.


    El tema a decidir constituye una cuestión de hecho y derecho común que, en la medida que fue resuelto con suficientes fundamentos de igual naturaleza, por opinables que resulten, no autorizan la descalificación del fallo como acto jurisdiccional. Existe sustancial analogía con la controversia suscitada en las causas D. 639, XLI "Domínguez, Alcides Armando s/ Causa N° 522" y P.859, XXXIX "Pino Torres, Johan Alfredo s/ Recurso de queja".


    E., Cristian Andrés o Cristian Daniel s/ Robo calificado por el uso de armas, etc. - Causa N° 1669/1687-


    E. 519, L. XLI, 05 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen Penal de la Minoridad. Artículo 4 de la ley 22.278. Fallo Maldonado.


    La vinculación del menor "con un nuevo y grave hecho penal" tiene relevancia para concluir que no corresponde la aplicación de la escala reducida prevista en el artículo 4° de la ley 22.278. Las modalidades del hecho, realizado con maltrato a las víctimas, y la impresión directa recibida por los jueces de grado fueron valorados para descartar la aplicación de la escala penal reducida prevista en el artículo 4° de la ley 22.278. El Alto Tribunal sostuvo en el precedente Maldonado que en el caso particular de la culpabilidad de un niño no resta otra solución que reconocer que la reacción punitiva estatal debe ser inferior que la que correspondería, a igualdad de circunstancias, respecto de un adulto.


    A., Juan Manuel s/ Causa n° 5461


    A. 1563, L. XLI, 07 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Resolución de la casación sin conocimiento de visu del imputado y sin reenvío. Afectación de la posibilidad de revisión amplia en detrimento de la garantía de doble instancia.


    Más allá de que la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida para la habilitación del recurso extraordinario en casos de mensuración de la pena, los camaristas aducen sendas motivaciones para el ejercicio de la casación positiva y fijar la pena de acuerdo con las circunstancias o elementos que constan en el expediente, sin hacerse cargo del conocimiento directo y de visu del imputado (art. 41, inc. 2º, in fine, C.P.) que garantice un mínimo de inmediación en la cuantificación de la pena. Esta irregularidad, aceptando como posible la argumentación del a quo para resolver sin reenvío, cobra particular relevancia en este caso porque, tal como devino la vía impugnativa, la pena no podría ser revisada con el marco amplio que la Corte ha delineado para el recurso de casación en estos supuestos. Si a ello se suma que la disidencia se refiere a otras circunstancias consideradas por el tribunal oral y sobre las que nada dice la mayoría (sustitución de la pena por trabajos comunitarios y su fundamento), no obstante la dudosa fundamentación del recurso en estos aspectos, ante la preeminencia reconocida a la garantía de la doble instancia, la Corte puede, abriendo la queja, declarar procedente el recurso extraordinario y dejar sin efecto la sentencia en cuanto fue materia de apelación, mandando dictar una nueva por quien corresponda.


    R., Walter Gabriel s/ Causa Nº 7282


    R. 814, L. XLIII, 03 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria. Garantía de la defensa en juicio y del debido proceso. Peligrosidad. Informe socio-ambiental. Necesidad de tomar conocimiento de visu del imputado. Finalidad: garantizar el derecho del condenado a ser oído antes de determinar la pena.


    La Corte tiene dicho que "si bien el ejercicio de la facultad de los jueces de la causa, para graduar las sanciones dentro de los límites ofrecidos para ello por las leyes respectivas no suscita, en principio, cuestiones que quepan decidir en la instancia del artículo 14 de la ley 48, cabe apartarse de dicha regla cuando se ha ocasionado un agravio a la garantía de la defensa en juicio y del debido proceso que, con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, se tiende a resguardar, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa". Para graduar la pena se incurrió en una valoración nula de los elementos causídicos, ya que tomados en forma individual o contemplados en su conjunto conducen a descalificar el decisorio por sentencia arbitraria. No se valoró como circunstancia favorable la falta de antecedentes. Por el contrario, dicha estimación fue descartada expresamente al considerarse superada por su peligrosidad. Así, un pronóstico de conducta superó a la realidad de una historia de vida (el no haber cometido otros delitos). Se consideró como agravante determinante de peligrosidad a la "precocidad delictiva y capacidad mental" del imputado, cuando en rigor se trata de un atenuante que se refiere a la temprana incursión en el delito dada su juventud e inmadurez. El pronunciamiento de la mayoría de la cámara no funda que las circunstancias particulares de este homicidio revelen una "gran peligrosidad", cuando sólo la caracterizan con la alusión a circunstancias genéricas de "tiempo, modo, lugar y ocasión". No se contemplaron nuevos informes carcelarios y se descartó de plano el informe socio-ambiental. El contar con este informe es de responsabilidad del Estado, y si se lo entiende mal hecho nada impide que se practique uno como corresponde, ya que no es una de las medidas irreproducibles del proceso. De tal forma no se ha fundado la decisión de manera clara y ajustada al caso, con base en estudios criminológicos adecuados, sean estos psiquiátricos o psicológicos. Por otra parte, ni los jueces de la cámara ni el tribunal superior cumplieron con lo que la Corte llama "la necesidad de tomar conocimiento de visu del condenado antes de determinar la pena", según lo establece el artículo 41, inciso 2°, in fine, del Código Penal, "regla claramente destinada a garantizar el derecho del condenado a ser oído antes de que se lo condene, así como a asegurar que una decisión de esta trascendencia no sea tomada por los tribunales sin un mínimo de inmediación. Desde este punto de vista de la ley penal de fondo, una pena dictada sin escuchar lo que tiene que decir al respecto el condenado no puede considerarse bien determinada".


    A., Luis Miguel y otros s/ homicidio agravado por el concurso de dos o más personas y lesiones leves en concurso real


    A. 1988, L. XLI, 19 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Reincidencia


    Consideración de reincidente. Infracción de especie igual. Multa.


    La condición de reincidente depende de la existencia de una sanción anterior por "infracción de especie igual" y no por "infracción igual". Basta para ser considerado reincidente que quien hubiera sido sancionado por una infracción cometa dentro del término de tres años otra que igualmente atente contra el ordenamiento comercial configurado por la ley 22.802 y sus disposiciones reglamentarias.


    C. A. S.A. s/ Inf. ley 22.802 (exp.S01-0072867/03)


    C. 3130, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Ley 23.057. Plazos de caducidad de los registros de sentencias condenatorias. Mantenimiento de la condición de reincidente.


    La conclusión del a quo en cuanto a que "la reincidencia es una calidad que una vez adquirida por un sujeto se hace indeleble", no se compadece con la finalidad que tanto el Poder Ejecutivo al enviar el proyecto de ley, como el Poder Legislativo al sancionarla, tuvieron en miras al modificar el instituto de la reincidencia, esto es, evitar el perenne etiquetamiento de quien ha delinquido. Precisamente para que esa pena anterior no lo acompañe "durante toda su vida", se establecieron los plazos de caducidad de los registros de sentencias condenatorias en el artículo 51, segundo párrafo, del Código Penal. A partir de aquella hermenéutica de la ley, el a quo ha convalidado el mantenimiento de la condición de reincidente que "concretamente poseía" el nombrado y como consecuencia de ello admitió que la condena anterior, cuyo registro había caducado "a todos sus efectos", fuera valorada como agravante por el tribunal de mérito al individualizar la sanción. En estas condiciones, estos aspectos de la sentencia impugnada ante la Corte, tanto por significar la firmeza de ese temperamento del tribunal oral federal, como por mantener impropiamente aquella condición del nombrado a partir de un registro cuya caducidad fue expresamente admitida, reflejan una inteligencia del régimen establecido por la ley 23.057 que desatiende la finalidad que tuvo en mira esa reforma y la torna inoperante, lo que equivale a decidir en su contra o con prescindencia de sus términos, e impone su descalificación como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad.


    M., Jorge Lucas y otros s/ Tenencia de estupefacientes -causa nº 4586/03.


    M. 1330, L. XL, 11 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Reincidencia. Falta de notificación a la autoridad penitenciaria de la sentencia condenatoria anterior. Ponderación del tiempo cumplido en prisión. Consideración del agravio referente a la futura imposibilidad de acceder a la libertad condicional.


    Una vez firme la sentencia del Tribunal Oral interviniente, y concedida con posterioridad la libertad condicional (art. 13, C.P.), vale considerar que el imputado permaneció ese lapso privado de su libertad en calidad de condenado, ya que la falta de comunicación de la condena a la autoridad penitenciaria no resulta impedimento para la declaración de reincidencia cuando el fallo quedó firme. En ese sentido, debe tenerse en cuenta que al concedérsele la libertad anticipada con arreglo al art. 13 del Código Penal, fue supervisado por el Patronato de Liberados hasta que se produjo su detención por el hecho de este proceso. Si la inconstitucionalidad del instituto de la reincidencia, solamente se enlaza con la alegada falta de cumplimiento parcial de la pena, ese planteamiento carece de una adecuada relación con la pena concretamente impuesta en este caso y la graduación del reproche que es su presupuesto, nexo indispensable para dar sustancia a la pretensión de hallarse involucradas las garantías constitucionales. Si se tiene en cuenta que la Corte ha admitido la valoración dual de la reincidencia, como reflejo de una mayor culpabilidad (en el marco del art. 41, C.P.) y como dato que autoriza al legislador a denegar formas de ejecución penal atenuadas (imposibilidad de libertad condicional del art. 14, C.P.), el agravio en este último sentido es por el momento hipotético, ya que la restricción contenida en el citado artículo 14 será operativa una vez cumplidas las demás condiciones del art. 13 del Código Penal.


    Romero, Christian Maximiliano s/ Causa N° 7019.


    R. 1606, L. XLII, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Reincidencia. Requisitos para declararla. Condena anterior de efectivo cumplimiento. Cuestiones de derecho común, ajenas a la instancia extraordinaria: Influjos del tratamiento penitenciario de la condena anterior. Inexistencia de arbitrariedad.


    La interpretación conforme la cual sólo es posible tener por cumplida pena privativa de la libertad cuando la persona haya recibido los "influjos positivos" del tratamiento penitenciario, implica establecer una condición no prevista en el texto de la ley, que generaría incertidumbre al momento de determinar la existencia de dicha influencia en cada caso, y podría conducir prácticamente a eliminar la reincidencia de nuestro derecho positivo, consecuencia no querida por el legislador, ya que de lo contrario habría bastado con suprimirla.


    B., Oscar Roberto s/ Causa nº 6634


    B. 975, L. XLII, 30 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Mannini, Andrés Sebastián s/ Causa n° 12.678"


    Remisión a "Mannini, Andrés Sebastián s/ Causa n° 12.678"


    F. Amelio Pedro Juan y E. R. Carlos Horacio s/ Asociación ilícita etc. - Causa N° 2764-


    F. 679, L. XLI, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Unificación de Penas


    Unificación de pena en caso de violación de la primera parte del artículo 58 del Código Penal.


    Cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Sin embargo, la omisión del tribunal nacional impone que debe ser ahora la justicia provincial, por haber sido la que impuso pena mayor, la que se expida respecto de la unificación de ambas condenas.


    G., Ramón Rafael s/ Art. 292 C.P.


    COMP. 86, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Procesal Administrativo


    Derecho Público. Derecho administrativo. Criterio para determinar la competencia del fuero Contencioso Administrativo. Inexistencia de "causa civil" a los fines de fijar la competencia originaria de la corte. Competencia Local.


    Se excluye del concepto de "causa civil" a los casos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido un órgano estatal, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales conocer en aquéllos, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho.


    P., Néstor Fabián y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Ordinario.


    COMP. 1063, L. XLIII, 10 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Caducidad


    Inaplicabilidad de la ley 19.549 al ámbito de los organismos militares, de defensa y seguridad.


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha pronunciado negativamente sobre la posibilidad de aplicar, al ámbito de los organismos militares, de defensa y seguridad, las disposiciones de la ley 19.549.


    Marra, Salvador y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M. 1344, L. XLII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Silencio de la Administración


    Falta de pronunciamiento de la Administración Pública respecto de una solicitud para que se otorgue el beneficio previsto por la ley 24.043. Sentencia que tiene por no habilitada la instancia judicial. Equiparación sentencia definitiva. Injustificado rigor formal que redunda en menoscabo del derecho de defensa en juicio y en un dispendio inútil de actividad jurisdiccional.


    Nada impide la aplicación de ciertos institutos previstos en la Ley de Procedimientos Administrativos -en el sub examen el del "silencio de la Administración" del art. 10 de la ley 19.549- a un régimen de excepción como el que regula la ley 24.043, máxime si aquéllos al igual que éste resguardan la defensa de los intereses jurídicamente protegidos de los particulares y el cumplimiento por parte del poder público de su deber irrenunciable de velar por la intangibilidad del orden jurídico y de procurar su restablecimiento, cuando resulta vulnerado.


    Ávila, Félix Esteban c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 (Expte 145339-04).


    A. 737, L. XLIII, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo VIII


    Derecho Procesal Civil y Comercial


    Pedido de expediente.


    Pedido de expediente.


    Banco Latinoamericano S.A. (en liquidación) c/ Química Argentina Houghton S.A.C.I. s/ ordinario


    B. 2117, L. XLII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Parte Especial



    Medidas Cautelares.Clases


    Inhibición General de Bienes


    Medidas inhibitorias: obligaciones del juez y facultades de las partes.


    De acuerdo con lo dispuesto por el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación cuando se admite una inhibitoria el juez debe librar una comunicación al requerido para que se pronuncie aceptando o rechazando la inhibición, acompañar la documentación que funde su competencia y pedir la remisión del expediente o en su defecto la elevación de la causa al tribunal que deba dirimir la contienda. Asimismo, durante la contienda ambos jueces deben suspender los procedimientos sobre el problema principal (arts. 9º a 12 del Código Procesal). Por lo que si ante una determinada situación procesal la quejosa contaba con vías procesales idóneas a los fines que pretende -tal como activar el envío del incidente cautelar radicado en sede local, dispuesto por sentencia firme- y formular ante el juez competente los planteos pertinentes a su respecto, de este modo, no puede dejar de señalarse la inadmisibilidad que evidencia desde la perspectiva de los principios de celeridad, economía, concentración y razonabilidad procedimental su pretensión de contrarrestar los efectos de una medida cautelar dictada -según sostiene por un juez incompetente- con otra a adoptar por un magistrado de otra jurisdicción que debería suspender primera.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ E. Gherardi e Hijos S.A. s/ Competencia vía inhibitoria


    A. 1526, L. XLII, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Prohibición de Innovar


    Medida innovativa: carácter excepcional.


    La viabilidad de las medidas precautorias, es sabido, se halla supeditada a que se demuestre tanto la verosimilitud del derecho invocado como el peligro en la demora (art. 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y, dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad.


    Circus San Luis S.A. c/ E.N.A. y/o A.F.I.P. s/ Ordinario.


    C. 34, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Juez Competente


    Fuero competente para el dictado de una medida cautelar: el del proceso principal. Remisión. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Resulta aplicable al sub lite, el art. 6, inc.4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas cautelares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. La competencia debatida en autos resulta sustancialmente análoga a la resuelta por el Tribunal in re A. 1629. XLII, Originario "Asociación Ecológica Social de Pesca, Caza y Náutica c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ daños y perjuicios". Este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Garay, Miguel Ángel y otros c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ incidente de medida cautelar


    G. 577, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares: juez competente. Provincia demandada: ausencia carácter de parte. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    En las medidas cautelares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Por ende, es necesario determinar si tal pretensión principal corresponde a la competencia originaria del Tribunal. A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. La Provincia del Chaco no reviste la calidad de parte en tanto no interviene en forma sustancial en el pleito pues no participa de la relación jurídica en que se apoya la demanda, más allá de la voluntad de la litigante en sus expresiones formales.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Chaco, provincia del s/ Incidente de medida cautelar.


    S. 865, L. XLIII, 20 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Procesos de Conocimiento. Recursos


    Sentencia de Cámara que confirma la deserción del recurso. Imposibilidad de sostener que el recurso así declarado pueda sostener la cuestión federal.



    Si la decisión de la Cámara confirmó la de grado porque los agravios llevados ante ella no se hacían cargo de fundamentos decisivos, lo que motivaba la deserción del recurso en los términos de los arts. 265 del CPCC y 116 de la ley 18.345, no puede postularse que un recurso así declarado constituya el adecuado sostenimiento de la cuestión federal tanto más frente a la ausencia de toda crítica al respecto en el escrito del recurso extraordinario.


    D'Archivio, Enzo Luis y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Diferencias de salarios.


    D. 1139, L. XLI, 17 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Procesos Especiales


    Declaración de Incapacidad e Inhabilidad


    Competencia del juez del lugar donde el presunto incapaz se encuentra internado.


    En resguardo de una eficaz protección del causante corresponde privilegiar la salvaguarda del principio de inmediatez del juez del lugar donde aquel permanece actualmente internado sobre el de radicación que emana del dictado de una sentencia de interdicción o internación anteriores. No resulta óbice a la solución, la particularidad de que, con anterioridad a la tramitación del sub lite, la justicia nacional en lo civil haya tomado intervención y ordenado una serie de medidas tuitivas en el marco de múltiples causas seguidas contra el presunto incapaz toda vez que su provisoriedad en el referido contexto, no autoriza a apartarse de la referida doctrina.


    A., V. s/ internación


    COMP. 1430, L. XLIV, 04 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Pedido de remisión de los autos "R. L. J. s/ insania", expediente N° A-86134/31071, radicados en el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 10 de General San Martin, Provincia de Buenos Aires.


    R. L. A. s/ internación


    COMP. 841, L. XLIV, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    
      Remisión a

       

      Comp. 

      1

      45, L. XLIV, "F.C.M. s/ I

      nsania", del 11 de abril de 2008;

       

      Comp. 

      1

      91, L.XLIV, "L.R. s/ A

      rt. 482 Código Civil", del 21 de abril de 2008; y

       

      Comp. 

      2

      33, L.

       

      XLIV,

       "N.E. s/

       I

      nternación".

      

    


    B., A. s/ insania


    COMP. 814, L. XLIV, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de internación en otra jurisdicción. Principio de inmediatez.


    En resguardo de una eficaz protección del causante, la Corte privilegió la salvaguarda del principio de inmediatez del juez del lugar donde aquél permanece internado, sobre el de radicación que emana del dictado de una sentencia de interdicción, o de la preexistencia de un proceso de internación. Por ello, y toda vez que el causante se encontraría alojado en un establecimiento ubicado en la localidad de Bella Vista, Provincia de Buenos Aires, en el marco de la referida doctrina corresponde que la causa quede radicada ante el tribunal de familia provincial.


    R., D. F. s/ Art. 482 del C.C.


    COMP. 111, L. XLIV, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Principio de inmediatez. Protección eficaz del causante. Juez del lugar de internación


    El Tribunal en la sentencia del 27 de diciembre de 2005, dictada en los autos: "C., M. A. s/ insania", Comp. 1524, L. XLI, privilegió en resguardo de una eficaz protección del causante, la salvaguarda del principio de inmediatez del juez del lugar donde aquel permanece actualmente internado sobre el de radicación que emana del dictado de una sentencia de interdicción o internación anteriores. Por lo expuesto y toda vez que la causante se encuentra actualmente residiendo en la localidad de Sáenz Peña, Provincia de Buenos Aires, corresponde que el Tribunal de Familia de la referida jurisdicción, entienda y decida en el control de la salud psicofísica de la presunta incapaz.


    B., M. de los A. s/ Artículo 482 Código Civil. Proceso Especial


    COMP. 1358, L. XLIII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Insania: cobertura integral. Obra social: responsable principal. Responsabilidad subsidiaria del Estado. Procedencia del recurso de queja.


    El a quo da por sentado que no se encuentra configurado el rechazo de la obra social, cuando se ha agregado una constancia que daría cuenta de la respuesta negativa por parte de esa entidad. Esto, exigía que se explicitaran los motivos y alcances de esa afirmación, cosa que -por cierto- no se ha hecho.


    G., O. R. c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    G. 796, L. XLIII, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Declaración de Demencia


    Proceso de insania. Competencia. Regularización de la situación de la persona sometida al proceso de insania.


    Corresponde ordenar al tribunal en el cual se radica el expediente que arbitre en forma inmediata las medidas conducentes a regularizar la situación del presunto incapaz, entre las que se encuentran que la denuncia de insania fue promovida en noviembre de 1989, sin que -transcurridos más de dieciocho años-, se haya concluido el juicio, abierto a prueba en julio de 1990. En esa misma línea, no obstante la premura ínsita en la materia precautoria y a despecho de lo dispuesto expresamente por el art. 137 del Reglamento para la Justicia Nacional en lo Civil, la inhibición general de bienes decretada, se inscribió once años después. Y no se instó la reinscripción de la medida, por lo que ésta ha caducado, sin que se haya saneado la omisión con un nuevo decreto cautelar (art. 207 segundo párrafo del Cód. Procesal). Otro yerro grave -cuya corrección posterior no le quita significación-, es la designación de curador definitivo, a quien -incluso- le fue discernido el cargo, aunque no se ha dictado la sentencia que constituye el presupuesto ineludible para tener por interdicta a una persona, y proveer a su representación legal. Cabe agregar, por otro lado, que hace varios años, se inició un trámite, cuyo curso y eventual resultado se ignoran. Tampoco se ha revisado el manejo del subsidio otorgado en beneficio del causante. Por último, la remisión de los antecedentes al tribunal provincial insumió ocho meses. Acto seguido, se decretó el archivo del expediente, sin verificar previamente que otro magistrado hubiese asumido el conocimiento de la causa. A consecuencia de ello, desde hace varios meses, esta persona -aquejada por una deficiencia mental grave y alojada en un establecimiento-, carece de la debida vigilancia judicial; que, por lo demás, tampoco se había cumplido anteriormente, con la periodicidad y rigor pertinentes (doct. de los arts. 630 del Código Procesal, 10 de la ley 22.914 y 140 del Reglamento para la Justicia Nacional en lo Civil). En ese contexto, el conflicto de competencia no es más que otra vicisitud, que pospone, una vez más, la definición de la situación jurídica del sujeto, así como la realización de otras gestiones concretas, en pos de su protección personal y patrimonial. Lo dicho devela una llamativa inobservancia de garantías de jerarquía superior, que hacen tanto al debido proceso, como a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de los discapacitados mentales; mandatos todos ellos de fuente constitucional y supranacional, que comprometen la responsabilidad jurisdiccional de modo perentorio.


    F., Claudio Marcelo s/ insania art. 482 Código Civil


    COMP. 145, L. XLIV, 11 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Juicio Ejecutivo


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos son insusceptibles de revisación por vía del recurso extraordinario.


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de tratamiento por vía extraordinaria, toda vez que, para ello, se requiere que la apelada sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente remedio ulterior, requisito cuya concurrencia no debe obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Diversas Explotaciones Rurales S.A. s/ Ejecución fiscal.


    G. 189, L. XLIII, 26 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos son insusceptibles de revisación por vía del recurso extraordinario. Excepciones.


    Las resoluciones dictadas en los juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de revisión por la vía del recurso extraordinario, toda vez que, para ello, se requiere que la apelada sea una sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, requisito cuya concurrencia no puede obviarse aunque se invoque arbitrariedad, error o violación de garantías constitucionales. Configura un supuesto de excepción a la doctrina de irrecurribilidad de las sentencias recaídas en juicios ejecutivos, que el fallo apelado no hubiera hecho lugar a la defensa de prescripción opuesta por la ejecutada con apoyo en una norma federal, y diera curso a la ejecución fiscal, sin que la queja que de ello resulte pueda ser revisada en trámites ulteriores.


    Fisco Nacional c/ Carrera, Damián Bruno s/ Ejecución fiscal


    A. 1054, L. XLII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Ejecuciones Especiales. Ejecución Fiscal


    Deuda fiscal reclamada en juicio de apremio y discutida mediante juicio ordinario. Inexigibilidad. Conocimiento tardío por parte de la AFIP del proceso. Pronunciamiento arbitrario: interpretación de norma que prescinde de su texto.


    La promoción de la demanda contenciosa prevista en el art. 82 de la ley 11.683, de la cual hace mérito la sentencia apelada, determina la inexigibilidad de la deuda reclamada en los términos del art. 51 de esa ley. Tal afirmación no se altera por la demora en que habría incurrido la ejecutada al poner en conocimiento de la AFIP - DGI el inicio de la acción judicial iniciada contra el acto administrativo que impuso la sanción, a poco que se repare que el ya citado art. 51 establece que las multas aplicadas deben ser satisfechas dentro de los quince días de notificadas "salvo que se hubiera optado por interponer contra las mismas las acciones o recursos que autorizan los arts. 76, 82 y 86". Desde esta perspectiva, la inteligencia otorgada por el pronunciamiento recurrido a este art. 51 -en cuanto concluye, en definitiva, que no es suficiente con la "interposición" de la demanda judicial sino que, además, es menester su "oportuna puesta en conocimiento" al organismo recaudador- se halla en discrepancia con la letra de la disposición en estudio. Cuando una norma es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación y que no cabe admitir una interpretación de las disposiciones legales o reglamentarias que equivalga a la prescindencia de su texto, si no media debate y declaración de inconstitucionalidad o ilegalidad, pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su letra y de su espíritu.


    Fisco Nacional (AFIP) c/ Dis Far Mar SA s/ Ejecución fiscal - ley 11.683


    F. 1441, L. XLII, 26 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Exportaciones. Impuesto de IVA sobre exportaciones de mercaderías por cuyos componentes ya se abonó dicho impuesto. Repetición de un tributo no debido o abonado en demasía. Plazo de prescripción.


    Quien exporta una mercancía en cuyos componentes hay, a su vez, otras por las cuales ha pagado en su momento el IVA que le correspondía, por el hecho de la exportación, al quedar exento (arg. arts. 8º y 43, ley del IVA), tiene derecho a la devolución del tributo que ya ha pagado. Obvio es decir que, en el caso mencionado, aunque el pago fue bien realizado en su momento, corresponde su devolución al configurarse la exención con posterioridad. El Legislador ordenó que el plazo de prescripción para los créditos fiscales indebidamente acreditados, devueltos o transferidos a los contribuyentes se configuraba en cinco años, a partir ahora del 1º de enero del año siguiente al de la acreditación, devolución o transferencia. De tal forma, aún en la hipótesis de que se considerase que el anterior plazo de prescripción era de 10 años, lo cierto es que la ley 25.795 vino a fijar en forma indubitable, y a partir de su entrada en vigencia, que el plazo será de 5 años y, por los motivos expuestos, implicó el acaecimiento del plazo y la consiguiente liberación del deudor.


    A.F.I.P. C/ Refinerías Tauro S.A. s/ Ejecución fiscal.


    A. 385, L. XLIII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Impugnación constitucional de las facultades atribuidas al Fisco por la ley tributaria para disponer y trabar por sí medidas precautorias sobre el patrimonio de los contribuyentes. Remisión A. 413, L. XXXVII "AFIP c/ Consorcio Forestal Andina s/ Ejecución Fiscal" y F. 1513, L. XLI "Fisco Nacional - AFIP c/ Tecnocam S.A. s/ Ejecución Fiscal". Órgano del estado que puede disponer medidas precautorias sobre el patrimonio de los particulares. Necesidad de demostrar violación a derechos constitucionales.


    En lo atinente al rechazo de las defensas esbozadas por la ejecutada con base en la violación de los derechos de defensa en juicio y debido proceso, como en las garantías del juez natural y de la división de poderes -que se producirían, a su juicio, de seguirse el procedimiento del art. 92 de la ley de rito fiscal según el texto dado por la ley 25.239- cabe señalar que los cuestionamientos dirigidos a impugnar de nulidad el procedimiento de apremio en lo atinente tanto a lo que ocurriría en el caso en que no se opongan excepciones como a la etapa de subasta de los bienes del deudor, en el caso de falta de cumplimiento de la sentencia, traducen un agravio hipotético o meramente conjetural que es incapaz de sustentar la apelación intentada. Y, en tales condiciones, es inoficiosa la intervención de la Corte si falta el gravamen derivado de la aplicación de las normas cuya constitucionalidad se cuestiona. No se ha demostrado, como era de rigor, la forma concreta y puntual en que tales derechos constitucionales se habrían visto cercenados, en especial en cuanto a qué defensas se ha visto privada de oponer en virtud de la restricción contenida en el mentado art. 92 para oponer las excepciones del segundo párrafo del art. 605 del Código de rito, ya que ni siquiera ha esbozado qué argumentos no pudo utilizar. Tampoco ha señalado cómo se ha visto menguado su derecho de defensa por el hecho de que la notificación de la demanda se haya llevado a cabo -materialmente- por un oficial de justicia ad hoc que, a la vez, es empleado de la AFIP o qué perjuicios este proceder le habría irrogado.


    A.F.I.P. - Dirección General Impositiva c/ Purma S.R.L. s/ Ejecución fiscal.


    A. 587, L. XLIII, 18 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia de deuda exigible. Inhabilidad de titulo. Efecto suspensivo de la obligación tributaria mientras penden los procedimientos ante el Tribunal Fiscal de la Nación siempre que haya determinación de oficio. Arbitrariedad de sentencia.


    El efecto suspensivo de la obligación tributaria mientras penden los procedimientos ante el Tribunal Fiscal tiene por objeto garantizar al contribuyente que la determinación del gravamen se ajusta a la ley, lo que quiere decir que, en el plano jurídico, ese efecto suspensivo opera siempre que concurra la circunstancia que lo funda, esto es, siempre que haya "determinación de oficio". Corresponde atender los agravios referidos a la arbitrariedad de lo resuelto cuando la sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa. Tratándose de juicios de apremio, la vía extraordinaria procede, en forma excepcional, cuando resulta manifiesta la inexistencia de deuda exigible, pues lo contrario importa privilegiar un excesivo rigor formal con grave menoscabo de garantías constitucionales.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Fisco Nacional c/ González, Alfredo Oscar s/ Ejecución fiscal.


    A. 786, L. XLI, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A. 587, L.XLIII "AF.I.P - Dirección General Impositiva c/ Purma S.R.L. s/ Ejecución Fiscal"


    A.F.I.P. c/ Davalos, Raúl s/ Ejecución Fiscal


    A. 583, L. XLIII, 18 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A.385, L.XLIII "A.F.I.P c/ Refinerías Tauro S.A. s/ Ejecución Fiscal.


    A.F.I.P. c/ Refinerías Tauro S.A. s/ Ejecución fiscal.


    A. 543, L. XLIII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A.385, L.XLIII "A.F.I.P c/ Refinerías Tauro S.A. s/ Ejecución Fiscal.


    A.F.I.P. c/ Refinerías Tauro S.A. s/ Ejecución fiscal.


    A. 433, L. XLIII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A.587, L.XLIII "A.F.I.P - Dirección General Impositiva c/ Purma S.R.L. s/ Ejecución Fiscal".


    A.F.I.P.- Dirección General Impositiva c/ Purma S.R.L. s/ Ejecución Fiscal.


    A. 586, L. XLIII, 18 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A.587, L.XLIII "A.F.I.P - Dirección General Impositiva c/ Purma S.R.L. s/ Ejecución Fiscal".


    A.F.I.P. c/ Fleming, Guillermo s/ Ejecución fiscal.


    A. 581, L. XLIII, 18 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Ejecución Prendaria


    Conflicto de competencia. Ejecución prendaria. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio del deudor. Decreto-ley 15.348/46.


    La Corte tiene reiteradamente dicho que en virtud de lo dispuesto por los arts. 32, 33 y 34 del decreto-ley 15.348/46 las acciones por cobro de un crédito garantizado con prenda con registro, contra una sucesión, como ocurre en la especie, no están comprendidos en el art. 3284, inciso 4°, del Código Civil; por lo que, no rige el fuero de atracción del proceso universal.


    BB VA Banco Francés S.A. c/ Bonnucci, Hortensio s/ Ejecución prendaria


    COMP. 548, L. XLIV, 03 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Leyes de emergencia económica (25.561, 25.820 y decreto 214/02). Excepciones e intereses. Ejecución prendaria. Procedencia del recurso. Derecho de propiedad, defensa en juicio y debido proceso (art. 18 CN), e igualdad ante la ley (art. 16 CN). Remisión al dictamen de la causa R. 320, L. XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución” y fallos L. 971, L. XL, "Longobardi, Irene Gwendoline” y F. 1074, L. XLI, "Fecred S.A.”.


    Si bien la Procuración General, tiene dicho que la determinación de la tasa de interés resulta ajena a esta etapa de excepción, también lo es, que en el caso el a quo no fundamentó, conforme se agravia el quejoso, porque fijó dos tipos de interés distintos, uno para aplicar al crédito del actor; y otro para los pagos parciales efectuados por el demandado, con las consecuentes diferencias de cálculo que ello conlleva.


    Vélez, Miguel Ángel c/ López Alejandro y otros s/ ejecución prendaria


    V. 272, L. XLIII, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Excepciones. Clases. Falsedad o Inhabilidad de Título


    Apremio. Excepción de inhabilidad de título: posibilidad de cuestionar la existencia del crédito reclamado. Tributo local contrario a ley nacional. Justificación inaplicabilidad precedente análogo. Procedencia recurso extraordinario.


    El remedio federal es formalmente admisible pues, como ha expresado la Corte, si bien en principio las sentencias recaídas en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, ya sea por parte del fisco librando una nueva boleta de deuda, o por el ejecutado mediante la vía de repetición, ello no implica que pueda exagerarse el formalismo hasta el extremo de admitir una condena por una deuda inexistente, cuando ello resulta manifiesto de autos, circunstancia que importaría un grave menoscabo de garantías constitucionales. Los tribunales también se encuentran obligados a tratar y resolver adecuadamente, en los juicios de apremio, las defensas fundadas en la inexistencia de deuda, siempre y cuando ello no presuponga el examen de otras cuestiones cuya acreditación exceda el limitado ámbito de estos procesos, razón por la cual se concluye sin dificultad, que no pueden ser tenidas como sentencias válidas aquellas que omitan tratar en forma pertinente las defensas aludidas, toda vez que aquéllas han de gravitar fundamentalmente en el resultado de la causa. Carecen de fundamento las resoluciones de esos tribunales que se apartan de los precedentes de la Corte sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el Tribunal, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia.


    Municipalidad de Olavarría c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Apremio.


    M. 1456, L. XLII, 11 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Proceso Concursal


    Honorarios comprendidos en el régimen de consolidación Ley 25.344 y su decreto reglamentario. Excepción de espera. Cumplimiento trámites necesarios para el pago de las deudas estatales.


    El art. 13 de la ley 25.344 dispone que se consolidan en el Estado Nacional las obligaciones vencidas o de causa o título posterior al 31 de marzo de 1991 y anterior al 31 de diciembre de 2001, que consistan o se resuelvan en el pago de sumas de dinero. Como consecuencia de ello, se produce -en ese momento- la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, por lo que sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece: exigir el pago en efectivo, en los plazos fijados por aquella, o la entrega de los bonos que correspondan. En la medida en que la normativa revista el carácter de orden público, resulta aplicable a los pronunciamientos no cumplidos si se trata de deudas pasibles de ser consolidadas, lo que impone la obligación de que los acreedores se ajusten a las previsiones y métodos administrativos previstos por la ley, a fin de percibir los créditos reconocidos judicialmente.


    Network S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva.


    N. 109, L. XLIII, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo: privilegios de un crédito. Sentencia arbitraria: falta de tratamiento de cuestiones conducentes planteadas por la parte.


    Debe recordarse, que si bien lo atinente a la determinación del alcance de las peticiones de las partes y de las cuestiones comprendidas en la litis es materia de hecho y derecho común y procesal reservada a los jueces de la causa y ajena, por lo tanto, al remedio excepcional previsto por el art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a ese principio cuando, en forma manifiesta, la decisión recurrida ha prescindido de dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con los términos en que fue planteada por las partes, el derecho aplicable y la prueba, lo cual determina su invalidez como acto jurisdiccional e impone su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad. Supuesto configurado en el caso en el que, la decisión cuestionada, revocatoria de la adoptada por el juez de mérito que había desestimado la pretensión de la Provincia de cobrar sus créditos al margen del concurso y del eventual acuerdo preventivo, vale decir, imputar los fondos de la cuenta especial creada por una resolución a la cancelación del crédito admitido en el concurso y/u otras obligaciones que pudieran tener su causa en el incumplimiento del contrato de concesión, omite examinar planteos oportunamente formulados por la recurrente, brindando como consecuencia de ello, una respuesta parcial a las cuestiones debatidas.


    Azurix Buenos Aires S.A. s/ Concurso preventivo


    A. 2351, L. XLI, 19 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Proceso concursal: resolución unilateral de contrato art. 20 de la ley 24.522. Facultades del juez del concurso. Ausencia de arbitrariedad.


    Las manifestaciones del incidentista respecto a que no constituye materia de controversia la aplicación -o no- del artículo 20 de la Ley N° 24.522, que, conforme la interpretación expuesta en la sentencia en crisis, otorga al deudor la facultad de no continuar con el contrato por su exclusiva decisión, instituyendo, de esa manera, una causa legal de resolución que beneficia al concursado en forma unilateral, no puede ser acogida. En efecto, el magistrado de primera instancia, no obstante haber resuelto que las notificaciones relativas a la resolución del contrato que unía a las partes, eran ajenas al trámite del concurso, aclaró que el artículo 20 mencionado –contrario sensu- habilita al deudor a resolver el contrato sin intervención del tribunal a cargo del proceso universal.


    Unión Argentina de Rugby Asociación Civil s/ Concurso preventivo


    U. 69, L. XLIII, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Readecuación del proyecto de distribución final. Reserva de gastos del precio del bien subastado por banco acreedor, para atender a deudas del inmueble y honorarios de la sindicatura. Art. 244 de la ley 24.522. Rechazo inclusión de la tasa de justicia entre los rubros de esa reserva y de reconocimiento de preferencia al crédito del banco. Remisión Fallos 330:1055. Ausencia de demostración de pronunciamiento arbitrario.


    Contrariamente a lo señalado por el recurrente, el a quo no privó al crédito del banco del privilegio de goza sino que, por el carácter especial y de orden público que reviste la ley 24.522, sentó como principio que el articulo 36 -norma dictada en el marco de las ejecuciones individuales- debe ajustarse a las prescripciones y principios que rigen las ejecuciones colectivas. De allí que interpretando el artículo 239 de la ley concluyó que los privilegios no pueden hacerse valer dentro eje su propio contexto y que los ordenamientos legales deben ceder ante reglas específicas de la ejecución colectiva. Inteligencia que se compadece con el principio de hermenéutica jurídica con arreglo al cual debe darse prioridad a las leyes especiales por sobre las generales. Por otra parte, no se advierte una alteración del orden de privilegios instituido por el artículo 243 inciso 1 de la ley 24.522 y consecuente artículo 36, pues la discusión involucra a créditos de distinta naturaleza, uno de causa anterior a la declaración de quiebra y los otros, gastos efectuados a partir de ella, sin que se haya invocado o demostrado la existencia de controversia sobre la concurrencia dentro de la misma categoría (arts. 241 y 243). A su vez, con relación al deber de contribuir a los gastos que indica el artículo 244 y no obstante el dogmatismo denunciado por el apelante, además de hacer manifiesta su expresa regulación por dicha norma y que el artículo 36 no contempla ninguna exención en tal sentido, el a quo puntualizó que él encontraba su causa en la administración y conservación que del patrimonio falencial realiza el síndico en beneficio de los acreedores por consecuencia del desapoderamiento del fallido.


    Collados, Fernando Ismael s/ Quiebra


    C. 36, L. XLIII, 29 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia


    Competencia del juzgado que lleva adelante el proceso de quiebra.


    Se desprende de las actuaciones que el acreedor peticionante de la quiebra al iniciar el juicio laboral contra la S.A. denunció como domicilio -sede del establecimiento de la accionada-, uno ubicado en la localidad de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, el que coincide con el domicilio real de la sociedad, también denominada con el mismo nombre, cuya quiebra tramita ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 1 del Departamento Judicial de Lomas de Zamora. En tal contexto, contrariamente a lo invocado por el magistrado provincial, en oportunidad de recibir las actuaciones debió individualizar los elementos de juicio que obran en la causa a los fines de determinar si la sociedad en cuestión resulta ser la misma que la declarada en quiebra ante su jurisdicción, máxime cuando en el sub-lite se advierte que existen datos coincidentes entre una y otra tales como denominación social, nro. de CUIT/CUIL, objeto social y miembros que componen el órgano de administración. Consecuentemente en ese marco, el juez que entiende en el proceso falencial que se sustancia ante la jurisdicción provincial, el que valga señalar fue iniciado con anterioridad, debió determinar con precisión, previo a rechazar su competencia, si en uno y otro caso se trataba de una misma sociedad. La ausencia de todo argumento sobre el punto permite sostener que en este estado, la causa debe quedar radicada en la justicia local, ello sin perjuicio de las medidas que puedan adoptarse por el magistrado a su cargo.


    Airette S.A. s/ quiebra


    COMP. 1074, L. XLIII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Reglas de competencia judicial previstas para el ordenamiento concursal. Pedido de homologación del Acuerdo Preventivo Extrajudicial. Principio del domicilio legal: excepciones.


    Corresponde poner de resalto que el artículo 72 de la ley 24.522 (texto según ley 25.589) establece que el pedido de homologación del Acuerdo Preventivo Extrajudicial debe presentarse ante el juez competente, conforme a lo dispuesto en el artículo 3º del mismo cuerpo legal; es decir que respecto de dicho trámite rigen las reglas de competencia judicial previstas para el ordenamiento concursal. Sentado ello, cabe señalar, que las normas de competencia de la Ley de Concursos y Quiebras son de orden público y no admiten ser prorrogadas por voluntad de las partes. Es del caso consignar asimismo, que en supuestos excepcionales, cede el principio del domicilio legal como determinante de la competencia, y que ello sucede cuando se advierte que se configura el supuesto de la creación de un domicilio ficticio, que altere el acceso regular de los acreedores al procedimiento para la defensa de sus derechos.


    Cooperativa de Trabajo Sol s/ Acuerdo preventivo


    COMP. 829, L. XLIV, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Fuero de Atracción


    Correspondencia del fuero de atracción: reclamo de una obligación preconcursal.


    Toda vez que el reclamo del accionante proviene del incumplimiento de una obligación anterior a la presentación del concurso de la demandada -por lo que resulta que la obligación es preconcursal-, procede, por lo tanto, el fuero de atracción contemplado en el art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086).


    A.F.I.P. c/ TV Music House Jujuy S.R.L. s/ ejecución fiscal


    COMP. 1361, L. XLIII, 04 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia: aplicación del art. 132 de la ley 24.522 (modif. por ley 26.086). Exclusión del fuero de atracción del proceso universal de los juicios de conocimiento que se encuentran en trámite.


    La contienda debe resolverse por aplicación del artículo 132 de la ley 24.522, modificado por la ley 26.086, que dispone que los juicios de conocimiento en trámite se encuentran excluidos del fuero de atracción del proceso universal (cf. inc. 20 del arto 21 de la mencionada ley). Ello es así, aún cuando hubiese recaído sentencia definitivas. En consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez de la quiebra.


    Aadi Capif Asoc. Civil Recaudadora c/ El Cielo S.R.L. s/ Cobro de pesos


    COMP. 119, L. XLIV, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del fuero de atracción del proceso universal.


    Si en la causa se ha dictado sentencia cuando se hallaba abierto y en trámite el concurso de la demandada que, a la fecha, se encuentra firme, tal particularidad autoriza a sostener razonablemente que resulta inoficiosa la remisión de las actuaciones al juez del proceso universal, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el actor solicite la verificación de su crédito en el referido trámite concursal.


    GCBA c/ Nutrimentos S.A. s/ ejecución fiscal - Plan de Facilidades


    COMP. 1331, L. XLIII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del fuero de atracción: juicio de ejecución fiscal. Excepciones previstas en el artículo 132 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086).


    Toda vez que se trata el juicio de una ejecución fiscal, que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el artículo 132 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), procede el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Hermanos S.A. s/ ejecución fiscal


    COMP. 715, L. XLIV, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del fuero de atracción: proceso universal inconcluso y cumplimiento del acuerdo preventivo homologado. Artículo 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086).


    Toda vez que no surge de las actuaciones que se haya dictado sentencia, ni que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado, en consecuencia, como se trata el presente juicio de una ejecución fiscal que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el artículo 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), procede el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Burak Gil, Salomón s/ ejecución fiscal


    COMP. 604, L. XLIV, 01 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Cobro ejecutivo con sentencia firme: improcedencia del fuero de atracción de la quiebra.


    En la presente causa se ha dictado sentencia que se encuentra firme, y, en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez de la quiebra.


    Navarro, Norma Susana c/ Ger Pag S.A. s/ Cobro ejecutivo


    COMP. 278, L. XLIV, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios. Improcedencia del fuero de atracción.


    Toda vez que el presente juicio de conocimiento se encuentra excluido legalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2°, Ley 24.522, texto según ley 26.086), sin que concurran los supuestos que tornen inaplicable dicha excepción (v. art. 9°, ley 26.086), se debe dirimir la contienda ordenando la radicación de la causa ante el Juzgado Civil, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la norma citada).


    Pérez, Noemí del Valle c/ El Puente S.A.T. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 296, L. XLIV, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de usucapión. Improcedencia del fuero de atracción de la quiebra.


    Asiste razón al juez comercial, desde que en autos no se encuentra demandada la fallida, es más, en el caso tampoco procedería la aplicación del instituto previsto por el artículo 132 de la ley 24.522 (texto según art. 7° de la ley 26.086), por tratarse en el sub lite de un proceso de conocimiento en trámite, excluido de dicho instituto.


    Cersosimo, Beatriz c/ Durango S.A. Agropecuaria Inmobiliaria Comercial y Financiera s/ Usucapión


    COMP. 158, L. XLIV, 11 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda por daños y perjuicios. Fallido citado como tercero. Improcedencia del fuero de atracción.


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte que postula que cuando la condición del fallido es la de citado como tercero en los términos del art. 94 del código de rito, no procede el desplazamiento del proceso principal a favor del juzgado donde se sustancia el proceso universal. Por otra parte, de los propios dichos del actor surge que desistió expresamente de dirigir la acción contra el fallido, circunstancia que también obsta a la operatividad del fuero de atracción que ejerce la quiebra.


    Núñez, Ramón Luis c/ Asociación del Fútbol Argentino y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 410, L. XLIV, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Desalojo. Improcedencia del fuero de atracción de la quiebra de la demandada.


    No procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el artículo 132 de la ley 24.522 (texto según art. 7º de la ley 26.086), por tratarse en el sub lite de un proceso de conocimiento en trámite, excluido de dicho instituto (art. 21, inc. 2º de ese cuerpo legal). Cabe señalar que tampoco concurren en el caso los supuestos de excepción mencionados por el artículo 9°, in fine, de la ley 26.086. Sin perjuicio de ello, según surge de la causa la cuestión inherente a la desocupación del inmueble motivo de las presentes actuaciones, se encontraría decidida y ejecutoriada en relación a la sociedad fallida, en consecuencia, carece de operatividad el fuero de atracción.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Salceda S.A. s/ Desalojo


    COMP. 603, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución fiscal. Fuero de atracción del concurso preventivo.


    En el caso, de las constancias de la causa no surge que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en cumplimiento el acuerdo preventivo homologado. En consecuencia, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada toda vez que se trata en autos de una ejecución fiscal, que no se encuentra comprendida en las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086).


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Emp. de Ttes. El Litoral S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 473, L. XLIV, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución fiscal. Fuero de atracción del concurso preventivo.


    La obligación corresponde a un período fiscal anterior a la presentación en concurso. En consecuencia, opera el fuero de atracción del concurso de la demandada, toda vez que en el caso se trata de una ejecución fiscal, trámite que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086).


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Americano S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 455, L. XLIV, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución fiscal. Procedencia del fuero de atracción del concurso.


    En el caso, de las constancias de la causa no surge que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado. En consecuencia, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada toda vez que en el caso se trata de una ejecución fiscal, trámite que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086).


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transportes 9 de Julio S.A.C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 480, L. XLIV, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Fuero de atracción del concurso.


    Conforme surge de las constancias de autos, el reclamo del accionante proviene del incumplimiento de una obligación anterior al 18 de marzo de 1994, fecha en la que se suscribe el plan de facilidades que se ejecuta, por lo que resulta de toda evidencia que la obligación es preconcursal, motivo por el cual procede el fuero de atracción contemplado en el art. 21 de la ley 24.522.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ José Minetti y Cía. Ltda. S.A.C.I. s/ Ejecución fiscal - plan de facilidades


    COMP. 876, L. XLIV, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Fuero de atracción del proceso falencial. Art. 21 de la Ley Nº 24.522.


    Asiste razón al señor juez comercial, toda vez que, si bien es cierto que la mencionada cláusula sólo hace referencia al artículo 21 de la ley 24.522, en su actual redacción, el artículo 132 remite al artículo 21, por lo que la cláusula transitoria es de aplicación en el caso de autos Por otro lado y en relación al hecho de encontrarse vencido el plazo para su devolución, cabe resaltar que, dicha norma no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen. Cabe destacar que la circunstancia de que el juez natural de la causa sea de competencia comercial, no es óbice para la aplicación de lo expresamente previsto por el artículo 4° de la ley 26.086 que, en lo que aquí interesa, excluye de la radicación ante el juez que entiende en el proceso universal, de todos los procesos de conocimiento en trámite, salvo que el actor opte por suspender el proceso y verificar su crédito.


    Bogataj, Rafael c/ Clínica Privada San Nicolás S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 302, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Improcedencia del fuero de atracción de la quiebra de la demandada.


    No procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el artículo 132 de la ley 24.522 (texto según art. 7º de la ley 26.086), por tratarse en el sub lite de un proceso de conocimiento, en el que además, ha recaído sentencia que se encuentra firme, excluido, por lo tanto, de dicho instituto (art. 21, inc. 2º de ese cuerpo legal). Cabe señalar que tampoco concurren en el caso los supuestos de excepción mencionados por el artículo 9°, in fine, de la ley 26.086.


    Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ Salceda S.A. y otro s/ Ordinario


    COMP. 574, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Improcedencia del fuero de atracción del concurso.


    No procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el artículo 132 de la ley 24.522 (texto según art. 7° de la ley 26.086), por tratarse en el sub lite de un proceso de conocimiento en trámite, excluido de dicho instituto, resultando, por lo tanto, inconducente la eventual configuración o no de un litisconsorcio necesario. Cabe señalar, que tampoco concurren en el caso, los supuestos de excepción mencionados por el artículo 9°, in fine, de la ley 26.086.


    Herrera, Alberto c/ Moreno S.A. s/ daños y perjuicios


    COMP. 1402, L. XLIII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Improcedencia del fuero de atracción del concurso.


    No procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el artículo 21 de la ley 24.522 (texto según art. 4° de la ley 26.086), por tratarse en el sub-lite de un proceso de conocimiento en trámite excluido de dicho instituto. Cabe señalar, que tampoco concurren en el caso, los supuestos de excepción mencionados por el artículo 9° in fine, de la ley 26.086.


    Coro, Carmen c/ Suárez, Marcelo s/ daños y perjuicios


    COMP. 1327, L. XLIII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Operatividad del fuero de atracción del concurso: acuerdo preventivo homologado en etapa de cumplimiento.


    De las constancias de la causa no surge que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado. En consecuencia, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada toda vez que se trata el presente juicio de una ejecución fiscal, que no se encuentra comprendida en las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24522.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ T.A. La Estrella S.A.


    COMP. 387, L. XLIV, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Proceso de conocimiento en trámite. Improcedencia del fuero de atracción del concurso.


    No procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el artículo 132 de la ley 24.522 (texto según art. 7º de la ley 26.086), por tratarse en el sub lite de un proceso de conocimiento en trámite, excluido de dicho instituto (art. 21, inc. 2º de ese cuerpo legal). Cabe señalar que tampoco concurren en el caso los supuestos de excepción mencionados por el artículo 9°, in fine, de la ley 26.086.


    Botti, María c/ Montebelverde S.A. s/ prescripción


    COMP. 615, L. XLIV, 12 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Resolución de contrato. Improcedencia del fuero de atracción.


    No procede la operatividad del fuero de atracción previsto en el artículo 21 de la ley 24.522 (texto según art. 4º de la ley 26.086), por tratarse en el sub-lite de un proceso de conocimiento en trámite excluido de dicho instituto (art. 21, inc. 2° de ese cuerpo legal), resultando, por lo tanto, inconducente la eventual configuración o no de un litisconsorcio pasivo facultativo. Cabe señalar, que tampoco concurren en el caso, los supuestos de excepción mencionados por el artículo 9°, in fine, de la ley 26.086.


    Canale Lamarca, Carlos Alonso y otros c/ Parque Caviahue S.A. s/ Resolución de contrato


    COMP. 605, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Juicio ejecutivo y acuerdo preventivo en etapa de cumplimiento. Subsistencia del fuero de atracción.


    De las constancias de la causa no surge que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado. En consecuencia, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada toda vez que se trata el presente juicio de una ejecución fiscal, que no se encuentra comprendida en las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086).


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cohen, Jaime Ricardo


    COMP. 423, L. XLIV, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Improcedencia del fuero de atracción. Leyes 24.522 y 26.086.


    No procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el artículo 132 de la ley 24.522 (texto según art. 7° de la ley 26.086), por tratarse en el sub lite de un proceso de conocimiento en trámite, excluido de dicho instituto (art. 21, inc. 2° de ese cuerpo legal), resultando, por lo tanto, inconducente la eventual configuración o no de un litisconsorcio pasivo facultativo. Cabe señalar que tampoco concurren en el caso los supuestos de excepción mencionados por el artículo 9°, in fine, de la ley 26.086. Ello, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado, ley 24.522, modificada por ley 26.086).


    Grijalva, Jorge E. c/ Quispo S.A. y otros s/ Cumplimiento de contrato y daños y perjuicios


    COMP. 892, L. XLIV, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Verificación de Créditos


    Supuestos de excepción contenidos en el art. 9º de la ley 26.086. Incidente de verificación de crédito. Traslado contestado por la Sindicatura aconsejando la verificación del crédito. Competencia del juzgado que lleva adelante el juicio universal.


    Toda vez que se da uno de los supuestos de excepción contenidos en el art. 9º de la ley 26.086, ya que por cuerda corre el incidente de verificación de crédito iniciado por la actora, donde ya ha sido contestado el traslado por la Sindicatura aconsejando la verificación del crédito, no corresponde, por lo tanto, la remisión de la causa al tribunal de origen.


    Sena, Úrsula c/ Cristalux S.A. s/ despido


    COMP. 748, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Verificación de créditos. Cálculo de intereses. Rechazo de inconstitucionalidad planteada: fundamentación indebida. Devaluación.


    Es menester precisar que el magistrado de primera instancia verificó el crédito y ordenó calcular intereses conforme la tasa activa que percibe el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones de descuento a treinta días, por el período comprendido entre la fecha de la mora y la presentación en concurso de la deudora. En ese contexto, asiste razón al recurrente, toda vez que el a quo al rechazar la inconstitucionalidad planteada, se basó exclusivamente en que no fue demostrado por el acreedor la insuficiencia de los intereses para "compensar los efectos erosivos que la inflación produce sobre el capital", remitiéndose a un precedente del mismo tribunal no aplicable al caso. Ello es así, toda vez que en aquellas actuaciones habían sido reconocidos los intereses de un crédito con posterioridad al año 2002 y, en función de ello, se había efectuado un cálculo tendiente a demostrar la aptitud para subsanar la invocada devaluación. Esta situación no ocurre en el sub lite, donde se ordenó que los intereses debían computarse hasta la presentación en concurso, sin que la Cámara haya, expresa o tácitamente, previsto que algún interés deba calcularse con posterioridad a dicha fecha.


    Club Ferrocarril Oeste s/ quiebra


    C. 825, L. XLII, 16 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Proceso Sucesorio


    Competencia


    Conflicto positivo de competencia. Sucesión. Existencia de dos procesos sucesorios en trámite referidos a un mismo causante en distintas jurisdicciones. Competencia territorial: jueces del lugar del último domicilio del causante.


    En el caso compete entender a la justicia nacional en lo civil, pues del certificado de defunción, de la licencia de conducir, y de la constancia de supervivencia, se desprende con mayor fuerza de convicción que el último domicilio se encontraba en esta Capital Federal, máxime cuando la fecha de expedición de los dos últimos documentos resulta muy cercana al fallecimiento del causante. No obsta a la solución propiciada, la circunstancia relativa a la existencia de dos procesos sucesorios en trámite referidos a un mismo causante en distintas jurisdicciones, ni que el sustanciado en la provincia de Santa Fe se encuentre en un mayor grado de avance, toda vez que razones de economía procesal, y en lo fundamental, de unidad sucesoria, aconsejan en que este caso, sea remitido para su acumulación al juez nacional, quien deberá en definitiva, determinar el modo en el que ha de continuar el trámite.


    Truffer, Héctor Ezequiel s/ Sucesión ab-intestato


    COMP. 726, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Fuero de Atracción


    Competencia de los Tribunales Ordinarios de la Provincia de Buenos Aires. Juicios universales de sucesión: fuero de atracción. Banco de la Nación Argentina.


    Los juicios universales de sucesión, atraen al juzgado donde éstos tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción. En el caso, surge de la demanda que el actor -Banco de la Nación Argentina-, amparado en los arts. 520, 523, inciso 5°, y 531 del código de rito local, no dirige su acción contra el causante, sino contra sus presuntos herederos. Por lo expuesto, dentro del limitado marco cognoscitivo en el que se deciden las cuestiones de competencia y considerando que el actor ha consentido, con el inicio de la presente acción, la actuación de los Tribunales Ordinarios de la Provincia de Buenos Aires corresponde dirimir la contienda y disponer que la causa continúe su trámite ante esta última jurisdicción territorial.


    Banco de la Nación Argentina c/ Fadega S. A. y otros s/ Cobro ejecutivo


    COMP. 674, L. XLIV, 23 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juzgado en donde tramita el juicio sucesorio: el de cujus como titular registral del bien objeto de usucapión; debate posterior entre coherederos.


    Compete al Magistrado Nacional en donde tramita el juicio sucesorio del de cujus entender en el proceso de nulidad de acto jurídico, dado que al momento del deceso era titular registral del bien objeto de usucapión y porque, en lo sustancial, la litis se trata de un debate posterior entre coherederos. En este orden de ideas, los jueces del sucesorio deben entender en aquéllas demandas concernientes a los bienes hereditarios hasta la partición inclusive, cuando son interpuestas por algunos de los sucesores universales contra sus coherederos.


    Recio, Luis c/ Samela Díaz de Recio s/ nulidad


    COMP. 225, L. XLIV, 10 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del fuero de atracción en materia sucesoria: demanda que no se dirige contra una sucesión.


    Toda vez que la demanda no se dirige contra una sucesión, ni en el sub lite se trata de alguno de los supuestos previstos en el Código Civil, más allá de que, eventualmente, puedan tanto la actora como el demandado revestir el carácter de heredero o legatario en alguna de las sucesiones referidas en el marco del contrato, cabe señalar que en el caso no se configura el fuero de atracción previsto en el artículo 3284 del cuerpo legal señalado.


    Abraham, María Adelina c/ Saleme, Jorge Pedro s/ Cumplimientos de contratos civiles y comerciales


    COMP. 1359, L. XLIII, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del fuero de atracción en un proceso sucesorio.


    Toda vez que, de acuerdo a los términos del escrito inicial, las herederas han dirigido claramente su demanda contra una sociedad comercial, el proceso no encuadra en la pauta de atribución prevista por el art. 3284 inciso 1º del Código Civil, puesto que dicha demanda se ha enderezado contra la sociedad mencionada y no respecto de otros coherederos. En ese orden de ideas, y ciñéndose estrictamente a la cuestión de competencia, el dato del que hace mérito la jueza provincial, en el sentido de que las sucesoras han entrado en posesión de la herencia (que estaría integrada, entre otros bienes, por el 99% del paquete accionario de aquel ente colectivo), carece de relevancia, toda vez que la parte demandada es una persona jurídica y, por ende, un sujeto de derecho, diferenciado de aquellos individuos que eventualmente pudieren integrarlo en calidad de socios. Por consiguiente, al operar, en un proceso sucesorio, el fuero de atracción sólo en forma pasiva, la presente causa no resulta atraída por la sucesión.


    Scaffino, Luis s/ sucesión ab intestato


    COMP. 1365, L. XLIII, 04 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del principio de acumulación de distintas sucesiones en un único fuero: ausencia en ambos juicios de identidad entre la masa hereditaria y la totalidad de los herederos.


    La discrepancia entre los órganos jurisdiccionales intervinientes, se suscita al examinar si se verifica o no en el caso alguna de las situaciones especiales de conexidad que el Tribunal ha tenido en cuenta para apartarse del principio basal del último domicilio. En este sentido, por razones de economía procesal, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha admitido la acumulación de distintas sucesiones y convalidado que continúe entendiendo en un proceso sucesorio un juez que no es el correspondiente al último domicilio del causante cuando concurren totalmente la misma masa hereditaria, identidad de herederos y no se realizó aún la partición, excepción que por sus características singulares, debe interpretarse con criterio restrictivo y haciendo mérito, en cada caso, de las circunstancias particulares que la tornan aplicable. Dichos requisitos no se encuentran reunidos en el sub lite, pues no median en ambos juicios identidad entre la masa hereditaria y la totalidad de los herederos. Ello, sin perjuicio de la existencia de un bien y una heredera en común y la circunstancia de que aún no se ha realizado la partición de la herencia. Finalmente, no se advierte peligro en que se afecte la ordenada tramitación de los procesos con la posibilidad de resoluciones contradictorias en uno y otro, respecto del único bien y herederas de ambos procesos universales, desde que las interesadas ante ese supuesto hipotético podrán requerir las medidas cautelares que fueren menester para soslayar el problema.


    Ferraro, Héctor Juan s/ sucesión ab-intestato


    COMP. 1214, L. XLIII, 15 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Deuda devengada con posterioridad al fallecimiento del causante. Improcedencia Fuero de atracción del proceso sucesorio. Justicia provincial.


    Surge de autos que la deuda se devengó con posterioridad al fallecimiento del causante, por lo cual cabe considerarla excluida del fuero de atracción mencionado.


    Consorcio Propietario C. Chiozza S/Nº c/ Capon, Pablo s/ Cobro ejecutivo


    COMP. 236, L. XLIV, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución fiscal. Deuda devengada con posterioridad al fallecimiento del deudor: improcedencia del fuero de atracción de la sucesión.


    La presente ejecución debe continuar su trámite ante el Juzgado Contencioso Administrativo, pues la deuda -base del trámite ejecutivo- fue devengada con posterioridad al fallecimiento del causante, con lo cual, debe considerarse excluida del fuero de atracción mencionado (art. 3284, inc. 4° del Código Civil).


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Barberis, M. s/ Ejecución fiscal -A.B.L.-


    COMP. 472, L. XLIV, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución fiscal. Deudas anteriores y posteriores al fallecimiento del causante. Fuero de atracción de la sucesión.


    En las presentes actuaciones se persigue el cobro de deudas anteriores y posteriores al fallecimiento del causante. Respecto del reclamo por períodos anteriores al fallecimiento, continúa la vigencia del fuero de atracción ejercida por la sucesión, conforme lo dispuesto en el artículo 3284 del Código Civil, no obstando a lo expuesto la inscripción de la declaratoria de herederos en el Registro de la Propiedad Inmueble, pues ésta no produce el cese de la indivisión hereditaria, que sólo ocurre mediante la partición de los bienes, debidamente inscripta. Respecto de las obligaciones posteriores al fallecimiento del causante, debe considerárselas excluidas del fuero de atracción.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Onofrio, Jorge Carlos s/ Ejecución fiscal


    COMP. 818, L. XLIV, 31 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución fiscal. Fuero de atracción del sucesorio: vigencia. Cese de la indivisión hereditaria.


    Continúa la vigencia del fuero de atracción ejercida por la sucesión, conforme lo dispuesto en el artículo 3284 del Código Civil, toda vez que no existe constancia de que se hubiere inscripto el acuerdo particionario y, como tiene dicho la Corte, el cese de la indivisión hereditaria, sólo ocurre mediante la partición de los bienes, debidamente inscripta.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Zuter de Geller, Ana Luisa y Geller, Jacobo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 896, L. XLIV, 26 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Acción de división de condominio. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio.


    Dado el carácter real -y no personal - de la acción de división de condominio es improcedente el fuero de atracción que ejerce la sucesión, en atención a lo dispuesto en el artículo 3284 inc. 4 del Código Civil, máxime cuando la actora en tales procesos no es heredera del causante.


    Scalzo, Juan s/ Diligencia


    COMP. 444, L. XLIV, 30 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Indivisión hereditaria. Procedencia del fuero de atracción del sucesorio.


    En las presentes actuaciones subsiste el fuero de atracción dispuesto por el artículo 3284 del Código Civil, toda vez que en el sucesorio no se encuentra acreditado que se haya efectuado ni la partición ni la consecuente inscripción, más allá de las manifestaciones de los sucesores.


    Statuto, Horacio Ricardo c/ Gabriela María Elena Rojas de Drabble y otros s/ Ejecución de alquileres


    COMP. 1280, L. XLIII, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Juicio de apremio. Deuda devengada posterior al fallecimiento del causante: improcedencia del fuero de atracción del sucesorio.


    Surge de autos que la deuda -base de la presente ejecución- se devengó con posterioridad al fallecimiento del causante, por lo que cabe considerarla excluida del instituto del fuero de atracción previsto en el artículo 3284, inc. 4, del Código Civil.


    O.S.P.R.E.R.A. c/ Tropeano, José s/ Apremio


    COMP. 1213, L. XLIII, 04 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Procesos de Familia


    Competencia del tribunal de origen en un caso que involucra a menores de edad que se mudaron a una jurisdicción distinta.


    La contienda no se ha trabado al inicio de la litis, sino que el juicio tramitó de principio a fin -a lo largo de dos años y medio- ante el Poder Judicial de Chubut, sin que se planteara ninguna incidencia concreta referida a la competencia. La cuestión aparece recientemente, con motivo del cambio de residencia de la hija menor de las partes, quien pasó a vivir con su madre fuera del territorio chubutense. Obviamente, entonces, ese foro resulta ser el que ha prevenido en el conocimiento de la problemática familiar. Por lo tanto, de atenerse al principio perpetuatio jurisdictionis, aquella modificación sobreviniente no debería incidir en la intervención del tribunal natural; que -al contrario- tiene asignada la función de solventar todas las vicisitudes que pudieren suscitarse en orden a la ejecución o alteración del régimen de contacto establecido (arg. art. 6 inc. 1º CPCCN). Al mismo tiempo -a diferencia del juzgado de Pico Truncado-, el tribunal chubutense se especializa en materia de familia. Cuenta también con una oficina técnica que no sólo ha evaluado al grupo nuclear y extenso de la niña, sino que ha llevado a cabo un proceso terapéutico de revinculación y seguimiento; marco en el que se ha establecido una fluida conexión con los interesados directos y con los operadores santacruceños. Así las cosas, atendiendo al estado del litigio, y ponderando que buena parte del régimen objeto del pleito debería cumplirse en Comodoro Rivadavia, no resulta adecuado proveer a una nueva atribución jurisdiccional, escindiendo la continencia del problema, con el consiguiente desgaste institucional que esto aparejaría.


    U., Néstor Carlos c/ Atay, Mónica Elizabeth s/ Régimen de comunicación s/ incidente de competencia negativa


    COMP. 286, L. XLIV, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Adopción


    Recurso de queja. Guarda provisional. Requisitos formales para la adopción. Necesidad de una evaluación integral. Interés superior del niño.


    Una cosa es habilitar excepcionalmente a unos aspirantes, aún en defecto de la inscripción registral previa. Otra, bien distinta, es eximirlos de las evaluaciones técnicas específicas que deben llevar a cabo profesionales especializados en la temática, con el grupo familiar completo. De permitirse esa licencia, se daría curso a un indebido privilegio, no ya en desmedro de la igualdad de trato respecto de quienes se han sometido al trámite legal, sino del bienestar mismo de los niños, expuestos innecesariamente por las instituciones a potenciales peligros, en un nivel indiscutiblemente crítico de su existencia. Esta senda de esclarecimiento previo no puede recorrerla el Tribunal en solitario, sin caer en arbitrariedad: El control de mérito, como se nota rápidamente y lo prevé el mismo texto normativo, es un ejercicio de naturaleza interdisciplinaria que reserva a los jueces el examen global de esa producción técnica, así como la decisión final.


    G., M. G. s/ protección de persona -causa Nº 73154/08-


    G. 617, L. XLIII, 04 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Parte General


    Actos Procesales


    Doctrina de los actos propios. Sometimiento a un régimen jurídico sin expresa reserva. Exigibilidad de las obligaciones tributarias. Inaplicabilidad de la regla.


    El voluntario sometimiento a un determinado régimen jurídico implica la renuncia al derecho de cuestionarlo con posterioridad. Sin embargo dicha regla no es de aplicación en aquellos casos que versan la exigibilidad de las obligaciones tributarias; Dicha exigibilidad tiene por fuente un acto legislativo y unilateral del Estado, y su cumplimiento se impone coactivamente a los particulares, cuya voluntad carece, a esos efectos, de toda eficacia, al tratarse de un acto de imposición, que implica el desarrollo de la fuerza compulsiva del Estado, siendo un acto de gobierno y de potestad pública. Lo atinente al régimen de la energía eléctrica se inscribe en un marco de regulación federal incorporado al concepto abarcador que supone la interpretación del art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional. El Congreso dictó las leyes 15.336 y 24.065 por las que se planifica, se establecen pautas generales y se ordena la política energética nacional. La ley 24.065, modificatoria en ciertos aspectos de la mentada ley 15.336, no modificó ni derogó el art. 12 de ésta. Esa disposición, no consagró una inmunidad impositiva absoluta. En efecto, aquella norma -indicadora del carácter objetivo de la exención que consagra- establece que "las obras e instalaciones de generación, transformación y transmisión de la energía eléctrica de jurisdicción nacional y la energía eléctrica generada o transportada en las mismas no pueden ser gravadas con impuestos y contribuciones, o sujetas a medidas de legislación local que restrinjan o dificulten su libre producción y circulación". Tal criterio resulta, por otro lado, compatible con lo dispuesto por el art. 75, inc. 30, de la Constitución Nacional, que establece como facultad del Congreso legislar -para el cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional- aunque respetando el poder de policía e imposición local en tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines.


    Centrales Térmicas Patagónicas S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa.


    C. 1380, L. XL, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Notificaciones


    Nulidad de la notificación de la demanda: resulta inadmisible si la parte tomó efectivo conocimiento. Carácter restrictivo de su declaración: solo en caso de lesión de las garantías de defensa en juicio.


    La sentencia recurrida, encuentra adecuado sustento en las consideraciones efectuadas sobre aspectos de hecho y derecho procesal, por lo que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. Ello es así, desde que las manifestaciones del recurrente relativas a la presunta omisión por parte del tribunal en la consideración de las irregularidades en la notificación, puntualmente la falta de entrega a su parte de la copia del acta notarial y agregación en tiempo oportuno del instrumento original a las actuaciones conforme prevé el artículo 140 del Código de rito, no logran desvirtuar lo decidido por el a quo en orden a que el nulidicente tuvo efectivo conocimiento de las actuaciones. En este sentido, cabe destacar que el quejoso si bien invoca que su parte desconocía, por los defectos indicados, la fecha en que debía contestar el traslado de la demanda, reconoce que el gerente general, recibió el copia íntegra de la demanda y la cédula de notificación que reunía los requisitos de forma previstos en el artículo 137 del CPCCN, a saber: nombre y apellido de la persona a notificar y su domicilio, individualización del proceso, juzgado y secretaría actuante, transcripción de la parte pertinente de la resolución judicial y objeto. La Corte ha establecido que si el defecto de procedimiento que motivó el planteo de nulidad, quedó debidamente subsanado en las actuaciones que ponen en evidencia que el demandado tuvo oportunidad suficiente de ser oído y de ejercitar las defensas que hacían a su derecho en tiempo, no procede su declaración en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que tal criterio importaría declarar la nulidad por la nulidad misma, solución inaceptable en el ámbito del derecho procesal.


    Asistencia Integral de Medicamentos S.A. c/ Cámara Argentina de Especialidades Medicinales s/ incidente de redargución de falsedad promovido por Farmalink


    A. 1225, L. XLIII, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Resoluciones Judiciales


    Actos procesales. Nulidad. Resolución suscripta por un magistrado al que previamente se le había aceptado su pedido de excusación.


    Si una resolución ha sido suscripta por un juez al que previamente se le había aceptado su pedido de que se lo excuse de integrar el tribunal, porque había intervenido en la causa como juez de primera instancia, dicha circunstancia provoca la nulidad de aquel acto procesal. Cuando en la causa se dicta un acto típicamente jurisdiccional, por ejemplo la sentencia, entonces debe continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


    Piasentini, María Nélida c/ Banco de Galicia S.A. Suc. Goya s/ sumarísimo.


    COMP. 194, L. XLIV, 14 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Parámetros que conforman el test de adecuación del pronunciamiento jurisdiccional.


    La sentencia implica una operación de adjudicación jurídica; requisito éste que, por cierto, no se circunscribe a la cita de uno o varios textos positivos o posturas doctrinarias. En un mismo nivel, han de concurrir también los hechos sustanciales componentes de la situación concreta sometida a juzgamiento, conforme surjan de la prueba producida regularmente. Y, finalmente, han de entrelazarse ambas variables, en una valoración conjunta que conduzca a una conclusión razonable. En orden a los parámetros que conforman el test de adecuación del pronunciamiento jurisdiccional, se señala como uno de los recaudos indiscutidos en el proceso jurisdiccional contemporáneo, la obligación que pesa sobre el decisor de razonar el acto para que pueda ser abiertamente contrastado por todos; con lo cual, la motivación ha de construirse siempre desde el material fáctico propuesto y acreditado por las partes, desde la mejor solución que ofrezca el ordenamiento jurídico, y desde fundamentos engarzados con propiedad lógica. Así entonces, las deficiencias motivadoras aparecen cuando lo argumentado carece de apoyatura fáctica, normativa, axiológica o lógica. Si el perito es un intermediario en el conocimiento judicial, y si en lo técnico, esa mediación resulta esencial, es indudable que la intervención especializada coadyuva en forma relevante a la formación regular de las decisiones judiciales. Por ende, aunque el consejo experto no es vinculante, no parece coherente con la naturaleza del discurso judicial apartarse de él sin motivo y, menos aún, abstenerse de ese aporte. Las complejidades técnicas que presenta la responsabilidad civil en el ámbito de la medicina, reclaman el apoyo experto de las disciplinas de la salud, en orden a la investigación de los datos de la realidad que, para su comprensión, requiere de una intervención especializada. La prueba científica constituye, en esta parcela, una de las pruebas preponderantes tanto de los hechos como de la relación causal; como también lo es la respectiva historia clínica, que, nuevamente, nos devuelve a la actuación del perito, privilegiado acompañante del juez, a la hora de integrarse convenientemente en el significado de sus registros. La sentencia merece ser tachada de arbitrariedad, desde que carece de coherencia interna, incluye afirmaciones dogmáticas sobre cuestiones relevantes (nexo causal y eximentes), ignora recaudos técnico-jurídicos elementales y aborda parcialmente el material obrante en la causa, lo cual es más que suficiente para invalidarla, por caer en un claro apartamiento de las reglas de la sana crítica.


    Andino Flores, Leonor c/ Hospital Italiano - Sociedad Italiana de Beneficencia s/ daños y perjuicios


    A. 1167, L. XLII, 20 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Solicitud a la demandada de los resultados del examen psicofísico, relativo a la habilitación del accionante para desempeñarse como conductor.


    Las sentencias del Tribunal deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de decidir, aunque sean sobrevinientes al recurso. En ese marco, a fin de mejor dictaminar, se solicita que se requiera informe a la demandada sobre los resultados del examen psicofísico, relativo a la habilitación del accionante para desempeñarse como conductor.


    Avanzato, Adrián Orlando c/ Metrovías S.A. s/ Restitución en puesto


    A. 688, L. XLIII, 26 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Acumulación de Procesos


    Exclusiva decisión de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la acumulación de una causa en la instancia originaria del Tribunal por vía de conexidad.


    El examen de la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos, queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.


    Robles, Fabiana Marcela y otros c/ Dirección General de Cultura y Educación s/ Daños y perjuicios.


    R. 862, L. XLIII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Improcedencia de la acumulación de procesos. Materias de naturaleza sustancialmente diferente.


    El “forum conexitatis” no se configura en el sub lite, pues, de un lado, de la exposición de los hechos y del derecho que la peticionante efectúa en la demanda, surge que la materia debatida conduce, básicamente, al estudio de un tema de naturaleza comercial, -contrato de compraventa mercantil-; de otro, la decisión que se adopte, en definitiva en este reclamo, no tendrá consecuencias directas e inmediatas en el juicio de despido. Por otra parte tratándose de procesos que versan sobre las ya referidas materias -de naturaleza sustancialmente diferente-, cabe descartar la posibilidad que cualquiera de ellos produzca efectos de cosa juzgada en el otro. Y desde que se encuentran en etapas procesales también distintas –en uno ya se dictó sentencia firme- cabe concluir que en el caso no se configuran los requisitos de admisibilidad de acumulación de procesos que emanan del artículo 188 primer párrafo in fine, e incisos 1 a 3 de ese cuerpo legal.


    Peugeot Citroën Argentina S.A. c/ Ubre, Pablo s/ Ordinario


    COMP. 509, L. XLIV, 19 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Incumplimiento contractual y relación de dependencia: improcedencia del forum conexitatis. Causas en distinto estadio procesal.


    La Corte ha dicho en reiteradas oportunidades que la acumulación de procesos tiene su fundamento en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias en causas vinculadas, circunstancia que no acontece en autos, dado que en el proceso radicado en jurisdicción laboral ya se ha dictado sentencia, por lo que la acumulación ordenada ha perdido el objeto práctico que la justifica (art. 188, 190 del C.P.C.C.N., 44 de la L.O. y concordantes). Más aún, si tenemos en consideración que el Magistrado laboral, rechazó el reclamo impetrado por no reconocerle naturaleza laboral al vínculo, por lo que además de lo señalado, no resultaría competente para entender en razón de la materia. Tampoco se advierte problemas de economía procesal o de sentencias contradictorias, en razón de los distintos estadios procesales en que ambas causas se encuentran, conforme se señalara precedentemente, circunstancias que a fin de que no acontezcan, pueden ser atendidas por el Magistrado Civil, competente en autos en razón de la materia, peticionando las actuaciones laborales, de considerarlo pertinente, antes del dictado de la respectiva sentencia.


    Club Atlético Obras Sanitarias de la Nación C/ Berman, Andrés s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 685, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia


    Competencia de la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Remisión a S.C.B. 1935, L. XLII. "Batlle Mercedes Beatriz c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ daños y perjuicios" y al dictamen del 11 de abril de 2007, in re, Comp. 118, L. XLIII. "Fiorito, Ornar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. prof. Médicos y aux.".


    La cuestión sometida a conocimiento del Tribunal en el sub lite resulta sustancialmente análoga a la que fue objeto de tratamiento por este Ministerio Público en el dictamen del 29 de marzo de 2007, in re, S.C.B. 1935, L. XLII. "Batlle Mercedes Beatriz c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ daños y perjuicios", sentencia de la Corte del 21 de agosto de 2007, y en el dictamen del 11 de abril de 2007, in re, Comp. 118, L. XLIII. "Fiorito, Ornar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. prof. Médicos y aux.". En virtud de las consideraciones allí expuestas, a cuyos términos corresponde remitir, en cuanto fueren aplicables a este caso, el proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por intermedio del Juzgado N° 11 que intervino en la contienda.


    Andrada, Vicente y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ daños y perjuicios


    COMP. 1412, L. XLIII, 04 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Comp. 899, L. XLII "Gazpio, Osvaldo José c/ Movistar S.A. s/ daños y perjuicios". Reclamo civil contra una sociedad comercial, con apoyo en normativa común de fondo.


    Toda vez que los accionantes reclamaron contra una sociedad comercial una reparación civil, con apoyo en normativa común de fondo, en orden al carácter del demandado -empresa privada a cargo de un servicio telefónico público- y teniendo en cuenta que la controversia no se encuentra vinculada directamente en cuestiones relacionadas con la Ley Nacional de Telecomunicaciones, la presente causa guarda substancial analogía con la examinada en autos Comp. 899, L. XLII "Gazpio, Osvaldo José c/ Movistar S.A. s/ daños y perjuicios", sentenciada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación el 27-03-2007.


    Aguirre, Eduardo Cristóbal y otro c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ daños y perjuicios


    COMP. 1452, L. XLIII, 11 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    La controversia guarda sustancial analogía con lo decidido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el supuesto II de los autos Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa", el 30 de septiembre de 2003, a cuyos fundamentos se remite, por razones de brevedad.


    Amatilli, Walter Leonardo c/ Alico S.A. c/ Compañía de Seguros s/ ordinario


    COMP. 1320, L. XLIII, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Solicitud de remisión de los autos "Admar S.A. c/ Atlántica de Juegos S. A. s/ ejecución de alquileres" y "Bongiovi, Zulma y otro c/ Atlántica de Juegos S.A. s/ desalojo".


    Atlántica de Juegos Sociedad Anónima c/ Bongiovi, Zulma Aida y otro s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 731, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita la remisión de los autos "Verón, Jorge Antonio c/ IOMA s/ Amparo".


    Verón, Leonardo David c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    COMP. 510, L. XLIV, 08 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita la remisión de los autos caratulados: "Casal, Jorge Emilio Antonio s/ Sucesión Ab-Intestato".


    Statuto, Horacio Ricardo c/ Gabriela María Elena Rojas de Drabble y otros s/ Ejecución de alquileres


    COMP. 1280, L. XLIII, 19 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita la remisión de los autos caratulados: "Echaniz, Francisco s/ sucesión", expte. N° 373/06.


    Echaniz, Francisco s/ declaratoria de herederos


    COMP. 716, L. XLIV, 31 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita la remisión de los autos caratulados: "Fundación Planeta c/ Transportes 9 de Julio SA s/ Amparo" Expte N° 923/01.


    Transporte 9 De Julio S.A. s/ Concurso preventivo


    COMP. 911, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita un expediente.


    S., Mario s/ incidente familia


    COMP. 828, L. XLIV, 20 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    A los fines de mejor dictaminar, se solicita la remisión de los autos: "Alarcón Ciro Rodolfo c/ Eduardo A Perrault y Juan Coleff s/ prepara vía ejecutiva".


    Coleff, Juan c/ Perrault, Eduardo Agustín s/ Cobro ordinario de pesos


    COMP. 339, L. XLIV, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    A los fines de mejor dictaminar, se solicita la remisión de los autos: "Pilosio, Elida Elena y otros c/ Pereyra, Jorge Eduardo y otros s/ Repetición", Expediente N° E 52.921; "Pilosio, Elida Elena otro c/ Pereyra, Jorge Eduardo y otros s/ División de Condominio", Expediente N° E 52.699; y las actuaciones "Scalzo, Juan Carlos s/ Sucesión Ab-Intestato", Expediente N° 65.334.


    Scalzo, Juan Carlos s/ Diligencia


    COMP. 444, L. XLIV, 19 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    A los fines de mejor dictaminar, se solicita la remisión de los autos: "Ferrocarriles Argentinos c/ Duarte Pablo y Frigorífico Ramallo S.A. -daños y perjuicios-".


    Insurance Company of North America c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos s/ daños y perjuicios


    COMP. 204, L. XLIV, 15 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos. Solicitud de citación en garantía a una empresa aseguradora. Competencia: opción de los eventuales damnificados entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador. Artículo 118 de la ley 17.418.


    En casos como el aquí considerado, de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en las que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados pueden optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador (art. 118 de la ley 17.418). En orden a ello y que en el sub-lite el accionante, atendiendo al domicilio de la empresa de seguros, optó por los tribunales con asiento en la ciudad de Buenos Aires, jurisdicción que fue consentida por la citada en garantía al contestar la demanda, el proceso debe quedar radicado en esta última jurisdicción territorial.


    Mansilla, Sergio Alcides c/ Aragón, Luis Eduardo y otros s/ Daños y perjuicios (Acc. tran. c/ les. o muerte)


    COMP. 621, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia: multiplicidad de demandados. Demanda contra sociedad extranjera. Ausencia de perjuicio.


    La resolución en crisis no deniega el fuero federal -sino que, por el contrario, afirma la jurisdicción de los tribunales nacionales- ni provoca a la recurrente una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa o indirecta- la garantía constitucional de defensa en juicio. Ello es así dado que el fallo no clausura la vía procesal, ni cercena el ejercicio de los derechos de la quejosa, ya que, como se evidencia, tomó conocimiento de la existencia del presente proceso, y pudo defenderse. Tampoco ha de descartarse ab-initio la posibilidad de que los jueces argentinos, de estimarlo procedente, puedan recurrir a la ley extranjera para la solución del presente litigio.


    Prandi, Julieta Laura c/ Imagen Satelital S.A. y otro


    P. 1105, L. XLIII, 10 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces de primera instancia: improcedencia de la intervención de la CSJN.


    No corresponde a la Corte Suprema intervenir en el sub lite en atención a que conforme lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto ley 1285/58, según texto ley 21.708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Ivanoff, Ricardo c/ Risso, Gustavo s/ Restitución de bienes


    COMP. 1098, L. XLIII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    Esta contienda jurisdiccional no es de las que deba dirimir el Tribunal. Ello es así, atendiendo a lo establecido por el artículo 24, inciso 7°, del decreto/ley n° 1285/58 (según ley n° 21.708), que prevé que el conflicto habido entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelto por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido en la litis.


    Castelari, Fernando Javier c/ Provincia ART y otro s/ Accidente - ley 9688


    COMP. 919, L. XLIV, 22 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    Esta contienda jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, atendiendo a lo establecido por el artículo 24, inciso 7°, de decreto-ley n° 1285/58 (según ley n° 21.708), que prevé que el conflicto habido entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelto por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido en la litis.


    Obra Social Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina c/ Raimat S.A. Ex Cena S.A. s/ Ejecución Ley 23.660


    COMP. 364, L. XLIV, 19 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    La Corte no está llamada a intervenir en la controversia, desde que –al haberse suscitado entre jueces nacionales de primera instancia-, la cuestión debe ser resuelta por la alzada de la que dependa el magistrado que previno (art. 24 inc. 7° del decreto ley 1285/58, t.o. ley 21.708).


    Asociación Mutual de Aeronavegantes c/ Galeno S.A. s/ Amparo


    COMP. 1030, L. XLIV, 29 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de internación en otra jurisdicción. Protección de derechos fundamentales de personas con trastornos mentales. Juzgado que previno.


    El conflicto de competencia no es más que otra vicisitud, que pospone, una vez más, la definición de la situación jurídica del internado, así como la realización de otras gestiones concretas, en pos de su protección personal y patrimonial. Lo dicho devela, en este caso, una llamativa inobservancia de garantías de jerarquía superior, que hacen tanto al debido proceso, como a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de los discapacitados mentales; mandatos todos ellos de fuente constitucional y supranacional, que comprometen la responsabilidad jurisdiccional de modo perentorio.


    L., R. s/ Art. 482 del Código Civil


    COMP. 191, L. XLIV, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Declaración de incompetencia extemporánea. Prevalencia de los preceptos legales que tienden a lograr la pronta conclusión de los litigios. Justicia ordinaria, que previno.


    En primer lugar, -desde la perspectiva de una lectura armónica de las pautas contenidas en los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, la resolución del tribunal civil que se pronunció oficiosamente respecto de la competencia con posterioridad a la traba de la litis, deviene extemporánea. En ese contexto, el reenvío de las actuaciones al fuero federal, generaría un retardo incompatible con la naturaleza del amparo, y contrario a las directivas básicas de seguridad jurídica y economía procesal. Es que, como lo tiene dicho esa Corte, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta conclusión de los litigios, en tanto no se contrapongan a principios de rango superior.


    Grinfeld, Abraham c/ Femedica s/ Amparo


    COMP. 1037, L. XLIV, 29 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Declaración de incompetencia extemporánea. Principio de radicación. Justicia provincial.


    El planteo de competencia formulado por la alzada resulta extemporáneo. En efecto de las premisas sentadas, por la Corte surge con claridad que el límite para este tipo de pronunciamientos está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de “actos típicamente jurisdiccionales”, tal como sucedió en el caso.


    Banco de Crédito S.A. c/ Banco Hipotecario


    COMP. 821, L. XLIV, 29 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda contra aseguradora de riesgos del trabajo reclamando el pago de intereses compensatorios correspondientes a una indemnización por enfermedad profesional percibida con anterioridad. Competencia de la justicia laboral.


    En el caso, el actor a través de esta acción procura obtener los intereses correspondientes a la indemnización por incapacidad laboral ya resuelta. La reclamación incoada adquiere cierto grado de autonomía pues se apoya en la legislación laboral común por lo cual, en el marco del artículo 20 de la ley n° 18.345, compete a la justicia laboral.


    Soplan, Isidoro c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente - ley 9688


    COMP. 667, L. XLIV, 31 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de daños por supuesto uso indebido de marcas. Ley 22.362. Competencia de la justicia civil y comercial federal.


    En el caso, si bien la relación que unía a las partes en litigio es de carácter comercial, particularmente societaria, resulta claro que la presente acción de daños y perjuicios derivados del incumplimiento contractual relativo al uso indebido, según alega la parte actora, de las marcas aludidas, conduce al estudio de aspectos vinculados preferentemente con la interpretación, sentido y alcance de temas regulados por la Ley 22.362 de Marcas y Designaciones. En ese contexto, y dada naturaleza de la materia prima facie debatida en el sub-lite, corresponde atribuir competencia a la justicia Civil y Comercial Federal, conforme a lo dispuesto por el artículo 33 de la Ley 22.362.


    González Eusevi S.A. c/ Rivera Villate s/ Ordinario


    COMP. 895, L. XLIV, 29 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de daños y perjuicios contra el Banco Hipotecario Nacional. Competencia federal.


    Toda vez que, según se desprende de los términos del escrito de inicio, se encuentran demandados, entre otros, el Banco Hipotecario Nacional en liquidación y el Ministerio de Economía, y dado que la materia debatida conduce, básicamente, al estudio de normas que impuso el banco para los procesos de escrituración, y luego dicho procedimiento continuó siendo utilizado por el ente ya privatizado, las presentes actuaciones deben tramitar por ante el fuero civil y comercial federal.


    Bulfoni, Rosario Julia c/ Banco Hipotecario y otros s/ daños y perjuicios


    COMP. 679, L. XLIV, 31 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de despido contra compañía financiera en liquidación.


    El artículo 49 inciso k, de la ley 21.526 (mod. ley 25.780), dispone que todos los juicios de contenido patrimonial iniciados o a iniciarse en contra de la ex entidad financiera o que afectaren sus activos tramitarán ante el juez que entienda en la liquidación, situación ésta que no se ve modificada por la reforma introducida por la ley 26.086, toda vez esta última no deroga ni modifica, expresa o tácitamente las previsiones de la ley 21.526.


    Rivera, Rubén Daniel c/ S.A. del Atlántico Cía. Financiera s/ Despido


    COMP. 256, L. XLIV, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Devolución de la causa a fin de que se resuelva previamente el recurso de nulidad y recusación sin causa.


    La Corte Suprema ha establecido que si se encuentra pendiente de resolución una apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido, en tanto no configura una contienda definitivamente trabada, susceptible de ser dirimida por el Tribunal, criterio que, con más razón, cabe hacer extensivo a supuestos como el de autos en que se encuentra pendiente de resolución un incidente de nulidad y recusación sin causa.


    Tomografía Computada Rioja S.R.L. c/ General Electric y otros s/ Ordinario


    COMP. 558, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución de honorarios regulados en el fuero penal contra el Estado Nacional.


    Dado la naturaleza la acción, cuyo objeto es obtener el cobro de honorarios, corresponde atribuir competencia a la justicia Civil y Comercial Federal, desde que la materia debatida remite al estudio de aspectos vinculados preferentemente con el derecho privado y habida cuenta que en el sub-lite se encuentra demandado el Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación-, es en ese fuero especial donde debe tramitar este proceso.


    Poblete, Jorge Guillermo c/ Estado Nacional y otros s/ Proceso de ejecución


    COMP. 418, L. XLIV, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Haber jubilatorio de personal retirado de la Policía Federal Argentina. Remisión a lo resuelto en Comp. 77, XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”. Justicia de seguridad social federal.


    Los integrantes de la Sala de la Cámara Federal de la Seguridad Social no han resuelto el recurso deducido contra la decisión que declaró la cosa juzgada y, en cambio, han declarado la incompetencia foral extemporáneamente desde que dicho tema no fue objeto de debate en esa instancia.


    Tilca, Jorge Carlos c/ Estado Nacional- Ministerio del Interior- Policía Federal Argentina- Dto.2744/93 s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 1330, L. XLIII, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Incidente de revisión en el concurso preventivo. Juez del concurso.


    Toda vez que se trata en el presente caso de un incidente de revisión contra la resolución dictada en el concurso preventivo de la Obra Social, el único que puede conocer en el mismo es el juez del concurso.


    Obra Social del Personal Aeronáutico s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión promovido por Ríos, Abel Aníbal


    COMP. 189, L. XLIV, 16 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Incidente de verificación. Juez del juicio universal.


    Toda vez que se trata en el presente caso de un incidente de verificación de crédito contra la fallida, el único que puede conocer en él, es el juez del juicio universal.


    Budzvicky, Norberto Daniel c/ O.S.P.L.A.D. s/ Despido


    COMP. 837, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Insania. Control de internación. Posibilidad de decisiones contradictorias: conveniencia de unificación de trámites. Protección integral del interdicto. Juzgado que previno.


    El ministerio propio del juez de la insania consiste centralmente en dirigir o vigilar el desarrollo de los distintos aspectos personales y patrimoniales del incapaz; sobre todo, el relativo al tratamiento de la dolencia mental (sustento último de ese instituto jurídico). Por eso mismo, los objetivos de la insania se orientan hacia la protección integral del interdicto, entendida principalmente como la recuperación o mejoría de la salud. En consecuencia, la internación de la persona sujeta a un proceso de esta índole, es una vicisitud propia del trámite que -en principio-, no admite el fraccionamiento de la atribución jurisdiccional. De lo contrario, se duplicaría la actuación judicial, poniéndose en peligro la unidad de criterio y acción imprescindibles en esta materia, con la consiguiente posibilidad de decisiones contradictorias, en un plano tan delicado de la vida humana.


    L., P. R. s/ insania


    COMP. 416, L. XLIV, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juez a cargo del control de la internación. Resguardo de los derechos y garantías fundamentales de personas afectadas por eventuales trastornos mentales. Principios de inmediatez y economía procesal.


    El juez del lugar donde se encuentra internado el presunto incapaz, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal. Toda vez que el causante se encuentra internado en una comunidad terapéutica con asiento en la ciudad de San Carlos de Bariloche, Provincia de Río Negro, en el marco de la referida doctrina, resulta aconsejable que, a los fines de una eficaz protección, sea el juzgado de esa ciudad el que entienda y decida en el control de la salud psicofísica del causante.


    S., A. s/ internación.


    COMP. 1013, L. XLIV, 23 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Principio de inmediatez. Juez del lugar de internación.


    Es doctrina de la Corte privilegiar en resguardo de una eficaz protección del causante, la salvaguarda del principio de inmediatez del juez del lugar donde aquel permanece actualmente internado sobre el de radicación que emana del dictado de una sentencia de interdicción o internación anteriores. Toda vez que el causante se encuentra actualmente internado en una clínica con asiento en la localidad de San Isidro, Provincia de Buenos Aires, resulta aconsejable que, a los fines de una eficaz protección, sea el juzgado local el que entienda y decida en el control de la salud psicofísica del presunto incapaz.


    A. R. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 663, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juicios sucesorios iniciados en diferentes jurisdicciones. Justicia local, que primero intervino.


    En el presente caso, nos encontramos que en el juicio iniciado ante el tribunal provincial, se dictó declaratoria de herederos, se efectuaron las inscripciones respectivas y se adjudicaron los bienes entre los herederos, es decir se cumplieron las tres etapas del proceso sucesorio, habiendo sido el primero en iniciarse, y ante el cual debieron los herederos denunciar los supuesto nuevos bienes por los cuales iniciaron años después, otro proceso de iguales características ante la justicia civil local, con el consiguiente dispendio de actividad jurisdiccional que su accionar trajo aparejado.


    Erize, Eugenia Clotilde Marta s/ sucesión ab-intestato


    COMP. 874, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Quiebra por extensión. Apelación consentida.


    Resulta aplicable al caso la jurisprudencia de la Corte que sostiene que, en aquellos casos en que una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al Juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Sol y Valle S.A. y otro s/ quiebra


    COMP. 822, L. XLIV, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Reclamo de daños y perjuicios. Vinculación con el funcionamiento y organización del servicio público telefónico. Competencia del fuero nacional en lo civil.


    El sustento de la acción reposa, principalmente, en una reparación integral por responsabilidad extracontractual derivada de actos ilícitos, circunstancia ésta que autoriza a enmarcar a la presente acción en el ámbito del derecho civil. En tal sentido, la legislación vigente en materia de distribución de competencia de la justicia nacional, ha establecido de modo claro en el artículo 43, inciso b, del decreto-ley 1285/58, según texto del artículo 10 de la ley 24.290, que resulta competente en acciones de naturaleza como la presente la justicia nacional en lo civil. No obsta a tal solución la particularidad de que los actores hayan articulado su pretensión, entre otras normativas, en los preceptos contenidos en el art. 41 de la ley N° 19.798 -de naturaleza federal- toda vez que la Corte tiene dicho desde antiguo que todos los magistrados nacionales con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, revisten el mismo carácter.


    Reigada Miguez de Lopresti, Rosa y otro c/ Telefónica Argentina S.A. s/ daños y perjuicios


    COMP. 664, L. XLIV, 31 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Reclamo indemnizatorio por despido sin causa. Domicilio: elección del demandante. Tribunal del lugar del trabajo, del lugar de celebración del contrato o domicilio del accionado. Art. 24, ley 18.345.


    Los conflictos entre jueces de distintas jurisdicciones -nacional y provincial- deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos. Asimismo, la Corte tiene dicho que en los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el artículo 24 de la ley 18.345, que dispone la competencia, a elección del actor, del juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del accionado, y que está inspirado en la protección de los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, serán los "demandantes" a los que se refiere el precepto.


    Romero, Néstor Fabián c/ Unidos S.A. AFJP y/u otro s/ indemnización


    COMP. 914, L. XLIV, 22 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Reclamo por incorporación de sumas al concepto sueldo. Justicia provincial.


    V. E. tiene reiteradamente dicho que la Cámara Federal de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos de apelación contra sentencias dictadas por los Juzgados Federales de la Primera Instancia con asiento en las provincias, en los supuestos en que la acción se inició conforme a lo previsto por el artículo 15 de la ley 24.463, modificado por el artículo 3° de la ley 24655.


    Tejada, Rubén Jesús y otro c/ Gobierno de la Provincia de San Juan y ANSeS s/ sumario


    COMP. 186, L. XLIV, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Oficial de la Policía Federal Argentina en actividad reclama reintegro de sumas retenidas por aplicación del decreto 582/93. Competencia de la justicia de la seguridad social.


    En el caso, el accionante solicitó la restitución de aportes restados de sus haberes y el cese de tales descuentos en concepto de aporte a la obra social, vulnerando la previsión de la ley 23.660. Así entonces, corresponde señalar que el artículo 2° de la ley n° 24.655, otorgó a los jueces del fuero federal de la seguridad social el conocimiento de los procesos relativos a la ejecución de las obligaciones regladas en el artículo 24 de la ley n° 23.660. Por ello, haciendo una interpretación razonablemente extensiva de la norma, dada la específica versación que en la materia posee dicho fuero y no obstante tratarse de un afiliado activo de la obra social, el juicio debe tramitar ante la justicia de la seguridad social.


    Iacomini, Sergio Daniel c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 334, L. XLIV, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    La intervención del Superior Tribunal que aquí se pretende resulta prematura, ello es así atento a que el artículo 24, inc. 7° del Decreto Ley 1285/58, texto según Ley 21.708, prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Musso, Héctor R. c/ Hipódromo Argentino de Palermo S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 386, L. XLIV, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia mal trabada: omisión de notificación a las partes. Recurso en trámite que impide el tratamiento de la competencia planteada.


    No puede sostenerse la existencia de una clara atribución mutua de competencia, de la que derive un conflicto actual que deba ser resuelto en esta instancia. Y, por otro lado, la configuración futura de la disputa depende enteramente de la suerte del recurso en trámite, así como de los que pudieren interponer los interesados en sede provincial.


    G., S. M. c/ L., M. A. s/ Restitución de menores


    COMP. 453, L. XLIV, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Coexistencia de juicios con objeto procesal contradictorio: deben tramitar ante un mismo juez.


    De autos surge que ante la justicia federal de provincia, tramita un expediente cuyo objeto es la nulidad de la resolución que se pretende hacer cumplir en el presente proceso. En efecto del relato del dictamen emitido por la Procuración General en Comp. 1142, L. XL, se evidencia que ante esa jurisdicción se sustanció un proceso cuyo objeto es la suspensión de los efectos de la resolución nº 1/03 de la Superintendencia de Servicios de Salud de la Nación. Así entonces es evidente la vinculación de esta causa con dicho juicio donde las mismas partes en uno y otro proceso pretenden resultados contradictorios entre sí. Por lo tanto resulta conveniente que se disponga que tramiten ambos ante un mismo juez, en atención a una elemental razón de economía procesal, en salvaguarda del mejor cumplimiento de la función jurisdiccional y de una más adecuada prestación del servicio de justicia, que conlleva a la protección de las garantías constitucionales que dichos propósitos involucran.


    Obra Social UP c/ Corporación de Mercado Central SSS resol. 1/03 s/ proceso de conocimiento


    COMP. 417, L. XLIV, 24 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios por la publicación de imágenes y nombre con sitios pornográficos en buscadores de internet. Acumulación de expedientes: buena administración de justicia. Corresponde a la justicia nacional.


    El sustento de la acción reposa en una reparación integral por responsabilidad extracontractual derivada de actos ilícitos enmarcada en el ámbito del derecho civil. En tal sentido, la legislación vigente en materia de distribución de competencia de la justicia nacional, Ha establecido de modo claro en el artículo 43, inciso b, del decreto-ley 1285/58, según texto artículo 1º de la ley 24.290, que resulta competente en acciones de naturaleza como la, presente la justicia nacional en lo civil. Se advierte por otro lado, que la aquí actora inició con anterioridad a la promoción de las presentes actuaciones, un proceso cautelar a fin de que se ordene a los sitios web y a los buscadores aquí demandados, que se abstengan de promover y comercializar su nombre y su imagen vinculada a la actividad o servicios pornográficos. Por ello, resulta razonable sostener que el magistrado civil a cargo del referido proceso cautelar y sus incidentes, siga conociendo en estas actuaciones. No sólo por cuanto en dichas causas se configura identidad total de los sujetos involucrados, sino, en lo fundamental, ambas tuvieron origen en un mismo reclamo -comercialización, publicación y difusión de la imagen física y el nombre de la actora relacionada con la pornografía en un medio como lo es internet en el que las demandadas "Yahoo" y "Google" actúan como facilitadoras de su búsqueda-, de manera que resulta prudente concentrar todas las actuaciones ante un mismo tribunal; ello a fin de evitar el riesgo del eventual dictado de resoluciones contradictorias y favorecer la buena administración de justicia.


    S. M., M. Soledad c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otro s/ daños y perjuicios


    COMP. 365, L. XLIV, 12 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Demanda contra ex empleadora por mala categorización de la tarea. Corresponde a la justicia laboral.


    Del escrito de inicio se desprende que los accionantes requieren, con base en la L.C.T., la recategorización de su condición laboral, a fin de obtener un beneficio previsional acorde a dicha clasificación. Cabe atribuir la causa a la justicia ordinaria toda vez que la cuestión debatida en el sublite aparece directamente vinculada con aspectos del derecho laboral, y tratándose las partes de sujetos de derecho privado, el tratamiento propuesto resulta ajeno al fuero federal.


    Gómez, Juan Pedro y otros c/ Compañía Azucarera Concepción


    COMP. 381, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires citado como tercero (art. 94 del CPCCN). Daños y perjuicios de origen extracontractual. Justicia nacional en lo civil.


    Si bien en la presente contienda no ha intervenido la justicia nacional en lo civil, las particularidades del caso inclinan a sostener su competencia. De los imprecisos y cambiantes términos de la demanda surge que en definitiva se pretende un resarcimiento de origen civil extracontractual, sin que las prestaciones del sistema de la ley 24.557 estén involucradas. Más aún cuando fue justamente en este fuero donde se inició la demanda. La citación del G.C.B.A en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, no resulta idónea para desplazar la competencia de la justicia nacional. En efecto, a partir del modo en el que ha quedado determinada la relación jurídica que une a las partes en el proceso y se trabó la litis, es claro que el G.C.B.A. no ha sido demandado nominal ni sustancialmente en el pleito; tampoco puede inferirse sin hesitación alguna que se encuentren involucradas, prima facie, y a esta altura del proceso, cuestiones de derecho público o que la referida entidad de gobierno tenga un interés directo en el pleito que autorice la actuación del fuero local en el asunto. En esas condiciones, dentro del limitado marco cognoscitivo en el que se tienen que resolver las cuestiones de competencia, le corresponde al Juzgado Civil, entender en el proceso, toda vez que la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes cuando no hubieran intervenido en la contienda.


    Centurión, Mariano Daniel c/ Provincia Art S.A. s/ ordinario


    COMP. 650, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. Prof. médicos y aux."; Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios"; y Comp. 626. L. XLIII, "Tarelli, Elena Libertad c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios".


    Romero, Juana Dolores c/ Liturri, María y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 433, L. XLIV, 01 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Sentencia firme: actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen. Verificación del crédito ante el juez del concurso. Suspensión de los procedimientos.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tata S.A.C.I. s/ ejecución fiscal


    COMP. 335, L. XLIV, 02 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia: astreintes impuestas en juicio previsional. Corresponde a la justicia de la seguridad social.


    La Corte tiene reiteradamente dicho que la Cámara Federal de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos de apelación contra sentencias dictadas por los Juzgados Federales de Primera Instancia con asiento en las provincias, en los supuestos en que la acción se inició conforme a lo previsto por el artículo 15 de la Ley 24.463, modificado por el artículo 3° de la Ley 24.655, supuesto que se configura en el sub-lite. Le asiste razón a la Alzada Federal local, y que por la especialidad resulta competente para entender la Cámara Federal de la Seguridad Social, pues si bien la apelación deducida por la demandada fue por la imposición de astreintes, también lo es, que el fondo de la cuestión en debate fue el pedido de reajuste del monto previsional, con sustento en la normativa precedentemente citada, reclamo que aún no se encontraría resuelto conforme las constancias del expediente.


    Gelatti, Alfilio c/ A.N.Se.S. y otro s/ Amparo por mora de la administración


    COMP. 179, L. XLIV, 17 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia: demanda por daños y perjuicios de un ex empleado del Banco Provincia contra esa entidad. Corresponde a la justicia provincial.


    La presente causa debe tramitar ante la justicia ordinaria de la Provincia de Buenos Aires, por cuanto la relación jurídica que vincula al actor con la entidad demandada y que da sustento a su pretensión, de obtener el pago de una reparación resarcitoria originada, principalmente, en una serie de actos administrativos controvertidos y cuestionados por el accionante es en principio según se observa a esta altura del trámite, de naturaleza administrativa provincial pues involucra un típico asunto de empleo público. La Corte ha señalado que la relación jurídica existente entre el Banco de la Provincia de Buenos Aires y sus agentes que se desempeñan en relación de dependencia, empleados públicos, no excede, dada su naturaleza, el análisis de una cuestión propia de la mencionada autoridad local regulada por el derecho público provincial.


    D'Aloisio, Armando Oscar c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ daños y perjuicios


    COMP. 332, L. XLIV, 19 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda jurisdiccional. Recurso de apelación pendiente. Intervención del Tribunal de alzada.


    Conforme surge de la causa, la Cámara Laboral se inhibió de seguir conociendo en el expediente sin haber atendido una apelación interpuesta y concedida sobre una decisión de fondo. La Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Encina, Noralis c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Servicio Penitenciario Federal s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad


    COMP. 728, L. XLIV, 31 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Accidente ferroviario. Demanda por daños y perjuicios contra un ente autárquico provincial. Corresponde a la justica provincial.


    Resulta competente para entender en los obrados la jurisdicción provincial, toda vez que, de los hechos que se resaltan en el escrito de inicio y el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, surge que, se demandó-en los términos del artículo 1113 y siguientes del Código Civil-, entre otros, a la Unidad Ejecutora del Programa Ferroviario Provincial -en su carácter de entidad autárquica de derecho público conforme a lo dispuesto por el decreto provincial W 3235-, y no -nominal o sustancialmente- a la Provincia de Buenos Aires como para habilitar la vía originaria del Máximo Tribunal de la Nación. Remisión a lo dictaminado en Comp. 1228; L. XLIII, “De Zan Julieta y otros c/ Serafín, Aldo s/ Daños y perjuicios”.


    Sotero, Gustavo Alejandro y otros c/ Ferrobaires SFPFP y otro/a s/ pretensión indemnizatoria


    COMP. 385, L. XLIV, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios por mala praxis médica. Demanda contra clínica, obra social y organismos públicos nacionales y locales. Corresponde a la justicia civil.


    Se desprende que el objeto principal del juicio se relaciona prima facie con la responsabilidad emergente del obrar negligente en el diagnóstico, atención y tratamiento de la enfermedad y accidente que sufrió la concubina del aquí actor por parte de la clínica referida precedentemente y de los profesionales médicos intervinientes. Por ello, autorizaría a enmarcar la presente acción en el ámbito de la justicia nacional en lo civil; ello en virtud de la distribución de competencia que le fuera asignada por los arts. 43, inc. C) y 43 bis, inc. C), in fine, del decreto ley 1285/58, modificado por la ley 23.637. No obsta a esta solución la particularidad de que se haya demandado nominal y sustancialmente al Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Nación -Poder Ejecutivo Nacional- desde que la Corte tiene reiteradamente dicho que todos los magistrados nacionales con asiento en esta Capital Federal revisten el mismo carácter.


    P., P. A. y otro c/ G., E. A y otros


    COMP. 368, L. XLIV, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda de indemnización por mala praxis médica del servicio prestado por la ART del empleador. Corresponde al fuero civil.


    Del escrito de inicio se desprende que el accionante formalizó un planteo contra la aseguradora de su empleador requiriendo una indemnización civil por mala praxis médica. En consecuencia, en el presente proceso no media conflicto entre el trabajador y su empleador, ni -prima facie- posee influencia decisiva para la solución del caso la determinación de cuestiones vinculadas directamente con aspectos del derecho laboral (ver arts. 20 y 21 de la L.O.). El Alto Tribunal tiene dicho que corresponde a la Justicia Nacional en lo Civil y no a los jueces del trabajo conocer en los casos en que se demanda una indemnización civil respecto de los profesionales médicos y sus principales.


    R., M. c/ Provincia Seguros ART


    COMP. 254, L. XLIV, 11 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda por daños sufridos por la colocación de postes telefónicos. Corresponde a la justicia ordinaria.


    El sustento de la acción reposa, principalmente, en una reparación integral por responsabilidad extracontractual derivada de actos ilícitos con sustento en normas de derecho común, como son los artículos del código civil, circunstancia esta que autoriza a enmarcar a la presente acción en el ámbito de la justicia ordinaria local. Asimismo, la Corte tiene dicho que nada obsta a que los jueces de todas las instancias y jurisdicciones apliquen e interpreten normas federales, cuyas decisiones finalmente puedan obtener debido control por la vía del recurso extraordinario.


    Tagliabue, Beatriz E. c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ daños y perjuicios


    COMP. 671, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia: Convenio de honorarios desconocido por el cliente. Anómala atribución de competencia: privación de justicia por imposibilidad de acción.


    El problema traído al conocimiento de la Corte se circunscribe a una anómala atribución de competencia. Por lo tanto, es aplicable la inveterada enseñanza del Superior Tribunal, en el sentido de que los asuntos de competencia no pueden plantearse a través de este remedio, salvo que exista denegatoria del fuero federal o que la decisión soslaye un específico privilegio nacional, o configure denegación de justicia, de imposible o tardía reparación ulterior. En consecuencia -configurada, en el sub lite esta última circunstancia-, es en orden a ella que se impone el tratamiento de la apelación interpuesta. Es que, tal como sostiene el letrado, la decisión apelada le causa un agravio de insusceptible reparación ulterior, toda vez que la acción ya no podrá replantearse ni en sede civil ni en sede federal, provocándole la imposibilidad de obtener un pronunciamiento sobre el derecho invocado, con la privación de justicia que ello importa. Tal como ha quedado constituida la secuela del trámite, el temperamento del a quo al desprenderse de la competencia asumida -sin reparos de las partes- por el juez anterior, conlleva una declinación extemporánea de competencia que no debería aceptarse. No se encuentran óbices de gravedad suficiente que incidan en esa convicción pues, por un lado, en materia de convenios de honorarios o pactos de cuota litis, el fuero civil está -en principio- llamado a intervenir, en los términos del art. 43 inc. "c" del Decreto ley 1285/58. Por otra parte, a pesar de que la relación abogado-cliente no es extraña al amparo radicado en sede federal, ese contacto no asume aquí las notas propias de la conexidad o la accesoriedad relevantes, desde que el objeto del nuevo incidente no será la práctica de una regulación de honorarios stricto sensu (acto que, ciertamente, corresponde al juez del proceso donde se desarrolló la labor), sino la revisión de la supuesta convención celebrada entre ellos.


    Urquiola Serrano, Enrique y otro c/ Frassia, Norma Susana s/ homologación de acuerdo


    U. 40, L. XLIII, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Equiparación de magistrados nacionales y federales. Ausencia de denegatoria del privilegio federal.


    Todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional; en consecuencia, dada la naturaleza similar que poseen los jueces federales de la seguridad social y los nacionales del trabajo cuya intervención pretende el recurrente, la declaración de incompetencia contenida en la resolución apelada no importa la denegación del específico privilegio federal que autorice la concesión del recurso extraordinario.


    Fanello, Norberto c/ Fondo Compensador para Jubilados y Pensionados Telefónicos


    F. 472, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Incorrecta traba de conflicto de competencia. Recurso pendiente de resolver.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que ha de dirimir V.E, por lo que deberán devolverse las presentes actuaciones a fin de resolver el recurso pendiente.


    Consorcio de Coop. del Edificio Marinas II c/ Liebres S.A. s/ ejecutivo


    COMP. 8, L. XLIV, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia conflicto de competencia. Contienda entre jueces de primera instancia: resolución por parte del superior del órgano que intervino primero.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba resolver la CSJN, ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, y que el conflicto quedó resuelto con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil en su calidad de tribunal de alzada del juez que previno.


    Rodríguez, Carlos Marcelo c/ Ascensores Tecnison S.A. s/ Ejecutivo


    COMP. 460, L. XLIV, 17 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia de conflicto de competencia: falta de atribución recíproca.


    En la presente causa no se ha trabado conflicto de competencia alguno que deba ser resuelto por la Corte, toda vez que no se ha configurado el supuesto de atribución recíproca.


    Plan Ovalo S.A. c/ 14 de julio S.A. s/ incidente de verificación tardía


    COMP. 595, L. XLIV, 03 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia del conflicto de competencia. Falta de atribución recíproca. Ley de Riesgos de Trabajo: justicia federal de la seguridad social.


    No se configuraría en la especie cuestión de competencia debidamente planteada, puesto que esa Corte tiene reiteradamente dicho que para tener por trabado un conflicto de competencia debe existir atribución recíproca entre los magistrados que intervienen en el proceso, cuestión que tampoco se visualiza en el supuesto. Ahora bien, sin perjuicio de ello, y en virtud de lo que señalan los Señores Jueces de Cámara, en razón de la naturaleza del planteo, de estimarlo pertinente, podrían enviar el presente expediente a conocimiento de los Magistrados provinciales a los fines que estimen corresponda.


    Marti, José Luis c/ Asociart S.A. ART


    COMP. 165, L. XLIV, 25 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares desistidas por la parte. Cuestión de competencia. Privación de justicia. Se solicita que intervenga la justicia de familia, aunque no sea parte de la contienda.


    Más allá de la dudosa corrección técnica del planteo, y de las causas que desembocaron en este peculiar entramado procesal, la situación traída a consideración conlleva fundamentalmente por su larga data- una virtual denegatoria del acceso a la jurisdicción. Así las cosas, en atención al desgaste institucional que genera la prolongación de problemas de este tipo, resulta prudente subsanar inmediatamente el actual estado de indefinición. Esta idea es la que impregnará los términos del dictamen, no obstante que la vista corrida no lo ha sido en el contexto de una contienda de competencia propiamente dicha. Conforme a las constancias acompañadas, no existiría litigio alguno que deba zanjarse con el dictado de una sentencia en los foros involucrados. No se advierte cuál es el sustento para reeditar la intervención jurisdiccional nacional finiquitada años ha, con el sólo objeto de cerrar una vicisitud específica suscitada en un procedimiento que le es ajeno, y que ni siquiera reviste cualidad contenciosa. Por el contrario, ese temperamento es extraño al principio de economía procesal en orden a una prestación medianamente eficaz del servicio de justicia; y tampoco parece coincidir con el criterio consagrado por el art. 6° inc. 3) del CPCCN.


    F., L. D. c/ E., A. J.


    F. 409, L. XLIV, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Previo a todo y a fin de mejor dictaminar, se solicita la remisión de los autos "Parra, Luis Fabián c/ Chevrolet S.A. Ahorro para Fines Determinados s/ Materia a categorizar", Expediente N° 25.559.


    Chevrolet S.A. de Ahorro P/F/ determinados c/ Parra, Luis Fabián s/ Ejecución prendaria


    COMP. 218, L. XLIV, 16 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a autos caratulados Comp. 1105, L. XLIII; “Lusto, Carlos Alberto c/ La Nueva Metropol S.A. s/ Daños y perjuicios” sentencia de Corte del 8 de abril de 2008.


    Céspedes, Víctor c/ La Nueva Metropol S.A. s/ daños y perjuicios


    COMP. 469, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a autos caratulados Comp. 1132, L. XXXVIII "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación", sentencia del 08 de febrero de 2005.


    Galli, Camila Valeria c/ La Buenos Aires Seguros S.A. s/ Materia de otro fuero


    COMP. 719, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 327:1129.


    Goldin, Adrián Jorge c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1237, L. XLIII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 329: 759 y, a lo dictaminado el 22 de octubre de 2007, por la Procuración General, in re, Comp. 1026, L. XLIII “Tejedor Zunilda Esther c/ G.C.B.A. s/ daños y perjuicios”.


    Barrios, María Luisa c/ Cons. Prop. Av. Forest 1484/1488 y otro s/ daños y perjuicios


    COMP. 1362, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 321:3037 ("Albornoz"). En similar sentido, Comp. 1194, LX "Arozamena, Juan Federico y otros c/ Adm. Fondo de G. y R. del PPP de Telefónica de Argentina en Liq. s/ ordinario"; del 08.03.05.


    Bava, Leticia Paola y otros c/ Adm. de fondo de Garantía y Recompra del Programa de Propiedad Participada de Telefónica de Argentina en Liquidación s/ ordinario


    COMP. 1363, L. XLIII, 19 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la doctrina sentada por la CSJN en los autos: "Fundación Acceso Ya", Fallos: 328: 3179 y 3182, que remite a los fundamentos de la Procuración General de la Nación.


    Galligo, Evangelina c/ Colegio San Javier s/ Amparo


    COMP. 804, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la sentencia de autos Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación"; del 08 de febrero de 2005.


    Battanz, José Carlos c/ Prevención ART S.A. s/ Recurso de apelación


    COMP. 812, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la sentencia de la Corte Suprema del 30 de septiembre de 2003, dictada en los autos caratulados Comp. 748; L.XXXVIII “Viejo Roble SA c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” (supuesto N° 2).


    Trajtembroit, Graciela Norma c/ Fideicomiso Para la Refinanciación Hipotecaria s/ ordinario


    COMP. 1164, L. XLIII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la sentencia en autos Comp. 1238; L.XL "First Trust of New York N.A. c/ García Calvo, Matilde s/ ejecución hipotecaria", de fecha 1 de julio de 2006, de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General.


    The Capita Corporation de Argentina S.A. c/ Langiotti, Analía s/ Ejecución especial ley 24.441


    COMP. 462, L. XLIV, 22 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo decidido por la Corte en el supuesto II de los autos Comp. 748; L.XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa", el 30 de septiembre de 2003, (v. Fallos: 326:4019).


    Jorge Noya, José Enrique c/ Iannone, Roberto Mario y otro s/ Nulidad de acto jurídico


    COMP. 139, L. XLIV, 06 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos “S., T. R. c/ E., C. A. s/ Medida cautelar” Comp. 943, L. XLIV.


    E., C. c/ S. T. s/ Alimentos


    COMP. 988, L. XLIV, 29 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 1105, L. XLIII; "Lusto, Carlos Alberto c/ La Nueva Metropol S.A. s/ Daños y perjuicios"; el 28 de diciembre de 2007.


    Jáuregui, Armando Daniel c/ Nueva Metrópoli S.A.T.A.C.I. s/ daños y perjuicios


    COMP. 79, L. XLIV, 22 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 898; L. XLII "Mercado, José Hernán c/ Moavro, Hugo Daniel s/ ejecución", el 28 de noviembre de 2006.


    Mercado, José c/ García, Héctor s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1340, L. XLIII, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 1105, L. XLIII; "Lusto, Carlos Alberto c/ La Nueva Metropol S.A. s/ Daños y perjuicios" el 28 de diciembre de 2007.


    Rojas, Horacio c/ La Nueva Metropol S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1413, L. XLIII, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 118; L. XLIII, caratulados "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios", el día 11 de abril de 2007.


    Morutto, Mirta c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Interrupción de la prescripción


    COMP. 1229, L. XLIII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 1208, L. XLIII; "Prisco, Maria Gloria c/ Pcia. de Mendoza (Anses)" el 11 de febrero de 2008,


    Martínez, Alfredo y otro c/ Provincia de Mendoza s/ A.P.A.


    COMP. 1386, L. XLIII, 19 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 1208, L. XLIII; "Prisco, María Gloria c/ Pcia. de Mendoza (Anses)" el 11 de febrero de 2008.


    Bronzini, Celia Dominga y otro c/ Provincia de Mendoza (Anses) s/ APA


    COMP. 1209, L. XLIII, 19 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 1213; L. XLIII, caratulada "O.S.P.R.E.R.A. c/ Tropeano, Jose s/ Apremio", el 4 de marzo de 2008.


    Consorcio de Propietarios Edificio Corrientes 1741 c/ De Dekiermacher, Midla s/ Ejecución de expensas


    COMP. 1419, L. XLIII, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 1420; L. XLII; "Valenzuela, Luis Adán y otros c/ Estado Nacional s/ proceso de conocimiento", y sentencia del 03.07.07, y en autos Comp. 1281, L. XL. "Hidalgo, Enrique José y otros c/ EN - CNAS s/ proceso de conocimiento", fallado el 10 de mayo de 2005.


    Trusz, Juan Carlos y otros c/ Estado Nacional y otro s/ seguro de vida obligatorio


    COMP. 1221, L. XLIII, 13 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 305; L.XLIII, "Luján, Jorge c/ Perello, Julio s/ Ejecutivo", el 2 de julio de 2007.


    Illan, Hilda Eloisa c/ Golpe, Delia Isabel s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1328, L. XLIII, 11 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. Nº 118, L. XLIII, “Fiorito Omar Horacio y otro c/ Buchbinder Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. Prof. Médicos y aux.”.


    Sotelo, Ramón y otro c/ Hospital Bernardino Rivadavia y otros s/ interrupción de prescripción (art. 3.986 C.C.)


    COMP. 1360, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos "Sol y Valle S.A y otros s/ quiebra" Comp. 822, L. XLIV.


    Sol y Valle S.A. s/ quiebra


    COMP. 767, L. XLIV, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos "Tecnología Aplicada S.R.L. c/ Colombo Alberto y otros s/ ejecución hipotecaria" Comp. 1371, L. XLIII.


    Tecnología Aplicada S.R.L. c/ Colombo, Alberto O. y otros s/ Ejecutivo


    COMP. 1369, L. XLIII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos "Tecnología Aplicada S.R.L. c/ Colombo Alberto y otros s/ ejecución hipotecaria" Comp. 1371, L. XLIII.


    Tecnología Aplicada S.R.L. c/ Colombo, Alberto O. y otros s/ Ejecutivo


    COMP. 1370, L. XLIII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Briquet Michel Albert s/ ejecución fiscal”, Comp. 1177, L. XLIII.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Sucesores de Rinland Aron s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1178, L. XLIII, 04 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos Comp. 1457, L. XLIII; "Izzo, Alejandro c/ Salanueva, Estanislao".


    Izzo, Alejandro c/ Salanueva, Estanislao s/ Ordinario - Daños y perjuicios


    COMP. 1410, L. XLIII, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos Comp. 499, L. XLIV; “General Motors Argentina S.R.L. s/ inhibitoria”.


    General Motors Arg S.R.L. s/ Inhibitoria


    COMP. 500, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en Comp. 365, L. XLIV, "Solaro Maxel Maria Soledad c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otro s/ daños y perjuicios".


    Citino, Jorgelina Beatriz c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otro s/ daños y perjuicios


    COMP. 690, L. XLIV, 12 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos: Comp. 118; L.XLIII, caratulados “Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios”, el día 11 de abril de 2007.


    Sittner., Javier Alexander y otro c/ Hospital Santojanni y otros s/ daños y perjuicios


    COMP. 1215, L. XLIII, 04 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo fallado en autos Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa", el 30 de septiembre de 2003, de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General de la Nación.


    Enríquez, Raúl Armando c/ P.E.N. Ley 25.561 -dto. 1570/01 214/02- (Siembra Retiro) s/ Proceso de Conocimiento - Ley 25.561-


    COMP. 76, L. XLIV, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en autos caratulados Comp. 295; LXL, "Adorno Mauricia c/ Trenes de Buenos Aires SA y otro s/ daños y perjuicios", en fecha 3 de marzo de 2005, de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General.


    Luna, Claudia Roxana c/ Vidal Cinco S.A. s/ daños y perjuicios


    COMP. 552, L. XLIV, 06 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la CSJN en el supuesto II de los autos Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa", el 30 de septiembre de 2003.


    Serra, María Margarita c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 1337, L. XLIII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al precedente de la Corte -por adhesión al dictamen de la Procuración-, in re P. 943, L. XLI "Peralta, Maria Florencia c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo".


    A., A. c/ IOMA s/ Amparo


    COMP. 618, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Se solicita la remisión de los autos "Samela de Recio Carmen y otra s/ planteo de inhibitoria", Expediente N° 267/98.


    Recio, Luis Alejandro y otros c/ Samela Díaz Colodrero de Recio, Carmen s/ nulidad de acto jurídico


    COMP. 225, L. XLIV, 07 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Se solicita la remisión del proceso sucesorio de Sebastián Parra, en trámite ante el Juzgado de Paz de Alvarado, Departamento de Balcarce, Provincia de Buenos Aires.


    Osprera c/ Parra, Sebastián s/ Ejecución fiscal - obras sociales C.P.C.C. Nación


    COMP. 483, L. XLIV, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia en Razón de la Materia


    Competencia de la Justicia Nacional del Trabajo ante un pedido de medida cautelar y una acción dirigida contra el Poder Judicial de la Nación -entre otros- tendiente a que se le reconozcan las prestaciones de la ley 24.557 y se repare la minusvalía suscitada mientras cumplía funciones para la demandada principal.


    Corresponde que, en el marco del artículo 20 de la ley 18.345, la causa continúe su trámite por ante la Justicia Nacional del Trabajo toda vez que la actora dirigió una acción y un pedido de medida cautelar contra el Poder Judicial de la Nación -entre otros- tendiente a que se le reconozcan las prestaciones de la ley 24.557 y se repare la minusvalía suscitada mientras cumplía funciones para la demandada principal, con fundamento, mayormente, en disposiciones civiles y laborales comunes.


    Reschini, Alejandra Jimena c/ Poder Judicial - Consejo de la Magistratura y otro s/ daños y perjuicios


    COMP. 1261, L. XLIII, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la Justicia Nacional en lo Civil en los casos donde los profesionales médicos resultaren codemandados por responsabilidad civil.


    Corresponde declarar competente a la Justicia Nacional en lo Civil en los casos donde los profesionales médicos resultaren codemandados por responsabilidad civil.


    Bottaro, Stella Maris c/ Hospital de Clínicas José de San Martín y otros s/ Responsabilidad médica


    COMP. 1125, L. XLIII, 04 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia provincial frente a una acción personal por daños y perjuicios derivados de la presunta conducta culposa de profesionales médicos.


    Toda vez que el objeto del juicio principal está relacionado con el ejercicio por particulares de una acción personal por daños y perjuicios derivados de la presunta conducta culposa de profesionales médicos, entre otros -materia que, dada su especificidad, remite al estudio de aquellos aspectos regidos por leyes civiles-, corresponde, por lo tanto, disponer que la causa quede radicada ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 4 de La Matanza, Provincia de Buenos Aires.


    Villacampa, Beatriz Angélica y otros c/ CEMI S.R.L y otros s/ daños y perjuicios


    COMP. 131, L. XLIV, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia local: relación jurídica que vincula a los litigantes regida por normas de derecho común. Ausencia de los supuestos contemplados por los artículos 116 de la Constitución Nacional y 2º de la ley 48.


    El actor promueve demanda contra Telecom Personal SA, a fin de obtener el resarcimiento de los daños y perjuicios -inclusive el moral- a raíz de reiteradas irregularidades en la prestación del servicio telefónico, del cual la demandada es la prestadora. Funda su reclamo en los artículos 505, 1109 y 1113 del Código Civil, en la ley 24.240, y el Código de Procedimientos de la Provincia de Santa Fe, entre otros. Según se desprende de los términos del escrito de inicio, la controversia no se haya vinculada con la interpretación de normas federales, como es la ley de telecomunicaciones, sino que, por el contrario, contiene una demanda de daños y perjuicios contra una empresa privada -actualmente a cargo de la prestación del servicio telefónico- en el marco del derecho común. En ese contexto, es competente la justicia local para conocer en una demanda de daños y perjuicios, si la relación jurídica que vincula a los litigantes está básicamente regida por normas de derecho común y no se encuentra comprendida en los supuestos contemplados por los artículos 116 de la Constitución Nacional y 2º de la ley 48.


    Franzutti, Maximiliano c/ Telecom S.A. s/ daños y perjuicios


    COMP. 826, L. XLIV, 15 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia nacional de primera instancia del trabajo: acción dirigida con el fin de obtener una indemnización por accidente de trabajo. Debate sobre la constitucionalidad de la ley 24.557.


    A fin de determinar la competencia, se debe atender al relato de los hechos efectuado en la demanda. De este modo, toda vez que el actor dirigió una acción a fin de obtener una indemnización por accidente de trabajo, la reclamación incoada se funda en la legislación laboral común, antecedente que conduce a la competencia de la justicia del trabajo, criterio que no se ve modificado por el debate relativo a la constitucionalidad de la ley n° 24.557. En mérito de ello, y en el marco de lo dispuesto por el artículo 20 de la ley n° 18.345, incumbe señalar que procede restituir la causa al Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo n° 46, a sus efectos.


    Almeida, Alcides Alberto c/ Berkley Art S.A. s/ ley 24.557


    COMP. 696, L. XLIV, 28 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la Justicia Nacional de Primera Instancia del Trabajo: acción dirigida contra la aseguradora de su empleador a fin de que se proceda a la reparación de una minusvalía causada por un infortunio laboral. Cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales del derecho del trabajo, encuadrándose dentro de lo normado por la ley L.R.T. y demás normativa común de fondo.


    A fin de determinar la competencia, se debe atender al relato de los hechos efectuado en la demanda. Como quedó expuesto, la actora dirigió una acción contra la aseguradora de su empleador a fin de que se proceda a la reparación de una minusvalía causada por un infortunio laboral. En ese marco, corresponde referir, que el sustento de la pretensión se encuentra enraizado en cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales del derecho del trabajo, encuadrándose dentro de lo normado por la ley L.R.T. y demás normativa común de fondo. Por lo expuesto, en el marco del artículo 20 de la ley n° 18.345, la causa debe continuar su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo n° 36.


    Albornoz, Carlos Fernando c/ Provincia ART S.A. s/ Cobro de pesos


    COMP. 507, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia nacional de primera instancia en lo civil ante un proceso de insania.


    Ante la existencia de una internación prolongada, razones de economía y celeridad procesal así como también la urgente actividad de control sobre la presunta incapaz por parte del juez -que se persigue en este tipo de proceso- aconsejan que la magistrada nacional previniente siga entendiendo en la presente causa, y adopte las medidas necesarias relativas a la salud y bienes de la causante; ello hasta tanto no haya pronunciamiento de la justicia local y en definitiva quede debidamente trabada una contienda de competencia en la que a la Corte Suprema de Justicia de la Nación le corresponda intervenir.


    B., E. A. s/ Artículo 482 del código civil


    COMP. 277, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia nacional del trabajo: reclamo objeto de la demanda que se fundamenta en la ley 24.557 a la que la Corte Suprema de Justicia de la Nación le atribuyó carácter común.


    Toda vez que el reclamo objeto de la demanda se fundamenta en la ley 24.557 a la que la Corte Suprema de Justicia de la Nación le atribuyó carácter común, en el marco del artículo 20 de la ley 18.345, procede restituir la causa al Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo n° 65, a donde deberá proseguir su trámite.


    Carrasco, José Miguel c/ Luz A.R.T. s/ Accidente


    COMP. 162, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la Justicia Ordinaria con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Acción que persigue el cobro de una suma de dinero que la demandada -Obra Social de la Policía Federal Argentina- adeudaría en concepto de atención médica brindada a sus afiliados en los nosocomios dependientes del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Resulta competente para seguir conociendo en la presente causa la Justicia Ordinaria con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires toda vez que el objeto de la acción consiste en obtener el cobro de una suma de dinero que la demandada -Obra Social de la Policía Federal Argentina- adeudaría en concepto de atención médica brindada a sus afiliados en los nosocomios dependientes del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en virtud del convenio de asistencia médica hospitalaria celebrado entre las partes. En este contexto, debe declararse la competencia del fuero nacional en lo civil para conocer en las presentes actuaciones, pues, no sólo la resolución de la causa conduce al estudio de aspectos propios relacionados, preferentemente, con el derecho privado (arts. 508 y 1197 del Código Civil, entre otras normas invocadas en la pretensión de inicio), sino, pues, las partes han prorrogado expresamente, en un contrato, la jurisdicción a favor de la justicia ordinaria con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. No obsta a la solución la circunstancia que el referido fuero no haya intervenido en la contienda, toda vez que el Máximo Tribunal está facultado para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces que realmente sean competentes, aún cuando no hubiesen participado en la controversia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social de la Policía Federal Argentina s/ proceso de conocimiento


    COMP. 431, L. XLIV, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la Justicia Ordinaria de la Provincia de Buenos Aires. Prórroga a favor de la justicia federal: ausencia de los extremos que justificarían la intervención de ese fuero. Juicio de desalojo.


    Si bien es cierto que las partes, en un contrato de locación, han prorrogado la competencia en razón del territorio a favor de la jurisdicción ordinaria de los Tribunales Federales con asiento en la ciudad de Mar del Plata, no lo es menos que el fuero federal en las provincias se encuentra circunscripto a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva y, cuando aquél nace por razón de la materia, improrrogable, privativo y excluyente de las jurisdicciones locales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes resulte hábil para modificar tales principios. Por otra parte, la prórroga a favor de la justicia federal no debe ser considerada como hábil para la actuación del referido fuero. En efecto, conforme surge de la demanda, hechos a los que se debe estar a fin de resolver las cuestiones de competencias, la actora vecina de la Provincia de Buenos Aires pretende obtener, con fundamento en normas de derecho común, el desalojo del demandado, también vecino de ese estado local -por falta de pago, según invoca- de un bien inmueble ubicado en la provincia de Buenos Aires, no configurándose los extremos legales ni "interés nacional" que justifiquen la intervención de la justicia federal. Por ello, habrá de dirimirse el presente conflicto, declarando que corresponde continuar entendiendo en la causa a la Justicia Ordinaria de la Provincia de Buenos Aires.


    Siviero, Ellia c/ Agüero, Javier s/ Desalojo.


    COMP. 573, L. XLIV, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del magistrado provincial: solicitud de nulidad de la sentencia de escrituración firme dictada en un proceso en trámite en dicha jurisdicción. Demanda contra las personas a cuyo favor fue ordenada la escrituración del inmueble objeto del proceso principal. Forum conexitatis: su aplicación constituye una excepción a las reglas generales para determinar la competencia.


    No asiste razón al magistrado provincial al inhibirse en el presente proceso y ordenar la remisión al juez del sucesorio radicado en jurisdicción nacional toda vez que no se presenta el supuesto contemplado por el artículo 3284, inciso 4°, desde que conforme surge de los hechos expuestos en la demanda, ésta no se dirige contra el causante sino contra las personas a cuyo favor fue ordenada la escrituración del inmueble objeto del proceso principal. En efecto, si bien el forum conexitatis reglado en el art. 6º del Código Procesal posibilita la sustanciación de causas relacionadas entre sí ante un mismo magistrado, su aplicación constituye una excepción a las reglas generales para determinar la competencia, ya que importa el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica. En ese contexto, corresponde atribuirle competencia a la justicia provincial para entender en esta causa, toda vez que se persigue la nulidad de la sentencia de escrituración firme dictada en un proceso en trámite en dicha jurisdicción, y la decisión que se adopte tendrá consecuencias directas e inmediatas en el referido litigio principal.


    Cejas, Ubaldo Gustavo y otro/a c/ Villagra, Gabriel y otro/a s/ nulidad acto jurídico


    COMP. 671, L. XLIII, 11 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda indemnización por una enfermedad profesional contra el Servicio Penitenciario Federal. Carácter común de la materia regida por la LRT. Competencia del fuero laboral.


    El sustento de la pretensión se encuentra enraizado en cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales del derecho del trabajo, encuadrándose dentro de lo normado por la L.R.T. - artículo 20 de la Ley N° 18.345-, por lo que la presente causa debe continuar su trámite por ante el juzgado laboral.


    Rodríguez, Gustavo L. c/ Servicio Penitenciario Federal s/ Accidente ley especial


    COMP. 746, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia Federal


    Acción declarativa de certeza. Demanda contra Estado Nacional y contra Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Competencia Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Esta causa debe tramitar ante la justicia federal, puesto que la Corte tiene dicho que si la demanda se instaura contra el Estado Nacional o entidades nacionales el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, incs. 6°) y 12) de la ley 48.


    Pizzería Babieca S.A. c/ Estado Nacional y otro s/ Proceso de conocimiento.


    COMP. 698, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa contra municipio. Pretensión municipal de cobrar un tributo en concepto, de "tasa por servicios técnicos". Procedencia recurso extraordinario: denegación fuero federal. Remisión A. 649, L. XLIV, "Aguas Danone de Arg. S.A. y otros c/ Municipalidad de Almirante Brown s/ Acción declarativa de certeza". Competencia fuero federal.


    Elaboradora Argentina de Cereales S.A. y otros c/ Municipalidad de Moreno s/ Incidente de apelación de medida cautelar


    E. 172, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Cobro de suma de dinero contra obra social. Competencia del fuero nacional en lo Civil y Comercial Federal, a pesar de no haber intervenido en el pleito.


    Al ser demandada una obra social -que, en principio, se encontraría comprendida en los términos de los arts. 1° de la ley 23.660 y 2°, segundo párrafo, de la 23.661-, resulta aplicable al caso el art. 38 de la ley citada en último término, en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria sólo cuando fueran actores. Corresponde que esta causa continúe su trámite ante la justicia nacional en lo civil y comercial federal, sin que obste a tal solución la circunstancia de que dicho fuero no hubiese intervenido en el pleito, toda vez que es bien conocido que la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aun cuando no hubiesen intervenido en la contienda.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social de la Industria Maderera s/ Proceso de conocimiento.


    COMP. 347, L. XLIV, 03 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal en los casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


    Es competente la justicia federal en aquellos casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales (cfr. art. 36 inciso b, de la ley 25.326).


    Vázquez, Matheus Jesús c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ habeas data (art. 43 C.N.)


    COMP. 1336, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal: demanda contra un establecimiento de la Dirección General de Fabricaciones Militares -la cual conforme a su ley de creación (Ley 12.709) es una entidad autárquica, que en la actualidad y a partir del decreto 1079/06 depende del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y de Servicios-.


    Al encontrarse demandado, entre otros, un establecimiento de la Dirección General de Fabricaciones Militares -la cual conforme a su ley de creación (Ley 12.709) es una entidad autárquica, que en la actualidad y a partir del decreto 1079/06 depende del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y de Servicios-, corresponde entender en la presente causa a la justicia federal por razón de la persona con arreglo a lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, y de conformidad con abundante jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en cuanto ha establecido que en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte corresponde conocer a la justicia de excepción.


    De Zan, Julieta y otros c/ Serafín, Aldo s/ daños y perjuicios


    COMP. 1288, L. XLIII, 11 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal en la causa en la se demanda nominal y sustancialmente al Banco Central de la República Argentina.


    Corresponde a la justicia federal entender en la causa en la que se demanda nominal y sustancialmente al Banco Central de la República Argentina, por ser una entidad autárquica nacional que, de conformidad con el art. 55 de su carta orgánica, ley 20.539, modificada por la ley 24.144, está sometido a la justicia de excepción. Así como también resulta competente el referido fuero en aquellas causas en las que resulte ser demandado el Estado Nacional.


    Barbosa, José Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dto. 1570/01 s/ proceso de conocimiento


    COMP. 1080, L. XLIII, 13 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal. Admisión del forum conexitatis. Acción iniciada por el Banco Central de la República Argentina.


    Toda vez que el Banco Central de la República Argentina inició la acción con el objeto de presentar la rendición de cuentas del patrimonio desafectado Nº 1 del Ex Banco Internacional con fundamento en las leyes 22.267 y 21.526 -modificada por ley 22.529-, que, también, en el marco de la causa "Sasetru S.A. y otro c/ Banco Central de la República Argentina y otro s/ Rendición de cuentas", tramitada ante el fuero Civil y Comercial Federal, se condenó al Banco Central a rendir cuentas del patrimonio desafectado Nº 1 del Ex Banco Internacional, por su gestión como interventor con motivo de la venta del paquete accionario de la citada entidad financiera, y teniendo en cuenta que la admisión del forum conexitatis estatuido en el art. 6º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí, y su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en dicho código que importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica, en ese contexto, entonces, corresponde atribuir competencia a la Justicia Civil y Comercial Federal para entender en el proceso, puesto que el objeto de la pretensión de las actuaciones se encuentra estrechamente vinculado con la sentencia recaída en la causa "Sasetru S.A. y otro c/ Banco Central de la República Argentina y otro s/ Rendición de cuentas" sustanciada ante ese fuero.


    Banco Central de la República Argentina s/ ordinario


    COMP. 823, L. XLIV, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal: acción entablada contra la Caja Complementaria de la Previsión Social para la Actividad Docente. Acciones instauradas por deudas de aportes con fundamento en normas previsionales: vínculo con la interpretación de normas de la seguridad social. Artículo 15 de la ley 24.463.


    A fin de determinar la competencia, se debe atender al relato de los hechos efectuado en la demanda y al derecho invocado como fundamento de su pretensión. En el caso, el actor inició una acción impugnando la mencionada resolución de la Caja Complementaria de la Previsión Social para la Actividad Docente, en la que se le reclama el pago de aportes obligatorios al régimen de dicha entidad Sobre el punto, cabe recordar que la Corte Suprema señaló que las acciones instauradas por deudas de aportes con fundamento en normas previsionales se encuentran vinculadas con la interpretación de normas de la seguridad social. En consecuencia, y teniendo en consideración que de conformidad con lo estipulado por el artículo 15 de la ley 24.463, la competencia atribuida al fuero federal de la Seguridad Social, en el interior del país recae en los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, resulta razonable que las actuaciones continúen su trámite ante el Juzgado Federal en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo n° 3 de la Ciudad de Lomas de Zamora.


    Establecimiento Educativo Instituto Modelo c/ Caja Complementaria de Previsión Social para la Actividad Docente s/ Pretensión Anulatoria


    COMP. 736, L. XLIV, 11 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal: archivos de datos que se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


    Las cuestiones planteadas en autos, conducen, en último término, a obtener la protección de los datos personales referidos al actor contenidos en archivos de datos informáticos de índole interjurisdiccional (Banco Central de la República Argentina y Organización Veraz S.A, entre otras empresas de bases de datos) a los que tienen acceso entidades integrantes del sistema financiero, circunstancia que permite sostener, razonablemente, que la causa debe continuar con su trámite ante la justicia federal.


    Petrilli, Jorge Ovidio Ramón c/ Banco Credicoop cooperativo limitados y otro s/ habeas data (art. 43 C.N.)


    COMP. 161, L. XLIV, 11 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la Justicia Federal: demanda interpuesta contra el Instituto de Servicios Sociales Bancarios.


    Conforme surge de autos, la actora promovió demanda contra el Instituto de Servicios Sociales Bancarios persiguiendo el cobro de sumas de pesos adeudadas derivada de una compraventa de artículos de limpieza. Fundó su derecho en los artículos 509, 622, 1197, 1623 y concordantes del Código Civil y 303 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En este contexto, debe declararse la competencia del fuero civil y comercial federal para conocer en las presentes actuaciones, pues la resolución de la causa no sólo involucra el examen de aspectos relacionados, preferentemente, con el derecho comercial, sino pues, en lo fundamental, la pretensión se dirige, contra el Instituto de Servicios Sociales Bancarios. Cabe recordar, que corresponde a la justicia federal entender en la causa en la que se demanda al Instituto de Servicios Sociales Bancarios, por ser una entidad que, por razón de la persona, está sometida a la justicia de excepción (v. doctrina de Fallos: 320: 1328 y art. 29 de la ley N° 22.269).


    Distribuidora Rofiner SRL c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ incumplimiento de prestación de obra social


    COMP. 805, L. XLIV, 15 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia federal: reclamo por reintegro de haberes y la reparación de los daños y perjuicios originados por una retención indebida implementada sobre su haber previsional, contra la Caja Policial, órgano descentralizado en jurisdicción del Ministerio del Interior (ley 13.593).


    Toda vez que el actor solicitó un reintegro de haberes y la reparación de los daños y perjuicios originados por una retención indebida implementada sobre su haber previsional, contra la Caja Policial, institución que invocó, al comparecer, la jurisdicción federal, atendiendo a la índole jurídica del organismo accionado -órgano descentralizado en jurisdicción del Ministerio del Interior (ley 13.593)-, con arreglo a lo dispuesto por los artículos 116 de la Constitución Nacional, 2, inciso 6°, y 12 de la ley 48, y 30 del decreto-ley 15.943/46 -ratif. por ley 13.593-, corresponde a la justicia federal conocer en causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte.


    Ormachea, Oscar Rubén c/ Caja de Retiros de Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ daños y perjuicios


    COMP. 1292, L. XLIII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del fuero federal al encontrarse demandado el Estado nacional -Armada Argentina-.


    Procede la intervención del fuero de excepción toda vez que se encuentra demandado, en su condición de supuesto "autoasegurado" en los términos de la Ley de Riesgos del Trabajo (LRT, n° 24.557), el Estado Nacional -Armada Argentina-.


    Rocca, Miguel c/ Comisión Médica n° 13 s/ Apelación de resolución administrativa


    COMP. 1411, L. XLIII, 13 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del fuero federal: beneficio previsional por invalidez.


    Toda vez que la actora dirigió una acción a fin de obtener -centralmente- un beneficio previsional por invalidez estatuido en la ley 24.241, y por lo dispuesto en el artículo 49 de esa normativa para el supuesto, corresponde declarar que la cusa continúe la sustanciación ante el fuero federal.


    Zabalza, Antonio Raúl c/ Orígenes AFJP s/ especiales


    COMP. 146, L. XLIV, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del fuero federal: demanda contra el PAMI -hoy Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados-.


    Toda vez que en autos ha sido demandado nominal y sustancialmente el PAMI -hoy Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, entidad que se encuentra comprendida en las previsiones del artículo 14 de la ley 19.032, cabe concluir que la causa deba seguir con su trámite ante el fuero federal. Toda vez que en autos ha sido demandado nominal y sustancialmente el PAMI -hoy Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados-, entidad que se encuentra comprendida en las previsiones del artículo 14 de la ley 19.032, cabe concluir que la causa deba seguir con su trámite ante el fuero federal.


    Avendaño, Lía María y otro s/ Acción de amparo


    COMP. 276, L. XLIV, 02 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia federal: demanda contra el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados.


    Toda vez que en autos ha sido demandado nominal y sustancialmente el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, entidad que se encuentra comprendida en las previsiones del artículo 14 de la ley 19.032, cabe concluir que la causa debe seguir con su trámite ante el fuero de excepción.


    Ortiz, Blanca Irma c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ ordinario


    COMP. 303, L. XLIV, 02 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre distintos juzgados. Resolución por parte del órgano superior del tribunal que primero intervino. Inexistencia conflicto. Facultades de la Corte para pronunciarse sobre la competencia por razones de celeridad y economía procesal. Aplicación precedente "Viejo Roble S.A.": competencia Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    En situaciones análogas a la que se presenta en autos, la Corte ha establecido que, en virtud de lo previsto en el art. 24, inc. 7), del decreto-ley 1285/58, el órgano facultado para dirimir la contienda de competencia es el tribunal de alzada del juez que primero había conocido, por lo tanto, en principio, no corresponde la intervención de la Corte en el caso, pues el conflicto no se encontraría debidamente trabado. Sin perjuicio de ello, razones de celeridad y de economía procesal hacen aconsejable que el Tribunal haga uso de la atribución que le confiere la norma citada en el acápite anterior y que, en consecuencia, se pronuncie sin más demoras sobre la radicación definitiva del expediente.


    Ruiz, Eduardo Daniel c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Ordinario


    COMP. 297, L. XLIV, 13 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Fuero federal. Cobro de facturas. Consolidación de deuda. Fuero federal civil y comercial.


    Ante todo, cabe recordar que ambos demandados tienen derecho a litigar en el fuero federal. El primero porque así lo establece la Constitución Nacional (art. 116) y el segundo, porque la ley 19.032 así lo dispone (art. 14), pudiendo optar por la justicia ordinaria de las provincias cuando fuere actor. Corresponde a la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal que entienda en esta causa, toda vez que su principal objeto es obtener el cobro de un crédito por tres facturas que aún el INSSJP no ha podido certificar para así poder concluir con el trámite de consolidación de deudas.


    Cardiolab SA c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Proceso de conocimiento.


    COMP. 835, L. XLIV, 19 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto positivo de competencia. Distinta vecindad y causa civil: Justicia federal.


    Este proceso corresponde a la competencia federal ratione personae. Ello es así, en tanto la actora tiene su domicilio en la Provincia de Corrientes y la demandada en la Ciudad de Buenos Aires. Ahora bien, además de la distinta vecindad entre los litigantes es necesario que lo sean en una causa civil. Se ha atribuido ese carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación contenido en la facultad del art. 75, inc. 12), de la Constitución Nacional. Cabe asignar, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a resolver, el carácter de causa civil a la materia del pleito.


    Veliz, Rosalba Gisel c/ CTI Móvil s/ Sumarísimo.


    COMP. 231, L. XLIV, 30 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Viejo Roble S.A.


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Falcón, José Artal c/ Estado Nacional y otro s/ Sumarísimo.


    COMP. 508, L. XLIV, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Correo Oficial de la República Argentina. Multa autoridad local. Ley 24.240. Justicia Federal. Entidad Nacional. No aplicación precedente Fallos: 324:4349 "Flores Automotores S.A.". Competencia de la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    La causa debe tramitar ante la justicia federal, puesto que si la demanda se instaura contra entidades nacionales el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 6° y 12 de la ley 48. Ello es así, por un lado, porque el decreto 721/04 dispuso la creación del Correo Oficial de la República Argentina S.A. cuyo capital es enteramente estatal (v. arts. 1° y 2° del decreto citado) y, por el otro, porque dicha entidad estatal reclamó expresamente, desde la primera oportunidad que tuvo en la causa, que se le reconozca su derecho a litigar en el fuero federal.


    Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ GCBA s/ otras causas con trámite directo ante la Cámara de Apelaciones.


    COMP. 1398, L. XLIII, 18 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Declaración de incompetencia de la justicia federal en cualquier estado de la causa.


    La incompetencia de la justicia federal puede y debe ser declarada, aún de oficio, en cualquier estado de la causa -conf. art. 352, segundo párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-. Sobre la base de lo dispuesto en el art. 46, apartado 3°, de la ley de riesgos del trabajo, y toda vez que la actora -Superintendencia de Riesgos del Trabajo- promovió ejecución fiscal persiguiendo el cobro de las cuotas omitidas y adeudadas por el demandado al fondo de garantía creado por la L.R.T., corresponde declarar competente para que entienda en la causa a la justicia ordinaria de la Provincia de Buenos Aires.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Briquet, Michel Albert s/ ejecución fiscal


    COMP. 1177, L. XLIII, 04 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional - Registro Nacional de la Propiedad Automotor a fin de percibir una indemnización por daños y perjuicios. Conflicto negativo de competencia. Competencia Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal: fuero especializado en causas vinculadas al régimen jurídico del automotor.


    A fin de determinar el tribunal competente, corresponde aplicar aquella doctrina que señala que las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias son indicativas de una especialización que el ordenamiento legal les reconoce y constituyen una relevante circunstancia a tener en cuenta cuando esos mismos temas son objeto de una demanda, a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta. El fuero nacional en lo civil y comercial federal debe seguir interviniendo en el sub lite, atento a que se trata del fuero especializado en las causas vinculadas con el régimen jurídico del automotor (v. art. 37 del Régimen Jurídico del Automotor (t.o. por el decreto 1147/97 y modificaciones posteriores leyes 25.232, 25.345 y 25.677), en especial cuando ello se relaciona con la actuación de un organismo de pertenencia de la estructura administrativa del Estado Nacional.


    Tenenti, Héctor Edgardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Registro Nacional de la Propiedad Automotor s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 397, L. XLIV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del fuero federal: objeto del juicio vinculado con la reparación de los daños y perjuicios ocasionados por un accidente deportivo acontecido entre particulares; acción fundada exclusivamente en normas de derecho común.


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116); el primer supuesto lleva, centralmente, el propósito de afirmar las atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que el segundo procura, en lo esencial, asegurar la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. En tales condiciones, no se advierte obstáculo para que el magistrado provincial continúe entendiendo en las presentes actuaciones, toda vez que la procedencia de la jurisdicción federal ratione personae o ratione materiae, posee carácter excepcional y está circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes, las cuales son de interpretación restrictiva. Siendo ello así, y toda vez que el objeto del juicio se vincula con la reparación de los daños y perjuicios ocasionados por un accidente deportivo acontecido entre particulares, y teniendo especialmente en cuenta que la acción se funda exclusivamente en normas de derecho común (artículos 505 inc. 3°, 902, 903, 904, 1067, 1068, 1078, 1110, 1113 y 2513 del Código Civil), en el sub lite no se encuentra configurado ninguno de los supuestos de Almirantazgo y Jurisdicción Marítima.


    Izzo, Alejandro c/ Salanueva, Estanislao s/ ordinario - daños y perjuicios


    COMP. 1457, L. XLIII, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del fuero federal: relación jurídica regulada por normas de derecho común, entre personas particulares.


    Toda vez que en la especie se configura una relación jurídica regulada por normas de derecho común, entre personas particulares domiciliadas en la provincia de Santa Fe, corresponde atribuir la competencia a la justicia ordinaria local. En este sentido vale señalar, que el artículo 352, segunda parte del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, reconoce expresamente a los jueces federales con asiento en las provincias la facultad de declarar su incompetencia "en cualquier estado del proceso". Si bien este precepto deber ser interpretado en forma armónica con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que no admite el planteamiento de cuestiones de competencia respecto de juicios terminados o cuando ha recaído sentencia en la causa principal, tal doctrina no resulta aplicable a un caso en el cual, de aplicarse, conduciría a imponer la jurisdicción federal en una materia ajena a la naturaleza actual del proceso. Ello es así, por cuanto la jurisdicción federal es un fuero de excepción y, no dándose la causal específica que la haga surgir en el caso, su conocimiento corresponde a la justicia ordinaria local, cuyos magistrados no han manifestado obstáculos procedimentales para la continuación del proceso en su ámbito.


    Tecnología Aplicada S.R.L. c/ Colombo, Alberto O. y otros s/ ejecución hipotecaria


    COMP. 1371, L. XLIII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    La nuda violación de derechos constitucionales proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal.


    Todos los jueces, de cualquier jerarquía y fuero, pueden y deben interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponda, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Carrefour Argentina S.A. c/ Municipalidad de Rosario s/ Acción declarativa.


    C. 645, L. XLIV, 17 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Multa por infracción ley de lealtad comercial. Conflicto negativo de competencia. Recurso de apelación. Modificación del art. 22 de ley 22.802. Orden público: leyes sobre procedimiento y competencia. Aplicación inmediata. Competencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Las leyes sobre procedimiento y competencia son de orden público y, por consiguiente, las nuevas que se dicten, aun en caso de silencio de aquéllas, se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes, siempre que no importen privar de validez a los actos procesales cumplidos o dejen sin efecto lo actuado de conformidad con las leyes anteriores. Ello es así, porque la facultad de cambiar las leyes procesales es un derecho que pertenece a la soberanía y no existe derecho adquirido a ser juzgado por un determinado procedimiento, pues tales leyes son de orden público. Por aplicación de tales pautas, en cuanto importa para resolver el sub lite, corresponde poner de relieve que la ley 26.361 (Boletín Oficial del 7 de abril de 2008), modificó el art. 22 de la ley 22.802, el que quedó redactado de la siguiente manera: "toda resolución condenatoria podrá ser recurrida solamente por vía de apelación ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal o ante las cámaras federales de apelaciones competentes, según el asiento de la autoridad que dictó la condena...". A partir de tal modificación legislativa, es claro que el recurso de apelación contra el acto administrativo dictado por la autoridad de aplicación de la ley 22.802 debe tramitar y ser resuelto por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - Secretaria de Comercio Interior - Disp. 299/07 (Expte. S01:0068165/05).


    COMP. 594, L. XLIV, 01 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario: denegación de fuero federal. Remisión precedente. Competencia justicia federal para conocer en una acción declarativa interpuesta contra un municipio en cuestiones de poder impositivo local. Oportunidad de la declaración de incompetencia.


    En lo que concierne a la oportunidad de la declaración de incompetencia efectuada por el tribunal de alzada, corresponde poner de manifiesto que el arto 352, segundo párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, invocado por el a quo, dispone que la incompetencia de la justicia federal puede y debe ser declarada, aun de oficio, en cualquier estado de la causa, circunstancia que se vincula con la reiterada jurisprudencia de la Corte que establece que la justicia federal es un fuero de excepción y, al no darse causa específica que lo haga surgir en el caso, su conocimiento corresponde a la jurisdicción local. Al ser la competencia federal improrrogable y de orden público, su falta determinaría una nulidad que como tal puede y debe ser declarada de oficio aún por la alzada. La cuestión planteada con relación a la jurisdicción competente para entender en la causa es sustancialmente análoga a la examinada por este Ministerio Público, el 25 de septiembre de 2008, in re, A. 649, L. XLIV, "Aguas Danone de Arg. S.A. y otros c/ Municipalidad de Almirante Brown s/ Acción declarativa de certeza".


    Pritty S.A. c/ Municipalidad de Morón s/ Ordinario.


    P. 486, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Servicio de telecomunicaciones: competencia del fuero federal en razón de la materia.


    Corresponde a la justicia federal conocer en la causa, puesto que para resolver el pleito habrá que interpretar el sentido y alcance de normas de carácter federal, como lo es la ley nacional de telecomunicaciones 19.798 y el Reglamento General de Clientes del Servicio Básico Telefónico, aprobado por resolución 10.059/99, que, entre otras normas, constituyen el marco regulatorio de las telecomunicaciones.


    Tamous, Rubén L. c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Acción de amparo.


    COMP. 1405, L. XLIII, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Tasas de Seguridad e Higiene. Compensación dispuesta por una norma municipal. Facturas del Servicio Telefónico correspondientes a las líneas del Municipio. Órbitas de competencias entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal. Principio de Supremacía art. 31 de la Constitución Nacional. Competencia de la Justicia Federal de La Plata.


    Mediante la acción declarativa de certeza la actora procura despejar el estado de incertidumbre en el que se encuentra respecto de la aplicación de una norma local que autoriza la compensación de deudas, en el caso, que la municipalidad tiene a su favor con la empresa Telefónica de Argentina S.A. en concepto de tasas de seguridad e higiene por el uso de las antenas habilitadas, con las facturas por el uso de las líneas telefónicas del municipio. Además, manifiesta que se plantea un estado de indefinición respecto del mecanismo de compensación de deudas autorizado por la Ley Orgánica de las Municipalidades y lo que dispone el art. 823 del Código Civil. Tal circunstancia implica que la causa se encuentre entre las especialmente regidas por la Constitución, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Municipalidad de Coronel Brandsen c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Pretensión declarativa de certeza.


    COMP. 539, L. XLIV, 01 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Fuero federal ratione personae: posibilidad de declinarlo a favor de la justicia local: prórroga tácita de aquél en cuyo favor se ha establecido.


    La competencia federal establecida para los supuestos en que la Nación o una de sus entidades autárquicas sean partes de un pleito, es renunciable a favor de la justicia provincial y los particulares carecen de interés jurídico para oponerse a ello, toda vez que se trata de un privilegio que sólo a aquellos organismos concierne. Ello, precisamente, es lo que acontece en el sub lite, toda vez que el organismo demandante, entidad autárquica en jurisdicción del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación (v. art. 35 de la ley n° 24.557), presentó su demanda ante el fuero local provincial, prorrogando tácitamente su derecho a la jurisdicción federal.


    Superintendencia Riesgo de Trabajo c/ Benítez, Marcela Alejandra s/ Ejecución apremio


    COMP. 606, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Obrero marítimo demanda por despido. Contrato de ajuste en buque de bandera nacional: competencia federal.


    El reclamo atañe a rubros salariales e indemnizatorios derivados de supuestos incumplimientos del empleador, respecto de prestaciones concretadas en un buque de matrícula nacional. Sentado ello, resulta aplicable al sublite la doctrina de la Corte, erigida sobre la base, principalmente, de los artículos 116 de la Ley Fundamental y 610 de la ley n° 20.094, que atribuye competencia al fuero de excepción para entender en acciones derivadas de contratos de ajuste cumplidos en buques de bandera nacional.


    Cutulle, Carlos Alberto c/ Di Biasi de Buono, Carmela s/ Despido


    COMP. 232, L. XLIV, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Supuesta minusvalía. Ley N° 24.557. Apelación del dictamen de Comisión Médica. Estado Nacional como autoasegurado. Competencia federal.


    Con prescindencia de la naturaleza común de la normativa involucrada, procede en el caso la intervención del fuero de excepción toda vez que se encuentra demandado, en su condición de supuesto "autoasegurado" en los términos de la Ley de Riesgos (LRT, N° 24.557), el Estado Nacional - Armada Argentina.


    González, Roberto A. c/ Comisión Médica Nº 13 s/ Apelación de resolución administrativa


    COMP. 568, L. XLIV, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia Ordinaria


    Conflicto de competencia. Demanda de daños y perjuicios contra el Estado Nacional. Materia civil: competencia ordinaria.


    De los hechos expuestos en la demanda, surge que los actores, amparados en los arts. 1109 y 1113 del Código Civil, peticionan la reparación de los daños y perjuicios causados a su propiedad como consecuencia de las construcciones realizadas en espacios comunes y sobre una unidad funcional cuya titular dominial resultaría ser la demandada -Fuerza Aérea Argentina- y en la que habita la codemandada. En consecuencia, dada la naturaleza del reclamo y que éste se funda exclusivamente en materia civil, de conformidad con lo decidido por la Corte en cuestiones similares, y tratándose de una contienda entre magistrados nacionales, este proceso deberá tramitar por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N° 101


    Toneatti de Gualdoni, Antonia T. y otros c/ Estado Nacional-Comando en Jefe de la Fuerza Aérea y otro s/ daños y perjuicios


    COMP. 910, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia Territorial


    Competencia de la justicia provincial: promoción de acción de simulación y fraude a fin de obtener la declaración de titularidad respecto de bienes inmuebles de uso comercial, sociedades comerciales y fondos de comercio habidos con dinero proveniente de la sociedad conyugal ubicados en el partido de San Miguel.


    Toda vez que la actora promovió acción de simulación y fraude contra, entre otros, los sobrinos de su marido fallecido, a fin de obtener la declaración sobre su titularidad respecto de bienes inmuebles de uso comercial, sociedades comerciales y fondos de comercio habidos con dinero proveniente de la sociedad conyugal ubicados en el partido de San Miguel, corresponde entender en el caso a la justicia provincial, no sólo por la íntima conexidad existente entre las cuestiones sometidas a decisión puesto que la resolución que se adopte en esta causa tendrá consecuencias directas e inmediatas en el juicio sucesorio -ya que la parte actora invoca ser la única heredera-, sino, también para evitar el dictado de sentencias contradictorias, o que las decisiones recaídas en uno de los procesos haga cosa juzgada respecto de aspectos planteados en otro.


    Delgado, Carmen c/ Muyin S.A. y otros s/ simulación


    COMP. 192, L. XLIV, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juez del lugar donde se encuentra viviendo la menor.


    La cuestión debe definirse atendiendo a la situación fáctico-jurídica actual de esta niña, quien quedó al cuidado de sus guardadores en marzo de 2001 y dos años después -con anuencia de su madre- se trasladó a Rosario, donde reside desde entonces, en forma estable. En ese marco, ponderando la distancia que separa a aquella ciudad del asiento del Juzgado que previno, es razonable pensar que esa circunstancia habrá de desnaturalizar la realización activa de los objetivos protectorios que dan sustento al proceso en curso, por lo que son aplicables al caso los criterios expuestos en el dictamen de la Procuración emitido in re Comp. W 107, L. XLIV "P. O. M. T. s/ Insania" del 17/3/2008. En consecuencia, los autos deben quedar radicados ante la justicia provincial, por ser el ámbito territorial en el que vive efectivamente la menor.


    A. V., M. y T., M. V. s/ protección especial


    COMP. 450, L. XLIV, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juez del lugar en el que habita el incapaz: excepción al principio estipulado en el art. 400 del C.P.C.C.N. Remisión a "V. N. y G. F. s/ guarda", Comp. 1310, L XLIII.


    Desde el momento mismo del alta otorgada por el Hospital Garrahan -marzo de 2006- la menor reside con su tía materna en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a una distancia de 445 km. del que fuera asiento del último domicilio de los padres fallecidos. Estos datos objetivos dan cuenta por sí solos de una realidad que supera a la letra del art. 400 del Código Civil; ya que -si bien las normas atinentes a la competencia están revestidas con la impronta del orden público- en materia de incapaces esos preceptos deberían ceder en función del derecho sustancial a realizar, en tanto es exigencia constitucional que la labor de custodia no se frustre por razones formales. En ese marco, concurren las mismas razones de eficacia de la actividad proteccional que orientaron a la Corte Suprema en autos "V. N. y G. F. s/ guarda" Comp. 1310, L XLIII del 28/512008. En consecuencia, las actuaciones deben quedar radicadas ante la Justicia Nacional, por ser el ámbito territorial en el que A. B. B. vive efectivamente.


    B., A. B. s/ tutela


    COMP. 492, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Juez competente en una causa que involucra a un presunto incapaz internado. Principios de inmediatez y economía procesal. Competencia de la justicia local.


    El juez del lugar donde se encuentra internado el presunto incapaz, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal. Por lo expuesto y toda vez que el causante se encuentra internado en el instituto "Orden Hospitalaria de San Juan de Dios Casa Nuestra Señora del Pilar" con asiento en la ciudad de Luján, provincia de Buenos Aires resulta aconsejable que, a los fines de una eficaz protección, sea el juzgado local el que entienda y decida en el control de la salud psicofísica del presunto incapaz.


    L., C. s/ internación


    COMP. 725, L. XLIV, 10 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    La cuestión debatida en autos, resulta análoga, en lo sustancial, a la considerada por el Tribunal en su sentencia del 1° de junio de 2000 Competencia 127, L. XXXVI - "Alonso Jorge si curatela" (Fallos: 323: 1531), a cuyos fundamentos cabe remitirse brevitatis causae; desde que median razones similares que también imponen considerar subsistente la competencia territorial del tribunal donde se halla alojada la causante en el cumplimiento de su condena.


    A. R., María Evangelina s/ Curatela - art. 12 del Código Penal


    COMP. 506, L. XLIV, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en Comp. 107, L XLIV “P.O.M.T. s/ Insania”.


    P., C. F. s/ insania


    P. 553, L. XLIV, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de Competencia


    Acción declarativa de certeza interpuesta contra municipios. Cobro de tributo local. Procedencia recurso extraordinario por denegación de fuero federal. Incompetencia de la justicia federal. Fuero local. Remisión P. 1644, L. XLTI, "Petrobras Energía c/ Municipalidad Gral. Belgrano s/ Acción declarativa".


    Su conocimiento corresponde a los jueces locales, puesto que tales magistrados deberán examinar el alcance de un tributo que deriva de ciertas ordenanzas municipales creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles. Ello es así, pues, -al igual que en el sub examine- la resolución de la causa involucraba planteos conjuntos de orden local y federal.


    Reginald Lee S.A. c/ Municipalidad de Ensenada - Magdalena - Brandsen s/ Acción declarativa de certeza.


    R. 670, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Acción declarativa. Tasas municipales por ejercicio de actividades diversas. Red vial interjurisdiccional. Concesionaria nacional. Servicio público interprovincial. Causas especialmente regidas por la Constitución Nacional. Art. 2°, inc. 1°, de la ley 48. Competencia justicia federal.


    Toda vez que la pretensión de la empresa actora consiste en obtener que cese el estado de incertidumbre en que se encuentra respecto de la imposición, por parte de la Municipalidad de Salta, de una "tasa por ejercicio de actividades diversas", en tanto entiende que el municipio no tiene potestad para imponer tributos locales sobre una actividad que se encuentra alcanzada por normas de carácter federal (art. 75°, incs. 13 y 18, de la Constitución Nacional, ley 17.520, decreto-ley 505/58, decretos 635/97 y 87/01), y si bien, por lo tanto, la acción se dirige contra un acto local, se advierte, asimismo, que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si el ejercicio de esas facultades tributarias invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación, y tal circunstancia, entonces, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina la Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia federal para entender en ella.


    Aunor S.A. c/ Municipalidad de Salta s/ Acción meramente declarativa - medida cautelar.


    A. 1414, L. XLIII, 10 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Amparo contra resolución dictada por autoridad provincial. Declaración de incompetencia por parte de la justicia federal. Ausencia de pronunciamiento expreso de la justicia provincial. Necesidad de resolución de este órgano para que exista cuestión de competencia a resolver.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte Suprema deba resolver. Ello es así, toda vez que la correcta traba de una contienda de este tipo exige la atribución recíproca de aptitud jurisdiccional entre los diversos tribunales intervinientes, situación que no se configura en el sub examine.


    Empresa Formosa Gas S.R.L. s/ Amparo.


    COMP. 756, L. XLIV, 29 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Amparo. Competencia justicia federal.


    La pretensión de la actora consiste en obtener que se declare la nulidad de la resolución 1281/06 dictada por la Secretaría de Energía de la Nación y, en tales circunstancias, resulta apropiado indicar que la ley 16.986 establece que será aplicada por los jueces federales de las provincias en los casos en que el acto impugnado mediante la acción de amparo provenga de una autoridad nacional (art. 18, segundo párrafo). Ello es así, en virtud del carácter excepcional del fuero federal, que se halla circunscripto a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser de carácter restrictivo.


    Acernox S.A. c/ Secretaria de Energía del Ministerio de Planificación General, Inversión Pública y Servicios del Estado Nacional y otro s/ Amparo.


    COMP. 1278, L. XLIII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Aplicación del principio que determina tener en cuenta el mejor interés del niño en cuestiones que hacen a la tarea proteccional del menor tanto a las decisiones de fondo como a las que corresponda tomar en el campo procesal.


    Si el mejor interés del niño debe de ser el criterio definitorio en la ponderación de los distintos aspectos que hacen a la tarea proteccional, encomendada a los poderes públicos con carácter de obligación ineludible, es indudable que -por su cualidad abarcativa-, aquella directiva ha de guiar no sólo las decisiones de fondo, sino también las que corresponda tomar en el campo procesal. Y bien: la protección de la que el niño es acreedor comporta, ante todo, el cuidado y vigilancia global de su persona, que se ve facilitado de modo innegable (y, muchas veces, sólo se hace posible), a través de la inmediación. Puede entenderse, sin mayor esfuerzo, cómo la cercanía física contribuye a la concreción de los objetivos procesales de concentración y celeridad. De darse trámite a la guarda preadoptiva iniciada por un matrimonio, el juez interviniente deberá cumplir con el art. 317, incs. b y c, del Cód. Civil, en cuanto al conocimiento directo de las condiciones personales del menor y de los postulantes. Además de los costos injustificados que acarrearía la celebración de la audiencia de estilo, lo cierto y decisivo es que difícilmente pueda cumplirse verdaderamente con aquel imperativo, si el expediente queda radicado en la Pcia. de San Luis, siendo que la menor a quien debe tutelarse vive en la Pcia. de La Pampa, prácticamente desde su nacimiento. Es que, sin negar la riqueza y el carácter imprescindible de dicha audiencia, la encomienda normativa va más allá de una aproximación de visu. Implica un ejercicio de evaluación y seguimiento que no podría desplegarse adecuadamente desde otra sede jurisdiccional que no sea la del lugar donde habita la menor. La noción misma de orden jurídico, exige considerar el texto positivo con una visión integradora, presidida por las normas de jerarquía superior. Por lo tanto, la alusión al domicilio del menor que trae el art. 316 del Código Civil como elemento de atribución, debe asumirse aquí en su acepción más amplia, esto es, con referencia al lugar de residencia habitual. El acceso a la justicia hace a la vigencia de la tutela judicial efectiva; con lo cual, la decisión razonable de los jueces no debe de ser una aspiración sólo reservada a la sentencia, sino que alcanza también a la definición de vicisitudes procesales primordiales como las que, por ejemplo, pueden surgir en un juicio de adopción, que ha terminado por posponer en los hechos, un asunto que no admite demora. Y si esto es así en toda las áreas, lo es en forma más patente en el marco del Derecho de Familia, ámbito en el que se jerarquizan las normas rituales en función del derecho sustancial a realizar, y donde -en virtud de la intensidad de los derechos en juego-, campea la exigencia constitucional de que la tutela no se frustre por razones formales. Por eso mismo, la prevención, la inmediación, la economía y la rápida intervención de los jueces, son notas dominantes de la actividad procesal vinculada a esa rama del quehacer jurisdiccional. Desde esa perspectiva, corresponde juzgar de la mayor importancia que se asigne el Tribunal que deberá abordar prontamente la situación de un menor de cuatro años y medio, que desde su nacimiento se encuentra en trance de una eventual adopción, jurídicamente no definida, ni siquiera en su tramo inicial, que es la guarda preadoptiva. Tampoco se han llevado a cabo ni evaluaciones, ni contralor judicial de ninguna especie. Mientras tanto, la inexorable marcha del tiempo, habrá dejado sus huellas en esta personalidad en formación, con un estado filiatorio y un nombre en duda permanente, privada de la estabilidad civil que le corresponde como otro de sus derechos básicos.


    V., Norambuena y G., Fabiana Noemí s/ guarda con miras a adopción


    COMP. 1310, L. XLIII, 13 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Aplicación doctrina "Viejo Roble S.A". Facultades de la Corte Suprema de Justicia Art. 24 inc. 7 del decreto ley 1285/58. Asignación competencia aun cuando el tribunal no intervino en la contienda.


    Este proceso corresponde a la competencia de la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal, sin que obste a tal solución la circunstancia de que dicho fuero no hubiese intervenido en el pleito, toda vez que es bien conocido que la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aun cuando no hubiesen intervenido en la contienda.


    Castelli, Roberto José c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Boston) s/ Proceso de Conocimiento.


    COMP. 754, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Asuntos de competencia que afectan a la niñez. Padres no unidos por un vínculo matrimonial. Regla atributiva forum personae: referencia al lugar donde los hijos viven efectivamente, pauta profundizada en el art. 3º inc. f) de la ley 26.061, como una derivación concreta del mejor interés del niño, y a la que recurre la comunidad jurídica internacional, cuando los asuntos de competencia afectan a la niñez.


    En principio, debe advertirse que las partes no están unidas por un vínculo matrimonial. No se cuenta, pues, con un precepto que contemple expresamente la controversia planteada, ya que no resultan de aplicación las normas contenidas en las leyes sustanciales y formales, en torno a las relaciones personales derivadas de aquél. Por lo tanto, es necesario acudir a otros criterios interpretativos propios de la materia. En esa tarea, la regla atributiva forum personae hace referencia al lugar donde los hijos viven efectivamente y representa un punto de conexión realista, en tanto contribuye a la inmediación, valiosísimo elemento en el manejo de casos de esta índole. En nuestros días, esa pauta se profundiza y refina en el tamiz que aporta la noción centro de vida, que hace suya el art. 3º inc. f) de la ley 26.061, como una derivación concreta del mejor interés del niño, y al que recurre la comunidad jurídica internacional, cuando los asuntos de competencia afectan a la niñez. Sin embargo, el caso presenta una circunstancia particular: desde el año 2005, uno de los niños vive con su padre, y el otro, con la madre. Así, el más pequeño de los hermanos, partió de la provincia de Córdoba cuando tenía muy pocos meses, mientras que el mayor, permaneció allí con su padre y abuelos. No obstante ello, la solución del conflicto adquiere aristas que no son ajenas a las estándares hermenéuticos antes referidos. Por un lado, la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene dicho reiteradamente que si los jueces que entablan la disputa están en situación legal análoga para asumir la función tutelar, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos se encuentra en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de los derechos del niño. El sentido de esa directiva (a la que tiende también el Derecho Internacional contemporáneo -v. gr. art. 8º de la Conferencia de La Haya de 1996-), permite su aplicación al caso y deviene favorable a los jueces de la provincia de Córdoba. En efecto, instrumentalmente, es el tribunal cordobés el que posee dentro de su propio ámbito de actuación territorial, mayor cantidad y cualidad de elementos de juicio, en razón del acceso directo que éste tiene a la historia familiar, con el desarrollo de las tramas vinculares que -en su casi totalidad-, se desenvolvieron en aquel distrito. Desde otra perspectiva, si bien la tenencia se confirió a la madre, pocos meses después, el hijo mayor habría pasado -juntamente con su hermano- a habitar con la familia paterna, con la conformidad de aquélla. Todo lo cual, en definitiva, lleva a considerar que el conflicto debe dirimirse declarando que los expedientes han de quedar radicados ante el Juzgado Civil y Comercial de Segunda Nominación de la Ciudad de Río Cuarto, provincia de Córdoba.


    F., M. A. y otra s/ inhibitoria


    COMP. 142, L. XLIV, 15 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Ausencia conflicto de competencia. Aceptación de competencia por magistrado que intervino. Petición que no cumple recaudos de un recurso. Inexistencia privación de justicia.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia acerca de cuya resolución deba expedirse este Ministerio Público, ni la Corte, en los términos del arto 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, toda vez que la correcta traba de una contienda de este tipo exige la atribución recíproca de aptitud jurisdiccional entre los diversos tribunales intervinientes.


    Dobal, María Victoria c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ otros procesos incidentales


    COMP. 662, L. XLIV, 05 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Cobro de tasa por derecho de propaganda y publicidad. Demanda instaurada contra el municipio. Fuero competente. Justicia Local.


    El fuero competente para entender en una demanda instaurada contra la pretensión municipal de cobrar una tasa por derecho de propaganda y publicidad, corresponde a los jueces locales, puesto que tales magistrados deberán examinar el alcance de un tributo que deriva de ciertas ordenanzas municipales creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles.


    Luncheon Tickets S.A. c/ Municipalidad de La Carlota (provincia de Córdoba) s/ Proceso de conocimiento.


    L. 22, L. XLIV, 26 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Cobro de una multa impuesta por la Inspección General de Justicia. Especialización en el ordenamiento legal. Competencia justicia comercial: naturaleza de la relación entre las partes.


    Las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias son indicativas de una especialización que el ordenamiento legal les reconoce y constituyen una relevante circunstancia a tener en cuenta cuando esos mismos temas son objeto de una demanda, a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta. El fuero nacional en lo comercial debe seguir interviniendo en el sub lite, atento a que se trata del fuero especializado en las causas de naturaleza eminentemente comercial, en especial cuando el art. 16 de la ley 22.315 dispone que las resoluciones de la Inspección General de Justicia son apelables ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal, cuando se refieran a comerciantes o sociedades comerciales. La competencia de la justicia nacional en lo comercial debe apreciarse, en principio, con criterio objetivo, no considerando la calidad de las partes sino la naturaleza intrínseca de la relación substancial en que se basa la pretensión, de modo que la materia de su conocimiento se circunscriba a los asuntos regidos por el Código de Comercio y las leyes complementarias.


    Estado Nacional - I.G.J. - Resol. 1554/04 c/ Mariño, José Alberto s/ Proceso de ejecución.


    COMP. 375, L. XLIV, 03 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la jurisdicción provincial: solicitud a la provincia de Formosa de la concesión de un beneficio previsional según lo prescribe la ley local n° 566.


    Resulta competente para entender en los obrados la jurisdicción provincial, toda vez que, con base a los hechos que se resaltan en la demanda y al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión, se solicitó a la provincia de Formosa la concesión de un beneficio previsional según lo prescribe la ley local n° 566.


    De Jorge, Alberto s/ Amparo


    COMP. 1449, L. XLIII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia ordinaria local para entender en un reclamo por el cobro de honorarios.


    Toda vez que la justicia federal es un fuero de excepción y, no dándose causal específica que lo haga surgir en el caso, su conocimiento corresponde a la jurisdicción ordinaria local, y dada la naturaleza de la cuestión, derivada de una relación jurídica entre personas particulares, ambas domiciliadas en la Provincia de Entre Ríos y en atención que a los hechos que dan lugar al reclamo de autos -cobro de honorarios- la actora pretende la aplicación de la ley provincial 7046, corresponde considerar que la justicia ordinaria local resulta competente para entender en el sub-lite.


    Rougier, Nancy Gabriela c/ Rodríguez, Hugo Leonel s/ sumario


    COMP. 1291, L. XLIII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del fuero Civil y Comercial toda vez que la relación jurídica que invoca la parte actora se encuentra, principalmente regida por leyes de naturaleza comercial -contrato de seguro de retiro y ley 17.418-, y la pretensión se dirige contra Siembra S.A. y contra el Estado Nacional, en su carácter de órgano emisor de la legislación de emergencia económica -ley 25.561 y decreto reglamentario P.E.N. 1570/01.


    Corresponde que la causa continúe su trámite en el fuero Civil y Comercial toda vez que la relación jurídica que invoca la parte actora se encuentra, principalmente regida por leyes de naturaleza comercial -contrato de seguro de retiro y ley 17.418-, y la pretensión se dirige contra Siembra S.A. y contra el Estado Nacional, en su carácter de órgano emisor de la legislación de emergencia económica -ley 25.561 y decreto reglamentario P.E.N. 1570/01 y cuya inconstitucionalidad solicita-, circunstancia esta que habilita la competencia de la justicia federal por razón de la persona (conf. art. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inciso 6° y 12 de la ley 48).


    Leone, Ángela Nilda c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1247, L. XLIII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del tribunal que previno: prevalencia de los preceptos legales que tienden a lograr la pronta conclusión de los litigios, en tanto no se contrapongan a principios de rango superior, sobre las normas que reglan la competencia federal.


    Desde la perspectiva de una lectura armónica de las pautas contenidas en los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la resolución del tribunal local, en cuanto se desprende oficiosamente del conocimiento de los autos, deviene extemporánea. En efecto, según surge de las constancias del expediente, dicha decisión fue adoptada luego de haberse sustanciado íntegramente el proceso, que se encontraría en condiciones de dictar sentencia. En ese contexto, si bien se trata de un asunto propio de la justicia federal, en razón de la materia, el reenvío de las actuaciones a ese fuero, generaría un retardo injustificado en el trámite, incompatible con la naturaleza de su objeto (amparo), en desmedro de las directivas básicas de seguridad jurídica y economía procesal. Es que, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta conclusión de los litigios, en tanto no se contrapongan a principios de rango superior. Esta última idea se robustece, si se tiene en cuenta que es posible que la aplicación e interpretación de normas de índole federal quede a cargo de los jueces de todas las instancias y jurisdicciones, cuyas decisiones podrán finalmente y en su caso, obtener debido control ante ese máximo tribunal, por la vía pertinente.


    Paganini, Mario Ezequiel c/ Osde s/ Amparo


    COMP. 324, L. XLIV, 15 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia civil: acción entre el abogado y su clienta, autónoma del proceso universal del deudor hipotecario fallido.


    Al tratarse el caso de una acción entre el abogado y su clienta, autónoma del proceso universal del deudor hipotecario fallido, y, además, teniendo en cuenta que las personas intervinientes -tanto actor como demandada- no revisten la calidad de comerciantes ni realizan actos de comercio, corresponde a la justicia civil entender en el proceso.


    Castagnola, José Cirilo Juan c/ Felipe, Mirta Beatriz s/ ordinario


    COMP. 81, L. XLIV, 15 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la Justicia de la Ciudad de Buenos Aires. Improcedencia de la acumulación de procesos: autos con sentencia definitiva en los que, además, se han regulado los honorarios.


    Corresponde entender en las actuaciones a la Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, pues la acumulación de procesos prevista en el artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, para aquellos supuestos de causas en trámite cuyo estado permita su sustanciación conjunta, no procede en el sub lite toda vez que en los autos que tramitan por ante la jurisdicción local ha recaído sentencia definitiva y se han regulado los honorarios correspondientes.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Porres, Horacio Eduardo s/ daños y perjuicios


    COMP. 766, L. XLIV, 10 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal. Medidas precautorias: competencia del juez que deba conocer en el proceso principal. Interpretación, sentido y/o alcance de los derechos de propiedad intelectual, respecto de técnicas relacionadas básicamente con la investigación, creación, desarrollo, producción y comercialización de semillas protegidas, substancialmente, en el Acuerdo sobre Aspectos de los Derechos de Propiedad Industrial relacionados con el Comercio (ADPIC/TRIP'S), aprobado por ley 24.425, de naturaleza federal y por la ley 24.766.


    Bajo las premisas que se establecen, por un lado, en el artículo 6° inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el cual dispone que en las medidas preliminares y precautorias será competente el juez que deba conocer en el proceso principal, y, por el otro, en la doctrina que dice que para determinar la competencia debe estarse al relato de los hechos efectuado en la demanda, toda vez que, en el proceso principal, la actora peticiona la reparación de los daños y perjuicios derivados de la supuesta conducta concretada por las empresas accionadas en infracción a derechos intelectuales -en especial, los vinculados con los conocimientos técnicos no patentados e información no divulgada y con la experiencia adquirida referida a la industria de la semilla- de los que resultaría propietaria la accionante; y que expone, asimismo, que el co-demandado incumplió obligaciones emanadas de los convenios de no concurrencia y confidencialidad referidos a la actividad industrial en cuestión y que fueron suscriptos con la demandante, fundando su pretensión principalmente en los artículos 39 y 50 del tratado GATT/ADPIC, aprobado por ley n° 24.425, y en los arts. 1°, 3° y 11 de la ley n° 24.766; y desprendiéndose del planteo efectuado en la demanda que el objeto del juicio principal involucra la interpretación, el sentido y/o alcance de los derechos de propiedad intelectual de los que resultaría titular la actora, respecto de técnicas relacionadas básicamente con la investigación, creación, desarrollo, producción y comercialización de semillas protegidas, substancialmente, en el Acuerdo sobre Aspectos de los Derechos de Propiedad Industrial relacionados con el Comercio (ADPIC/TRIP'S), aprobado por ley 24.425, de naturaleza federal y por la ley 24.766 -normas que fueron expresamente invocadas por la actora en su pretensión de inicio, tanto en relación con el planteo principal como precautorio-; y recordando la doctrina que dice que para decidir cuál es el juez competente no cabe atenerse a la ley que, en suma, sea aplicable, sino a la que se invoca como fundamento de la acción intentada, por todo lo expuesto, entonces, dentro del limitado marco cognoscitivo en el que se desenvuelven las cuestiones de competencia, corresponde dirimir la contienda y disponer que la causa quede radicada ante la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal, en donde tramita el proceso principal.


    Nidera S.A. c/ Leguizamón, Eduardo Martín y otros s/ medidas precautorias


    COMP. 1366, L. XLIII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia nacional en lo civil. Remisión a Comp. 127, L. XXXVI "Alonso Jorge s/ Curatela".


    La cuestión debatida en autos, resulta análoga, en lo sustancial, a la considerada por el Tribunal en su sentencia del 1° de junio de 2000 en autos: Competencia Nº 127, L. XXXVI. "Alonso Jorge s/ Curatela" (Fallos: 323: 1532), a cuyos fundamentos cabe remitirse brevitatis causae, desde que median razones similares que también aquí imponen considerar subsistente la competencia territorial del tribunal en donde se halla alojado el causante en el cumplimiento de su condena. En consecuencia y dado que el lugar de residencia actual de aquél es el Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, compete a la justicia nacional en lo civil, continuar entendiendo en este juicio.


    P., Héctor s/ Curatela


    COMP. 950, L. XLIV, 10 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia provincial: demanda incoada por la co-heredera y el representante del causante en un proceso cuyo objeto principal es obtener la inscripción de los accionantes en el régimen de refinanciación previsto, principalmente en la ley 25.798, en relación con el bien hipotecado.


    Resulta competente para seguir conociendo en las actuaciones la magistrada provincial, por cuanto si bien es cierto que en el caso no se configuran los supuestos previstos por el art. 3284 del Código Civil, desde que la demanda no fue incoada por un acreedor contra el causante, sino por la co-heredera y el representante del causante, y, siendo el objeto principal del proceso obtener la inscripción de los accionantes en el régimen de refinanciación previsto, principalmente, en la ley 25.798, en relación con el bien hipotecado, no es menos cierto que los motivos y razones dadas oportunamente por los magistrados de la causa para admitir la tramitación conexa de ambos procesos, aún no han cesado. Tal particularidad habilita a sostener razonablemente que sea un solo juzgador el que entienda en estas actuaciones, ponderando la evidente y estrecha vinculación de las cuestiones debatidas en ambos procesos; y, en lo fundamental, a fin de evitar conflictos de orden jurisdiccional, resguardar la eficacia de las decisiones judiciales y el dictado de resoluciones contradictorias.


    Chiappara, Silvia Elena s/ Amparo


    COMP. 285, L. XLIII, 09 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de los juzgados nacionales en el caso de internación de una persona con una afección mental irreversible. Eficacia del control y asistencia judicial, de cara a la vigencia de los derechos fundamentales del incapaz: ventajas de los juzgados nacionales. Perjuicios en la demora para resolver cuestiones de competencia.


    En un caso en el que está involucrada una persona con una afección mental irreversible y sin ningún tipo de vínculos familiares, corresponde que el expediente siga su trámite ante el juzgado que previno. En este sentido, es oportuno aclarar que los aspectos estrictamente formales no son los decisivos, a la hora de plantear dicha solución. La decisión se centra, fundamentalmente, en que la eficacia del control y asistencia judicial, de cara a la vigencia de los derechos fundamentales del incapaz, no tiene por qué verse realmente afectada por la poca distancia que separa al lugar en el que está internado de la Ciudad de Buenos Aires. Los Juzgados Nacionales cuentan con normativa idónea, personal capacitado (especialmente, dos trabajadoras sociales) y elementos técnicos adecuados para generar sin mayores inconvenientes (y sin intermediaciones burocráticas), redes de contacto inmediatas con los demás operadores del sistema, y lograr así cauces fluidos en pos del objetivo último del proceso, que no es sino la consagración de las garantías básicas, traducidas concretamente en el mayor nivel de calidad de vida posible. Esa finalidad es coparticipada por el Ministerio Público de la Defensa, que interviene a través de dos de sus dependencias. Este tipo de decisiones deben tomarse en un inicio, no sólo porque es razonable -y de buena técnica-, que así sea. Los tardíos asuntos competenciales, sin un sustrato material serio que los avale, además de la inseguridad y trastornos que generan respecto de los enfermos y respecto de los grupos familiares o instituciones, no hacen sino retardar el acceso a la justicia y suspender por largos períodos toda custodia jurisdiccional, cuando que estos seres humanos singularmente vulnerables, son sus acreedores privilegiados. Y, en definitiva, distraen a los tribunales de la delicada labor que les es propia; urgente siempre, máxime en asuntos que abarcan la vida toda de personas minusválidas.


    N., E. s/ internación


    COMP. 233, L. XLIV, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del fuero en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires: responsabilidad de un cementerio público debido a la presunta falta de servicio y/o el deber de cuidado en la que habrían incurrido sus dependientes, entre ellos, empleados y funcionarios administrativos.


    Corresponde que la causa tramite ante el fuero en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, toda vez que de la demanda -hechos a los que se tiene que atender a fin de resolver las cuestiones de competencia- surge que la actora atribuye responsabilidad al cementerio público de la Chacarita por la presunta falta de servicio y/o el deber de cuidado en la que habrían incurrido sus dependientes, entre ellos, empleados y funcionarios administrativos. Dicha materia, compromete con influencia decisiva al estudio de cuestiones propias del derecho público.


    Pappalardo, Silvia Noemí c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ daños y perjuicios


    COMP. 138, L. XLIV, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juez que deba conocer en el proceso principal: obtención de una historia clínica con el objeto de extraer de allí información a peritar. Medida preliminar tendiente a obtener la prueba a ser invocada en una causa por fallecimiento del empleado.


    La actora pretende la obtención de una historia clínica con el objeto de extraer de allí información a peritar; es decir, se trata, en definitiva, de una medida preliminar tendiente a obtener la prueba a ser invocada en una causa por fallecimiento del empleado, en trámite ante el fuero del trabajo. En tal sentido, incumbe puntualizar que, con arreglo al art. 6°, inciso 4°, del CPCCN, el Juez competente es en tales medidas el que deba conocer en el proceso principal.


    Veliz, Axel Leonel c/ Hospital Nacional Prof. Alejandro Posadas s/ habeas data


    COMP. 1450, L. XLIII, 11 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juzgado de origen en un proceso en el que se persigue la internación de un presunto incapaz.


    Conforme surge de los elementos aportados en autos, no se ha podido determinar fehacientemente el domicilio real ni el lugar actual del establecimiento asistencial en donde se encontraría el presunto incapaz y que fue denunciado como su lugar de residencia. Tales circunstancias, sumadas a razones de economía y celeridad procesal, como así también la urgente actividad de control sobre el presunto incapaz por parte del juez -que se persigue en este tipo de proceso- aconsejan que sea el tribunal de origen quien siga entendiendo y decida respecto a las medidas a adoptar para su eficaz protección; considerando, especialmente, a los efectos de cumplimentar dicha actividad tutelar, el estado de salud del causante que revelan las experticias médicas.


    A., D. M. s/ internación


    COMP. 802, L. XLIV, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juzgado de origen: sentencia firme.


    Toda vez que en la causa se ha dictado sentencia que se encuentra firme, en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez del concurso.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ sucesores de Antonio Barbeirosa s/ Cobro ejecutivo


    COMP. 405, L. XLIV, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia federal para entender en una expropiación regida por el derecho público local.


    Es válida la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de la provincia que como tal puede ser renunciada. Ello es así siempre que no existan razones institucionales o federales o conflicto entre la Nación y la provincia que impongan una interpretación restrictiva, como surge del art. 117 de la Constitución Nacional.


    Gobierno de la Provincia de San Luis c/ Estado Nacional (I.N.T.A.) s/ Expropiación de urgencia.


    COMP. 441, L. XLIV, 16 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia justicia federal para conocer en una acción declarativa interpuesta contra un municipio en cuestiones de poder impositivo local.


    El fuero federal resulta competente para conocer en el sub lite, pues el conflicto -tal como ha sido planteado- no involucra cuestiones cuyo tratamiento corresponda a los tribunales locales, más allá de la naturaleza de los actos que confrontan con las cláusulas constitucionales que rigen el tema, con el Código Alimentario Argentino y con la ley de Coparticipación Federal de Impuestos, resultando la aplicación e interpretación de estos últimos preceptos federales esencial para la solución del caso bajo examen.


    Aguas Danone de Arg. S.A. y otros c/ Municipalidad de Almirante Brown s/ Acción declarativa de certeza.


    A. 649, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conexidad: requisitos de admisibilidad.


    La admisión del forum conexitatis estatuido en el art. 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas entre sí y su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en dicho código e importan admitir el desplazamiento de la competencia natural en favor de otro juez, lo que obedece a la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas a una misma relación jurídica. Sin embargo, el desplazamiento de competencia basado en ese instituto carece de fundamento cuando en uno de los procesos ya se ha dictado sentencia.


    Lin Shu Jan c/ Sánchez, Yuliana y otros s/ Desalojo.


    COMP. 1254, L. XLIII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces federales con asiento en las provincias. Imposibilidad de declararla en cualquier estado del proceso cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia.


    Si bien el art. 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia. Ello es así pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Escobar, Orlando Modesto c/ Nuevo Banco de Santa Fe s/ Demanda ordinaria por cobro.


    E. 145, L. XLIII, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre la Cámara Federal de Apelaciones de Resistencia y un tribunal provincial. Resolución por parte de la Corte Suprema.


    La cuestión que aquí se plantea consiste en determinar qué tribunal es el competente para conocer en el recurso de queja interpuesto contra la resolución dictada por el juez federal a fs. 29/30 del expte. agregado. Aquel recurso debe ser resuelto por el tribunal del alzada del juez que la dictó, es decir que la Cámara Federal de Apelaciones de Resistencia debe entender en esa cuestión procesal.


    Tissera, Luis Alberto y otros c/ Provincia del Chaco s/ Amparo y medida cautelar.


    COMP. 413, L. XLIV, 26 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia: oportunidad de la Corte Suprema de Justicia de la Nación para pronunciarse.


    Resulta prematuro que la Corte Suprema se expida sobre el conflicto de competencia suscitado toda vez que existe en recurso de apelación pendiente de resolución.


    Banfi, Ángel Agustin s/ Sucesión ab intestato


    COMP. 684, L. XLIII, 17 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Demanda por repetición de sumas abonadas en concepto de tasas por inspección de higiene y profilaxis y seguridad, dirigida contra un municipio. Inaplicabilidad precedentes "El Cóndor" y "Unilever S.A.". Competencia justicia local.


    Este proceso corresponde a la competencia de los jueces locales, porque por un lado, se trata de una demanda contencioso administrativa entablada contra un municipio en virtud de lo establecido en las normas provinciales y, por el otro, el juez que deba resolver el pleito tendrá que examinar el alcance de un tributo que deriva de ciertas ordenanzas municipales creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio, claro está, de que las cuestiones federales que también puedan comprender este tipo de procesos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario. No resultan aplicables a esta causa los precedentes "El Cóndor" y "Unilever S.A.".


    RPB S.A. c/ Municipalidad de Concordia s/ Demanda contencioso administrativo.


    COMP. 796, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Demanda promovida por profesor universitario a fin de obtener el pago de una indemnización por despido. Competencia justicia federal en razón de la materia y de la persona demandada.


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto dicha competencia, de excepción, no responde a un mismo concepto o fundamento. El primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como en lo concerniente a almirantazgo y jurisdicción marítima. El segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional, en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte (art. 116 de la Constitución Nacional y art. 2°, incs. 6° y 12 de la ley 48). La materia en debate, su contenido jurídico y la relación existente entre las partes, posee notas propias de una relación de empleo público, circunstancia que resulta suficiente para pronunciarse a favor de la competencia de la justicia federal. Por el otro lado, al instaurarse la demanda contra el Estado Nacional o una entidad nacional (Universidad Nacional de la Matanza), el fuero federal también resulta competente para conocer en la causa en razón de la persona.


    Cristea Niculae Iosif Ion c/ Universidad Nacional de La Matanza s/ Empleo Público.


    COMP. 800, L. XLIV, 31 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Fuero federal. Improcedencia declaración de incompetencia por parte del tribunal superior si el juez de primera instancia ya se había pronunciado sobre su competencia. Inaplicabilidad art. 352, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación en caso de controversia entre jueces federales.


    La Cámara Federal de Apelaciones de San Martín (Sala I) no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero, porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. El juez federal ya se había pronunciado sobre su competencia, circunstancia que impide volver sobre el tema. El art. 352, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que faculta a los jueces federales con asiento en las provincias para declarar su incompetencia "en cualquier estado del proceso", no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales.


    Jafif, Adrián Salvador c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Dto. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986.


    COMP. 789, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Impugnación normativa local. Competencia justicia provincial.


    En el limitado marco cognoscitivo de las cuestiones de competencia, cabe recordar que, para su determinación corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la acción. Este proceso corresponde a la competencia de los jueces locales quienes tendrán que analizar el alcance de una norma dictada por los legisladores de igual carácter.


    Giannini, Héctor Luis y Central de Trabajadores de la Argentina Regional Rio Negro (Ministerio de Educación y Cultura) s/ Amparo.


    COMP. 857, L. XLIV, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Remisión precedente "Viejo Roble S.A."


    Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa. Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Satory, Virginia Catalina c/ PEN Ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento.


    COMP. 882, L. XLIV, 19 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto positivo de competencia. Competencia tribunal que ya dictó un acto jurisdiccional.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


    OSCBA c/ Estado Nacional s/ Otros procesos incidentales.


    COMP. 697, L. XLIV, 16 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia dirimidos por cámaras nacionales: Incompetencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    No existirá un conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver toda vez que ya lo hubiese realizado el tribunal instituido para ello, puesto que no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58 le confiere, es decir, revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Groba de Tirigalln, Ángela Constantina y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Río-Scotiabank) s/ Amparo sobre ley 25.561.


    COMP. 1406, L. XLIII, 26 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: intervención de la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Los conflictos de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltos por la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia.


    Benso, Carlos c/ Coalsud S.A. s/ ordinario


    COMP. 742, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia resuelta por el tribunal Superior que previno. Inexistencia conflicto de competencia que amerite la intervención de la Corte.


    No existe un conflicto que la Corte deba resolver pues ya lo hizo el tribunal instituido para ello, y no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58 le confiere, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Krautman, Berta c/ Estado Nacional s/ Amparo.


    COMP. 157, L. XLIV, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión precedente "Viejo Roble S.A."


    Resultan aplicables al sub examine los criterios sentados en "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa. Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo civil y comercial federal.


    Motor Import SACIFIA c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Amparo.


    COMP. 936, L. XLIV, 26 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia.


    Este proceso corresponde a la competencia de los tribunales de justicia de la Provincia de Santa Cruz.


    GCBA c/ Ministerio de Asuntos Sociales de la Provincia de Santa Cruz s/ Cobro de pesos.


    COMP. 836, L. XLIV, 18 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia del tribunal que ya dictó un acto jurisdiccional. Principio de radicación. Remisión Comp. 775 L. XLIV, "Stamatti, Guillermo Daniel c/ Banco de Galicia y Bs. As. S.A. - Suc. Goya- s/ sumarísimo".


    Procede señalar que las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. La justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


    Nicoletti, José Ramón y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. (Suc. Goya) s/ Sumarísimo.


    COMP. 990, L. XLIV, 16 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia del tribunal que ya dictó un acto jurisdiccional. Principio de radicación. Tribunales justicia provincial.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. La justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces". Remisión Comp. 775 L. XLIV, "Stamatti, Guillermo Daniel c/ Banco de Galicia y Bs. As. S.A. -Suc. Goya- s/ sumarísimo".


    Zone, Juan Ignacio y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires SA (Suc. Goya) s/ Sumarísimo.


    COMP. 956, L. XLIV, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia tribunal que ya dictó un acto jurisdiccional. Principio de radicación. Competencia tribunal provincial que ya intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. La justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces". Remisión Comp. 518, L. XLIV, "Rubiniche, Adrián c/ Banco de Galicia S.A. (Suc. Goya) s/ sumarísimo" sentencia del 12 de agosto de 2008).


    Niella, Maria Edith y otros c/ Banco de Galicia y Bs. As. - Sucursal Goya, Corrientes s/ Sumarísimo.


    COMP. 948, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Continuación de proceso ante tribunal de justicia provincial que ya intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. La justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


    Garolera, Fernando Gabriel c/ Banco Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo.


    COMP. 774, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Continuación de proceso ante tribunal de justicia provincial que ya intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. La justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


    Sttamatti, Guillermo Daniel c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo.


    COMP. 775, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Declaración de incompetencia.


    Esta causa debe tramitar ante Juzgado Federal de Azul, puesto que a fs. 435/436 dicho magistrado sin cuestionar o negar su competencia, dio trámite al expediente en el estado procesal en el que se encontraba y luego, a fs. 443/444, manifestó que el objeto del proceso estaba satisfecho y que la sentencia, que hace lugar al amparo, se encontraba firme y era de carácter declarativo.


    Barri de Gentilini Elda y otros c/ Banco de la Pcia. de Bs. As. s/ Amparo.


    COMP. 909, L. XLIII, 18 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda contra el Estado Nacional (Subsecretaría de Defensa del Consumidor) a fin de que se deje sin efecto la aplicación de multa por infracción a la ley 22.802. Competencia de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    La causa debería ser resuelta por el fuero nacional en lo contencioso administrativo federal, puesto que lo que se está discutiendo es la validez de un acto de una autoridad nacional y, por lo tanto, la materia en debate, su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer, permiten considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa, en los términos del art. 45, inc. a), de la ley 13.998.


    Sunflower Argentina SA c/ Estado Nacional - SDC - Disp. 256/07 s/ Proceso de conocimiento.


    COMP. 875, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda contra estado nacional. Conflicto entre jueces federales. Resolución por parte del órgano que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, puesto que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín. Ello es así, porque el art. 24, inc. 7°) del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término.


    Correa, Miriam Graciela c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos s/ Cobro de Pesos Laboral.


    COMP. 554, L. XLIV, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Blisniuk, Lorena c/ Estado Nacional - Secretaria Comercio Interior - Disp. 255/07 (Expte. S01:492377/06).


    COMP. 613, L. XLIV, 01 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Dulcypas S.A. c/ Estado Nacional - Secretaria de Comercio Interior - Disp. 410/07 (Expte. S01:0374009/05).


    COMP. 646, L. XLIV, 01 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Emco Morosos Incobrables c/ Estado Nacional - Secretaria de Comercio Interior - Disp. 572/07 (Expte. S01:192783/04).


    COMP. 644, L. XLIV, 01 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Forest Car S.A. c/ Estado Nacional - S.C.I. - 170/08 (Expte. S01:254936/06).


    COMP. 847, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Formatos Eficientes S.A. c/ Estado Nacional - S.C.I. - Disp. 755/07 (Expte. S01:327101/05).


    COMP. 778, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Frávega S.A. y otro c/ Estado Nacional - Secretaria de Comercio Interior - Disp. 472/02 (Expte. S01:131700/06).


    COMP. 593, L. XLI, 01 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Garbarino S.A. c/ Estado Nacional - Secretaria de Comercio Interior - Disp. 507/07 (Expte. S01:1295/05).


    COMP. 645, L. XLIV, 01 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Garbarino S.A.I.C.I. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 735/07 (Expte. S01:84440/06).


    COMP. 779, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Jumbo Retail Argentina S.A. c/ Estado Nacional - Secretaria de Comercio Interior - Disp. 291/07 (Expte. S01:259545/04).


    COMP. 643, L. XLIV, 01 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Nice Group Viajes y Turismo S.A. c/ Estado Nacional - S.C.I. - Disp. 121/08 (Expte. S01:254934/06).


    COMP. 773, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Peugeot Citroën Argentina S.A. c/ Estado Nacional - S.C.I. - 177/08 (Expte. S01:378313/06).


    COMP. 849, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Primera Red Interactiva de Medios Argentinos (P.R.I.M.A.) S.A. c/ Estado Nacional - S.C.I. - Disp. 148/08 (Expte. S01:45560/06).


    COMP. 846, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Soto, Rolando Federico c/ Estado Nacional - S.C.I. - Disp. 529/07 (Expte. S01:185582/05).


    COMP. 845, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Supermercados Mayoristas Makro S.A. c/ Estado Nacional - S.C.I. - Disp. 185/08 (Expte. S01:257904/06)


    COMP. 851, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Telecom Personal S.A. c/ Estado Nacional - Secretaría de Comercio Interior - Disp. 596/07 (Expte. S01:48305/05).


    COMP. 710, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Western Union Financial Services Argentina S.R.L. c/ Estado Nacional - S.C.I. - Disp. 670/07 (Expte. S01:317405/05).


    COMP. 848, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07, Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Zohana S.A. c/ Estado Nacional - S.C.I. - Disp. 172/08 (Expte. S01:411561/05).


    COMP. 844, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.".


    Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana". Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Carballo, Jorge Facundo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Boston) s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 686, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.".


    Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana". Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Lacavera, Elsa Teresa c/ Ministerio de Economía y otros s/ Acción meramente declarativa.


    COMP. 148, L. XLIV, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.".


    Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana". Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Schefer, Zulema c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Suquía) s/ Proceso de conocimiento.


    COMP. 520, L. XLIV, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.".


    Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa. Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Restelli, Cecil Alejandra c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02 (Ciudad) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 155, L. XLIV, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión precedente "Viejo Roble S.A.".


    Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en "Rodríguez Atilana". Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Colussi, Vicente y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (BBVA, BNL, HSBC) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 902, L. XLIV, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión precedente "Viejo Roble".


    Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa. Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Weimann Seitz, María de Luján c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02 (Nación) s/ Proceso de conocimiento.


    COMP. 923, L. XLIV, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión Viejo Roble S.A.


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Deganis, Artemio Adriano c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Nación - Francés - Río) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 196, L. XLIV, 14 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Resolución por parte del órgano de alzada del juez que primero intervino. Intervención de la Corte. Excepción: razones de celeridad y economía procesal. Aplicación doctrina "Viejo Roble S.A.".


    En virtud de lo previsto en el art. 24, inc. 7º) del decreto-ley 1285/58, el órgano facultado para dirimir la contienda de competencia es el tribunal de alzada del juez que primero había conocido, por lo tanto, en principio, no corresponde la intervención de la Corte en el caso, pues el conflicto no se encontraría debidamente trabado. Sin perjuicio de ello, razones de celeridad y economía procesal hacen aconsejable que el Tribunal haga uso de la atribución que le confiere la norma citada en el acápite anterior y que, en consecuencia, se pronuncie sin más demoras sobre la radicación definitiva del expediente. Resultan aplicables al sub lite los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la tercera de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa.


    Taibo, Leila Susana c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo.


    COMP. 557, L. XLIV, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia: Tribunales justicia provincial.


    Por aplicación de la doctrina del precedente "Rezk", cabe concluir que la cámara no estaba en condiciones de pronunciarse sobre la competencia de la justicia provincial para entender en esta causa, pues ello no había sido materia de apelación.


    Saucedo, Ramón Silverio c/ Banco de Galicia y Buenos Aires SA s/ Sumarísimo.


    COMP. 958, L. XLIV, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. Prof. médicos y aux.", Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios" y Comp. 626, L. XLIII, "Tarelli, Elena Libertad c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Suárez, Delia Haydee c/ Manzella, Antonio Ex Hospital Santojanni y otros s/ Daños y perjuicios - Resp. Prof. médicos y aux.


    COMP. 576, L. XLIV, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Solicita expediente.


    Gatti, Esther c/ Hospital Gral. de Agudos Parmenio Piñeiro y otros s/ Daños y Perjuicios - Resp. Prof. Médicos y aux.


    COMP. 967, L. XLIV, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Solicita remisión de expediente.


    Rojas, Josefa del Carmen c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 763, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Solicita remisión de expediente.


    Belle, Paulina y otro c/ Ivani, Néstor Fernando y otros s/ Interrupción de prescripción (art. 3986 C.C.)


    COMP. 408, L. XLIV, 12 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Solicita remisión de expediente.


    Suárez, Delia Haydee c/ Manzella, Antonio Ex Hospital Santojanni y otros s/ Daños y perjuicios - Resp. Prof. médicos y aux.


    COMP. 576, L. XLIV, 19 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Criterio para resolver cuestiones de competencia.


    A fin de resolver cuestiones de competencia, se ha de atender de modo de principal a la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda (art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender este tipo de procesos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


    Agromonte S.A. y otros s/ Recurso de apelación - ley 13273.


    COMP. 1277, L. XLIII, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Criterio para resolver cuestiones de competencia.


    A fin de resolver cuestiones de competencia, se ha de atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda -art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Para que proceda el fuero de excepción, las personas que tienen derecho al mismo deben revestir, en el pleito, la calidad de parte en sentido sustancial y no meramente nominal.


    González, Germán c/ Chavero Ferreras, Gregorio Nicolás y otros s/ Ordinario.


    COMP. 1364, L. XLIII, 27 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia ajenas al ámbito de resolución de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    La controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte Suprema de Justicia de la Nación, toda vez que los conflictos de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltos por la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia.


    Sánchez Vda. de Serantes, María E. c/ Inst. Serv. Soc. Personal Ferroviario s/ laboral


    COMP. 132, L. XLIV, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia ante un caso en el que se cuestionan pretensiones personales fundadas en derechos creditorios de origen contractual: determinación del fuero principal por el lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente previsto conforme a los elementos aportados en el juicio.


    Por tratarse en el sub lite de pretensiones personales fundadas en derechos creditorios de origen contractual, cabe señalar que conforme dispone el art. 5º, inciso 3º, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el fuero principal está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente previsto conforme a los elementos aportados en el juicio; no precisado este aspecto, el actor puede deducir su pretensión ante el juez del domicilio del demandado, o de celebración del contrato, siempre que éste se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, al momento de la notificación.


    Dobrila, Vladimiro y otros c/ Arriaga, Víctor y otros s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 1279, L. XLIII, 17 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia en causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional: Tribunal que ya intervino. Límite para transferencia de expedientes.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Cortez, Ricardo Alfredo y otra c/ Banco Francés SA s/ Sumarísimo.


    COMP. 395, L. XLIV, 06 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción. Aplicación de normas nacionales.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Sist, Beatriz María y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Incidente civil.


    COMP. 250, L. XLIV, 23 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Rosales, Mónica Inés y otro c/ Colegio Manuel Dorrego N° 6 Distr. Esc. N° 10 y otros s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 252, L. XLIV, 23 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial, como ocurre en la especie, deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento.


    Chavez, Juan Antonio y otro c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 253, L. XLIV, 23 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: aplicación de las normas nacionales de procedimientos. Solicita remisión de autos principales.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros procesos incidentales.


    COMP. 1338, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resolución por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. Solicita remisión de expediente.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Rosalba Veliz, Rosalía Gisel c/ CTI Móvil s/ Sumarísimo.


    COMP. 231, L. XLIV, 12 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resolución por aplicación de normas nacionales de procedimientos. Solicita remisión de expediente.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Cons. de Prop. del Edificio San Pedrito 1450 Torre c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de expensas.


    COMP. 858, L. XLIV, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resolución por aplicación de normas nacionales de procedimientos. Solicita remisión de expediente.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Consorcio de Propietarios Barrio Gral. de División Manuel Savio Edificio 127 c/ Comisión Municipal de la Vivienda y otros s/ Ejecución de expensas.


    COMP. 859, L. XLIV, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia surgidas posteriormente al dictado de la sentencia. Acto jurisdiccional. Límite para la transferencia de expedientes. Competencia justicia del fuero que intervino.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquéllos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Hemmingsen, Nilda Graciela c/ Banco Francés S.A. s/ Sumarísimo.


    COMP. 396, L. XLIV, 06 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción territorial. Solicita remisión de los autos principales.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros procesos incidentales.


    COMP. 1342, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción territorial. Solicita remisión de los autos principales.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros procesos incidentales.


    COMP. 1343, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Archivo de actuaciones. Alcance del art. 354, inc. 1°), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Si bien el art. 354, inc. 1°), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, la Corte sostuvo que dicha norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado por el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud. De este modo, corresponde devolver las actuaciones al juez federal a fin de que se pronuncie sobre su competencia.


    Salomón Rubiño, María Josefa c/ Provincia de Mendoza s/ Ordinario.


    COMP. 1445, L. XLIII, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Cuestión abstracta. Improcedencia fuero federal.


    No subsisten los requisitos jurisdiccionales y por ello, resultaría innecesario un pronunciamiento sobre la cuestión de competencia sometida a consideración. No obstante, si la Corte considera que necesario resolver este tema, señalo que no existen motivos para que el sub iudice tramite en la justicia federal.


    Dirección de Fiscalización, Control y Defensa del Consumidor c/ Amena y otros s/ Amparo.


    COMP. 759, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de Competencia. Declaración de incompetencia de oficio. Oportunidad para declarar la incompetencia. Alcance o interpretación de art. 352, segundo párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Acto jurisdiccional.


    La Cámara Federal de Apelaciones de San Martín (Sala I) no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero, porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Por otra parte, es dable poner de manifiesto que el juez federal, al requerir el informe previsto en el art. 8° de la ley 16.986, tácitamente admitió su competencia, circunstancia que impide volver sobre el tema. A mayor abundamiento, cabe señalar que el art. 352, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que faculta a los jueces federales con asiento en las provincias para declarar su incompetencia "en cualquier estado del proceso", no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales.


    Berardo, José María c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    COMP. 160, L. XLIV, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia: actualización monetaria de un crédito cuyo sustento era la inconstitucionalidad de la Ley 25.561. Banco de la Nación Argentina.


    Dentro del estrecho marco de conocimiento en el que se deciden las cuestiones de competencia -y desde que la causa en trámite ante la justicia local, se encontraría, prima facie, en un estado de cognición más avanzada-, corresponde dirimir la presente contienda disponiendo el envío del juicio al Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nº 5 del Departamento Judicial de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, debiendo la magistrada a su cargo determinar el modo en que ha de continuar su tramitación, sin que resulte óbice para la adopción del criterio expuesto, la particularidad de que el Banco de la Nación Argentina haya sido nominal y sustancialmente demandado, desde que dicha entidad financiera podrá hacer uso de la prerrogativa dispuesta a su favor, si así lo estimare oportuno, al momento de contestar la demanda (conf. artículos 27 de la ley 21.799 y 2, inciso 6° y 12 de la ley 48).


    Loguercio, Federico c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa


    COMP. 376, L. XLIV, 06 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia: admisión del forum conexitatis. Excepción a las reglas generales que determinan la competencia aplicable al caso. Desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro juez. Conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones vinculadas a una misma relación jurídica. Autoridad Interjurisdiccional de Cuencas de los Ríos Limay, Neuquén y Negro creada por ley 23.896. Novación en la relación jurídica: circunstancias relevante que determina la incompetencia de los jueces de una jurisdicción determinada.


    Corresponde señalar que la admisión del forum conexitatis estatuido en el artículo 6° del C.P.C.C.N. posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas entre sí; instituto cuya aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia aplicable al caso e importa el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro juez, lo cual obedece a la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones vinculadas a una misma relación jurídica, cuyas reglas están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia. Desde esa perspectiva, le asiste razón a la recurrente porque la decisión impugnada se apoyó en el contrato suscrito que luce a regado al expediente principal con la demanda, sin apreciar que dicho instrumento era de plazo determinado y cuyo vencimiento se había efectuado, circunstancia que permitía, prima facie, considerarlo resuelto, sin más derechos para el contratado y que no resultaba necesario preavisar el vencimiento del acuerdo. La posterior decisión unilateral de la Autoridad Interjurisdiccional de Cuencas de los Ríos Limay, Neuquén y Negro creada por ley 23.896 que tuvo por objeto afectar a la trabajadora demandada a prestar funciones en la Ciudad de Bahía Blanca a partir de marzo de 1996, produce una novación en la relación jurídica que debió ser atendida prudentemente. En tal sentido, cabe advertir que la Cámara Laboral provincial, a diferencia del Superior, sí tuvo en cuenta el art. 10 de la ley procesal local nº 1504, en cuanto dispone que la acción deducida por el empleador podrá interponerse ante el Tribunal del domicilio del trabajador, o del lugar donde se haya efectuado el trabajo o celebrado el contrato. En consecuencia entendió, en términos razonables, que el domicilio de la trabajadora, el lugar de prestación de tareas y la celebración del último contrato firmado entre las partes fue en la ciudad de Bahía Blanca. El fallo ahora en crisis, no se hizo cargo de este último aspecto, pues se limitó a tener en cuenta el primer contrato de plazo determinado vencido varios años antes, sin advertir la novación posterior con circunstancias relevantes que determinaban la incompetencia de los jueces de la provincia de Río Negro. En tal sentido, debe evitarse con especial cuidado que el trabajador pudiera verse privado del derecho de litigar ante los tribunales que le corresponde en razón de la materia y del territorio que debe ser aquél que se halle situado a razonable proximidad de su domicilio. Por otra parte, si bien originariamente la trabajadora demandada no había invocado las previsiones del artículo 116 de la Constitución Nacional, la decisión recaída en el expediente iniciado ante la justicia local de la Provincia de Buenos Aires y la posterior demanda radicada -en virtud de lo allí decidido- en el fuero federal con asiento en Bahía Blanca, no demostraba la confirmación de declinatorias sucesivas como sostuvo el a quo, pues -por el contrario- sería coincidente con la competencia de la justicia federal con asiento en Bahía Blanca donde la trabajadora por decisión judicial radicó su reclamo principal. Resulta por demás ilustrativo aclarar que la incompetencia de la justicia laboral de Buenos Aires decretada y firme, fue originalmente planteada justamente por la AIC. Por todo lo expuesto, sin perjuicio del nomen iuris que las partes hayan asignado al vínculo jurídico que mantuvieron y de la índole federal del ente que integra uno de los litigantes, resulta razonable y de conveniente economía procesal considerar conexos los procesos en cuestión, a fin de evitar la duplicación de juicios vinculados. Ello es así, por cuanto en las especiales características del trámite resulta razonable que sea un solo magistrado el que entienda en dos pretensiones que tienen como común denominador un contrato que unió a las partes durante varios años y del cual se han derivado derechos que son materia de controversia en distintos procesos, a fin de evitar el dictado de sentencias contradictorias; o que decisiones que recaigan en uno de ellos hagan cosa juzgada respecto de las ya planteadas en el otro. Tales circunstancias inhabilitan a los jueces locales para decidir en el proceso a fin de resguardar la eficacia de las decisiones jurisdiccionales que no puede ser neutralizada por magistrados incompetentes, pues una elemental exigencia del orden jurídico, impone esta solución.


    Autoridad Interjurisdiccional de Cuencas de los Ríos Limay, Neuquén y Negro c/ Bukosky Dua/Sac s/ Consignación.


    A. 2143, L. XLI, 13 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios causa "República de Cromañón". Declaración extemporánea de incompetencia. Resolución del conflicto de competencia por parte de la CSJN. Remisión. Fuero competente: Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    La cuestión sometida a conocimiento del Tribunal en el sub lite resulta sustancialmente análoga a la resuelta por la Corte en la Comp. 853, L. XLII "Jara Luis Reinaldo c/ GCBA s/ daños y perjuicios". Al haber sido citada y compadecer al juicio el Estado Nacional, aunque lo sea en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Bournasell, Silvana Laura c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios.


    COMP. 485, L. XLIV, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda a fin de obtener la cancelación de una servidumbre de electroducto y resarcimiento por los daños y perjuicios. Pautas para determinar la competencia. Fuero civil y comercial federal.


    Si bien para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la acción, también se ha dicho que, a tal fin, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes. Al tratarse de una cuestión suscitada en el marco de las relaciones jurídicas contractuales y extracontractuales entre particulares, cuya solución requerirá la interpretación y aplicación de normas y principios propios del derecho privado, que la causa corresponde a la competencia de la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Otanaw SAAICI y F c/ Edenor SA y otro s/ Expropiación - Servidumbre administrativa.


    COMP. 838, L. XLIV, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda contra el Estado nacional: competencia del fuero federal en razón de la persona.


    Al instaurarse una demanda contra el Estado Nacional o una entidad nacional, el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 6° y 12 de la ley 48. El fuero nacional en lo civil y comercial federal es el fuero especializado en las causas vinculadas con el régimen jurídico del automotor, en especial cuando ello se relaciona con la actuación de un organismo de pertenencia de la estructura administrativa del Estado Nacional.


    Alfonso, Luis Ernesto Lucio c/ GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA).


    COMP. 1344, L. XLIII, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional. Pesificación. Competencia justicia provincial. Improcedencia declaración de incompetencia de oficio por parte del tribunal de alzada luego de la sentencia dictada por el tribunal de primera instancia.


    La Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de La Plata (Sala II) no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero por un doble orden de razones. En primer lugar, porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo y, en segundo lugar, por cuanto las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó.


    Pérez, José Emir y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo.


    COMP. 616, L. XLIV, 29 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda contra municipio por pretensión de cobro de tasa por derechos de propaganda y publicidad. Apertura instancia extraordinaria. Decisión equiparable a sentencia definitiva: denegación fuero federal. Competencia justicia local. Remisión precedentes.


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal. El fuero competente para entender en una demanda contra la pretensión municipal de cobrar una tasa por derecho de propaganda y publicidad corresponde a los jueces locales.


    Luncheon Tickets S.A. c/ Municipalidad de Naschel (provincia de San Luis) s/ Proceso de conocimiento.


    L. 453, L. XLIV, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicios contra Aeropuertos Argentina 2000 S.A., Estado Nacional (Fuerza Aérea Argentina) y el Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos (ORSNA). Competencia justicia nacional en lo contencioso administrativo federal. Facultades de la Corte Suprema para la asignación de causas.


    Si la demanda se instaura contra entidades nacionales el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 6°, y 12 de la ley 48. Resulta de aplicación el art. 28, segunda parte, del decreto 375/97, en cuanto dispone "toda controversia en la que el Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos sea parte, deberá ser sometida a la jurisdicción nacional en lo contencioso administrativo federal". La Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aun cuando no hubiesen intervenido en la contienda.


    Acevey, Dora Claudia c/ Aeropuertos Argentina 2000 S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios.


    COMP. 743, L. XLIV, 20 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicios contra entidad bancaria. Antecedente: acción de amparo. Ausencia de conexidad. Competencia justicia nacional fuero civil y comercial federal. Aplicación doctrina Viejo Roble S.A.


    Si bien este proceso tiene como antecedente una acción de amparo que tramitó ante el Juzgado en lo Contencioso Administrativo Federal N° 8, lo cierto es que no existe conexidad entre ambas causas, toda vez que difieren las cuestiones debatidas en una y otra, así como las etapas procesales en que se encuentran, circunstancias que vedan la posibilidad de que se dicten sentencias contradictorias. Ello es así, máxime cuando en la causa que tramitó en el fuero en lo contencioso administrativo federal se ha dictado sentencia definitiva. Considero que resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentado en "Viejo Roble S.A." puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público.


    Corbino, Adolfo Martin c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Citi) s/ Proceso de Conocimiento.


    COMP. 639, L. XLIV, 29 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda de daños y perjuicios contra prestadora servicio público de telecomunicaciones. Competencia justicia provincial. Relación jurídica regida por normas de derecho común.


    Resulta competente la justicia provincial para conocer en los casos en que la relación jurídica que vincula a los litigantes está básicamente regida por normas de derecho común y no se encuentra comprometida en los supuestos contemplados en el art. 116 de la Constitución Nacional y el art. 2° de la ley 48.


    García, Margarita Gladys c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 564, L. XLIV, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por concesionario del servicio aeroportuario. Legitimidad de tributo municipal. Presunta violación Constitución Nacional y leyes federales. Repetición de sumas de dinero abonadas. Competencia justicia provincial.


    Corresponde a los jueces provinciales entender en este proceso, porque el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio, claro está, de que las cuestiones federales que también puedan comprender este tipo de procesos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.


    Aeropuertos Argentina 2000 S.A. c/ Comuna de Delfín Gallo y otro s/ Contencioso administrativo.


    COMP. 619, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Ejecución Fiscal. Juez competente: tribunal con jurisdicción en el domicilio del demandado. Necesidad de denunciar ante la AFIP el cambio de domicilio. Domicilio denunciado no modificado mantiene el carácter de domicilio constituido a los efectos de la ejecución fiscal.


    Toda vez que de las actuaciones no surge que el demandado haya denunciado ante la AFIP su cambio de domicilio, en consecuencia, el registrado ante dicho organismo en ocasión de la importación de un automóvil mantiene el carácter de constituido a los efectos de la ejecución fiscal. De ahí que la elección del actor del tribunal con jurisdicción en dicho domicilio se ajusta a derecho.


    AFIP - Dirección General de Aduanas c/ Alzamora, Pablo Hugo s/ Ejecución fiscal.


    COMP. 1341, L. XLIII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Exceso de las Cámaras de Apelaciones en sus facultades cuando asignan la causa a un tercer tribunal ajeno a la contienda.


    Las Cámaras de Apelaciones se exceden en sus facultades cuando asignan la causa a un tercer tribunal ajeno a la contienda.


    Gastaminza, René Orlando c/ Estado Nacional - Estado Mayor General del Ejército s/ incumplimiento de prestación de Obra Social


    COMP. 1101, L. XLIII, 04 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Falta de pronunciamiento sobre la competencia. Remisión Comp. 1445, L. XLIII, "Salomón Rubiño, María Josefa c/ Provincia de Mendoza s/ Ordinario".


    Si bien corresponde el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, la Corte ha sostenido que este principio no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado por el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud. Corresponde devolver las actuaciones a la jueza federal a fin de que se pronuncie sobre su competencia.


    Elaskar, Amado c/ Provincia de Mendoza s/ Ordinario.


    COMP. 223, L. XLIV, 05 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


    En las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


    Adegas de Meléndez, Beatriz c/ Banco Francés SA s/ Sumarísimo.


    COMP. 394, L. XLIV, 06 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


    En las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


    Rubiniche, Adrián c/ Banco de Galicia S.A. (Suc. Goya) s/ Sumarísimo.


    COMP. 344, L. XLIV, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


    En las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Balderrama, Bernardino s/ Ejecución fiscal.


    COMP. 195, L. XLIV, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional, ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces"


    Costas, Susana Rita Eugenia y otra c/ Banco de Galicia (Suc. Goya) s/ Sumarísimo.


    COMP. 102, L. XLIV, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Imposibilidad de omitir opinión porque la causa devino abstracta. Devolución del expediente al juzgado donde tramita la causa inicial.


    La cuestión debatida en el caso se ha tornado abstracta, en orden a lo resuelto por la Cámara Comercial y en consecuencia no corresponde emitir opinión sobre el fondo del asunto. De este modo, corresponde devolver el presente juicio al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial Nº 23 a los fines de continuar con el trámite de enajenación del activo falencial con el alcance indicado por la Sala C de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial.


    Stocovaz, Sergio Marcelo s/ quiebra


    COMP. 1417, L. XLII, 27 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Imposibilidad de que prosperen las contiendas de competencia después de que se haya dictado sentencia de primera instancia.


    De una interpretación armónica de las pautas previstas en los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, surge que la resolución del tribunal de alzada local en cuanto se declara de oficio incompetente, devino extemporánea, toda vez que, según se desprende de las constancias de autos, dicha decisión fue adoptada luego de haber recaído sentencia de primera instancia que pone fin a este proceso y sin que el tema de competencia hubiera sido objeto de agravios por el recurrente. En tal sentido, las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictado tal acto procesal. Por otro lado, y a mayor abundamiento, aún de considerarse que las cuestiones discutidas en la presente causa resultan análogas a las debatidas en el precedente “Wraage”, con sentencia de la Corte del 25 de noviembre de 2005 y publicada en Fallos: 326:3535, no es menos cierto que, frente a las particularidades procesales reseñadas en el párrafo precedente, el reenvío de la causa al referido fuero de excepción, importaría someter a una jurisdicción extraña, cuestiones ya consideradas y decididas en el ámbito de otro tribunal. Tal situación generaría, además, un evidente retardo injustificado en el trámite de las actuaciones, las que por su naturaleza deben tener un trámite abreviado atendiendo a los derechos que se intentan proteger, y afectan el principio de seguridad social y economía procesal, aspectos que tanto los jueces federales como locales se encuentran facultados a dilucidar.


    R., M c/ MEDIFE S.A. s/ Amparo


    COMP. 908, L. XLIV, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia conflicto de competencia. Excepción: cuestiones de celeridad y economía procesal. Fuero federal en razón de la persona demandada: Ley 25.561 y normas reglamentarias y complementarias.


    No ha quedado, trabado un conflicto negativo de competencia que corresponda dirimir a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el arto 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285158. Ello es así, porque se remitieron directamente los autos a la Corte Suprema, cuando debía comunicarse la decisión al juez federal para que se pronunciara acerca de las razones esgrimidas por la jueza local, que podrían hacer variar el criterio original. Sin perjuicio de ello, si la Corte considera que razones de celeridad y economía procesal permiten dejar de lado tales aspectos procesales y dar por trabada la contienda negativa de competencia, resulta aplicable lo resuelto en el precedente de Fallos: 325:1883 "Melli". Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Federal de Formosa.


    Bresanovich, Wilma c/ Banco Francés SA s/ Ordinario.


    COMP. 299, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia cuestión de competencia.


    No existe todavía en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver en los términos del art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, toda vez que, a fs. 16, la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas solamente revocó la resolución del juez de primera instancia mediante la cual había rechazado in límine la inhibitoria planteada. En tales condiciones, corresponde devolver los autos al juez federal para que continúe aquel trámite hasta su resolución según el procedimiento que prevé el Código Procesal en lo Civil y Comercial de la Nación (arts. 9° y ss).


    IPLyC s/ Inc. inhibitoria.


    COMP. 400, L. XLIV, 03 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia cuestión de competencia. Falta de pronunciamiento del juez que previno: facultad de expedirse la Corte Suprema respecto de la cuestión planteada. Ente público no estatal demandado: competencia justicia local.


    En autos no se ha trabado correctamente el conflicto de competencia cuya resolución se pretende por parte de la Corte Suprema. Ello es así, porque cuando el juez federal envió las actuaciones al Tribunal del Trabajo N° 1 de Necochea, éste no se pronunció acerca de la cuestión de competencia, es decir no declaró en forma expresa si mantiene o no su anterior posición. Sin embargo, la Corte podría hacer excepción a ese requisito formal, ya que tal exigencia no obsta al pronunciamiento de la Corte, cuando razones de economía procesal así lo aconsejen y, en tales condiciones, considerar trabado un conflicto negativo de competencia en los términos del arto 24, inc. r), del decreto-ley 1285/58. Al tratarse de una acción ordinaria entablada contra un ente público no estatal, en virtud de lo establecido en el art. 20 de ley provincial 11.414 y su modificatoria ley 11.930 y, al no verificarse causal específica que haga surgir el fuero federal, la cuestión debatida en autos debe ser examinada ante la justicia provincial.


    Lomolino, Gustavo Daniel y otro/a c/ Consorcio de Gestión de Puerto Quequén s/ Sumarísimo.


    COMP. 1299, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia cuestión de competencia. Falta de pronunciamiento.


    No existe todavía en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver en los términos del art. 24, inc. 70) del decreto-ley 1285/58, toda vez que el titular del Juzgado Nacional en lo Civil N° 73 no se pronunció en ningún sentido respecto de la inhibitoria admitida por el juez en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires N° 10. Correspondería enviar los autos al juez nacional para que se expida sobre el punto, pues sólo en el caso de que mantenga su declaración de competencia de fs. 38 se producirá un conflicto de estas características.


    Fitolite, Enzo Remo c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 159, L. XLIV, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia cuestión de competencia. Falta de pronunciamiento.


    No existe todavía en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver en los términos del arto 24, inc.7°) del decreto-ley 1285/58, toda vez que el titular del Juzgado Nacional en lo Civil N° 3 no se pronunció en ningún sentido respecto de la inhibitoria admitida por el juez subrogante en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires N° 6. En consecuencia, correspondería enviar los autos al juez nacional para que se expida en forma expresa sobre el punto.


    Cons. de Prop. Edif. 1 Sec. c/ Instituto de la Vivienda Piso 9 C s/ Ejecución de expensas.


    COMP. 323, L. XLIV, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia cuestión de competencia. Resolución de conflicto entre jueces federales: órgano superior del tribunal que primero intervino.


    El art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término. Toda vez que la contienda ha quedado planteada entre el Juez federal de la Seguridad Social y la jueza en lo Contencioso Administrativo federal, corresponde remitir las actuaciones a la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social para que la resuelva.


    Taiana de Cadaveira, Beatriz c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - P.F.A. s/ Personal militar y civil de las FF. AA. y de Seg.


    COMP. 200, L. XLIV, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia de cuestión de competencia que deba ser resuelta por la Corte Suprema de Justicia de la Nación: ausencia de atribución recíproca de aptitud jurisdiccional entre los diversos tribunales intervinientes.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte Suprema deba resolver en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que la correcta traba de una contienda de este tipo exige la atribución recíproca de aptitud jurisdiccional entre los diversos tribunales intervinientes. Ello es así, porque no existe una contienda de estas características en la que ambos jueces discrepen sobre su competencia para entender en un mismo proceso, sino de dos diferentes, uno de los cuales ya ha finalizado. En efecto, por un lado, en la causa que tramitó en la justicia local, el juez provincial se declaró incompetente y ordenó su archivo -pronunciamiento que se encuentra firme; mientras que, por el otro, si bien el juez federal también se declaró incompetente en el expediente que se inició ante su juzgado, se trata de una causa diferente a la que ya finiquitó en la jurisdicción local. En tales condiciones, correspondía que esta nueva causa se remitiera a los órganos jurisdiccionales competentes para su sorteo y asignación a un juzgado local y no que se pretendiera trabar un conflicto con el magistrado que ya había ordenado el archivo del expediente que tramitó ante su juzgado.


    Moreira, Pedro c/ Municipalidad de Ensenada s/ Pretensión indemnizatoria.


    COMP. 298, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Intervención de la Corte. Conflicto entre magistrados de primera instancia. Tribunal del Alzada del primero. Juzgado Nacional del Trabajo.


    Toda vez que la contienda negativa de competencia se suscitó entre el juez en lo Contencioso Administrativo Federal y la magistrada a cargo del Juzgado Nacional del Trabajo, quienes se atribuyeron recíprocamente la competencia -requisito indispensable para su correcto planteamiento- y la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal (Sala I) -tribunal de alzada del primero- la resolvió asignando la causa a la jueza del fuero del trabajo, quien debió acatar la decisión, no existe, por lo tanto, un conflicto que la Corte deba resolver, pues ya lo hizo el tribunal instituido para ello, y no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 le confiere, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Mazzini, Jorge Blas c/ I.S.S.B. Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ Despido.


    COMP. 309, L. XLIV, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Intervención de la Corte. Inhibitoria. Trámite del art. 10 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Resolución no se encuentra firme notificación a las partes. Devolver los autos al juez nacional.


    Toda vez que en autos no se siguió el trámite que prevé el art. 10 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación para los casos en que el juez requerido acepte la inhibitoria, porque la decisión del juez civil de enviar las actuaciones al fuero contencioso administrativo y tributario no se notificó a las partes y por ello todavía no se encuentra firme, no existe todavía una cuestión de competencia que la Corte Suprema deba resolver en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, circunstancia que por el momento impide la remisión de la causa al juez requirente.


    Correa Torres Juvenal, Nicolás c/ AYSA Aguas y Saneamientos Argentinos SA y otros s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 251, L. XLIV, 07 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Intervención del tribunal de alzada cuando una causa se encuentra con apelación consentida.


    Cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Colleti, Horacio Aníbal c/ Estado Nacional Ministerio de Economía y otros s/ Amparo


    COMP. 77, L. XLIV, 09 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    No corresponde a la Corte intervenir en esta causa porque esta ha sido elevada al Tribunal por equivocación.


    Matecom S.A.C. y C. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Boston) s/ Amparo.


    COMP. 301, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Oportunidad para plantear cuestiones de competencia. Límites.


    La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


    Gauna, Horacio Julio c/ Lloyds TSB Bank PLC s/ Amparo.


    COMP. 518, L. XLIV, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia de la acumulación de procesos: diversos procesos en los cuales los damnificados persiguen una indemnización por daños y perjuicios originados en un mismo hecho ilícito.


    Toda vez que en ambos procesos iniciados a raíz de un accidente, los damnificados persiguen una indemnización por daños y perjuicios originados en un mismo hecho ilícito, cabe concluir que se verifican ciertos elementos objetivos comunes que tornan aconsejable que sea un sólo magistrado el que intervenga en los referidos procesos a los fines de evitar el dictado de sentencias contradictorias. En tal sentido, es procedente la acumulación de procesos, no obstante que no concurran la triple identidad de sujeto, objeto y causa, si se evidencia la posibilidad de que, en cuestiones similares, emanen fallos contrapuestos. Por otro lado, si bien los juicios precitados se encuentran en diferentes etapas procesales, de cualquier modo, tal circunstancia, que podría importar una demora en el trámite más adelantado, en las condiciones indicadas y a fin de favorecer una buena administración de justicia, no resultaría nocivo ni injustificado -artículo 188 inc. 4º del código de rito-. En razón de ello y toda vez que el proceso en trámite en sede provincial está radicado, en el marco del anterior régimen contenido en la ley de concursos y quiebras, por el fuero de atracción del proceso falencial de la codemandada, compete, entonces, a ésta última jurisdicción seguir conociendo en ambos procesos.


    Insurance Company of North America c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos s/ daños y perjuicios


    COMP. 204, L. XLIV, 10 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario cuando la decisión apelada deniega el fuero federal. Indemnización daños y perjuicios con motivo del acto de un interventor federal que decretó la cesantía en el cargo de juez de paz letrado del Poder Judicial provincial. Precedente Zavalia. Acto del interventor necesario para la consecución de los fines que determinaron la intervención federal. Competencia fuero federal.


    Si bien las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente. El acto de remoción de un juez provincial, en tanto encuentra su fundamento en la decisión de las autoridades nacionales de intervenir el poder judicial de una provincia, a efectos de reorganizarlo, es un acto de naturaleza federal y no local. Ello es así porque el acto en ciernes es uno de aquellos necesarios para la consecución de los fines que determinaron la intervención federal, criterio que el Tribunal utilizó para diferenciar los actos del interventor que deben quedar sometidos a la autoridad judicial provincial. La causa debe tramitar ante la justicia federal, máxime cuando en autos no se trata de un acto relacionado con las necesidades de orden económico, social y administrativo de la Provincia, a las que debe proveer el interventor, sino de una atribución específica en tanto funcionario delegado del Gobierno Federal.


    Ibarra de Baldiviezo, Amelia Margarita c/ Estado Nacional en la persona del Poder Ejecutivo de la Nación s/ Daños y perjuicios.


    I. 151, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de apelación del art. 45 de la ley 24.240. Incompetencia de la justicia federal. Aplicación doctrina caso "Flores Automotores S.A.". Competencia justicia local.


    La cámara aplicó correctamente al caso de autos los criterios que surgen del precedente de la Corte antes citado, en coincidencia, vale la pena destacar, con la nueva redacción que al art. 45 de la ley 24.240 le asignó el art. 17 de la reciente ley 26.361. Tampoco se plantea en autos un supuesto de privación de justicia, en la medida en que la legislación provincial que rige el caso contempla expresamente la posibilidad de cuestionar ante los órganos judiciales locales las sanciones que aplique la autoridad local en materia de protección de los usuarios y consumidores (v. art. 66 de la ley 5547 y sus modificatorias).


    Dirección de Fiscalización y Control Edgardo Raúl Reta s/ Recurso.


    D. 121, L. XLIV, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión "Viejo Roble S.A.".


    Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa. Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Albarino, Osvaldo c/ PEN - Ley 25.561, Dto. 1570/01, 214/02 (BBVA) s/ Daños y perjuicios


    COMP. 234, L. XLIV, 23 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 328:293.


    Pazzi, Alberto c/ Autopistas del Sol s/ daños y perjuicios


    COMP. 724, L. XLIV, 10 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 1126, L. XLIII, "Cons. de Prop. San Pedrito c/ Comisión Municipal de la Vivienda" y Comp. 263, L. XLIV, "Consorcio de Propietarios Edificio 4 Sector B c/ Instituto de Vivienda de la CABA s/ ejecución de expensas".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil.


    Cons. de Prop. Edif. 1 Sec. A Av. Castañares 4897 B. Samore c/ Instituto de la Vivienda Piso 9 C s/ Ejecución de expensas.


    COMP. 323, L. XLIV, 16 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. médicos y aux.", Comp. 190, L. XLIII, "Abisu, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios" y Comp. 1063, L. XLIII, "Paredes, Néstor Fabián y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ interrupción de prescripción (art. 3986 C.C.) ordinario".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Narcisenfeld, Natalia y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Beneficio de litigar sin gastos.


    COMP. 346, L. XLIV, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. Prof. médicos y aux.", Comp. 190, L. XLIII, "Abisu, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios" y Comp. 1063, L. XLIII, "Paredes, Néstor Fabián y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ interrupción de prescripción (art. 3986 c.c.) ordinario".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Rosales, Mónica Inés y otros c/ Colegio Manuel Dorrego N° 6 Distr. Esc. N° 10 y otros s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 252, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. Prof. médicos y aux.", Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios" y Comp. 626, L. XLIII, "Tarelli, Elena Libertad c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Chavez, Juan Antonio y otro c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios.


    COMP. 253, L. XLIV, 19 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios - resp. Prof. médicos y aux.".


    Quiroz, Elvira c/ Materno Infantil Ramón Sardá y otro s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 542, L. XLIV, 19 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. Prof. médicos y aux.", Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios" y Comp. 626, L. XLIII, "Tarelli, Elena Libertad c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Bazan, Lorena Gabriela y otros c/ Hospital General de Niños Ricardo Gutiérrez - Gobierno Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios.


    COMP. 345, L. XLIV, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios resp. Prof. médicos y aux.", Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios" y Comp. 626, L. XLIII, "Tarelli, Elena Libertad c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Belle, Paulina y otro c/ Ivani, Néstor Fernando y otros s/ Interrupción de prescripción (art. 3986 C.C.)


    COMP. 408, L. XLIV, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y Perjuicios Resp. Prof. Médicos y Aux."; Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios" y Comp. 626, L. XLIII, "Tarelli, Elena Libertad c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ otros procesos incidentales


    COMP. 543, L. XLIV, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito. Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. Prof. médicos y aux.", Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios" y Comp. 1063, L. XLIII, "Paredes, Néstor Fabián y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ interrupción de prescripción (art. 3986 C.C.) ordinario".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Sist, Beatriz María y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Incidente civil.


    COMP. 250, L. XLIV, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito. Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. Prof. médicos y aux.", Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios" y Comp. 626, L. XLIII, "Tarelli, Elena Libertad c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Orellana, Elba Yolanda c/ Olabuenaga, Irma s/ Daños y perjuicios - Resp. prof. médicos y aux.


    COMP. 293, L. XLIV, 19 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito. Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. Prof. médicos y aux.", Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios" y Comp. 626, L. XLIII, "Tarelli, Elena Libertad c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Rojas, Josefa del Carmen c/ Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 763, L. XLIV, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 118, L. XLIII, '''Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. Prof. médicos y aux.".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Ibarra, Dora Nélida c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Medidas precautorias.


    COMP. 290, L. XLIV, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 1405, L. XLIII, "Tamous, Rubén L. c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Acción de amparo".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Federal de Resistencia.


    Avalos Alurralde, Edmundo c/ Telecom Argentina S.A. s/ Amparo.


    COMP. 202, L. XLIV, 14 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 143, L. XLIII, "Castellano, Belinda c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Nación) s/ proceso de conocimiento" y Comp. 235, L. XLIII, "Rodríguez, Pablo Eduardo c/ PEN - Ley 25.561, dtos. 1570/01 y 214/02 (Citibank) s/ proceso de conocimiento".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Ruarte, Silvia Isabel c/ Banco de la Nación Argentina - BBVA Banco Francés S.A. - Poder Ejecutivo Nacional s/ Ordinario.


    COMP. 519, L. XLIV, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 160, L. XLIII, "Cons. de Prop. Montiel 3953/75, 2 de Abril 6751/99/6833 c/ Comisión Municipal de la Vivienda y otro s/ ejecución de expensas" y Comp. 1126, L. XLIII, "Cons. de Prop. San Pedrito 1519 Edificio 5/6 c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ ejecución de expensas".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil.


    Consorcio de Prop. Ed. 7 c/ Instituto de la Vivienda de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ejecución de expensas.


    COMP. 379, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 160, L. XLIII, "Cons. de Prop. Montiel 3953/75, 2 de Abril 6751/99/6833 c/ Comisión Municipal de la Vivienda y otro s/ ejecución de expensas" y Comp. 1126, L. XLIII, "Cons. de Prop. San Pedrito 1519 Edificio 5/6 c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ ejecución de expensas".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil.


    Consorcio de Propietarios Edificio 4 Sector "B" c/ Instituto de Vivienda de la CABA s/ Ejecución de expensas.


    COMP. 263, L. XLIV, 23 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios" y Comp. 626, L. XLIII, "Tarehi, Elena Libertad c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Bragini, Juan Carlos c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 382, L. XLIV, 03 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios" y Comp. 626, L. XLIII, "Tarelli, Elena Libertad c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Fitolite, Enzo Remo c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 159, L. XLIV, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios" y Comp. 626, L. XLIII, "Tarelli, Elena Libertad c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Gojman, José c/ Consorcio Gamarra 1491/93/97 Esquina Av. de los Incas y otros s/ daños y perjuicios


    COMP. 575, L. XLIV, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 441, L. XLIV, "Gobierno de la Provincia de San Luis c/ Estado Nacional (I.N.T.A.) s/ expropiación de urgencia".


    La causa debe continuar su trámite ante el Juzgado Federal de San Luis.


    Gobierno de la Provincia de San Luis c/ Estado Nacional (Ministerio de Aeronáutica) s/ Expropiación de urgencia.


    COMP. 442, L. XLIV, 16 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 (Expte. S01:0068165/05)".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Corrientes 999 SRL s/ Inf. ley 22.802.


    COMP. 966, L. XLIV, 16 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Eves S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 733/07 (Expte. S01:192915/06).


    COMP. 777, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ EN - SCI - Disp. 299/07 Expte. S01:0068165/05".


    Tecnotrafo S.R.L. s/ ley 22.802


    COMP. 1027, L. XLIV, 30 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ EN - SCI - disp. 299/07, expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Carrefour Argentina S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 610/07 (Expte. S01:344133/05).


    COMP. 850, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ EN - SCI - disp. 299/07, expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Cencosud S.A. y otros c/ Estado Nacional - SCI - 622/07 (Expte. S01:143360/04).


    COMP. 792, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ EN - SCI - disp. 299/07, expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Dai Zi Hong y otro c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 796/07 (Expte. S01:248677/05).


    COMP. 843, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ EN - SCI - disp. 299/07, expte. S01:0068165/05".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Danone Argentina S.A. c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 153/08 (Expte. S01:367133/06).


    COMP. 852, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 594, L. XLIV, "Cencosud SA c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 299/07 (Expte. S01:0068165/05)".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Bridgestone - Firestone Argentina SAIC c/ Estado Nacional - SCI - Disp. 605/07 (Expte. S01:95371/05).


    COMP. 946, L. XLIV, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Comp. 866, L. XLII, "Álvarez, Oscar y Sabre, Simón c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ Amparo" y Comp. 440, L. XLIII, "Bariffi, Tulio Javier c/ Banco de Galicia y Buenos Aires s/ Amparo".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia provincial, mediante los tribunales que ya intervinieron.


    Ricci, Catalina y otro c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo.


    COMP. 1456, L. XLIII, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión criterios sentados por la Corte en el precedente de Fallos: 329:5607 y en la causa A. 175, L. XLIII, "Ambrosetti, María Leonor c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    En ambos casos la Corte sostuvo que las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, tal como acontece en el sub lite, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


    Oiz, Sara Esther c/ Banco Francés s/ Sumarísimo.


    O. 551, L. XLI, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.".


    Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana". Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Calichio, Lidia Catalina c/ Estado Nacional y otro s/ Sumarísimo.


    COMP. 597, L. XLIV, 26 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.".


    Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público. Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Aleksander, Samuel y otros c/ BBVA Banco Francés S.A. y otros s/ Daños y Perjuicios.


    COMP. 712, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 327:2536 y 2857.


    Las presentes actuaciones deben continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal - ABL.


    COMP. 598, L. XLIV, 25 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 329:4187 ("Aguas de la Costa S.A.") y Comp. 912, L. XLIII, "Obra Social de Empleados de Tabaco de la Rep. Arg. c/ EN - AFIP DGI - Resol. 117/05 s/ Dirección General Impositiva".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Federal de la Seguridad Social.


    Obra Social de Empleados de Tabaco de la República Argentina c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - D.G.I. - Resol. 116/05 s/ Dirección general impositiva.


    COMP. 355, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 330:120.


    El proceso debe continuar su trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial.


    García Civalero, Micaela Valeria c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo.


    COMP. 80, L. XLIV, 04 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión P. 1644, L. XLII, "Petrobras Energía c/ Municipalidad Gral. Belgrano s/ Acción declarativa" y C. 2080, L. XLII, "Cepas Arg. SA y otro c/ Municipalidad de Berazategui s/ Acción declarativa".


    La resolución de la causa involucra planteos conjuntos de orden local y federal, que determinan su conocimiento por parte de los jueces provinciales. Por aplicación de este criterio y en el mismo sentido que aquí se propugna, este Ministerio Público se expidió en las causas L. 22, L. XLIV, "Luncheon Tickets SA c/ Municipalidad de La Carlota (Prov. de Córdoba) s/ proceso de conocimiento" y L. 279, L. XLIV, "Luncheon Tickets SA c/ Municipalidad de Gral. Alvarado (Pcia de Bs. As) s/ proceso de conocimiento".


    Sodexho Pass S.A. c/ Municipalidad de Balcarce (provincia de Buenos Aires) s/ Proceso de conocimiento.


    S. 601, L. XLIV, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Requisitos para la correcta traba de las contiendas de competencia.


    La correcta traba de las contiendas de competencia exige una atribución recíproca de los jueces que debaten, requisito que no se configura cuando los magistrados no se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa.


    Prisco, María Gloria Argentina y otros c/ Pcia. De Mendoza (Anses) s/ APA


    COMP. 1208, L. XLIII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Requisitos para que haya un conflicto de competencia: actuación válida de los órganos jurisdiccionales entre los que se suscita la contienda. Excepción: razones de economía procesal y la búsqueda de evitar mayores dilaciones procesales.


    Para tener por trabado un conflicto de competencia se requiere la actuación válida de los órganos jurisdiccionales entre los que se suscita la contienda. Ahora bien, sin perjuicio del criterio sentado y más allá del defectuoso modo en que puede suscitarse el asunto, razones de economía procesal y a fin de evitar mayores dilaciones procesales, autorizarían a dejar de lado reparos procedimentales y dirimir la cuestión sin más trámite.


    Farías, Gabriela Liliana c/ EDESUR S.A. s/ daños y perjuicios


    COMP. 1460, L. XLII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Restitución suma de dinero depositada en concepto de fianza real en un incidente de excarcelación. Competencia justicia civil y comercial federal.


    Una vez finiquitado el proceso penal, el tribunal penal carece de competencia para entender en esta causa, la que deberá tramitar ante los juzgados civiles. Al estar demandada una entidad financiera por aplicación de las normas de emergencia, considero que la causa debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal (arts. 1° y 6° de la ley 25.587). No obsta a tal solución la circunstancia de que dicho fuero no hubiese intervenido en el pleito, toda vez que es bien conocido que la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aun cuando no hubiesen intervenido en la contienda.


    Lucero Funes, Guillermo R. c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo.


    COMP. 1017, L. XLIV, 30 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita expediente


    Rigolino, Graciela Marta c/ Asturcon S.R.L. y otros s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 991, L. XLIV, 16 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita expediente.


    Cons. de prop. Azopardo 1539 c/ Instituto de Vivienda del GCBA y otro s/ Ejecución de expensas.


    COMP. 1035, L. XLIV, 30 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de actuaciones.


    Ibarra, Dora Nélida c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Medidas precautorias.


    COMP. 290, L. XLIV, 05 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de actuaciones.


    Ljungberg, Elsa Beatriz c/ Obra Social de Empleados de Comercio y Act. Civiles y otros s/ Daños y perjuicios - resp. prof. médicos y aux.


    COMP. 705, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de autos principales.


    Bazan, Lorena Gabriela y otros c/ Hospital General de Niños Dr. Ricardo Gutiérrez s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 345, L. XLIV, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de autos principales.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros procesos incidentales.


    COMP. 543, L. XLIV, 19 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de expediente.


    Bastia, Fernando Gastón c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios.


    COMP. 813, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de expediente.


    Narcisenfeld, Natalia y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 346, L. XLIV, 13 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de expediente.


    Orellana, Elba Yolanda c/ Olabuenaga, Irma s/ Daños y perjuicios - resp. prof. médicos y aux.


    COMP. 293, L. XLIV, 07 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de expediente.


    Quiroz, Elvira c/ Materno Infantil Ramón Sardá y otro s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 542, L. XLIV, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de expediente.


    Romero, Juana Dolores c/ Liturri, María y otros s/ Daños y perjuicios.


    COMP. 433, L. XLIII, 17 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Telefonía Móvil. Reclamo devolución de importe cobrados por el uso de redes de telefonía fija. Asociación de defensa al consumidor. Régimen Tarifario. Competencia de la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Toda vez que de los términos de la demanda se desprende que el objeto de la acción dirigida contra las empresas prestadoras del servicio de telefonía móvil, es reclamar la devolución, a los clientes que sean personas físicas, de aquellos importes cobrados en sus facturas en concepto de cargo por uso de redes de telefonía fija o por el uso de red de Telefonía Pública Nacional, por encima de los $ 0,0456 establecidos en el decreto 92/97, corresponde, entonces, entender a la competencia de la justicia federal, puesto que, para resolver la cuestión debatida en autos, deberán analizarse normas de naturaleza federal, como son las dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades que le confiere la ley nacional de telecomunicaciones 19.798.


    Proconsumer c/ Compañía de Teléfonos del Interior S.A. s/ Sumarísimo.


    COMP. 1399, L. XLIII, 04 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Traba de competencia: ausencia del pronunciamiento de un juez.


    Toda vez que en las actuaciones no media pronunciamiento del señor juez a cargo de uno de los Juzgados en relación a su competencia, no se encuentra, por lo tanto, debidamente trabada la contienda.


    Fisco Nacional c/ Arens, Claudio y Forestier, Carlos s/ ejecución fiscal


    COMP. 612, L. XLIV, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Traba de competencia: ausencia del pronunciamiento de un juez.


    Toda vez que en las actuaciones no media pronunciamiento del señor juez a cargo de uno de los Juzgados, en relación a su competencia, no se encuentra, por lo tanto, debidamente trabada la contienda.


    Fisco Nacional c/ Arens, Claudio s/ ejecución fiscal


    COMP. 610, L. XLIV, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Traba de competencia: ausencia del pronunciamiento de un juez.


    Toda vez que en las actuaciones no media pronunciamiento del señor juez a cargo de uno de los Juzgados, en relación a su competencia, no se encuentra, por lo tanto, debidamente trabada la contienda.


    Fisco Nacional c/ Arens, Claudio y Forestier, Carlos s/ ejecución fiscal


    COMP. 611, L. XLIV, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Tramitación de las cuestiones de competencia aún después de concluido un proceso.


    Las cuestiones de competencia pueden prosperar aún después de concluido un proceso si no ha existido negligencia por parte de quien promovió el incidente con el pedido de inhibitoria. En las pretensiones personales fundadas en derechos creditorios, según el art. 5º, inciso 3º, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el fuero principal está constituido por el lugar en que la obligación deba cumplirse, expresa o implícitamente previsto conforme a los elementos aportados en el juicio y, a falta de ese lugar, el actor puede deducir su pretensión ante el juez del lugar del domicilio del demandado, o del lugar del contrato, siempre que éste se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, al momento de la notificación.


    Corporación de Productores del Nordeste Argentino S.A. s/ Competencia por vía de inhibitoria


    COMP. 1516, L. XLII, 04 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Tribunal que se declara de oficio incompetente de manera extemporánea: decisión adoptada luego de que el proceso haya concluido por perención de la instancia.


    De una interpretación armónica de las pautas previstas en los artículos 4º, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la resolución del tribunal local de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en cuanto se declara de oficio incompetente, devino extemporánea, toda vez que, según se desprende de las constancias de autos, dicha decisión fue adoptada luego de que éste haya concluido por perención de la instancia y sin que, además, el tema de competencia haya sido objeto de agravios por el recurrente. En tal sentido, la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene reiteradamente dicho que las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Avellaneda y otro s/ ejecución fiscal


    COMP. 1407, L. XLIII, 04 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Admisibilidad del recurso. Denegación fuero federal. Justicia de excepción. Remisión dictamen en la causa Y. 22, L. XLIV, "YPF S.A. c/ Municipalidad de La Matanza s/ Ordinario". Precedentes de Fallos: 327: 1473; 328:3340. Derecho público local.


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal, como acontece en el sub lite. El art. 352, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, dispone que la incompetencia de la justicia federal puede y debe ser declarada, aun de oficio, en cualquier estado de la causa, circunstancia que se vincula con la reiterada jurisprudencia de la Corte que establece que la justicia federal es un fuero de excepción y, al no darse causa específica que lo haga surgir en el caso, su conocimiento corresponde a la jurisdicción local. Al ser la competencia federal improrrogable y de orden público, su falta determinaría una nulidad que como tal puede y debe ser declarada de oficio aun por la alzada y, por ello, corresponde desestimar el agravio del recurrente. La cuestión planteada con relación a la jurisdicción competente para entender en autos encuentra adecuada respuesta en el dictamen emitido en la causa Y. 22, L. XLIV, "YPF S.A. c/ Municipalidad de La Matanza s/ Ordinario", a cuyos términos y conclusiones se remite. En efecto, en dicha oportunidad las divergencias sobre la interpretación de normas de derecho público local deben ser ventiladas ante los jueces locales, que son los que examinan el alcance de un tributo que deriva de una ordenanza municipal creada y aplicada por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles. Ello es así, en resguardo del respeto al sistema federal y de las autonomías provinciales que requieren que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que los temas federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


    YPF S.A. c/ Municipalidad de Avellaneda s/ Amparo


    Y. 29, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acuerdo preventivo extrajudicial en trámite. Improcedencia del desplazamiento.


    Toda vez que se encuentra en trámite el acuerdo preventivo extrajudicial, cuya homologación solicita el demandado, no corresponde el desplazamiento de la competencia de las presentes al juez allí actuante, desde que dicho efecto no es ordenado por las normas que rigen ese instituto (arts. 69 a 76 de la Ley 24.522).


    Rivetti, Guillermo c/ Descalzo, Jorge Domingo Jesús s/ Ordinario


    COMP. 1286, L. XLIII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de despido contra una entidad en liquidación judicial. Fuero de atracción del proceso universal: art. art. 49, inc. k) de la ley 21.526.


    Surgiendo de las presentes actuaciones que la entidad demandada se encuentra en liquidación judicial, el mencionado proceso universal atrae al juzgado donde tramita, todos los juicios iniciados contra la entidad en liquidación (art. 49, inc. k) de la ley 21.526, modificación introducida por el art. 1º de la ley 24.627). Esta conclusión, no se ve modificada por la reforma introducida por la ley 26.086 a la Ley de Concursos y Quiebras, toda vez que, de una parte, el artículo 46 de la ley 21.526 establece la preeminencia de este cuerpo legal por sobre ella y de la ley 19.550 de Sociedades Comerciales y, de la otra, la ley 26.086 en disposición alguna deroga o modifica, expresa o tácitamente las previsiones de la ley 21.526.


    López, Walter c/ S.A. del Atlántico Compañía Financiera s/ Despido


    COMP. 547, L. XLIV, 03 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución de un laudo arbitral extranjero. Contrato de locación de obra entre dos sociedades comerciales vinculado con la prestación de un servicio público. Proceso sustanciado: incompetencia extemporánea. Improcedencia del fuero federal.


    Conforme surge de los antecedentes de la causa, el magistrado comercial se desprendió oficiosamente del conocimiento de los autos, luego de haberse sustanciado el proceso. En tal sentido, tuvo a las partes por presentadas, corrió traslado de la demanda, resolvió una excepción de falta de personería y ordenó varios traslados, motivo por el que la declaración de incompetencia del juzgado comercial, en ese estado, deviene extemporánea. Por otra parte, cabe agregar que el objeto de la presente acción consiste en reconocer y ejecutar la decisión del laudo arbitral extranjero dictado en el marco de un reclamo por mayores costos e incumplimientos derivados de un contrato de locación de obra celebrado entre dos sociedades comerciales. En tal contexto, en el caso, tampoco se configuran circunstancias que surtan el fuero federal en razón de la materia, toda vez que el conflicto versa, sustancialmente, en desinteligencias puramente comerciales entre ambas partes del contrato, no apareciendo cuestionados actos emanados de la Administración Nacional o de entes públicos estatales.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Wayss & Freytag s/ Ejecutivo


    COMP. 464, L. XLIV, 12 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Medida cautelar que involucra a menores. Juez del lugar donde los menores viven efectivamente.


    Resulta menester atender que, desde comienzos de año, ambos niños habitan junto a su madre en la Ciudad de Tandil, sin que se encuentren demostradas a esta altura ni la inestabilidad de esa situación, ni la antijuridicidad del traslado, ni la imposibilidad del contacto o supervisión paternos. Por otro lado, no parece que aquella circunstancia haya coartado al actor el ejercicio pleno de su derecho de defensa en juicio. En esa misma línea, se advierte además, que el nombrado progenitor -debidamente notificado del rechazo de la incompetencia por él articulada ante el juez de Tandil-, ha consentido dicho temperamento, lo cual, representa un elemento valorativo de singular relevancia. Todo ello autoriza razonablemente a pensar que la distante localización de los tribunales rionegrinos, ha de desnaturalizar la realización activa de los objetivos tutelares implícitos en estos autos, para cuyo cumplimiento la inmediación constituye un factor de innegable importancia. En consecuencia las actuaciones en curso deben quedar radicadas ante el Juzgado de la ciudad de Tandil, por ser el ámbito territorial en el que los menores viven efectivamente.


    S.T.R. c/ E.C.A. s/ medida cautelar


    COMP. 943, L. XLIV, 29 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: debe ser resuelta por la alzada del que previno.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21708, que prevé que la contienda de competencia suscitada entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Mustafa, Alí José c/ Aerolíneas Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 295, L. XLIV, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Demanda por la inclusión de rubros salariales por títulos y escalafón en su haber previsional. Juez hace lugar a la demanda. Declaración de incompetencia oficiosa extemporánea.


    En el marco de una interpretación armónica de las pautas que emanan de los artículos 4, 10 y 152 del CPCCN, devino extemporánea la declaración oficiosa de incompetencia efectuado por la Corte provincial, desde que la oportunidad de los magistrados para desprenderse de los obrados ha fenecidos, por cuanto ello sólo podía darse al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes, y no luego de haber recaído la sentencia que puso fin a proceso, máxime habiendo en la causa un recurso concedido pendiente de resolución.


    Giroud de Aguirre, Sofía Elvira y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia


    COMP. 801, L. XLIV, 10 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia: inhibitoria tardía. Contestación de la demanda sin invocación del fuero federal: prórroga de la competencia. Aplicación de normativa nacional para resolver cuestiones de competencia de distinta jurisdicción.


    La Corte tiene reiteradamente dicho que en caso de existir pluralidad de litigantes, esto es, que se configure un litisconsorcio activo, pasivo o mixto, es necesario para que proceda el fuero federal, que cada uno de los actores y demandados, individualmente considerados, pueda invocar y reclamar, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, el fuero de excepción, ya sea por la distinta vecindad o nacionalidad. La codemandada, al contestar la demanda no invocó la actuación del fuero federal que pudo corresponderle en su condición de vecina de extraña jurisdicción, importando tal actitud procesal una prórroga de la jurisdicción a favor de los tribunales locales. La Corte tiene dicho que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. En orden a ello y con relación a las pretensiones personales fundadas en derechos crediticios de origen contractual, el Máximo Tribunal sostuvo que conforme dispone el art. 5, inc. 3 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el fuero principal está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente previsto conforme los elementos aportados en el juicio y, a falta de ese lugar, el actor puede deducir su pretensión ante el juez del lugar del domicilio del demandado, o del lugar del contrato, siempre que este se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, al momento de la notificación.


    General Motors Arg S.R.L. s/ inhibitoria


    COMP. 499, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Falta de configuración de cuestión de competencia.


    No se configura en la especie cuestión de competencia debidamente planteada que corresponda a la Corte Suprema dirimir. Así, por cuanto el magistrado que la promovió sólo se limitó a solicitar a su par exhortado la suspensión del procedimiento declarando, a su vez, la competencia para entender en la causa por razón de la materia y del territorio, sin que surja de tal resolución fundamento alguno que permita conocer al magistrado de la otra jurisdicción, en este caso la Justicia Nacional en lo Comercial, las razones de hecho y derecho en que se funda tal requisitoria (Conforme art. 9 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).


    Chevrolet S.A. de ahorro p/f determinados c/ Parra, Luis Fabián y otro s/ Ejecución prendaria


    COMP. 218, L. XLIV, 03 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Habeas data. Declaración extemporánea de incompetencia. Corresponde que continúe el trámite la justicia nacional.


    La resolución efectuada por el magistrado nacional en lo civil en cuanto se declara de oficio incompetente, devino extemporánea, toda vez que, según se ha visto, la decisión fue adoptada luego de que el juez aceptó expresamente su competencia para conocer en la causa y sin que dicho tema haya sido objeto de cuestionamiento alguno por las partes litigantes. Si bien es cierto que las cuestiones discutidas en la presente causa guardan sustancial analogía con las debatidas en el precedente “Rondinone”, y sus citas, y publicada en Fallos: 330:249, -por tratarse de una materia propia de la justicia federal-, no lo es menos que, sumado a las particularidades procesales reseñadas en el párrafo precedente, el reenvío de la causa al fuero federal, importaría someter cuestiones ya consideradas, decididas y firmes en el ámbito de otro tribunal. Tal situación generaría, además, un evidente retardo injustificado en el trámite de las actuaciones, las que por su naturaleza (habeas data, con art. 43 tercer párrafo) deben tener un trámite abreviado atendiendo a los derechos que intenta proteger.


    G., C. V. c/ Google Inc. s/ habeas data


    COMP. 656, L. XLIV, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Prórroga de la Competencia


    Excepción de incompetencia. Contrato de representación internacional. Cláusula de prórroga de jurisdicción válida.


    Las manifestaciones del recurrente vinculados con la falta de validez de la prórroga de jurisdicción por haber mediado abuso de posición dominante por parte de la empresa demandada resultan insuficientes, en tanto se basa en afirmaciones dogmáticas carentes de sustento para conmover los fundamentos esgrimidos en que se apoya el pronunciamiento dado por la Cámara. El apelante en sus apreciaciones no aporta nuevos elementos de juicio que demuestren, en esta instancia excepcional, con convicción, que en oportunidad de acordarse la prórroga hubieran concurrido restricciones irrazonables o desigualdad en el ejercicio de sus facultades de comercio, circunstancias que tornarían admisible invalidar lo pactado. Al respecto cabe poner de resalto que tampoco invoca que se haya producido algún error de hecho o derecho, o bien que se haya incurrido en dolo, lesión subjetiva o ejercido presión o violencia sobre su autonomía de voluntad. La mera reiteración en todas las instancias del agravio relacionado con el eventual abuso de la demandada en juicio, de posición dominante cede ni bien se advierte la configuración en el caso de elementos objetivos de extranjería que tornarían admisible la prórroga.


    Search S.A. c/ GE Sistemas Médicos de Argentina S.A. y otros s/ ordinario


    S. 771, L. XLIII, 06 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Costas


    Procedencia de queja por recurso extraordinario denegado. Arbitrariedad. Imposición de costas por su orden. Ausencia de fundamentación que justifique el apartamiento del principio objetivo de la derrota.


    Incumbe dejar sin efecto la decisión que impuso las costas en el orden causado, apartándose del principio objetivo de la derrota sentado por el art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sin expresar motivo alguno que, en las circunstancias de la causa, lo justificase.


    Bossarelli, Aldo Hugo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 (Resol. 331/02).


    B. 258, L. XLIII, 26 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Modos Anormales de Terminación del Proceso


    Caducidad de la Instancia


    Caducidad de instancia. Actividad no exigible al justiciable. Arbitrariedad. Procedencia del recurso de queja.


    La Corte ha sostenido reiteradamente, que por ser la caducidad de instancia un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga, debe adecuarse a ese carácter evitando incurrir en un exceso ritual que la desnaturalice. A mayor abundamiento, la Corte ha señalado que no cabe extender al justiciable actividades que no le son exigibles cuando la ley adjetiva no se les atribuye, con riesgo de incurrir en una delegación no prevista legalmente, razón por la cual se ha entendido, que cuando la parte queda exenta del su carga procesal de impulso, su inactividad no puede ser presumida como abandono de la instancia, pues el importaría imputarle las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones legales que son propias de los funcionarios judiciales responsables, circunstancias éstas que se configuran en el caso.


    Majan, Graciela Mónica c/ Guijon S.A.


    M. 754, L. XLIII, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Caducidad de instancia: falta de tratamiento por parte de los jueces de cuestiones conducente. Sentencia arbitraria.


    El fallo de la Cámara incurre en arbitrariedad al omitir considerar los argumentos expuestos por el apelante y valorar las constancias de la causa. Ello, desde que el a-quo si bien señaló que la sindicatura había solicitado en uno de los expedientes la acumulación con otro, concluyó, basándose en la doctrina de los actos propios, que el apelante no había realizado ninguna actividad en el expediente mencionado en último término, sin pronunciarse respecto de su planteo -oportunamente propuesto-, vinculado con la suspensión de los procedimientos que se había dispuesto en el proceso, situación procesal que no se había modificado en oportunidad de declararse de oficio la caducidad de la instancia. Los argumentos expuestos por los Jueces relacionados con eventuales pedidos de acumulación de juicios no resultan suficientes para suplir dicho defecto pues, el tribunal prescindió efectuar al menos un estudio pormenorizado de si se encontraban superadas las causales que dieron origen a la suspensión de plazos, y obligaciones del síndico en esa situación. En ese contexto, resulta prematuro el pronunciamiento de la alzada, desde que aun se encuentra pendiente de resolver el recurso de apelación incoado contra la declaración de caducidad de instancia en uno de los procesos.


    El Acuerdo Compañía de Seguros s/ liquidación s/ incidente de remoción de síndico ad hoc


    E. 339, L. XLII, 01 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Principios Procesales


    Principio de Congruencia


    Acatamiento del principio de congruencia o correspondencia según lo dispuesto por la garantía constitucional de la defensa en juicio.


    La vigencia real de la garantía constitucional de la defensa en juicio, reclama el acatamiento del denominado principio de congruencia o correspondencia. El sistema procesal argentino reposa en el instituto de la cosa juzgada, como otro de sus mecanismos básicos, a través del cual se atribuye un plus de seguridad a las relaciones jurídicas definidas judicialmente. La autoridad vinculante de la cosa juzgada resulta, salvo supuestos excepcionales de extrema gravedad, inalterable por conducto de otro pronunciamiento (non bis in ídem); con lo cual, les está vedado a los jueces, abordar nuevamente un asunto que ya ha sido zanjado. Se trata, en definitiva, de la estabilidad de la que están investidas las resoluciones jurisdiccionales en los puntos no impugnados, que se erige -en lo que concierne al vencedor-, en derecho adquirido; y -en lo que atañe al vencido- en una valla que impide atribuirle más de lo que el fallo consentido le haya acordado. Como se colige fácilmente, esa cualidad de la sentencia le viene dada por la finalidad a la que obedece, que le confiere jerarquía constitucional, y la resguarda con los atributos propios del orden público. Toda vez que el Tribunal de la causa ha venido a conceder algo que el propio interesado había resignado, pronunciándose sobre una demanda de impugnación inexistente, cabe concluir, entonces, que ha traspuesto el campo de actuación que le es propio, sustituyéndose en la voluntad de una de las partes, con la consecuente alteración del balance procesal, en detrimento de la contraria.


    Minelli, Carina c/ Federico, Horacio s/ escrituración


    M. 882, L. XLIII, 13 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Recursos


    Parte Especial. Apelación


    Monto mínimo para apelar. Art. 242 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Exceso ritual manifiesto: afectación de la garantía del debido proceso.


    Se ha generado al apelante un escollo indudable a su pretensión de recurrir la sentencia de primera instancia, aspecto que incide en forma definitiva en un ejercicio integral del derecho de defensa. En efecto, el a quo sustentó su decisión de declarar inapelable la sentencia, en el monto del precio pactado por la transferencia del dominio de Internet, cuyo valor se encuentra, justamente, controvertido por el apelante sin que la mención a la falta de reconvención logre corregir tal defecto. En este sentido, tampoco resulta conducente lo manifestado por el tribunal en el auto de concesión del recurso extraordinario, en orden a que la tasa de justicia fue abonada sobre el monto antes referido, desde que constituye un tributo abonado por el actor y no por el demandado apelante.


    Terra Networks S.A. c/ Iglesias, Sergio s/ ordinario


    T. 475, L. XLIII, 27 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Queja por Recurso Denegado


    Recurso de queja por apelación denegada por la Cámara de la Seguridad Social. Excesivo rigor formal.


    En el caso corresponde tratar en primer lugar el agravio relacionado a la admisibilidad de la apelación interpuesta por la actora ante la segunda instancia. Le asiste razón a la recurrente pues en el escrito recursivo en cuestión la actora refutó todos los fundamentos esbozados por el magistrado de Primera Instancia, argumentando su posición en la letra de la normativa y en jurisprudencia que estimó aplicables al caso cumpliendo, por tal razón, las exigencias legales mínimas para sustentar dicho remedio. El juzgador actuó con un excesivo rigor formal, contrario a las garantías de la defensa en juicio, debido proceso y derecho federal alegado.


    Finocchietti, Enrique Augusto y otros c/ Anses s/ Reajustes varios


    F. 352, L. XXXIX, 31 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Sistemas Procesales


    Sistema de Preclusión


    Liquidación por ejecución de sentencia. Preclusión: torna irrecurribles las decisiones judiciales. Remisión a lo dictaminado en los autos E. 221, XLI, “Edesur S.A. c/ Dirección Nacional de Bienes del Estado s/ Escrituración”, y en T. 373, XLIII, “Tortul José y otros c/ Mrio. de Infraestructura y Vivienda –Subs. de Transporte A y P s/ Empleo público”.


    Las razones de índole procesal en que se funda la decisión recurrida no justifican el apartamiento de expresas disposiciones que regulan el modo de ejecución de sentencias firmes cuando se trata de deudas consolidadas. Máxime, cuando la Corte tiene dicho que la preclusión produce el efecto de tornar irrecurribles las resoluciones judiciales, mas no el de legitima situaciones inconciliables con el orden público. Concluir lo contrario importaría desnaturalizar el proceso judicial hasta el punto de convertirlo en un medio apto para convalidar las transgresiones a las normas imperativas.


    Unión del Personal Civil de la Nación c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía - AFIP


    U. 120, L. XLII, 25 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Sujetos Procesales


    Auxiliares de los Jueces. Asesores Técnicos. Peritos


    Nueva solicitud de regulación de honorarios por parte de una perito traductora.


    Con motivo de una nueva solicitud de regulación de honorarios presentada por la perito traductora del idioma inglés, la estimación propuesta por la interesada resulta adecuada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado -art. 29 de la ley 20.305- conforme las pautas establecidas en el cuadro de aranceles que obra en la causa.


    Salem, Fernanda L. s/ incidente de regulación de honorarios


    S. 143, L. XXIV, 01 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia


    Remisión a lo resuelto en autos Comp. 621; L. XLIV, "Mansilla, Sergio Alcides c/ Aragón, Luis Eduardo y otros s/ daños y perjuicios", de fecha 28 de octubre de 2008, de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General.


    Río Grande S.A. c/ Gallina, Esteban y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 749, L. XLIV, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Peritos. Honorarios


    Solicitud de regulación de honorarios presentada por la perito traductora del idioma inglés Fernanda Laura Salem.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Fernanda L. Salem


    S. 143, L. XXIV, 20 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Constitucional


    Remisión a M. Nº 1380, L. XLI, caratulados: "Medina, Orlando c/ Solar Servicios on line".


    Remisión a lo dictaminado en los autos M. Nº 1380, L. XLI, caratulados: "Medina, Orlando c/ Solar Servicios on line", del día 17 de mayo de 2007, en lo pertinente, por razones de brevedad.


    Barberis, Nilda M. y otro c/ Adecco Argentina, S.A. y otro s/ diferencia de salarios


    B. 1013, L. XLIII, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a los dictámenes emitidos por la Procuración General de la Nación los días 13 de junio de 2006 y 8 de febrero de 2007 en los precedentes publicados en Fallos 330:1507 y 330:855, respectivamente.


    Citibank NA c/ Bestillero, Emma s/ ejecución hipotecaria


    C. 352, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a A. 590, L. XLIII; "Arecco, Maximiliano c/ Praxair Argentina S.A. s/ juicio sumarísimo".


    Se está a lo dictaminado en la causa A. 590, L. XLIII; "Arecco, Maximiliano c/ Praxiar Argentina S.A. s/ juicio sumarísimo", a cuyos términos corresponde remitir por razones de brevedad.


    Arecco, Maximiliano c/ Praxair Argentina S.A. s/ sumarísimo


    A. 392, L. XLIII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a H. 158, L. XLIII; "Hernández, Blanca E. c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba".


    Baquero Lazcano, Pedro Enrique y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 576, L. XLIII, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a V. 159, L. XLI, "Venialgo, Inocencio c/ Mapfre Aconcagua Aseguradora de Riesgos de Trabajo s/ otros".


    Albornoz, Carlos Fernando c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente


    A. 241, L. XLIV, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C.G. 2242, L. XLII "Guerinau, Horacio Laurindo c/ Gobierno de la Pcia. de Tucumán".


    Antoni de Mathus, Jorgelina Inés y otras c/ Provincia de Tucumán s/ Contencioso administrativo


    A. 2075, L. XLII, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Control de Constitucionalidad


    Declaración de inconstitucionalidad de preceptos normativos. Régimen de seguridad social del Cuerpo Permanente del Servicio Exterior de la Nación. Decreto 1973/86, modificado por el decreto 2428/93, reglamentarios de la ley 20.957 y la Resolución 1605/05 del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto.


    La declaración de inconstitucionalidad de un precepto normativo constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como última ratio del orden jurídico; por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados, principio que debe aplicarse con criterio estricto cuando la inconstitucionalidad se plantea por la vía excepcional de la acción de amparo y la arbitrariedad e ilegalidad invocada requiere de actividad probatoria significativa, precisamente por no ser manifiesta. En este marco, la actora esboza dos argumentos centrales, en razón de los cuales propicia la impugnación señalada, a saber: por un lado, el desvío de fondos -ilegítimo según sus dichos- pertenecientes al sistema de obra sociales implementado por la ley 23.660; y, por otro, las supuestas falencias en la cobertura de salud de los agentes y sus familias que, a su entender, produciría el mecanismo implementado por las normas cuestionadas. Empero, desde mi punto de vista, ninguno de los dos podrá prosperar. En efecto, el decreto 1973/86 (modificado por el decreto 2428/93) participa de la categoría de los reglamentos de ejecución, sobre los que la Corte Suprema ha señalado que no vulneran el principio establecido en el art. 99, inc. 2°, de la Constitución Nacional, los que se expiden para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada. Cabe destacar, además, que la potestad reglamentaria habilita para establecer condiciones o requisitos, limitaciones o distinciones que, aun cuando no hayan sido contemplados por el legislador de una manera expresa, y se ajusten al espíritu de la norma reglamentada o sirvan, razonablemente, a la finalidad esencial que ella persigue, la integran y tienen la misma validez y eficacia que ésta. A partir de las premisas, la norma que dispone que los aportes y contribuciones se utilizarán para contratar el citado seguro no parece irrazonable a la luz de la particular naturaleza del trabajo realizado por los agentes en cuestión, cuyas características -en especial, prestar servicios en el extranjero- impiden del goce de las prestaciones que puedan brindarle las obras sociales -cuyo desenvolvimiento se encuentra, en principio, acotado al territorio nacional- salvo que, eventualmente, se encuentren en el país. Ello imponía a los actores, dada la gravedad de la solución que pretenden, demostrar que los montos ingresados a tales agentes de salud tienen relación con el servicio prestado, elemento de juicio del que se carece en el caso. Dicha orfandad permite recordar, el peligro insito de un doble pago a cargo del mencionado Ministerio ya que aportaría en virtud de lo dispuesto por la ley 23.660 y también para solventar los gastos de contratación de un seguro de salud que la apelante estima debe soportar en forma exclusiva ese organismo. Es de puntualizar aquí, que la utilización de los recursos señalada no causa per se un daño a los trabajadores, pues dicho pago es un modo de coadyuvar a financiar uno u otro sistema de cobertura. Además, los eventuales agraviados en estos aspectos podrían ser el ente recaudador, el organismo de contralor o alguna obra social, quienes no han sido incorporados a la litis. Por tales razones, en este contexto, no se encuentra demostrado que las disposiciones reglamentarias impugnadas, se hallen en contradicción evidente y palmaria con la finalidad del artículo 87 de la ley 20.957 y tampoco, por lo tanto, pueden ser tachadas de irrazonables dada la especificidad de la norma. Sentado lo anterior, cabe puntualizar que el eventual daño, entonces, sólo se perfeccionaría a partir de comprobar una cobertura de salud deficiente, o menor a la que en la actualidad gozan los mencionados agentes y sus familiares a cargo; en virtud de ello y, desde que de las actuaciones no surge, siquiera, el pliego de condiciones para el contrato en cuestión, o si éste se celebró, los agravios alegados por la recurrente son hipotéticos, circunstancia que veda la admisibilidad del recurso federal intentado.


    Asociación Prof. del Cuerpo Permanente del Servicio Exterior de la Nación c/ P.E.N. - Ministerio de Relaciones Exteriores s/ Amparos y sumarísimos


    A. 478, L. XLIII, 31 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Planteo de inconstitucionalidad de una norma. Exigencias. Repugnancia manifiesta de la norma con el precepto constitucional. Invalidez de normas destinadas a conjurar una indudable y notoria situación de gravedad nacional dictadas para reencauzar la situación social y económica. Declaración. Mayor exigencia en la acreditación de la concreción del gravamen que se pretende revertir.


    Es un presupuesto inexcusable de quien requiere la declaración de inconstitucionalidad de una norma -acto de suma gravedad institucional- acreditar la concreción del gravamen que pretende revertir, desde que los jueces están sólo para dirimir conflictos concretos y no para verter enunciaciones generales y abstractas ni, mucho menos, para suplir las carencias de fundamentación imputables únicamente a la conducta discrecional de las partes. La ausencia de una demostración, en el sentido de que en el caso concreto se suscita el gravamen invocado, convierte en abstracto cualquier pronunciamiento acerca de su constitucionalidad. El cumplimiento de tales recaudos es mayor en casos en donde se pretende que se declare la invalidez de normas destinadas a conjurar una indudable y notoria situación de gravedad nacional, dictadas para reencauzar la situación social y económica a fin de resguardar intereses generales en peligro. Por lo demás, esta exigencia no es meramente ritual o dilatoria, sino que tiende a demostrar con toda plenitud que las normas impugnadas ocasionan un perjuicio incompatible con las garantías constitucionales.


    Publex S.A. c/ Corrientes, provincia de s/ ejecución de convenio


    P. 1033, L. XXXVI, 10 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Previo a expedirse se solicita se devuelva la causa al inferior a fin de que resuelva el incidente de perención de instancia por haber transcurrido el término de un año sin que haya mediado acto alguno de impulso del procedimiento.


    Murias de Pizarro, María Cristina c/ Provincia de Córdoba y otra


    M. 2238, L. XLII, 02 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Rechazo de la inconstitucionalidad planteada por una Provincia contra una resolución de AFIP. Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones Ley 24.241. Adhesión de una provincia al nuevo sistema: implicancias.


    La Corte tiene dicho que el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones -ley 24.241- constituye el nuevo mecanismo de previsión social en el orden nacional, integra el Sistema Único de la Seguridad Social (SUSS) y que los aportes y contribuciones, que aquél recibe, forman parte de la contribución única de la seguridad social. Se interpretó también que el artículo 2°, inc. 4°, punto a, de la ley 24.241, invitó a los gobiernos provinciales a formalizar un acuerdo con el Estado Nacional para su incorporación al S.I.J.P., extremo que supone la absorción por parte de la Nación de los afiliados y beneficiarios de los regímenes provinciales. En virtud de ello, en el marco del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento, la legislatura de la Provincia de Catamarca autorizó al Poder Ejecutivo local a suscribir, con el Poder Ejecutivo Nacional, el Convenio de Transferencia del Sistema Provincial de Previsión Social de la Provincia de Catamarca a la Nación, adhiriendo a la ley Nacional n° 24.241 (arts. 1°, 2° Y 3° de la ley 4.785) Dicho acuerdo fue ratificado por el Decreto del Poder Ejecutivo Nacional n° 328/95. Desde esa perspectiva la Corte consideró en un caso análogo que la transmisión de dicho sistema comporta y conlleva la delegación der la provincia a favor de la Nación de la facultad para legislar en ese aspecto y consecuentemente un compromiso de armonizar sus normas con el régimen nacional en su condición de sujeto obligado del sistema. En su mérito la Provincia de Catamarca resulta ser sujeto obligado del SIJP, en orden al financiamiento del régimen nacional de seguridad social (SUSS), de conformidad con los artículos 11 y 18 de la lay 24.241. A tales fines, la adhesión al régimen unificado importa también la adopción de las pautas que la ley nacional determina.


    Catamarca, provincia de c/ A.F.I.P. s/ inconstitucionalidad


    C. 3200, L. XL, 03 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal


    Cuestiones ajenas a la vía del Artículo 14 de la Ley 48: leyes procesales locales. Ausencia de afectación a las garantías del debido proceso y la defensa en juicio. Graduación de las sanciones penales: no constituye materia federal. Declaraciones testimoniales: inmediatez.


    Los agravios relacionados con las formas extrínsecas de la resolución del tribunal superior que rechaza el recurso de casación, no suscitan, en el caso concreto, materia federal que merezca la consideración de la Corte, toda vez que tienen que ver con cuestiones propias del derecho procesal y las leyes de ordenamiento de la justicia locales, ajenas, por su naturaleza, a la vía del artículo 14 de la ley 48. Máxime si no se advierte afectación del debido proceso y la defensa en juicio. Pues, por un lado, esa formalidad no impidió que se entrara al fondo de los agravios propuestos, confiriéndole calidad de sentencia definitiva a la resolución atacada; y, por el otro, la parte no indica cuáles son las cuestiones que, al no celebrarse la audiencia de juicio de casación, quedaron sin debatir; así como su relevancia para la solución del caso. Respecto del exceso en el monto de la pena impuesta, no cabe apartarse del criterio de la Corte en el sentido de que la graduación de las sanciones penales no constituye materia federal. Asimismo, la aseveración del tribunal superior de que las supuestas contradicciones de los testigos se relacionan con la inmediatez y no son revisables en casación, si bien parece demasiado dogmática, resulta adecuada a este caso, donde no quedaron asentadas las distintas versiones y los jueces de la casación se vieron impedidos de estudiar la cuestión.


    C., Juan Ariel s/ homicidio -causa nº 233/2006-


    C. 1518, L. XLIII, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Mantenimiento del recurso de queja interpuesto.


    G. M., Emilio y M., Laura s/ Causa Nº 7537.


    G. 147, L. XLIV, 10 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Mantenimiento del recurso de queja.


    R., Juan Domingo s/ Causa nº 7824


    R. 987, L. XLIII, 20 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de queja por denegación del recurso extraordinario federal. Remisión a la causa A.2186, L.XLI "Acosta, Alejandro Esteban s/ infracción art. 14, 1° párrafo de la ley 23.737" causa n° 28/05-


    F., Miguel Ángel y A., Ana Miriam s/ Causa Nº 7591


    F. 455, L. XLIII, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de queja por denegación del recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en los autos "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX.


    G., Leticia s/ Recurso de queja


    G. 927, L. XLIII, 26 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de queja por denegación del recurso extraordinario. Remisión a lo dictaminado en los autos "Mannini, Andrés Sebastián s/ Causa n" 12.671", causa n° M.619. L. XLII.


    C., Lucas Martín y otros s/ Robo agravado, etc.


    C. 520, L. XLII, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de queja por recurso extraordinario denegado.


    A fin de habilitar el pronunciamiento de la Corte, el procurador mantiene la queja interpuesta.


    G., Hilda Gisela y H., Marcelo Daniel s/ Causa Nº 7547


    G. 708, L. XLIII, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de queja por recurso extraordinario federal denegado. Remisión a lo dictaminado en los autos caratulados “Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación”, causa C. 2975 L. XXXIX.


    R. V., Juan Moisés s/ Recurso de queja


    R. 449, L. XLIV, 02 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Constitucionalidad de art. 121 inc. "c" de la ley 24.660. Remisión a lo dictaminado en autos M. 82 L. XLIII "Méndez, Daniel Roberto s/ Recurso de casación".


    G., Selso s/ Recurso de casación


    G. 999, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de Queja. Constitucionalidad del art. 121 inc. "c" de la ley 24.660. Remisión a lo dictaminado en los autos M. 82 1, XLI II "Méndez Daniel, Roberto s/ Recurso de casación".


    G., Miguel Javier s/ Causa n° 7081


    G. 157, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso directo. Sobreseimiento del imputado con posterioridad a la interposición. Cuestión devenida en abstracta.


    F., Juan Carlos s/ Causa nº 20.390


    F. 1429, L. XLII, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal. Constitucionalidad del art. 121 inc. "c" de la ley 24.660. Remisión a lo dictaminado en autos M. 821, XLIII "Méndez Daniel Roberto s/ Recurso de casación".


    P., Miguel Ángel Ariel s/ Causa N° 7270


    P. 557, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 311:2478, "Di Mascio".


    R., Marcelo s/ homicidio simple


    R. 472, L. XLIII, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa A.112; L. XLI, "A., Enrique Herminio s/ homicidio agravado por ser cometido con ensañamiento, etc. -causa nº 5531-".


    G., Sergio Damián s/ Robo agravado por haber sido cometido con arma -causa nº 2110/2442.


    G. 123, L. XLIII, 09 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a los autos L. 617, L. XLIII.


    L., Mauro Ismael s/ Inf. art. 189 bis del C. P.


    L. 622, L. XLIII, 30 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta.


    A., Héctor Ricardo s/ Causa N° 7810


    A. 60, L. XLIV, 18 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Solicitud remisión de los autos principales para resolver recurso de queja. Evitar pronunciamiento inoficioso.


    En la causa principal ya se habría dictado sentencia sobre el fondo de la cuestión, la que se encontraría apelada ante el tribunal de alzada. Corresponde verificar esta situación para resolver esta queja de acuerdo a los hechos de la causa y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Maset, Antonio c/ Estado Nacional - Ley 25.827 - Dto. 1735/04 s/ Amparo.


    M. 2203, L. XLII, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Accidente ferroviario. Daños y perjuicios: ausencia de responsabilidad civil del transportista por el hecho de un tercero por el cual no debe responder. Responsabilidad de la empresa de seguridad. Fundamentación insuficiente de la parte: alegaciones disímiles entre la demanda, la apelación y la queja.


    La doctrina de la arbitrariedad, no tiene como objetivo abrir una vía regular destinada a corregir en una tercera instancia aquellas sentencias que se consideran equivocadas, por discrepancias respecto del alcance atribuido a hechos, principios y normas de derecho común. Antes bien, por su índole restrictiva, aquel mecanismo sólo debe aplicarse frente a la irrazonabilidad manifiesta. En lo que respecta a la pretensión dirigida contra la empresa transportista que gestiona el tren, las objeciones formuladas no se adecuan al contexto jurídico procesal en el que fueron articuladas. En efecto, los jueces apreciaron que la prueba producida no fijó la mecánica de producción de los hechos en un sentido u otro; valoración ésta que, en sí misma, no ha sido atacada. Paralelamente, al interponer el recurso extraordinario, el interesado construye un relato (centrado en la caída generada por la apertura de las puertas del vagón, que anuda a lo dispuesto por un precepto no invocado en la demanda -el art. 11 de la ley 2873-); mientras que en el escrito inicial y en las actuaciones penales, había reservado la causación del infortunio a un ataque delictivo sin argüir en momento alguno con aquella otra situación, extraña a los términos en los que quedó trabada la litis. Si bien el primer sentenciante hizo mérito de aquella circunstancia y la codemandada trajo como eximente secundario la culpa de la víctima, fue el propio actor quien introdujo como única plataforma de su acción, la conducta de dos personas que le sustrajeron una campera, haciéndolo caer a consecuencia de un golpe; postura ésta de la que ahora se aparta. No parece reñido con la lógica -dadas las propias contradicciones del apelante- que, en base al texto expreso del art. 184 del Código de Comercio, los jueces hayan decidido como lo hicieron, exonerando al porteador en virtud del accionar de los terceros. Es éste el ángulo esencial del fallo (interrupción del nexo causal, en el marco de una versión del evento aportada por el mismo actor), del que –sin embargo-, el recurso no da cuenta en absoluto. Al contrario, allí se cita -incluso- un precedente de esa Corte que alude al supuesto de exclusión valorado por el tribunal a quo. Acontece lo mismo con lo relativo a la responsabilidad atribuida a la empresa prestataria del servicio de seguridad en el tren. Es que la parte actora se limita a reiterar impugnaciones en torno, por un lado, a la virtualidad conferida a la testimonial; y, por el otro, a la presunción que emanaría de la conducta obstruccionista en la práctica de la pericial contable. Sin embargo, no se hace cargo de la motivación principal, en cuanto a que la colaboración de la empresa en la vigilancia no la torna responsable, por no ser exigible la presencia de guardias en cada uno de los vagones de todos los trenes en circulación; fundamento éste que los jueces enmarcaron en la imposibilidad material de cobertura y en la seguridad como menester reservado principalmente al Estado.


    Uriarte Martínez, Héctor Víctor y otro c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. y otros s/ ordinario


    U. 55, L. XLIII, 10 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Arbitrariedad: excesivo rigor formal al rechazar el recurso extraordinario.


    En el sub lite se configura el supuesto de arbitrariedad, desde que el pronunciamiento atacado trasunta un excesivo rigor formal al apreciar las supuestas deficiencias técnicas del recurso y, a partir de ello, omite pronunciarse sobre las cuestiones planteadas y prueba presentada. Los agravios de la recurrente no configuran, meras discrepancias genéricas con el auto atacado, sino que se apoyan en argumentos conducentes y relevantes para la solución de la controversia, no evaluados adecuadamente por el tribunal, y su preterición puede aparejar consecuencias de dificultosa reparación ulterior.


    Síndicos del Banco General de Negocios S.A. s/ incidente de revisión en Hilados S.A.


    S. 443, L. XLIII, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Atribuciones de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones. Utilización de información privilegiada en perjuicio del fondo por parte de una AFJP. Falta de fundamentación del recurso.


    De conformidad a la normativa citada, se le reprochó a la AFJP no haber cumplido con la atención "exclusiva" del interés del fondo administrado y de no asegurar que todas las operaciones de compra y venta se realicen con dicho objetivo (art. 37, párrafo 2°, Res. n° 22/03 de la SAFJP). También que en razón de su cargo o posición, hubiera participado en "... las operaciones realizadas con los instrumentos del fondo para obtener beneficios indebidos..." y "... la utilización en beneficio propio o ajeno de información relativa a operaciones a realizar..." (art. 47, incisos a y b, respectivamente de la Res. n° 22/03 de la SAFJP)]. Por estas razones, la imputación se refiere más específicamente a la falta de atención exclusiva en interés de los mandantes (los titulares de los fondos que administra) y el consecuente aprovechamiento de la información que obtenía en su calidad de mandataria como administradora de los fondos, al utilizar en beneficio propio (no los fondos, sino la información privilegiada por su posición) en detrimento de los fondos que administra. Sobre este aspecto la impugnante no realiza una crítica concreta y razonada, limitándose a cuestionar la validez de los medios probatorios evaluados con criterios que resultan ajenos a la instancia de excepción. Respecto al planteo federal concreto y al cuestionamiento a las facultades del organismo administrativo, cabe referir que La Corte ha señalado que la potestad disciplinaria de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones no importa el ejercicio de la jurisdicción criminal propiamente dicha ni del poder ordinario de imponer penas, por lo que no cabe extender sin más a su respecto exigencias vinculadas con la atribución de responsabilidad penal de las personas físicas. No obstante, las AFJP por administrar los aportes de trabajadores incorporados al régimen de capitalización, se hallan sujetas a rigurosas reglamentaciones en resguardo del derecho de los afiliados y de la integridad del sistema previsional y se encuentran sometidas a controles estrictos de la SAFJP (arts. 80 a 123, de la ley 24.241 y normas reglamentarias, en especial, la Resolución n° 465/96, sustituida por la Instrucción n° 22/03). Si los argumentos de la Cámara no fueron rebatidos en términos que satisfagan el requisito de fundamentación autónoma a que se refiere el art. 15 de la ley 48, el recurso no puede prosperar, pues la exigencia según la cual el escrito respectivo debe contener una crítica prolija de la sentencia impugnada significa, que el apelante debe rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el juez para arribar a las conclusiones que lo agravian, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia.


    Superintendencia de AFJP c/ Orígenes AFJP S.A. s/ organismo externos


    S. 565, L. XLIII, 17 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio de conciliación en materia de daño ambiental. Ámbito de competencia excedida para decidir sobre la homologación del acuerdo. Arbitrariedad. Afectación de la garantía de defensa en juicio. Procedencia del recurso de queja.


    Las normas procesales no se reducen a una mera técnica de organización formal de los procesos sino que, en su ámbito específico, tienen como finalidad y objetivo ordenar adecuadamente el ejercicio de los derechos en aras de lograr la concreción del valor justicia en cada caso y salvaguardar la garantía de defensa en juicio. Por tal motivo, tampoco la Cámara podía ampararse para decidir, sin tener jurisdicción, en el argumento de que lo hacía en "tutela de intereses colectivos". Ello, por cuanto la Corte ha precisado que si bien no puede desconocerse que en asuntos concernientes a la tutela del daño ambiental las reglas procesales deben interpretarse con un carácter amplio, a la vez que las atribuciones del tribunal, en tales supuestos, se revalorizan al contar con poderes que exceden la tradicional posición del juez espectador, ello no autoriza a privar al demandado de ejercer apropiadamente su derecho de defensa y, por su intermedio, tutelar derechos amparados por otras cláusulas constitucionales, tan merecedoras de protección como los invocados por la demandante.


    Municipalidad de Berazategui c/ Aguas Argentinas S.A.


    M. 60, L. XLIII, 13 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Conversión del monto del crédito de incidentistas pactado originariamente en dólares estadounidenses. Alcance de la cosa juzgada de la sentencia dictada en sede civil. Desmedro de la garantía de la defensa en juicio.


    Asiste razón al recurrente, desde que el pronunciamiento atacado no ha ponderado adecuadamente el argumento presentado por su parte en orden al alcance de la cosa juzgada de la sentencia dictada en sede civil -en el trámite ejecutivo- en relación con la moneda en que debe ser verificado el crédito y la oponibilidad de dicha decisión a la masa de acreedores, lo cual produce un desmedro de la garantía de la defensa en juicio normada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Tiene dicho la Corte que una característica propia de todo proceso de verificación es la de permitir configurar el pasivo del deudor y llegar a una decisión a partir de la cual habrá cosa juzgada en sentido material y formal en relación a los créditos insinuados, razón por la cual, con anterioridad a dicha decisión, no podría invocarse una definitiva incorporación al patrimonio de una acreencia aún no reconocida. Así, dicha conclusión no es modificada por la previsión de la Ley N° 26.086 -que mod. Art. 21, Ley N° 24.522- en cuanto a la validez de las sentencias como título verificatorio, desde que, en principio, no se refiere al caso en estudio y, desde otro lado, no implica una alteración de los principios rectores del trámite universal. En tales condiciones, se considera oportuno resaltar que si bien se encuentra controvertida en autos la aplicación y legitimidad de las normas dictadas con motivo de la emergencia (Ley N° 25.561 y concs.), dicha cuestión, en el contexto antes descripto, aparece como tangencial, resultando, en esta instancia, prematuro su tratamiento.


    Frigorífico Cafayate S.R.L. s/ Quiebra


    F. 340, L. XLII, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: fallo de Tribunal Superior provincial basado en normas locales. Ausencia de arbitrariedad.


    Lo contendido involucra el examen de extremos no federales (mayormente, de derecho público local e, incluso, concernientes a los alcances de un fallo anterior del Tribunal Superior de provincia), extraños, por norma, a la vía intentada. Recuérdese que, en principio, no son revisables por medio del recurso extraordinario las resoluciones por las cuales los altos tribunales locales deciden los casos que les son sometidos a su conocimiento mediante la aplicación de las normas del derecho público local, lo cual impone que el estudio de la arbitrariedad sea restrictivo. La doctrina sobre sentencias arbitrarias, ha enfatizado la Corte, reviste una naturaleza excepcional, incompatible con argumentos que allende su grado de acierto proveen sostén a lo decidido, como acontece aquí con el fallo de la a quo.


    González Palicio, Víctor Antonio c/ Provincia de Santa Fe s/ Recurso contencioso administrativo


    G. 2488, L. XLI, 30 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Descuento por ley del 13% de los haberes. Causa sin objeto actual: pretensión de inconstitucionalidad de norma derogada.


    Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. En el caso, en que se discute la constitucionalidad del derogado régimen de deducciones de la ley nº 3775 en relación a las quitas concretadas, se impone aludir -en el contexto de la jurisprudencia citada- al dictado de la ley nº 4050, por la que se establece la restitución de las sumas de dinero que, en concepto del descuento de la ley nº 3775 se efectuaran a los agentes activos y pasivos del Sector Público Provincial. Si lo demandado carece de objeto actual, la decisión de la Corte Suprema deviene inoficiosa, puesto que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales que habilitan sui intervención importa la de juzgar, circunstancia comprobable aún de oficio.


    Gross, Leopoldo s/ Acción se inconstitucionalidad


    G. 1133, L. XL, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: falta de denegación del fuero federal.


    La Corte ha dicho que los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario salvo que exista denegatoria del fuero federal, así como que la ausencia de ese requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el caso, precisamente, no media denegación de dicho fuero, pues el Tribunal de grado decidió que debía entender en el juicio la Justicia Federal de la Seguridad Social, y no procede este excepcional remedio en los casos que versan sobre el conocimiento y distribución de los juicios entre magistrados de jurisdicción nacional.


    Lupo, Silvia c/ Fondo Compensador para Jubilados y Pensionados Telefónicos s/ otros reclamos


    L. 335, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: falta de denegación del fuero federal.


    La Corte ha dicho que los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario salvo que exista denegatoria del fuero federal, así como que la ausencia de ese requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el caso, precisamente, no media denegación de dicho fuero, pues la Alzada federal decidió que debía entender en el juicio la Justicia Federal de la Seguridad Social.


    García, Manuel Jesús c/ Pro-Renta AFJP s/ Amparo


    G. 1054, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Incumplimiento de sentencia. Aplicación de astreintes: cuestión accesoria que salvo arbitrariedad no puede ser materia de recurso extraordinario. Obligación de adecuar la oferta de servicios de prostitución a lo dispuesto en la sentencia. Remisión, en lo pertinente, a los autos R. 1312, L. XL "Rodríguez Ruiz”.


    El presentante imputa al resolutorio haber preterido la oportuna acreditación del cumplimiento de la sentencia de mérito, agravio como es notorio, relativo a extremos de hecho y derecho procesal -por norma- ajenos a la instancia extraordinaria (Fallos 329:4032 330:4770, etc.) y que no se advierte patentizado aquí conforme es menester atendiendo a la excepcionalidad de la tacha esgrimida. Además, resulta ostensible que muy lejos de consentir o acatar el fallo de primera instancia, la parte co-demandada objetó sus alcances vía apelación, cuestionando la admisibilidad del amparo, la legitimación del accionante, la razonabilidad de lo decidido, etc., sin mencionar pormenor alguno relativo a su supuesta observancia. Por lo demás, lo atinente a las costas es de carácter accesorio y procesal no susceptible de tratamiento por la vía del artículo 14 de la ley n° 48, máxime si la apelante no demuestra que lo decidido puede ser descalificado con base en la doctrina de la arbitrariedad, limitándose a discrepar (Fallos 327:3725; 329:1092; 330:2981; etc.); y toda vez que esa tacha es de aplicación particularmente restrictiva en la materia.


    Rodríguez Ruiz, Alberto c/ Diario Clarín Arte Gráfico Editorial Argentino y otros


    R. 1297, L. XL, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Intimación al pago de la tasa de justicia, en el marco del beneficio de litigar sin gastos. Responsabilidad del patrocinante por su pago. Rechazo de la queja.


    Es cierto que, en principio, los sujetos pasivos de la obligación tributaria no son los profesionales sino las partes (arg. art. 9 primer párrafo de la ley 23898). Empero, el art. 4 de la ley 21839, al regular el pacto de cuota litis, permite que la responsabilidad que pesa sobre el cliente por las costas y por los gastos que deban sufragarse en la defensa -incluida, desde luego, la tasa judicial-, se traslade hacia el letrado, siempre que su participación en el resultado del juicio supere el 20% y no se hubiese celebrado acuerdo en contrario. Precisamente, en el convenio que se denunció inicialmente, la ahora quejosa -quien actuaba en su condición de técnica en Derecho-, no hizo uso de la exención legal; con lo cual, se colocó voluntariamente en la situación de responder en forma personal por el tributo. Así las cosas -sin perjuicio de que pueda coincidirse o no con los términos de la resolución impugnada, en tanto sostiene que la recurrente carece de "agravio o interés válido" en la cuestión-, no es irrazonable reputar a la modificación que pretendió introducirse más tarde, como frustratoria de los derechos del Fisco, respecto de la tasa ya devengada con la interposición de la demanda (arts. 4 inc. "a" y 9 inc. "a" de la ley 23898). Es que, al advertir la exigencia que pesaba sobre ella, la letrada intentó valerse de una nueva estipulación que -al excluirla como sujeto de la persecución fiscal-, vendría a despojar al Estado de una garantía preexistente. Dicha conducta aparece, a primera vista, como una manera elíptica de eludir el cumplimiento de la carga que le competía.


    Jalil, Virginia Olga c/ O.S.E.C.A.C. y otros s/ beneficio de litigar sin gastos


    J. 34, L. XLII, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Omisión de ponderación de prueba aportada por la actora. Arbitrariedad. Lesión a garantías constitucionales.


    En el caso el recurrente se ha agraviado de temas que hacen procedente el remedio intentado por vía de la doctrina de la arbitrariedad invocada, pues la garantía de la defensa en juicio no solo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas, sino también, la de obtener una sentencia que sea una derivación razonada del derecho vigente en relación a los hechos demostrados en el proceso. La Sala omitió la ponderación de la prueba que el ahora quejoso llevó a su estrado para acreditar el pago previo de la multa impuesta por el ente recaudador, de conformidad con el art. 15 de la ley 18.820; dicha cuestión torna a la sentencia en fatalmente arbitraria.


    Granja Tres Arroyos SCAFEI c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ impugnación de deuda


    G. 1273, L. XLII, 07 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Programa de Propiedad Participada: Gas del Estado S.E. Remisión parcial a lo dictaminado en D 493 L. XLII "De Luca, Daniel Juan c/ Gas del Estado SE (Ente en liquidación) y otro s/ Participación accionariado obrero". Requisitos: ley 23.696 y decreto 584/93.


    No habiéndose alegado ni probado una circunstancia similar a la ponderada en el ítem VI del dictamen al que se remite, el pronunciamiento debe ser revocado en cuanto atañe a dos de los actores. Distinta conclusión se impone en el caso de los restantes accionantes, ponderando en sus estrictos términos lo argüido por la a quo y lo dispuesto por el artículo 15 de la ley n° 48. Y es que, en el punto, al confirmar-en este caso, sin disidencias- la sentencia de grado la Cámara se fundó en que: a) los cuatro actores, suscribieron el formulario de adhesión, el acuerdo de sindicación de acciones, el contrato de fideicomiso y el acuerdo general de transferencia y, al momento de la desvinculación, recibieron el importe liquidado en concepto de recompra; b) la participación, según prevén los artículos 30 de la ley n° 23.696 y 7, 26 y 27 del decreto n° 584/93, es onerosa y las acciones debían ser íntegramente abonadas por los adquirentes; y, c) la condición de accionistas de los empleados se hallaba supeditada al mantenimiento del vinculo laboral y a la oportuna amortización del precio de los títulos con los dividendos y, en su caso con los bonos de participación en las ganancias de la compañía. La genérica y fragmentaria crítica de la apelante no alcanza a conmover tales razones, fundadas, por otra parte, en una inteligencia de lo actuado y preceptiva involucrada -cfr. arts. 30, 31,34 a 38, ley n° 23.696; 7, 9, 12. 15 a 17. 24. 26. 27, 30, etc., dec. n° 584/93, 7.3. etc. del Acuerdo General de Transferencia, entre otros preceptos- que no se demuestra irrazonable.


    Barria, Alejandro Cruz y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ proceso de conocimiento


    B. 20, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Programa de Propiedad Participada Hidronor S.A. Reclamo de acciones clase C. Precedente “Antonucci”. Requisito para acceder al programa: revistar en alguna de las sociedades en que fue dividida la empresa.


    El Poder Ejecutivo no individualizó, en rigor, como sujetos adquirentes al personal de la sociedad a privatizar, sino, razonablemente, al de Hidronor que hubiera sido transferido como consecuencia de la privatización fraccionada o segmentada llevada a cabo. En el plano anotado, la propia ley 23696 confirió al Poder Ejecutivo Nacional la atribución atinente al otorgamiento de preferencias para adquirir las compañías "sujetas a privatización" (art. 16) y éste, con los decretos referidos, ejerció tal prerrogativa, facultando a los órganos respectivos a instrumentar la privatización de Hidronor S.A., previéndose, singularmente, lo relativo al Programa de Propiedad Participada en los artículos 20 a 22 del decreto 2743/92 y 22 a 24 del decreto 287/93. Sobre tales bases, precisamente, la Sala concluyó que no existía constancia de que el Estado hubiera incurrido en omisión al implementar el Programa, ni de que los actores hubieran satisfecho el recaudo de revistar en alguna de las sociedades en que fue dividida la empresa -ente residual y en liquidación, al decir de la actora-; solución cuya falta de razonabilidad no se advierte patentizada según es menester, como se anotó al denegar la apelación federal; máxime cuando, como apunta la Cámara, se desconocen los pormenores de la desvinculación de los accionantes y no se cuestionó la disposición del artículo 20 del decreto 2743/92.


    Gallinger, José y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía


    G. 607, L. XLIII, 30 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Queja contra sentencia de Superior Tribunal provincial: requisitos. Juicio ejecutivo. Falta de fundamentación del recurso. Falencias formales. Improcedencia.


    No se han traído copias de las piezas constitutivas del litigio, ni de las sentencias de primera y segunda instancia, ni de los escritos que fundaron los recursos de apelación y casación; con lo cual, la suficiencia de la queja es endeble, pues obliga a expedirse en base a un panorama restringido a priori por la selección que hizo el mismo peticionante. En tales condiciones, atento a la índole del análisis que debemos realizar -desde la perspectiva que, impone la tacha de arbitrariedad-, aquella circunstancia cuestiona seriamente la admisibilidad del recurso intentado. En ese orden, -al par de que, la queja adolece de importantes deficiencias formales-, el recurso extraordinario tampoco llena el recaudo básico del necesario autoabastecimiento. Es que, como tiene dicho la Corte, la autonomía no se logra con la expresión de una solución jurídica contraria a la de los jueces, cuando ella no atiende ni controvierte los argumentos que sustentan el decisorio apelado el ejecutado no replica ninguna de las respuestas que el Superior Tribunal dio a cada uno de sus planteos, signadas por los limites que caracterizan al juicio ejecutivo, fundamentalmente, la proscripción del debate en torno a la causa. De tal manera, las observaciones formuladas devienen extrañas a esta instancia excepcional; desde que, los eventuales yerros, no condujeron al terreno de lo irrazonable. Cabe recordar también que no estamos ante una apelación que habilite a enderezar lo opinable, ni aún el desacierto mismo. Con ello, sea cual fuere la propia visión acerca de la mejor forma de zanjar este debate, no corresponde entrar aquí en ese orden de consideraciones. Al contrario, conforme a lo establecido por esa Corte, la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la apreciación de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa; y, en tal sentido, esa Corte no es -salvo en el recurso ordinario-, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar dichas cuestiones.


    Mega Corp S.R.L. c/ Solivellas, Adela s/ Cobro de pesos


    M. 103, L. XLIV, 11 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Quiebra requerida para malograr los derechos de sus acreedores: fraude procesal. Recurso de queja deducido por Fiscal General. Principio de unidad de acción del Ministerio Público Fiscal. Mantiene la queja.


    Conforme lo ha sostenido la Procuración General en situaciones análogas, el principio de unidad que caracteriza la actuación del Ministerio Público y que confluye en el reconocimiento de la Procuración General de la Nación como órgano supremo y de control de tal actividad, importa un óbice a la posibilidad de efectuar en un caso como el presente, una suerte de desdoblamiento de la singular personalidad de esta magistratura. En atención a ello, y con el propósito de mantener la unidad en el accionar de esta institución y de no incurrir en desmedro del derecho de defensa de la contraparte, cabe sostener el recurso deducido por la Sra. Fiscal de Cámara, pues dictaminar favorablemente sobre el fondo de la materia en recurso implicaría duplicar el ejercicio recursivo por parte del Estado, quebrando la igualdad procesal de las partes.


    Bravo, Alicia Graciela s/ quiebra


    B. 1262, L. XLIII, 11 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Reclamo de pensión por fallecimiento del concubino. Sentencia arbitraria: falta de fundamentación. Afectación de garantías constitucionales.


    Si los agravios propuestos remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho procesal, ajenas por su naturaleza a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no impide la apertura del recurso cuando el estudio de los recaudos legales atinente a la fundamentación de las apelaciones se ha efectuado mediante afirmaciones dogmáticas y el tribunal ha omitido el tratamiento de temas conducentes para la adecuada solución del litigio, todo lo cual redunda en menoscabo de los derechos de defensa en juicio y de propiedad. Lo decidido no condice con la extrema cautela con que los jueces deben analizar los casos de ésta índole. Máxime, cuando surge del pronunciamiento confirmado por el Superior, que el tiempo que restaba por corroborar para el cumplimiento del requisito del artículo 53 mencionado, era el de solamente noventa días, circunstancia que imponía extremar el estudio de las pruebas aportadas, toda vez que nos encontramos ante un beneficio de naturaleza alimentaria.


    Richetti, María Fernanda s/ información sumaria


    R. 951, L. XL, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Pedido de excarcelación. Duración de la prisión cautelar. Garantía de plazo razonable.


    En cuanto a la duración de la prisión cautelar prevista en el artículo 1 de la ley 24.390 (según la redacción de la ley 25.430), corresponde seguir los principios establecidos que entienden que, el "plazo fijo" del que habla esa ley no es de aplicación automática, sino que debe ser conjugado con la garantía de plazo razonable y las circunstancias concretas de la causa.


    Iparraguirre, Raquel Eugenia s/ Causa nº 1.304


    I. 129, L. XLIII, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 329:3054, 329:3488 y 330:3483 (con remisión a los fundamentos y conclusiones de los dictámenes de Procuración General emitidos los días 13 de marzo de 2005, 15 de abril de 2005 y 1 de febrero de 2007, respectivamente),


    Rodríguez, Eduardo Santiago c/ Aguirre, Segundo Omar y otro s/ Daños y perjuicios


    R. 789, L. XLIII, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la sentencia de la CSJN dictada en autos S. 3053, L. XXXVIII "Sisterna, Ramón Silvano c/ Anses", de fecha 07 de febrero de 2006.


    Plyntiuk, Peynta Ana c/ A.N.Se.S. s/ jubilación por invalidez


    P. 1812, L. XLI, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos F. 1549; L. XL "Flores Ramón y otros c/ Agua y Energía Eléctrica y/o Poder Ejecutivo Nacional y otro".


    Pérez, Narciso y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía


    P. 1292, L. XLIII, 02 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos G. 2242, L. XLII "Guerinau, Horacio Laurindo c/ Gobierno de la Pcia. de Tucumán", del 27 de junio de 2008.


    De Majo, Raúl c/ Provincia de Tucumán s/ Contencioso administrativo


    D. 658, L. XLIII, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S 1042, L. XLII, “Sosa, Nidia Raquel c/ Banco Provincia del Neuquén”, en el día de la fecha.


    Álvez, Norma Beatriz c/ Banco de la Provincia del Neuquén s/ Cobro de haberes


    A. 1716, L. XLII, 30 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S 1042, L. XLII, “Sosa, Nidia Raquel c/ Banco Provincia del Neuquén”, en el día de la fecha.


    Bandieri, Ricardo Aníbal c/ Banco de la Provincia del Neuquén s/ Despido


    B. 482, L. XLIII, 30 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S 1042, L. XLII, “Sosa, Nidia Raquel c/ Banco Provincia del Neuquén”, en el día de la fecha.


    Laurente, Diana Beatriz c/ Banco de la Provincia del Neuquén s/ despido


    L. 1124, L. XLII, 30 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos R. 188, L. XLII, Recurso de hecho deducido por American Bankers Argentina Compañía de Seguros en "Reyes, Virginia c/ Estado Nacional".


    Reyes, Virginia c/ Estado Nacional s/ Amparo


    R. 528, L. XLII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos V. 475, L. XLIII, caratulados: "V., L. E. y otros c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo".


    V., L. E. y otros c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas con Discapacidad y otro s/ Amparo


    V. 470, L. XLIII, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en F 472 L. XLIV "Fanello Norberto c/ Fondo Compensador de Jubilados y Pensionados Telefónicos".


    Chipoletta, José María c/ Fondo Compensador para Jubilados y Pensionados Telefónicos


    C. 918, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en F Nº 142 L. XLI "Fernández, José y otros c/ Sindicato de Accionistas de PPP de Telecom".


    Berbotto, Nilda Elena y otros c/ PPP de Telecom Argentina Stet France Telecom S.A.


    B. 337, L. XLIV, 16 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos B 337 L. XLIV "Berbotto, Nilda E. y otros c/ PPP de Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. y otro".


    Dure, Edie Walter y otros c/ PPP de Telecom Argentina S.A.


    D. 182, L. XLIV, 16 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en C. 1026, L. XLIII, "Chimbo, Juan Oscar y otros c/ Ferrocarril General Belgrano S.A. s/ diferencia de indemnización".


    Enguerre, Ramón B. c/ Ferrocarril General Belgrano S.A. s/ Apelación


    E. 164, L. XLIII, 21 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. Nº 2178/41 “Santillán, Felipe c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales SA y otros s/ part. accionariado obrero”


    Caneo, Marco Adolfo c/ Y.P.F. S.A. y otro


    C. 1577, L. XLIII, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos G. 232; L.XXXVII "García, Antonio c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba" y sentencia de fecha 24 de abril de 2003.


    Bogetti de Cabaglio, Yoli G. c/ Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Córdoba


    B. 1053, L. XLIII, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en autos G. 2857, L. XL; “González Triay, Roberto s/ inconstitucionalidad”, en fecha 13/11/07.


    Osudar, Pedro s/ Acción de inconstitucionalidad


    O. 531, L. XL, 30 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a R. 2, L. XLII; "Rojas, Rodolfo c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia", decisión del 16/09/08.


    Twaska, Roberto Mario c/ Estado Nacional-Ministerio de Justicia y Derechos Humanos-Servicio Penitenciario Federal s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    T. 855, L. XLII, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Reparación integral del daño: corresponde a la vía civil. Desistimiento expreso del demandante de la aplicación de la ley 24.557 (LRT) omitido por el magistrado: sentencia arbitraria.


    Cobra relevancia para el caso la circunstancia que el reclamante en su demanda resistió expresamente, la aplicación del sistema especial de la ley 24.557, peticionando la declaración de inconstitucionalidad del artículo 39, apartado 1°, de la ley 24.557, del precitado dispositivo y reclamó con fundamento en la reparación integral por daños que lo afectan en su vida de relación. Cabe tener presente, en este caso, lo manifestado por la Corte al examinar los alcances reparadores que establecen las normas del Código Civil, con referencia a un infortunio laboral, en orden a que la "...incapacidad debe ser objeto de reparación, al margen de lo que pueda corresponder por el menoscabo de [la] actividad productiva y por el daño moral, pues la integridad física en sí misma tiene un valor indemnizable... "


    Caballero, Pedro Germán c/ Ottomando, Horacio Raúl y otra s/ Accidente


    C. 361, L. XLIII, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal.


    F., Juan José s/ Causa n° 8655


    F. 288, L. XLIV, 27 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: error al fundamentar con documentación desconocida por la parte. Afectación de la garantía de defensa en juicio.


    El recurrente se ha agraviado de temas que hacen procedente el remedio intentado por vía de la doctrina de la arbitrariedad invocada, pues la garantía de la defensa en juicio no sólo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas, sino también, la de obtener una sentencia que sea una derivación razonada del derecho vigente en relación a los hechos demostrados en el proceso (Fallos 310:302; 319:2262; entre otros). Le asiste razón, pues el a-quo no tomó en cuenta que el acta en la que basó su decisión es de fecha posterior a la apelación interpuesta ante su estrado por la recurrente.


    Transpetrol Sur S.R.L. c/ A.F.I.P. - D.G.I. s/ impugnación de deuda


    T. 506, L. XLII, 07 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: falta de valoración de los hechos y de la prueba. Admisibilidad de la queja.


    La Corte tiene reiteradamente resuelto que las cuestiones como las aquí planteadas son ajenas, como regla y por su naturaleza a la vía del artículo 14, de la ley 48, razón que habilitaría su desestimación. Mas en el caso, el recurrente se ha agraviado de temas que harían procedente el remedio federal por vía de la doctrina de la arbitrariedad, pues la garantía de defensa en juicio no sólo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas sino, también, la de obtener una sentencia que sea derivación razonada del derecho vigente en relación a los hechos demostrados en el proceso. En este orden, asiste razón al presentante al tachar la sentencia de arbitraria, en tanto no se advierte que la Sala haya valorado, siquiera en forma mínima, lo atinente al inmueble ofrecido en garantía de la pretensión fiscal, como así también prescindió, sin dar razón alguna, de la prueba aportada en sustento de la falta de liquidez alegada por el actor, a fin de poder afrontar el pago exigido. La circunstancia descripta basta para descalificar el acto de juzgador como acto judicial.


    Vaccaro, Daniel Enrique y Vaccaro, César Gustavo c/ A.F.I.P. - D.G.I. s/ impugnación de deuda


    V. 208, L. XLII, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: omisión de tratamiento de cuestiones conducentes, falta de fundamentación.


    La tacha de arbitrariedad se configura en el sub lite por cuanto el Juzgador ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, que eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio. El a quo omite dar respuesta a los planteos referidos al desconocimiento del procedimiento tributario aplicable a supuestos de determinación del impuesto por el contribuyente, que lo hacen responsable por el gravamen declarado y cuyo monto no podrá reducir, salvo errores de cálculo y a la inversión de la carga de la prueba, en directa relación con la naturaleza de las declaraciones juradas impositivas. Cuestión que se encarece por cuanto la AFIP cuestionó la prueba acompañada por el Síndico, consistente en ciertas planillas de asientos globales, por su falta de respaldo documental.


    Simón, Dante A. s/ Concurso preventivo s/ Recurso de revisión


    S. 1575, L. XLI, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia que se basa en doctrina de la Corte. Recurso de queja no autosuficiente. Ausencia de violación de garantías constitucionales.


    La Sala se valió exclusivamente de argumentos extraídos de pronunciamiento de la Corte. Mas los escuetos y genéricos agravios del recurrente en ningún momento se hacen cargo de este aspecto central; con lo cual, el recurso no logra superar el recaudo preliminar de autosuficiencia. Desde otra perspectiva, las circunstancias expuestas por el propio interesado, demuestran que éste cuenta con otras vías de acceso a la justicia. En efecto de su propio relato cabe inferir que su situación fáctico-jurídica, no le genera en este caso una imposibilidad o grave dificultad en orden a la previsión y organización de su defensa. Dado que la resolución impugnada no juzga sobre la competencia, aquella no ha hecho decaer insalvablemente el ejercicio del derecho a la jurisdicción, con privación internacional de justicia, en desmedro de la garantía de defensa en juicio consagrada por nuestra Carta Magna.


    Hanfling, Isaac Gabriel c/ Katcips, Alessandra s/ inhibitoria


    H. 144, L. XLIV, 12 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Requisitos de Admisibilidad


    Agravios que sólo traducen una discrepancia sobre la forma en que fueron apreciados y fijados los hechos y las pruebas de la causa: materia ajena a la instancia extraordinaria. Inexistencia de arbitrariedad. Desestimación del recurso de queja.


    La crítica del recurrente se limita a intentar proponer una determinada solución jurídica en una materia cuya revisión resulta por regla ajena a esta instancia extraordinaria, en tanto sus agravios sólo traducen una discrepancia sobre la forma en que fueron apreciados y fijados los hechos y las pruebas de la causa, aspectos que en la medida que fueron adecuadamente tratados y resueltos, tanto por el tribunal de juicio, como por la Cámara de Casación con argumentos de igual naturaleza, independientemente de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad.


    L., Luis Alberto s/ Infracción art. 296 del C.P. -causa nº 7836-


    L. 657, L. XLIII, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Ausencia de sentencia definitiva: pronunciamientos que rechazan nulidades por vicios de procedimiento. Carencia de fundamentación autónoma: reiteración de los argumentos desarrollados en anteriores apelaciones.


    Las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal, no reúnen, por regla, el requisito de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48. Así ocurre respecto de los pronunciamientos que rechazan nulidades por vicios de procedimiento y el recurrente no demuestra que estos defectos no puedan repararse por otras vías. Asimismo, el recurso carece de la debida autonomía que exige el artículo 15 de la ley 48, en tanto los tribunales provinciales dieron suficientes respuestas, basadas en la interpretación de las normas de procedimiento local, que la parte, con la reiteración de los argumentos desarrollados en sus anteriores apelaciones, no logra refutar y que, más allá de su acierto o error, no parecen arbitrarias.


    R. F., Raúl y otros s/ fraude a la administración pública -causa nº 26.853/06-


    R. 958, L. XLIII, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Falta de fundamentación del recurso de casación interpuesto por la defensa.


    Puesto que el recurso de casación de la defensa pecó, en definitiva, de falta de fundamentación, podemos conformarnos con una repetición textual, frente a la posibilidad de una respuesta que, tras una presunta originalidad, apenas disimule la redundancia, pues nada puede agregar el tribunal de casación cuando el de sentencia refutó en detalle todos los planteos y no hubo enfoques inéditos por parte de la defensa. Por lo expuesto, se rechaza la queja.


    Recurso de hecho de la defensa de M., Oscar Horacio, en los autos: "M., Liliana T., S., Marcelo G. y M., Oscar H. s/ Fraude a la administración pública s/ Recurso de casación"


    M. 1229, L. XLIII, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Presentación directa: fundamentación autónoma.


    Tiene dicho el Tribunal que, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 15 de la ley 48, la presentación directa debe contar con fundamentación autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en el auto denegatorio del remedio extraordinario, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a quo decidió rechazarlo.


    G., Carlos Alberto y otro s/ Infracción ley 255 -causa nº 4066/05-


    G. 1378, L. XLIII, 05 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de queja por denegación del recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad. Fundamentación autónoma.


    La queja por denegación de recurso extraordinario debe contar con fundamentación autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en el auto denegatorio del remedio extraordinario, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a quo decidió rechazarlo. La queja no satisface dicha exigencia si a pesar de que el a quo rechazó la apelación con base en la ausencia del requisito de sentencia definitiva previsto en el artículo 14 de la ley 48, y en la omisión de demostrar la configuración de un gravamen de imposible reparación ulterior, la defensa no se hizo cargo de refutar ese razonamiento y se limitó a criticar, mediante afirmaciones genéricas y dogmáticas, argumentos con los que el fallo no cuenta, relativos a la configuración de una cuestión federal. Además, si el a quo consideró prematuro el sobreseimiento del imputado que se apoyó únicamente en las actas de la prevención y un informe socio-ambiental, y sostuvo la posibilidad de despejar la eventual incertidumbre acerca del destino de los estupefacientes incautados mediante determinadas medidas y actos procesales, y siendo que el recurrente tampoco se ocupó de cuestionar la pertinencia y utilidad de aquéllas, cabe concluir que la resolución apelada cuenta con fundamentos suficientes que impiden su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, por lo que corresponde desestimar la queja interpuesta.


    B., Alexis Matías s/ Infracción ley 23.737 -Causa Nº 6458/05-


    B. 2136, L. XLII, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad de la queja por denegación del fuero federal. Ausencia de requisitos necesarios para la apertura del recurso.


    La Corte tiene reiteradamente dicho que la declaración de competencia en favor de jueces nacionales no constituye denegatoria de específico privilegio federal que autorice la concesión del recurso extraordinario dado que los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República -entre los cuales cabe incluir a los de la Justicia Nacional en lo Civil- revisten el mismo carácter nacional.


    Da Cunha, Virginia c/ Yahoo de Argentina y otro s/ daños y perjuicios


    D. 86, L. XLIV, 06 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Incumplimiento de contrato. Cuestiones ajenas al recurso. Ausencia de arbitrariedad. Agravios insuficientes. Mera discrepancia con la sentencia. Rechazo recurso de queja.


    El a quo abordó la descripción y la calificación de cada una de las circunstancias relevantes, y lo hizo a partir de una concepción que dota al fallo de unidad conceptual. La postura adoptada por el a quo no exhibe desaciertos groseros en cuanto al encuadre de la relación jurídica, y se ajusta razonablemente a las constancias de la causa. Y si esto es así, los agravios vertidos no pasan de ser diferencias con el criterio interpretativo de los jueces, en punto a posibles errores de apreciación -en un terreno no federal-, inconducentes en esta instancia. Las conclusiones del a quo no fueron refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación o exceso en el decisorio. Los jueces no están obligados a seguir a las partes en sus invocaciones jurídicas, examinando todos y cada uno de los elementos argumentativos y probatorios traídos por las partes, sino que deben decidir los asuntos que les son sometidos, con aplicación de los preceptos positivos y las herramientas interpretativas que consideren adecuados al caso, sin necesidad de apegarse a los que postulen los litigantes. No se ha acreditado con el rigor exigible, la cualidad excepcional de los vicios acusados, requisito ineludible para la apertura del recurso.


    Fretes, Lucrecia María c/ Schammas, Ricardo Darío


    F. 198, L. XLIII, 10 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal


    Remisión a "S.C. B. 1694, L. XXXIX Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986" y a "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria" (S.C. R. 320, L.XLII).


    Habida cuenta que las cuestiones materia de recurso, resultan sustancialmente análogas a las estudiadas por la Procuración General en la causa "S.C. B. 1694, L. XXXIX Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986", de fecha 7 de diciembre de 2005, en beneficio de la brevedad, corresponde remitirse a los fundamentos y consideraciones del mencionado dictamen -en particular, a los puntos III, IV, VII, VIII, XI y XII, y en lo pertinente a "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria" (S.C. R. 320, L.XLII) del 8 de febrero de 2007, en cuanto el presente caso trata sobre un contrato personal no vinculado con la seguridad social, tal como la Procuración General se ha expedido en precedentes: N. 71, L. XL Navas Graciela Haydee c/ P.E.N. Decretos 570/01, 214/02 y otro s/ Acción de Amparo; R. 785, L. XL Roldan, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo - Inconstitucionalidad; V. 589, L. XXXIX; Vega Ramón Vicente c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo; C. 1353, L. XL; Careggio Adrián Fernando c/ PEN - Ley 25.561 decretos 1570/01 y decreto 214 s/ Amparo; L. n° 332, L. XXXIX; Laborde, María del Carmen y otro c/ PEN y otros s/ Amparo; R. 710, L. XL Rodríguez, Armando c/ Metropolitan Life Seguros de Retiro S.A. S/ sumarísimo; Z. 18, L. XL; Zaitone María E. c/ PEN s/ Amparo Ley 16.986, dictamen del 27 de diciembre de 2005; y D. nº 1811, L. XLI; Dolhare, Mariano c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo, dictamen del 3 de abril de 2006 y G. nº 1828, L. XLI; Gutnisky Abraham y otros c/ Siembra Cía. de Seguros de Retiro SA s/ Amparo, dictamen del 5 de julio de 2006.


    Villaver, Benjamín Osvaldo c/ Metropolitan Life Seguros De Vida S.A. s/ incumplimiento de contrato


    V. 42, L. XLIV, 10 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Carencia de objeto actual: pronunciamiento abstracto.


    Si lo demandado carece de objeto actual, su decisión es inoficiosa. No bastaría para sostener la existencia de un eventual gravamen, la alegación de los efectos que la sanción cumplida pudiere tener en caso de una nueva infracción, pues éste es un hecho contingente e incierto, cuya posibilidad no obsta a que el pronunciamiento de la Corte, en el momento actual, fuera abstracto.


    M., Rodrigo Félix s/ Infracción art. 56 CC - Apelación - Causa Nº 4993/06


    M. 993, L. XLIII, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Como medida para mejor dictaminar, solicita remisión de los expedientes administrativos.


    Orias, Raúl c/ Universidad Nacional de Río Cuarto s/ Demanda ordinaria.


    O. 547, L. XLII, 22 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto sin interés institucional o de orden público que amerite que la Procuración General de la Nación se pronuncie al respecto.


    Romagnoli, Dante c/ Acindar S.A. s/ Cobro de pesos - Laboral.


    R. 178, L. XLIII, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestión abstracta.


    La cuestión planteada devino abstracta y, por ende, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte al respecto.


    R., David Alberto s/ Libertad condicional


    R. 668, L. XLIII, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestión planteada que devino abstracta.


    Dado que la cuestión planteada en estas actuaciones devino abstracta, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte al respecto.


    C., Juan Pablo s/ Libertad condicional


    C. 743, L. XLIII, 12 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestión planteada que devino abstracta.


    La cuestión planteada en estas actuaciones devino abstracta y, por ende, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte al respecto.


    M., Miguel Ángel s/ Libertad condicional


    M. 1317, L. XLIII, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestión que devino abstracta.


    Toda vez que las decisiones de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se las dicta, aunque aquéllas sean sobrevivientes a la interposición del remedio federal, la Corte debe declarar abstracta la cuestión planteada en las presentes actuaciones. Ello debido a que la libertad condicional por la que se interpuso el remedio federal ya ha sido otorgada.


    R., Pablo Ramón s/ Libertad condicional


    R. 1019, L. XLII, 22 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho de defensa: traslado del recurso extraordinario al síndico de la quiebra.


    A fin de resguardar el derecho de defensa y el interés de los acreedores en la quiebra de aquélla, se deje sin efecto la resolución de la cámara de fs. 81 y se devuelvan las actuaciones al tribunal apelado a fin de que, por quien corresponda, corra traslado del recurso extraordinario al síndico de la quiebra y, con posterioridad, dicte, en su caso, nueva resolución sobre la concesión o denegación del aludido recurso.


    Empresa Godoy S.R.L. c/ Disposición 1476/00 - C.N.R.T. (Expte. 1111/96).


    E. 455, L. XLI, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Extinción de la acción penal durante el trámite de las actuaciones ante la Corte. Cuestión que devino abstracta.


    En los casos en que de las actuaciones surja que se declaró prescripta la acción penal y, en consecuencia, devino abstracta la cuestión planteada, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte al respecto.


    G., Claudio Raúl s/ Recurso extraordinario


    G. 888, L. XLIII, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Extinción de la acción penal durante el trámite de las actuaciones ante la Corte. Cuestión que devino abstracta.


    En los casos en que de las actuaciones surja que se declaró prescripta la acción penal y, en consecuencia, devino abstracta la cuestión planteada, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte al respecto.


    M., Guillermo Sebastián s/ Recurso de casación


    M. 1425, L. XLIII, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Incidencia en estas actuaciones de lo decidido en otra causa.


    Se corre nuevamente vista a este Ministerio Público a fin de que dictamine sobre la incidencia que podría tener en estas actuaciones lo decidido por el Tribunal en la causa A.216.XXXVIII, Originario "Agrar S.A. c/ Santa Fe, Provincia de y otra s/ daños y perjuicios", sentencia del 5 de junio de 2007. El criterio allí sentado por la Corte no resulta aplicable al sub lite, toda vez que -a diferencia de aquélla- las Provincias de Jujuy, Salta y Catamarca conforman un litisconsorcio pasivo necesario, en los términos del art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En efecto, la naturaleza de la situación jurídica controvertida impone esta solución, en la medida en que la sentencia no podría pronunciarse útilmente sino con relación a todos los estados locales bajo cuyas jurisdicciones se encuentra el bien objeto del litigio (confr. sentencia in re M.579, L.XXXIII, Originario, "Molina, Ramón Hugo del Tránsito y otros el Jujuy, Provincia de y otros s/ Restitución de inmueble", del 7 de mayo de 1998). El expediente debe continuar su trámite ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Molina, Ramón Hugo del Tránsito y otros c/ Jujuy, provincia de y otros (Salta, Catamarca y Estado Nacional) s/ Reivindicación.


    M. 2888, L. XL, 26 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de la queja.


    Mantenimiento de la queja a efectos de que la Corte pueda pronunciarse.


    R., Diego Hernán s/ Causa 7247


    R. 732, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de las cuestiones oportunamente introducidas.


    No procede la apelación federal respecto de las cuestiones que, sin perjuicio de haber sido oportunamente introducidas, no son mantenidas a lo largo de todo del proceso.


    C., Adriana s/ Robo con armas en tentativa


    C. 637, L. XLIII, 12 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Necesidad de contar con diversas constancias invocadas en el recurso extraordinario antes de dictaminar.


    De un detenido análisis de las actuaciones surge la necesidad de contar con diversas constancias invocadas en el recurso extraordinario, como el procesamiento y prisión preventiva dictado en la causa n° 11.985 del Juzgado Nacional en lo Penal Económico N° 4, Secretaría 7, así como también con lo resuelto por el tribunal a quo en los recursos de queja por apelación denegada y casación deducidos por los imputados contra dicho auto.


    M., Jorge Pablo s/ Recurso de casación


    M. 1207, L. XLIII, 24 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Nueva normativa. Traslado a la parte contraria. Circunstancias existentes al momento del recurso.


    Solicito a la Corte que, en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado al demandado, a fin de que manifieste lo que considere pertinente sobre esta nueva disposición, en el entendimiento de que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido proceso legal-principio cardinal por el cual debo velar (conf. art 25, inc. h, de la ley 24.946) y, por el otro, la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.


    Edesal c/ Estado Nacional s/ Nulidad.


    E. 111, L. XXXVII, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Nueva normativa. Traslado a la parte contraria. Circunstancias existentes al momento del recurso.


    Solicito a la Corte que, en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado al demandado, a fin de que manifieste lo que considere pertinente sobre esta nueva disposición, en el entendimiento de que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido proceso legal-principio cardinal por el cual debo velar (conf. art 25, inc. h, de la ley 24.946) y, por el otro, la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.


    Edesal S.A. c/ Estado Nacional (citada como tercero provincia de San Luis) s/ Impugnación de actos administrativos.


    E. 137, L. XXXVII, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Nueva normativa. Traslado a la parte contraria. Circunstancias existentes al momento del recurso.


    Solicito a la Corte que, en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado al demandado, a fin de que manifieste lo que considere pertinente sobre esta nueva disposición, en el entendimiento de que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido proceso legal-principio cardinal por el cual debo velar (conf. art 25, inc. h, de la ley 24.946) y, por el otro, la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.


    Edesal S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) y otra s/ Impugnación de actos administrativos.


    E. 8, L. XXXVIII, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Nueva normativa. Traslado a la parte contraria. Circunstancias existentes al momento del recurso.


    Solicito a la Corte que, en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado al demandado, a fin de que manifieste lo que considere pertinente sobre esta nueva disposición, en el entendimiento de que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido proceso legal-principio cardinal por el cual debo velar (conf. art 25, inc. h, de la ley 24.946) y, por el otro, la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.


    Edesal S.A. c/ San Luis, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Nulidad de actos administrativos.


    E. 429, L. XL, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Nueva normativa. Traslado a la parte contraria. Circunstancias existentes al momento del recurso.


    Solicito a la Corte que, en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado al demandado, a fin de que manifieste lo que considere pertinente sobre esta nueva disposición, en el entendimiento de que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido proceso legal-principio cardinal por el cual debo velar (conf. art 25, inc. h, de la ley 24.946) y, por el otro, la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.


    Empresa Distribuidora de Energía Norte S.A. (Eden S.A.) c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ ordinario


    E. 274, L. XXXVIII, 25 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Nueva vista de causa. Mantenimiento de conclusiones del dictamen anterior.


    No resulta menester que me expida nuevamente pues, a mi modo de ver, lo dictaminado oportunamente no se ve alterado por la sanción de la referida ley 26.217, puesto que ella prorroga la vigencia del derecho a la exportación de hidrocarburos creado por el art. 6° de la ley 25.561 y a establecer que éste se destinara a la consolidación de la sustentabilidad del programa fiscal y económico.


    Neuquén, provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    N. 306, L. XLI, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal. Constitucionalidad del art. 121 inc. "c" de la ley 24.660. Remisión a lo dictaminado en autos M. 821, XLIII "Méndez Daniel Roberto s/ Recurso de casación".


    L., Leonardo Sebastián s/ Recurso de casación


    L. 913, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX.


    B., Teresa Verónica s/ Causa Nº 8865


    B. 554, L. XLIV, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en los autos "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX.


    A., Ricardo Esteban s/ Recurso de casación


    A. 2013, L. XLII, 24 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en los autos "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX.


    B., Juan Manuel s/ Recurso de casación


    B. 807, L. XLIII, 24 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en los autos "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX.


    C., Marcelo Antonio s/ Causa Nº 2143


    C. 987, L. XLIII, 09 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en los autos "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX.


    D. S., Sebastián Diego Orlando s/ Recurso de casación


    D. 398, L. XLIV, 14 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en los autos "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX.


    P., Cristian Leonel y otro s/ Recurso de casación


    P. 810, L. XLIII, 14 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en los autos caratulados "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX.


    M. R. A., Elena s/ Causa Nº 7703


    M. 1285, L. XLIII, 14 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Cómputo de pena. Anterior resolución de la Corte Suprema, que podrían dejar sin efecto los planteos introducidos.


    No cabe duda entonces, que lo resuelto en tal sentido por la Corte implicó anular el cómputo cuya impugnación se persigue, y que eventualmente, corresponderá practicar uno nuevo a resultas de lo que ocurra con el planteo de la defensa respecto de la sentencia de condena que, de prosperar, podría incluso tornar insustancial toda decisión acerca de la posible aplicación de la ley 24.390.


    R., Luis Guillermo s/ Homicidio calificado reiterado, etc. -causa n° 7/2004-


    R. 740, L. XLI, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Imposición de multa a cadena de supermercados. Remisión a lo dictaminado en autos "Carrefour Argentina S.A. s/ inf. ley 22.802", letra C, 3130 L. XLII.


    C. A. S.R.L. c/ Ministerio de Economía y Producción - Secretaría de Coordinación Técnica s/ Ley 22.802


    C. 2011, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Imposición de multa a cadena de supermercados. Remisión a lo dictaminado en autos "Carrefour Argentina S.A. s/ inf. ley 22.802", letra C, 3130 L. XLII.


    C. S.A. c/ Ministerio de Economía y Producción - Secretaría de Coordinación Técnica s/ 22.802


    C. 2012, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Remisión a autos caratulados "Arce, Enrique Herminio s/ Homicidio gravado al ser cometido con ensañamiento, etc.", causa 112, letra A, libro XLI.


    R., Luis Alberto s/ Robo con armas, homicidio agravado en grado de tentativa, etc. -causa nº 2043/2184-


    R. 1297, L. XLII, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Remisión a autos M. 821, XLIII "Méndez, Daniel Roberto s/ Recurso de casación".


    L., Marcelo Martín s/ Causa n° 8205


    L. 51, L. XLIV, 04 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario. Remisión a causa caratulada "Falabella S.A. s/ ley 22.802" Letra F 1415, Libro XL.


    D. S.A. s/ Ley 22.802


    D. 978, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario. Remisión a causa Letra D, 707, Libro XLII, caratulada "Disco S.A. s/ Apela multa".


    D. S.A. s/ Apela multa (ley 22.802)


    D. 332, L. XLIII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos "Disco S.A. (City Bell)", letra D, nº 1607, libro XL.


    Disco S.A. (La Plata Calle 45 N° 377) s/ Inf. Ley 22.802


    D. 204, L. XLI, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos caratulados "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, L. XXXIX.


    B., Juan Emmanuel s/ Causa N° 7314


    B. 707, L. XLIII, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos caratulados "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, Libro XXXIX.


    F., Claudio Esteban s/ Recurso de casación


    F. 160, L. XLIV, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos caratulados "Disco S.A. s/ Apela multa", letra D, 709, Libro XLII.


    W. M. A. S.A. s/ Infrac. ley 22.802


    W. 42, L. XLI, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos caratulados "Saavedra, Martín Andrés y otros s/ Ley 23.737 -causa N° 7081-" (S. 1354, L. XLII)


    S., Lorena Verónica y otros s/ Recurso de casación


    S. 284, L. XLIII, 27 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos caratulados "Sandez, Juana s/ pta. inf. ley 23.737 -causa n° 22/04-", Letra S, 576, libro XLIII.


    B., Ezequiel Omar s/ Causa N° 7120


    B. 795, L. XLIII, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos caratulados "Wal Mart Argentina S.A. s/ Apela multa", Letra W, 150, L. XLII.


    W. M. A. S.A. s/ Inf. ley 22.802


    W. 33, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos M. 821, XLIII III re "Méndez, Daniel Roberto s/ Recurso de casación".


    B., Liliana Lidia s/ Causa N° 7258


    B. 576, L. XLIII, 22 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa C. 2975, L. XXIX, "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación"


    L., María Rosa s/ Recurso de casación


    L. 275, L. XLIII, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa C. 2975, LXXXIX, "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación".


    S., Agustín Luis s/ Causa nº 29.366


    S. 662, L. XLIII, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa caratulada "Disco S.A. s/ Apela multa" Letra D 709, Libro XLII.


    D. S.A. s/ Apela multa


    D. 1049, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa caratulada "Disco S.A. s/ Apela multa" Letra D. 709, Libro XLII.


    D. S.A. s/ Infracción ley 22.802


    D. 1757, L. XL, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa Letra D 707, Libro XLII, caratulada "Disco S.A. s/ Apela multa".


    C. S.A. s/ Inf. ley 22.802


    C. 1328, L. XLI, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario. Remisión a los autos "Carrefour Arg. S.A. s/ Apela multa (ley 22.802), causa 1692, letra C, libro XLII.


    D. S.A. s/ Apela multa


    D. 709, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Remisión a M. 821, XLIII "Méndez, Daniel Roberto s/ Recurso de casación".


    H., José Luis s/ Causa N° 8631


    H. 34, L. XLIV, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión L.1571, L.XLI. "Lorenzo, Rodolfo Armando c/ Poder Ejecutivo Nacional", B.77, L.XLI. "Bisso, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional" y G.872, L.XLII. "Gersberg, Sara y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional".


    En atención al origen de la acreencia (indemnizaciones de la ley 24.411), también resultaría de aplicación lo resuelto por el Tribunal el 11 de diciembre de 2007 en la causa Y.54, L.XXXIX. "Yáñez, Sandra Isabel c/ Estado Nacional - Banco Macro S.A. - suc. Salta s/ Amparo - medida cautelar".


    García, Mirta Susana c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561.


    G. 444, L. XLII, 10 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX; S.222, L. XL, "Solomiansky, Gerardo s/ Recurso de casación" y "Santos Caballero, María Isabel y otros s/ Recurso de casación", letra S, nº 1966, libro XLII.


    L., Marcelo y otro s/ Recurso de casación


    L. 981, L. XLIII, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa "Tripputi, Juan Pablo s/ Recurso extraordinario federal".


    A., Ariel s/ Causa nº 7548


    A. 31, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. 1279, L. XLIII, "Salvucci, Jorge Luis s/ homicidio culposo - Causa Nº 164/05".


    B., Luis Osvaldo s/ homicidio culposo - Causa Nº 214/04


    B. 22, L. XLIV, 30 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a los autos caratulados "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa nº 2975, letra C, libro XXXIX; S.222, L. XL, "Solomiansky, Gerardo s/ Recurso de casación" y "Santos Caballero, María Isabel y otros s/ Recurso de casación", letra S, nº 1966, libro XLII.


    G., Adriana s/ Recurso extraordinario


    G. 718, L. XLIV, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a J. 6, L. XLIII, "Johnson & Johnson de Argentina S.A.C.E.1. c/ Deutsche Bank S.A. s/ Cumplimiento de contrato".


    Johnson & Johnson de Argentina S.A.C.I. c/ N.A. Sucursal Buenos Aires s/ Ordinario.


    J. 68, L. XLIII, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a J. Nº 6, L. XLIII, "Johnson & Johnson de Argentina S.A.C.E.I. c/ Deutsche Bank S.A. s/ Cumplimiento de contrato".


    Banco Europeo para América Latina c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ proceso de conocimiento


    B. 465, L. XLIII, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a J. Nº 6, L. XLIII, "Johnson & Johnson de Argentina S.A.C.E.I. c/ Deutsche Bank S.A. s/ Cumplimiento de contrato".


    Banco Europeo para América Latina S.A. c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Proceso de conocimiento.


    B. 334, L. XLIII, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a S 1042, L. XLII, "Sosa, Nidia Raquel c/ Banco Provincia del Neuquén".


    Berzano, Carlos Alberto c/ Banco Provincia del Neuquén s/ despido


    B. 1965, L. XLII, 30 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A. 2012, L. XLI, "Alaniz, Miguel Ángel c/ E.N. - Ministerio de Defensa - E.M.G.E. s/ personal militar y civil de las FFAA Y de Seg.".


    Leiro, Jorge c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - E.M.G.E. y otro s/ Daños y perjuicios.


    L. 52, L. XLIII, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A. 2012, L.XLI, "Alaniz, Miguel Ángel c/ E.N. - Ministerio de Defensa - E.M.G.E. s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Marinelli, Antonio Roque y otros c/ Estado Nacional - S.I.D.E. s/ Empleo Público.


    M. 522, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A. 2245, L.XLI, "Antártida Pesquera Industrial S.A. c/ Dirección General de Aduanas".


    Antártida Pesquera Industrial S.A. c/ Dirección General de Aduana s/ Recurso.


    A. 2048, L. XLI, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A. 501, L. XLIV, "Aguirre, Sergio Argentino c/ Estado Nacional - Ministerio Justicia Serv. Penitenciario Fed. s/ daños y perjuicios".


    Manrique, Ramón Roberto c/ Ministerio del Interior Policía Federal s/ Daños y perjuicios.


    M. 152, L. XLIV, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A.390, L. XLIII, "Aguas Argentinas S.A. c/ ETOSS -resol. 93/97, 16/98 s/ Proceso de conocimiento".


    Aguas Argentinas S.A. c/ ETOSS s/ Proceso de conocimiento.


    A. 298, L. XLIII, 17 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A.774, L.XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ daños y perjuicios".


    Ibarbuden, Hugo Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal y otro s/ Daños y perjuicios.


    I. 189, L. XLIII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión A.774, L.XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y Perjuicios".


    Lizardo, Diego Gabriel c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios.


    L. 700, L. XLIII, 07 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al precedente "Dieser" (Fallos 329:3034).


    R., Walter de la Cruz s/ Abuso sexual gravemente ultrajante y corrupción de menores


    R. 277, L. XLIV, 20 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión B. 828, L.XLIII, "Bridgestone Firestone Argentina S.A. (T.F. 16.674-A) c/ DGA".


    Cilindrex S.A. (TF 16171 - A) c/ Dirección General de Aduanas.


    C. 658, L. XLIII, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión B. 996, L. XLIII.


    Benettini, José Pedro c/ Lotería Nacional Sociedad del Estado s/ Laboral.


    B. 214, L. XLIII, 03 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión B.1503, L.XLI, "Bruglia, Roberto Oscar c/ A.N.A. s/ Empleo público".


    Arellano, Samuel c/ Estado Nacional - Sec. de Ingresos Públicos - A.N.A. s/ Empleo público.


    A. 1185, L. XLIII, 07 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 2583, L. XLI, "Cornejo, Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Ordinario".


    Aguilar, Jesús Aníbal y otro c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GNA - Dto. - 1290/02 s/ Personal civil y militar de la FF.AA. y de Seg.


    A. 920, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 721, L. XXXIX, "Colgate Palmolive Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Reckitt Benckiser Argentina S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    R. 215, L. XLI, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C.2.040, L.XLII, "Cooperativa de Trabajo Agrícola Colonia Barraquero Limitada (T.F. 20.241-1) c/ Dirección General Impositiva".


    Cooperativa Argentina Textil de Trabajo Limitada c/ DGI s/ Apelación.


    C. 2169, L. XLII, 23 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C.2040, L.XLII, "Cooperativa de Trabajo Agrícola C B Limitada (T.F. 20.241-1) c/ DGI".


    Cooperativa de Trabajo en Seguridad Integral Ufa Limitada c/ DGI.


    C. 569, L. XLIII, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C.486, L.XLIII, "Camaronera Patagónica S.A. c/ Ministerio de Economía y otros s/ Amparo".


    Pesquera Costa Brava S.R.L. c/ Ministerio de Economía s/ Amparo


    P. 295, L. XLIII, 01 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión causas L. 377, L. XLI., "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios"; A.1372, L. XXXVIII, "Aragón, Raúl Enrique c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Gendarmería Nacional s/ Daños y perjuicios y A.774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ daños y perjuicios".


    Sin perjuicio de lo decidido por el Tribunal en los citados precedentes, mantengo los términos de mi dictamen del 29 de marzo de 2007 en la ya mencionada causa "Andrada".


    Muñoz, Anabella Verónica y otros c/ Estado Nacional - Secretaría de Seguridad Gendarmería Nacional s/ Daños y perjuicios.


    M. 732, L. XLIII, 25 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la fecha en los autos I. 269, L. XXXII, "Irala Aguayo, Aundio c/ Tribunal de Cuentas de la Provincia de Formosa s/ daños y perjuicios" (Incidente de Ejecución de Honorarios).


    Irala Aguayo, Aundio c/ Tribunal de Cuentas de la Provincia de Formosa s/ Daños y perjuicios (cuaderno provisorio).


    I. 269, L. XXXII, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de los autos principales Q. 14, L. XLIV, "Querequeta, Marta Edith c/ Buenos Aires, Provincia de s/ daños y perjuicios".


    Querequeta, Marta Edith c/ Buenos Aires, provincia de s/ Daños y perjuicios.


    Q. 14, L. XLIV, 02 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha en el expediente M. 60, L. XLIII, "Municipalidad de Berazategui c/ Aguas Argentinas S.A.".


    Municipalidad de Berazategui c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Ordinario.


    M. 2695, L. XXXIX, 13 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha en el expediente M.60, L. XLIII, "Municipalidad de Berazategui c/ Aguas Argentinas S.A.".


    Municipalidad de Berazategui c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Ordinario.


    M. 2714, L. XXXIX, 13 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos A. 501, L. XLIV, "Aguirre, Sergio Argentino c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Serv. Penitenciario Fed. s/ daños y perjuicios".


    Zizzetta, Vicente c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Policía Federal s/ Daños y Perjuicios.


    Z. 17, L. XLIV, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos principales.


    Total Austral S.A. Suc. Argentina c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, provincia de s/ Apelación de la medida cautelar.


    T. 281, L. XLIII, 03 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos principales.


    Total Austral S.A. Suc. Argentina c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, provincia de s/ Incidente de medida cautelar.


    T. 281, L. XLIII, 03 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha, G. 1373, L. XLIII.


    Genini, Adolfo Domingo y otros c/ Estado Nacional - Secretaría de Minería de la Nación s/ Demanda laboral.


    G. 1369, L. XLIII, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha, M. 60, L. XLIII, "Municipalidad de Berazategui c/ Aguas Argentinas S.A.".


    Municipalidad de Berazategui c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Ordinario.


    M. 61, L. XLIII, 13 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen emitido en la causa P. 553, L. XLIV, de fecha 18/7/2008.


    P., C. F. s/ Insania - causa n° 11213/94.


    P. 631, L. XLIV, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen emitido por este Ministerio Público en el día de la fecha, in re N. 116, L. XLII, "Noroña, Nicolás c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Suárez, Roberto c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral.


    S. 578, L. XLII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen en los autos F. 29, L.XLII, "Fornara, Omar Alberto y otros c/ Municipalidad de Neuquén s/ Acción procesal administrativa" (rec. de queja deducido por la demandada).


    Wenk, Daniel Ricardo c/ Municipalidad de Neuquén s/ Acción procesal administrativa.


    W. 49, L. XLIII, 12 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión F. 1680, L. XLI, "Frías, Elio c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Barea, Ángel J. c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral.


    B. 2509, L. XLI, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión F. 1680, L. XLI, "Frías, Elio c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Cereda, Luis A. y otros c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral.


    C. 4644, L. XLI, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión F. 1680, L. XLI, "Frías, Elio c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Gómez Molina, Rafael c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral.


    G. 2477, L. XLI, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión F. 1680, L. XLI, "Frías, Elio c/ Ferrocarriles Argentinos s/ laboral".


    Marin, Martín E. c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral.


    M. 3522, L. XLI, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión F. 29, L.XLII, "Fomara, Omar Alberto y otros c/ Municipalidad de Neuquén s/ Acción procesal administrativa".


    Pérez, César Miguel y otros c/ Municipalidad del Neuquén s/ Acción procesal administrativa.


    P. 856, L. XLIII, 12 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión F. 613, L.XLIII, "Fisco de la Provincia de Corrientes c/ Natalio Acuña y contra el titular del Adrema KI-00469-3 y contra quien resulte responsable s/ Apremio".


    Fisco de la Provincia de Corrientes c/ Vigo, Francisco A. y/o Titular Adrema B1-00378-3 y/o quien resulte responsable s/ Apremio.


    F. 578, L. XLIII, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.".


    Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana". Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Bosco, Oscar Pedro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Hsbc - Macro) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 761, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Fallos: 329: 1040 ("Gulle").


    Villamon, Héctor Antonio c/ Lotería Nacional S.E. s/ Laboral.


    V. 193, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión G. 1530, L. XXXII, "Gorordo Allaria de Kralj, Haydeé María c/ Estado Nacional - Ministerio de Cultura y Educación (322:73)".


    Ramírez, Andrés Lionel c/ Estado Nacional - Secretaría Presidencia de la Nación s/ Empleo público.


    R. 341, L. XLIII, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión L. 1303, L. XLII, "Laboratorios Raffo S.A. c/ Municipalidad de Córdoba".


    Merck Sharp & Dohme (Argentina) Inc. c/ Municipalidad de Rio Cuarto s/ Demanda contencioso administrativo


    M. 944, L. XLIII, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión L. 816, L. XLI, "Ladefa S.A.C.I.F.E.P.A. c/ Río de la Plata TV S.A. de Teledifusión Comercial Industrial Financiera Canal 13".


    IBM Argentina S.A. c/ Gas del Estado Soc. de Estado (En Liq.) s/ Ordinario.


    I. 37, L. XLIV, 01 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión L.1571, L.XLI, "Lorenzo, Rodolfo Armando c/ Poder Ejecutivo Nacional", B.77, L.XLI, "Bisso, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional" y G.872, L.XLII, "Gersberg, Sara y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional".


    Pedro Arantes, Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561.


    P. 2124, L. XLI, 10 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión L.1571, L.XLI, "Lorenzo, Rodolfo Armando c/ Poder Ejecutivo Nacional", B.77, L.XLI, "Bisso, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional" y G.872, L.XLII, "Gersberg, Sara y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional".


    Torchia, Julio José c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo.


    T. 924, L. XLI, 10 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión L.1571, L.XLI, "Lorenzo, Rodolfo Armando c/ Poder Ejecutivo Nacional", B.77, L.XLI. "Bisso, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional" y G.872, L.XLII, "Gersberg, Sara y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional".


    En atención al origen de la acreencia (indemnizaciones de la ley 24.411), también resultaría de aplicación lo resuelto por el Tribunal el 11 de diciembre de 2007 en la causa Y.54, L.XXXIX, "Yáñez, Sandra Isabel c/ Estado Nacional - Banco Macro S.A. - Suc. Salta s/ Amparo - medida cautelar".


    Pedraza, Natalia y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561.


    P. 1628, L. XLI, 10 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión L.1571, L.XLI. "Lorenzo, Rodolfo Armando c/ Poder Ejecutivo Nacional", B.77, L.XLI. "Bisso, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional" y G.872, L.XLII. "Gersberg, Sara y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional".


    En atención al origen de la acreencia (indemnizaciones de la ley 24.411), también resultaría de aplicación lo resuelto por el Tribunal en la causa Y.54, L.XXXIX. "Yáñez, Sandra Isabel c/ Estado Nacional - Banco Macro S.A. - suc. Salta s/ Amparo - medida cautelar".


    Farías Moreno, José Ignacio Ramón y otros c/ P.E.N. - Ley 25.561, Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo ley 16.986


    F. 1015, L. XLI, 10 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión L.91, L.XLIII, "Lanera Austral S.A. (TF 13.912-A) c/ D.G.A.".


    Tan Co S.A. c/ D.G.A.


    T. 184, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión M. 1488, L.XXXVI, "Madorrán, Marta Cristina c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Reincorporación" y R. 129, L.XXXVII, "Ruiz, Emilio David c/ D.G.I. s/ despido".


    Aguerre, Miguel Ángel c/ ETOSS - Resol. 75/94 y 59/95 - y otro s/ Empleo público.


    A. 1387, L. XLIII, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión M. 953, L. XLIII, "Matus Asón, Francisco Javier c/ Comité Federal de Radiodifusión s/ Medida cautelar".


    Chicos S.R.L. c/ Comité Federal de Radiodifusión (COMFER) s/ Medida cautelar.


    C. 1177, L. XLIII, 07 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión M.60, L.XLIII. "Municipalidad de Berazategui c/ Aguas Argentinas S.A."


    Municipalidad de Berazategui c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Ordinario.


    M. 72, L. XLIII, 13 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión R. 1055, L. XLIII, "Renault Argentina S.A. (TF 19.292-A) c/ DGA".


    Petrobras Energía S.A. (TF 21531 - A) c/ Dirección General de Aduanas.


    P. 1142, L. XLIII, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión R. 551, L. XLIII.


    Rodríguez, Roberto Mario s/ Impugnación Art. 32 de la Ley 24.521 y Art. 25 Inc. D de la Ley 19.549.


    R. 506, L. XLIII, 11 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión S. 1315, L. XLIII, "Santiago del Estero, Provincia de c/ Consorcio de Propietarios de la calle Florida 274/90 s/ ordinario (División de Condominio y Rest. de Propiedad).


    Santiago del Estero, provincia de c/ Consorcio de Propietarios de la Calle Florida 274/90 s/ Ordinario.


    S. 1316, L. XLIII, 25 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión S. 601, L. XLIV, "Sodexho Pass SA c/ Municipalidad de Balcarce (Pcia. de Buenos Aires) s/ proceso de conocimiento".


    Sodexho Pass S.A. c/ Municipalidad de Alberti (provincia de Buenos Aires) s/ Proceso de conocimiento.


    S. 602, L. XLIV, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión S. 968, L. XLIII, "Sánchez Cardozo, Carlos María c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 (Resol. 462/4)".


    Sánchez, Carlos Dagnielo c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Resol. 466-04


    S. 1159, L. XLIII, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión S.2488, L.XLI, "Schnaiderman, Ernesto Horacio c/ Estado Nacional - Secretaría de Cultura y Comunicación de la Presidencia de la Nación".


    Bustos, Jorge Alberto c/ Ministerio de Economía - Secretaria de Hacienda.


    B. 886, L. XLIII, 02 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión S.346, L.XLIII "Sancor CUL (TF 18.476-A) c/ DGA".


    Biosidus S.A. (TF 21235 - A) c/ DGA


    B. 482, L. XLIV, 23 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión S.346, L.XLIII, "Sancor CUL (TF 18.476-A) c/ DGA".


    Biosidus S.A. (TF 21147-A) c/ DGA.


    B. 837, L. XLIV, 23 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión S.346, L.XLIII, "Sancor CUL (TF 18.476-A) c/ DGA".


    DGA (Autos Sancor CUL TF 20823-A).


    D. 529, L. XLIV, 23 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión S. 1643, L. XLI, "Salomón, Elías Alberto c/ Estado Nacional Ministerio de Economía y Obras y Servicios".


    Díaz, Silvia Mónica c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación


    D. 316, L. XLII, 26 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión T.538, L.XLII. "Transportes Lizana SCA c/ Resolución 301/04-CNT (ex. 4333/99)".


    Irmaos Schwanck Ltda. c/ C.N.R.T. 2498/05 (Expte. 14246/00).


    I. 131, L. XLIII, 14 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z. 143, L. XLIII, "Zaragoza, Rubén Horacio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad".


    Quiroga, Jorge Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    Q. 65, L. XLIII, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z. 143, L. XLIII, "Zaragoza, Rubén Horacio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad".


    Shaffer, Paulo Fernando y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    S. 977, L. XLIII, 12 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z. 143, L. XLIII, "Zaragoza, Rubén Horacio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad".


    A ello cabe agregar que debe desestimarse la inconstitucionalidad del art. 45 de la ley 26.078, alegada sobre la base de que resulta contrario al art. 20 de la ley 24.156. Se advierte que el art. 57 de la ley 26.337 ordenó la incorporación del párrafo que regula la cuestión en debate a la ley 11.672, denominada Ley Complementaria Permanente de Presupuesto (t.o. 2005), ordenamiento que integra el sistema presupuestario del sector público nacional y rige aspectos relativos a su ejecución, sin estar sujeto al principio de anualidad.


    Barros, José Luis y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa - Armada) s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    B. 1046, L. XLIII, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z. 143, L. XLIII, "Zaragoza, Rubén Horacio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas".


    Castillo, René Raúl y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    C. 661, L. XLIV, 12 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z. 143, L. XLIII, "Zaragoza, Rubén Horacio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas".


    Vaca, Héctor Ramón y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Decreto 2000/91 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad.


    V. 144, L. XLIV, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z. 143, L. XLIII, "Zaragoza, Rubén Horacio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa Armada Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad".


    López, Diego Javier y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina s/ Recurso.


    L. 614, L. XLIII, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z.191, L. XLIII "Zanluchi de Avellaneda, Norma y otros c/ I.N.V. s/ Cont. Adm.".


    Espindola, Estela del Valle y otros c/ I.N.V. s/ Contencioso administrativo.


    E. 34, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z.191, L. XLIII, "Zanluchi de Avellaneda, Norma y otros c/ I.N.V. s/ Cont. adm.".


    Aubone, Fernando c/ I.N.V. s/ Contencioso Administrativo.


    A. 124, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z.191, L. XLIII, "Zanluchi de Avellaneda, Norma y otros c/ I.N.V. s/ Cont. adm.".


    Barrionuevo, Norma Liliana c/ I.N.V. s/ Contencioso Administrativo.


    B. 1258, L. XLIII, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z.191, L. XLIII, "Zanluchi de Avellaneda, Norma y otros c/ I.N.V. s/ Cont. Adm.".


    Farías, Hilda c/ I.N.V. s/ Contencioso administrativo.


    F. 452, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z.191, L. XLIII, "Zanluchi de Avellaneda, Norma y otros c/ I.N.V. s/ Cont. Adm.".


    Salvado Gómez, Eduardo y otros c/ I.N.V. s/ Contencioso.


    S. 540, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z.191, L. XLIII, "Zanluchi de Avellaneda, Norma y otros c/ I.N.V. s/ Cont. Adm.".


    Villanueva, Ana c/ I.N.V. s/ Contencioso administrativo.


    V. 262, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Requerir al tribunal de origen, como medida para mejor dictaminar, todas las actuaciones correspondientes al expediente 36.016/93.


    Case Sacifie c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ordinario.


    C. 482, L. XLIII, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Se solicita que el actor informe en forma detallada acerca de los títulos de la deuda pública de su propiedad, respecto de los que inició el amparo, así como su estado actual, pues ello permitirá contar con elementos indispensables para pronunciar una decisión útil sobre los temas debatidos en la causa.


    Isola, Horacio A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Dto. 1.570/01, 214/02, 471/02 s/ Amparo ley 16.986


    I. 157, L. XLI, 11 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Sin perjuicio de lo resuelto por la Corte en las causas R. 527, XXXVII; M. 991, XXXVIII y A. 2612, XXXVIII, se mantiene el recurso del señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Tucumán para que la Corte Suprema, si así lo considera, pueda pronunciarse nuevamente al respecto.


    Las Tipas S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    L. 193, L. XLIV, 19 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita copia de resolución judicial que originó el recurso, como medida para mejor dictaminar.


    Como medida para mejor dictaminar, solicito al Tribunal que tenga a bien requerir al presentante de la queja copia de la resolución judicial que dio lugar al recurso extraordinario federal (arts. 283 y 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).


    Gamarra, María Ofelia y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) y otro s/ Medida cautelar autónoma.


    G. 1400, L. XLIII, 21 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita copias certificadas de las normas que se aplicaron en el concurso docente que se cuestiona en el sub lite que, a tenor de las manifestaciones de la recurrente.


    Colaski, Alberto Domingo c/ Universidad Nacional de Córdoba s/ Recurso Judicial.


    C. 3018, L. XLII, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita envío de documentación.


    San Luis, provincia de y otra c/ Consejo Vial Federal y otra s/ Acción de nulidad.


    S. 856, L. XXXIX, 04 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita intimación al actor.


    Previo a dictaminar solicito a la Corte que intime al actor a fin de que informe, en forma fehaciente, si "L V 90 Canal 13" de la ciudad de San Luis integra la Administración Central de esa Provincia, para determinar, a los efectos de la competencia, si ésta resulta sustancialmente demandada en autos.


    Fondo Nacional de las Artes c/ San Luis, provincia de s/ Ejecución fiscal.


    F. 974, L. XLIII, 14 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita nueva vista llamados los autos para sentencia.


    Administración de Parques Nacionales c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    A. 1874, L. XLII, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión copia certificada del Reglamento de Concurso de Docentes Auxiliares de la Universidad Nacional de La Pampa, vigente al momento de realización del concurso impugnado en estos autos.


    Boeris, Mónica Alejandra s/ Rec. Art. 32 Ley 24.521.


    B. 9, L. XLIV, 04 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de actuaciones administrativas, como medida para mejor dictaminar.


    Edesal S.A. c/ Estado Nacional (citada como tercero Provincia de San Luis) s/ Impugnación de actos administrativos.


    E. 137, L. XXXVII, 14 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de actuaciones administrativas, como medida para mejor dictaminar.


    Edesal S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) y otra s/ Impugnación de actos administrativos.


    E. 8, L. XXXVIII, 14 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de antecedentes, como medida para mejor dictaminar.


    Edesal S.A. c/ San Luis, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Nulidad de actos administrativos.


    E. 429, L. XL, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de causas.


    Giachino, Luis Alberto y otro c/ Estado Nacional - Dirección General de Sanidad de Fronteras y Terminales de Transporte y otros.


    G. 962, L. XLIII, 26 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita traslado a todas las partes en litigio y medida para mejor dictaminar.


    Loñ, Carolina y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Amparo.


    L. 470, L. XLII, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Vencimiento de la pena impuesta: inoficioso pronunciamiento de la Corte


    Dado que la pena impuesta en esta causa por el a quo se encuentra vencida a la fecha, se torna inoficioso que la Corte se pronuncie sobre la cuestión planteada por la defensa en el recurso extraordinario.


    C., Mario Alberto; F., Carlos Alberto; P., Mauricio Segundo s/ Robo en poblado y en banda


    C. 1027, L. XLIII, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    A efectos de mejor dictaminar se solicita la remisión de la totalidad de cuerpos del expediente principal.


    Gómez, Omar c/ Ferrocarriles Belgrano S.A. s/ demanda


    G. 714, L. XLIII, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar se solicita la remisión del incidente de verificación de crédito promovido por González Roberto Asencio en el concurso preventivo de Industrias Publicitarias ITAL ART S.A.


    Industria Publicitaria Ital Art S.A. s/ Concurso preventivo


    I. 337, L. XLII, 20 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita el expediente "Petrobras Energía S.A. c/ Compañía General de Combustibles S.A." -caso I.C.C. 13885/CCO/JRF, en trámite ante el Tribunal Arbitral designado por la Cámara de Comercio Internacional -con la prueba correspondiente-, como así también un informe del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial N°18, Secretaria N° 36 sobre el estado del concurso preventivo de Compañía General de Combustibles S.A. y una copia del acuerdo homologado mencionado en las presentes actuaciones.


    Loperana, Carlos Manuel; Dasso, Ariel Ángel y Klein, Guillermo Walter (integrantes del tribunal arbitral de la Cámara de Comercio Internacional) s/ su presentación en autos: Petrobras energía S.A. c/ Compañía General de Combustibles S.A.


    L. 219, L. XLIV, 29 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita requerir a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, Sala V, copias autenticadas de las sentencias pronunciadas por ese tribunal en las causas n° 14.064/95 -del 06/10/98- n° 39.650/95 -del 21/05/01- y n° 14.065/95 -del 06/10/98-.


    Meriano, José Rubén y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y Ministerio del Trabajo y Seguridad Social) y otros s/ Proceso de conocimiento


    M. 1181, L. XLIII, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita requerir los autos caratulados "Basf Argentina S.A.C. c/ Capdevielle Kay y Cía. S.A.C.I.F.I.M. cobro de pesos s/ Competencia".


    Basf Argentina S.A.C. c/ Capdevielle Kay y Cía. S.A.C.I.F.I.M. s/ Cobro de pesos


    B. 611, L. XLIII, 04 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    A los fines de mejor dictaminar, se solicita disponer la producción de medidas.


    V., M. N. c/ S., W. F. s/ Autorización


    V. 777, L. XLII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    A los fines de mejor dictaminar, se solicita la remisión de las actuaciones administrativas labradas por la Inspección General de Justicia con el N° 1654236/645497; del expediente judicial que habría iniciado dicho organismo; y de la causa penal por estafa procesal, radicada en el Departamento Judicial de San Isidro.


    Bronson Stern S.A. c/ Rebuffo, Carlos s/ Desalojo


    B. 698, L. XLIII, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    A los fines de mejor dictaminar, se solicita la remisión de las causas caratuladas: "Miño, Esteban Luis c/ MARFE S.A. y otros s/ Laboral" (exp. n° 18.250/2004) y "Miño, Esteban Luis s/ insania" (exp. n° 19.240).


    Miño, Esteban Luis c/ Obra Social del Personal Marítimo y otros s/ Amparo


    M. 884, L. XLIV, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Atento al contenido de la presentación remitida a esta sede por la Corte, que tornaría abstracto pronunciarse sobre el recurso extraordinario planteado, se procede a la devolución de las actuaciones.


    Dow Química Argentina S.A. c/ American Plast S.A.I.C. s/ Ordinario


    D. 589, L. XLIII, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Corralito: análisis de la normativa de emergencia sobre libre disponibilidad de depósitos bancarios en dólares estadounidenses Comunicación A 3426 del BCRA, decreto 1570/01. Doctrina de los actos propios.


    La conclusión de la Sala sobre la inaplicabilidad al caso de las restricciones a la operatoria con dólares estadounidenses y de la pesificación en el marco de la doctrina de los actos propios que remarca, no aparece como irrazonable ya que lo cierto es que la comunicación a la bolsa y a la CNV del pago en dólares, la cancelación a los obligacionistas a través de la Caja de Valores en tal divisa y la comunicación de pago en dólares al actor, tuvieron lugar con posterioridad al cierre de saldos a que se refiere dicha comunicación. Circunstancia que, no sólo evidencia la decisión del emisor de pagar en dólares no obstante encontrarse vigentes las normas federales restrictivas cuya aplicación después invoca, sino también aquellas no resultaban aplicables a los fondos destinados al pago de los VCP Serie III pues de lo contrario no habría podido efectivizar el pago electrónico en dólares mediante el sistema MEP al agente de pago según lo dispuesto en las Condiciones particulares del prospecto-por las cuales se obligó a pagar la amortización mediante transferencia a la cuenta que indicase la Caja de Valores para que estuviese disponible para los obligacionistas al vencimiento en las respectivas cuentas del depositante en dicha entidad- ni ser objeto de transferencia en esa divisa al intermediario. El Banco informó que pagaría la amortización en dólares directamente al intermediario y éste consintió dicha metodología dando origen al débito que registró la Caja de Valores como agente de pago, obligación que por el contrario no cumplió al ofrecer en pago al comitente una suma no equivalente en pesos. Además, que con posterioridad a que el actor comunicara que sólo recibiría la amortización en esa divisa, tanto el Banco como el intermediario fueron contestes en realizar diversas transferencias que derivaron a la postre en la pesificación y reprogramación que invocan. La conclusión de la Sala en orden a la aplicación de la teoría de los actos propios al substracto fáctico -no cuestionado- tampoco se presenta como irrazonable pues ella sirve -como ocurre en este caso- para descalificar ciertos actos que contradicen otros anteriores en tanto una solución opuesta importaría restar trascendencia a conductas jurídicamente relevantes y plenamente eficaces. Doctrina que, es reconocida en nuestro derecho positivo como una derivación necesaria e inmediata del principio general de la buena fe, que encuentra apoyo en las conductas anteriores judiciales, o extrajudiciales, que generan confianza en quien las ha emitido y suscitan en el justiciable una expectativa de comportamiento coherente futuro, y ha sido aplicada por la Corte con fundamento en que las garantías atinentes a la propiedad privada pueden ser renunciadas por los particulares expresa o tácitamente, y que ello sucede cuando el interesado realiza actos que, según sus propias manifestaciones o el significado que se atribuya a su conducta, importan acatamiento de las disposiciones susceptibles de agraviarlas.


    Comastri, Raúl Andrés Agustín c/ Banco Sudameris Argentina S.A. y otro s/ ordinario


    C. 205, L. XLIII, 19 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestión federal: interpretación de normas federales. Remisión a lo fallado en la causa P. 11211, L. XXXIX, “Pintos, Eduardo Benjamín”.


    En principio es menester destacar que los agravios traídos a esta instancia configuran cuestión federal, siendo que se han puesto en tela de juicio la interpretación de normas de carácter federal y la sentencia del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que el recurrente funda en ella. Sin embargo, en la causa P. 11211; L. XXXIX “Pintos, Eduardo Benjamín c/ Ministerio de Justicia –Servicio Penitenciario Federal- s/ personal militar y civil de las FF.AA. y de seguridad” la Corte rechazó el recurso extraordinario interpuesto por considerarlo insuficiente, insustancial o carente de trascendencia (art. 280 del C.P.C.C.N.)


    Zanetti, Héctor Orlando c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación - Servicio Penitenciario Federal s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    Z. 34, L. XLIII, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios por incumplimiento de contrato de sindicación de acciones. Recurso extraordinario federal. Autocontradicción. Sentencia inválida.


    En el fallo recurrido el a quo tras reconocer que el Banco tenía derecho a desvincularse del Sindicato, que los actos societarios se cumplieron con regularidad y que la actora no había instado el mecanismo reglado en el citado pacto para suplir vacancias en caso de inacción por parte de aquél, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 1111 del Código Civil que establece que el hecho que no cause daño a la persona que lo sufre, sino por una falta imputable a ella no impone responsabilidad, procede a desestimar los agravios vertidos en relación con la omisión de designar representantes y consecuente paralización del Consejo de Sindicación y la sociedad. Sin embargo, contradictoriamente, atribuye responsabilidad a la entidad por la afectación del normal funcionamiento de ese órgano y la sociedad dada la inexistencia de reuniones dentro de cierto lapso de tiempo. Por lo tanto, en la conclusión a que arriba subyace cierto grado de contradicción en la plataforma fáctica examinada que permite descalificar la sentencia. Esa inactividad de la actora, habiendo producido efectos jurídicos, no puede suplir en sede judicial pues importa adoptar una postura contraria a la exteriorizada al celebrar el pacto de sindicación donde expresamente acordó, entre otros cuestiones, que en caso de que un sindicado no designase su consejero titular, los votos y/o acciones que éste representara no se computarían para la determinación del quórum ni las mayorías de las resoluciones que debieran adoptarse por el Consejo durante el tiempo de la vacancia. Comportamiento que se inscribe en la teoría que postula que nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz.


    Previnfort S.A. c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires


    P. 1395, L. XLII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda para obtener pensión como excombatiente de Malvinas. Requisitos para ser considerado veterano de la guerra. Leyes 23.109, 23.848, 24.343, 23.490, 24.652 y 24.692; decretos n° 509/88, 2.634/90, 1.741/94 y 1244/98; y resolución EMGA n° 426/04 y 777/04.


    Cabe apuntar que como se manifiesta en la resolución n° 777/04 del Ministerio de Defensa, diversas previsiones que regulan beneficios para quienes participaron en la Guerra de Malvinas, tienden a referir el concepto de veterano, combatiente o participante a los que tuvieron intervención efectiva en los combates habidos en los teatros de operaciones o, en el supuesto de los civiles, a quienes hubieran estado destinados en los mismos para prestar servicios de apoyo al esfuerzo bélico. Así, por ejemplo, además de las normas reseñadas, las leyes n° 23.109 (v arts. 1°, 11, 12, etc.) y n° 23.490 (art. 2°); y los decretos n° 509/88 (art. 1°, etc.): n° 1741/94 (art 1°); n° 1244/98 (v. art 1°); etc. Se suma a lo expresado que la resolución EMGA nº426/04, al tiempo de explicitar los requisitos para ser considerado veterano de guerra de la Armada, se refiere a haber intervenido en acciones bélicas o haber operado en áreas consideradas de riesgo de combate (cfse. art. 1); y, en lo que concierne a la determinación de la existencia de "riesgo de combate" -anota- se tendrán en cuenta a las unidades que operaron, además de en Malvinas e Islas Georgias del Sur, en el Teatro de Operaciones del Atlántico Sur del 30/02/82 al 14/06/82 (cfse. art. 2); extremo que, según el aquí irrevisable parecer de la Alzada, el interesado no logró acreditar.


    Gerez, Carmelo Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ impugnación de resolución administrativa


    G. 123, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho a la salud: obesidad mórbida ocultada por la actora a la empresa de medicina prepaga. Enfermedades preexistentes. Reticencia de la adherente. Recurso mal fundado.


    La materia del pleito se ubica en el ámbito del derecho fundamental a la salud, cuya efectividad -al igual que la Corte - ha venido propiciando enfáticamente la Procuración en múltiples ocasiones, como también lo ha hecho con el compromiso social de la empresa médica y con la aplicación del principio favor debilis. Pero, en el caso, en esos conceptos -de importancia innegable-, se incardinan otros de relevancia singular, como son los relacionados con la reticencia del adherente. Estos últimos aspectos -de naturaleza fáctica-, que fueron atendidos por los jueces, imponen al intérprete la tarea de calibrar los componentes de la situación jurídica particular, como lo ha hecho esa Corte al evaluar -en el contexto de procesos de amparo a nivel salud y discapacidad-, la concurrencia de ilegalidad o arbitrariedad manifiestas, a la que el art. 43 primer párrafo de la Constitución Nacional supedita su operatividad. No aparece demostrado en el caso que el fallo impugnado haya ocasionado una afectación irreparable del derecho a la salud ni se ha esgrimido una actuación de índole discriminatoria. A ello se agregaría que la peticionaria contaría con otros resguardos posibles en el marco de la ley 26.396, o de los mecanismos asistenciales que estime pertinentes, o del art. 1204 del Código Civil dado la resolución contractual dispuesta por la demandada. La trascendencia de las circunstancias apuntadas -teniendo en cuenta especialmente que el recurso no se ha planteado con la solidez, coherencia discursiva y profundidad propias de este mecanismo extraordinario-, pone en evidencia que la materia federal que se invoca –art. 42 de la Constitución Nacional y derecho a la salud, genéricamente invocados-, carece de la relación directa e inmediata que hace a la procedencia del remedio de excepción que se intenta. Finalmente, en cuanto a la eventual configuración de gravedad institucional, es necesario señalar que se alude a ese concepto, aunque sin darle ninguna denominación. Esa breve referencia parecería harto insuficiente para sustentar un agravio sobre el punto, desde que -como lo tiene reiteradamente dicho la Corte- una simple alegación en ese sentido no basta, si la intervención del máximo tribunal se está reclamando con un propósito que se acota a la defensa de intereses netamente individuales, y no se demuestra que la situación derive en repercusiones relevantes y directas sobre la comunidad toda.


    C., Isabel c/ Galeno Argentina S.A. s/ Amparo


    C. 199, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Estese a lo expresado en los autos O. 150, L. XLII; "Ostomed S.A y otros c/ INSSJP - Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ incumplimiento de prestación de obra social", dictamen del día de la fecha.


    Ostomed S.A. IOA S.A.I.C., Upram S.A. y Aximport S.A. U.T.E. c/ Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Incumplimiento de prestación de obra social


    O. 154, L. XLII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: falta de denegación del fuero federal.


    La Corte ha dicho que los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario salvo que exista denegatoria del fuero federal, así como que la ausencia de ese requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el caso, precisamente, no media denegación de dicho fuero, y no procede este excepcional remedio, en los casos que versan sobre el conocimiento y distribución de los juicios entre magistrados de jurisdicción nacional.


    Pereyra, Teresa Lucía c/ Fondo Compensador para Jubilados y Pensionados Telefónicos s/ diferencia cobro fondo compensador


    P. 480, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: falta de denegación del fuero federal.


    La Corte ha dicho, reiteradamente, que los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario salvo que exista denegatoria del fuero federal, así como que la ausencia de ese requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el caso, precisamente, no media denegación de dicho fuero, pues el a-quo decidió que debía entender en el juicio la Justicia Nacional del Trabajo, habiendo la Corte expresamente sentado que no procede tan excepcional remedio en los casos que versan sobre el conocimiento y distribución de los juicios entre magistrados de jurisdicción nacional.


    Korinfeld, Luis Alejandro y otros c/ AFIP s/ Nulidad administrativa


    K. 131, L. XLIII, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Indemnización por despido. Artículo 16 de la ley 25561. Remisión a lo dictaminado en los autos A. 996/41, “Aceval Pollachi, Julio c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ despido”.


    Palacios, José Luis c/ Smith Group S.A. y otros s/ Despido


    P. 1, L. XLIV, 17 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Indemnización por fallecimiento en accidente in itinere. Cuestionada constitucionalidad del art. 18, ley 24.557. Responsabilidad del empleador. Alegada violación de garantías constitucionales. Remisión al dictamen de la causa M. 1380, L. XLI, "Medina, Orlando c/ Solar Servicios on line".


    Torrez, Tráncito y otro c/ Supermercados Norte S.A. y otro s/ Accidente ley 24.557


    T. 649, L. XLII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Inembargabilidad del bien de familia. Precedente “Banco del Suquía S.A. v Juan Carlos Tomassini”. Falta de argumentos de las resoluciones de tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte Suprema.


    No obstante las decisiones de la Corte Suprema se circunscriben, como es obvio, a los procesos concretos que le son sometidos a su conocimiento, no cabe desentenderse de la fuerza moral que emana de su carácter supremo, sin verter argumentaciones que la contradigan, pues como la Corte tiene dicho dada la autoridad institucional de los fallos del Alto Tribunal en su carácter de supremo intérprete de la Constitución Nacional y las leyes, de ello se deriva el consecuente deber de someterse a sus precedentes. En tal contexto, asiste razón al recurrente cuando sostiene que el pronunciamiento del Tribunal Superior Provincial carece de fundamentos suficientes, en tanto no aporta nuevos elementos relevantes que permitan apartarse de los argumentos esgrimidos por la Corte en el precedente citado.


    Romero, Carlos E. c/ Lema, Andrés F. s/ desalojo


    R. 756, L. XLIII, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Ley 25.471 Programa de Propiedad Participada. Alegación tardía de reclamo por intereses. En forma subsidiaria: remisión a lo dictaminado en autos 2178 "Santillán, Felipe c/ YPF".


    Siendo el rechazo del planteo recursivo un evento previsible, estimo que cabe juzgar tardíos los agravios esgrimidos en materia de intereses recién al momento de interponer el remedio extraordinario. De no compartir la Corte el anterior señalamiento, en cuanto al fondo del asunto, se remite a lo dictaminado en los autos 2178. L XLI: "Santillán, Felipe c/ YPF y otro s/ Part. accionariado obrero".


    Tesseyre, Luis Ernesto c/ Ministerio de Economía y obras y servicios Públicos de la Nación s/ Part. Accionariado Obrero


    T. 131, L. XLIV, 24 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Medida para mejor dictaminar.


    B., Jorge s/ Robo calificado -Causa N° 12/07-


    B. 973, L. XLIII, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Participación obrera en la venta de activos de YPF. Interpretación y alcances del art. 13 de la ley 24.145 y art. 8 del decreto 546/93: antecedentes parlamentarios. Sujetos beneficiarios y actos jurídicos alcanzados.


    Se debate aquí el alcance del artículo 13 de la ley nº 24.145, en punto a si involucra exclusivamente las ventas previstas en el Anexo V de la disposición –tal como prevé, por otro lado, el artículo 8 del decreto reglamentario-, o también un supuesto de transferencia de activos por asociación como el estudiado. Se discute igualmente la oportunidad y en su caso la procedencia del planteo relativo a la prestación de tareas de algunos de los actores en establecimientos ajenos al listado del Anexo V de la ley 24.145 y al egreso de otro de ellos anterior al dictado de la ley referida. Si bien es correcto como anota la Cámara, que la propia ley alude tanto a la venta como a la asociación como formas de transferencia de estos activos, no menos cierto es que el artículo 13 –como recepta su decreto reglamentario nº 546/93- aparece presidido por un tenor marcadamente restrictivo en sus términos y de estar a lo indicado por el miembro informante del Senado, también en sus propósitos. Por su parte el art. 8 del decreto nº 546/93, al que remite –in fine- el artículo 13 mencionado, tras referir exclusivamente a la venta como la modalidad de privatización, establece –además- que este beneficio será distribuido “…entre el personal afectado en forma permanente a la explotación del activo vendido…” y que se desvincule de YPF S.A. como consecuencia de la venta. Se suma a lo dicho que, con el alcance del precepto propugnado por la Sentenciadora, todas las operaciones del Anexo V de la norma resultarían comprendidas en este beneficio. Se considera que el rubro reclamado solo procede en la venta de los activos a que se refiere el Anexo V.


    Akemeier, Federico Armando y otros c/ YPF S.A. s/ part. accionariado obrero


    A. 72, L. XLIII, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Pretensión de inconstitucionalidad de veda temporal: causa sin objeto actual por expiración del plazo.


    Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario lo cual resulta aplicable también a las decisiones en los juicios de amparo. Al respecto, el Tribunal también ha señalado en reiterada doctrina que si lo pretendido carece de objeto actual, su decisión es inoficiosa, puesto que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales que habilitan su actuación importa la de poder juzgar, circunstancia comprobable aún de oficio. En virtud de tales principios, resulta innecesario que VE se expida sobre los recursos interpuestos, toda vez que el plazo por el cual se vedaba la posibilidad de seleccionar la modalidad de renta vitalicia previsional expiró, circunstancia que evidencia que pronunciarse en el caso sobre el particular deviene inoficioso.


    Sanguineti, Jorge Alberto c/ Superintendencia de Fondos de Jub. y P. y otro s/ Amparos y sumarísimos


    S. 1719, L. XLII, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Previo a todo, deberá darse cumplimiento a la medida sugerida en el dictamen emitido en el día de la fecha en las actuaciones G 2125, L. XLII.


    G., M. S. c/ J V., L. s/ Divorcio vincular


    G. 1961, L. XLII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Programa de Propiedad Participada Hidronor SA. Remisión en lo pertinente a lo dictaminado en G. 607, L. XLIII; "Gallinger, José y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía". Porcentaje de participación establecido en el 2%: sentencia arbitraria por falta fundamentación. Ausencia de tratamiento de cuestiones conducentes.


    En cuanto a la desestimación del reclamo de daños y perjuicios por la falta de entrega de la acciones clase C de cinco de los demandantes, se remite en lo pertinente a G. 607, L. XLIII; "Gallinger, José y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía". Por otro lado, se advierte que adquirió firmeza la condena a la demandada, en vinculación con cinco de los actores, al pago de los daños y perjuicios por la omisión de entrega de las acciones clase C de Hidronor SA. En el punto, se agravian los actores que el porcentaje de participación, con fundamento en el decreto n° 287/93, se haya establecido en el 2% del capital accionario al tiempo de su liquidación y, les asiste razón Y es que, habiendo sido peticionado por la actora -dada la ausencia, en estricto, de implementación de un Programa de Propiedad Participada en la propia Hidronor que los jueces establecieran el respectivo porcentaje de participación, la Sala no proveyó razones válidas para decidir como lo hizo, máxime si consideró que la fecha de corte estuvo dada por el dictado del decreto n° 2.743/92, que situó dicha participación –si bien a propósito del capital de Transener S.A.- en el 10%1 (v. art. 20). Se suma al señalamiento efectuado, además, no sólo que se pretirieron los acuerdos suscriptos por varios actores, en el plano del artículo 241 de la LCT, incluyendo una "gratificación especial por egreso" imputable a todo concepto eventualmente adeudado sino que se soslayaron, incluso, extremos como la prestación de tareas de algunos de ellos en sitios determinados y, aun, transferencias de personal, extremos, los últimos- que, dada la falta de razones y frente a lo dispuesto por los artículos 1, 2 y 8 -entre otros- del decreto n° 287, privan sustancialmente de sustento a lo decidido.


    Lerini, Jorge Tomás y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía


    L. 807, L. XLIII, 02 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Rechazo de levantamiento de embargo. Costas a la vencida. Arbitrariedad. Procedencia del recurso extraordinario.


    Al recurrir la sentencia de la Cámara de Apelaciones que confirmó el rechazo del pedido de levantamiento de un embargo y cargó las costas a su parte, la incidentista vencida además de plantear la arbitrariedad del fallo en su totalidad -salvo la regulación de honorarios-, se agravió por la forma en que fueron impuestas argumentando que previa casación de la sentencia, por aplicación del principio de la derrota receptado en el artículo 68 del CPC, las correspondientes a todas las instancias debían aplicarse a la contraparte. La Corte local, de su lado, no obstante haber casado la sentencia mencionada haciendo lugar a la solicitud de levantamiento del embargo, lo cual importó su modificación prácticamente total y también la de la calidad de vencida de la recurrente, se limitó a señalar que siendo la aplicación de costas facultad exclusiva de los jueces de mérito, su revisión procedía excepcionalmente en casos de arbitrariedad o absurdo, supuesto no alegado ni demostrado en el caso. De tal modo dicho tribunal no sólo omitió el tratamiento del planteo relativo a que tras casar la sentencia correspondía aplicar el principio de la derrota (art. 68 del CPC) y por lo tanto modificarse la imposición de costas atendiendo a la calidad de vencido -criterio avalado por el Procurador de la Corte local-, sino que también confirmó el fallo que las había cargado a la incidentista en función de idéntico principio, sin hacer mérito de la nueva plataforma fáctica a considerar, lo cual produce como consecuencia que la parte vencedora del pleito sea quien deba afrontar las costas en él devengadas.


    Marchesi, Juan Pedro Luis c/ Erazo, Santiago Felipe s/ daños y perjuicios s/ incidente de levantamiento de embargo en expte. 051/98


    M. 302, L. XLIII, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Rechazo de nulidad de notificación de demanda. Sentencia con suficiente sustento: improcedencia del recurso.


    La sentencia recurrida halla suficiente sustento en los asertos de hecho y derecho procesal y común que le confieren andamiaje, por lo que no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. En dicho marco, la Alzada no omitió dar tratamiento a los agravios de la actora, en lo relativo al domicilio legal donde debieron efectivizarse las notificaciones, de conformidad con lo normado por los artículos 7 y 14 de la Ley Orgánica del Banco de la Nación Argentina -Ley 21.799, modificada por la Ley 25.299-. El cumplimiento de los requisitos que emanan de dichos artículos, si bien no se citan las normas, fueron expresamente tratados por los jueces, por lo que, no hay omisión de tratamiento del problema conducente. En tal sentido, las diferencias de interpretación solo se refieren a aspectos fácticos y procesales ajenos a la instancia extraordinaria. Tampoco puede interpretarse esencial el problema de los actos propios invocado en el recurso extraordinario, desde que debatiéndose la temporaneidad o no del incidente de nulidad, lo relacionado con la prosecución del trámite y apertura a prueba, se subsumía en el problema principal.


    Zanel de Bressan c/ Banco de la Nación Argentina s/ indemnización daños y perjuicios y medidas precautorias


    Z. 229, L. XLII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Competencia en demanda por accidente laboral. Cosa juzgada formal y material. Defensa en juicio. Precedentes “Aquino” y “Castillo”. Corresponde al fuero laboral.


    Si bien lo concerniente a los alcances de la cosa juzgada es, por principio, materia ajena al recurso extraordinario, cabe hacer excepción a dicha regla cuando la sentencia extiende su valor formal más allá de límites razonables y omite una adecuada ponderación de aspectos relevantes de la causa, que la tornan carente de fundamentación válida por no constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias de la causa (Fallos: 324:2114; 326:259; 327:2836, entre otros) y redunda en un evidente menoscabo de la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional (Fallos: 317: 381; 323:2562). Ello es lo que acontece en el sub lite, pues el a quo, para decidir como lo hizo, otorgó un inadecuado alcance a la sentencia dictada en el trámite que corre por cuerda en el que se decidió la incompetencia de la justicia civil y en ese marco se declaró la constitucionalidad del art. 39 de la LRT. Sin perjuicio que la decisión mencionada se dictó con anterioridad a la doctrina sentada por la Corte en Fallos 327:3753, esa declaración fue decidida en abstracto, sin sustanciación de la causa, pues no ha existido la posibilidad de audiencia y prueba. Razón por la cual, cabe recordar la doctrina según la cual la cosa juzgada ampara, no tanto el texto formal del fallo, cuanto la solución real prevista por el juez a través de la sentencia. Cabe reconocer la aptitud jurisdiccional de la justicia del trabajo local para conocer en planteos como el debatido en virtud de lo decidido por la Corte en Fallos 327:3610 que, entre otros puntos, sostuvo la índole común de la normativa sobre riesgos del trabajo y la calidad de entidades de derecho privado de las aseguradoras en esta materia, a cuyos términos se remite.


    Sotelo, Rodolfo c/ José Carlos Gonzálvez y otros s/ Accidente de trabajo


    S. 1002, L. XLIII, 06 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Remisión a "Méndez Daniel Roberto s/ Recurso de casación".


    A., Carlos Alberto y otros s/ Recurso de casación


    A. 12, L. XLIV, 07 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión "mutatis mutandis" a lo dictaminado en autos P. 441; L. XLI "Pita Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ personal militar y civil de las FF. AA y de seg.", el 8 de mayo del corriente.


    Novo, Javier Fernando y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    N. 10, L. XLII, 09 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión "mutatis mutandis" a lo dictaminado en autos P. 441; L. XLI "Pita Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ personal militar y civil de las FF. AA y de seg.", en el día de la fecha.


    Barrera, Raúl Edgardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    B. 1780, L. XLII, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión "mutatis mutandis" a lo dictaminado en autos P. 441; L. XLI "Pita Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ personal militar y civil de las FF. AA y de seg.", en el día de la fecha.


    Bestard, Miguel c/ Estado Nacional s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    B. 271, L. XLIII, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión "mutatis mutandis" a lo dictaminado en autos P. 441; L. XLI "Pita Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ personal militar y civil de las FF. AA y de seg.", en el día de la fecha.


    Guerrero, Rodolfo Luciano c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    G. 646, L. XLIII, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión "mutatis mutandis" a lo dictaminado en autos P. 441; L. XLI "Pita Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ personal militar y civil de las FF. AA y de seg.", en el día de la fecha.


    Litrenta Carracedo, Luis José y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    L. 322, L. XLI, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión "mutatis mutandis" a lo dictaminado en autos P. 441; L. XLI "Pita Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ personal militar y civil de las FF. AA y de seg.", en el día de la fecha.


    Moreno, Jorge Lázaro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M. 45, L. XLII, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión "mutatis mutandis" a lo dictaminado en autos P. 441; L. XLI "Pita Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ personal militar y civil de las FF. AA y de seg.", el día 8 de mayo del corriente.


    Hussey Barry Melbourne y otros c/ Estado - Nacional Ministerio de Defensa Armada Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    H. 321, L. XLI, 15 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión "mutatis mutandis" a lo dictaminado en autos P. 441; L. XLI "Pita Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ personal militar y civil de las FF. AA y de seg.", el día 8 de mayo del corriente.


    Luján, Luis Argentino c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    L. 67, L. XLIII, 15 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 329:3564 y 3568, y lo dictaminado en autos S. 2178, L. XLI; "Santillán, Felipe c/ YPF S.A. s/ part. accionariado obrero", el 27/12/06.


    Reales, Laura A. c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Part. accionario obrero


    R. 1025, L. XLIII, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la sentencia dictada en autos A. 2463, L. XLI, “Aguirre de Victoria Maria del Carmen s/ Sucesión Ab-Intestato”, del 20 de agosto de 2008.


    Ortiz Massey, Ramiro y otra c/ Caja de Seguridad Social para Abogados de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Amparo


    O. 8, L. XLIV, 10 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos "P., S. E. c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo" (S.C. P. 943; L. XLIII).


    B., L. H. c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    B. 1143, L. XLIII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos “Benedetti, Estela c/ PEN s/ Amparo” (S.C. B. Nº 1694, L. XXXIX) del 7 de diciembre de 2005 –en especial, ptos. VII a IX y XI-, y “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria” (S.C. R. Nº 320, L. XLII) del 8 de febrero de 2007.


    Vaisman, Víctor c/ P.E.N. s/ Amparo


    V. 485, L. XLIII, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos F. 994 L. XLII "Fretes Reynaldo Juan c/ Frigorífico Calchaquí Producto Siete SA".


    Fretes, Reynaldo Juan c/ Frigorífico Calchaquí Productos Siete S.A.


    F. 932, L. XLII, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos principales, B. 1143, L. XLIII, caratulados: "B., L. H. c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo".


    B., L. H. c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas s/ Amparo


    B. 1030, L. XLIII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos P. 943; L. XLIII "P., S. E. c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo".


    L., J. M. c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    L. 696, L. XLIII, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos A. 996, L. XLI: "Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ despido".


    Machinelli, José Bernabé c/ Unilan Trelew S.A. s/ Despido


    M. 883, L. XLIII, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos B. 20, L. XLIV; "Barria, Alejandro y otros c/ Estado Nacional s/ proceso de conocimiento", en la fecha -ocasión en la que se remitió, centralmente, al parecer recaído en D. 493, L. XLII; "De Luca. Daniel Juan c/ Gas del Estado S.E., (Ente en Liquidación) y otro s/ participación accionariado obrero", el 29/02/08.


    Meiriño, Carlos Emilio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento


    M. 1504, L. XLIII, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos B. 20, L. XLIV; "Barria, Alejandro y otros c/ Estado Nacional s/ proceso de conocimiento", en la fecha -ocasión en la que se remitió, centralmente, al parecer recaído en D. 493, L. XLII; "De Luca. Daniel Juan c/ Gas del Estado S.E., (Ente en Liquidación) y otro s/ participación accionariado obrero", el 29/02/08.


    Velásquez, Armando y otros c/ Estado Nacional-Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento


    V. 609, L. XLIII, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos B. 20. L. XLIV ·'Barria. Alejandro y otros c/ Estado Nacional s/ proceso de conocimiento".


    David, Juan c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento


    D. 48, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos E. 131; L. XLIV “Eliff Alberto José c/ ANSeS s/ Reajustes varios”, en el día de la fecha.


    Najera Leandro Ramón c/ A.N.Se.S s/ Reajustes varios.


    N. 31, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos E. 131; L. XLIV “Eliff Alberto José c/ ANSeS s/ Reajustes varios”, en el día de la fecha.


    Pentivolpe, Vicente c/ ANSeS s/ Reajustes varios.


    P. 146, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos F. 86, L. XLIII, "Fallardi de Pestalozza, Ida Ernestina c/ Y.P.F. S.A.".


    Fallardi de Pestalozza, Ida Ernestina c/ YPF S.A. s/ Responsabilidad por daños


    F. 606, L. XLII, 11 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos G. 796, L. XLIII, caratulados: "G., O. R. c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo".


    G., O. R. c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    G. 745, L. XLIII, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos H. 158, L. XLIII; "Hernández, Blanca E. c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba", y Fallos: 330:3149 ("Iglesias").


    Spinosa de Ruiz Moreno, María Lidia c/ Caja de Jubilaciones Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Amparo


    S. 1370, L. XLII, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos H. 158, L. XLIII; "Hernández, Blanca E. c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba", y Fallos: 330:3149 ("Iglesias").


    Spinosa de Ruiz Moreno, María Lidia c/ Caja de Jubilaciones Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Recurso de inconstitucionalidad


    S. 1238, L. XLII, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos M. 1110, L. XLIII, "Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra s/ verificación tardía de Lazo, Rosa Ermelinda s/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad y casación".


    Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra


    M. 1112, L. XLIII, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos M. 1110, L. XLIII, "Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra s/ verificación tardía de Lazo, Rosa Ermelinda s/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad y casación".


    Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra


    M. 1113, L. XLIII, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos M. 1110, L. XLIII, "Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra s/ verificación tardía de Lazo, Rosa Ermelinda s/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad y casación".


    Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra


    M. 1114, L. XLIII, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos M. 1110, L. XLIII, "Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra s/ verificación tardía de Lazo, Rosa Ermelinda s/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad y casación".


    Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra


    M. 1116, L. XLIII, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos M. 1110, L. XLIII, "Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra s/ verificación tardía de Lazo, Rosa Ermelinda s/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad y casación".


    Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra


    M. 133, L. XLIV, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos M. 1110, L. XLIII, "Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra s/ verificación tardía de Lazo, Rosa Ermelinda s/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad y casación".


    Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra


    M. 134, L. XLIV, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos P. 441, L. XLI "Pita, Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las FFAA Y de seguridad", el 08 de mayo de 2008.


    Pérez Cometto, Hugo Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor General del Ejército s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    P. 1906, L. XLII, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos P. 943; L. XLIII, "P., S. E. c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo".


    V. L. E. y otros c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas con Discapacidad y otro s/ Amparo


    V. 475, L. XLIII, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos R. 188, L. XLII, caratulados "Reyes, Virginia c/ Estado Nacional".


    Reyes, Virginia c/ Estado Nacional s/ Amparo


    R. 189, L. XLII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos R. 2, L. XLII; "Rojas, Rodolfo c/ Estado Nacional".


    Ledesma, Victoria del Valle c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia de la Nación s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    L. 265, L. XLIII, 22 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos R. 320, L. XLII, caratulados "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ ejecución hipotecaria", el día 8 de febrero de 2007, y sentencia de fecha 15 de marzo de 2007.


    Sabbatini, Ricardo Juan y otro c/ Savi, Sergio Oscar s/ Ejecutivo


    S. 807, L. XLIII, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos R. 320, L. XLII, caratulados "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria", el día 8 de febrero de 2007, y sentencia del día 15 de marzo de 2007; asimismo sentencia el día 18 de diciembre de 2007, en la causa L. 971, L. XL., "Longobardi, Irene Gwendoline y otros c/ Instituto de Educación Integral San Patricio S.R.L."


    Cóceres, Héctor Armando c/ Almagro Construcciones S.A. s/ Daños y perjuicios


    C. 1200, L. XLIII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos R.320, L.XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ ejecución hipotecaria", el día 8 de febrero de 2007.


    Martín, Diego Héctor c/ Vildosola de González, María Josefina s/ Consignación


    M. 756, L. XLIII, 19 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S. 1374, L. XXXIX "Santamarina Ricardo y otros c/ Estado Nacional y otros".


    Santamarina, Ricardo y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo inconst. Res. B.C.R.A. Competencia


    S. 1381, L. XXXIX, 18 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos V. 187, L. XLII "Veiga, Pedro Antonio y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Economía y Obras y Serv. Publ. y otros s/ Proceso de conocimiento", en el día de la fecha,


    Orrego, Gustavo Javier c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Serv. Publ. - Resol. 72/95 s/ Proceso de conocimiento


    O. 569, L. XLII, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos P. 1508, L. XLII; "Parra Vera, Máxima c/ San Timoteo S.A. s/ Acción de amparo".


    Parra Vera, Máxima c/ San Timoteo S.A. s/ Acción de amparo


    P. 1210, L. XLII, 13 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos principales V. 548, L. XLIII, caratulados: "V., C. A. c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo".


    V., C.A. c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    V. 516, L. XLIII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos principales, L. 800, L. XLIII, caratulados: "L., F. D. c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo".


    L., F. D. y otros c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    L. 740, L. XLIII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos principales, O. 251, L. XLIII, caratulados: "O., N. S. c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo".


    O., N. S. y otros c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    O. 239, L. XLIII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos A. 1225, L. XLIII, "AIM Asistencia Integral de Medicamentos S.A. c/ CAEME Cámara Argentina de Especialidades Medicinales s/ Redargución de falsedad".


    Asistencia Integral de Medicamentos S.A. c/ Cámara Argentina de Especialidades Medicinales s/ incidente civil


    A. 1102, L. XLIII, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos F. Nº 437, L. XLIII, “Fuligna, Arnaldo David c/ Ford Argentina S.A. s/ sumario”.


    Felipe Andreu e Hijos c/ Ford Argentina s/ Sumario


    F. 436, L. XLIII, 12 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos L. 445; L. XLIII Laportilla, Miguel y ot. s/ inc. Ley 11.761".


    Domínguez, Israel E. y otra c/ Provincia de Buenos Aires s/ Caja jub. sub. y pens. pers. Banco Provincia de Buenos Aires s/ inconstitucionalidad arts. 1, 23, 25, 54, 55, 57, 71, 78 ley 11.761


    D. 368, L. XLIII, 15 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos L. 696, L. XLIII, caratulados: "L., J. M. c/ Comisión Nac. Asesora para la Integ. de las Pers. Discapacitadas y otro s/ Amparo".


    L., J. M. c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    L. 678, L. XLIII, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos P. 441; L. XLI "Pita Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ personal militar y civil de las FF. AA y de seg.".


    Burgos, René Antonio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    B. 859, L. XLI, 09 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos R. 188, L. XLII, caratulados "Reyes, Virginia c/ Estado Nacional".


    Reyes, Virginia c/ Estado Nacional s/ Amparo


    R. 186, L. XLII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos V. 185, L. XLIII, "Vaudagna, Juan Manuel c/ Rocha, Alberto Eduardo s/ Daños y perjuicios".


    Di Salvo, Miguel Ángel c/ Diario La Mañana s/ Daños y perjuicios


    D. 281, L. XLIII, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos Z. 229, L. XLII, "Zanel de Bressan, Delia Elena c/ Banco de la Nación Argentina s/ indemnización daños y perjuicios (ordinario) y medidas cautelares".


    Petroli de Cian, Elba c/ Banco Nación s/ daños y perjuicios


    P. 1488, L. XLII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos Z. 229, L. XLII, "Zanel de Bressan, Delia Elena c/ Banco de la Nación Argentina s/ indemnización daños y perjuicios (ordinario) y medidas cautelares".


    Trevisan de Spessot, Irma Blanca c/ Banco de la Nación Argentina s/ indemnización daños y perjuicios y medidas precautorias


    T. 646, L. XLII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en la causa “S.C. D. 1312. L. XLII; Delfino Laura Virginia c/ Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos”.


    Delfino, Laura Virginia c/ Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos s/ Despido


    D. 1380, L. XLII, 15 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en G. 2242, XLII, “Guerineau, Horacio Laurindo c/ Gobierno de la provincia de Tucumán”.


    Esper, Ramón c/ Provincia de Tucumán y otro


    E. 68, L. XLIII, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en G. 2242, XLII, “Guerineau, Horacio Laurindo c/ Gobierno de la provincia de Tucumán”.


    Imbert, Roberto Santiago c/ Superior Gobierno de la Provincia de Tucumán


    I. 19, L. XLIII, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en G. 2242, XLII, “Guerineau, Horacio Laurindo c/ Gobierno de la provincia de Tucumán”.


    Silva, Segundo Rodolfo c/ Gobierno de la Provincia de Tucumán s/ Contencioso administrativo


    S. 234, L. XLIII, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa F. 1680, XLI, “Frías, Elio c/ Ferrocarriles Argentinos”. Procedencia de la queja.


    Campanella, Agripino c/ Ferrocarriles Argentinos


    C. 335, L. XLII, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa P. 441, L. XLI, “Pita, Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF. AA. y de seguridad”. Procedencia de la queja.


    Malnati, Aníbal Luis y otros c/ Armada Argentina - Estado Nacional s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M. 2694, L. XLII, 09 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa P. 441, L. XLI, “Pita, Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF. AA. y de seguridad”. Procedencia de la queja.


    Martini, Ana María y otro c/ Espíritu Gallupe, Rigoberto s/ Ejecución Hipotecaria


    M. 1958, L. XLII, 25 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa P. 441, L. XLI, “Pita, Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF. AA. y de seguridad”. Procedencia de la queja.


    Staltari, Elba Adriana y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    S. 237, L. XLIII, 09 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa P. 441, L. XLI, “Pita, Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF. AA. y de seguridad”. Procedencia del recurso extraordinario.


    Ortiz, Carlos Omar c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    O. 213, L. XLIII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. 825, XLIII, “Santamarina, Alberto c/ Santamarina, Miguel Eduardo y otros s/ Incidente de apelación”.


    Gard y San Juan, Sara Nélida c/ Metropolitan Trade S.A.


    G. 756, L. XLIII, 25 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos C. 1.529; L. XLII “Cáceres Gordillo, Jorge Octavio c/ Gobierno de la provincia de Tucumán”.


    Carol, Ramón Alberto c/ Provincia de Tucumán y otro


    C. 2888, L. XLII, 19 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos C. 1.529; L. XLII “Cáceres Gordillo, Jorge Octavio c/ Gobierno de la provincia de Tucumán”.


    Manso, Luis Felipe c/ Provincia de Tucumán


    M. 2318, L. XLII, 19 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos F. 1008, XLII.


    J., Carlos Albero s/ Causa N° 6983


    J. 148, L. XLII, 05 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos F. 1680, XLI, “Frías, Elio c/ Ferrocarriles Argentinos”. Procedencia de la queja.


    Castillo, Juan F. y otro c/ Ferrocarriles Argentinos (en liquidación)


    C. 4624, L. XLI, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos F. 1680, XLI, “Frías, Elio c/ Ferrocarriles Argentinos”. Procedencia de la queja.


    Pérez, Osfaldo A. c/ Ferrocarriles Argentinos (en liquidación)


    P. 2134, L. XLI, 24 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos F. 1680, XLI, “Frías, Elio c/ Ferrocarriles Argentinos”. Procedencia de la queja.


    Silvestro, Carlos y otros c/ Ferrocarriles Argentinos (en liquidación)


    S. 2433, L. XLI, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos F. 86, XLIII, “Fallardi de Pestalozza, Ida Ernestina c/ Y.P.F. S.A.”.


    Fallardi De Pestalozza, Ida Ernestina c/ Petrolera San Jorge S.A.


    F. 70, L. XLIII 11 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos G. 2242, XLII, “Guerineau, Horacio Laurindo c/ Gobierno de la provincia de Tucumán”.


    Zelaya, María Cristina del Valle y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de Tucumán s/ Contencioso administrativo


    Z. 10, L. XLIII, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos principales P. 943, XLIII, “P., S. E. c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo”.


    P., S. E. c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas s/ Amparo


    P. 922, L. XLIII, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado, en el día de la fecha, en el expediente F. Nº 437, L. XLIII, “Fuligna, Arnaldo David c/ Ford Argentina S.A. s/ sumario”.


    Bachiocchio Hermanos c/ Ford Argentina s/ Sumario


    B. 633, L. XLIII, 12 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado, en el día de la fecha, en el expediente F. Nº 437, L. XLIII, “Fuligna, Arnaldo David c/ Ford Argentina S.A. s/ sumario”.


    Bachiocchio, Alberto c/ Ford Argentina s/ sumario


    B. 632, L. XLIII, 12 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la CSJN en fecha 3 de febrero de 2005, en el expediente G. 197; L. XXXVII "González, Nilda Emma c/ ANSeS s/ jubilación y retiro por invalidez".


    Gatti, Carlos Alberto c/ ANSeS s/ Retiro por invalidez


    G. 189, L. XLI, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a A 2463, L. XLI, “Aguirre de Victoria Maria del Carmen s/ Sucesión Ab-Intestato”, sentencia del 20 de agosto de 2008.


    Fornasari, Norberto Fabio c/ GCBA y otros s/ Amparo


    F. 499, L. XLIII, 10 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 23 de septiembre del corriente año, de la Dra. Laura Monti, en la causa B. 2125, L. XLII, "Barreiro, Jorge Andrés c/ Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A.".


    Ferrovías S.A. s/ Concurso preventivo


    F. 823, L. XLIII, 19 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 23 de septiembre del corriente año, de la Dra. Laura Monti, en la causa B. 2125, L. XLII, "Barreiro, Jorge Andrés c/ Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A.".


    Franco, Miguel Sebastián c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. s/ Ordinario


    F. 822, L. XLIII, 19 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día 23 de octubre de 2008, en autos C. 1026, L. XLIII, "Chimbo, Juan Oscar y otros c/ Ferrocarril General Belgrano S.A. s/ diferencia de indemnización".


    Gasparini Telmo, Luis c/ Ferrocarril General Belgrano S.A. s/ Demanda


    G. 713, L. XLIII, 21 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día 23 de octubre de 2008, en autos C. 1026, L. XLIII, "Chimbo, Juan Oscar y otros c/ Ferrocarril General Belgrano S.A. s/ diferencia de indemnización".


    Gutiérrez, Miguel Ángel y otro c/ Ferrocarril General Belgrano S.A. s/ Recurso de casación


    G. 712, L. XLIII, 21 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha recaído en los autos S. 624, L. XLIII "Superintendencia de ART c/ Liberty ART S.A.".


    Superintendencia de ART c/ Liberty ART S.A. s/ Organismo externos


    S. 785, L. XLIII, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha recaído en los autos S. 624, L.XLIII "Superintendencia de ART c/ Liberty ART S.A.".


    Superintendencia de ART c/ Liberty ART S.A. s/ denuncia


    S. 1008, L. XLIII, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen y fallo en autos “Quiroga, José c/ Solar Turbines Inc. y otro” Q. 161, L. XL.


    Schwindt, María c/ Sullair Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    S. 421, L. XLIII, 26 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al precedente de Fallos 329:123.


    Callejas Marin, Alfredo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación - S. de P. C. y A. P. - Servicio Penitenciario Federal s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C. 1491, L. XLIII, 26 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos R. 710, L. XLIII, “Rodríguez, Eduardo Ángel c/ provincia de Santa Fe (expte. C.S.J. 612/98/98 - R.C.A. - expte. 394/01 s/ Recurso de inconstitucionalidad (concedido por la Cámara)”.


    Ansaldi, Aníbal René s/ Causa nº 454/2005


    A. 1142, L. XLIII, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión dictámenes de las causa J. 190, L. XLII, “Jadzinsky, Roberto y otros c/ Estado Nacional” y F. 1463, L. XLII, “Farinola, Jorge Osvaldo c/ Poder Ejecutivo Nacional”.


    Corresponde declarar abstracta la cuestión planteada en el recurso deducido y devolver las actuaciones al tribunal de origen a fin de que se pronuncie sobre la aplicación de las disposiciones legales que allí se indican al caso de autos.


    Pedreira, Jorge Eduardo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    P. 1431, L. XLII, 26 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos P. 1395, L. XLII "Previfort S.A. c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires".


    Previnfort S.A. c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Ordinario


    P. 1433, L. XLII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Se solicita la elevación de dos beneficios de litigar sin gastos a fin de mejor dictaminar.


    Jalil, Virginia Olga c/ O.S.E.C.A.C. y otros s/ beneficio de litigar sin gastos


    J. 34, L. XLII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Se solicita la elevación de los autos principales, y luego se confiera nueva vista.


    F. A., Jorge s/ Ley 23.771 y 24.769 – causa n° 1977/04 -


    F. 1435, L. XLII, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Se solicita la remisión de la totalidad de las actuaciones que tramitan entre las partes, como asimismo la de los dos incidentes de recusación con causa que se habrían labrado a iniciativa de la recurrente.


    D.S.F.F. c/ M.D.M. s/ Régimen de visitas


    D. 701, L. XLIV, 30 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Se solicita requerir la remisión de los autos principales.


    Luna, Bárbara Soraya c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios


    L. 537, L. XLIII, 19 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Se solicitan los autos “S. M., María Soledad c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otro s/ medidas cautelares”.


    Solaro Maxwell, María Soledad c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otro


    COMP. 365, L. XLIV, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia que otorga preeminencia a la Constitución Nacional por sobre los actos provinciales. Improcedencia del recurso federal.


    La decisión de los magistrados actuantes se fundó en los hechos y pruebas del caso y en la inteligencia que otorgaron a normas de derecho público local. Es decir, que lo resuelto tiene sustento en disposiciones de derecho local y ha reconocido, además, la prominencia de la Constitución Nacional respecto de actos provinciales, por lo que el recurso intentado es improcedente.


    Laportilla, Miguel y otro s/ incidente ley 11.761


    L. 445, L. XLIII, 15 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de actuaciones, para mejor dictaminar.


    Loguercio, Federico T. c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa


    COMP. 376, L. XLIV, 10 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Solicito que se agregue a esta causa copia de la evaluación encomendada al Cuerpo Médico Forense; y, de encontrarse pendiente, se requiera a ese Cuerpo Médico su pronta finalización, por resultar indispensable a los fines de mejor dictaminar.


    G., M. S. c/ J. V., L. s/ Divorcio vincular


    G. 2125, L. XLII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Superintendencia de Seguros de la Nación. Sanción administrativa a compañía aseguradora, confirmada por la Cámara. Admisibilidad del recurso extraordinario. Ausencia de arbitrariedad: tratamiento exhaustivo a cada planteo efectuado por la parte.


    El recurso extraordinario interpuesto es admisible pues se ha puesto en tela de juicio la validez de un acto de autoridad nacional -sanción impuesta por la Superintendencia de Seguros de la Nación- y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria a las pretensiones de la apelante -artículo 14, inc. 10 de la ley 48-; y toda vez que los agravios vinculados con la arbitrariedad del fallo se encuentran inescindiblemente ligados a la cuestión federal estricta, resulta procedente tratar en forma conjunta ambos aspectos. La Corte tiene dicho que corresponde desestimar la tacha de arbitrariedad invocada cuando los agravios de la recurrente remiten al examen de cuestiones de naturaleza fáctica y común y la decisión, más allá de su acierto o error, cuenta, con fundamentos suficientes sobre la totalidad de planteos formulados al igual que el acto impugnado. En efecto, contrariamente a lo afirmado, los jueces sí resolvieron el pedido de nulidad de la resolución sancionatoria, concluyendo que dicho acto administrativo presentaba los requisitos de regularidad exigidos por la ley tras realizar un acabado examen de la totalidad de quejas formuladas por la recurrente. Asimismo, tiene reiterado la Corte que el objeto del control judicial es corregir una actuación administrativa ilógica, abusiva o arbitraria, pero no implica que el juez sustituya a la Administración en su facultad de decidir sobre aspectos fácticos que no presenten esos vicios, toda vez que la competencia jurisdiccional es revisora, no sustitutiva, y que para tener por verdaderamente suficiente el control judicial de las facultades de índole jurisdiccional de los organismos de la administración, su alcance no depende de reglas generales u omnicomprensivas, sino que ha de ser más o menos extenso y profundo según las modalidades de cada situación jurídica.


    Superintendencia de Seguros de la Nación c/ Lua Seguros La Porteña S.A. s/ Organismo externos.


    S. 427, L. XLII, 10 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Generalidades


    Acción declarativa contra nota externa de la AFIP. Inexistencia de un caso o controversia. Inadmisibilidad recurso extraordinario. Consulta judicial: improcedencia decisión judicial alguna sobre la cuestión propuesta.


    No existe en este expediente "caso" o "causa" como consecuencia del mero dictado de la nota externa 10/99, toda vez que el ente fiscal no ha expresado pretensión concreta de cobro de impuesto, lo que determina que haya sido abstracta su posición, como lo ha sido también el planteo formulado por las actoras, que en rigor ha importado una consulta judicial. En tales condiciones, y dado que no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos, ni la resolución de primera instancia, como tampoco su confirmatoria, resultan, decisiones hábiles y susceptibles de provocar en consecuencia, mediante los recursos contra ellas intentados, la apertura de esta instancia de excepción.


    El Surco Compañía de Seguros SA y otros c/ EN - AFIP - Nota Externa 10/99.


    E. 112, L. XLIII, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Circunstancias sobrevinientes al recurso extraordinario. Desaparición existencia de gravamen al momento de dictar sentencia. Cuestión abstracta.


    Las sentencias de la Corte Suprema han de ceñirse a las circunstancias dadas cuando se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, toda vez que la doctrina del Tribunal sobre los requisitos jurisdiccionales ha subrayado que la subsistencia de éstos es comprobable de oficio y que su desaparición importa la del poder de juzgar, así como aquella que indica que, entre tales extremos, se halla el de inexistencia de gravamen cuando de hecho ha desaparecido por falta de interés económico o jurídico, circunstancia que cancela la competencia extraordinaria de la Corte


    Banco Macro Bansud S.A. c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Proceso de conocimiento.


    B. 2293, L. XLII, 20 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Concesión del beneficio previsto por la ley 24.043 por haber sido detenido ilegalmente. Necesidad de prueba.


    El recurso federal no puede prosperar, pues si bien los agravios en él vertidos afirman la existencia de una controversia en punto a la aplicación de normas federales y en orden a la arbitrariedad de la sentencia, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por vía del art. 14 de la ley 48. Máxime cuando lo decidido cuenta con suficientes fundamentos de la citada índole que, al margen de su acierto o error, basta para sustentarlo y excluir su descalificación en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Suarias, Juan Carlos c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 617/04.


    S. 1160, L. XLIII, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141610/04)".


    Careaga, Claudia Mabel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1084/06 (exp. 447802/98).


    C. 606, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Cuestión abstracta. Ley derogada. Pronunciamiento inoficioso.


    El proceso carece de objeto actual, toda vez que la ley provincial cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue, ha sido derogada. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, el asunto debatido en autos ha devenido abstracto.


    Pavic, Pablo Marcos c/ Dirección de Rentas de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Amparo.


    COMP. 503, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Cuestión abstracta. Ley derogada. Pronunciamiento inoficioso.


    El proceso carece de objeto actual, toda vez que la ley provincial cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue, ha sido derogada. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, el asunto debatido en autos ha devenido abstracto.


    Pérez, Graciela Nora c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza.


    P. 184, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Cuestión abstracta. Ley derogada. Pronunciamiento inoficioso.


    No obstante, el proceso carece de objeto actual, toda vez que la ley provincial cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue, ha sido derogada. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos el asunto debatido en autos ha devenido abstracto. En caso de pretender el actor la repetición de lo pagado, deberá acudir al juez provincial que corresponda, en razón de la sanción de la ley local que le otorga carácter de entidad autárquica de derecho público a la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires -ARBA-.


    Calatrava, Daniel c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    C. 2022, L. XLIII, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Cuestión abstracta. Ley derogada. Pronunciamiento inoficioso.


    No obstante, el proceso carece de objeto actual, toda vez que la ley provincial cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue, ha sido derogada. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, el asunto debatido en autos ha devenido abstracto. En caso de pretender el actor la repetición de lo pagado, deberá acudir al juez provincial que corresponda, en razón de la sanción de la ley local que le otorga carácter de entidad autárquica de derecho público a la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires -ARBA-.


    Durrieu, Roberto José Maria y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    D. 92, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Cuestión abstracta. Ley derogada. Pronunciamiento inoficioso.


    No obstante, el proceso carece de objeto actual, toda vez que la ley provincial cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue, ha sido derogada. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, el asunto debatido en autos ha devenido abstracto. En caso de pretender el actor la repetición de lo pagado, deberá acudir al juez provincial que corresponda, en razón de la sanción de la ley local que le otorga carácter de entidad autárquica de derecho público a la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires -ARBA-.


    Borio, Fernando Raúl c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    B. 1462, L. XLIII, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 1302, L. XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad". Cuestión abstracta. Ley derogada. Pronunciamiento inoficioso.


    No obstante, el proceso carece de objeto actual, toda vez que la ley provincial cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue, ha sido derogada. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, el asunto debatido en autos ha devenido abstracto. Por otra parte, en caso de pretender el actor la repetición de lo pagado, deberá acudir al juez provincial que corresponda, en razón de la sanción de la ley local que le otorga carácter de entidad autárquica de derecho público a la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires -ARBA-.


    García Corado, Alfredo José c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    G. 1401, L. XLIII, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 2583, L. XLI, "Cornejo, Alberto Daniel c/ Ministerio de Defensa - Estado Nacional s/ ordinario".


    Apa, Raúl Jorge y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad.


    A. 858, L. XLIII, 18 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión C. 2583, L. XLI, "Cornejo, Alberto Daniel c/ Ministerio de Defensa - Estado Nacional s/ ordinario".


    Cidade, Hugo Gumercindo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GNA - Dto. 1490/02 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    C. 2004, L. XLIII, 18 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión L. 1303, L. XLII, "Laboratorios Raffo S.A. c/ Municipalidad de Córdoba".


    Ivax Argentina S.A. c/ Municipalidad de Rio Cuarto s/ Demanda contencioso administrativo.


    I. 137, L. XLIII, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z. 143, L. XLIII, "Zaragoza, Rubén Horacio y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- Armada Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas".


    Hipperdinger, Roberto Arturo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    H. 179, L. XLIV, 19 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión Z.191, L. XLIII "Zanluchi de Avellaneda, Norma y otros c/ I.N.V. p/ Cont. Adm."


    Heredia, Marina Isabel y otros c/ I.N.V. s/ Cont. adm.


    H. 174, L. XLIV, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión. Inexistencia de objeto. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Repetición de sumas. Competencia juez local: carácter de entidad autárquica de la Agencia demandada.


    No obstante, el proceso carece de objeto actual, toda vez que la ley provincial cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue, ha sido derogada. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, el asunto debatido en autos ha devenido abstracto. Por otra parte, en caso de pretender el actor la repetición de lo pagado, deberá acudir al juez provincial que corresponda, en razón de la sanción de la ley local que le otorga carácter de entidad autárquica de derecho público a la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires -ARBA-.


    López Mayorga, Ricardo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    L. 995, L. XLIII, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión. Inexistencia de objeto. Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta al momento de resolverse.


    No obstante, el proceso carece de objeto actual, toda vez que la ley provincial cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue, ha sido derogada. Dado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, el asunto debatido en autos ha devenido abstracto.


    López Moreno, María Alejandra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    L. 476, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Títulos de la deuda pública nacional. Normativa posterior a la interposición del recurso extraordinario. Condiciones existentes al momento de sentencias: cuestión abstracta.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tomado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. Al no subsistir los requisitos jurisdiccionales -cuya comprobación se realiza de oficio- también desaparece el poder de juzgar y resulta inoficiosa una resolución del Tribunal, pues le está vedado expedirse sobre planteos que han devenido abstractos.


    Farinola, Jorge Osvaldo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo.


    F. 1463, L. XLII, 24 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Requisitos de admisibilidad


    Órgano que debe resolver la concesión del recurso extraordinario.


    Es indispensable que el órgano ante el cual se deduce el recurso extraordinario resuelva circunstanciadamente si la apelación federal, "prima facie" valorada, cuenta con fundamentos suficientes que lo tornen, o no, formalmente viable.


    Establecimientos Las Marías SACIFA c/ Provincia de Misiones.


    E. 278, L. XLII, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a E. 131; L. XLIV "Eliff Alberto José c/ ANSeS s/ Reajustes varios". Inaplicabilidad de la doctrina sentada en la causa "Jalil".


    Branca, Antonio c/ ANSeS s/ Reajustes varios


    B. 193, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Sistema de coparticipación federal. Prohibición de establecer tributos locales análogos a los nacionales coparticipados. Competencia de la Comisión Federal de Impuestos. Ausencia del carácter de parte. Inexistencia de causa. Ausencia de decisión definitiva para que sea procedente la revisión por vía del art. 14 de la ley 48.


    Las partes involucradas de manera primordial en el sistema de coparticipación, es decir la Nación y cada una de las provincias adheridas a él, han aceptado que sea ese organismo el que, en determinados supuestos, dirima cuestiones controvertidas entre ellas. Las decisiones de la Comisión Federal de Impuestos no tienen la misma eficacia jurídica para las jurisdicciones parte del sistema que para los contribuyentes de los fiscos involucrados. La recurrente no puede ser considerada "parte" en las actuaciones ante la Comisión Federal de Impuestos, circunstancia que obsta a considerar que en estas actuaciones nos encontremos ante un "caso" o "causa" a su respecto. La existencia de "caso" o "causa" presupone la de "parte", es decir, de quien reclama o se defiende y, por ende, la de quien se beneficia o perjudica con la resolución adoptada al cabo del proceso. La actuación de la Comisión Federal de Impuestos se circunscribe a establecer la compatibilidad de la legislación tributaria local, con independencia de los casos concretos de aplicación a un determinado contribuyente, supuesto que excede con creces la actuación legalmente conferida a dicho organismo. En autos no se ha dictado un pronunciamiento de condena ni uno declarativo en contra del contribuyente, ni se ha zanjado una controversia cierta y determinada entre éste y el fisco municipal mencionado, sino que se ha resuelto que la legislación tributaria del municipio, independientemente de sus casos de aplicación concreta, satisface el sistema de la ley 23.548. Así las cosas, el particular conserva la pertinente legitimación para promover, por las vías oportunas, una causa donde se ventile lo que corresponda a su respecto. Lo decidido por la Comisión Federal de Impuestos no resulta óbice para que la recurrente pueda hacer valer sus derechos, administrativa y/o judicialmente ante quien corresponda, con relación al alegado incumplimiento de la ley de coparticipación federal de impuestos en cuanto a los concretos actos de imposición por parte de la Municipalidad de Rosario en ejercicio de las ordenanzas cuestionadas. Por ende, la resolución del Pleno de la CFI no deviene en una decisión definitiva, exigencia que es insalvable para la actuación del Tribunal por la vía del art. 14 de la ley 48.


    Central Térmica Sorrento S.A. c/ Municipalidad de Rosario, Provincia de Santa Fe.


    C. 80, L. XLIII, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Art. 98 de la ley 11.683. Disposiciones (AFIP) 145/01 y 290/02. Distribución de honorarios establecido por la AFIP. Abogados y agentes fiscales. Recurso admisible.


    Las cuestiones debatidas en torno a la propiedad de los honorarios regulados a los abogados y agentes fiscales de la AFIP que representen o patrocinen al Fisco Nacional, el alcance de las facultades de ese organismo para proceder a su distribución y para detraer los importes correspondientes a sueldo anual complementario, contribuciones patronales sobre nómina salarial y plus vacacional, son sustancialmente análogas a las ya examinadas por este Ministerio Público en la causa D. 406, L .XL, "Dadón, Víctor Carlos y otro c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo", cuyos fundamentos el Tribunal compartió e hizo suyos en su sentencia, y los cuales se reproducen en cuanto fueran aplicables al sub judice. No es óbice para ello que en estos autos se haya puesto en tela de juicio, además, la constitucionalidad de la disposición (AFIP) 145/01, ya que las razones de fondo vertidas en la causa indicada y en sus citas -especialmente Fallos: 306: 1283, cons. 7° a 10 brindan también adecuada respuesta a los cuestionamientos que intentaron impugnar la validez de ese acto general. Corresponde declarar formalmente admisible el recurso extraordinario, revocar la sentencia apelada y rechazar la demanda.


    Mosquera, Alfonso Fernando y otros c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    M. 1320, L. XLIII, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Constitucionalidad de la reglamentación dictada por CASSABA. Impugnación de acordada de la Corte. Improcedencia del recurso extraordinario.


    Respecto de las cláusulas constitucionales mencionadas, no existe una interpretación contraria al derecho federal invocado que justifique la apertura de la instancia por cuanto, el dictamen de la Fiscal, al que se remitió el tribunal apelado basa centralmente su pronunciamiento en la ilegitimidad de una norma de derecho público local no federal por su incompatibilidad con otra de igual naturaleza, materia ajena a la instancia de excepción No se advierte que los jueces se hayan excedido con la resolución dictada, del marco de la Acordada n° 6/05 y su modificatoria (Ac. 19/05) como manifiesta la recurrente, ello obviamente, sin perjuicio de la interpretación que los jueces del Máximo Tribunal puedan realizar de su propia decisión. Más allá de la opinión del acierto o error de la resolución impugnada, lo cierto es que la cuestión traída a debate trata sobre la inteligencia y validez de normas locales en términos tales que no se advierte afectado derecho federal alguno; ni la decisión ha sido irrazonable, ya que lo resuelto refleja una interpretación posible de las normas en las que se apoyó la apertura de la instancia de excepción.


    Santamarina, Alberto c/ Santamarina, Miguel Eduardo y otros s/ incidente de apelación


    S. 825, L. XLIII, 06 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Empleo público. Indemnización por despido sin causa. Planteo extemporáneo. Inexistencia de arbitrariedad. Desestimación de la queja.


    El recurso extraordinario es inadmisible toda vez que el planteo de la cuestión federal referido a la protección del trabajador, a la igualdad y a la defensa en juicio y debido proceso consagrados en los arts. 14 bis, 16 y 18 de la Constitución Nacional, respectivamente, fueron introducido por el actor recién en el memorial de agravios cuando dedujo el recurso de apelación ante la Cámara. La Corte ha expresado que el caso federal, base del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera ocasión posible en el curso del proceso, pues tanto el acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a su oportuna articulación. Los agravios formulados por el apelante, no son suficientes para demostrar, del modo autónomo exigido por la jurisprudencia del Tribunal, que, en la sentencia sub examine, se dé alguno de los supuestos de arbitrariedad reconocidos como idóneos para asegurar los derechos y garantías consagrados en la Constitución Nacional. El Tribunal ha resuelto que, ante las particularidades que presentan determinados casos, el examen de cuestiones como las debatidas en esta causa permite hacer excepción a dicha regla, con base en la doctrina de la arbitrariedad, en procura de asegurar la defensa en juicio y el debido proceso y de lograr que las sentencias constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas de la causa. Sin embargo, esa situación excepcional no ha sido demostrada en este caso, con la suficiencia exigida para la apertura del recurso extraordinario pues, sobre la cuestión que se intenta someter a consideración de la Corte, el apelante se limita a dar un enfoque distinto al seguido por el a quo, lo cual no resulta suficiente para su procedencia. Asimismo, el Máximo Tribunal ha señalado que no da lugar al recurso extraordinario el agravio referido a la pretendida contradicción del fallo apelado con un precedente análogo resuelto por otra sala de la misma cámara, debido a que dicho recurso no es el medio apropiado para unificar jurisprudencia. Corresponde desestimar la queja y confirmar el pronunciamiento apelado.


    Koppius, Alex c/ Estado Nacional - Ejército Argentino s/ Despido


    K. 14, L. XLIV, 28 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Indemnización por despido. Condena en moneda extranjera. Cuestiones fácticas ajenas a la instancia federal. Rechazo del recurso.


    No habiéndose concedido los aspectos relativos a la alegación de arbitrariedad del remedio y por otro lado habiendo sido erróneamente concedidos los referentes a las cuestiones federales estrictas o propias, la presentación extraordinaria debe desestimarse.


    García, Antonio c/ Zichy Thyssen, Federico y otro s/ despido


    G. 1267, L. XLIII, 15 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Concesión parcial del recurso. Falta de interposición de queja por los agravios no concedidos. Revisión de la individualización de sanciones.


    Si no existe constancia de que la parte interesada haya deducido la queja por los agravios no concedidos, corresponde limitar el examen a los agravios que fueron concedidos al admitirse el recurso extraordinario. La individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye, en principio, materia no revisable por la vía del recurso extraordinario


    S. N. S.A. s/ Ley 22.802


    S. 1603, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Requisitos de actividad


    Despido. Reclamo de diferencias salariales. Prescripción. Sentencia que no constituye un acto jurisdiccional válido. Ausencia de fundamentación en las constancias de la causa. Legitimación para obrar: cuestiones de hecho, y derecho común y procesal, ajenas a la instancia extraordinaria. Falta de demostración del gravamen.


    Si bien el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar en la instancia federal las cuestiones de hecho o de derecho común que fueron motivo de análisis y decisión por los tribunales de la causa y de conclusión en la órbita de la jurisdicción provincial, no es menos cierto que la Corte ha hecho excepción a tal criterio cuando la sentencia impugnada carece de los requisitos que la sustentan como acto jurisdiccional válido. Si bien el pronunciamiento que rechazó la defensa de prescripción impetrada por la demandada y acogió el reclamo relativo a rubros laborales está referido a cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal y común, temas propios de los jueces de la causa y ajenos a la vía del artículo 14 de la ley n° 48, cabe hacer excepción a tal criterio cuando el fallo no se encuentra fundado en las constancias del litigio, carece del sustento necesario como para otorgarle validez o resulta auto-contradictorio, tal lo que acontece en el sub-lite. Si bien lo atinente al comienzo, la suspensión, interrupción y agotamiento del curso de la prescripción remite al examen de cuestiones de hecho y derecho común, cabe hacer excepción a esa regla en el caso que la sentencia no constituya una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa. Los agravios referentes a la falta de legitimación para obrar no justifican la apertura del remedio extraordinario por tratarse de la interpretación de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, ajenas al remedio del artículo 14 de la ley n° 48, y que es improcedente el recurso federal cuando no se advierte un gravamen actual y concreto.


    Guzmán, Héctor c/ Liga Riojana de Futbol s/ Despido


    G. 655, L. XLII, 19 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Fundamentación


    Desestimación del recurso extraordinario: agravios del apelante que evidencian tan sólo discrepancias con los fundamentos no federales del tribunal, a la par que reiteran asertos ya vertidos en instancias anteriores que fueron desechados sobre la base de argumentos que no compete a la Corte Suprema revisar.


    Corresponde desestimar el recurso extraordinario interpuesto, toda vez que las críticas de los apelantes evidencian tan sólo discrepancias con los fundamentos no federales del tribunal, a la par que reiteran asertos ya vertidos en instancias anteriores que fueron desechados sobre la base de argumentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho y prueba, suficientes, al margen de su acierto o error, para descartar la arbitrariedad invocada. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión a la garantía del debido proceso.


    Caja Complementaria de Jubilaciones y Pensiones Para el Personal de Obras Sanitarias de la Nación c/ Obras Sanitarias de la Nación - Administración General de Obras Sanitarias de la Nación s/ Cobro


    C. 1727, L. XLI, 13 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia de recurso extraordinario. Fundamentación ineficiente por parte del recurrente. Decretos 502/91 y 2394/92: ley 23.696.


    Corresponde desestimar el recurso toda vez que, cuando el a quo consideró que la demandada era una entidad estatal, dicha conclusión que no fue criticada por la recurrente fundadamente, pues cuestiona el fallo con apoyo exclusivamente en el decreto n° 502/91, sin tener en cuenta la invocación de la contraria del decreto 2394/92 que es posterior. Por otra parte, la recurrente no se hizo cargo de dicho tema en el transcurso del proceso, la sentencia de primera instancia tampoco hizo mérito de la nueva norma cuando fue reiterada por la demandada en sus agravios ante la Cámara, y la actora no dio respuestas al planteo. Asimismo, cabe recordar que este decreto (n° 2394/92) al reglamentar la ley 23.696 dispuso que las contrataciones que se realicen se ajustarán a las mismas normas que aquellas que rigen para la Administración Central (art. 3°).


    Colobig, Lucas Leonardo c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A. s/ despido


    C. 1023, L. XLIII, 10 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario en el orden sustantivo. Imposibilidad de dejar en evidencia la irrazonabilidad de lo resuelto por los tribunales de ambas instancias. Convenio de Transferencia del Sistema de Previsión Social de la Provincia de San Luis al Estado Nacional. Régimen de Retiros, Jubilaciones y Pensiones para el Personal Policial de la Provincia (Ley provincial n° 4.464, derogada, más tarde, por la ley n° 5.089). Cesantía del actor dispuesta por la comisión de hechos delictivos presuntos: pase a retiro obligatorio sólo podría disponerse sin derecho al haber de retiro (art. 4° de la ley n° 4.464 y normas locales concordantes).


    La presente causa, según lo señala la accionada, el Ministerio de Trabajo de la Nación, se enmarca en el Convenio de Transferencia del Sistema de Previsión Social de la Provincia de San Luis al Estado Nacional; a propósito, en este supuesto, de obligaciones derivadas del Régimen de Retiros, Jubilaciones y Pensiones para el Personal Policial de la Provincia (Ley provincial n° 4.464, derogada, más tarde, por la ley n° 5.089). En ese plano, la resolución que denegó al actor el haber de retiro es de las que provocan agravios de imposible o insuficiente reparación ulterior; máxime, cuando el interesado no promovió el trámite de revisión de cesantía a que alude la a quo y al que se refieren los artículos 127 y 128 de la ley 3.467, derogada, ulteriormente, por la ley local 5.108. En segundo orden, el recurso deducido es admisible pues, situados en el ámbito de la transferencia al orbe federal del Sistema Previsional local a que se aludió supra, la decisión resulta adversa al derecho que la apelante fundó en reglas que lo integran. Por lo demás, lo alegado en el contexto de la arbitrariedad pone en debate la aplicación de éstas o guarda -mayormente- con ellas estrecha vinculación, extremo que determina que su tratamiento deba efectuarse en conjunto. En este sentido, la presentación del quejoso resulta improcedente en el orden sustantivo. Y es que, en el marco reseñado, no logra dejar en evidencia la irrazonabilidad de lo resuelto por los tribunales de ambas instancias, basados en que, dado que la cesantía del actor fue dispuesta por la comisión de hechos delictivos presuntos, su ulterior pase a retiro obligatorio sólo podía haber sido dispuesto sin derecho al haber de retiro (art. 4° de la ley n° 4.464 y normas locales concordantes). En tal situación, es claro que el reconocimiento del beneficio exigía la readquisición del estado policial, esencialmente en los términos del artículo 127 de la ley 3467; extremo que no consta patentizado aquí. Adviértase, además, que el propio interesado anota que no promovió el trámite de revisión de la baja reglamentado en los artículos 127 y 128 de la norma citada. En tales condiciones, la crítica del recurrente que trasunta disconformidad con lo decidido, es insuficiente para modificar la solución del pleito.


    Gatica, Domingo Eduardo c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo de la Nación y otro s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    G. 2253, L. XL, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario. Reiteración del recurrente de asertos vertidos por la Cámara: finalidad de la Ley de Amnistía por delitos políticos y comunes conexos ejecutados hasta el 25 de mayo de 1973 inclusive.


    El recurso no puede prosperar toda vez que no se hace cargo debidamente de los argumentos vertidos por la Cámara que establecieron que, "teniendo en cuenta que la finalidad de la Ley de Amnistía ha sido otorgar un derecho reparador 'a quienes vieron postergada su carrera o sufrieron sanciones con motivo de acontecimientos político militares', y la existencia de otra reglamentación de su artículo 5º (procedimiento) -de aplicación para un determinado sector del ámbito de la administración pública- que no contiene plazo de caducidad alguno, por lo que sus destinatarios no ven acotado en el tiempo el derecho que aquélla reconoce, corresponde declarar la inconstitucionalidad del art. 3º del decreto 732/73, por exceder las facultades reglamentarias y por violar el principio de igualdad contenido en el artículo 16 de la Constitución Nacional", y, más adelante, agrega el vocal preopinante "...ese límite temporal para reclamar el derecho no podía 'involucrar la inclusión de exigencias cuyo incumplimiento -no previsto por la ley- (llevara) a la pérdida del derecho del particular' resultando ello un exceso reglamentario por parte del Poder Ejecutivo". Por el contrario, el recurrente reitera asertos vertidos en las instancias anteriores sin demostrar concretamente por qué el tribunal yerra en su argumentación, y se limita a repetir generalidades que en nada conmueven lo decidido con razonabilidad por la juzgadora.


    Cambell, Pedro Luis c/ Estado Nacional Ministerio de Justicia Servicio Penitenciario Federal s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C. 2292, L. XLII, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: agravios del apelante que evidencian una mera discrepancia con lo decidido por los jueces de la causa sobre cuestiones de hecho, derecho común y procesal local, ajenas por su naturaleza a la instancia extraordinaria. Ejecución de honorarios. Ley 24.283: aplicación a los honorarios profesionales. Expresión "situación consolidada": momento del pago o cancelación del crédito que se pretende desindexar.


    Desde esta perspectiva procede adelantar que los agravios de la apelante no logran conmover la resolución cuestionada por cuanto evidencian una mera discrepancia con lo decidido por los jueces de la causa sobre cuestiones de hecho, derecho común y procesal local, ajenas por su naturaleza a la instancia extraordinaria y con argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional. En primer lugar, porque si bien la ejecutada aduce que el decisorio incurre en contradicción pues, tras decidir el rechazo de la excepción al practicar la liquidación -de acuerdo con lo que peticionado por su parte- corrige a 85% el monto de los honorarios ejecutados, se advierte que la ejecución fue promovida por un importe total de $683.670,57 el cual se corresponde con el monto que refirió correspondía a tal porcentaje y con el consignado por el a quo en la sentencia. En segundo término, si bien es cierto que el planteo desindexatorio -cuyo tratamiento fue diferido para la etapa de ejecución de sentencia- no se encontraba alcanzado por los efectos de la cosa juzgada y según la Corte Suprema la ley 24.283 es aplicable a los honorarios profesionales y la expresión "situación consolidada" se refiere al momento del pago o cancelación del crédito que se pretende desindexar. Cabe resaltar que en el caso, a esta altura de las circunstancias, la ejecutada no desvirtúa, como es menester, el argumento de la Corte Local referido a la inexistencia de un patrón de comparación posible recaudo que tampoco aparece pormenorizadamente satisfecho con los cálculos correspondientes en su presentación extraordinaria- a menos que el juicio se tramitara nuevamente en violación del derecho de defensa los litigantes. Por último, en lo que respecta al error numérico en el cálculo de la tasa promedio mensual utilizada para determinar los intereses sancionatorios del artículo 275, los agravios tampoco rebaten adecuadamente el fundamento del a quo referido a que la sentencia del 29 de diciembre de 1994 se hallaba firme y que el monto y cálculo de los intereses por multa habían sido confirmados en todas sus partes. Máxime cuando, no tratándose de un planteo cuyo tratamiento se difiriese para la etapa de ejecución de sentencia, ella no dedujo recurso extraordinario contra la decisión emitida por la Corte Local en conformidad con lo resuelto por el Tribunal y en la cual sostuvo que la decisión del 12 de abril de 1996 constituía un acto válido y firme, ordenando la prosecución del trámite según lo dispuesto en la sentencia del 29 de diciembre de 1994, situación que acordó firmeza al cálculo de la tasa que hoy cuestiona.


    Auvieux, Rodolfo A. c/ Sociedad de Cementos Armados y Centrifugados S.A. s/ Cobro de honorarios


    A. 1878, L. XLII, 05 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: consideraciones genéricas, meramente discrepantes, que no se hacen cargo, en sentido estricto, de las razones del pronunciamiento que otorgó el beneficio de jubilación por invalidez solicitado por la actora.


    Corresponde rechazar el recurso planteado toda vez que se limita a efectuar consideraciones genéricas, meramente discrepantes, sin hacerse cargo, en sentido estricto, de las razones del pronunciamiento. Esto es así, pues el juzgador evaluó no sólo el grado de incapacidad de la actora (determinada por el Cuerpo Médico Forense) sino que, además, ponderó su edad, su nivel sociocultural y la especial influencia de la incapacidad sufrida en las tareas que desarrollaba (costurera) pues la peticionante padece de artritis reumatoidea, dolencia que se centró, principalmente, en sus muñecas, manos y brazos. Todo lo anterior, en base a la doctrina de la Corte -que la quejosa siquiera trató de refutar- en orden a que, para el otorgamiento de la jubilación por invalidez, no hay que tener en cuenta exclusivamente el grado de incapacidad otorgado, con prescindencia de los fines tutelares de la legislación en la materia, sino, las posibilidades de reinserción en el mercado laboral, en la misma u otra tarea compatible con las aptitudes personales del beneficiario.


    Gómez Selva del Valle c/ A.N.Se.S s/ Retiro por invalidez (art. 49 P4 ley 24.241)


    G. 2290, L. XLI, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: crítica insuficiente para invalidar el fallo en el contexto de la excepcional doctrina de la arbitrariedad.


    Corresponde desestimar el recurso interpuesto, toda vez que la actora substancialmente discrepa con las razones de la sentencia, sustentada en los antecedentes de Fallos: 316:713 ("Rodríguez"); 323:2552 ("Escudero") y 325:3038 ("Fernández") y en que el Club Atlético River Plate, sin integrar una unidad técnica con el beneficiado, tercerizó mediante contrato de concesión la explotación de un servicio extraño a su actividad normal y específica (venta ambulante y en puestos fijos en el estadio de determinados productos alimenticios y bebidas). Frente a ello la crítica trasunta disconformidad, insuficiente para invalidar el fallo en el contexto de la excepcional doctrina de la arbitrariedad, incompatible con razones no federales suficientes.


    Lucero, Julio César c/ Plataforma Cero S.A. y otros s/ despido


    L. 484, L. XLIII, 22 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: fundamentación indebida e insuficiente.


    Toda vez que de las críticas de la apelante están enderezadas a cuestionar la procedencia del recurso de reposición cuando el a quo puntualizó que remitía a los fundamentos sustanciales del mismo, los argumentos referidos a ese recurso, por lo tanto, no fundamentan cuestiones de fondo sino, por el contrario, una de índole procesal o formal, por lo que los agravios formulados en torno a ellos carecen de relevancia para conmover el decisorio. Además, del examen de los términos de la sentencia y los agravios reseñados, surge también que las quejas de la recurrente sólo traducen diferencias con el criterio del juzgador, en particular respecto al transcurso del plazo de prescripción, que no resultan suficientes para enervar el fundamento en que se apoya el pronunciamiento apelado. Por lo tanto, en consideración a que la doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional y exige que medie un inequívoco apartamiento de las normas que rigen el caso o una decisiva carencia de fundamentación; máxime cuando la lectura de la sentencia y del recurso lleva a concluir que el apelante sólo reitera argumentos ya vertidos en instancias anteriores y que sus críticas no rebaten los fundamentos en que se apoya el pronunciamiento recurrido, los agravios vertidos resultan insuficientes para demostrar la tacha que endilga al fallo.


    Aconquija Televisora Satelital S.R.L. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de verificación tardía por Fondo Nacional de las Artes


    A. 1882, L. XLI, 13 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: fundamentación insuficiente. Sentencia firme.


    Toda vez que los recurrentes no se hicieron cargo fundamentalmente de la declaración de deserción efectuada por el a-quo, ya que en su escrito de interposición del remedio federal, si bien manifestaron su disconformidad, no expresaron ningún agravio concreto y circunstanciado contra la misma ni intentaron rebatir debidamente los fundamentos que la sustentaron, circunstancia que, definitivamente, confiere estabilidad y firmeza a la sentencia en cuestión, la que ha pasado en autoridad de cosa juzgada formal y material.


    Lakiren Inversiones S.A. c/ Vijande Penas, María Verónica y otro s/ ejecución hipotecaria


    L. 578, L. XLII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Necesidad de crítica concreta y razonada de los fundamentos.


    Para la procedencia del recurso extraordinario es necesario que exista una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los fundamentos que dieron sustento a las conclusiones de la sentencia motivo de agravio.


    C., Mario Alberto s/ Causa N° 7005


    C. 3478, L. XLII, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    No existe afectación a la defensa en juicio, pues la valoración de la sentencia de condena anterior no constituyó la única ni la principal prueba.


    La admisibilidad de la apelación extraordinaria está condicionada a que los agravios contemplen los términos del pronunciamiento impugnado, del cual deben rebatirse, mediante prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a aquéllos. Deviene insustancial el tratamiento de la pretendida afectación de la defensa en juicio que se invoca con base en la valoración de una sentencia de condena anterior, desde que no constituyó la única ni la principal prueba en que se apoyó la decisión del tribunal oral, y sólo fue tenida como un indicio junto al reconocimiento y declaraciones testimoniales mencionados, sin que se haya demostrado que éstos, de por sí, resulten insuficientes para sostener el pronunciamiento.


    M., Igor s/ Causa nº 7346


    M. 2285, L. XLII, 05 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Reclamo por falta de observación de la parte actora de la aplicación en el caso del decreto n° 2394/92. Ley 23.696. Reclamo por la vía del derecho laboral común. Desestimación del recurso extraordinario: ausencia de debida fundamentación.


    El argumento principal y conducente del a quo, para la desestimación del reclamo, es respecto a la falta de observación de la parte actora de la aplicación en el caso del decreto n° 2394/92, que al reglamentar la ley 23.696 dispuso que las contrataciones que se realicen se ajustarán a las mismas normas que aquellas que rigen para la Administración Central (art. 3°). A pesar de las observaciones realizadas en la sentencia recurrida, la impugnante, con apoyo en la doctrina de la arbitrariedad, insiste con aquellas normas que la habilitarían a sustentar su reclamo en el derecho laboral común, sin hacerse cargo acabadamente del fundamento normativo que bastó para sustentar el pronunciamiento que desestimaba su pretensión. Desde esa perspectiva, si los argumentos de la Cámara no fueron rebatidos en términos que satisfagan el requisito de fundamentación autónoma a que se refiere el art. 15 de la ley 48, exigencia según la cual el escrito respectivo debe contener una crítica prolija de la sentencia impugnada -o sea que el apelante debe rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el juez para arribar a las conclusiones que lo agravian, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia-, el recurso no puede prosperar.


    Estruch, Jorge Francisco c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos (en liquidación) y otros s/ despido


    E. 120, L. XLIII, 30 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de Queja: Argumentos vertidos tardíamente por el recurrente. Debida fundamentación del recurso. Garantía de la doble instancia. Principio de congruencia.


    El recurso carece de la debida fundamentación, ya que en él se reiteran asertos vertidos en la instancia anterior sin rebatir todos los argumentos en que se basó la sentencia apelada, cuya arbitrariedad debe descartarse si se repara en que la decisión se ajusta a lo establecido por la Corteen el sentido de que el deber de los magistrados, cualesquiera que fuesen las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellas mismas hayan formulado, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, con el único límite de ajustar el pronunciamiento a los hechos que constituyen la materia del juicio. Y si en cumplimiento de ese deber deciden escoger una calificación distinta de la propuesta por el acusador, ese cambio será conforme a la garantía de la defensa en juicio a condición de que no haya desbaratado la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole “formular sus descargos”.


    P., Lorena Elizabeth y otro s/ Causa n° 5218


    P. 620, L. XLI, 14 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario: agravios que refieren a aspectos legales y fácticos vinculados a la procedencia del rubro "movimiento de suelos" relacionada con la pérdida de la capa de limo o tierra fértil y su valor establecido, como así también la indemnización por la utilización de materiales de tercera categoría extraídos de "cantera"


    Los agravios formulados por la codemandada, en el marco en el que fue concedido el recurso extraordinario presentado por su parte y teniendo en consideración la queja deducida, se refieren, centralmente, en definitiva, a aspectos legales y fácticos vinculados a la procedencia del rubro "movimiento de suelos" relacionada con la pérdida de la capa de limo o tierra fértil -basada en un informe pericial- y su valor establecido, como así también la indemnización por la utilización de materiales de tercera categoría extraídos de "cantera". Siendo ello así, corresponde advertir que las cuestiones propuestas como federales comprenden planteos fácticos que deberán ser dilucidados con anterioridad y en ocasión de tratarse el recurso ordinario de la actora. En ese marco, y considerando el alcance de la intervención de este Ministerio Público en esa defensa, deviene prematuro el estudio de la invocada cuestión federal.


    Fallardi de Pestalozza, Ida Ernestina c/ YPF S.A. s/ Responsabilidad por daños (YPF)


    F. 86, L. XLIII, 11 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Suspensión de juicio a prueba. Inaplicabilidad de precedente "Kosuta". Falta de fundamentación suficiente.


    El remedio federal no cumple con el requisito que exige el artículo 15 de la ley 48, en la medida que no contiene una crítica prolija y detallada de todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya la resolución impugnada para arribar a las conclusiones que causan agravio.


    S., Juana s/ Pta. inf. ley 23.737 -causa nº 22/04-


    S. 576, L. XLIII, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Regulación de honorarios de instancia ordinaria. Reducción facultativa de jueces. Cuestiones no revisables por vía del recurso. Alegada arbitrariedad. Falta de demostración de los agravios. Meras diferencias con el juzgador.


    En cuanto a las cuestiones en debate, los problemas atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituyen materia ajena al recurso del art. 14 de la ley 48, toda vez que la determinación del monto del litigio, la apreciación de los trabajos cumplidos y la aplicación de las normas arancelarias no son, como regla, en razón del carácter fáctico y procesal de tales cuestiones, susceptibles de tratamiento en la instancia extraordinaria. Sin embargo, se justifica hacer excepción a esta doctrina en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de ese modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial. La sentencia recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones relativas a la procedencia de los recursos locales, así como en las circunstancias de hecho y derecho común, por lo que no resulta descalificable en los términos de la doctrina de la arbitrariedad. Puede observarse que el quejoso insiste en traer agravios ya vertidos en instancias anteriores vinculados con la inequidad en la regulación de honorarios de la sindicatura y sus letrados, que fueron objeto de adecuado tratamiento por el a quo para convalidar su decisión, en tanto no demuestra la arbitrariedad invocada. En ese contexto, habida cuenta que no se encuentra debatido el monto de la base regulatoria y que la discrecionalidad judicial se ha ejercido teniendo en cuenta las normas que rigen las regulaciones, los agravios del apelante solo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido.


    Síndico en autos Bid C.L. Quiebra c/ B.C.R.A. s/ daños y perjuicios responsabilidad de terceros - cuerpo de fotocopias (Expte.59/02)


    S. 941, L. XLII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Autónoma


    Declaración de inconstitucionalidad de una norma. Demostración de la contrariedad con la Constitución Nacional.


    El planteo de inconstitucionalidad del instituto de la reincidencia no puede prosperar, porque carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, pues se sustenta en afirmaciones dogmáticas y en asertos ya vertidos en las instancias anteriores, sin que se rebatan todos y cada uno de los fundamentos dados por el a quo en la sentencia apelada ni se brinden razones novedosas que hagan ineludible la modificación del criterio en que se apoyó la decisión del a quo. La declaración de inconstitucionalidad de una norma, es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como última ratio, ya que la leyes debidamente sancionadas y promulgadas de acuerdo con los mecanismos previstos en la Norma Fundamental gozan de una presunción de legitimidad que opera plenamente, y que obliga a ejercer dicha atribución con sobriedad y prudencia, únicamente cuando la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable. Una declaración de tal gravedad impone a quien la pretende, demostrar claramente de qué manera la ley que se cuestiona contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, y que tal circunstancia ocurre en el caso concreto. Lo mismo ocurre respecto del planteo de inconstitucionalidad del artículo 189 bis, apartado segundo, último párrafo, del Código Penal.


    L., Mauro Ismael s/ Inf. art. 189 bis del C. P.


    L. 617, L. XLIII, 30 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    El requisito de fundamentación autónoma de la presentación directa supone además de su autosuficiencia, realizar una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a quo decidió rechazar el recurso extraordinario.


    Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 15 de la ley 48, la presentación directa debe contar con fundamentación autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en el auto denegatorio del remedio extraordinario, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a quo decidió rechazarlo. Esta queja no satisface dicha exigencia, pues el a quo consideró extemporáneo el agravio en que pretendió fundarse la apelación, sin que tal argumento haya sido refutado en la posterior presentación directa, a pesar de que el recurrente debía hacerlo en la medida en que dicho fundamento fue decisivo para sostener el auto cuestionado. El auto cuestionado cuenta con argumentos suficientes que impiden su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad. En ese sentido, en la apelación extraordinaria el recurrente se ciñó a sostener que la aplicación de una pena a su defendido vulneraría el principio constitucional de reserva pues, dada la cantidad de estupefacientes hallada en su poder, no habría resultado afectada la salud pública ni bienes de terceros. Sin embargo, conforme lo expresó el a quo, tal planteo no fue formulado en la instancia casatoria -ni tampoco durante el debate oral- oportunidad en que, por el contrario, la defensa solicitó la aplicación de la figura prevista en el segundo párrafo del artículo 14º de la ley 23.737, en lugar de la calificación asignada al hecho en la sentencia de condena, a tenor del primer párrafo de dicha norma.


    A., Rodrigo Héctor s/ Infracción art. 14, 1º párrafo de la ley 23.737 -causa nº 167/04-


    A. 1648, L. XLII, 03 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Carencia de fundamentación autónoma. Afectación del principio de legalidad.


    El escrito de la apelación federal carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, pues se sustenta en afirmaciones dogmáticas y no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos dados por el a quo en la sentencia apelada. Los agravios planteados sólo traducen una mera discrepancia con los fundamentos de orden no federal que sustentan el pronunciamiento, ajenos por principio a esta instanciaextraordinaria, salvo arbitrariedad manifiesta que el apelante no ha logrado demostrar.


    O., Carlos Alberto s/ Inf. Ley 255 -causa nº 3726/04.


    O. 65, L. XLIII, 13 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Admisibilidad. Requisitos. Fundamentación autónoma.


    La impugnación extraordinaria carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, si el planteo de inconstitucionalidad se sustenta en afirmaciones dogmáticas y en asertos ya vertidos en las instancias anteriores, sin que se rebatan todos y cada uno de los fundamentos dado por el a quo en la sentencia apelada, ni se brinden razones novedosas que hagan ineludible la modificación del criterio en que se apoyó la decisión del a quo. Igual defecto contiene el agravio que se pretende apoyar en la doctrina de la arbitrariedad, si al respecto sólo se formulan afirmaciones dogmáticas carentes de un concreto desarrollo.


    R., Silvio Alberto s/ Causa Nº 5652


    R. 1135, L. XLII, 30 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Suficiente


    Aplicación del art. 41 bis C.P. y su relación con el non bis in ídem.


    La defensa sostuvo que la aplicación del artículo 41 bis del Código Penal implica una doble agravación de la pena pues, a su entender, en el momento de mensurarla se valoraron circunstancias que ya habían sido tenidas en cuenta por el legislador para la previsión de la conducta típica. Más allá de esbozar su posición doctrinaria, la recurrente no ha demostrado que la Constitución Nacional prohíba la consideración en el momento de individualizar la pena -legislativa o judicialmente- de determinadas circunstancias agravantes vinculadas a las particulares modalidades en que los hechos son cometidos. No resulta suficiente sostener un criterio distinto del que fue adoptado y que, además, coincide con el espíritu de la ley para descartar la aplicación de una norma del Código Penal pues, si bien a la defensa le parece absurdo que se considere "...más gravoso matar con un disparo de arma que con un cuchillo, una hojita de afeitar o un veneno aplicado en forma no insidiosa...", tampoco puede dejarse de considerar -a partir del mismo razonamiento hipotético- que la utilización de un arma de fuego asegura mayor efectividad e impunidad al tiempo que disminuye la capacidad defensiva de la víctima y el riesgo asumido por el agresor, quien ni siquiera debe acercarse para lograr su cometido. La tesis de la recurrente se sustenta, en definitiva, en una posición distinta a la seguida por el legislador para la protección del bien jurídico tutelado por la ley penal que no autoriza su descalificación constitucional, más allá de su mayor o menor eficacia para el fin de su institución, para cuyo análisis tampoco puede dejarse de lado la prevención general. Se trata pues, de una cuestión de política criminal, reservada a los poderes que ejercen esa competencia, sin que el acierto o error de sus decisiones en la materia pueda ser revisado en los estrados judiciales, y mucho menos a partir de las motivaciones sociales que, según alega la defensa, les habría dado origen. Precisamente, para que no sea aplicable el artículo 41bis del Código Penal, el uso del arma debe ser un requerimiento objetivo del tipo específico, extremo que no se configura en el caso de los artículos 79 y 80 del Código Penal, en los que en ningún momento se hace referencia a la utilización de armas, y menos aún de fuego.


    F., Ariel Gastón y otros s/ Homicidio en grado de tentativa en concurso real con robo agravado por el uso de arma de fuego -causa nº 2093-


    F. 291, L. XLIII, 05 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Fundamentación insuficiente. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal e individualización de las sanciones dentro de los límites legales.



    El examen de extremos de hecho, prueba y derecho procesal excede el marco de la competencia extraordinaria, sin que baste para hacer excepción a esa regla la mera invocación de la garantía de la defensa en juicio, cuando no se indica concretamente de qué modo el vicio alegado afectó el ejercicio de aquel derecho. En cuanto a la vulneración del principio de culpabilidad, el agravio no satisface el recaudo de fundamentación suficiente, en tanto se limita a negar la existencia de dolo o culpa de su mandante, sin hacerse cargo del argumento del fallo acerca de la irrelevancia de esa discusión en el ámbito de las infracciones administrativas de carácter formal. La individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye materia no revisable por la vía del recurso extraordinario.


    D. S.A. s/ Apela multa


    D. 707, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Fundamentación insuficiente. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal e individualización de las sanciones dentro de los límites legales.


    El examen de extremos de hecho, prueba y derecho procesal excede el marco de la competencia extraordinaria, sin que baste para hacer excepción a esa regla la mera invocación de la garantía de la defensa en juicio, cuando no se indica concretamente de qué modo el vicio alegado afectó el ejercicio de aquel derecho. En cuanto a la vulneración del principio de culpabilidad, el agravio no satisface el recaudo de fundamentación suficiente, en tanto se limita a negar la existencia de dolo o culpa de su mandante, sin hacerse cargo del argumento del fallo acerca de la irrelevancia de esa discusión en el ámbito de las infracciones administrativas de carácter formal. La individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye materia no revisable por la vía del recurso extraordinario.


    D. S.A. s/ Apela resolución


    D. 708, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Fundamentación insuficiente. Duración razonable del proceso: según las circunstancias propias de cada caso.


    No satisface la carga dispuesta en el artículo 15 de la ley 48 el planteo, por el cual se pretende demostrar que el término de duración del proceso ha dejado de ser razonable, que no supera el mero aserto conclusivo y que no proporciona bases para formular un juicio sobre la razonabilidad del plazo. Limitándose a consignar la fecha de la presunta comisión del hecho investigado y a señalar las pautas objetivas que la jurisprudencia ha elaborado a los fines de evaluar la observancia del plazo razonable, pero no relacionó esas pautas generales con los avatares concretos de la causa. Tal recaudo resulta aquí especialmente exigible para satisfacer el requisito de adecuada fundamentación, si se repara en que, la propia naturaleza del derecho a un juicio rápido impide determinar con precisión cuando éste empieza a lesionarse, pues ello depende en gran medida de las circunstancias propias de cada caso, de modo que el plazo razonable no puede traducirse en un número de días, meses o años.


    R. B., Juan Bautista s/ Causa n° 9561/92


    R. 1422, L. XLII, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Imposición de multa a supermercado. Impugnación de la sanción. Ley 22.802. Falta de fundamentación suficiente.


    Los agravios deducidos sobre la base de la violación de la defensa en juicio requieren para su procedencia la demostración de un perjuicio efectivo a ese derecho. Así, el apelante se limitó a denunciar la falta de consideración de la cuestión del dolo del autor sin aportar argumentos en contra de lo decidido en el sentido de que ese examen resulta inoficioso en el ámbito de las infracciones administrativas de carácter formal sancionadas por el artículo 18 de la ley 22.802. Asimismo, cabe destacar que la individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye materia no revisable por la vía del recurso extraordinario.


    W. M. A. S.A. s/ Inf. ley 22.802


    W. 150, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Infracción a los arts. 9 y 10 de la ley 22.802 y el art. 1° inciso "d" del decreto 1153/97. Omisión de incorporar declaraciones obligatorias a un aviso publicitario que difundía una promoción. Criterios para la interpretación de la norma. Cuestiones no revisables por vía de recurso extraordinario: revisión del monto de la multa fijado en base a las constancias de la causa y a las normas aplicables.


    De los propios términos del escrito del impugnante surge la improcedencia de su reclamo, en el caso de que, sin cuestionar el hecho de que su mandante emitió un folleto sin observar las formalidades previstas por el artículo 1°, inciso “d”, del decreto 1153/97 y sin objetar la constitucionalidad de esa norma, pretende una interpretación fundada en consideraciones que por exceder notoriamente las circunstancias expresamente contempladas en la ley, equivale a prescindir de su texto. Éste, cabe destacar, tan sólo establece las declaraciones obligatorias que debe expresar cada aviso publicitario que promoviere un concurso, certamen o sorteo, y es evidente que su reconocido incumplimiento no puede cohonestarse con la realización de esas declaraciones por medios diferentes o por la sola afirmación de que, pese a la omisión del aviso, el concurso, certamen o sorteo de todos modos respetó las condiciones que debían declararse. La pretensión del recurrente supone dejar de lado la inveterada regla hermenéutica según la cual la primera fuente de la ley es su letra, y cuando ésta no exige esfuerzos de interpretación debe ser aplicada directamente, ya que no cabe apartarse del principio primario de sujeción de los jueces a la ley, ni atribuirse rol de legislador para crear excepciones no admitidas por ésta. En cuanto al monto de la multa, vale recordar que la individualización de las sanciones, en tanto se observen los límites fijados por las leyes respectivas, constituye, en principio, materia no revisable por la vía del recurso extraordinario, y que no cabe hacer excepción a esa regla si el pronunciamiento contiene fundamentos suficientes con base en las constancias de la causa y en las normas que rigen el caso.


    C. A. S.A. s/ Apela multa


    C. 369, L. XLIII, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Multa aplicada supermercado. Ley 22.802. Falta de fundamentación suficiente. Cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria.


    El recurso en examen carece de la debida fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48. La individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye materia no revisable por la vía del recurso extraordinario.


    W. M. A. S.A. s/ Apela multa


    W. 34, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Ne bis in ídem. Principios de preclusión y plazo razonable. Invocación genérica por parte de la defensa, sin consideración de las circunstancias concretas del caso.


    Si bien la Corte ha sostenido que corresponde hacer excepción a la doctrina según la cual no revisten calidad de sentencia definitiva las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso penal en los supuestos en los que el recurso se dirige a lograr la plena efectividad de la prohibición de la doble persecución penal, el recurrente no ha demostrado que en el sub lite se encuentre amenazada la vigencia de tal garantía. Por ello, su sola invocación no logra superar el requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48, ni autoriza a suplir la ausencia de sentencia definitiva. Similar defecto presenta el agravio relativo a la vulneración de los principios de preclusión y plazo razonable, ya que ha sido genéricamente alegado sin consideración de las circunstancias concretas del caso, lo cual resultaba indispensable atento que la aplicación de esos principios con fundamento en la necesidad de lograr una administración de justicia rápida y de liberar al imputado del estado de sospecha mediante una sentencia que establezca su situación frente a la ley penal, no es automática frente a cualquier declaración de nulidad, sino que está circunscripta a aquellas hipótesis en que, habiendo sido observadas las formas sustanciales del juicio dentro del plazo razonable, se decrete la anulación de actuaciones válidamente cumplidas sobre la base de consideraciones rituales insuficientes.


    C., Ricardo s/ Causa N° 6540


    C. 4518, L. XLI, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad. Fundamentación suficiente. Inadmisibilidad del recurso ante la falta de una crítica de todos los fundamentos de la sentencia apelada.


    El recurso extraordinario no satisface el requisito de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, si se basa en afirmaciones dogmáticas que no constituyen una crítica prolija de todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya la sentencia apelada. Ellos sucede si en el caso se encuentra fuera de disputa la existencia de una infracción a la prohibición de elaboración y venta de productos adulterados conforme los artículo 1°, 6°, inciso 7°, 6° bis y 155 del Código Alimentario Argentino, y el apelante se limita a afirmar que a su representada no le atañen los deberes que surgen de las normas enunciadas, sin expresar las razones por las que la considera exenta de las obligaciones que implica la regla del artículo 1° del citado cuerpo legal, e insiste con el argumento de la falta de dolo, que no guarda relación directa con la solución del caso, ni se atiene a los términos de la sentencia, en cuanto ésta afirma que tal circunstancia no es relevante en el ámbito de las infracciones administrativas de carácter formal.


    W. M. A. S.A. s/ Proceso de conocimiento


    W. 17, L. XLI, 14 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad: fundamentación suficiente. Oportunidad para el planteo de la cuestión constitucional: extemporaneidad del planteo introducido en la queja por denegación de recurso extraordinario federal.


    La impugnación extraordinaria carece del requisito de debida fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, si la recurrente omite rebatir los fundamentos en que se apoyó la opinión mayoritaria del pronunciamiento apelado, y se limita a reeditar argumentos ya planteados en la instancia anterior y a reproducir parcialmente el voto que disintió en este aspecto. El agravio formulado con base en la doctrina de la arbitrariedad tampoco puede prosperar, si carece de todo desarrollo razonado con referencia a los términos del pronunciamiento, y se sustenta en afirmaciones dogmáticas, por las que no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos dados por el a quo en la sentencia apelada. Si de la lectura del fallo surge que el a quo tuvo por probado el carácter estupefaciente de la sustancia incautada y su capacidad para generar dependencia física o psíquica, con base en los informes reunidos en la causa, debe considerarse que ha dado así respuesta a la objeción que la defensa formuló respecto de la presencia de ese elemento de la figura atribuida. La aplicación de la ley según la cual se debió haber determinado que el contenido de cada uno de los envoltorios en que se encontraba distribuida la sustancia tuviera, de manera autónoma, capacidad para generar aquella dependencia, es inadecuada y la volvería inoperante, al hace que su aplicación dependa de un supuesto no contemplado en ella, cual es su forma de fraccionamiento. Por otra parte, de no ser considerada así la cuestión, bastaría con dividir cualquier cantidad de estupefacientes en pequeñas porciones para quedar fuera del alcance de la norma. Si las objeciones contra el pronunciamiento apelado sólo exhiben una mera discrepancia con el criterio del a quo para tener por debidamente comprobado el cuerpo del delito y la responsabilidad penal del imputado, y remiten al examen de cuestiones que se suscitan en torno a los hechos y la prueba, éstas son ajenas a la vía del artículo 14 de la ley 48 en tanto no se haya incurrido en desaciertos u omisiones de gravedad extrema o en contradicciones de tal magnitud que hagan prácticamente irreconocible la aplicación del método de reconstrucción histórica. La cuestión constitucional debe plantearse en la primera oportunidad posible en el curso del proceso, exigencia que tiene por objeto que el tema de agravio haya sido sometido a las instancias ordinarias y debatido en ellas evitando así lo que constituye una reflexión tardía de las partes. En ese sentido, el planteo de inconstitucionalidad del instituto de la reincidencia resulta extemporáneo si fue formulado recién en la queja ante la Corte, por lo que no puede ser admitido. Asimismo, en la medida que los pronunciamientos de la Corte deben limitarse a los agravios que se expresan en el escrito del recurso extraordinario, resulta igualmente extemporáneo el que sólo fue planteado en la presentación directa ante la Corte.


    D. B., Wily s/ Causa Nº 6718


    D. 1167, L. XLII, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Reiteración de argumentos vertidos en instancias anteriores que han sido oportunamente refutados.


    Si bien la Corte ha reconocido en ocasiones que se puede suscitar cuestión federal bastante cuando la sustancia del planteo conduce a determinar el alcance de la garantía de la inviolabilidad del domicilio, tal situación no se verifica en el sub lite, debido a la insuficiente fundamentación del reclamo, que luce como simple reiteración de argumentos vertidos en instancias anteriores que han sido oportunamente refutados sobre la base de consideraciones de hecho, prueba y derecho procesal, que más allá de su acierto o error, son suficientes para descartar la tacha de arbitrariedad.


    V., Leopoldo y V., Julio Alejandro s/ Ley de estupefacientes -causa nº 544/2006-


    V. 460, L. XLIII, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Requisitos de procedencia de la apelación federal. Enunciación clara de los hechos de la causa. Relación directa e inmediata entre la materia de debate y las garantías lesionadas.


    La procedencia de la apelación federal está condicionada a que el escrito en que se la interpone contenga la enunciación clara de los hechos de la causa que permita establecer la relación directa e inmediata entre lo que ha sido materia de debate y decisión en autos y las garantías constitucionales que se aducen lesionadas.


    Maciel, Miguel Santiago c/ Estado Nacional - E.M.G.E. s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.


    M. 76, L. XLIII, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Requisitos Objetivos


    Fundamentación insuficiente. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal. Remisión a lo dictaminado en la causa D. 707, libro XLII, caratulada "Disco S.A. s/ Apela multa".


    Disco S.A. s/ Apela Multa


    D. 186, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia queja por recurso extraordinario denegado: ausencia sentencia arbitraria.


    Las cuestiones de hecho, prueba y derecho público local son ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia del art. 14 de la ley 48, así como aquella otra que indica que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de dicha índole, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente. Los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia por haber prescindido el a quo del marco legal aplicable y omitir la prueba incorporada al proceso no son aptos para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, toda vez que el tribunal, más allá del acierto o error en la ponderación de las constancias de la causa, concluyó -con argumentos suficientes- que los actores formaban parte del plantel de contratados por la administración provincial y que ésta estaba facultada a no renovarles los contratos.


    Ambrogio, José Nazario Ramón y otros c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa.


    A. 759, L. XLIII, 17 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Resolución que rechaza la prescripción de la acción penal. Ausencia de sentencia definitiva. Incumplimiento del requisito de oportuna introducción de la cuestión federal.


    En el caso no concurre la exigencia de sentencia definitiva a los fines del artículo 14 de ley 48, toda vez que las decisiones cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal no reúnen, por regla, el requisito enunciado; y esto es lo que ocurre con las resoluciones que rechazan la prescripción de la acción penal en tanto no ponen fin al pleito ni impiden su continuación. El recurso extraordinario tampoco cumple con el requisito de oportuna introducción de la cuestión federal, en tanto el planteo relacionado con la garantía del imputado a ser juzgado en un plazo razonable, ha sido formulado recién en el informe producido ante la cámara y no al interponer la excepción de prescripción en instrucción. De esta manera, el incumplimiento de tal recaudo impidió que los tribunales inferiores analicen este caso según la jurisprudencia de la Corte, y con base en la doctrina de que las cuestiones federales deben ser tratadas previamente por los tribunales locales.


    A., Miguel Eduardo s/ prescripción en autos: "G., Omar Ramón Enrique y otros s/ defraudación"


    A. 280, L. XLIV, 26 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Decisiones recurribles


    Juicio político a gobernador. Impugnación decisión. Inadmisibilidad Recurso extraordinario. Destitución: Cuestión abstracta: expiración del mandato del destituido y posesión del cargo de nuevo gobernador. Sanción de inhabilitación para ejercer cargos públicos por diez años: Improcedencia inhabilitación como sanción de carácter penal y accesoria: Decisión de carácter administrativo y fundada. Inexistencia sentencia arbitraria, afectación derecho de defensa y vicios del proceso.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. Ello trae como consecuencia que, al haber devenido abstracto el objeto del recurso extraordinario articulado por aquél, resulte inoficioso un pronunciamiento del Tribunal con relación a las críticas a la decisión destitutoria. Las decisiones en materia de los llamados juicios políticos o enjuiciamientos de magistrados en la esfera provincial, cuyo trámite se efectuó ante órganos ajenos a los poderes judiciales locales, configuran una cuestión justiciable, en la que compete intervenir al Tribunal por la vía del recurso extraordinario, sólo cuando se acredite la violación del debido proceso. La aplicación e interpretación de las normas que integran el ordenamiento jurídico local y sus decisiones serán irrevisables por esta vía, salvo que se alegue y pruebe que éstas son arbitrarias, circunstancia que no se presenta en el caso. El a quo aplicó los criterios que surgen de los precedentes de la Corte, en cuanto señalan que la inhabilitación para ejercer cargos públicos por un período determinado, para aquellos que han sido destituidos del que ostentaban por el procedimiento de juicio político, se muestra como un arbitrio enteramente adecuado a las exigencias del buen funcionamiento de los poderes públicos y acorde con la naturaleza de las responsabilidades que tales cargos suponen y que no se trata de una sanción de carácter penal impuesta en un juicio de igual naturaleza, sino de una medida administrativa por medio de la cual los constituyentes buscaron proteger a la Nación de un funcionario que fue considerado indigno de su puesto. La sentencia apelada encuentra respaldo en las constancias de la causa y en la apreciación que hicieron los jueces de la causa. Ante la falta de demostración en forma clara, inequívoca y concluyente de lesión a las reglas estructurales del debido proceso en el trámite del juicio político, no hay materia federal para la intervención de la Corte por la vía que se intenta.


    Pedido de juicio político c/ Sr. Gobernador Mario Jorge Colazo en los términos del art. 114 de la Constitución Provincial s/ Remesa de Coparticipación Federal de la Municipalidad de Rio Grande.


    P. 679, L. XLIII, 30 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son ajenas a la apelación extraordinaria. Excepciones.


    Si bien las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas a la apelación extraordinaria del art. 14 de la ley 48, y la doctrina de la arbitrariedad reviste carácter particularmente restringido, tal principio reconoce excepción cuando, la decisión carece de fundamentación válida que la sustente. La regulación de honorarios profesionales no depende exclusivamente del monto del juicio y de las escalas dispuestas en la ley de aranceles sino de un conjunto de pautas previstas en los regímenes respectivos que deben ser evaluados por los jueces y entre los que se encuentran la naturaleza y complejidad del asunto, la índole, extensión, calidad y eficacia de los trabajos realizados, de manera de arribar a una solución justa y mesurada acorde con las circunstancias particulares de cada caso. Los honorarios mediante la aplicación automática de los porcentuales fijados en la ley arancelaria, aun del mínimo establecido, puede dar por resultado sumas exorbitantes y desproporcionadas en relación con las constancias de la causa, no compatibles con los fines perseguidos por el legislador al sancionar la ley arancelaria ni con los intereses involucrados en el caso.


    Calcagni de Greco, Laura Alicia c/ Banco Central de la República Argentina.


    C. 2867, L. XLII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Las resoluciones recaídas en los procedimientos de ejecución de sentencia no constituyen sentencias definitivas a los fines del recurso extraordinario federal.


    Las resoluciones recaídas en los procedimientos de ejecución de sentencia no son definitivas, en los términos del artículo 14 de la Ley 48 y, por ello, en principio, no son susceptibles de apelación por la vía extraordinaria. Sin embargo, esa regla admite excepciones cuando lo resuelto implica un exceso de rigor formal susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio, o cuando pone fin a lo discutido o decide una cuestión ajena a la sentencia que se pretende ejecutar y causa un gravamen de imposible reparación ulterior, al tiempo que priva al interesado de otro medio legal para la tutela de su derecho. Aun tratándose de la interpretación de leyes federales, la solución de los problemas de carácter procesal está reservada a los jueces de grado, con exclusión de la vía del recurso extraordinario, salvo si, declarada la improcedencia de la apelación, pudiere quedar restringida la defensa en juicio o frustrado el derecho federal invocado.


    Barrios, Leónidas Alberto y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo.


    B. 2048, L. XLII, 03 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Queja por recurso extraordinario denegado. Cuestión de competencia. Resolución que no deniega fuero federal ni configura un supuesto de privación de justicia. Ausencia requisito sentencia definitiva o resolución equiparable. Inadmisibilidad del recurso.


    El recurso es inadmisible, toda vez que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.


    Mobil Argentina SA c/ Gas Natural Ban S.A. s/ Cobro de sumas de dinero.


    M. 1119, L. XLIV, 18 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Queja por recurso extraordinario denegado. Inadmisibilidad. Resoluciones referidas a la competencia de los tribunales. Resolución apelada no que es sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal.


    El recurso es inadmisible, toda vez que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible, o tardía reparación ulterior. La resolución apelada no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal y por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, por consiguiente, la actora quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado en donde puede seguir tramitando su pretensión.


    Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico S.A. c/ Dirección Provincial de Energía de Corrientes s/ Proceso de ejecución. .


    C. 1148, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Decisiones Judiciales


    Procedencia recurso extraordinario por decisiones adoptadas en la etapa de ejecución. Régimen de consolidación de créditos. Carácter de orden público. Aplicación a intereses complementarios de origen posterior al 1º de abril de 1991 y anterior al 31 de diciembre de 2001.


    Los argumentos de índole procesal en que se fundó el a quo no son válidos, pues el Estado Nacional invocó un régimen legal de orden público que establece un sistema específico y excepcional para la cancelación de la deuda que obstaría al procedimiento de ejecución que se ordenó proseguir. El crédito por intereses adicionales que reclama la actora -de origen posterior al 1º de abril de 1991 y anterior al 31 de diciembre de 2001- debe ser cancelado en los términos de las leyes 25.344 y 25.565, toda vez que el régimen de consolidación alcanza a los efectos no cumplidos de las sentencias si se trata de deudas pasibles de ser consolidadas, mas no comprende a los intereses devengados con posterioridad a esta última fecha.


    Rambeaud, Valentín c/ Estado Nacional - C.S.J.N. s/ Empleo público.


    R. 1037, L. XLIII, 17 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contraria al derecho federal


    Interpretación de normas. Cuestión federal. Derecho público local


    El recurso extraordinario es inadmisible, pues si bien se afirma que existe una cuestión federal en punto a la interpretación de una ordenanza municipal, de un decreto ley y un decreto reglamentario, no cabe asignar a tales normas carácter federal alguno, si se tiene en cuenta que su invocación en cuanto sean de aplicación en el ámbito de la Capital Federal, han sido dictadas en ejercicio de facultades legislativas que corresponden al Congreso en los términos del art. 75, inc. 30 de la Constitución Nacional y, en consecuencia, revisten el carácter de derecho público local.


    Orrico S.R.L. c/ Hospital General de Agudos Enrique Tornú y otros s/ Cobro de sumas de dinero.


    O. 58, L. XLIII, 01 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Emanada del Tribunal Superior de la causa


    Cámara Nacional de Casación Penal: tribunal intermedio.


    Siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del art 14 de la ley 48".


    M., Antonio Jesús s/ Causa Nº 7474


    M. 1591, L. XLIII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    La competencia de la corte, queda abierta en la medida otorgada por el Tribunal de Alzada.


    La competencia del Tribunal sólo queda abierta en la medida otorgada por la alzada. Del texto del decreto 2076/93 no surge que éste opere retroactivamente, es decir, que rija para las causas judiciales tramitadas a la luz de la reglamentación anterior; por el contrario, los términos empleados remiten al principio general sentado por el derecho común.


    Minich, Juan Carlos y otros c/ B.C.R.A. s/ Cobro de australes.


    M. 2283, L. XLII, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de la queja. Existencia de cuestión federal: interpretación de normas procesales que reglamentan el debido proceso.


    Mantenimiento de la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal. El recurso de casación articulado por este Ministerio Público conduce, en definitiva, a la interpretación de normas procesales que reglamentan el debido proceso (artículo 18, C.N.), como lo son aquellas que establecen las facultades de la policía para actuar frente a determinadas circunstancias y bajo ciertas condiciones -arts. 183, 184, inc. 5°, 230, 230 bis, 284, inc. 3° y 4°, y concordantes del Código Procesal Penal de la Nación-; cuestiones federales que, en casos semejantes, han sido admitidas por el Tribunal. De allí que la resolución del a quo, que declara mal concedido el recurso de casación, no se ajusta a la doctrina de la Corte, según la cual "siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del art. 14 de la ley 48".


    M., Pablo Gabriel s/ Causa Nº 9192


    M. 1122, L. XLIV, 06 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: sentencia recaída en un proceso de ejecución fiscal.


    El recurso resulta procedente en lo formal, por tratarse de una sentencia recaída en un proceso de ejecución fiscal, emanada del máximo tribunal de la causa cuya decisión es susceptible de ser recurrida por vía del recurso extraordinario (artículos 89 y 92, ley 11.683 t.o., 1998). Si bien el remedio excepcional no procede respecto de las sentencias recaídas en procesos ejecutivos, por no constituir las mismas la decisión definitiva sobre los temas que se discuten en la causa, ni en aquellos casos en que se hallan en juego cuestiones de hecho y normas de derecho procesal y común, corresponde hacer excepción cuando la decisión carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido y generen agravios irreparables o situaciones que afecten el interés de terceros -como es en el caso el de los acreedores del concurso-, o el principio de seguridad jurídica, situación que se verifica al advertirse que el juez de la causa omite tratar cuestiones relevantes oportunamente planteadas por la recurrente, dejando de lado los principios que emanan del artículo 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086) en cuanto a que los efectos del concurso alcanzan a las obligaciones de causa anterior a la presentación.


    Fisco Nacional -DGI- c/ Inmar S.A. s/ ejecución fiscal


    F. 428, L. XLII, 13 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Resolución de casos mediante la aplicación de normas de derecho público local en cabeza de los más altos tribunales provinciales: irrevisables a través de la vía extraordinaria.


    No son revisables, en principio, por vía del recurso extraordinario los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden los casos que les son sometidos a su conocimiento mediante la aplicación de normas de derecho público local, criterio que impone que el examen de una eventual arbitrariedad sea particularmente restrictivo. La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida y no tiene por objeto corregir en tercera instancia pronunciamientos equivocados o que el recurrente considere tales en orden a temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación.


    Caja de Previsión Social para Profesionales de la Ingeniería de la Provincia de Buenos Aires c/ Municipalidad de La Plata s/ Demanda contencioso administrativa.


    C. 1270, L. XLI, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Tribunales superiores locales: imposibilidad de eludir su competencia con argumentaciones dogmáticas o acerca del carácter ajeno a la instancia federal de las cuestiones debatidas. Negativa a juzgar la materia constitucional planteada por parte del Tribunal Superior.


    Corresponde declarar procedente el recurso interpuesto, toda vez que lo resuelto por el Superior Tribunal local, al no hacerse cargo de las cuestiones justiciables que presentó la apelante -como la posible violación de las normas legales que rigen el procedimiento del juicio político en la provincia-, constituye una negativa a juzgar la materia constitucional planteada. Asimismo, es dable considerar que los tribunales superiores locales no pueden eludir su competencia con argumentaciones dogmáticas o basadas en que son ajenas a la instancia federal las cuestiones reguladas por normas locales. Además, en particular, en el sub examine, entre los agravios de carácter constitucional que plantea la recurrente, uno se basa en la ausencia de acusación fiscal. Sobre el punto, la Corte Suprema ha afirmado que "la intervención del superior tribunal local es indeclinable cuando se plantean cuestiones prima facie de naturaleza federal, como es la configurada por la alegada violación de la garantía constitucional de la defensa en juicio, al haberse ordenado la destitución de un magistrado sin que existiera una acusación que la sostenga, planteo que no ha sido examinado por el tribunal a quo".


    Rojas, Ricardo Fabián s/ queja en autos "Sevilla, Silvia Amanda s/ jurado de enjuiciamiento por denuncia formulada por Miguel I. Urrutia Molina en representación de la Municipalidad de El Colorado".


    R. 474, L. XLII, 04 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia definitiva


    Falta del carácter de sentencia definitiva a los efectos del recurso extraordinario de los autos que resuelven cuestiones de competencia.


    Los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario, salvo que medie denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Los pronunciamientos que deciden respecto de la distribución de competencia entre los tribunales con asiento en la Capital Federal no son susceptibles de apelación extraordinaria en razón del carácter nacional que todos ellos revisten.


    Farah, Elías c/ Banco Finansur S.A. s/ ordinario


    F. 90, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Nulidad de sentencia del Tribunal Fiscal dictada por el tribunal de alzada. Necesidad de resolver el fondo del litigio. Procedencia queja por recurso extraordinario denegado a pesar de que no existe requisito de sentencia definitiva que exige el art. 14 de la ley 48. Violación de garantías constitucionales: defensa en juicio y derecho a una rápida y eficaz decisión judicial. Descalificación de sentencia como acto jurisdiccional válido.


    Se presenta aquí un caso excepcional que justifica la intervención de la Corte con prescindencia del requisito de sentencia definitiva, toda vez que es deber ineludible de la Corte Suprema corregir la actuación de las cámaras nacionales de apelaciones cuando aparezca realizada con transgresión de los principios fundamentales inherentes a la mejor y más correcta administración de justicia. Lo atinente a las nulidades procesales reviste el carácter de una cuestión de hecho y de derecho procesal, ajena al recurso extraordinario, pero ello no es óbice para hacer excepción a dicha doctrina cuando la aplicación de los preceptos procesales excede de una manera irrazonable los límites que impone el respeto de la garantía de la defensa en juicio.


    Fiszman y Compañía S.C.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso.


    F. 24, L. XLIV, 26 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Rechazo defensa de prescripción: ausencia carácter de sentencia definitiva. Extremos de hecho y de derecho común. Improcedencia recurso extraordinario.


    Uno de los requisitos impuesto en el artículo 14 de la ley 48 para que prospere formalmente el recurso extraordinario, es la existencia de sentencia definitiva, esto es, que ponga fin a la cuestión debatida de forma tal que ésta no pueda reiniciarse o que cause un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. El recurso federal es improcedente cuando se trata del rechazo de la excepción de prescripción, toda vez que las decisiones que se recurren por tal vía deben, como principio, revestir el carácter de finales, calidad que no poseen las que están sometidas a una resolución ulterior que pudiese disipar el agravio que de ellas derive. Es que sólo si la sentencia que pone fin al pleito no lo repara, asumen aquel carácter y pueden ser traídas a la instancia extraordinaria en el supuesto de darse los demás extremos que la hagan procedente.


    Estado Nacional c/ García, Carlos Blas y otros s/ Ordinario.


    E. 271, L. XLII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad. Sentencia definitiva o equiparable a definitiva. Cuestiones de competencia: supuestos excluidos de la competencia de la Corte.


    Las decisiones sobre competencia no constituyen sentencias definitivas, ni pueden ser equiparadas a ellas -en los términos del artículo 14 de la ley 48- en tanto no medie denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Si no se ha demostrado que en el caso concurran las condiciones que permiten soslayar el requisito de la sentencia definitiva, lo que impide habilitar esta instancia de excepción, esta falta no puede suplirse con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas, ni con la pretendida existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento.


    L., Yolanda s/ Tenencia de estupefacientes


    L. 1237, L. XLII, 25 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Solicitud de sobreseimiento. Sentencia definitiva. Ausencia de duración indebida del proceso y de agravio irreparable.


    Las decisiones cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso penal no reúnen, la calidad de sentencia definitiva a los efectos del art. 14 de la ley 48, requisito éste del que no cabe prescindir aunque se invoque lesión a garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad. No existen motivos que justifiquen hacer excepción a tal principio cuando no se registra una duración indebida y cuando no se advierte que lo resuelto implique una demora que prolongue el proceso más allá de lo debido.


    D., Julio Alberto s/ Solic. de sobreseimiento


    D. 479, L. XLIV, 15 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Resoluciones que rechazan la prescripción de la acción: no reúnen la calidad de sentencia definitiva. Excepciones.


    Las resoluciones que rechazan la prescripción de la acción, entre otras, cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal, no reúnen, por regla, la calidad de sentencia definitiva a los fines del artículo 14 de la ley 48. Aunque ello es así sólo en la medida en que, en el caso concreto, no existan circunstancias que determinen hacer excepción a ese principio.


    U. de la S., Álvaro s/ usurpación de título y falsificación de instrumento público -causa nº 1071/00-


    U. 54, L. XLIII, 29 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Resoluciones que rechazan planteos de nulidad. Auto de procesamiento.


    Las resoluciones que rechazan planteos de nulidad y cuya consecuencia es continuar sometido a proceso, no constituyen sentencia definitiva o equiparable a tal, a los fines del recurso extraordinario, sin que la invocación de la tacha de arbitrariedad o de garantías constitucionales puedan suplir ese requisito. Tampoco reviste ese requisito formal habilitante del artículo 14 de la ley 48, el auto de procesamiento que fue atacado de nulidad en razón de su naturaleza eminentemente provisoria. Las cuestiones federales -de existir- resueltas por autos no definitivos durante la tramitación del proceso, son susceptibles de conocimiento por la Corte en ocasión del recurso extraordinario que quepa deducir contra la sentencia final de la causa.


    S., Oscar Ramón y otros s/ Causa N° 7072


    S. 736, L. XLIII, 05 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de casación contra absolución del imputado. Recurso extraordinario. Requisitos: sentencia definitiva. Rechazo de la queja.


    El recurso federal intentado por la defensa no cumple con el requisito de sentencia definitiva o equiparable a tal, en los términos del artículo 14 de la ley 48, falencia que cobra especial relieve con el hecho de que el agravio es sólo conjetural.


    F. M., Reimar s/ Causa N° 5964


    F. 653, L. XLIII, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Decisiones equiparables a sentencia definitiva


    Resolución que deniega la excarcelación. Remisión a Fallos 328:3644, 325:4152, 329:679 y 329:723. Solicitud de extracción de testimonios.


    Atento la incidencia que podría tener en el caso la prosecución del trámite de la causa principal, resulta conveniente extraer testimonios de las piezas procesales necesarias para pronunciarse en estas actuaciones, y eventualmente se devuelva la causa al tribunal provincial, a sus efectos.


    M., Rubén Darío s/ Recurso de casación


    M. 1452, L. XLII, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Decisión que restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa.


    Si bien el Tribunal ha establecido que la decisión que restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, puede equipararse, en determinadas situaciones, a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ya que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior, por afectar un derecho que exige tutela inmediata, opino que esta excepción no puede aplicarse aquí. Por lo tanto no se ha cumplido con el requisito de sentencia definitiva o equiparada a tal, por lo que el recurso federal no debe prosperar.


    L., Rolando Alberto s/ Excarcelación


    L. 720, L. XLIII, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Decisiones que deniegan el fuero federal.


    Las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa constituye una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar un agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal. La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas, ni con la pretendida existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento.


    Estado Nacional c/ Perkins, Patricio Carlos s/ Medidas cautelares.


    E. 132, L. XLIII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Denegación de fuero federal: procedencia recurso extraordinario. Impugnación de multa fiscal: competencia justicia local. Remisión precedente de la Corte que resolvió adjudicar la tramitación de la causa al fuero federal.


    Les corresponde a los jueces locales conocer en el proceso, puesto que tales magistrados deberán examinar el alcance de disposiciones locales, creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Sin perjuicio de ello, en una causa similar a la aquí planteada, in re C. 1611, L. XLIII, "Central Térmica Sorrento S.A. c/ Santa Fe Provincia de y otros s/ Acción meramente declarativa de certeza", la Corte declaró su incompetencia para conocer en el proceso por la vía de su instancia originaria y señaló que resulta competente la justicia federal.


    Central Térmica Sorrento S.A. c/ Municipalidad de Rosario s/ Impugnación de acto administrativo.


    C. 1115, L. XLIV, 19 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Equiparación a sentencia definitiva de una resolución que surge a partir de la petición del accionante para que se revise un acto resolutivo del Directorio de la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina.


    La resolución que surge a partir de la petición judicial del accionante para que se revise un acto resolutivo del Directorio de la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina, si bien no reviste el carácter de sentencia definitiva, resulta equiparable a tal, toda vez que de quedar ella firme, clausuraría totalmente el acceso de la actora a la jurisdicción.


    Acosta, Raquel c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la PFA s/ pensiones


    A. 1245, L. XLI, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran sentencia definitiva a los fines del Recurso Extraordinario Federal. Excepción: Agravio de imposible reparación ulterior.


    Si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando, lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior. El recurso extraordinario es formalmente admisible pues, si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior. Dicho extremo se verifica en autos, toda vez que en el pronunciamiento de ejecución se aplican disposiciones de la ley 19.101 que no fueron materia de debate en el proceso que derivó en la reincorporación del actor, lo que provoca un perjuicio a la recurrente. La sentencia de ejecución apelada no reúne los requisitos de un acto jurisdiccional válido desde el momento en que no se ajusta a la sentencia firme dictada con autoridad de cosa juzgada -en rigor, la modifica-, formula interpretaciones de la ley 19.101 sin que ello haya sido motivo de planteo originario en autos y resuelve situaciones de hecho y de derecho ajenas a este proceso.


    Ledezma, Luis Alberto c/ Ejército Argentino s/ Situación de retiro y pase al servicio con el grado de antigüedad y escalafón.


    L. 1341, L. XLII, 15 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran sentencia definitiva a los fines del Recurso Extraordinario Federal. Excepción: Agravio de imposible reparación ulterior.


    Si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando, lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior. Las excepciones a los principios generales de la ley, obra exclusiva del legislador, no pueden crearse por inducciones o extenderse por interpretación a casos no expresados en la disposición excepcional.


    Central Costanera S.A. c/ Ente Nacional Regulador de la Electricidad Resol. 5, 6, 10, 29/93 y 109/94.


    C. 3255, L. XLII, 23 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Las resoluciones sobre medidas cautelares no revisten el carácter de "definitivas" a los fines del recurso extraordinario. Excepción: cuestiones de gravedad institucional o reparación ulterior imposible.


    Las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o revoquen, no revisten carácter de sentencia definitiva en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. No obstante, dicho principio reconoce excepción cuando la medida dispuesta causa un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o cuando exista gravedad institucional y ello se presenta, por ejemplo, cuando la resolución impugnada puede llegar a frustrar la aplicación de disposiciones de carácter general, dictadas en ejercicio de facultades privativas de uno de los poderes del Estado, de tal forma que, si es rechazada la acción de fondo en que se sustenta la cautela, la magnitud de los daños que habría ocasionado aquélla revestiría características de excepción.


    Alarcón, Francisco y otro c/ Central Dock Sud S.A. y otro s/ Daños y perjuicios.


    A. 311, L. XLIII, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares. Títulos de la deuda pública nacional. Decreto 471/02. Excepción al diferimiento de pago. Procedencia recurso extraordinario: Falta de valoración de circunstancias de la causa. Ausencia evaluación del requisito de verosimilitud del derecho invocado.


    En orden a la habilitación de la instancia del art. 14 de la ley 48, si bien las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten en principio carácter de sentencias definitivas para la procedencia del recurso extraordinario, tal doctrina cede en los supuestos en que aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional. Aún cuando es bien sabido que, por su naturaleza, las medidas cautelares no exigen de los magistrados el examen de la certeza sobre la existencia del derecho pretendido sino sólo de su verosimilitud, las circunstancias mencionadas inciden fuertemente con carácter negativo en la evaluación de ese requisito.


    Arbeitman, Clara c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro


    A. 2384, L. XLI, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares: ausencia del carácter de sentencia definitiva. Excepción al principio: requisitos que debe demostrar el requirente.


    Las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten -en principio- carácter de sentencia definitiva, en los términos que exige el artículo 14 de la Ley Nº 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Dicho principio, reconoce excepción cuando la medida dispuesta causa un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o exista gravedad institucional. En tales condiciones, los recurrentes no demuestran que se configure en el sub lite un supuesto excepcional que justifique el apartamiento de aquella regla general, ni que lo resuelto posea aptitud para incidir la situación patrimonial de la comunidad, toda vez que no acredita que el agravio patrimonial -por su magnitud y por las circunstancias de hecho- que afirma le produciría la eventual intervención de la demandada y sus cesionarios -verificados con privilegio prendario- en la aprobación de la propuesta dirigida a los acreedores quirografarios del concurso de Supercanal Holding S.A., sea de insusceptible o imposible reparación ulterior. En este sentido, los argumentos presentados por los apelantes relativos a que la revocación de la medida cautelar ampliatoria provoca un perjuicio concreto a su parte, pues viola el derecho de la concursada a mantener incólume su patrimonio, ya que -afirman- impediría alcanzar la aprobación en condiciones regulares de la propuesta concordataria con sus acreedores quirografarios en el marco del concurso preventivo, no logran desvirtuar las consideraciones expuestas por la alzada en orden a que el acogimiento de la medida implica una interferencia inadmisible en las decisiones que son propias del juez del concurso. A su vez, el acogimiento de la medida de no innovar, no puede, como regla, interferir en el cumplimiento de pronunciamientos judiciales, ni ser empleada para impedir u obstaculizar el derecho de índole constitucional de ocurrir ante la justicia para hacer valer los derechos que las partes interesadas consideren tener, más allá de la alegada suspensión de los efectos de la sentencia que revocó la cautelar originalmente solicitada -tendiente a la suspensión de la subasta de los títulos prendados-.


    S.H. S.A. y otros c/ ING Bank Sucursal Argentina y otros s/ Amparo


    S. 835, L. XLIII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia de queja por recurso extraordinario denegado. Ausencia requisito carácter definitivo que exige el art. 14 de la ley 48. Cesantía de funcionario público. Ejecución de sentencia. Cosa juzgada. Ley 22.140. Cobro de haberes no percibidos desde la fecha de cesantía hasta efectiva reincorporación. Cuestionamiento del acto por vía del recurso directo.


    Si bien las decisiones recaídas en procesos de ejecución de sentencias, en principio, no revisten el carácter definitivo que exige el art. 14 de la ley 48 como requisito de procedencia del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a esa regla cuando lo resuelto importe un apartamiento palmario de los términos del fallo final de la causa o cuando ocasiona al apelante un agravio de imposible reparación ulterior, supuestos que, a mi entender, se encuentran configurados en el sub lite. No corresponde, como regla, el pago de remuneraciones por funciones no desempeñadas durante el período que media entre la separación del agente público dado ilegítimamente de baja y su reincorporación, salvo disposición legal expresa y específica en contrario. Asimismo una excepción a este principio se presenta cuando se hubiera optado por la vía del recurso especial que instituye la ley 22.140, en razón de que impone un trámite sumario y rápido y un lapso limitado para interponer el recurso, todo lo cual permite una solución definitiva en un tiempo breve. La deducción de un juicio ordinario no autoriza el pago indiscriminado de sueldos dejados de percibir desde la fecha de cese, sin perjuicio de que se invoquen y prueben los daños ocasionados por la cesantía ilegítima.


    González, Faustino Benito c/ Lotería Nacional Sociedad del Estado s/ Cobro de pesos.


    G. 1055, L. XLIII, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Resoluciones no equiparables a sentencia definitiva: resolución que rechaza la prescripción de la acción penal. Derecho a ser juzgado en un plazo razonable.


    Las decisiones cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal no reúnen la calidad de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48 y esto es lo que ocurre con las resoluciones que rechazan la prescripción de la acción penal en cuanto no dan fin a la cuestión, que puede ser invocada nuevamente en otros estadios procesales. La discusión referente a si determinados actos procesales deben considerarse entre aquellos que interrumpen la prescripción de conformidad con las previsiones de la ley 25.990, es ajena a este remedio excepcional, ya que la vía del artículo 14 de la ley 48 no resulta apta para analizar estas cuestiones de naturaleza penal y procesal penal, reservadas a los jueces de la causa. No puede considerarse que se verificó una prolongación injustificada del proceso que, por sí sola, irrogue al procesado un perjuicio que no podrá ser ulteriormente reparado, si aquél no menciona por qué considera que el proceso se ha extendido irrazonablemente en el tiempo ponderando: los lapsos del retraso, los motivos fútiles de la demora o la falta de éstos, y el perjuicio concreto que al imputado le habría irrogado esa prolongación.


    R., Juan M. y otros s/ defraudación -causa nº 46022/97-


    R. 1008, L. XLIII, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen de Consolidación de deudas al poder judicial. Excepción a la regla con la cual las resoluciones dictadas en la etapa de ejecución de sentencia no son susceptibles de recurso extraordinario.


    El Congreso de la Nación no ha exceptuado al Poder Judicial del régimen de consolidación de las deudas estatales que reúnan las condiciones establecidas en el art. 13 de la ley 25.344. Por lo tanto, no es potestativo del Poder Judicial someter o no sus obligaciones dinerarias al régimen excepcional de pago establecido en la ley mencionada, por lo que las disposiciones de ésta devienen de aplicación inexcusable habida cuenta de su carácter de orden público.


    Alberti, Edgardo Marcelo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Educación y Justicia s/ Proceso de ejecución.


    A. 1568, L. XLII, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión. Competencia justicia federal para conocer en una acción declarativa interpuesta contra un municipio en cuestiones de poder impositivo local.


    Remisión A. 649, L. XLIV, "Aguas Danone de Arg. S.A. y otros c/ Municipalidad de Almirante Brown s/ Acción declarativa de certeza".


    Aguas Danone de Arg. SA y otros c/ Municipalidad de Merlo s/ Ordinario.


    A. 1063, L. XLIV, 07 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Resolución asimilable a sentencia definitiva: interferencia en el poder de policía en materia política salarial


    Al hacer lugar a la medida innovativa, pretiriendo la presunción de validez de los decretos de necesidad y urgencia (art. 99, inciso 3°, C.N.) que instituyeron un régimen salarial para trabajadores del sector privado comprendidos en convenios colectivos de trabajo con fundamento en razones de interés general (art. 1°, ley n° 25.561), se impuso su aplicación a ciertos empleados públicos expresamente excluidos. De este modo, la resolución impugnada es asimilable a definitiva porque, por una parte, puede llegar a interferir en el poder de policía -en materia de política salarial- ejercido en virtud de facultades constitucionales, frustrando sus propósitos; y, por otra, es susceptible de generar perjuicios de dificultosa reparación ulterior, pues, de un lado, en el supuesto que la acción de inconstitucionalidad promovida sea rechazada, la reparación del daño revestiría las características de excepción al principio de que las resoluciones sobre medidas cautelares no revisten el carácter de sentencia definitiva; y, de otro, dado que media la advertencia de aplicación de astreintes por incumplimiento de la medida recurrida.


    Maza, María del C. c/ A.F.I.P. e Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ medida cautelar


    M. 1539, L. XLII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Resolución que otorga una medida cautelar: Arbitrariedad. Procedencia recurso extraordinario. Interés social. Ausencia de legitimación para solicitar la medida.


    Corresponde dilucidar lo relativo a la legitimación procesal de las partes en el juicio, puesto que ella constituye un presupuesto necesario para que exista un caso, causa o controversia que pueda ser resuelto por el Poder Judicial. En palabras de la Corte, tales casos "son aquellos en que se persigue en forma concreta la determinación del derecho debatido entre partes adversas, motivo por el cual no se da una causa o caso contencioso que permita el ejercicio del Poder Judicial conferido a los tribunales nacionales cuando se procura la declaración general y directa de inconstitucionalidad de las normas o actos de otros poderes; ni, por ende, existe facultad alguna en cabeza de Poder Judicial que lo autorice, en tales circunstancias, a formular dichas declaraciones". La resolución en crisis luce desprovista de adecuados fundamentos a la luz de la conocida doctrina del Tribunal sobre la arbitrariedad de sentencias.


    Cámara de Estaciones de Servicios y afines del Nordeste c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Medida Cautelar.


    C. 786, L. XLIII, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Tasas municipales por inspección seguridad e higiene. Contrarias a la Ley de Coparticipación Federal y Convenio Multilateral. Interpretación de normas de derecho público local. Planteo conjunto. Competencia de la justicia provincial.


    Los pronunciamientos que no desconocen la aplicación de las disposiciones del Convenio Multilateral no son susceptibles de examen en la instancia del art. 14 de la ley 48, pues en ellos la materia a resolver se ciñe a la interpretación de cuestiones de derecho público local. Estas divergencias sobre la interpretación de normas de derecho público local -como lo es el Convenio Multilateral- deben ser ventiladas ante los jueces locales, que deberán examinar el alcance de un tributo que deriva de una ordenanza municipal creada y aplicada por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles.


    YPF S.A. c/ Municipalidad de La Matanza s/ Ordinario


    Y. 22, L. XLIV, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Resoluciones de Órganos Ajenos al Poder Judicial. Resoluciones del Poder Ejecutivo


    Cobro de diferencias salariales. Planteo de inconstitucionalidad del art. 5°, segunda parte, de la ley 11.330 de la provincia de Santa Fe. Menoscabo del derecho de defensa en juicio. Cuestión federal. Revisión de actos administrativos. Admisibilidad del recurso.


    La respuesta del superior tribunal provincial que desestima el recurso planteado es meramente dogmática y carece de todo argumento racional como para satisfacer la garantía constitucional de fundamentarlas sentencias judiciales. En tales condiciones, al no hacerse cargo de las cuestiones justiciables que esgrimió el apelante -el planteo de inconstitucionalidad del art. 5°, segunda parte, de la ley local 11.330 en cuanto veda el acceso a la revisión judicial de los actos dictados en ejercicio de la función administrativa de los órganos legislativo y judicial- constituye una negativa a juzgar la materia constitucional planteada. Resulta aplicable al sub lite la doctrina de la Corte según la cual la intervención del Superior Tribunal de la provincia –mediante pronunciamiento válido- es indeclinable cuando se plantean, sobre bases fundadas, cuestiones prima facie de naturaleza federal, como es la configurada por la alegada violación de la garantía del debido proceso y del derecho de defensa. Máxime si se tiene en cuenta que el Tribunal sostiene que "... la formulación sostenida por el Estado Nacional de que la demanda -al someter un acto administrativo dictado por esta Corte a la revisión de los jueces inferiores de la Nación- introduce una cuestión inmune a todo control judicial, no hace pie en la doctrina que resulta de los precedentes del Tribunal que ha admitido una estándar del sentido opuesto al indicado, con arreglo al cual los actos emanados de este cuerpo en ejercicio de las funciones típicamente administrativas que le reconoce la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, están sometidas al control de los tribunales competentes del Poder Judicial de la Nación, con igual alcance al que lo están los actos de naturaleza análoga llevados a cabo por los otros departamentos del gobierno federal. Y dijo que "... las resoluciones dictadas por esta Corte con el objeto de definir una reclamación de la naturaleza indicada formulada por un funcionario vinculado con este departamento por una relación de empleo público, configuran actos típicamente administrativos que, sin discusión a la luz de los precedentes puntualizados, son revisables judicialmente en las mismas condiciones en que puede serlo cualquier acto de autoridad pública que decida sobre la materia indicada, con prescindencia del departamento de gobierno, nacional o local, que hubiera emitido el acto cuestionado. Corresponde admitir la queja, hacer lugar al recurso extraordinario con el alcance indicado precedentemente, dejar sin efecto la sentencia y remitir las actuaciones al tribunal de origen a fin de que dicte una nueva ajustada a derecho.


    Rodríguez, Eduardo Ángel c/ Provincia de Santa Fes/ Inconstitucionalidad


    R. 710, L. XLIII, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Motivos en los que debe apoyarse


    Habilitación de la instancia federal para la interpretación de un fallo de la Corte Suprema: controversia en la inteligencia de un fallo pronunciado con anterioridad en la misma causa.


    La instancia federal no queda habilitada para la interpretación de cualquier fallo de la Corte, sino cuando se controvierte la inteligencia de uno pronunciado con anterioridad en la misma causa. La doctrina de la arbitrariedad de sentencia, de carácter excepcional, no autoriza al Tribunal a sustituir el criterio de los jueces de las instancias ordinarias, por el suyo propio, en la decisión de las cuestiones no federales y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las previsiones que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos, además de devenir incompatible con razones que, allende su grado de acierto, alcanzan para sustentar la resolución.


    Greco, Carlos c/ Aliverti S.A. s/ despido


    G. 173, L. XLI, 13 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Delito de abuso sexual con acceso carnal agravado. Derecho de defensa garantizado. Fundamentación defectuosa del recurso. Diferencias con los fallos “Tarifeño”, “Quiroga” y “Mostaccio”. Rechazo del recurso de queja.


    El apelante se ha limitado a invocar la doctrina del Tribunal, pero sin explicar cómo ella resultaría aplicable al caso frente a las diferencias sustanciales que presenta respecto de aquellos precedentes en que fue establecida. Tal defecto de fundamentación adquiere especial relevancia en el caso, atento que se encuentra regido por normas de derecho procesal, cuya interpretación, en principio, es ajena a la competencia del Tribunal cuando conoce por la vía extraordinaria, como ya lo planteara y de las que el recurrente no se hizo cargo ni cuya constitucionalidad tampoco cuestionó.


    G., E. J. y G., P. A. s/ Abuso sexual con acceso carnal calificado -causa N° 61/06-


    G. 2077, L. XLII, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Derecho a réplica y libertad de expresión. Colisión de derechos. Cuestiones federales sometidas al conocimiento de máximos tribunales provinciales. Procedencia del recurso.


    A partir de los precedentes “Strada” y “Di Mascio”, esa Corte precisó que las limitaciones de orden local no pueden ser esgrimidas por los máximos tribunales provinciales para rehusar el abordaje de las cuestiones federales sometidas a su conocimiento. Si ante la naturaleza del debate, éste resultara susceptible de tratamiento por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48, es menester su previo juzgamiento por parte del más alto órgano judicial de provincia, de conformidad con lo dispuesto por el art. 31 de la Constitución Nacional (según la regulación que le otorga la citada ley 48). De tal suerte, en aquellos supuestos, ni la legislación ni los jueces locales, pueden vedar el acceso de los litigantes a esa instancia superior. En el caso se ha planteado un asunto constitucional idóneo. En efecto, en el marco de la controversia compiten dos derechos de rango constitucional, encontrándose en tela de juicio la inteligencia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 14.1) y de cláusulas de nuestra Carta Magna (arts. 14 y 32); con lo cual, ante la decisión adversa al derecho que la entidad vencida apoyó en esas normas, puede tenerse por configurada la existencia de una cuestión de neta índole federal. Sin embargo, el máximo tribunal provincial declaró inadmisible por causas formales el recurso extraordinario local, de manera que no ha ingresado siquiera en el análisis del punto federal. Esa omisión comporta un obstáculo al correcto ejercicio de la competencia apelada, pues la decisión del caso federal no emana del tribunal superior de la causa. En ese sentido, el respeto cabal del régimen federal de gobierno y de la zona de reserva jurisdiccional de las provincias, impone -por un lado- reconocer a los magistrados de todas las instancias el carácter de irrenunciables custodios de los derechos y garantías de la Constitución Nacional. Y, por el otro, exige colocar la intervención apelada de la Corte en el quicio que ella le ha señalado: ser su intérprete y salvaguarda final.


    Tierno, Juan Carlos c/ La Arena S.A. s/ Acción de amparo


    T. 423, L. XLIII, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Agravio irreparable


    Derecho de defensa y debido proceso legal: derecho a ser oído. Requerimiento de elevación a juicio. Afectación de los principios de progresividad y preclusión.


    Tal como devino la impugnación, es ésta la oportunidad útil para decidir la cuestión, no solamente por la naturaleza eminente del derecho de defensa y el resguardo del debido proceso legal, que exigen una consideración inmediata; sino porque la revisión posterior, cuando el embate se dirige contra un acto esencial del proceso penal como es el requerimiento de elevación a juicio, dejaría de ser eficaz por afectación de los principios de progresividad y preclusión; y provocaría, de resolverse favorablemente la pretensión de la defensa, un dispendio jurisdiccional innecesario. Frente al riesgo, entonces, de una exposición innecesaria para el imputado, unido a que su pretensión se apoya en el esencial derecho a ser oído que el Estado debe garantizar, y que el fiscal descarta que se trate de un procedimiento dilatorio o perturbador, corresponde al a quo conocer de la cuestión planteada.


    J., Jorge Ernesto s/ p.s.a. defraudación por administración fraudulenta -causa Nº 56044-


    J. 194, L. XLII, 13 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Arbitrariedad


    Accidente ferroviario. Condena contra citada en garantía. Rechazo de franquicia. Irrazonabilidad del monto de la franquicia. Cláusula contractual pactada nula de nulidad absoluta. Integración del contrato de seguro. Queja por recurso extraordinario denegado. Inexistencia arbitrariedad de sentencia. Materia ajena a la instancia extraordinaria. Inaplicabilidad doctrina fallos "Nieto", "Cuello" y Villarreal".


    La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con el alcance atribuido por el a quo a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional. En virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. El recurso interpuesto es inadmisible, pues no se advierte un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en materias que, según el art. 14 de la ley 48, son ajenas a la instancia extraordinaria. La sentencia recurrida declaró la nulidad de la cláusula particular inserta en el contrato de seguro suscripto entre la demandada y la compañía aseguradora mediante la cual se dispuso una franquicia a cargo del asegurado de U$S 300.000 e integró dicho contrato declarando que la franquicia será del 10% del monto de la indemnización. Tales conclusiones hallan adecuado sustento en las minuciosas consideraciones de hecho y de derecho común formuladas con relación a los principios generales del derecho, a los preceptos de la ley 17.418, a la franquicia establecida, al contrato de concesión de transporte ferroviario, como así también en el examen de las particularidades técnicas y fácticas del contrato celebrado entre la empresa concesionaria y la aseguradora apelante. No resulta obstáculo a la solución que se propugna la doctrina sentada por el Alto Tribunal en el precedente "Nieto", reiterada en "Cuello" y, más recientemente en "Villarreal, Daniel Alberto c/ Fernández, Andrés Alejandro".


    Barreiro, Jorge Andrés c/ Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A. s/ Ordinario.


    B. 2125, L. XLII, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Amparo por discriminación por razones políticas. Inexistencia de cuestión abstracta. Modificación de legislación que regula trámite procesal. Subsistencia de gravamen. Procedencia de indemnización prevista por ley. Derecho patrimonial adquirido. Queja por recurso extraordinario denegado. Cuestión federal por sentencia arbitraria. Introducción oportuna. Sentencia que prescinde de normativa aplicable y desconoce disposiciones constitucionales.


    El recurso federal resulta admisible pues el requisito de la introducción oportuna sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el art. 14 de la ley 48 y la arbitrariedad no es una de ellas, sino la causa de la nulidad del fallo por no constituir, a raíz de sus defectos de fundamentación o de formas esenciales, "la sentencia fundada en ley" a que se refiere el art. 18 de la Constitución Nacional. Ni los legisladores ni los jueces podrán, en virtud de una nueva ley o de su interpretación, arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido al amparo de la legislación anterior, pues en este caso el principio de la no retroactividad deja de ser una norma infraconstitucional para confundirse con la garantía de la inviolabilidad de la propiedad reconocida por la Ley Suprema. Cabe descartar que en el sub lite la cuestión se haya tornado abstracta con motivo de la derogación de la norma, pues ello sólo sucedería en caso de que el "carácter actual" del gravamen desapareciera.


    López, José Ramón y otros c/ Municipalidad de Posadas s/ Amparo.


    L. 201, L. XLIII, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Apelación carente de la debida fundamentación. Indebida reformatio in pejus.


    El presente no constituye un caso de arbitrariedad, dado que la decisión impugnada contiene fundamentos suficientes con base en las constancias del expediente y en las normas que consideró aplicables, que no fueron debidamente refutados y que, por opinables que resulten, no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional. La apelación federal no satisface el requisito de debida fundamentación (artículo 15 de la ley 48) en tanto no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en el fallo, sino que es preciso rebatir mediante una crítica concreta y razonada todos y cada uno de los fundamentos expuestos en ella. La Cámara Nacional de Casación ha excedido los límites de su jurisdicción al revocar la indemnización que, en concepto de daño psíquico, había fijado la sentencia de primera instancia, cuando los demandados no habían hecho uso de su derecho a recurrirla. Al respecto, la Corte ha entendido que ese extremo hace descalificable lo decidido con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, pues incurre en una indebida reformatio in pejus el tribunal que ha colocado al único apelante en peor situación que la resultante del pronunciamiento recurrido, lo que constituye una violación directa e inmediata de las garantías de defensa en juicio y de propiedad.


    M., A. A. s/ Homicidio en concurso ideal con lesiones graves y leves dolosas - causa nº 2570


    M. 2494, L. XLII, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Arbitrariedad de sentencia. Omisión de aplicar normativa invocada por el demandado. Violación derecho de defensa en juicio.


    Si bien los agravios referidos a que el a quo prescindió de aplicar las normas sobre contrataciones contenidas en la Ley de Contabilidad (decreto-ley 23.354/56) y su decreto reglamentario 5720/72 conducen al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local, propias de los jueces de la causa y ajenas -como regla y por su naturaleza- al recurso extraordinario, cabe hacer excepción de ese principio toda vez que el pronunciamiento apelado no constituye una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


    Orrico S.R.L. c/ Hospital General de Agudos Parmenio Piñeiro y otros s/ Cobro de sumas de dinero.


    O. 139, L. XLIII, 01 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Arbitrariedad de sentencia. Suspensión del proceso de quiebra. Artículo 21 de la ley 24.522.


    Toda vez que la sentencia recurrida encuentra sustento adecuado en las consideraciones y normas legales aplicadas al caso, no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. En tales condiciones, no pueden tener favorable acogida las manifestaciones de los recurrentes, desde que no se advierte que el a-quo haya incurrido en exceso de jurisdicción, toda vez que, para resolver levantar la suspensión del proceso, valoró que los propios ejecutados habían reconocido que la actora se presentó a verificar en el proceso concursal el crédito que se pretende ejecutar, y que, conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522 -texto original- no se configuraban razones para mantener la suspensión del trámite del juicio hipotecario.


    BankBoston National Association c/ Fridman, Natalio Isaac y otro s/ ejecución hipotecaria


    B. 420, L. XLIII, 10 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Arbitrariedad. Monto de la sanción. Tarifeño y Mostaccio. Ultractividad. Ley más benigna. Ley 23.771. Ley 24.769.


    La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo que impidan considerar el pronunciamiento como la "sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. La doctrina establecida en los fallos "Tarifeño" y "Mostaccio" no impone a los jueces que dictan la condena, una limitación en el monto de la sanción. La ley 23.771 no puede mantener una ultractividad que permita su aplicación a los hechos que fueron ejecutados bajo la vigencia de la ley 24.769 que rige los cometidos en ese tiempo. En este sentido, no es posible entender a aquélla como la ley más benigna pues a esta conclusión sólo puede arribarse luego de comparar dos normas aplicables, a través del tiempo, a la misma conducta, extremos que no se verifican en el sub examine en el que, según estableció el a quo se trata de sucesos independientes.


    F. A., Jorge s/ Ley 23.771 y 24.769 -causa N° 1977/04-.


    F. 1435, L. XLII, 15 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Arbitrariedad: la prisión preventiva no debe equipararse al cumplimiento de pena a los efectos de la declaración de reincidencia. Principio de culpabilidad: necesidad de demostrar que el cómputo como agravante de la comisión de un delito anterior suscita cuestión constitucional.


    El presente es un caso de arbitrariedad, desde que el a quo consideró suficiente para declarar la reincidencia la circunstancia de que el imputado se encontraba detenido cuando se dictó la primera condena a pena de cumplimiento efectivo, sin aclarar si permaneció encarcelado luego de que ésta adquiriese firmeza, y con ello, sin dar respuesta adecuada al planteo de la defensa que sostenía que el imputado sólo cumplió prisión preventiva en virtud de esa causa. Por otra parte, resulta claro que para el tribunal superior provincial la cuestión quedaba de todos modos a cubierto de cualquier impugnación porque, a todo evento, la prisión preventiva debía equipararse al cumplimiento de pena a los efectos del artículo 50 del Código Penal; sin embargo, tal interpretación ha sido tachada de arbitraria por la Corte en la sentencia publicada en Fallos: 330:4476. El agravio relacionado con la violación de los principios de culpabilidad y non bis in ídem es insustancial, pues el a quo siguió la jurisprudencia de la Corte al decidir su rechazo en la anterior instancia bajo el argumento de que no suscita cuestión constitucional la posibilidad de computar como agravante la comisión de un delito anterior, y que la valoración de una condena previa no importa volver a juzgar el hecho precedente, sino tomar en cuenta un dato objetivo y formal a los efectos de ajustar con mayor precisión el tratamiento penitenciario que se considere adecuado; y la defensa omitió allegar nuevos fundamentos que justifiquen apartarse de ese criterio. En este sentido, el planteo del recurrente tan sólo pone de manifiesto su adhesión a una determinada construcción dogmática relativa al alcance del principio de culpabilidad, sin demostrar que la Constitución Nacional se incline por ese particular punto de vista; recaudo que se presenta ineludible ante el estado actual de la cuestión, pues no puede dejar de advertirse que la valoración de los antecedentes del autor en el momento de la individualización de la pena es un criterio de medición que, además de ser bastante frecuente en el derecho comparado, no es censurado por la opinión dominante como una influencia del derecho penal de autor, en tanto sólo se valore la conducta previa como indicio de la medida de la intensidad criminal y la actitud interna que se revela en el hecho.


    M., Rubén Oscar s/ Recurso de casación


    M. 686, L. XLIV, 24 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Aspectos de hecho y prueba.


    La discusión de aspectos de hecho y prueba, están reservados a los jueces de la causa, sin que baste cuestionar el acierto con que tales circunstancias han sido valoradas para justificar la tacha de arbitrariedad que se invoca. La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional y no puede requerirse por su intermedio el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, toda vez que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como acto jurisdiccional válido.


    Krestchmer de Bazante, Mónica Carolina en su nombre y representación de sus hijos menores M. H. y A. C. c/ Estado Provincial y/o quien resulte responsable s/ Daños y perjuicios.


    K. 132, L. XLIII, 26 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Decisiones que resuelven temas de naturaleza procesal. Carácter ajeno a la instancia extraordinaria. Autonomías provinciales. Excepción: supuestos de arbitrariedad.


    En principio, son ajenas a la instancia extraordinaria las cuestiones referidas tanto al examen de decisiones que resuelven temas de naturaleza procesal como aquellas regidas por el derecho público local. En el primer caso, porque son privativas de los jueces de la causa y en el segundo porque ellas corresponden a los tribunales provinciales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, salvo, claro está, supuestos de arbitrariedad. El respeto de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo esencial, versan sobre los aspectos propios del derecho público local y los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error o lo opinable de lo decidido resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.


    Empresa Argentina de Construcciones Públicas S.A.C.I.F. c/ Provincia de Buenos Aires (Direc. Vialidad) s/ Demanda Contencioso Administrativa.


    E. 304, L. XLII, 17 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Enriquecimiento ilícito. Imposibilidad de demostrar la adquisición de propiedades y fondos existentes en cuentas bancarias. Introducción de cuestiones de derecho común: inexistencia de arbitrariedad.


    Los agravios que se pretenden apoyar en la doctrina de la arbitrariedad remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena, como regla y por su naturaleza, a esta instancia extraordinaria, en particular la decisión cuenta con fundamentos suficientes que descartan esa tacha.


    R., Domingo Daniel s/ Enriquecimiento ilícito de funcionario público -causa nº 2937-.


    R. 330, L. XLIII, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: sentencia razonable dentro del contexto en que fue dictada. Proceso ejecutivo: validación de derechos de índole alimentario, como ser el cobro de montos correctos de haberes jubilatorios.


    El recurso no podrá prosperar, pues más allá que los fundamentos de la sentencia resulten opinables, lo cierto es que la conclusión a la que arribó no aparece como irrazonable dentro del contexto en el que fue dictada, circunstancia que descarta la posibilidad de tacharla de arbitraria, toda vez que, si bien es cierto que se está ante un proceso ejecutivo, también lo es que por ese medio se quieren hacer valer derechos de índole alimentario, como ser el cobro de montos correctos de haberes jubilatorios, largamente pospuestos, a partir de una inacción del organismo previsional que generó no sólo el proceso de reajuste, sino el presente juicio al no pagar como lo ordenó un mandato judicial. En este marco, entonces, donde se debaten derechos de naturaleza alimentaria, la aplicación de la institución de la cosa juzgada y los loables motivos que inspiran el principio de inmutabilidad de las sentencias no son absolutos y podrían ceder frente a la necesidad de afirmar derechos postergados que surgen con evidencia de las constancias del proceso.


    Álvarez, Ramón Héctor c/ A.N.Se.S. s/ ejecución previsional


    A. 2065, L. XLII, 19 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia de alteración de la unidad lógica de la sentencia.


    No se evidencia una alteración de la unidad lógica de la sentencia que confirmó la de mérito, en cuanto los votos que integraron la mayoría del fallo resultan sustancialmente coincidentes. La supuesta contradicción planteada en el recurso se funda, en síntesis, en que en el voto de un juez se entendió que resultaba de aplicación la Ley Antidiscriminatoria; mientras que otro juez invocó la Ley de Asociaciones Profesionales (n° 23.551), solamente por resultar específica en relación con aquella otra de carácter general. Sin perjuicio de tener presente que no cabe imputar arbitrariedad al fallo en el que la Alzada ha resuelto las cuestiones con fundamentos jurídicos distintos a los de primera instancia, en tanto no se alteren sus presupuestos fácticos, en el caso, se observa que el voto de la mayoría resulta coincidente en aspectos esenciales (iguales fundamentos fácticos y similares argumentos jurídicos) para confirmar el fallo de grado, con lo que basta para sustentarse, resultando asimismo suficiente para sostener que no se advierte afectada la garantía de la defensa en juicio.


    Arecco, Maximiliano c/ Praxiar Argentina S.A. s/ juicio sumarísimo


    A. 590, L. XLIII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia de arbitrariedad cuando se realiza una razonada aplicación de normas de orden público, con adecuada referencia a los hechos comprobados de la causa. Prohibición de capitalización de intereses. Limites para el cálculo de intereses.


    El mecanismo de actualización basado en el empleo del método bancario de capitalización de intereses sólo constituye un método arbitrio tendiente a obtener una ponderación objetiva de la realidad económica, mas debe ser dejado de lado cuando el resultado obtenido se vuelve notoriamente injusto, en tanto la realidad debe prevalecer sobre abstractas fórmulas matemáticas. El cómputo acumulativo de intereses puede resultar en un despojo para el deudor, cuya obligación no puede exceder el crédito actualizado con un interés que no trascienda los límites de la moral y las buenas costumbres, en cuya observancia está interesado el orden público


    Automotores Saavedra S.A. c/ Fiat Concord S.A.


    A. 413, L. XLIII, 26 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Interposición del recurso extraordinario federal basado en dos fundamentos. Prioridad en el tratamiento de la arbitrariedad en caso de haber sido alegada.


    Si el recurso extraordinario posee dos fundamentos, de los cuales uno es acusar a la sentencia de arbitraria, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir tal defecto no habría sentencia propiamente dicha.


    Antártida Pesquera Industrial S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso de queja.


    A. 2245, L. XLI, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    No puede hacerse lugar a la descalificación de arbitrariedad del fallo pues falta una crítica concreta y razonada de los fundamentos en que se apoyó el voto mayoritario para rechazar el argumento expuesto en la anterior instancia.


    La admisibilidad de la apelación extraordinaria está condicionada a que los agravios contemplen los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a aquéllos. El agravio que se pretende apoyar en la doctrina de la arbitrariedad no satisface dicho requisito, por cuanto el recurrente, mediante trascripción parcial del voto en disidencia, se limita a reiterar el argumento expuesto en la anterior instancia, sin ocuparse en realizar una crítica concreta y razonada de los fundamentos en que se apoyó el voto mayoritario para rechazarlo. Asimismo, tampoco se hace cargo de demostrar que exista esa tacha en la inteligencia del artículo 77 del Código Penal que se desprende del fallo, conforme la cual el objeto de la referencia a la capacidad de producir dependencia física o psíquica es circunscribir el universo de sustancias que pueden ser incluidas en la lista de estupefacientes cuya elaboración y actualización se encomienda al Poder Ejecutivo Nacional -en el sub lite se trató de cannabis sativa-, en lugar de establecer un término cuantitativo al elemento "estupefaciente" de la figura del artículo 14º, segundo párrafo, de la ley 23.737, según planteó el apelante.


    B., Miguel Andrés s/ Recurso de casación


    B. 599, L. XLII, 28 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Percepción de honorarios de letrado contratado ad honorem, por el fisco provincial, a fin de promover juicios de apremio. Admisibilidad recurso extraordinario en etapa de ejecución de sentencia. Gravamen irreparable. Improcedencia arbitrariedad de sentencia. Decisiones que cuentan con fundamentos normativos y fácticos suficientes para descartar la tacha de arbitrariedad invocada. Inaplicabilidad de precedente judicial en virtud de las distintas circunstancias del caso. Argumentos insuficientes para la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48. Discrepancia con las conclusiones del caso.


    La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que atiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impidan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como la "sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Las sentencias de la Corte sólo deciden en los procesos concretos que le son sometidos, razón por la cual el apartamiento por parte de los jueces inferiores de su jurisprudencia no basta para habilitar la instancia extraordinaria, sino sólo cuando aquél importa un desconocimiento de la autoridad del Tribunal y no aparece fundado en razones no examinadas o resueltas por él, extremos que no se configuran en el sub lite. Se verifica por parte del juzgador un cuidadoso examen de las circunstancias del caso y del derecho local aplicable, por lo cual frente a él, los agravios del recurrente revelan únicamente su discrepancia con las conclusiones del fallo, a partir de una inteligencia sólo distinta tanto del derecho aplicable como de los elementos de convicción tomados en cuenta para resolver.


    Fisco de la Provincia de Corrientes c/ Juana Almirón y contra el titular del Adrema E2-00135-3 y contra quien resulte responsable.


    F. 20, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Posibilidad de un funcionario nacional de intervenir como querellante contra funcionarios públicos, que en el ejercicio de su función o con ocasión de ella, hayan violado derechos humanos.


    Como regla, las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos planteados por ante los tribunales locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria -en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan-, cabe hacer excepción a ese principio cuando la sentencia frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Habida cuenta que en la propia instancia local se ha interpretado que, de investigarse en autos aquellas muertes, no existiría impedimento para reconocer -de conformidad con el artículo 10 del Código Procesal Penal mendocino que cualquier persona podrá intervenir como querellante “contra funcionarios públicos, que en el ejercicio de su función o con ocasión de ella, hayan violado derechos humanos; cuando se trate de delitos cometidos por funcionarios que han abusado de su cargo ...".- la calidad de parte al funcionario nacional, y que el temperamento adverso ha desconocido aquellas constancias de la causa que acreditan ese supuesto, corresponde aplicar la doctrina de la arbitrariedad.


    Fiscal c/ F., Jose, A., Alberto y D., Jorge s/ Evasión en grado de tentativa - Causa N° 83921-


    F. 1711, L. XLI, 16 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: multa del artículo 9 de la ley n° 25.013 -art. 275, LCT-; omisión del traslado pertinente de la apelación de la actora, deducida en subsidio de la aclaratoria intentada y luego desestimada. Menoscabo del derecho de defensa de las demandadas, al verse privadas de contestar los agravios de la contraria: invalidez jurisdiccional de lo decidido sobre la cuestión.


    Corresponde declarar procedente el recurso extraordinario en punto a la multa del artículo 9 de la ley n° 25.013 -art. 275, LCT-, toda vez que la Alzada entendió admisible la impugnación por cuanto no se había corrido el pertinente traslado de la apelación de la actora, deducida en subsidio de la aclaratoria intentada y luego desestimada. En tales condiciones, el pronunciamiento cuestionado no se sustenta en el punto conforme es menester, advirtiéndose un menoscabo del derecho de defensa de las demandadas, quienes se vieron privadas de contestar los agravios de la contraria, extremo que determina, con ese alcance, la invalidez jurisdiccional de lo decidido sobre la cuestión.


    Karuzic, Adriana Leonor c/ Air Plus Argentina S.A. y otro s/ despido


    K. 101, L. XLIII, 22 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: ausencia de fundamentos y omisión de de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos. Rechazo por parte del juzgador del seguro de caución aportado por el recurrente, sin dar fundamentos concretos que posibiliten su descalificación. Finalidad del principio solve et repete.


    El tribunal a-quo ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, y que, eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio, toda vez que el juzgador rechazó el seguro de caución aportado por el recurrente, sin dar fundamentos concretos que posibiliten su descalificación. Esto es así, desde que la póliza presentada cubría el total del monto reclamado por el organismo recaudador, razón por la cual el interés fiscal, al momento del dictado de la sentencia atacada, se encontraba garantizado por un medio varias veces aceptado por la misma Alzada. Asimismo, el principio solve et repete tiene por finalidad asegurar el cobro de los montos determinados como deuda del organismo recaudador y evitar que el contribuyente se insolvente, extremos que se verificaron en el sub-lite con la presentación de la póliza cuestionada. No obsta a ello, las supuestas deficiencias del documento que alegó el juzgador pues, más allá de que no observó la envergadura económica y financiera de la supuesta deudora para hacer frente al monto reclamado, lo cierto es que los jueces se encontraban facultados, ante sus dudas, para dictar las medidas para mejor proveer necesarias a efectos de otorgar al presente una acabada solución. Máxime, cuando integran un organismo que debe controlar los actos surgidos de los entes administrativos a fin de impedir que puedan actuar con discrecionalidad.


    Orígenes AFJP S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos dirección general impositiva s/ impugnación de deuda


    O. 229, L. XLII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: discrepancia argumental sobre la que pretende fundarse el fallo de los jueces de la Sala. Artículos 25 y 31 de la ley 19.549, en la redacción de la ley 25.344.


    Le asiste razón a la apelante en punto a la inatingencia de las citas esgrimidas por la Sala para fundamentar, por insustancial, la denegación del recurso extraordinario. Y es que, ostensiblemente, no se controvierte extremo alguno vinculado con los adicionales por inestabilidad de residencia y suma fija no remunerativa, cuya índole y procedencia se discutía en los antecedes citados por la a quo. En tales condiciones, y dado el énfasis depositado por la Corte Suprema en punto a la necesidad de un examen circunstanciado, por el superior de la causa, de la admisibilidad formal del recurso en casos como el sublite, la denegatoria debe invalidarse jurisdiccionalmente. Asimismo, también le asiste razón a la apelante al notarse la discrepancia argumental sobre la que pretende fundarse el fallo de los jueces de la Sala. En efecto, mientras el primer voto basa el rechazo de la demanda en el vencimiento del plazo pertinente de la ley n° 19.549; el segundo, si bien coincide en cuanto a que la pretensión no era susceptible de ser sometida a juicio, luego pone de resalto la inexistencia del derecho material argüido. En esos términos, es claro que la decisión no se sustenta según es menester y debe, por lo tanto y en su caso, dejarse sin efecto.


    Catalano, Hugo c/ Estado Nacional P.E.N.


    C. 781, L. XLII, 19 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: falta de configuración de una novación de deuda en los términos del artículo 814 -y concordantes del Código Civil-. Ausencia en los autos de que la acreedora haya declarado en forma expresa su voluntad de exonerar al deudor primitivo y de que la demandada haya demostrado haber cumplido con los requisitos de los artículos 10, 11, 12 y 13 del decreto n° 197/97 y 3 y 4 del decreto n° 1318/98, entre otros. Apreciación dogmática de la calificación de irrelevante conferida por la Sala al artículo 91 de la ley n° 25.725.


    La presentación extraordinaria debe prosperar toda vez que no se ha configurado una novación de deuda en los términos del artículo 814 -y concordantes del Código Civil-, pues no emerge de los actuados que la acreedora haya declarado en forma expresa su voluntad de exonerar al deudor primitivo, ni que la demandada haya demostrado haber cumplido con los requisitos de los artículos 10, 11, 12 y 13 del decreto n° 197/97 y 3 y 4 del decreto n° 1318/98, entre otros. A lo anterior se agrega -allende la falta de sustento de la contradictoria presentación de la recurrente en el punto, en tanto, por un lado, invoca en resguardo de sus derechos la ley n° 25.725, y por el otro, plantea inmediatamente su inconstitucionalidad-, que se aprecia dogmática la calificación de irrelevante conferida por la Sala al artículo 91 de ese cuerpo legal, so pretexto de que deroga cuatro artículos del decreto n° 486/02 que no inciden en la cuestión, a la luz de la consolidación en el Estado Nacional allí establecida de las obligaciones del INSSJP, de causa o título anterior al 30/06/02, cuando medie o hubiese mediado controversia reclamada judicial o administrativamente.


    Ostomed S.A. y otro c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ incumplimiento de prestación de obra social


    O. 150, L. XLII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: sentencia arbitraria.


    Toda vez que el fallo se limitó a tratar de demostrar que la jurisprudencia de la Corte respecto del artículo 39.1 de la LRT, sentada en Fallos: 325:11, no ha variado con el dictado de Fallos: 327:3753, en cuanto no corresponde la impugnación del precepto en abstracto, omitiendo examinar que, de ser reparada su grave minusvalía en el marco del derecho civil, obtendría una suma varias veces superior en concepto de daño material, respecto de los $200 pesos mensuales de la LRT, además de los rubros daño psicológico y moral y la posibilidad de disponer libremente de su patrimonio, lo que no se ve compensado por las prestaciones del artículo 20 LRT, se debe, por lo tanto, hacer lugar al recurso interpuesto debido a la arbitrariedad de la sentencia.


    Elía, Luis Atilio c/ Techint S.A. y/o Responsable c/ Acción de inconstitucionalidad - daños y perjuicios


    E. 108, L. XLII, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario en etapa de ejecución de sentencia. Arbitrariedad. Resolución aclaratoria que modificó lo decidido en la sentencia.


    En el sub lite, concurren los supuestos que justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria porque, si bien es sabido que las resoluciones recaídas en los incidentes de ejecución de sentencia no son, como regla, susceptibles de recurso por aquella vía, tal principio no es absoluto ya que admite excepciones cuando lo decidido causa un gravamen irreparable. La aclaratoria dictada a pedido de los incidentistas no se limitó a sanear alguna omisión en el pronunciamiento principal sino que lo modificó, circunstancia, apta para la habilitación de la instancia. En el sub examine, más allá de las vicisitudes procesales, cierto es que el haberse apartado el tribunal de lo decidido con anterioridad impide determinar el exacto alcance de lo resuelto, y por ello, con sustento en la doctrina de la arbitrariedad de sentencia, se exhibe una inconsistencia lógica y contradicción expresa, con el consiguiente menoscabo de los derechos contemplados en los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Alberti, Edgardo Marcelo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Educación y Justicia s/ Amparo.


    A. 2443, L. XXXVIII, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: excesivo rigor formal y omisión en el pronunciamiento sobre las cuestiones planteadas en orden a la aplicación e inteligencia de los decretos 2769/93 y 838/94.


    La circunstancia que los agravios del apelante remitan al examen de una cuestión no federal, como es la relativa a la admisibilidad e idoneidad de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, no es óbice para invalidar lo resuelto, cuando el escrito descalificado, en realidad, incluía argumentos mínimos en los que se hallan contenidas las exigencias legales para sustentar el remedio y su estudio fue efectuado con un injustificado rigor formal, contrario a las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso y al derecho federal alegado. Y se configura el supuesto indicado, máxime cuando el a-quo omitió pronunciarse sobre las cuestiones planteadas en orden a la aplicación e inteligencia de los decretos 2769/93 y 838/94, de eminente naturaleza federal, con argumentos de orden ritual, que no se hacen cargo, como es menester, de los agravios conducentes expuestos en el escrito de apelación.


    Chávez, Daniel c/ Ministerio de Defensa - Gendarmería Nacional s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C. 1249, L. XXXIX, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Requisito de expresión de agravios mediante prolija crítica de cada argumento en que se apoya el fallo. La reiteración de los argumentos expuestos en anteriores instancias no satisface dicho requisito.


    Tiene dicho la Corte que la admisibilidad de la apelación extraordinaria está condicionada a que los agravios contemplen los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a aquéllos. No satisfacen dicho requisito los argumentos que constituyen la reiteración de los expuestos en las anteriores instancias, sin que el recurrente se haya ocupado en realizar una crítica concreta y razonada de los fundamentos en que se apoyó el a quo para rechazarlos.


    S., Martín Andrés y otros s/ Ley 23.737 -causa nº 7081-


    S. 1354, L. XLII, 27 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: afirmaciones dogmáticas y omisión de cuestiones conducentes. Fuerza extintiva de la prescripción. Pervivencia de la acción. Desenvolvimiento extrajudicial de la demandada y su conducta desplegada durante el pleito: comportamiento calificado como reconocimiento y como pago parcial por los actores (previsión del art. 3989 del Código Civil y activación más temprana de su reclamo ante la justicia, en tanto habría existido una cierta cobertura de su crédito, prestada por la propia parte obligada).


    La Corte local ha caído en arbitrariedad, desde que construyó su discurso sobre afirmaciones dogmáticas acerca de tópicos conducentes, empleando precedentes y nociones generales, sin dar cuenta de por qué resultaban aplicables, según las condiciones particulares de esta causa, al tiempo que omitió abordar concretamente las críticas presentadas en torno de cuestiones que participan de esa misma cualidad. Esto es así, toda vez que si se tiene en cuenta la fuerza extintiva de la prescripción, de cuya operatividad depende la definición preliminar del conflicto, los argumentos expuestos por la quejosa en torno de este tópico, merecían un examen más específico; por lo que, en el marco descripto, aquella conclusión -huérfana de otro aval explícito-, aparece no como una derivación razonada de las constancias de la causa y de las directivas aplicables en la materia, sino como un designio nacido de la nuda voluntad de los jueces. La gravedad de las consecuencias de la solución que mantuvo el pronunciamiento atacado es tal, que finiquita la acción de una de las partes. Asimismo, al plantear la casación y al interponer el recurso extraordinario, la actora puso de relieve el defecto en que incurriera la Cámara, perpetuado por el tribunal superior de la causa, al obviar -sin justificación alguna- un dato capital, como es la virtualidad que podría tener en el plano de la pervivencia de la acción, el desenvolvimiento extrajudicial de la demandada -por sí y a través del agente de seguros y por la propia demandada-, así como la conducta desplegada por aquélla durante el pleito, al contestar la demanda, absolver posiciones y alegar. Dicho comportamiento es calificado como reconocimiento y como pago parcial por los actores, quienes lo relacionan -por un lado- con la previsión del art. 3989 del Código Civil, y -por otro- con la pertinencia de activar más tempranamente su reclamo en justicia, en tanto habría existido una cierta cobertura de su crédito, prestada por la propia parte obligada. Sin embargo, los jueces han preterido ese elemento de juicio, sin hacerse cargo en lo absoluto del reclamo formulado en cuanto a la falta de examen de este tema crucial que debería integrar necesaria y explícitamente la evaluación jurisdiccional para que ésta pueda tenerse por "sentencia fundada en ley".


    Licastro, Fabiana Analía y otro c/ Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. s/ daños y perjuicios


    L. 317, L. XLII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: apartamiento de los términos estrictos de la litis y de la valoración suficiente de los distintos elementos incorporados al proceso.


    La resolución de la Cámara no se sustenta como es menester, toda vez que pretirió que la jueza de primera instancia había concluido, sobre la base de la prueba alegada por la actora, que los actores prestaron servicios “en y para” Telecom, quien proveía las órdenes de trabajo y los listados pertinentes de tareas, trabajando en equipo con personal de la firma, apartándose así de los términos estrictos de la litis y de una valoración suficiente de los distintos elementos incorporados al proceso.


    Collazo, Julián Cesar y otros c/ Telecom argentina STET France Telecom S.A. y otros s/ despido


    C. 451, L. XLIII, 22 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: aplicación de antecedentes sin emprender un esfuerzo argumentativo que justifique su aplicación al caso, máxime cuando, prima facie, las circunstancias de uno y otro aparecen como disímiles. Resarcimiento integral del perjuicio sufrido como consecuencia de un infortunio laboral.


    Corresponde declarar procedente el recurso extraordinario debido a la arbitrariedad de la sentencia, toda vez que el fallo impugnado no tomó en cuenta, como sí lo hizo el voto en disidencia, que el actor imputó la responsabilidad en la producción del hecho al Sindicato del Seguro y al Complejo Deportivo 21 de Octubre. Se obvió, asimismo, que en el escrito de apelación el actor textualmente dijo: "esta parte no responsabiliza al empleador Barmen S.A., y en autos quedó demostrado que solo tenía la tenencia del montacargas, ya que el accidente si bien fue durante el horario laboral no está dentro del ámbito del derecho laboral, es por ello que esta parte siempre se opuso a que estas actuaciones tramiten ante este fuero, ya que mi mandante no era empleado de la co-demandada Sindicato de Seguros quienes resultan ser responsables de los hechos denunciados, todo ello en base a lo normado en los artículos 1109 y 1113 y concordantes del Código Civil, es por ello que en el peor de los casos y dentro del correlato efectuado por el a quo se debió rechazar la demanda entablada contra Barmen S.A. ", resultando los fundamentos desarrollados contradictorios toda vez que, por un lado, dice que la responsabilidad recaería sobre el Sindicato del Seguro apoyándose en el artículo 39.4 de la ley n° 24.557 y, por el otro, objeta la constitucionalidad de la mencionada norma. A lo dicho se añade que, dados los términos de la apelación, la actora consintió por de pronto la eximición de responsabilidad del principal resuelta por el juez de merito, extremo obviamente soslayado por la Cámara. De este modo, las razones expuestas resultan suficientes para que el fallo en recurso sea dejado sin efecto.


    Jáuregui, Héctor Omar c/ Barmen S.A. y otros s/ Accidente


    J. 141, L. XLII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: decisión que dejó sin efecto el dictamen de la Comisión Médica Central por considerar probado que el actor desvió su trayecto por razones personales y, por tanto, que el infortunio denunciado no configuró un supuesto in itinere previsto en la Ley de Riesgos del Trabajo, que, a la vez, prescinde de dar un tratamiento adecuado a la controversia -de acuerdo con las constancias de la causa- y se basa en afirmaciones dogmáticas que le dan un fundamento sólo aparente. Cautela para arribar a la denegatoria de beneficios reconocidos por las leyes laborales.


    Si bien el hecho de que la sentencia de la Cámara Federal de la Seguridad Social, Sala I, que dejó sin efecto el dictamen de la Comisión Médica Central por considerar probado que el actor desvió su trayecto por razones personales y, por tanto, que el infortunio denunciado no configuró un supuesto in itinere previsto en la Ley de Riesgos del Trabajo, remita al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, materia ajena al remedio del artículo 14 de la ley n° 48, tal circunstancia no constituye óbice para la apertura de la vía cuando la decisión recurrida prescinde de dar un tratamiento adecuado a la controversia -de acuerdo con las constancias de la causa- y se basa en afirmaciones dogmáticas que le dan un fundamento sólo aparente. Esto sucede cuando el a-quo desconoce que lo que cobra relevancia en el caso es que la sentencia no tiene en cuenta que el dictamen de la Comisión Médica Central determinó que se trataba de un accidente tipificado en el artículo 6º, apartado 1, de la ley 24.557 sobre la base -en definitiva- del informe del Subgerente de Asuntos Legales del mencionado organismo. Y como tal aspecto, en rigor, llegaba firme a la Cámara, y como el recurso deducido ante ésta no cuestionó el informe con el que se verificó que existían instrumentos de convicción suficientes como para concluir que el trabajador, a la fecha del infortunio, se domiciliaba en un barrio del conurbano bonaerense, junto con su esposa e hijos, desvirtuándose de tal manera las afirmaciones de la ART, cabe concluir, por lo tanto, que la interpretación de la Sala se limita a un estudio parcial y aislado de los diversos elementos de juicio, pero no los integra ni armoniza debidamente en su conjunto, razón por la cual se impone descalificar el pronunciamiento en este aspecto; máxime, cuando debe actuarse con cautela para arribar a la denegatoria de beneficios reconocidos por las leyes laborales.


    Ossa Peña, Danilo Enrique c/ Liberty Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ ley 24.557


    O. 659, L. XL, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: falta de interpretación de manera sistemática y armónica de la norma derogatoria con los demás preceptos del orden jurídico, entre otros, los de la misma LRT.


    Se configura la arbitrariedad de una sentencia cuando, luego de ponderar que la empleadora reconoció el siniestro alegado e invocó la aplicación de la ley 24.028 y de explicitar que no le cabían dudas sobre que dicha normativa resultaba aplicable a las actuaciones, la Sala desestimó la crítica vertida en torno de la falta de aplicación de esa ley conforme al principio iura novit curia con sustento en que la LRT la había derogado. Tal defecto lógico se encarece a la luz de los agravios formulados en cuanto a que si se desechaba la aplicación de la ley 24.557, correspondía condenar al pago de las indemnizaciones conforme a lo dispuesto por la ley 24.028, porque de lo contrario el actor quedaría sin cobertura por un accidente de trabajo sufrido y acreditado. Tanto más aún cuando, por principio, la inconsecuencia en el Legislador no puede presuponerse, de modo que la interpretación de la norma derogatoria debía efectuarse de manera sistemática y armónica con los demás preceptos del orden jurídico, entre otros, los de la misma LRT que determinaban el criterio a seguir para supuestos de relaciones jurídicas en curso de ejecución y ciertas modificaciones al plexo jurídico derogado.


    Guzmán, Héctor c/ Energía Derivados del Petróleo S.A. s/ indemnización art. 212


    G. 184, L. XLII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: omisión del tratamiento de elementos esenciales para dar una adecuada respuesta a la cuestión debatida en el caso.


    Toda vez que la Cámara descartó, sin explicación alguna, elementos esenciales para dar una adecuada respuesta a la cuestión debatida en el sub-lite, si bien los agravios propuestos -revisión de actas de inspección e infracción, determinantes de deuda por aportes y contribuciones a la seguridad social, labradas en relación a empleados de una S.R.L.- remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho procesal, ajenas por su naturaleza a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no impide la apertura del recurso cuando el estudio de los recaudos legales atinentes a la fundamentación de las apelaciones se ha efectuado mediante afirmaciones dogmáticas y el tribunal ha omitido el tratamiento de temas propuestos y conducentes para la adecuada solución del litigio, todo lo cual redunda en menoscabo de los derechos de defensa en juicio y de propiedad.


    Suarko S.R.L. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva- s/ impugnación de deuda


    S. 468, L. XLI, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: restricción indebida del derecho de defensa y frustración del derecho federal que asiste al interesado; decisión que no tiene en cuenta las concretas circunstancias de la causa, con grave desmedro de la garantía del debido proceso. Intervención de terceros en una acción de amparo.


    Si bien las cuestiones relativas a la interpretación de las normas procesales son ajenas a la instancia extraordinaria, tal principio reconoce excepción cuando la declarada improcedencia de una apelación puede restringir indebidamente el derecho de defensa, y causar la frustración del derecho federal que asiste al interesado; o cuando lo decidido no ha tenido en cuenta las concretas circunstancias de la causa, con grave desmedro de la garantía del debido proceso. Asimismo, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha establecido que la efectiva protección de la defensa en juicio requiere, por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie, arbitrariamente, de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieran eventualmente asistirle, sino por medio de un proceso conducido en legal forma; así como que el derecho a la jurisdicción y la garantía de defensa en juicio, consagrados en el artículo 18 de la Carta Magna, importan la posibilidad de ocurrir ante algún órgano jurisdiccional y obtener de ellos una sentencia útil relativa a los derechos de los contendientes. Esta doctrina y jurisprudencia, otorgan razón a la apelante y conducen a que sus agravios tengan favorable recepción. En especial al alegar que aun cuando el a quo observó que la intervención de terceros en el amparo no está expresamente prevista en la ley 16.968, ello no puede ser argumento válido para negarle la posibilidad de recurrir una resolución que fue dictada en el marco del proceso de ejecución de sentencia y que le ocasiona un gravamen irreparable. Resulta entonces arbitrario que no tenga posibilidad de ser oída en el proceso de ejecución y se vea obligada a intentar una vía procesal autónoma para el resguardo de sus derechos. En este sentido, el apelante o es parte, supuesto en el cual se le debe dar la posibilidad de ejercer su derecho de defensa, o no lo es, en cuyo caso la ejecución debe ser desestimada, toda vez que la sentencia produce efectos de cosa juzgada material solamente respecto de quienes ha revestido el carácter de partes en el juicio, pero no puede aprovechar o perjudicar a los terceros que han permanecido ajenos al proceso.


    Reyes, Virginia c/ Estado Nacional s/ Amparo


    R. 188, L. XLII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Solicitud de pensión: identidad de sexos entre el solicitante y el causante. Sentencia arbitraria: preponderancia por parte del sentenciador a una cuestión formal en desmedro del estudio de los agravios conducentes que ponían en tela de juicio temas de derechos fundamentales. Derecho a la igualdad de trato y a la protección contra cualquier forma de discriminación. Cuestiones inherentes al derecho previsional: extrema cautela en el accionar de los jueces.


    Asiste razón al recurrente respecto a la arbitrariedad planteada, toda vez que el sentenciador atendió a una cuestión formal, como ser el nomen iuris de la vía utilizada, en desmedro del estudio de los agravios conducentes que ponían en tela de juicio temas de derechos fundamentales llevados ante su estrado, sin dar otro basamento para ello. En efecto, la Corte provincial desestimó el remedio procesal local intentado, con el fundamento de que la vía utilizada no era la adecuada, siendo que los agravios debieron encuadrarse en el marco del recurso de inaplicabilidad de la ley. Esta argumentación es insuficiente a la luz de las particulares circunstancias de la causa, entre las que se destacan la lesión, por parte de la demandada, a conjunto de principios y derechos fundamentales garantizados por la Constitución de la provincia de Buenos Aires y por la Carta Fundamental, tales como el derecho a la igualdad de trato y a la protección contra cualquier forma de discriminación frente a la solicitud del beneficio de pensión por una persona de igual sexo al del causante; máxime cuando no se advierte otras razones de mayor envergadura que permitieran poner a la sentencia apelada a salvo de la tacha de arbitrariedad al decisorio atacado. Dicho rigor formal, no condice con la extrema cautela con que deben actuar los jueces cuando atienden cuestiones inherentes al derecho previsional. Máxime, cuando el a-quo omitió pronunciarse sobre las cuestiones planteadas en orden a la aplicación e inteligencia de Tratados Internacionales en materia de discriminación, con argumentos de orden ritual.


    Y., E. A. c/ Caja de Previsión y Seguro Médico de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    Y. 36, L. XLIII, 21 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Violación al derecho de defensa en juicio: necesidad de demostrar un perjuicio efectivo. Facultad de los jueces de tener en cuenta sólo las alegaciones conducentes.


    Los reclamos deducidos sobre la base de la violación de la defensa en juicio requieren para su procedencia la demostración de un perjuicio efectivo a ese derecho, recaudo que no puede tenerse por satisfecho en tanto no se ha señalado siquiera cuáles serían las defensas que se vio privado de someter al a quo en la audiencia de cuya omisión se agravia. Los jueces no están obligados a seguir a las partes en todas sus alegaciones, sino sólo a tomar en cuenta las que resultan conducentes para resolver la cuestión debatida.


    H. L. S.A. s/ Apela multa


    H. 52, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Astreintes: finalidad. Sanciones conminatorias procesales: pasibles de recurso extraordinario cuando afecten la garantía de defensa en juicio. Excesivo rigor formal. Inaplicabilidad del monto mínimo para apelar cuando se trate de sanciones procesales.


    La Corte tiene dicho que los agravios atinentes a la interpretación y aplicación de las normas de derecho común y procesal, al igual que la revisión de las sanciones impuestas por los jueces, remiten a cuestiones ajenas, en principio a la instancia extraordinaria, como así también, que lo atinente a la forma y condiciones de aplicación de las “astreintes” es cuestión procesal ajena al recurso extraordinario. Ello no constituye óbice para invalidar lo resuelto, cuando –como acontece en el sub lite- con menoscabo a la defensa en juicio, el tribunal superior de la causa, al aplicar las medidas conminatorias se apartó de los criterios aceptados en la materia, sin considerar la finalidad propia del instituto, al punto de desnaturalizar su condición de medio de coerción y prescindir de que actúa como presión psicológica sobre el deudor, pues sólo se concretan en una pena cuando se desatiende injustificadamente el mandato judicial. Por otra parte, se debe poner de relieve que el propio artículo 242, in fine, del Código Procesal establece que el límite para la apelación en razón del monto cuestionado, no será aplicable a procesos -como el presente- donde se discute la aplicación de sanciones procesales.


    Felipe de Bruna, Marina Manuela c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ escrituración


    F. 1338, L. XLII, 13 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Decreto 1244/98 y 866/05. Injustificado rigor formal. Defensa en juicio y debido proceso. Omisión de pronunciamiento sobre cuestiones planteadas en la causa. Arbitrariedad.


    La circunstancia de que los agravios del apelante remitan al examen de una cuestión no federal, como es la relativa a la admisión de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, no es óbice para invalidar lo resuelto, cuando el escrito en cuestión incluye argumentos mínimos en los que se hallan contenidas las exigencias legales para sustentar el remedio y su estudio se efectúa con un injustificado rigor formal, contrario a las garantías de la defensa en juicio, debido proceso y al derecho federal alegado. Sin perjuicio de ello -que habilita, por cierto, admitir la queja, declarar procedente el recurso, dejar sin efecto la sentencia y restituir las actuaciones al tribunal de origen, a sus efectos- incumbe señalar que la Procuración General tuvo ocasión de expedirse en el fondo del tema en la causa P. 441; L. XLI “Pita Augusto Axel”, a la que cabe estar en lo pertinente


    Poskin, Alberto Fernando c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor de la Armada


    P. 1164, L. XLII, 27 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda por daños y perjuicios: transporte benévolo o comercial. Sentencia arbitraria: fundamentación aparente. Falta de tratamiento de pruebas conducentes.


    Si bien los agravios dirigidos contra pronunciamientos por los cuales los tribunales locales han desestimado por improcedentes recursos deducidos ante ellos no son aptos para habilitar el recurso extraordinario federal, la Corte ha hecho excepción a tal principio cuando la decisión carece de una suficiente valoración de la constancias de la causa o realiza un análisis parcial y aislado de diversos elementos de convicción, sin integrarlos en el conjunto, no ajustándose a las reglas de la sana critica aparte de traducir un exceso ritual que menoscaba la verdad objetiva. Supuesto de excepción que se configura en el sub-lite puesto que la sentencia aquí cuestionada desestimó los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos por falta de acreditación de la arbitrariedad invocada, en base a una defectuosa e insuficiente ponderación de las constancias de la causa, lo cual le otorga un fundamento aparente. Es claro entonces, que el argumento de la Corte local que justifica la omisión de tratamiento de las quejas relativas a la falta de valoración de la totalidad de elementos probatorios de la causa en la circunstancia que la Cámara analizó toda la prueba aportada y arribó a conclusiones razonables, no se ajusta con precisión a las constancias de la causa y tampoco constituye la debida fundamentación que resulta exigible a las decisiones jurisdiccionales. En definitiva, el rechazo de los recursos traduce una inadecuada e insuficiente valoración de las constancias de la causa, al igual que un análisis parcial y aislado de diversos elementos de convicción sin integrarlos en el conjunto lo cual revela un exceso ritual en desmedro de verdad jurídica objetiva susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio o causar frustración de los derechos federales alegados.


    Laciar, Roberto A. c/ Carrizo Selva, Miniya del Carmen y otros s/ daños y perjuicios - inconstitucionalidad y casación


    L. 603, L. XLIII, 10 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda por indemnización de daños y perjuicios. Falta de extensión de la condena a la citada en garantía. Arbitrariedad.


    Al revocar la sentencia anterior que rechazó la pretensión respecto de todos los codemandados y admitir su responsabilidad compartida en el resultado dañoso-, tuvo lugar la reversión de la jurisdicción, por lo que -tal como lo sostiene el recurrente-, la Cámara debía necesariamente considerar el pleito en todas sus facetas; entre ellas, la concerniente al mecanismo previsto por el art. 118 de la ley 17.418, invocado por el Estado Nacional; cosa que no ha hecho.


    Palmigiano, Diego Ezequiel c/ Federación de Natación de Buenos Aires y otros s/ Responsabilidad por daños


    P. 356, L. XLIII, 27 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Indemnización integral por muerte de un vigilador provocada por un compañero en su lugar de trabajo. Normativa que regula a las empresas de seguridad privada. Responsabilidad de la ART y del Gobierno de la Ciudad (Decreto 1172/88, ley 20.429, decreto reglamentario 395/75, ley 118 de CABA) Remisión a los precedentes “Aquino” y “Motzo” Sentencia arbitraria: falta de tratamiento de cuestiones conducentes.


    La actividad de la empresa de vigilancia se encuentra reglamentada por numerosas normativas que fueran invocadas oportunamente de las que se desprende, entre otros, el requisito de estudios de aptitud psicotécnica y que de las constancias del expediente penal surge que al ingreso, tanto a la víctima como al imputado, no se les realizaron los exámenes allí dispuestos. Tampoco se tuvo en cuenta el planteo referido a que los involucrados no contaban, al momento del infortunio, con la inscripción respectiva en el RENAR ni autorización para portar armas. Esta exigencia de la Ley 118 de la CABA no se advierte cumplida, ni que la ART hubiese informado formalmente a su asegurada de manera preventiva y "eficazmente". Tal omisión no fue evaluada por el a quo a la hora de examinar el reproche que le hiciera la parte actora, no sólo en la expresión de agravios, sino también desde la interposición de la demanda. Respecto a la responsabilidad del Gobierno de la Ciudad Autónoma el a quo omitió contestar el agravio de los apelantes respecto a que al contratar con la empresa empleadora del causante para realizar tareas de vigilancia en el "Parque de la Ciudad" no controló que ésta cumpliera con los requisitos que establece la legislación vigente para dicha actividad, en concreto los arts. 5, 11, 16, 18 de la ley 118 de la CABA, a la que encomendó la prestación de dichos servicios, que se encuentran minuciosamente reglados, y de los cuales pueden surgir responsabilidades civiles por hechos previsibles, sin que se haya verificado puntualmente si en el caso se tomaron las prevenciones requeridas legalmente para evitarlos. Tampoco puede pasarse por alto que el apelante en su demanda resistió, expresamente, la aplicación del sistema especial de la ley 24.557, peticionando la declaración de inconstitucionalidad del artículo 39, apartado 1°, de la ley 24.557, del precitado dispositivo y la reparación integral de una minusvalía laboral derivada de un accidente de trabajo ocurrido por el accionar de un dependiente de la empleadora en el lugar y en ocasión del trabajo. Por otra parte, no existió discusión y llega firme que "no se demostró culpa de la víctima en el acaecimiento del siniestro, si intervino una cosa en la producción del daño y existió un hecho del dependiente en el ejercicio de sus funciones, hecho que contribuyó a la producción del evento, comprometiendo de tal forma la responsabilidad del principal, contra quien se ha desistido del proceso en estos autos". En el contexto antes mencionado, la cuestión habilitarla la aplicación de la doctrina de la Corte sentada en la causa "Aquino" (Fallos 327:3753) y en M. 261, L. XL "Motzo, Salvador c/ Armada Argentina Comando de Transportes Navales", a cuyos fundamentos se remite en lo pertinente.


    N., Patricia por sí y en representación de sus hijos menores R. E. N. S. M. N. y M. A. I. S. M. N. c/ ODIPA S.R.L. s/ Accidente


    N. 409, L. XLII, 11 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Regulación de honorarios en demanda rechazada. Omisión de tratar cuestiones alegadas por la parte: arbitrariedad de sentencia.


    Las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas a la apelación extraordinaria, y la doctrina de la arbitrariedad, es de aplicación especialmente restringida, pero cabe hacer excepción a dicho principio cuando no se da razón suficiente para el rechazo del planteo del letrado referido a la base regulatoria. Por otra parte, la Corte ha sostenido respecto de la estimación de los honorarios que, los intereses no deben acumularse al capital, sino que la regulación debe practicarse exclusivamente sobre el quantum de este último y que carecen de fundamento las sentencias de los tribunales inferiores que se apartan de tales precedentes sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar dicha posición, particularmente en supuestos en que tal doctrina ha sido especialmente invocada.


    Safar Retamar, María Elena y otros / Industrias Alimenticias Mendocinas s/ ordinario


    S. 591, L. XLIII, 13 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Regulación de honorarios. Arbitrariedad. Resolución no resulta una derivación razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso.


    Desde antiguo la Corte ha enseñado que -por su índole eminentemente fáctica y procesal-, el tema arancelario resulta ajeno al recurso previsto por el art. 14 de la ley 48, salvo que, se observe una irrazonabilidad ostensible en la decisión atacada. Examinada la cuestión desde esa perspectiva, cabe advertir en primer lugar que en autos no se encuentra controvertida la base regulatoria. A partir de esa premisa, se observa que los jueces -no obstante encuadrar al proceso en la norma del art. 40 de la ley 21.839-, han llegado a una cifra muy por debajo del límite inferior que ella impone. Tal decisión presenta como 'única motivación' explícita "... las pautas porcentuales que habitualmente utiliza el tribunal para casos como el de autos...". Nada se dice allí acerca de la eventual aplicación del arbitrio de morigeración consagrado por el art. 13 de la ley 24.432, ni se aclara de ningún otro modo cómo se ha discurrido para llegar a aquella reducción, por cierto sustancial. Tampoco se da tratamiento al agravio relativo a los honorarios devengados a raíz de las incidencias suscitadas en el decurso del trámite.


    Banco Latinoamericano S.A. (en liquidación) c/ Química Argentina Houghton SAIC


    B. 2117, L. XLII, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Salario: monto controvertido. Supuesta remuneración en negro Prueba insuficiente. Facultades del juez. Sentencia arbitraria.


    No surgirían de las actuaciones pruebas que acrediten con carácter cierto, la dualidad de facturación, y el supuesto cobro de comisiones en negro denunciado por el actor, que sustenten el monto del salario alegado. Conforme lo ha entendido la Corte, el principio objetivo que debe primar es el de la búsqueda de un justo equilibrio de los intereses de la partes, el que se encuentra sometido a la prudencia del magistrado, quien se hallaría facultado por aplicación de lo normado por los artículos 55 y 56 de la Ley de Contrato de Trabajo, 56 de la Ley Orgánica, y 165 del Código Procesal Civil y Comercial.de la Nación, a fijar el importe del crédito cuando se encontrare controvertido el monto de la remuneración, y la prueba rendida se revele insuficiente, pero ello, siempre debe hacerlo mediante decisión fundada y en tanto su existencia esté legalmente comprobada, facultad que debe ejercer siempre con prudencia y razonabilidad, aspectos que no concurren en el caso en estudio. El pronunciamiento de la Alzada carece de fundamentación suficiente, pues se limitó por un lado a tener por ciertos los dichos de la actora en lo que respecta a las remuneraciones supuestamente percibidas en negro que estimó en el orden del 80%, y por el otro a afirmar que el salario denunciado por ésta era el realmente percibido, sin prueba fehaciente que lo sustente, con lo cual lesionó derechos y garantías de raigambre constitucional, debidamente denunciadas por el quejoso.


    Fretes, Reynaldo Juan c/ Frigorífico Calchaquí Productos Siete S.A.


    F. 994, L. XLII, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Supuestos


    Admisibilidad del recurso extraordinario en cuestiones procesales. Sentencia arbitraria: medidas instructorias de oficio que vulneran derecho defensa en juicio y debido proceso. Límites. Prueba pericial: Justificación del apartamiento de los términos del informe.


    Aún cuando se trata del análisis de cuestiones procesales, materia por principio propia de los jueces de la causa y ajenas al remedio del art. 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a la regla cuando con el pronunciamiento se menoscaba el derecho de defensa en juicio y del debido proceso, circunstancia incompatible con un adecuado servicio de justicia. Si bien son admitidas las medidas instructorias de oficio del órgano judicial, aun las posteriores al llamamiento de autos, con el fin de buscar la verdad objetiva y resolver en sentencia justa, no lo es menos que dicha facultad tiene ciertas limitaciones y un determinado marco legal. Entre ellas, que traten sobre un hecho controvertido, que no sean utilizadas para suplir la negligencia de una de las partes y que se haga uso de ellas de manera compatible con el derecho de defensa, es decir que sean notificadas y que, producidas, puedan ser motivo de oposición. Si bien es cierto que las normas procesales no acuerdan carácter de prueba legal a los dictámenes periciales y éstos no obligan al juez, lo cierto es que no es posible apartarse arbitrariamente de la opinión pericial y que para desvirtuarlos es imprescindible contar con elementos concluyentes que permitan concluir que hubo error.


    Barni, Jorge Esteban c/ Estado Nacional - Ejercito Argentino s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    B. 1756, L. XLI, 18 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Mora. Intereses moratorios y compensatorios. Sentencia arbitraria. Falta de argumentación. Aseveraciones meramente dogmáticas. Indebida extralimitación de las facultades decisorias del tribunal de la causa. Afectación a las garantías constitucionales de la propiedad y del debido proceso. Procedencia del recurso.


    El recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa referidas a cuestiones de hecho y de derecho común, la Corte ha hecho excepción a dicho principio en supuestos como el de autos, referidos al momento en que se produjo la mora del deudor y al cálculo de intereses, donde el tribunal resuelve la cuestión litigiosa de modo dogmático y con notoria ausencia de fundamentación, lo que conduce a la descalificación del acto jurisdiccional en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. Ello es así, toda vez que al considerar el tribunal que la actora incurrió en mora en el pago de las cuotas 5 a 12 a partir del 29 de diciembre de 1993 -fecha en la que tomó conocimiento en forma fehaciente de que se le había denegado la compensación pretendida- desconoce que la presentación de aquella solicitud en sede administrativa no constituye una circunstancia que permita suspender los efectos de las obligaciones asumidas, pues la mora se configura a partir del vencimiento de cada cuota, sin que los argumentos vertidos por la Cámara resulten suficientes para fundar una conclusión en un sentido diverso. Asimismo, la sentencia incurre en arbitrariedad con relación a la fecha de mora establecida para la diferencia que se adeuda por la 3 cuota, que habría sido pagada sin ajustarse a lo dispuesto en el pliego licitatorio. Ello es así, por cuanto lo decidido acerca de que la acción meramente declarativa promovida por la actora culminó por caducidad y, por lo tanto, no debía incidir en los términos a computar para determinar el momento en que se produjo la mora, no parece compatible con la afirmación de que a tales efectos debe atenderse a la fecha de la promoción del presente proceso de consignación y escrituración. Además de tratarse de aseveraciones meramente dogmáticas, resultan contradictorias con otros argumentos del mismo pronunciamiento, pues si la diferencia adeudada "se mantuvo incólume" y "la demandada siempre se reservó el derecho de reclamar la diferencia de cálculo entre lo que abonó la actora y lo liquidado administrativamente de acuerdo a los parámetros originales", no se alcanza a comprender el motivo por el cual se estableció que su obligación renace cuando omite incluir esa suma al iniciar la presente demanda y no desde su mismo vencimiento. Por otra parte, el a quo incurrió en exceso de jurisdicción al establecer una tasa de interés diferente a la fijada por el juez de primera instancia sin que existiera agravio alguno al respecto, pues el pronunciamiento apelado importa una indebida extralimitación de las facultades decisorias del tribunal de la causa, lo que se traduce en un evidente cercenamiento de las garantías constitucionales de la propiedad y del debido proceso de los justiciables. Este supuesto de excepción ha quedado configurado en el sub lite, toda vez que la Cámara modificó las tasas del 18% y 6% anual establecidas en primera instancia para los intereses moratorios y compensatorios respectivamente. Aun cuando la actora en su apelación se limitó a cuestionar la liquidación de intereses moratorios porque habrían sido cancelados en su totalidad, la Cámara consideró que debía fijarse una acumulación parcial de intereses porque se pactaron los primeros pero no los segundos y estableció un nuevo modo de cálculo pese a la ausencia de agravios en tal sentido y a que no se encuentra comprometida norma alguna de orden público, circunstancia que importa un menoscabo a las garantías consagradas por el art. 18 de la Constitución Nacional.


    Rosario Difusión S.A. c/ Estado Nacional - Secretaría de Medios de Comunicación s/ Demanda ordinaria


    R. 422, L. XLIII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: omisión de tratar cuestiones conducentes. Determinación de deuda por aportes y contribuciones elaborada por AFIP, sobre una persona que no sería empleada y cuyo monto reclamado compromete a la empresa.


    El juzgador desestimó algunos de los elementos que el ahora quejoso llevó ante su estrado para acreditar su imposibilidad de pago, lo hizo en forma dogmática y con un fundamento aparente. Tampoco se advierte que el a-quo haya valorado -pues no se desprende de su decisorio- la sentencia de la Sala Segunda del Excmo. Tribunal del Trabajo de la citada provincia, adjuntada por la recurrente que sería determinante para la solución correcta del pleito pues, en principio, dejaría huérfana de causa a la ejecución pretendida. Ello es así, máxime cuando integran un organismo que debe controlar los actos surgidos de los entes administrativos a fin de impedir que puedan actuar con discrecionalidad, como alega el interesado en el presente caso.


    Distribuidora del Oeste S.R.L. c/ Administradora Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ impugnación de deuda


    D. 880, L. XLII, 03 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Apartamiento de la solución normativa


    Ejecución de sentencia. Procedencia recurso extraordinario. Arbitrariedad de sentencia. Incorrecta aplicación de leyes de orden público. Pronunciamiento con defectos de fundamentación. Violación garantías constitucionales. Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no son, en principio, revisables mediante la vía del art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que traduce una violación a la garantía del debido proceso adjetivo consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional. El pronunciamiento exhibe defectos graves de fundamentación que afectan en forma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), circunstancia que habilita a descalificarlo como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.


    Carletti, Liliana Graciela c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Laboral.


    C. 1754, L. XLIII, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: sentencia que no constituye una derivación fundada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso.


    Si bien por regla resultan ajenas a la vía extraordinaria federal las decisiones por las que los tribunales superiores de provincias se pronuncian a propósito de la admisión de recursos extraordinarios locales, y que la alegación de arbitrariedad resulta especialmente restrictiva a ese respecto, corresponde considerar, no obstante, que la apelación federal de la actora es procedente, pues lo decidido no constituye una derivación fundada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso. Y es que, aun soslayando la controversia suscitada en torno al estricto respeto del principio de congruencia por la decisión de grado, el decisorio de la a quo no provee -por de pronto- un debido tratamiento al problema de la confiscatoriedad de las reducciones, como lo subraya la recurrente en su queja, lo que necesariamente obsta a la convalidación jurisdiccional de lo resuelto.


    Carranza Duggo, Licia Antonia y otro c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Amparo


    C. 924, L. XLIII, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Doctrina de la arbitrariedad. Declaración de reincidencia: imposibilidad de cómputo de encarcelamiento preventivo a los fines de la declaración de reincidencia. Remisión a autos "Mannini, Andrés Sebastián s/ Recurso de casación", letra M, 619, libro XLII.


    M., Carlos Daniel s/ Tenencia de estupefacientes, etc. -causa nº 10.798-


    M. 434, L. XLII, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Regulación de honorarios profesionales. Apartamiento de la solución normativa prevista. Sentencia arbitraria.


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que se alega que los honorarios regulados fueron significativamente inferiores a los que por ley corresponden, y el auto regulatorio no contiene fundamentos suficientes, ni alude a disposición legal alguna que permita referir la regulación al arancel pertinente. La Corte tiene dicho que corresponde dejar sin efecto las sentencias que decidieron que los honorarios por interposición o por contestación de recursos extraordinarios, debían regularse de acuerdo con el artículo 33 de la ley 21.839, previsto para los incidentes, prescindiendo de aplicar la norma legal que concretamente rige el caso (art. 14 de la misma ley), sin dar razón plausible para ello.


    Veragua, Sixto Ricardo c/ S.E.S. s/ daños y perjuicios Sumario II Cpo. inconstitucionalidad y casación


    V. 423, L. XLIII, 04 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Apartamiento de las constancias de la causa


    Cuestiones ajenas al Recurso Extraordinario: apreciación del hecho y las pruebas acumuladas en el proceso. Excepción: Arbitrariedad.


    La arbitrariedad tiene carácter restrictivo cuando se articula contra pronunciamientos que resuelven sobre la procedencia del recurso de casación, salvo que su rechazo se lo haya sustentado con fórmulas genéricas y abstractas que importen un apartamiento de las constancias del proceso, en flagrante violación a las reglas del debido proceso y defensa en juicio. Para lo cual, resulta imperioso revisar la forma en que fue apreciado el hecho y las pruebas acumuladas en el proceso, así como también la consecuente aplicación de lo dispuesto en el artículo 3 del Código Procesal Penal, aspectos que, por regla, están reservados a los jueces de la causa y, por ende, su revisión resulta ajena a esta instancia extraordinaria, salvo supuesto de arbitrariedad. Ello es así, toda vez que con ésta se procura asegurar las señaladas garantías constitucionales, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.


    J., José Alejandro s/ Causa N° 7457


    J. 88, L. XLIII, 29 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al Recurso Extraordinario: cuestiones de naturaleza procesal. Excepción: Arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa o menoscabo de la garantía de defensa en juicio.


    Si bien la discusión en torno a determinar si cabe considerar tardía la manifestación del recurrente sobre su pretensión de revisar la condena y, en consecuencia, tener por desistido el recurso de casación oportunamente interpuesto resulta, por regla y atento su naturaleza procesal, ajena a esta instancia extraordinaria, sobre todo, cuando se trata como en el sub júdice de pronunciamientos de superiores tribunales provinciales, en que la doctrina de la arbitrariedad es particularmente restringida, también es cierto que tal criterio admite excepción cuando media un apartamiento de las constancias del juicio, o bien cuando el examen de los requisitos que debe reunir la apelación conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta la garantía de la defensa en juicio. No puede sostenerse que el a quo haya interpretado con excesivo rigor formal el procedimiento que reglamenta la instancia extraordinaria local, en detrimento del derecho constitucional de ser oído y de acceder a una instancia superior en las formas previstas por la ley, o bien, que no se han respetado las pautas acerca del modo de ejercer ese derecho constitucional en el marco de lo dictaminado oportunamente por la Procuración General y lo resuelto por la Corte en la causa "Casal, Matías Eugenio y otro s/ Robo simple en grado de tentativa - causa n° 1681", cuando aquel ha quedado afectado por la propia conducta discrecional del apelante, que a pesar de que tanto éste como los condenados se encontraban debidamente notificados del auto que los emplazaba a mantener ante la instancia superior el recurso deducido, no lo han deducido en tiempo oportuno. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dicho que el mero hecho de que un recurso no produzca resultado favorable al reclamante -como podría ocurrir, por ejemplo, cuando éste no hubiera acudido oportunamente al procedimiento apropiado- no demuestra por sí solo la inexistencia de un recurso interno eficaz. Pues bien, en el caso resulta evidente que no cabe atribuir al Estado la imposibilidad de acceder a los recursos internos adecuados para proteger los derechos de los justiciables, cuando ha sido el propio impugnante quien no ha observado los mínimos recaudos formales que se exigen para el ejercicio de tales derechos.


    A., Arnaldo Ariel y S., Víctor Manuel s/ Causa n° 207/04


    A. 848, L. XLII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Decisiones recaídas en ejecución fiscal. Rechazo de excepciones. Desconocimiento de procesos en trámite. Inexigibilidad de deuda reclamada. Suspensión juicio ejecutivo. Procedencia de queja por recurso extraordinario denegado. Arbitrariedad de sentencia. Violación de garantías constitucionales. Acto jurisdiccional inválido. Sentencia que no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa.


    Si bien las decisiones recaídas en los juicios ejecutivos y de apremio no constituyen, en principio, la sentencia definitiva a la que alude el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que cabe a las partes de plantear nuevamente la cuestión, sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda, o por el lado del ejecutado mediante la vía de repetición, cabe hacer excepción a ello cuando resulta manifiesta la inexistencia de deuda exigible, pues lo contrario importaría privilegiar un excesivo rigor formal con grave menoscabo de garantías constitucionales. La sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa. La promoción de las demandas declaradas por la ejecutada -de resultar ello comprobado-, determinaría la inexigibilidad de la deuda reclamada.


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Gi S.A.


    F. 180, L. XLII, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Falta de ponderación conjunta de las circunstancias de hecho en las que el Ministerio Fiscal funda la configuración del delito de prevaricato. Análisis aislado y fragmentario de los aspectos fácticos del caso. Investigación de los hechos conocidos como "la masacre de Margarita Belén".


    La resolución impugnada carece del sustento requerido para quedar a resguardo de la tacha de arbitrariedad, en tanto, por un lado, omite considerar la totalidad de las circunstancias fácticas que rodearon el caso y que dan cuenta de los motivos espurios que pudieron suscitar el pronunciamiento cuestionado y, por el otro, intenta avalar la decisión recurrida sobre la base de copiosa doctrina vinculada al tratamiento de supuestos ajenos al caso en estudio e, incluso, sometidos a regulaciones legales (provinciales) que no resultan de aplicación al sub lite. Por lo tanto, corresponde concluir que el tribunal de casación ha realizado un examen parcial e inadecuado de los aspectos fácticos que conforman el caso y ha efectuado afirmaciones dogmáticas que sólo otorgan al fallo fundamentación aparente, lo que autoriza a descalificarlo como acto jurisdiccional válido con sustento en la doctrina de la arbitrariedad.


    F., María Beatriz e I., Tomás Juan Alfredo s/ Causa Nº 5994.


    F. 245, L. XLIII, 07 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Intervención judicial a la línea telefónica del imputado. Injerencia del estado en los particulares: Investigación previa y debida fundamentación. Nulidad de orden judicial. Arbitrariedad: ausencia de tratamiento de agravios introducidos por el Ministerio Público Fiscal. Garantía del debido proceso en favor de todos los sujetos procesales


    Los agravios del recurrente, en tanto se refieren al análisis de cuestiones de prueba y derecho procesal, remiten al análisis de cuestiones ajenas a la competencia de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria. Sin embargo, ello no obsta a que, ante las particularidades que presentan determinados casos, sea posible hacer excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Al tratarse de prueba incorporada con observancia de las formas que resguardan la garantía del debido proceso, debe ser admitida, so pena de malograr la búsqueda de la verdad que resulta esencial para un adecuado servicio de justicia. Cabe recordar que el recurso extraordinario por arbitrariedad resulta procedente cuando lo que se cuestiona no es la interpretación de una disposición de derecho común o procesal, sino su aplicación inadecuada que la vuelve inoperante, lo que equivale a decidir en contra o con prescindencia de sus términos. La normativa internacional prevé que nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias, abusivas o ilegales en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.


    G., Pedro Cayetano y otros s/ Causa nº 5918


    G. 1704, L. XLII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: juzgadora que falló extra petita.


    Los agravios referentes a que la Juzgadora falló extra petita al duplicar no sólo los rubros correspondientes a la antigüedad y al preaviso sino también a los artículos 15 de la ley 24.013 y 2 de la ley 25.323, deben prosperar. Y es que asiste razón a la impugnante en punto a que la duplicación requerida sólo incluyó explícitamente las indemnizaciones de los artículos 232 y 245 de la LCT, y no la de otros conceptos.


    Cavatorta, Norberto c/ Asociación Atlética Argentinos Juniors s/ despido


    C. 586, L. XLIII, 27 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Autocontradicción


    Estabilidad del empleado público. Arbitrariedad de sentencia. Autocontradicción. Sentencia inválida. Procedencia recurso extraordinario. Violación garantía defensa en juicio.


    La arbitrariedad que se le endilga a la decisión impugnada suscitan cuestión federal bastante para su consideración por la vía intentada pues, aunque remitan al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materias que resultan ajenas como regla y por su naturaleza al remedio del art. 14 de la ley 48, ello no es óbice decisivo para abrir el recurso cuando en la construcción del pronunciamiento apelado se incurre en el vicio de autocontradicción y se afecta, de ese modo, la garantía de la defensa en juicio, la cual exige que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Resulta autocontradictorio el razonamiento del a quo que le denegó a la actora el derecho a la estabilidad (tanto la propia del empleado público como la correspondiente al período de gestación), pero, sin embargo, le otorgó una compensación por no haber podido gozar de la licencia por maternidad, que, siguiendo el razonamiento de la cámara que había declarado la validez del acto que dispuso el cese de la relación, no le correspondía.


    Micheli, Julieta Ethel c/ Estado Nacional - (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) Resol. 313/00 - s/ Empleo público.


    M. 53, L. XLIV, 05 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Carencia de fundamentos


    Arbitrariedad de sentencia por vicios en la formalidad de la sentencia y el modo de emisión de votos de los miembros del tribunal. Falta de concordancia de opiniones de los jueces para conformar la mayoría para dictar el fallo.


    La validez de un fallo depende no sólo de que la mayoría de los miembros del tribunal convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. Las sentencias de los tribunales colegiados no pueden, concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales o aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas.


    Fisco de la Provincia de Corrientes c/ Natalio Acuña y contra el titular del Adrema K1-00469-3 y contra quien resulte responsable s/ Apremio.


    F. 613, L. XLIII, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Los agravios relativos a la convalidación de una requisa son materia ajena al recurso extraordinario. Excepción: que el pronunciamiento recurrido carezca de fundamentación suficiente.


    Si bien los agravios relativos a la confirmación de la validez de una requisa constituyen materia ajena a la jurisdicción extraordinaria federal, por versar esencialmente sobre temas de hecho y derecho procesal, propios de los jueces de la causa, cabe hacer excepción a ese principio cuando el pronunciamiento recurrido carece de fundamentación suficiente, incompatible con un acto jurisdiccional válido de acuerdo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias a la cual la Corte le ha asignado el carácter de medio idóneo para asegurar el reconocimiento de alguna de las garantías consagradas en la Constitución Nacional. Tal es la situación que se presenta en el sub lite, pues el fallo por el que se convalidó aquella actuación omitió atender los argumentos expuestos por la defensa, y reconoce una fundamentación sólo aparente, que no parece responder más que a la exclusiva voluntad de los jueces.


    G., Francisco Tomás s/ Tenencia de estupefacientes -causa nº 4265-


    G. 2194, L. XLII, 28 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Relación entre las circunstancias determinantes del quantum de la pena y la vulneración de las garantías derivadas del art. 18 de la Constitución Nacional.


    El recurso extraordinario resulta formalmente procedente en tanto se dirige contra una sentencia definitiva que proviene del superior tribunal de la causa y los agravios suscitan cuestión federal bastante pues se invoca la arbitrariedad del fallo en el tratamiento de las circunstancias que determinan el quantum de la pena y la consiguiente vulneración de las garantías derivadas del artículo 18 de la Constitución Nacional, existiendo relación directa entre dicha causal y el punto recurrido. Es que si bien los aspectos referentes al monto de la pena resultan, por regla, privativos de los jueces de mérito, cabe hacer excepción cuando, como en este caso, no se advierte una adecuada fundamentación respecto de tan trascendentes cuestiones, lo cual permite descalificar el fallo como acto jurisdiccional válido. La sentencia no explica por qué el monto de la pena se encuentra cerca del máximo posible -18 años de prisión-, sobre todo teniendo en cuenta la amplitud de la escala en la figura que reprime la conducta reprochada -8 a 25 años- (homicidio agravado por el vínculo). Precisamente, es esa amplitud la que autoriza su adaptación a las diferentes circunstancias convergentes en cada caso particular y con ello obliga -para asegurar una debida defensa- a fundamentar la elección del monto, pues aquí también rige el principio de que toda operación intelectual, para ser juzgada, tiene que portar la posibilidad de la razón lógica y experimental. En definitiva, los aspectos subjetivos relevados en el fallo, que denotan una merma de culpabilidad por lo hecho, conducen a abandonar la pena absoluta de prisión perpetua por la escala graduable del homicidio simple, mas está ausente el nexo que permita derivar racionalmente de esas circunstancias la cantidad de pena impuesta. Esta deficiencia, -sin que ello importe la adopción de parámetros al modo en que pretende la defensa-, coloca a la decisión dentro de los estándares de arbitrariedad de sentencias elaborados por la Corte y permite su descalificación en ese aspecto.


    C., Mercedes s/ homicidio agravado por el vínculo -causa Nº 2126/607-


    C. 1014, L. XLIII, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: fundamentación indebida del fallo. Cuestiones atinentes a honorarios regulados en las instancias ordinarias: regulación que determina un monto menor al que establece la ley.


    Si bien las cuestiones atinentes a honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas a la apelación extraordinaria, y la doctrina de la arbitrariedad reviste carácter particularmente restringido, ello reconoce excepción cuando la decisión carece de la debida fundamentación que la sustente válidamente. Sentado ello, asiste razón a la recurrente, toda vez que los apelantes alegan que los honorarios regulados fueron significativamente inferiores a los que corresponden por ley, y el auto regulatorio no contiene fundamentos, ni alude a disposición legal alguna que justifique dicho apartamiento. Asimismo, cabe señalar que el artículo 14 de la ley 21.839 es la norma específica para las regulaciones correspondientes a las actuaciones de la segunda o ulterior instancia, y que es de estricta aplicación cuando se regulan honorarios por la contestación del traslado del recurso extraordinario.


    Madcur Construcciones c/ Instituto Provincial de la Vivienda s/ Contencioso administrativo s/ inconstitucionalidad


    M. 454, L. XLIII, 07 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Inconstitucionalidad del tope indemnizatorio previsto en el art. 245 de la LCT. Sentencia arbitraria: falta de fundamentación para apartarse de la doctrina de la Corte.


    Del criterio que la Corte expusiera en Fallos 327:3117, mediante el cual se señaló que si bien los tribunales judiciales no pueden efectuar declaraciones de inconstitucionalidad de las leyes en abstracto, es decir, fuera de una causa concreta en la cual deba o pueda efectuarse la aplicación de las normas supuestamente en pugna con la Constitución, no se sigue de ello la necesidad de petición expresa de la parte interesada, pues como el control de constitucionalidad versa sobre una cuestión de derecho y no de hecho, la potestad de los jueces de suplir el derecho que las partes no invocan o invocan erradamente -iura novit curia- incluye el deber de mantener la supremacía de la Constitución (art. 31 de la Constitución Nacional) aplicando, en caso de colisión de normas, la de mayor rango, la constitucional, desechando la de rango inferior. En tal sentido, la Corte ha señalado que carece del debido fundamento la sentencia que se aparta de doctrina del Alto Tribunal sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la categórica posición sentada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y las leyes. Ello es así pues para efectuar una diversa exégesis de las leyes aplicables, el a quo debió haber señalado aquello que en su criterio el Tribunal no tuvo en cuenta al establecer la inteligencia que debía darse a tales normas.


    Soria, Carlos Alberto c/ Provincia Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A.


    S. 2050, L. XLII, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Desconocimiento de la prueba


    Procedimientos fraguados por la policía. Utilización de sujetos vulnerables al sistema penal incriminándolos en delitos que no cometieron. Comunicación de los procedimientos a la prensa televisiva en aras de obtener méritos tales como ascensos, elevación del número de estadísticas y de proyectar ante la sociedad una buena imagen de la institución.


    Si bien, por vía de principio, la apreciación de la prueba constituye facultad de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a ese principio, con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Fiscal, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Ello ocurre toda vez que no se trata de una discrepancia en la valoración de los testimonios, ni de un rechazo del juez que de manera inmediata tuvo contacto con ellos, fundado en razones que complementan la credibilidad de un testimonio (como por ejemplo, la observación del lenguaje corporal de un testigo que lleva a la idea de que está mintiendo). Se observa más bien una interpretación de los testimonios que no puede ser sostenida razonablemente, porque se arriba sin fundamentos a una conclusión contraria al entendimiento natural de éstos. La invocación del principio in dubio pro reo no puede sustentarse en una pura subjetividad ya que, si bien es cierto que éste presupone un especial ánimo del juez según el cual, en este estadio procesal, está obligado a descartar la hipótesis acusatoria si es que no tiene certeza sobre los hechos materia de imputación, no lo es menos que dicho estado debe derivar racional y objetivamente de la valoración de las constancias del proceso.


    L., Héctor José y otros s/ Privación ilegítima de la libertad agravada y reiterada, en concurso ideal -causa nº 1510-.


    L. 328, L. XLIII, 17 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Exceso ritual


    Excepción a la doctrina de cuestiones ajenas al recurso extraordinario: excesivo rigor formal por parte del juez al examinar los hechos y la aplicación e interpretación de normas de derecho común y procesal.


    Las cuestiones referidas al análisis de los hechos y la aplicación e interpretación de normas de derecho común y procesal son, por principio, ajenas al recurso extraordinario. Asimismo, tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta a la garantía de defensa en juicio, y además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Tal es lo que ocurre cuando se advierte que la situación podría encuadrarse, a los efectos de la prescripción, en lo dispuesto por el artículo 3987 del Código Civil, con lo cual el recurrente perdería la posibilidad de reiterar eficazmente su reclamo en las instancias ordinarias. Las cuestiones referidas al análisis de los hechos y la aplicación e interpretación de normas de derecho común y procesal son, por principio, ajenas al recurso extraordinario. Asimismo, tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta a la garantía de defensa en juicio, y además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Tal es lo que ocurre cuando se advierte que la situación podría encuadrarse, a los efectos de la prescripción, en lo dispuesto por el artículo 3987 del Código Civil, con lo cual el recurrente perdería la posibilidad de reiterar eficazmente su reclamo en las instancias ordinarias. La perención de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso, y por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio.


    Lewin de Kabel, Raquel c/ Iñiguez, Perla Viviana y otros s/ nulidad de acto jurídico


    L. 554, L. XLII, 13 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: exceso ritual manifiesto. Negación de agregar prueba documental con sustento en lo normado por el artículo 275 del C.P.C.C.N.


    Corresponde dictaminar la apertura del recurso extraordinario cuando la decisión evidencia exceso ritual manifiesto y prescinde de tratar cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la adecuada solución del litigio, toda vez que el fallo de la Cámara incurre en arbitrariedad al omitir considerar los argumentos expuestos por el apelante y valorar las constancias de la causa, puesto que el a-quo, al entender que en el sub-lite no se habían controvertido los hechos que fundaron la pretensión ante la instancia anterior y al negar la agregación de prueba documental con sustento en lo normado por el artículo 275 del C.P.C.C.N, prescindió considerar que el recurrente había presentado un escrito antes del dictado de la sentencia, en el que acompañaba documentación relevante que demuestra la falta de titularidad por parte del demandante respecto de los fondos en cuestión. En ese contexto, la sentencia debe ser descalificada en los términos de la doctrina de arbitrariedad, por ser fruto de un rigorismo formal que se ha desatendido de la verdad jurídica objetiva.


    Galeano Vázquez, Maximino c/ HSBC Bank Argentina S.A. s/ sumarísimo


    G. 2268, L. XLI, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Pretendida inconstitucionalidad art. 12, inc. a) de la ley 391 de la provincia de Río Negro. Sentencia definitiva. Injustificado rigor formal. Menoscabo de la garantía del debido proceso. Procedencia del recurso.


    Se omitió, sobre la base de consideraciones que trasuntan un excesivo formalismo, el control sobre la cuestión federal articulada por el actor desde la interposición del amparo. Al respecto, la Corte ha sostenido que si bien dicha acción no está destinada a reemplazar los medios ordinarios para la solución de controversias, su exclusión no puede fundarse en una apreciación meramente ritual e insuficiente de las alegaciones de las partes, toda vez que la institución tiene por objeto una efectiva protección de derechos más que una ordenación o resguardo de competencias. La Corte ha declarado admisible el ejercicio de acciones directas de inconstitucionalidad como medio idóneo para prevenir o impedir las lesiones de derechos de base constitucional.


    Zuñiga Sandoval, David Walter s/ Amparo s/ Apelación


    Z. 182, L. XLIII, 17 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Excesos en los límites del pronunciamiento


    Reformatio in pejus. Exceso en la jurisdicción. Violación directa e inmediata a las garantías de defensa en juicio. Sentencia arbitraria.


    La Corte dejó establecido que los tribunales de alzada no pueden exceder la jurisdicción que les acuerdan los recursos concedidos ante ellos, pues si prescinden de esa limitación y, resuelven cuestiones ajenas a las pretendidas por las partes, se afecta la garantía constitucional de la defensa en juicio; y, ha dicho, asimismo, que es descalificable el fallo que, cambiando los términos del litigio, adopta una solución que resulta extraña al conflicto efectivamente sometido a la decisión de la jurisdicción, con mengua del debido proceso. La actora sólo había deducido recurso de apelación con el objeto de que se revocara la decisión que había desestimado el cobro de la doble indemnización prevista en el contrato de seguro de vida para el caso de muerte por accidente. Consecuentemente considera que el tribunal a quo incurrió en una indebida reformatio in pejus al colocar al único apelante en peor situación que la resultante del pronunciamiento recurrido. La Corte ha descalificado aquellas sentencias, que exceden de la capacidad de revisión atribuida porque el tema no está comprendido en apelación, con fundamento en que tales decisiones vulneran los derechos de propiedad y defensa en juicio.


    Malizia Viuda de Cecchini, Norma Susana c/ La Buenos Aires New York Life Seguros de Vida S.A.


    L. 488, L. XLIII, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Omisión de pronunciamiento sobre cuestiones conducentes


    Argumentos relevantes en la excarcelación. Argumentos referidos en plenario en trámite.


    La resolución que ha omitido considerar la tesis de la defensa acerca de la incidencia que, en el caso, tendría la alegada inexistencia de peligro de fuga o entorpecimiento de la investigación como pauta para obtener la soltura, en tanto restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa y ocasiona un perjuicio que podría resultar de imposible reparación ulterior, es equiparable a sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Toda vez que, sin pasar por alto que los jueces no están obligados a expedirse sobre todos los argumentos expuestos por las partes sino sólo respecto de aquellos que fueren conducentes para fundar sus conclusiones y resultaren decisivos para la solución de la controversia, resulta relevante el argumento introducido cuando se encuentra en trámite el plenario "Díaz Bessone", referido al mismo.


    M., Domingo Manuel s/ Causa Nº 6119


    M. 2224, L. XLII, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Decisión equiparable a sentencia definitiva: perjuicio de imposible reparación ulterior. Principio de inocencia y derecho a permanecer en libertad durante el proceso.


    La decisión apelada, en tanto restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa y ocasiona un perjuicio que podría resultar de imposible reparación ulterior, es equiparable a sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Ello no basta, empero, para habilitar la instancia extraordinaria si no se halla involucrada en el caso alguna cuestión federal o el pronunciamiento denegatorio resulta cuestionable a partir de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. El último de los supuestos se presenta en el caso sub discussio, habida cuenta de que, sin ningún análisis crítico de los agravios que habían motivado el recurso de inconstitucionalidad, el tribunal a quo se limitó a reproducir los fundamentos de la denegatoria de la Cámara Federal de Apelaciones. Es que, analizada detenidamente, la cuestión a resolver no versaba sobre la interpretación literal que correspondía asignar al segundo párrafo del artículo 316 del Código Procesal Penal, sino que, por el contrario, exigía de la Cámara Nacional de Casación Penal una toma de posición en torno a si tal criterio hermenéutico conculcaba, entre otras cosas, el principio de inocencia y el derecho a permanecer en libertad durante el proceso.


    H., Jorge Luis s/ Causa Nº 8289.


    H. 169, L. XLIII, 16 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Demanda por daños y perjuicios por presunto obrar ilícito de funcionarios públicos de la Universidad Nacional de Río Cuarto. Responsabilidad extracontractual de la Administración. Prescripción. No renovación de designación interina. Decisiones con alcance temporal limitado que no generan derechos. Requisitos para que proceda otorgamiento de indemnización. Improcedencia de lucro cesante, pérdida de chance y daño moral. Procedencia recurso extraordinario. Arbitrariedad de sentencia. Fundamentación aparente. Omisión de tratamiento de cuestiones planteadas.


    A los efectos de que el daño sea resarcible, ha de ser cierto y no eventual o hipotético, esto es, real y efectivo, y en el sub lite no parece razonable considerar que tal recaudo se encuentra acreditado toda vez que, si bien el actor tenía derecho a participar en el concurso docente, ello no alcanza para afirmar que ha perdido una posibilidad concreta de acceder a la docencia, pues esta situación sólo constituye una posibilidad o mera eventualidad que puede suceder en caso de que se reúnan los presupuestos legales correspondientes, es decir hasta tanto se produzca la designación tras superar todas las etapas del concurso. Por lo tanto, la declaración judicial de nulidad de las resoluciones que impidieron la participación del actor no revela por sí sola la existencia de un daño definitivo y cierto, pues el accionante no era titular de un derecho adquirido a obtener el cargo docente susceptible de ser indemnizado ante su lesión, sino que contaba con una mera expectativa. Los docentes que se desempeñen a raíz de designaciones interinas en esas condiciones gozarán de estabilidad en sus puestos durante el tiempo por el cual han sido nombrados. Es decir, sólo pueden reclamar su permanencia en sus empleos durante el lapso de su designación, pero vencido éste carecen de titularidad activa para exigir una determinada conducta de la Administración. No se demuestra la concurrencia de requisitos ineludibles para admitir la responsabilidad del Estado, en tanto es necesaria la existencia de un daño actual y cierto, la relación de causalidad directa e inmediata entre la actuación del Estado y el perjuicio, y la posibilidad de imputar jurídicamente esos daños a la demandada. La sentencia impugnada se basa en argumentos que le otorgan fundamento sólo aparente, sin dar respuesta a los planteos que formuló la demandada en defensa de sus derechos, por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencia, pues media en el caso la relación directa e inmediata entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48).


    Orias, Raúl c/ Universidad Nacional de Río Cuarto s/ Demanda ordinaria.


    O. 547, L. XLII, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Arbitrariedad de sentencia. Decisión que carece de fundamento para ser considerado acto jurisdiccional válido. Procedencia recurso extraordinario.


    Si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, ya sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda o, por el ejecutado, mediante la vía de repetición, cabe hacer excepción a ello cuando la cuestión articulada ha sido decidida de manera tal que la recurrente no dispondrá en el futuro de otra oportunidad procesal para hacer valer sus derechos. La sentencia apelada resulta descalificable a la luz de la doctrina del Tribunal sobre arbitrariedad de sentencias, ya que nos hallamos frente a un tema propuesto para su decisión por parte del a quo, y éste omitió pronunciarse al respecto, constituyendo tal silencio un rechazo implícito a la pretensión fiscal, sin que mediara oposición por parte de la contribuyente ejecutada y sin aducir razón alguna para adoptar tal tesitura.


    A.F.I.P. (DGI) c/ Expreso Panamericano SRL s/ Ejecución fiscal.


    A. 1480, L. XL, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    El criterio para la procedencia formal del recurso de casación no puede ser más estricto que el establecido para el remedio federal extraordinario.


    Si bien la Corte ha establecido que los jueces no están obligados a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino sólo aquellos que estimen pertinentes para la resolución del tema, también ha resuelto que son descalificables aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, utilizando pautas de excesiva latitud en sustitución de normas positivas inmediatamente aplicables. En el presente caso tal defecto adquiere mayor relevancia, en tanto se encuentra en discusión el criterio mantenido por el a quo para la procedencia formal del recurso de casación, que no puede ser más estricto que el establecido por la Corte para el remedio federal extraordinario.


    D. J., Alejandro s/ Causa n° 6333


    D. 1872, L. XLI, 27 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Principio iura novit curia. Arbitrariedad de sentencia condenatoria por omisión del tratamiento del aspecto subjetivo del tipo penal.


    El deber de los magistrados consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, sin más limitación que la de restringir el pronunciamiento a los hechos que constituyeron materia de juicio, es decir, a la base fáctica acerca de la cual las partes desplegaron su actividad acusatoria o defensiva. Si bien en principio lo relativo a la apreciación de la prueba y la interpretación de derecho común no es revisable por vía extraordinaria, esta regla no es óbice para que el Tribunal conozca en los casos cuyas particularidades hacen excepción a ella con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Esa situación es la que se presenta si el fallo impugnado ha omitido el tratamiento del aspecto subjetivo exigido por la figura penal atribuida, y no cuenta con argumento alguno para sostener su presencia en las conductas de los acusados, defecto que adquiere especial relevancia si la absolución dictada por el tribunal oral se apoyó, entre otros argumentos, en la atipicidad de la conducta por la ausencia de aquel elemento.


    R., José; R., Julio Ángel Rosario y F., Roberto Victorio s/ Defraudación por desbaratamiento de derechos acordados -causa nº 6514-


    R. 497, L. XLIII, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: falta de valoración pormenorizada y adecuada del problema planteado ante los jueces relacionados con los incumplimientos en que habría incurrido la demandada en la realización en tiempo, de las bases y vigas.


    Asiste razón al recurrente toda vez que el a quo por una parte adopta pautas de excesiva latitud en tanto concluye que, ante la ocurrencia de un caso de fuerza mayor no imputable a las partes -suspensión de la ejecución de la obra por el organismo de control-, la actora debía cargar con los gastos por los materiales fabricados y los fletes. En este sentido, cabe señalar que si bien el tribunal expone -como principio- que la mora del demandado produciría la traslación de los riesgos que soporta legalmente la actora con respecto a los materiales fabricados y no montados, no valoraron adecuada y pormenorizadamente el problema planteado ante los jueces relacionado con los incumplimientos en que habría incurrido la demandada en la realización en tiempo, de las bases y vigas, cuya construcción, conforme reconocieron los propios jueces debía realizarse en forma previa al montaje de los materiales.


    Astori Estructuras S.A. c/ Riva S.A.


    A. 210, L. XLIII, 10 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: omisión de cuestiones para la adecuada solución del litigio al rechazar el seguro de caución aportado por el recurrente, sin dar fundamentos concretos que posibiliten su descalificación, en una causa sobre deudas labradas por la AFIP -en concepto de aportes y contribuciones a la seguridad social-.


    Las cuestiones sobre deudas labradas por la AFIP -en concepto de aportes y contribuciones a la seguridad social- son ajenas, como regla y por su naturaleza, a la vía del artículo 14, de la ley 48, razón que habilitaría su desestimación; empero ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en supuestos excepcionales, cuando el tribunal a-quo ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, y que, eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio. Ello es lo que acontece en el sub-lite, por cuanto se aprecia que el juzgador rechazó el seguro de caución aportado por el recurrente, sin dar fundamentos concretos que posibiliten su descalificación.


    Cooperativa de Trabajo Manuel Belgrano Ltda. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos D.G.I. s/ impugnación de deuda


    C. 1276, L. XLII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: omisión de dar tratamiento a una cuestión conducente para resolver el litigio. Reconocimiento por parte de los padres de beneficiarios legitimados ante el supuesto de fallecimiento de su hijo soltero en los términos de la ley 24.557.


    Corresponde admitir el recurso extraordinario, toda vez que el fallo ha omitido dar tratamiento a una cuestión conducente para resolver el problema, introducida al demandar y mantenida en las restantes instancias recursivas. En tal sentido, lo que han pretendido los accionantes, es que se les reconozca el carácter de beneficiarios legitimados ante el supuesto del fallecimiento de su hijo soltero en los términos de la Ley 24.557. A tal fin, peticionaron la inconstitucionalidad de los artículos 18, inciso 2 de la citada ley, del 53 de la Ley 24.241 y del artículo 8° del decreto 410/01, éste último en cuanto modifica el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 1278/00, cuyo control de constitucionalidad sostienen no fue objeto de tratamiento en ninguna de las dos instancias.


    Graziano, Antonio y otro c/ Trilenium S.A. y otro s/ Accidente


    G. 650, L. XLII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: omisión de pronunciamiento sobre cuestiones conducentes para resolver una causa. Nulidad de la regulación de honorarios de los apelantes con fundamento en la ley 20.091.


    Asiste razón a los recurrentes cuando sostienen que la sentencia del tribunal de alzada resulta arbitraria con agravio directo e irreparable al derecho de defensa en juicio. En efecto, el a-quo, al decretar la nulidad de la regulación de honorarios de los apelantes con fundamento en la ley 20.091, por sus trabajos realizados en el marco de un incidente de verificación de crédito, omitió considerar que esas retribuciones debían ser soportadas por el incidentista vencido quien había sido condenado al pago de costas. En consecuencia, la decisión de la alzada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a la circunstancias del caso.


    Banco Societe Generale c/ Omega Seguros s/ Liquidación


    B. 1426, L. XLIII, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: omisión de pronunciamiento sobre cuestiones conducentes. Resoluciones de las Cortes provinciales. Aprobación de una liquidación pendiente, por una suma superior al de la condena objeto de ejecución. Hechos nuevos.


    Las resoluciones de las Cortes provinciales que desestiman recursos a nivel local, escapan -como regla- al control propio del remedio extraordinario, máxime si se trata de situaciones de naturaleza ritual. Los estándares de evaluación son, en este campo, particularmente limitativos del acceso a la instancia federal, salvo que se dé una manifiesta arbitrariedad o una restricción indebida del derecho de defensa. En ese marco, cabe advertir que en su escueto texto, el auto apelado rechazó el recurso de inaplicabilidad de ley, por razones netamente formales, referidas a los requisitos de definitividad de la sentencia de segunda instancia y de irreparabilidad del agravio. Por ende, no consideró ninguno de los argumentos presentados por el interesado. Ahora bien, el proceso civil debe tener un desarrollo lógico donde las formas -instrumentales por naturaleza-, no pueden abordarse de modo tal que conduzcan a un abandono de la verdad jurídica objetiva. Cabe traer a colación esa directiva, porque se denuncia que -antes de pronunciarse el tribunal-, el demandado adjuntó fotocopias autenticadas, dando cuenta de la aprobación de la liquidación pendiente, por una suma superior al de la condena objeto de ejecución. Así, la utilización que hace el apelante de tales constancias (resistida por el actor), obedece a una necesidad propia de la defensa en juicio, en orden a la alegación de aquella circunstancia, por cierto relevante. En efecto, aunque se trata de un dato sobreviniente a la interposición del recurso sujeto a juzgamiento, la inveterada doctrina de esa Corte aconseja que las circunstancias novedosas sean tenidas en cuenta. Dicho criterio resulta aplicable, en tanto el antecedente preterido hubiese acreditado una exorbitante diferencia entre la magnitud de la excepción tal como fue acogida y el importe del crédito reconocido a favor del ejecutado. Es que, frente al monto del apremio, la conexidad de esas piezas con la justa solución del debate que debía zanjarse, aparece patente; con lo cual, al descartara priori aquel elemento de convicción, los jueces se han rehusado, sin razón valedera, a ponderar la realidad económico-jurídica subyacente, como debieron hacerlo -a pesar de la restricción cognoscitiva propia de la ejecución y de la etapa en la que ésta se encontraba-. De este modo, la negativa a tomar nota de las constancias mencionadas, implica un rigor formal inexcusable, que deriva en el franco cercenamiento del derecho de defensa. Por consiguiente, al no hacerse cargo de un panorama indudablemente conducente, el fallo deviene arbitrario y debe descalificarse como acto jurisdiccional válido.


    López, Ernesto Francisco c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ incidente de ejecución de sentencia


    L. 237, L. XLIII, 17 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: omisión por parte del a quo de pronunciarse acerca de la flebopatía que afecta al actor.


    Si bien el fallo remite al estudio de aspectos de hecho y derecho común y procesal -ajenos, como regla y por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la ley n° 48-, ello no resulta óbice para abrir el recurso cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada. En el supuesto, la a quo omitió, por de pronto, pronunciarse acerca de la flebopatía que afecta al actor. Por lo que la sentencia, en tales condiciones, no constituye un acto judicial válido. Y es que habiendo reclamado el pretensor, en origen, el reconocimiento del carácter profesional de la patología varicosa que padece, y habiendo sido caracterizada, primero, como enfermedad inculpable por la Comisión respectiva, y, más tarde, como no ajustada -su petición- a los términos del punto 1.4 de la resolución n° 305/01, por la Comisión Médica Central, su consideración fue totalmente soslayada por la a quo.


    Carratu Letta, Luis Agustín c/ Prevención ART S.A. s/ Recurso


    C. 626, L. XLIII, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso extraordinario: sentencia arbitraria que omite considerar el reconocimiento de la existencia del crédito, que la exceptio non adimpleti contractus tiene por finalidad paralizar el derecho del Estado Nacional, que la compensación fue invocada para el futuro, no por haber operado antes de la apertura del concurso, y que en la justicia federal tramita un litigio donde se reclama por idénticas obligaciones que las enunciadas en la excepción e idénticos conceptos que los que se pretenden compensar. Duplicación del tema decidendi.


    Los jueces dictaron el decisorio impugnado sin atender al reconocimiento de la existencia del crédito, a que la exceptio non adimpleti contractus tiene por finalidad paralizar el derecho del Estado Nacional, en cuyo caso de resultar perdidoso debería reclamar su crédito en otro proceso, a que la compensación fue invocada para el futuro, no por haber operado antes de la apertura del concurso y a que en la justicia federal tramita un litigio donde se reclama por idénticas obligaciones que las enunciadas en la excepción e idénticos conceptos que los que se pretenden compensar, y también, sin examinar ninguno de los planteas que avalando lo decidido por el juez de grado al contestar la apelación, formuló el Estado Nacional sindicando tales cuestiones, entre otras, como relevantes para establecer la improcedencia de la apertura a prueba e impertinencia de la pendiente de producción. Por lo tanto, se advierte que la Sala emitió un pronunciamiento que, sin consideración a las constancias de la causa y el derecho aplicable, conduce a la duplicación del tema decidendi en el juicio en trámite ante la justicia federal con evidente menoscabo a la garantía del debido proceso, alteración de la naturaleza y consecuente dilación injustificada del trámite universal en cuanto al reconocimiento definitivo del derecho del Estado Nacional.


    Correo Argentino S.A. s/ Concurso preventivo s/ incidente de revisión promovido por la concursada al crédito del Ministerio de Infraestructura y Vivienda


    C. 115, L. XLI, 04 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Procedencia parcial del recurso extraordinario: omisión del estudio de la prescripción invocada con sustento jurídico en el artículo 62, inciso 5, del Código Penal.


    Asiste razón a la recurrente sólo en cuanto sostiene que el a quo ha omitido el estudio de la prescripción invocada por su parte con sustento jurídico en el artículo 62, inciso 5to. del Código Penal. En efecto, de la resolución atacada no surge ninguna mención a la excepción planteada por la recurrente, la que de haber prosperado, habría modificado sustancialmente el resultado del proceso. En consecuencia, respecto de este agravio la apelación federal debe prosperar. Toda vez que el a quo ha omitido el estudio de la prescripción invocada por el recurrente con sustento jurídico en el artículo 62, inciso 5to. del Código Penal (lo cual, vale agregar, fue, asimismo, resaltado por la propia Cámara en el auto de concesión del recurso), y que, además, de la resolución atacada no surge ninguna mención a la excepción planteada por la recurrente, la que -huelga decirlo- de haber prosperado, habría modificado sustancialmente el resultado del proceso, en consecuencia, respecto de este agravio la apelación federal debe prosperar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty ART S.A. s/ denuncia


    S. 82, L. XLII, 17 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: decisión que omite dar respuestas a temas puntuales del debate. Fondo de Garantía y Recompra (arts. 22; ley n° 23.696 y 16; dec. n° 584/93).


    Corresponde descalificar el fallo porque el tribunal apelado prescindió, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones oportunamente propuestas y eventualmente conducentes para la adecuada solución del litigio, lo que impide considerarlo como derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, de acuerdo con la conocida doctrina en materia de arbitrariedad de sentencias, toda vez que no se discute que a los reclamantes se les reconoció la calidad de sujetos adquirentes en el marco del art. 22 de la ley federal 23.696 y que, con fundamento en esa circunstancia, pretenden en estas actuaciones la rendición de cuentas de lo que les correspondería, además de otros derechos derivados de esa situación. Sin embargo, la decisión, con sostén esencial en que no son titulares-accionistas porque se han desvinculado de la empresa, omite dar respuestas a temas puntuales del debate, pues les asiste razón a los recurrentes en cuanto señalan que el reclamo de rendición de cuentas es independiente, por de pronto, de que se inscriban a su nombre las acciones adquiridas. La situación de que se hubiesen retirado de la empresa no genera una pérdida automática de derecho como parece desprenderse del fallo, sino que los trabajadores quedan sujetos a un procedimiento especial donde el Fondo de Garantía y Recompra debe comprar las acciones a los sujetos adquirentes reconocidos legalmente (arts. 22; ley n° 23.696 y 16; dec. n° 584/93); y, por lo tanto, no parece descabellado que quien debe recibir un pago originado en unos fondos que estuvieron en manos de un tercero que, a su vez, generaron dividendos, requiera una rendición de cuentas. En este punto, cabe añadir el tiempo que se demoró la realización de la recompra, pues no tuvo una solución concreta al tiempo en que se produjo la extinción del contrato laboral.


    Gatica, Ana María y otros c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Rendición de cuentas


    G. 1551, L. XLI, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Tribunal intermedio. Pronunciamiento carente de fundamentos: descalificación como acto jurisdiccional válido.


    El planteo de la querella ponía de manifiesto un vicio in procedendo que, por ello, era suficiente para habilitar la jurisdicción del a quo y, aun más, se mostraba susceptible, incluso, de apelación federal por la vía de la arbitrariedad, por lo que debía ser conocida por el a quo también en su condición de tribunal intermedio. Sin embargo, el a quo evitó pronunciarse sobre la cuestión. Tal omisión, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad desarrollada por el Tribunal, priva al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten y basta para descalificarlo como acto jurisdiccional válido.


    L., Adriana s/ denuncia -causa n° 2503/02-


    L. 13, L. XLII, 23 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Accidente de trabajo. Omisión de tratamiento adecuado a la controversia. Afirmaciones dogmáticas: fundamento aparente. Carga de la prueba. Procedencia del recurso de queja.


    Faltó examinar debidamente las características del lugar en que la tarea se ejecutaba y las medidas de seguridad que eran exigibles al respecto; en el caso, la exigencia al actor de demostrar el modo en que fue usada la cosa, equivale a invertir la carga de la prueba que sienta el precepto citado, además de basarse en una consideración aislada de los dichos de los testigos, sin integrarlos ni armonizarlos con otras constancias de la causa. Se sigue de lo expuesto que la sentencia prescinde dar un tratamiento adecuado a la controversia y se apoya en afirmaciones dogmáticas que le dan un fundamento sólo aparente.


    Gómez, Juan José c/ Alto Paraná S.A. y otro s/ Accidente


    G. 2215, L. XLII, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas. Ley 25.344. Sentencia equiparable a definitiva. Omisión del análisis de argumentos conducentes para la correcta solución. Astreintes. Sentencia arbitraria. Procedencia parcial del recurso.


    Los argumentos dirigidos a cuestionar la decisión del a quo de incluir el crédito de autos en el régimen de consolidación de deudas deben ser rechazados. Al respecto, la Corte tiene dicho que las obligaciones alcanzadas por el art. 13 de la ley 25.344 se consolidan después del reconocimiento firme, en sede judicial o administrativa, de la deuda. Como consecuencia de ello, se produce -en ese momento- la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, por lo que sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece: exigir el pago en efectivo, en los plazos fijados por la ley o la entrega de los bonos que correspondan. Asimismo, se dispone que la consolidación alcanza a "los efectos no cumplidos de las sentencias, laudos arbitrales y demás actos jurisdiccionales, administrativos o transaccionales, dictados o acordados con anterioridad a la promulgación de la ley respecto a obligaciones consolidadas, aunque hubiesen tenido principio de ejecución, o sólo reste efectivizar su cancelación" y a "los saldos a cargo del Estado Nacional, que se prevén en el art. 22 de la ley" (art. 9, incs. a y c, del anexo IV, del decreto reglamentario 1.116/00). Por el contrario, el recurso deducido es procedente en tanto cuestiona que se dejaron sin efecto las astreintes impuestas en primera instancia, pues aunque se trata de cuestiones de hecho y prueba que son ajenas, en principio, a la vía prevista por el art. 14 de la ley 48, considero que en la especie se configura un supuesto de excepción, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad de sentencia, toda vez que al resolver la Cámara del modo en que lo hizo omitió analizar argumentos conducentes para la correcta solución del litigio. En efecto, al margen de que el crédito no puede ser cancelado mediante el procedimiento que prevé el art. 22 de la ley 23.982 en virtud de las expresas disposiciones de la ley 25.344 y su decreto reglamentario, lo cierto es que, tal como señala el recurrente, durante el período que media entre la aprobación de la liquidación y la sanción de esta última ley, el organismo deudor debió acreditar en forma oportuna la realización de las diligencias pertinentes a fin de que se disponga la previsión presupuestaria de la suma adeudada en los términos del art. 22 ya citado. Si bien esa conducta renuente fue puesta de manifiesto por la actora y ocasionó la imposición de astreintes por parte del juez de grado luego de sucesivas intimaciones, el tribunal omitió examinar las constancias obrantes en la causa y expedirse al respecto, limitándose a señalar que no se advierte en el caso una resistencia de parte de la demandada al cumplimiento de una obligación que debe ajustarse a lo previsto por la ley 25.344. Lo decidido al respecto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas (art. 15 de la ley 48), por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido con relación a este punto, con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. Corresponde confirmar la sentencia apelada en lo que atañe a la consolidación del crédito pendiente de pago por la actualización de la condena, dejarla sin efecto en cuanto revocó la imposición de astreintes.


    Oliden, Fabián Marcelo c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Despido


    O. 95, L. XLIII, 03 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia arbitraria: omisión de tratamiento de la inconstitucionalidad del tope previsto en el art. 245 del la LCT.


    El demandante introdujo la cuestión vinculada con la regularidad constitucional del tope del artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo en la oportunidad de demandar, sin que, en rigor, el juez de grado haya provisto una respuesta al asunto. Al tiempo de interponer el recurso de casación, por su parte, la actora reprochó específicamente tal omisión, haciendo hincapié en la falta de todo fundamento que, en el caso, diera cuenta de tal proceder, agravio que, como se relató, fue desestimado por el Tribunal Superior local. El pronunciamiento mayoritario se encuentra ceñido a un excesivo rigor formal que, en el punto, conduce a la Sentenciadora a preterir un planteo, constitucional, conducente de la pretensora, lo que determina que el fallo deba ser invalidado jurisdiccionalmente.


    Pereyra, Gustavo Raúl s/ Casación


    P. 286, L. XLIV, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Verificación de créditos en concurso preventivo. Cancelación por el pago. Pretensa restitución de los fondos. Sentencia arbitraria. Omisión de tratamiento a planteos conducentes. No constituye una derivación razonada del derecho vigente. Vulneración de la cosa juzgada.


    Si bien el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa referida a cuestiones de hecho y a la aplicación e interpretación de normas de derecho común y procesal, ha hecho excepción a tal criterio cuando la sentencia carece de los requisitos mínimos que la sustentan como acto jurisdiccional, defecto que se configura, entre otros supuestos, en los casos en que omite dar tratamiento a planteas conducentes o presenta contradicción con otras constancias de la causa. Dentro de ese marco, se ha configurado en el sub lite un supuesto de excepción por cuanto la Sala decidió hacer lugar a la restitución de fondos en los términos del artículo 16 de la ley 24.522 y con ello a la ineficacia de los cobros imputados al pago del crédito del Banco, sin considerar diversos planteos conducentes para la solución del litigio, introducidos oportunamente y mantenidos en todas las instancias por el Banco de la Nación Argentina ello, además, en contradicción manifiesta con otras constancias de la causa. La vía procesal y la calificación jurídica del negocio fueron modificadas soslayando constancias de la causa ya que, al determinar la inidoneidad de la vía del artículo 37 para este reclamo, la Sala omitió ponderar que el juez concursal dejó abierta una etapa procesal ulterior para el debate de las cuestiones vinculadas al crédito insinuado por exceder el marco cognoscitivo de ese estadio, circunstancia sobre la cual, no obstante haber sido examinada en la sentencia recurrida, ninguna observación se formuló circunscribiéndose a señalar dogmáticamente que la decisión no tenía alcance de cosa juzgada. Conclusión que, omitió ponderar los efectos que tal modificación de la vía acarreaba sobre la totalidad de planteos formulados oportunamente en el marco de las particularidades del negocio que vincula al accionado y concursada en torno al crédito insinuado, antecedente que conlleva la violación del derecho de defensa en juicio del recurrente. Cuestión que se encarece, si se tiene en consideración el efecto declarativo que posee la sentencia que decretó la ineficacia o inoponibilidad de los cobros y consecuente cancelación del crédito por el Banco quien, conforme sostuvo el a quo, cumplió con la normativa concursal impuesta a los acreedores por causa o título anterior y oportunamente presentó su pedido de verificación o a lo que se agrega, conforme surge de las constancias de autos, que ni la existencia ni la legitimidad del crédito fueron impugnadas por los interesados, sino solamente en lo que respecta al privilegio invocado, cuestiones éstas que el apelante planteó en todas las instancias, resaltando particularmente que el crédito había sido declarado inadmisible por el efecto extintivo antes atribuido al pago y que el juez de grado concluyó sobre su inexistencia en razón de la compensación decretada. La decisión que condena a la restitución de fondos, de una parte, omite examinar los planteos del apelante respecto a la admisibilidad del crédito y privilegio correspondiente habiendo éste cumplido con la carga de presentarse a verificarlo tempestivamente y, de la otra, cierra el debate sobre el asunto en su totalidad, imponiendo pagos adicionales a la entidad estatal. Procede la apelación federal deducida porque la decisión no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias de la causa y, sin que lo expuesto signifique pronunciarse sobre el fondo del asunto.


    Jugos del Sur S.A. s/ Concurso preventivo


    J. 183, L. XLI, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestión Federal


    Discusión del alcance y aplicación en el tiempo de normas de carácter federal con incidencia en los principios de legalidad e irretroactividad de la ley penal.


    El recurso extraordinario resulta admisible por encontrarse en discusión el alcance y la aplicación en el tiempo de normas de carácter federal (leyes 23.771 y 24.769), con directa incidencia en los principios de legalidad e irretroactividad de la ley penal (artículo 18 de la Constitución Nacional), y la decisión impugnada ha sido contraria a la pretensión que el apelante fundó en ellas.


    M., Carlos Eusebio s/ Causa n° 6618


    M. 2134, L. XLII, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de la queja. Cuestión federal.


    Mantenimiento de la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal. Existencia de caso federal porque la cuestión versa, en definitiva, sobre la interpretación de las normas procesales que reglamentan el debido proceso (artículo 18, C.N.), como lo son aquellas que establecen las facultades de la policía para actuar frente a determinadas circunstancias y bajo ciertas condiciones -arts. 183, 184, inc. 5°, 230, 230 bis, 284, inc. 3° y 4°, y concordantes del Código Procesal Penal de la Nación-; cuestiones que han sido admitidas por el Tribunal.


    P., Lucas Fernando s/ Causa Nº 8893


    P. 659, L. XLIV, 06 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Plazos judiciales perentorios. Demora injustificada de la defensa. Afectación al imputado y su recurso. Derecho a la doble instancia. Inexistencia de agravios de naturaleza federal.


    La circunstancia que la demora en la que incurrió la defensa no le sea atribuible al encausado, no puede ser invocada por la primera para evitar los efectos que sólo pueden ser atribuidos a su falta de previsión. Sostener lo contrario implicaría dejar librado al capricho del recurrente la justificación de la demora para ejercer tal derecho y, de esa forma, desconocer que los plazos procesales y el régimen de preclusión tienen por finalidad reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva de certeza. El hecho de que no todo alzamiento contra un fallo tenga aptitudes como para justificar su procedibilidad formal, ni sea idóneo para alcanzar la revisión que se propone, no debe ni puede confundirse con la afectación de la garantía al recurso que, como todos los demás derechos de raigambre constitucional, no es absoluta y se ejerce conforme a la reglas que reglamentan su ejercicio. En consecuencia, el apelante no ha demostrado la existencia concreta de agravios de naturaleza federal, ni que su crítica supere el ámbito propio de los aspectos regidos por el derecho procesal, cuyo análisis es ajeno a esta instancia de excepción y que, en la medida en que fueron resueltos por el a quo con fundamentos de igual carácter, obstan la tacha de arbitrariedad.


    F., Sergio Alejandro s/ Recurso de casación


    F. 1215, L. XLII, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia de condena a reclusión perpetua. Reclusión por tiempo indeterminado. Principio de proporcionalidad de la pena. Principio de congruencia. Facultades de los jueces de fijar la sanción impuesta. Declaración de Inconstitucionalidad: Interpretación restrictiva.


    El recurso carece de la debida fundamentación, ya que en él se reiteran asertos vertidos en la instancia anterior sin rebatir todos los argumento en que se basó la sentencia apelada, cuya arbitrariedad debe descartarse pues se ajusta a lo establecido por la Corte en el sentido de que el deber de los magistrados, cualesquiera que fuesen las peticiones de la acusación y la defensa o las calificaciones que ellas mismas hayan formulado, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, con el único límite de ajustar el pronunciamiento a los hechos que constituyen la materia del juicio. Y si en cumplimiento de ese deber deciden escoger una calificación distinta de la propuesta por el acusador, ese cambio será conforme a la garantía de la defensa en juicio a condición de que no haya desbaratado la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole formular sus descargos. Las penas no deben ser desproporcionadas respecto del contenido de injusto del hecho, esto es, en relación con la gravedad de la lesión al bien jurídico concretamente afectado, cuya magnitud se expresa en general a través de las escalas penales, y en el caso de la accesoria del artículo 80 no puede apreciarse tal desproporción sino una regulación cuya mayor gravedad puede ser fácilmente explicada tanto desde un punto de vista retribucionista como sobre la base de consideraciones preventivas, pues la conminación legal se refiere exclusivamente a supuestos muy graves de comportamientos que, per se, el legislador ha considerado merecedores de la máxima sanción que prevé el ordenamiento jurídico, por tratarse de ataques particularmente odiosos o peligrosos contra la vida. La inconstitucionalidad es un remedio extremo, que sólo puede operar cuando no resta posibilidad interpretativa alguna de compatibilizar la ley con la Constitución Nacional y los tratados internacionales que forman parte de ella, dado que siempre importa desconocer un acto de poder de inmediata procedencia de la soberanía popular, cuya banalización no puede ser republicanamente saludable.


    P., Lorena Elizabeth y otro s/ Causa n° 5218


    P. 619, L. XLI, 14 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestión federal: interpretación de un fallo de la Corte. Recurso extraordinario en subsidio: validez. Reformatio in pejus.


    La Corte ha ponderado ineficaz el planteo del remedio federal condicionado -o subsidiario- al resultado de otros recursos. No obstante, también ha dicho que ello no importa un impedimento para su procedencia si, desestimado el último, aquél cuenta, como aquí, con razones autónomas suficientes para su sustentación como, por otra parte, lo estimó la Sentenciadora al concederlo. La Corte admitió la cuestión federal cuando se halla en debate la inteligencia conferida por el a quo a la sentencia anterior de esa Corte. Asiste razón al recurrente, en virtud de un doble orden de motivos: 1°) media apartamiento inequívoco de lo resuelto en la sentencia anterior de la Corte, desde que, en la citada ocasión, además de reprochar la falta de sostén y de una explicitación arancelaria concreta, la Corte se refirió específicamente, si bien, prima facie, a los artículos 11 de la ley n° 21.839 y 277 de la Ley de Contrato de Trabajo, en la versión de la ley n° 24.432, totalmente ignorados por la a quo en su decisión; 2°) la falta de cuestionamiento por los restantes litigantes e interesados de lo resuelto, obstaba al tratamiento amplio de la regulación verificada por la a quo, como bien subraya la quejosa.


    Cohen Álvarez c/ V.C.C. y otros s/ despido


    C. 1654, L. XLIII, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Transferencia del Sistema Previsional Provincial a la Nación. Jubilados del ex banco provincial de La Rioja. Análisis normativo: leyes locales 5.957 y 5.546. Convenio de Transferencia y Acuerdo Modificatorio, leyes nacionales 24.241 y 24.463. Limitaciones legales de la responsabilidad del Estado Nacional.


    Tuvo ocasión de destacar este Ministerio Público Fiscal que, en supuestos como el examinado, no nos encontramos ante una relación ordinaria entre un beneficiario y su respectivo organismo previsional, sino que, por el contrario, estamos en presencia de un delicado traspaso de jubilaciones provinciales hacia el ámbito nacional, que exige un estudio profundo que pueda delimitar con precisión los alcances del convenio que lo regula, ya que podría verse afectado el propio sistema jubilatorio nacional (cf. dictámenes de Fallos: 324:2371 y 328:327; y Fallos: 330:2478, cons. 3°), ponderación, que -como se anticipó en el párrafo final del ítem anterior- no se advierte verificada aquí según es menester. En el caso, a través del acuerdo pertinente, la Nación tomó a su cargo la obligación de pagar, con los límites fijados por las leyes n° 24.241 y 24.463, los beneficios otorgados por el Instituto Provincial respectivo en las condiciones regladas por la normativa local que enumera taxativamente el propio convenio, entre los que -cierto es- se encuentran los de las leyes n° 5.546 y 5.957 (cláusulas 1ª a 4ª; 14ª, 15ª y 16ª del Convenio y 1ª y 4ª del Acuerdo Modificatorio); temperamento sobre el que volvió con singular énfasis en ocasión de suscribir el Acuerdo Complementario del 09/12/04, donde no sólo dejó a salvo el ejercicio de eventuales reclamaciones -tanto judiciales como administrativas-, sino que ratificó la vigencia absoluta de las limitaciones y resguardos establecidos en la cláusula tercera del Convenio de Transferencia, como resulta de las cláusulas 6ª y 7ª del Acuerdo Complementario referido. Lo precedente fue así, consecuentemente, con la expresa salvedad que el Estado Nacional asumió las prestaciones y sus montos en las condiciones antedichas, y sin que pueda invocarse ningún derecho adquirido en contra de las referidas disposiciones; precisándose que el reconocimiento de los derechos se refiere a situaciones en las que se encontraren cumplidos, integralmente, los requisitos y condiciones exigidas por cada una de las previsiones legales vigentes al momento de su reconocimiento, en tanto no fueren objeto de suspensión, modificación o sustitución por razones de ilegitimidad en sede administrativa o judicial, en manera preventiva o definitiva, fundada en actos administrativos oportunamente notificados a la parte, aunque el beneficio se hallare en vías de cumplimiento (cfr. cláusula 3ª del Convenio de Transferencia). Se suma a lo expuesto que, por lo demás, la voluntad de ambas partes es limitar las obligaciones asumidas por el Estado Nacional al cumplimiento de los beneficios previsionales por sus montos a la fecha del Convenio, tal como resultan de los anexos I y III, y las impuestas por las leyes n° 24.241 y n° 24.463, en razón de lo cual la Provincia se hará siempre cargo de solventar cualquier importe que, como consecuencia de las decisiones de cualquier autoridad judicial, nacional o provincial, venga a incrementar aquellas obligaciones transferidas como consecuencia del Convenio (v. cláusula 16ª del Convenio y 7ª del Acuerdo Complementario).


    Asis, Pedro c/ Anses s/ ordinario


    A. 605, L. XLIII, 05 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Introducción oportuna


    Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad. Introducción oportuna de la cuestión federal. Casos de supuesta afectación a la garantía de imparcialidad del tribunal.


    La cuestión federal, base del recurso extraordinario, debe ser planteada en la primera ocasión que prevea el procedimiento, a fin de que los jueces de la causa puedan considerarla y decidirla, razón por la cual es indudable la afectación a la garantía de imparcialidad debe ser invocada en oportunidad de ser notificado de la integración del tribunal que impugna, y no recién en el remedio federal deducido contra la sentencia adversa a sus intereses.


    J., Nelson s/ Robo con arma


    J. 191, L. XLII, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Requisitos: planteo de la cuestión federal en la primera ocasión posible. Arbitrariedad de sentencia por falta de fundamentación: remisión a lo dictaminado en la causa B. 405. XLII "Bermúdez, Gustavo Fabián s/ Causa n" 5684"


    Las cuestiones de pretendida naturaleza federal, base del recurso extraordinario, deben introducirse en la primera ocasión posible a fin de que los jueces de la causa puedan tratarlas y resolverlas. El cumplimiento de tal recaudo no se suple ni puede ser subsanado en la ulterior presentación.


    F., Héctor Fabián s/ Causa Nº 6507


    F. 1086, L. XLII, 19 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Mantenimiento


    Inadmisibilidad del recurso extraordinario federal. Agravio por intermedio del cual se pretende someter a conocimiento de la Corte no mantenido en todas las instancias del proceso. Abandono de la cuestión federal.


    No procede la apelación excepcional con relación a cuestiones federales que, aunque oportunamente introducidas en el juicio, no fueron mantenidas durante el curso subsiguiente del proceso y que, por lo tanto, no pueden ser objeto de consideración por la Corte si la recurrente ha hecho abandono de dicha cuestión federal, al omitir incluirla entre los puntos sometidos a la decisión del tribunal de segunda instancia. Y ello sucede cuando, en el escrito de demanda, el actor formula en forma expresa un planteamiento sobre la inconstitucionalidad del art. 2°, inc. a, de la LCT, pero, ante la decisión del juez de primera instancia de no tratar esa cuestión, por estimarla innecesaria y en oportunidad de contestar el memorial de agravios con el que la demandada fundó su apelación contra dicha sentencia, aquél no mantuvo la cuestión para que el tribunal de alzada lo examinara y pudiera decidir al respecto.


    Cerigliano, Carlos Fabián c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires U. Polival. de Inspecciones Ex Direc. Gral. de Verif. y Control s/ despido


    C. 1733, L. XLII, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al Recurso Extraordinario


    Caducidad de la tercera instancia. Inexistencia cuestión federal.


    No cabe la intervención de este Ministerio Público atento a la inexistencia de cuestión federal a resolver, sin perjuicio de que, una vez que la Corte decida sobre la caducidad de la tercera instancia planteada, y de aun corresponder, se de vista a este organismo en punto al recurso extraordinario en sí.


    M., Ana Alejandra e Hijo Menor c/ Estado Nacional s/ Indemnización por daños y perjuicios.


    M. 761, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: casos entre empleados y empleadores que tocan a derechos que emanan de la relación laboral.


    Las cuestiones entre empleados y empleadores que tocan a derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero, no dan lugar, por tratarse de problemas de hecho, prueba y derecho procesal y común, a la vía establecida en el artículo 14 de la ley n° 48.


    Díaz, Darío Ruben c/ Plataforma Cero S.A. y otros s/ despido


    D. 1043, L. XLII, 22 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: conflictos entre empleados y empleadores que tocan a derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero.


    Las cuestiones entre empleados y empleadores que tocan a derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero, no dan lugar, por tratarse de problemas de hecho, prueba y derecho procesal y común, a la vía establecida en el artículo 14 de la ley n° 48.


    Montenegro, Julio Oscar c/ plataforma Cero S.A. y otro s/ despido


    M. 2342, L. XLII, 22 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: debate sobre el carácter supuestamente dependiente de socios registrados en una cooperativa de trabajo.


    Al debatir el carácter supuestamente dependiente de socios registrados en una cooperativa de trabajo, se involucra el estudio de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal y común, que son ajenas, en principio, a la instancia del artículo 14 de la ley n° 48, y propias de los jueces de la causa. La doctrina excepcional de la arbitrariedad no conduce a la sustitución del criterio de los jueces de las instancias ordinarias en la valoración razonada de los hechos y las pruebas del caso. Por ello, en tanto la sentencia apelada posee fundamentos suficientes, no cabe su invalidación en los términos de la jurisprudencia de la Corte sobre la materia.


    Loba Pesquera S.A.M.C.I. c/ Dirección General Impositiva s/ impugnación de deuda


    L. 911, L. XLI, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: lo referente a la forma y condiciones de aplicación de las astreintes.


    Lo referente a la forma y condiciones de aplicación de las astreintes es cuestión procesal extraña al remedio extraordinario; extremo al que se agrega que ellas no se ven afectadas por el principio de la cosa juzgada y, mucho menos, por el de la preclusión procesal y pueden ser objeto de revisión, respecto de su reajuste o cese por el ulterior cumplimiento de la obligación de hacer que le fuera impuesta al condenado.


    Parra Vera, Máxima c/ San Timoteo S.A. s/ Acción de amparo


    P. 1508, L. XLII, 13 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al recurso: individualización de las sanciones. Subsunción legal de las conductas y al alcance de los conceptos incluidos en los tipos penales.


    Resulta tardío el agravio relativo al monto de la pena impuesta al imputado, dado que excede en forma nítida los términos del recurso extraordinario cuya denegación motivó esta presentación directa. Sin perjuicio de ello, cabe recordar que es criterio de la Corte que la individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye -en principio- materia no revisable por la vía del recurso extraordinario. De los términos del escrito se desprende que la crítica se circunscribe a discutir la inteligencia asignada a una norma del código penal, lo cual resulta ajeno a esta instancia extraordinaria, toda vez que lo relativo a la subsunción legal de las conductas y al alcance de los conceptos incluidos en los tipos penales configuran eminentes cuestiones de derecho común. El fallo apelado no excede la interpretación posible de la norma al adscribir a una postura que cuenta con apoyo en la doctrina y la jurisprudencia, lo que traduce el carácter opinable de la solución adoptada y obsta a su impugnación con base en la arbitrariedad de la sentencia.


    G., Ariel Eduardo s/ Causa n° 6551


    G. 1951, L. XLII, 27 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    El análisis de cuestiones regidas por el derecho público local resulta materia ajena al recurso extraordinario. Excepciones.


    La resolución de cuestiones regidas por el derecho público local es materia reservada a los tribunales locales, en virtud del respeto que se debe a las autonomías provinciales y, en principio, resulta ajena su revisión por la vía del recurso extraordinario. Sin embargo, corresponderá apartarse de esta regla, aun cuando por intermedio del recurso extraordinario se controviertan temas de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida y de derecho público local, siempre que exista cuestión federal suficiente para ello por ejemplo por incurrir la resolución impugnada en un injustificado rigor formal que atente contra la garantía constitucional de la defensa en juicio.


    Lof Casiano c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo.


    L. 1317, L. XLII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Excepción al principio de cuestiones ajenas al recurso extraordinario: decisiones que prescinden de prueba conducente y desatienden los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales.


    Aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas -como regla y por su naturaleza a la vía de excepción intentada- ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales. Ello es lo que acontece toda vez que el juzgador denegó la petición de la actora sosteniendo que los testimonios brindados y la fotocopia del carné de la obra social no lograban, por sí solas, demostrar que estaba a cargo del causante del modo requerido por la ley para obtener el beneficio, empero, además de no explicar cuál era la manera estipulada por la ley 18.037, el a-quo no reparó que los dichos de los testigos -concordantes entre sí- fueron corroborados por otros medios de prueba.


    Aguirre Zemborain, Sara Josefina c/ ANSES s/ pensiones


    A. 1913, L. XLI, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Imposición de pena a un menor. Recurso de la defensa. Concepto de "interés superior del niño". Facultades de los jueces para fijar penas. Cuestiones de hecho y derecho común, ajenas a la instancia extraordinaria.


    La decisión impugnada contiene fundamentos suficientes, con base en las constancias del expediente y en las normas que consideró aplicables, que no fueron debidamente refutados y que, por opinables que resulten, no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional. Las críticas de los recurrentes no alcanzan a demostrar la existencia de una cuestión federal, ni de un supuesto de arbitrariedad de sentencia. Por otra parte, el ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos en las leyes respectivas, no suscitan cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, pues se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común.


    M., Alejandro Aramis s/ Homicidio en concurso ideal con lesiones graves y leves dolosas -causa nº 2570-


    M. 2477, L. XLII, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: críticas del quejoso, expuestas en su generalidad de manera dogmática, que no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido y reiteración de asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar.


    Los agravios dirigidos a invalidar la sentencia en crisis deben ser desestimados, toda vez que el Superior local dio claros y suficientes argumentos a cada uno de los temas planteados ante su estrado y la recurrente no los refuta ni siquiera mínimamente. En este orden, se advierte que las críticas del quejoso, expuestas en su generalidad de manera dogmática, no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad de la tacha que se intenta. Se observa, asimismo, que se reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho público local, destacándose en el punto lo referente a la legitimación de la actora, citación de terceros, alcances de la decisión cautelar, etc.


    Di Cuffa, Edda c/ Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    D. 691, L. XLII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: argumentos que se circunscriben a determinar el cumplimiento -o no- de los recaudos previstos en los artículos IV y II de la Convención sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras (rat. por la Rep. Argentina por Ley Nº 23.619).


    Corresponde mencionar que los argumentos presentados por el recurrente como de naturaleza federal, que se circunscriben a determinar el cumplimiento -o no- de los recaudos previstos en los artículos IV y II de la Convención sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras (rat. por la Rep. Argentina por Ley Nº 23.619), cuya aplicación no controvierten las partes, remiten al examen de aspectos fácticos, probatorios y en definitiva procesales, los cuales resultan ajenos como regla y por su naturaleza a la instancia extraordinaria. Máxime cuando la sentencia cuenta con motivaciones no federales suficientes que, más allá de su grado de acierto, la sustentan y permiten desestimar la tacha de arbitrariedad invocada. Ello es así, pues la Cámara fundó su decisión de rechazar el trámite de reconocimiento y ejecución del laudo arbitral, con sustento en que no se configuró el recaudo de admisibilidad de la pretensión, cual es el de presentar el acuerdo compromisorio por escrito, incluido en un contrato o un compromiso, firmado por las partes o contenidos en un canje de cartas o telegramas (v. art. IV, inc. b), y su remisión al artículo II, Convención cit.).


    Armada Holland BV Shiedam Denmark c/ Inter Fruit S.A. s/ incumplimiento de contrato


    A. 1159, L. XLIII, 10 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario: presentación que remite al examen de aspectos de naturaleza fáctica y procesal ajenos a la vía. Rechazo del pedido de nulidad deducido por la Embajada de Francia, debido a la extemporaneidad del planteo, haciendo hincapié en que la demandada nunca postuló la incompetencia foral ni su eventual inmunidad de jurisdicción.


    El recurso extraordinario fue mal concedido, toda vez que la presentación remite, esencialmente, al examen de aspectos de naturaleza fáctica y procesal ajenos a la vía (rechazo del pedido de nulidad deducido por la Embajada de Francia, debido a la extemporaneidad del planteo, haciendo hincapié en que la demandada nunca postuló la incompetencia foral ni su eventual inmunidad de jurisdicción); resueltos, por otra parte, con fundamentos no federales bastantes, extremo que, en otro orden, descarta la relación directa e inmediata del resolutorio con los aspectos eventualmente federales involucrados en la cuestión. Y es que, como expresan los jueces de ambas instancias y lo reconoce la propia parte, resulta de las actuaciones que la demandada fue notificada de la existencia de la causa cuando se encontraba holgadamente vencido el plazo del artículo 59 de la Ley Foral y, aún, próximo a vencer el de sesenta días para contestar el reclamo que esgrime compatible con las garantías internacionales que dice vulneradas por lo decidido. Al respecto compete subrayar que del informe del Ministerio de Relaciones Exteriores se desprende que en la nota respectiva se acompañó a la Embajada copia del oficio librado y de la demanda. En la copia de ese oficio puede leerse que se hace saber a la Representación francesa que deberá contestar demanda, ofrecer prueba y oponer excepciones dentro de treinta días de notificada, en el plano de los artículos 68 y 71 de la ley n° 18.345, por lo que no pudo invocar, válidamente, desconocimiento del contenido de la resolución dictada a fojas 74. Se añade a lo expresado que, en la mejor de las hipótesis para la parte demandada -de pretender, incluso, invocar la inmunidad de jurisdicción-, debió haber acudido a la solución del artículo 4 de la ley n° 24.488, que establece, frente al planteo de la defensa pertinente, la suspensión del término de traslado o citación hasta tanto aquél sea resuelto; o, aún, al artículo 5 del precepto, que autoriza a los jueces a ampliar prudencialmente, a pedido del estado extranjero, los plazos para contestar la demanda y oponer excepciones (cf. ley n° 24.488).


    Mealla, Ester Yolanda c/ Embajada de Francia s/ despido


    M. 787, L. XLIII, 15 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia recurso de queja. Inexistencia sentencia arbitraria: criterios de valoración de la prueba.


    Las impugnaciones dirigidas a cuestionar la sentencia por haber soslayado el análisis de prueba incorporada al proceso o haberla estudiado de manera diferente de lo que sostiene la parte apelante, no son aptos para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, toda vez que el tribunal, más allá de su acierto o error en la ponderación de las constancias de la causa, concluyó -con argumentos suficientes- que no se encontraban configurados los requisitos para la aplicación del art. 31 de la ley mencionada. Ello es así máxime cuando la decisión se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se basa la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales.


    Gómez, Trinidad c/ Dunlit S.A. y otros s/ Despido.


    G. 1183, L. XXXIX, 01 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Improcedencia recurso extraordinario en cuestiones de competencia. Ausencia requisito sentencia definitiva. Excepción: denegación del fuero federal y privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio.


    El recurso es inadmisible, toda vez que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible, o tardía reparación ulterior.


    Grupo Clarín S.A. - Fintech Media LLC - VGL Argentina - Cablevisión s/ Notificación art. 8° ley 25516.


    G. 894, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Inexistencia cuestión federal. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia fundada. Adquisición de vehículo con franquicia para personas con discapacidad.


    El recurso extraordinario intentado fue concedido por entenderse cuestionado el alcance y la interpretación de normas de carácter federal, es formalmente inadmisible y por ello fue mal concedido desde el momento en que no se encuentra configurada una cuestión federal típica. Los agravios conducen a la discusión de aspectos de hecho y prueba que, por su naturaleza, están reservados a los jueces de la causa, sin que baste cuestionar el acierto con que tales circunstancias han sido valoradas para justificar la tacha de arbitrariedad que se invoca; máxime cuando el tribunal hizo mérito suficiente del ordenamiento jurídico aplicable al caso, sin que se advierta aquel vicio en el modo en que resolvió.


    H., Raúl José c/ Estado Nacional - Ministerio S.A.S. - Resol. 120/97 s/ Proceso de conocimiento


    H. 123, L. XLIII, 25 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Inexistencia sentencia arbitraria. Discrepancia con la evaluación de los aspectos fácticos y probatorios de la causa: cuestiones ajenas al recurso.


    El recurso federal es formalmente inadmisible y fue incorrectamente concedido, pues si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto al alcance de normas federales -leyes 24.557 (ley sobre riesgos del trabajo) y 20.416 (ley orgánica del Servicio Penitenciario Nacional)- y la Cámara, a su vez, lo concede sobre la base de que el recurrente cuestionó la interpretación dada al citado precedente "Mengual", en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo del a quo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48.


    Miño, José c/ Ministerio de Justicia s/ Daños y perjuicios.


    M. 514, L. XLIV, 11 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Individualización de las sanciones dentro de los límites legales. Fundamentación insuficiente.


    La individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye, en principio, materia no revisable por la vía del recurso extraordinario. No cabe hacer excepción a esa regla en tanto el pronunciamiento contiene fundamentos suficientes con base en las constancias de la causa y en las normas que rigen el caso (art. 18 de la ley 22.802), sin que los argumentos expuestos en el recurso alcancen a demostrar que el criterio observado carezca manifiestamente tanto de objetividad como de razonabilidad.


    S. N. S.A. s/ Ley 22.802


    S. 1471, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Individualización de las sanciones. Excepción por falta de objetividad o razonabilidad.


    La individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye, en principio, materia no revisable por la vía del recurso extraordinario. No cabe hacer excepción a esa regla, en tanto el pronunciamiento contiene fundamentos suficientes con base en las constancias de la causa y en las normas que rigen el caso, sin que los argumentos expuestos en el recurso alcancen a demostrar que el criterio observado carezca manifiestamente tanto de objetividad como de razonabilidad.


    C. A. S.A. y Trebcol Company S.A. s/ Ley 22.802 (Exp. S01-0143428/04)


    C. 2140, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Individualización de sanciones.


    La individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye, en principio, materia no revisable por la vía del recurso extraordinario.


    C. A. S.A. s/ Apela multa (ley 22.802)


    C. 1603, L. XLIII, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Interpretación del art. 2º de la ley 23.576: remisión al examen de aspectos fácticos, probatorios, procesales y de derecho común. Ley 8875: debentures. Obligaciones negociables: naturaleza común.


    Los argumentos presentados por el recurrente como de naturaleza federal que se circunscriben a la interpretación del artículo 2º de la ley 23.576, análisis de la prescripción, y de la responsabilidad individual y solidaria, remiten el examen de aspectos fácticos, probatorios, procesales y de derecho común, los cuales resultan ajenos como regla y por su naturaleza a esta instancia extraordinaria. Al respecto, es oportuno señalar que no obstante lo manifestado por el recurrente, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha establecido que la Ley Nº 8875 que creó los debentures -luego incorporados a la normativa de la Ley Nº 19.550- integra el derecho común, y al participar las obligaciones negociables de la misma naturaleza -títulos de deuda-, corresponde otorgarle el mismo tratamiento. Toda vez que los jueces resolvieron la controversia aplicando en forma supletoria los artículos 274 y 280 de la Ley Nº 19.550, la prescindencia del derecho que el recurrente considera atinente, no constituye materia federal estricta que habilite la instancia extraordinaria. Ello es así, desde que el tema queda circunscrito a la hermenéutica de normas de derecho común, ajena a la vía prevista en el artículo 14 de la Ley Nº 48.


    Comisión Nacional de Valores c/ Alpargatas s/ inf. ley 23576


    C. 673, L. XLIII, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Las cuestiones de derecho común y procesal son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: omisión de considerar un planteo serio y oportuno susceptible de incidir en la solución del caso.


    Aunque las cuestiones de derecho común y procesal -ajenas, en principio y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria- dicha circunstancia no resulta óbice decisivo para abrir el recurso cuando el tribunal a quo ha omitido considerar un planteo serio y oportuno, susceptible de incidir en la solución del caso.


    Cisneros de Jiménez, Antonia y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia) - Dto. 1770/91 s/ Empleo público.


    C. 1071, L. XLIII, 14 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Las resoluciones referentes a cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva a los fines del remedio extraordinario. Excepción: denegatoria del fuero federal.


    Si bien las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente. A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecúe a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. La nuda violación de derechos constitucionales proveniente de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, que sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional (art. 18, segunda parte, de la ley 16.986), o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal.


    Toyota Argentina S.A. y Tomio Katsuta c/ Administración Provincial de Impuestos de la Provincia de Santa Fe s/ Amparo.


    T. 425, L. XLIII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Las resoluciones referentes a cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva a los fines del remedio extraordinario. Excepción: denegatoria del fuero federal.


    Si bien las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente. La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal: en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento. En el primero, lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar -entre otros aspectos- la imparcialidad de la decisión cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias, siempre que tales causas no versen sobre cuestiones de derecho público local, materia excluida de la competencia federal y propia de los jueces locales (arts. 5º y 121 de la Constitución Nacional). Al versar la cuestión sobre la preservación de las órbitas de competencias entre las jurisdicciones locales y el Gobierno federal que la Ley Fundamental confiere al gobierno nacional, se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución, a la que alude el art. 2º de la ley 48. Si la solución de la causa depende esencialmente de la aplicación e interpretación de normas de derecho federal debe tramitar ante la justicia federal, y cuando la competencia de ésta surge ratione materiae es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales.


    Colegio de Ingenieros Agrónomos de la Pcia. de Santa Fe, 2da. Circunscripción c/ Cpia. Consejo de Profesionales de la Ingeniería Agronómica s/ Acción meramente declarativa.


    C. 1644, L. XLIII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Las resoluciones sobre medidas cautelares no revisten el carácter de "definitivas" a los fines del remedio extraordinario. Excepción: existencia de gravedad institucional o reparación ulterior imposible.


    Las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Sin embargo, dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. s/ Incidente de apelación.


    T. 469, L. XLIII, 05 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Normas de derecho público electoral local: materia ajena al recurso extraordinario. Inadmisibilidad. Inexistencia pronunciamiento arbitrario. Autonomía provincial.


    Los agravios del quejoso sólo traducen su desacuerdo con el criterio interpretativo adoptado con respecto a las normas de derecho público electoral local, en aspectos que son extraños al recurso extraordinario, remedio que no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que les son privativas, ni corregir fallos equivocados o que se reputen como tales. Ello así, más allá del acierto o error con que hayan resuelto el tema la Junta Electoral y el superior tribunal, el presente plantea una cuestión de derecho público local, decidida por el órgano competente para ello conforme a la ley local mediante las normas de igual carácter -ley electoral local- y la consideración de antecedentes similares en la provincia, circunstancias que, sumadas al carácter opinable de la decisión, no autorizan sin más el conocimiento del pleito por la Corte sin mengua del respeto debido a la autonomía de la provincia.


    Frente de Integración Fueguina s/ Promueve impugnación contra el Acta Nº 18 de la Junta Electoral Provincial.


    F. 757, L. XLIII, 11 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Pedido de prescripción de la acción penal. Plazo razonable. Fundamentación insuficiente. Introducción de aspectos ajenos a la instancia extraordinaria.


    La queja no trasciende de la interpretación de normas de derecho común y de su aplicación al caso, aspectos ajenos a la instancia extraordinaria.


    M., Karina Alejandra s/ Causa nº 6026


    M. 2215, L. XLII, 04 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: inobservancia de plazos procesales.


    La inobservancia de un plazo previsto en el ordenamiento procesal importa per se una cuestión procesal que carece de entidad para suscitar la intervención de la Corte por vía del recurso extraordinario federal. No corresponde hacer excepción al principio según el cual las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos planteados por ante los tribunales locales, no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan.


    T., Gloria Ángela y otro s/ Homicidio calificado -causa Nº 12.579-


    T. 120, L. XLI, 24 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Requisitos de admisibilidad del Recurso Extraordinario Federal. Falta de fundamentación de los agravios. Falta de demostración del perjuicio concreto. Cuestiones no revisables por vía del Recurso Extraordinario Federal.


    En cuanto a la falta de aplicación de los principios y garantías que regulan la responsabilidad penal, el agravio carece de la debida fundamentación, dado que tal como viene expresado, traduce una mera discrepancia con lo resuelto, a través de afirmaciones dogmáticas que no explican concretamente en qué se han visto afectados los derechos de la recurrente. El apelante se limitó a denunciar la falta de consideración de la cuestión del dolo del autor -o su ausencia- sin aportar argumentos en contra de lo decidido en el sentido de que ese examen resulta inoficioso en el ámbito de las infracciones administrativas de carácter formal sancionadas por el artículo 18 de la ley 22.802. Los agravios relativos a la violación de la defensa en juicio requieren para su procedencia la demostración de un perjuicio efectivo a ese derecho Ese recaudo no ha sido cumplido por el apelante, en tanto no señaló cuáles serían los argumentos que se vio privado de someter al a quo y ni tampoco demostró que los errores materiales de la sentencia hayan tenido incidencia alguna en la decisión final de la causa. La individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye materia no revisable por la vía del recurso extraordinario


    Wall Mart Argentina S.A. s/ Apela Multa (Ley 22.802)


    W. 20, L. XLII, 18 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Resoluciones que deniegan recursos interpuestos ante los Tribunales de la causa son ajenas a la Instancia del Recurso Extraordinario Federal. Excepción: casos en que la denegatoria resulta infundada.


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no son, en principio, revisables mediante la vía del art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que traduce una violación a la garantía del debido proceso adjetivo consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional. La falta de consideración de los agravios expuestos fundadamente por el apelante ante los jueces de la causa sobre la base de meros reparos de índole procesal importa, una sustancial restricción a la garantía del debido proceso y el adecuado servicio de justicia. El pronunciamiento que omite expedirse sobre cuestiones oportunamente planteadas y que son conducentes para la solución del caso, exhibe defectos graves de fundamentación que afectan en forma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), circunstancia que habilita a descalificarlo como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.


    Frías, Elio c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral.


    F. 1680, L. XLI, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión aF. 1680, L. XLI, "Frías, Elioc/Ferrocarriles Argentinos".


    Toda vez que las cuestiones materia de recurso en los presentes actuados, guardan sustancial analogía con las examinadas en la causa:F. 1680, L. XLI, "Frías, Elioc/Ferrocarriles Argentinos", dictaminada el día 7 de abril de 2008 porla ProcuraciónGeneral, corresponde remitirse, en lo pertinente, a los términos y consideraciones allí vertidos, por razones de brevedad.


    Acevedo, Armando c/ Ferrocarriles Argentinos s/ laboral


    A. 2440, L. XLI, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    
      Robo con armas. Requisitos típicos. Ley penal más benigna. Dictado de oficio.

      

    


    En la medida que no se advierta que las razones brindadas por el a quo acerca de la interpretación que le asignó al inciso 2° del artículo 166 del Código Penal excedan el marco de las interpretaciones posibles que involucra el caso, el análisis de esa cuestión resulta ajena a la competencia extraordinaria, toda vez que no va más allá de los límites propios del derecho común. Si se hubiere dictado una ley que disminuye la pena del delito, se encuentra justificada la intervención de la Corte, aún de oficio, para que se resuelva el caso conforme con la nueva escala penal prevista en la norma en cuestión, pues lo contrario importaría vulnerar el principio de ley penal más benigna cuyos efectos operan de pleno derecho.


    Santander, Moria y Korol, Esteban s/ Robo calificado


    S. 1205, L. XLII, 23 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia: ajena a la instancia extraordinaria salvo denegatoria de fuero federal o arbitrariedad. Equiparación de justicia federal y nacional.


    Tiene reiterado la Corte que las decisiones judiciales que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esas resoluciones interlocutorias a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior (Fallos 329:5648, entre muchos). Requisito de sentencia definitiva que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Dichos supuestos de excepción no se hallan configurados en el sub-lite por cuanto el apelante persigue la revocación de una decisión que, en definitiva, declaró la competencia de un tribunal nacional para entender en la causa.


    Nike Argentina S.A. c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires


    N. 235, L. XLIII, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Fallo del Tribunal Superior Provincial que determina competencia: cuestión que no habilita el recurso extraordinario salvo excepciones.


    Es menester aplicar la doctrina de esa Corte con arreglo a la cual las cuestiones de competencia no habilitan la jurisdicción apelada, en los términos del artículo 14 de la ley 48, por no estar satisfecho aquél requisito de admisibilidad. Dicho criterio sólo podría ceder en asuntos en los que medie denegación del fuero federal, o donde concurra privación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior, supuestos éstos que -indudablemente- no se verifican en el sub lite. En esa línea, la invocación de agravios de eventual naturaleza federal, no resulta idónea para suplir la ausencia del extremo mencionado. Las resoluciones de las Cortes provinciales que desestiman recursos a nivel local, escapan -en principio- al control propio del remedio que pretende activarse, máxime si se trata de situaciones de índole netamente procesal. Los estándares de evaluación son, en este campo, particularmente limitativos del acceso a la instancia federal.


    Ogando, Andrés c/ Editorial Río Negro S.A.


    O. 13, L. XLIV, 28 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Negación del beneficio previsto por la ley 24.411. Recurso inadmisible. Mera discrepancia valorativa de aspectos fácticos y probatorios de la causa. Inexistencia de arbitrariedad.


    El a quo concedió la apelación extraordinaria únicamente en cuanto a la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, sin que el actor dedujera recurso de queja respecto de las invocadas causales de arbitrariedad y, en consecuencia, la jurisdicción de la Corte ha quedado abierta sólo en la medida en que la otorgó la Cámara. Sin perjuicio de ello, el recurso federal es formalmente inadmisible y fue incorrectamente concedido, ya que si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48. El argumento central del tribunal para confirmar la resolución impugnada, fue que el actor no había logrado demostrar que las circunstancias en las que se produjo el fallecimiento de su padre fueron diferentes a las consideradas por la autoridad de aplicación de la ley 24.411 y, por ende, que carecía del derecho previsto en la citada norma. Para arribar a tal conclusión, tuvo en cuenta las pruebas rendidas en la causa nro. 5/968/3751 "N.N. ó Galván Pedro Guillermo víctima de homicidio culposo", razonamiento que, ante la ausencia de apelación, no puede ser revisado en esta instancia.


    Galván, Guillermo Pedro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos -Art. 6 Ley 24411- Resol. 96/07 (Exp 129707/01)


    G. 65, L. XLIV, 07 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario: inexistencia de arbitrariedad. Cuestión federal: falta de fundamentación.


    En lo que atañe a los contornos formales de la intervención de la Corte, corresponde señalar en primer lugar que, si el agravio referido a la supuesta gravedad institucional no se autoabastece ya que no demuestra de manera indudable la configuración de dicho supuesto. En este sentido si la impugnación hace referencia a intereses sectoriales, no afectan de modo directo a la comunidad toda. Para sustentar su impugnación la interesada solo aporta una afirmación sin ningún acompañamiento argumentativo que la justifique (más allá de una acotación de índole probatoria que, como sabemos, resulta materia ajena a esta instancia excepcional). Calla, además, en lo que respecta a las características de su objeto social. En este punto, el cuestionamiento no pasa el nivel de lo meramente nominal, en tanto el sustento de la apelación no se ha precisado ni profundizado con mínimo rigor, tal como lo exigía la seriedad propia de dicho mecanismo. No se ha llenado por ende, el recaudo básico de suficiencia, toda vez que la necesaria autonomía no se logra con la mera expresión de una solución jurídica contraria a la que siguió el a quo sobre la base de la lectura de reglas federales, cuando ella no atiende ni controvierte los argumentos del decisorio apelado.


    Asociación Mutual de Personal Jerárquico de Bancos Oficiales Nacionales c/ Superintendencia de Servicios de Salud y otros s/ sumarísimo


    A. 739, L. XLIII, 03 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Retiro voluntario. Imposibilidad de revisión de sentencia no arbitraria y sin afectación de intereses federales.


    Los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia por haber prescindido la cámara del marco legal aplicable y por haber omitido la prueba incorporada al proceso no son aptos para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, toda vez que el tribunal, más allá de su acierto o error en la ponderación de las constancias de la causa, concluyó -con argumentos suficientes- que los actores se habían acogido al retiro voluntario y aceptado de plena conformidad el monto liquidado en concepto de compensación indemnizatoria e importe similar a preaviso por retiro voluntario. Ello es así máxime, cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. Asimismo, también ha sostenido la Corte que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales.


    Casarino, Graciela c/ A.F.I.P.


    C. 1133, L. XLII, 02 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia fundada: ausencia de arbitrariedad. Aplicación de la ley 24.522 a los procesos en trámite: remisión a lo dictaminado en autos M. 167 "Madlin S.C.A. s/ Concurso preventivo" y al precedente publicado en Fallos: 319:2844.


    La sentencia recurrida encuentra sustento suficiente en las consideraciones relativas a la procedencia de recursos locales, así como en las circunstancias de hecho y de derecho común, por lo que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. Máxime cuando en el sublite, las críticas de los apelantes solo traducen diferencias de criterio con el juzgador en una materia ajena a la vía extraordinaria intentada. Por otra parte los agravios expuestos, no resultan suficientes para rechazar las premisas en las que se apoya el pronunciamiento recurrido, en tanto reiteran argumentos que han obtenido respuesta en las instancias anteriores. La Corte ha dicho que la eficacia de la ley en el tiempo y a la validez inter temporal de las normas, constituye materia ajena al recurso extraordinario (v. doctrina de Fallos 311:324; 312:764; 330:834; etc.), sin que en el caso se presente, un supuesto de arbitrariedad que permita hacer excepción a dicho principio. En cuanto al planteo referido a la aplicación de la Ley N° 24.522 a los procesos en trámite, nacidos al amparo de la Ley N° 19.551, ya ha sido resuelto por la Corte con remisión al dictamen de la Procuración General, en el precedente publicado en Fallos: 319:2844. En igual sentido, este Ministerio Público ha emitido dictamen, en un caso sustancialmente análogo al presente, en autos M. 167; L. XXXVII, "Madlin S.C.A. s/ Concurso preventivo".


    Manufactura Algodonera Argentina S.A. s/ quiebra


    M. 1110, L. XLIII, 30 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Requisitos Subjetivos. Sujetos facultados para interponerlo


    Derecho a recurrir la sentencia condenatoria. Interposición de recursos "in forma pauperis": admisibilidad a los fines de garantizar la defensa en juicio. Notificación personal al imputado de la sentencia. Necesidad de expresar los motivos del recurso a los fines de permitir la revisión del fallo por el tribunal superior.


    La posibilidad de obtener un pronunciamiento judicial que permita variar la condena impuesta a través de los recursos procesales, constituye una facultad que le es propia al imputado y no una potestad del defensor, por lo que la necesidad de notificar personalmente a aquél resulta insoslayable para garantizar plenamente su derecho de defensa. Los reclamos de quienes se encuentran privados de su libertad, más allá de los reparos formales que pudieran merecer, deben ser considerados como una manifestación de voluntad de interponer los recursos de ley. En materia criminal deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente aquel derecho de recurrir ante un tribunal superior, a tal punto que su ejercicio debe ser cierto, de modo que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal al extremo de suplir la negligencia en la designación de defensor asegurando de ese modo, la realidad sustancial de la defensa en juicio. No todo alzamiento contra un fallo tiene aptitudes impugnatorias para justificar su procedibilidad formal, ni es idóneo para alcanzar la revisión que se propone, lo que no debe confundirse con la afectación de aquélla garantía en cuestión que, como todos los demás derechos de raigambre constitucional, no es absoluta y se ejerce conforme las reglas que reglamentan su ejercicio. En nuestro ordenamiento procesal penal, la facultad estatal de regular el derecho a recurrir se manifiesta a través de las disposiciones que organizan la actividad recursiva en general y el recurso de casación en particular, por virtud de las cuales el impugnante debe indicar, de manera concreta y razonada, motivos atendibles que sustenten su pretensión. El régimen recursivo debe ser aplicado de modo tal que permita al imputado denunciar todos los errores que considere existentes en la sentencia condenatoria con independencia de su naturaleza. La ausencia de limitaciones formales se encuentra así referida al objeto de lo impugnable, pero no a la exigencia de la expresión de los motivos en que se sustenta la crítica, en tanto no se trata de un requisito carente de sentido, sino que su cumplimiento aparece en principio como estrictamente necesario para que el tribunal, superior pueda discernir qué aspectos del fallo debe revisar, y cuáles son los defectos que se le atribuyen.


    R., Miguel Héctor Tadeo s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización y materias primas para su producción y fabricación, etc. -causa n° 5898-.


    R. 149, L. XLII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Organismo de la administración pública.


    La Corte ha reconocido a los organismos de la administración pública la facultad de intervenir en las instancias judiciales en defensa de la legalidad de sus actos.


    C. S.A. Ind. Algodonera s/ Inf. ley 24.144


    C. 2512, L. XL, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario entablados por terceros desprovistos de la calidad de partes. Casos. Carácter excepcional.


    Por vía de excepción, la Corte ha admitido la procedencia de recursos extraordinarios entablados por terceros desprovistos de la calidad de partes, cuando la sentencia dictada sin su intervención afecta sus legítimos intereses. La garantía del art. 18 de la Constitución Nacional, en su aspecto más primario, se traduce en el principio de contradicción o bilateralidad, el cual supone, en sustancia, que las decisiones judiciales deban ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se pide, es decir, dándole oportunidad de defensa. Es cierto que el proceso electoral tiene características particulares -que obligan, por ejemplo, a imprimir celeridad a los trámites para finalizar en el menor tiempo posible las tareas de escrutinio y verificación de los resultados, a fin de darlos a conocer a la población y posibilitar que los elegidos puedan asumir sus cargos-, pero esas peculiaridades no pueden ser, ni son ciertamente, incompatibles con las garantías consagradas en la Constitución Nacional. Así como se debe preservar la transparencia de los comicios y su genuino resultado para no defraudar a la sociedad -principio por el cual siempre se debe velar y en cuyo cumplimiento deben estar comprometidos todos los actores del proceso electoral e incluso el sistema judicial-, también se debe asegurar que los justiciables puedan hacer uso pleno de su derecho de defensa.


    Mendoza, Mario Raúl s/ nulidad de mesas - Frente por la Paz y la Justicia


    M. 1590, L. XLIII, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Trámite ante la Corte


    Resolución pendiente sobre la prescripción de la acción penal. Suspensión del trámite del recurso extraordinario.


    En la medida en que la prescripción es un instituto de orden público que debe verificarse previo a la cuestión de fondo planteada, el remedio federal debe suspenderse a las resultas de tal examen, toda vez que podría resultar insustancial un pronunciamiento del Tribunal en un caso cuya acción se ha extinguido.


    N. Jose Gerardo s/ Incidente de inconstitucionalidad.


    N. 56, L. XLIV, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Requisito de viabilidad de los recursos. Depósito previo. Circunstancias excepcionales. Alegada arbitrariedad. Falta de demostración de la capacidad de pago.


    Cuestiones como las aquí planteadas son ajenas, como regla y por su índole, a la vía del artículo 14 de la ley n° 48, razón que, en principio, habilitaría su desestimación. Es dable precisar, además, que la exigencia de depósitos previos como requisito para la viabilidad de recursos, no importa restricción inconstitucional a las garantías de igualdad y defensa en juicio, sin desconocer por ello la existencia de circunstancias excepcionales que permiten apartarse de la misma. En tal sentido, se advirtió que existe lesión al derecho de defensa cuando la desproporcionada magnitud del monto del depósito, con relación a la concreta capacidad económica del impugnante, torna ilusorio su derecho en razón del importante desapoderamiento que podría significar su cumplimiento; como también en el supuesto de monto excepcional y falta comprobada e inculpable de los medios para enfrentar su erogación; y cuando, a través del requerimiento de esta clase de recaudos, se revele en modo inmediato e inequívoco un propósito persecutorio o una desviación de poder de parte de los órganos administrativos de aplicación; criterio que se mantuvo con referencia al supuesto concreto previsto en el segundo párrafo del artículo 15 de la ley n° 18.820. En este marco, el recurso intentado no puede prosperar, desde que el recurrente no demuestra la arbitrariedad que alega, ni rebate los argumentos esgrimidos por el a quo para denegar su solicitud. Ello es así, desde que el quejoso se limitó, en forma genérica y abstracta, a considerar insuficientes los fundamentos de la sentencia sin aportar elemento alguno que demostrara su incapacidad de pago, para poder determinar, de tal modo, si la exigencia contenida en el artículo 15 referido se traducía efectivamente en una privación de justicia. No alcanzan, a tales efectos, sus referencias a las posibilidades de un "comerciante promedio" ni a "las circunstancias económicas actuales"; no distando la presentación, en tales condiciones, de trasuntar simple discrepancia con lo resuelto, incompatible con la excepcionalidad inherente a la vía intentada.


    Estanga, Martín Mariano c/ A.F.I.P. s/ Impugnación de deuda


    E. 128, L. XLII, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Juicio de Admisibilidad


    Queja por rechazo del recurso federal debido al incumplimiento de la Acordada 4/2007: potestad exclusiva de la Corte.


    La presentación directa se dirige a rebatir la conclusión a propósito de la inobservancia de los requisitos establecidos en el punto 1° de la Acordada CSJN 4 del 16/03/07 (extensión del escrito recursivo y tamaño de la letra). Tales extremos, comprometen la consideración de aspectos que, además de reglados exclusivamente por la Corte, involucran, el ejercicio de la "sana discreción" del Tribunal. En tales condiciones, son los miembros de ese Cuerpo, en su carácter de intérprete máximo y final de sus actos y en el contexto de lo establecido por el artículo 33, ap. A), punto 5), de la Ley Orgánica del Ministerio Público “n° 24.946”, a quienes compete expedirse en el presente problema.


    Luna, Rubén Darío y otros c/ Quilter S.A. y otros s/ despido


    L. 801, L. XLIII, 15 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencia


    Interpretación de normas de emergencia. La posición del Tribunal apelado no limita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    En la tarea de establecer la inteligencia de normas de emergencia, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. El acto administrativo definitivo es aquel que pone fin al procedimiento decidiendo sobre el fondo de la cuestión planteada.


    Rodríguez, Roberto Mario s/ Impugnación Art. 32 de la Ley 24.521 y Art. 25 Inc. D de la Ley 19.549.


    R. 551, L. XLIII, 11 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencias de la Corte Suprema de Justicia de la Nación: entendimiento exclusivo de las circunstancias existentes al momento de ser dictadas.


    Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.


    Pellegrini, Edmundo y otra c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa.


    P. 75, L. XLI, 13 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Sentencias de la Corte Suprema de Justicia de la Nación: entendimiento exclusivo de las circunstancias existentes al momento de ser dictadas.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. Al no subsistir los requisitos jurisdiccionales -cuya comprobación se realiza de oficio- también desaparece el poder de juzgar y resulta inoficiosa una resolución del Tribunal, pues le está vedado expedirse sobre planteos que han devenido abstractos.


    Jadzinsky, Roberto y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo.


    J. 190, L. XLII, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Confirmación de la Sentencia Recurrida


    Regulación de honorarios en instancia ordinaria. Cuestión de derecho procesal y derecho común: ajeno a la instancia extraordinaria. Falta de demostración de excepciones que autoricen su tratamiento. Falta de autosuficiencia y fundamentación.


    Lo atinente a honorarios regulados en instancias ordinarias, en razón de su carácter fáctico, procesal y de derecho común es, como regla, ajeno a la vía excepcional del artículo 14 de la Ley N° 48; y la doctrina de la arbitrariedad sobre el punto es particularmente restringida, habida cuenta de que las normas que rigen las regulaciones, conceden amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial. Los recurrentes no demuestran en su recurso, circunstancias relevantes que autoricen un apartamiento de tales principios, en tanto la sentencia se funda en consideraciones y normativa conducente, y en principios de discrecionalidad judicial en el marco de los límites dispuestos por la ley, cuya violación no fue invocada por la parte recurrente. Y desde que el recurrente se limita a señalar, también genéricamente, que los referidos emolumentos fueron regulados en exceso, sin dar razón alguna en apoyo de su criterio, cabe concluir que la apelación no reúne el supuesto de autosuficiencia y adecuada fundamentación, exigibles dada la excepcionalidad del recurso intentado.


    Caja Complementaria de Jubilaciones y Pensiones para el personal de Obras Sanitarias de la Nación c/ Obras Sanitarias de la Nación s/ Cobro


    C. 389, L. XLII, 13 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Limitación a los agravios del recurso


    Límites de la jurisdicción de la Corte Suprema.


    Toda vez que el tribunal a quo concedió el recurso exclusivamente en cuanto se halla en tela de juicio la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, sin que la interesada haya deducido recurso de queja con respecto a los fundamentos fácticos de la sentencia, la jurisdicción de la Corte Suprema queda limitada a la materia federal debatida. Toda vez que el recurrente al no interponer queja correspondiente vino a consentir los fundamentos fácticos, el tratamiento de la cuestión relativa a la aplicación e interpretación de las normas, queda sin sustento, ya que la solución que se adopte a ese respecto en nada variaría su situación, desde que subsiste firme el argumento de la alzada, referido a la falta de efectos frente a la entidad deudora, que para entonces había quedado liberada su obligación.


    Caffarini, Carlos Alberto c/ Provincia Leasing S.A. y otro s/ ordinario


    C. 711, L. XLIII, 19 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Revocación de la Resolución Recurrida


    Prestación previsional por invalidez. Importancia del dictamen médico. Arbitrariedad. Procedencia del recurso de queja.


    La sentencia de Cámara no atendió, con el rigor que es menester, los agravios que lucían en el escrito de apelación que da lugar a la presentación extraordinaria, pues el juzgador se limitó a citar y confirmar los porcentajes de incapacidad por edad, tareas, y nivel educacional que había fijado el Cuerpo Médico Forense sin dar un fundamento concreto para arribar a esa conclusión. Ello es así, desde que sólo adujo como apoyatura de su sentencia que dicho dictamen cumplía con los requisitos estipulados por las normas de procedimiento, razón por la cual le atribuyó plena eficacia, además de poner de resalto -citando jurisprudencia del Alto Tribunal- que su imparcialidad y corrección están garantidas por las normas que amparan la actuación de funcionarios judiciales.


    Larrat, Viviana Mónica c/ Orígenes A.F.J.P. y otros


    L. 182, L. XXXVIII, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    

  


  
    Capítulo X


    Derecho Procesal Penal


    Etapas del Proceso Penal


    Ejecución. Sistema Penitenciario


    Constitucionalidad del art. 121 inc. "C" de la ley 24.660. Remisión a lo dictaminado en los autos M. 821, XLIII "Méndez, Daniel Roberto s/ Recurso de casación".


    R., María Dolores s/ Causa n° 7244


    R. 530, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Constitucionalidad del artículo 121, inciso "c", de la ley 24.660. Remisión a lo dictaminado en la causa M. 821, XLIII "Méndez, Daniel Roberto s/ Recurso de casación".


    C., Oscar Enrique s/ Recurso de casación


    C. 676, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Instrucción


    Autoridad de Prevención. Atribuciones y Facultades de la Autoridad de Prevención


    Plazos establecidos en el Art. 186 del Código Procesal Penal de la Nación. Iniciativa propia o facultades autónomas de la policía.


    No se advierte que la solución sea arbitraria, sino que, más bien, se adecua a la opinión de los autores de que los plazos establecidos en el artículo 186 del Código Procesal Penal de la Nación, son ordenatorios y su desconocimiento sólo puede acarrear las sanciones previstas en el artículo 187 del código citado. Para lo cual acuden a los conceptos de "iniciativa propia" o "facultades autónomas" de la policía cuando ésta ejerce funciones judiciales, actuación que puede extenderse hasta el avocamiento del tribunal instructor, sin perjuicio de la comunicación previa e inmediata a los órganos judiciales.


    J., Daniel Alberto s/ Causa nº 7625


    J. 127, L. XLIII, 29 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Clausura de la Instrucción. Elevación a Juicio. Procedimiento de Consulta. Inconstitucionalidad. Independencia del Ministerio Público Fiscal


    Procedimiento de consulta previsto en el 2° párrafo del art. 348 del Código Procesal Penal de la Nación. Remisión a lo dictaminado en los autos "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", causa 2975, letra C, libro XXXIX.


    F., Adrián Leonel y otros s/ Recurso de casación


    F. 587, L. XLIII, 24 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Excarcelación


    Presunción de eludir la acción de la justicia. Peligro de fuga. Fundamentación. Gravedad y Naturaleza del hecho. Pena en abstracto.


    La pena en abstracto no puede ser el único fundamento para denegar el beneficio de excarcelación o eximición de prisión. Por su naturaleza, todas las resoluciones judiciales deben estar fundadas en debida forma, de modo tal que, cuando el artículo 319 del Código Procesal Penal de la Nación exige en su segunda parte que la presunción debe serlo fundadamente, es razonable concluir que se refiere a una fundamentación suplementaria, que en el caso es la que une causalmente a la valoración de las circunstancias de los hechos y la personalidad del procesado, con la presunción de que intentará eludir la acción de la justicia. Son arbitrarias las decisiones que deniegan la excarcelación sobre la base de fórmulas genéricas y abstractas tales como la "gravedad y la naturaleza del hecho", o mediante una referencia formal al estado del proceso o la duración de la detención, ya que no guardan una relación explícita con el tema debatido ni resulta evidente su adecuación a la conclusión del "altamente probable" intento de fuga de la imputada que se afirma sin más.


    A., María de los Milagros s/ Inf. ley 23.737 -causa n° 776/06-


    A. 567, L. XLIII, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Indagatoria


    Requisito indispensable sólo en virtud del derecho de defensa: posibilidad del imputado de realizar su descargo ante el fiscal. No necesidad de inmediación: control posterior del juez.


    La necesidad de inmediación con el encausado sólo es requerida a partir de la etapa del debate y por parte de los magistrados que adoptarán una decisión definitiva a su respecto, y no para resolver provisionalmente su situación procesal, pues la decisión que se adopte en tal sentido dependerá, en sustancia, de los elementos de convicción que se hayan reunido y que autoricen a determinar la participación del imputado en la comisión de un hecho delictuoso (art. 306 y siguientes del Código Procesal Criminal). Si bien la indagatoria constituye un presupuesto necesario para la decisión que deba adoptarse sobre el mérito de lo actuado, ello sólo implica que dicha declaración se tuvo que llevar a cabo como requisito indispensable del derecho de defensa del imputado, pero no impide que éste, en cuyo beneficio aquélla fue concebida, opte por realizar su descargo ante el fiscal si una ley así lo autoriza para determinados casos, cuya convalidación dependerá, en definitiva, del juez a cargo de la investigación.


    I., Francisco Osvaldo y R., David s/ Causa n° 5386


    I. 233, L. XLII, 14 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Procesamiento. Prisión Preventiva


    Derecho de la sociedad a defenderse del delito. Interés general de no facilitar la impunidad del delincuente. Cese de la cautela en un plazo razonable: no aplicación automática.


    En cuanto al fondo de la cuestión, el a quo debe aplicar la jurisprudencia de V. E. que él mismo cita, en cuanto al "derecho de la sociedad a defenderse del delito" y al "interés general de no facilitar la impunidad del delincuente", y sobre todo la doctrina que interpreta que la hipótesis prevista en el artículo 1 de la ley 24390, según la redacción de la ley 25430 (reglamentarias de la garantía reconocida en el artículo 7, inciso 5º, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de jerarquía constitucional, artículo 75, inciso 22º de la Constitución Nacional), esto es, el cese de la cautela ante la posible lesión a la garantía de plazo razonable de la prisión preventiva, no es de aplicación automática. Yendo ahora a la situación del imputado, no parece que a la fecha de su excarcelación se hubiera sobrepasado el límite razonable de su encarcelamiento preventivo, ni que hubieran sido negligentes las autoridades judiciales, ya sea por mora procesal, o por períodos de inactividad injustificada, o porque los actos procesales se atrasaron o pospusieron más allá de lo necesario. Ahora, la necesidad de que no se frustre un juicio pronto y justo, en el que tanto la sociedad -donde estos hechos de secuestro extorsivo repercuten de manera muy honda-, como las partes -los imputados, las víctimas- y este Ministerio Público tienen puestas sus expectativas, nos persuaden de que debe revocarse la excarcelación del imputado para que aguarde en prisión cautelar el juicio que prontamente se le efectuará.


    S., Marcelo Daniel s/ Recurso de queja


    S. 1234, L. XLIII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Arce, Enrique Herminio s/ homicidio agravado al ser cometido con ensañamiento, etc.", "Dorado, Nicolás Federico s/ Causa nº 5360","Olariaga, Marcelo Andrés s/ Causa 35/03 O".


    Remisión a: - "Arce, Enrique Herminio s/ homicidio agravado al ser cometido con ensañamiento, etc."; - "Dorado, Nicolás Federico s/ Causa nº 5360"; - "Olariaga, Marcelo Andrés s/ Causa 35/03 O".


    C. F., Matías René s/ Robo con armas cometido en forma reiterada, abuso de armas, tenencia de armas de guerra, etc. - causa n° 5908-


    C. 3050, L. XLII, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Juicio


    Juicio Común. Sentencia


    Remisión a "Reinaldo N. F.", causa F. 172, XLIII. Deber de los magistrados en orden a la justicia represiva.


    Remisión a "Reinaldo N. F.", causa F. 172, XLIII. En orden a la justicia represiva, el deber de los magistrados, cualesquiera fueren las peticiones de la acusación y la defensa o las calificaciones que ellos hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, sin más limitación que la de restringir el pronunciamiento a los hechos que constituyeron la materia del juicio.


    F. C. F. y otros s/ Ley 23.737 -causa N° 1928/04-


    F. 183, L. XLIII, 16 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Modificación de la Calificación. Principio de Congruencia


    Principio de congruencia: El pronunciamiento del tribunal sólo se encuentra limitado por el marco fáctico plasmado en la pretensión acusatoria, pero no por los demás fundamentos expuestos por las partes acerca de las calificaciones jurídicas que puedan ser aplicables.


    La función de la acusación es construir la imputación que constituye el objeto del juicio, en torno del cual girará la defensa. El pronunciamiento del tribunal sólo se encuentra limitado por el marco fáctico plasmado en la pretensión acusatoria, pero no por los demás fundamentos expuestos por las partes acerca de las calificaciones jurídicas que puedan ser aplicables. En orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualesquiera que fuesen las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellas mismas hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, ese deber encuentra su límite en el ajuste del pronunciamiento a los hechos que constituyen la materia del juicio, como natural corolario del principio de congruencia.


    S., Mariana Priscila s/ Robo con armas en grado de tentativa en concurso real con homicidio agravado, etc. -causa nº 2215/2216/2263-


    S. 575, L. XLIII, 05 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Juicios Especiales. Juicio Abreviado


    Recurso de Queja. Juicio abreviado. Doctrina de los actos propios.


    Nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos, ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior, deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz.


    F., Néstor Jesús s/ Causa N° 6983


    F. 1008, L. XLII, 05 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    General


    Extradición


    Cuestión abstracta.


    Las cuestiones que se debaten en el presente han devenido abstractas, por lo que corresponde así declararlo y remitir el legajo al juez de la instancia para que continúe con el proceso de extradición.


    S. N., Juan César s/ extradición


    S. 148, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Desistimiento del recurso fiscal.


    No subsiste ya el interés por la extradición que este Ministerio Público debe tutelar, por lo que no habrá de sostenerse el recurso fiscal.


    L. Q., Leónidas s/ extradición


    L. 472, L. XLIV, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Extradición pasiva solicitada por la República de Italia. Crímenes graves cometidos por “Asociación tipo camorra”. Requisito de doble subsunción legal. Envío de la documentación legal necesaria para perfeccionar la extradición.


    Para dar por acreditado el requisito de l. doble subsunción no se exige identidad normativa entre los tipos penales en que se adecuaron los hechos que motivaron el pedido, sino que lo relevante es que las normas penales del país requirente y del requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción.


    F., Mario s/ extradición


    F. 9, L. XLIII, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Extradición. Remisión a lo resuelto por la Corte en V. 700, L. XLI, "Vitabar Albornoz, Fernando Daniel s/ Arresto preventivo".


    C., Carlos Ramiro s/ Extradición


    C. 262, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Pedido de Extradición. Solicitud de menor condenado en el exterior, inimputable para la ley nacional. Validez de la condena impuesta. Deber de cooperación internacional. Compromiso del estado requirente de computar la privación de libertad sufrida en territorio nacional, durante el trámite de la extradición. Garantía de integridad del extraditado.


    La imposición de penas a menores de edad no es una prohibición absoluta en el ámbito del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, por lo que el Estado requirente observa el orden público tal como se entiende y lo han aprehendido los organismos internacionales encargados de la salvaguarda y aplicación de los instrumentos de protección de los derechos de los menores. Así, el Comité para los Derechos del Niño considera una edad mínima "internacionalmente aceptable" la de doce años. Mientras que el Ministerio Público Fiscal tiene la misión de velar por el interés de la extradición entendido como el deber de la Argentina de prestar rápida y eficazmente auxilio internacional en la lucha contra el delito, el Estado extranjero tiene el muy concreto objetivo de obtener el juzgamiento de todos los delitos que son de su competencia. Sostener que si la solución normativa extranjera es diferente a la nacional, ésta debe prevalecer sobre aquélla implica tanto como descalificar gravemente un procedimiento extranjero, con potencial menoscabo de las buenas relaciones bilaterales con el Estado requirente. Si éste admite la prisión de quienes para la Argentina son menores de edad, la sentencia dictada en esas condiciones es incontestablemente válida en el Estado extranjero y, por lo tanto, cumple con todos los efectos propios de una sentencia condenatoria. Si bien es cierto que al haberse rechazado la extradición por el delito de evasión el compromiso asumido - de computar el tiempo de detención que el extraditable sufrió en la Argentina - carecería hoy de efectos, ello no conduce a la conclusión de que no tiene valor alguno. Por lo que, podrá V. E. conceder la extradición supeditándola a la obtención, por parte del Poder Ejecutivo, del mencionado compromiso o, en su caso, suspender su decisión hasta que el compromiso sea recabado. Además, se debe aplicar aquí la regla que la ley 24767 fija para recabar información adicional y comunicar de inmediato al juez de la causa extranjera lo aquí resuelto acompañando los antecedentes del caso y hacerle saber que dispone de un plazo -que el juez de la extradición fijará dentro del margen que consagra la ley 24767- para informar acerca de las medidas adoptadas y/o a adoptar para investigar el cuadro de situación. Y, en su caso, garantizar que la entrega y permanencia del requerido en el país extranjero se lleve a cabo en condiciones que salvaguarden su integridad.


    Moshe Ben Ivgy s/ Extradición.


    M. 420, L. XLIII, 13 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Proceso en ausencia. Cumplimiento de los recaudos establecidos en el tratado bilateral.


    Es necesario para que el proceso en ausencia resulte contrario al orden público internacional, que el extraditable haya sido privado del "conocimiento de los cargos en su contra para poder ejercer su derecho a ser oído", que no pueda hacer valer sus medios de defensa en el momento y forma oportunos, y que tenga la imposibilidad de comunicarse libre y privadamente con su letrado defensor; la mera ausencia del extraditable en alguna etapa del proceso no implica forzosamente el rechazo del extrañamiento. Cabría igualmente la concesión de la extradición disponiendo la entrega en condiciones que preserven la seguridad personal del extraditado en el marco de los estándares de las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos de las Naciones Unidas. Basta, para resguardar la integridad física del extraditable, que el Poder Ejecutivo provea de los medios necesarios para que el traslado se efectúe resguardando su salud, y obtenga del Estado requirente las seguridades de que se continuará con los tratamientos médicos que hubiere menester; por lo tanto corresponde confirmar la sentencia y conceder la extradición.


    R., Víctor Jorge s/ extradición


    R. 254, L. XLIV, 30 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo expuesto en los puntos III y IV del dictamen que obra glosado a fs. 327/330.


    Remisión a lo expuesto en los puntos III y IV del dictamen que obra glosado a fs. 327/330.


    G., Daniel Gustavo s/ Detención preventiva con fines de extradición


    G. 122, L. XLIV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Extradición Activa. Requisitos Establecidos en un Tratado


    Recurso extraordinario. Concesión de extradición de ciudadano argentino. Delitos fiscales y falsedad de documento en detrimento de la hacienda española. Tratado de Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal (Ley 23.708). Interpretación de tratados internacionales. Doble subsunción. Principio de legalidad.


    Sabido es que el proceso de extradición no es un juicio en sentido estricto, puesto que su función no es expedirse sobre la culpabilidad o inculpabilidad de la persona por los hechos que se lo requiere, sino constatar si se cumplen en la especie las condiciones legales o convencionales para hacer lugar a la pretensión del Estado requirente de que la persona le sea entregada. Así, las normas de extradición no son reglamentarias del artículo 18 de la Constitución Nacional sino de su artículo 14, en tanto importan excepciones a la libertad de entrar, permanecer y salir del país. (Por ello no se encuentra en juego el principio de legalidad). El convenio que vincula a la Argentina con España solo exige que el pedido de extradición sea realizado por escrito y remitido por vía diplomática o, en su caso por la autoridad de aplicación destinada al efecto. Al mismo tiempo, estipula que se deberá acompañar "copia o transcripción de la sentencia condenatoria, o del auto de procesamiento, prisión o resolución análoga según la legislación de la Parte requirente: .." (artículo 15.2.a). Es que el tratado de extradición con España es de aquellos previstos en el último párrafo del artículo 12 de la Ley de Cooperación Internacional en Material Penal (ley 24767), ya que faculta la extradición de ciudadanos argentinos. El artículo 7.1 del tratado dice: "Cuando el reclamado fuere nacional de la Parte requerida, ésta podrá rehusar la concesión de la extradición de acuerdo a su propia ley". En casos como el que ocurre en autos, el Poder Ejecutivo debe resolver, en la oportunidad prevista por el arto 36 de la ley 24.767, si hace o no lugar a la opción. Por otro lado, la doble subsunción no implica un análisis comparativo de los textos penales de ambos países, sino que la "identidad' implica realizar el ejercicio mental de suponer que el hecho ha sido cometido en nuestro país y verificar, así, si éste tiene adecuación típica en nuestro ordenamiento. De allí que no afecta a la sustancia de la infracción que los agentes de recaudación tributaria difieran, sino que es relevante la circunstancia de que en ambos casos los tipos penales busquen salvaguardar el patrimonio estatal mediante el castigo de quienes evaden esas obligaciones, cualesquiera sean y sin importar como se denomine a la agencia encargada de recolectar estos impuestos. De igual manera, las normas siempre deben interpretarse evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando como verdadero el que las concilia y deja a todas con valor y efecto, así también como los tratados internacionales deben ser interpretados según el principio de la buena fe, interpretando sus cláusulas conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos, en el contexto del tratado y teniendo en cuenta su objeto y fin.


    M., Felipe Rafael y otros s/ Extradición art. 52


    M. 365, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Extradición Pasiva


    El primer párrafo del art. 12 de la ley 24.767 no se refiere sólo a tratados bilaterales. La Convención admite como norma general la extradición. Obligación de enjuiciar a la persona por autoridad competente si no se admite la extradición.


    En la sentencia en crisis, se consideró que el caso quedaba comprendido en el primer supuesto del art. 12 de la ley 24.767 ("Si el requerido para la realización de un proceso fuese nacional argentino, podrá optar por ser juzgado por los tribunales argentinos, a no ser que fuere aplicable al caso un tratado que obligue a la extradición de nacionales"), ya que con la república francesa la Argentina no ha celebrado un tratado bilateral de extradición. Pero, colegir que por esta falencia convencional no existe un tratado aplicable, es un error, puesto que nada permite suponer que el artículo 12° de la ley, hable exclusivamente de tratados bilaterales. De tal forma, no puede resultar írrita la propuesta del fiscal, cuando dijo: "resulta de aplicación al caso, en lo pertinente, la Convención de Naciones Unidas contra el tráfico de estupefacientes y sustancias psicotrópicas aprobada en Viena en 1988. Ello es así pues ha sido ratificada por ambos estados y la conducta en la cual se fundó el pedido de extradición -tráfico de estupefacientes- encuadra en los delitos tipificados por el párrafo 1 del art. 3. Por otra parte, este mismo instrumento dispone que debe ser considerado como la base jurídica de un pedido de extradición ante la ausencia de un tratado específico que vincule a las partes". Admitida la aplicación de la Convención, este ministerio sostiene que este es de los instrumentos que facultan la extradición de nacionales conforme lo establecido en su artículo 6.9, puesto que la disposición enuncia: "si no lo extradita por un delito", con lo que admite como norma general el que sí sea extraditado. En definitiva, la previsión de juzgamiento constituye una excepción al principio de concesión de la extradición. Pero también cabe detenerse en la previsión del artículo 6.9, cuando establece la obligación de enjuiciar a la persona si no se admite la extradición en razón de la nacionalidad. Ante tal situación, el Estado requerido deberá "presentar el caso ante sus autoridades competentes para enjuiciarlo, salvo que se haya acordado otra cosa con la Parte requirente". Autoridades competentes que, obviamente, sólo pueden ser las que poseen jurisdicción, y esto implica que quien toma la decisión de juzgar al requerido en la Argentina, no es quien puede juzgarlo. Y también, porque al pesar en cabeza del Poder Ejecutivo el llevar adelante las relaciones con los demás Estados (artículo 99 inciso 7º de la Constitución Nacional), solamente es él quien podrá acordar otra cosa con la Parte requirente. En consecuencia, resultaría de aplicación al caso lo previsto por el tercer párrafo del artículo 12 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, debiendo el Poder Ejecutivo, resolver en la oportunidad prevista en el artículo 36, si hace o no lugar a la opción.


    G., Jorge Antonio s/ Arresto preventivo con fines de extradición


    G. 887, L. XLIV, 07 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    El proceso de extradición no reviste el carácter de un juicio criminal. La Corte puede disponer por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la entrega en condiciones que preserven la seguridad personal del extraditable.


    Es pacífica la doctrina del Tribunal en el sentido de que el proceso de extradición no reviste el carácter de un juicio criminal, por lo que no caben otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables (Cortada, Ramón s/ Extradición). Así, resulta claro que el juez de la extradición no debe merituar la prueba que fundamenta la imputación en el Estado requirente, tal como pretende la defensa. Esta parte coincide con la defensa respecto de la imposibilidad para el Estado argentino, en principio, de acceder al extrañamiento de quien haya sido juzgado en ausencia, pero este argumento no tiene relación alguna con el presente caso, pues el requerido aún reviste la calidad de imputado en el proceso extranjero. Respecto del supuesto peligro de que el extraditable sea sometido a tratos inhumanos a causa del estado de las cárceles en Paraguay, en el reciente fallo "Acosta González", se dijo que "debe tenerse en cuenta en estos casos, no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en este proceso en particular de la justicia del país requirente". Sin perjuicio de ello, si LA CORTE lo considera pertinente, puede disponer por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la entrega en condiciones que preserven la seguridad personal del extraditable y, además, que "el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto en este trámite de extradición" (Cortada, Ramón s/ Extradición).


    V., César s/ extradición


    V. 414, L. XLIV, 07 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Pedido de extradición. Imputado con grave estado de salud: suspensión de la entrega hasta su mejora. Decisión del P.E. de hacer o no lugar a la entrega.


    La Convención sobre extradición suscripta en la Séptima Conferencia Internacional Americana de Montevideo en diciembre de 1933 (ley 1.638) admite que los nacionales pueden ser juzgados por los tribunales de nuestro país. El artículo 2 establece que cuando el individuo fuese nacional del Estado requerido, por lo que respecta a su entrega, ésta podrá o no ser acordada según lo que determinen la legislación o las circunstancias del caso a juicio del Estado requerido. Si no entregara al individuo requerido, el Estado queda obligado a juzgarlo por el hecho que se le imputa. Corresponde al Poder Ejecutivo, decidir si hará lugar a la entrega. La obligación de garantizar el ejercicio de los derechos implica el deber de los Estados Partes de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.


    V. L., Aníbal s/ Pedido de extradición


    V. 416, L. XLIV, 29 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Excepciones. Delito Político. Supuestos de no Aplicación de la Regla. Delitos con Obligación Internacional de Extraditar


    Cuestionamiento de la legitimidad de normas del ordenamiento jurídico extranjero. Proceso de extradición: discusiones referentes a la identidad de la persona cuya entrega se solicita y el cumplimiento de los requisitos que contienen los tratados con las naciones requirentes o las leyes nacionales. Convención Interamericana Contra la Corrupción y Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal.


    El cuestionamiento de la legitimidad de normas del ordenamiento jurídico extranjero constituye una defensa de fondo que debe ser interpuesta en la causa que motiva la solicitud, para ser resuelta por la autoridad judicial extranjera. En efecto, el proceso de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues no envuelve en el sistema de la legislación nacional sobre la materia, el conocimiento del proceso de fondo y no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad de la persona cuya entrega se solicita y el cumplimiento de los requisitos que contienen los tratados con las naciones requirentes o las leyes nacionales. La afirmación relativa a que los hechos constituirían delitos políticos o conexos a ellos, mal puede prosperar si no se acompañan pruebas fehacientes que la apuntalen con aplicación a la concreta situación de la imputada, sin que puedan considerarse de igual forma meras conjeturas que no alcanzan para conmover la confianza que necesariamente depositan los estados contratantes en sus respectivos sistemas de gobierno y, particularmente, en que los tribunales del país requirente aplicaron y han de aplicar con justicia la ley de la tierra. Al respecto, el tratado bilateral prescribe que no se considerarán políticos aquellos delitos con relación a los cuales ambos Estados parte tienen la obligación, en virtud de algún acuerdo multilateral internacional, de extraditar a la persona reclamada; instrumentos entre los que expresamente menciona a la Convención Interamericana Contra la Corrupción. Y esta conclusión, también, es conteste con las disposiciones de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, en tanto allí se establece que no se considerarán políticos los delitos respecto de los cuales la República Argentina "hubiera asumido una obligación convencional internacional de extraditar o enjuiciar".


    L., María Teresa s/ Extradición


    L. 148, L. XLIV, 04 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos Reprimidos con Pena de Muerte


    Compromiso asumido respecto a que la pena de muerte no se impondrá, o de ser dictaminada, no será ejecutada.


    La Embajada Norteamericana establece en su nota verbal 222 que de acuerdo con los términos del artículo 6 del Tratado de Extradición entre los Estados Unidos de América y la República Argentina, el Gobierno de los Estados Unidos asegura al Gobierno de la República Argentina que la pena de muerte no se impondrá, o si se dictaminara no será ejecutada en este caso.


    S., Kurt Frederick s/ Extradición.


    S. 235, L. XLIV, 07 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Observancia del Debido Proceso


    Extradición pasiva. Posible afectación a la salud del imputado en caso de proceder la extradición. Incompatibilidad del juzgamiento por tribunales militares respecto de los estándares mínimos de respeto de los derechos humanos. Introducción tardía del agravio, que impidió el descargo por el país requirente: suspensión la decisión hasta que aquél se expida.


    Debe considerarse adecuada la solicitud de extradición activa, si se han adjuntado las copias de todas las normas penales de fondo y de forma, aplicables al caso, y se encuentra claramente descripto el tipo penal por el que fuera procesado el extraditable en el Estado requirente. Respecto del estado de salud del extraditable y la potencial afectación de ella en el caso de procederse a la extradición, en caso de realizarse un exhaustivo examen médico del extraditable que determine las condiciones, modalidad y ocasión propicia para hacer efectivo su traslado, de manera tal que no provoque un agravamiento de su estado de salud, no existiría obstáculo para proceder a la extradición. El traslado efectuado en el respeto de esas condiciones, no representaría de modo alguno un trato cruel, inhumano y degradante, incompatible con la dignidad humana. La jurisdicción militar chilena, a la que el imputado sería sometido en el caso de concederse la extradición, es incompatible con el orden jurídico internacional argentino, tal como se desprende no sólo de la jurisprudencia de la Corte, sino también de diversas resoluciones de órganos internacionales de protección de los derechos humanos. Dicha jurisdicción tal como es concebida en la legislación actual, resulta incompatible con principios de orden público protegidos por la Constitución Nacional y reconocidos por el derecho internacional de los derechos humanos que vincula a nuestro país, por lo que ello impediría que se conceda, sin más, la extradición requerida. Si el agravio referente a la intervención del tribunal castrense, fue planteado recién al momento de recurrir la resolución que concedió la extradición, impidiéndose así que el Estado requirente, tomando conocimiento de él, pudiera decidir la adopción de las medidas necesarias para corregirlo. Ello es sumamente relevante pues nada obstaría a la extradición solicitada si la República de Chile garantizara que el extraditable será sometido a un proceso jurisdiccional que le asegure el ejercicio de los derechos antes mencionados. Si así fuere, el encauzamiento de este trámite judicial permitiría favorecer la cooperación internacional en la lucha mundial contra la delincuencia, que es el criterio rector en materia de extradición, por lo que corresponde suspender la decisión sobre la procedencia o el rechazo de la extradición, a fin de que la República de Chile pueda ofrecer la garantía de que el extraditable será juzgado de conformidad con los principios del debido proceso, internacionalmente reconocidos.


    Pacheco Guarda, Edeb Robinson s/ Extradición.


    P. 258, L. XLIV, 10 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    No es necesaria la presencia permanente durante todo el proceso.


    Los precedentes del Tribunal no requieren que la presencia del encausado sea permanente durante todo el proceso, sino que haya podido ejercer acabadamente su defensa durante los lapsos en que sí se la requiere. Entender lo contrario llevaría a considerar violatorio de la defensa en juicio cualquier juicio criminal por la sola circunstancia de que el imputado no asista a todos sus actos y bastaría con que se ausente durante un tiempo (por muy breve que sea) para que éste resulte nulo: la validez del proceso quedaría entonces en manos del acusado.


    P., Sergio s/ Extradición


    P. 1014, L. XLIII, 18 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Pedido de Extradición


    Carácter de refugiado: rechazo del pedido de extradición.


    El Comité de Elegibilidad para Refugiados resolvió reconocer el carácter de refugiado a M. B. En consecuencia, en aplicación del principio de non refoulement, corresponde rechazar la extradición (artículo 33 de la Convención sobre el Estatuto de Refugiados, artículo 7 de la ley 26165 y, mutatis mutandi, artículo 20 de la ley 24767).


    B. M. s/ su pedido de extradición


    B. 868, L. XLII, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Certidumbre en la identidad de la persona requerida. Cómputo del tiempo de privación de la libertad durante el proceso de extradición. Aplicación del tratado bilateral. Inexistencia de tortura, trato cruel o doble pena por el mismo hecho. Resguardo de la integridad física del extraditable.


    El Tribunal tiene dicho que basta para admitir la extradición que los elementos de juicio incorporados a las actuaciones, en su conjunto, permitan arribar a un suficiente grado de certidumbre acerca de que quien fuera habido es la persona requerida. Respecto al cómputo del tiempo de privación de la libertad durante el proceso de extradición (requisito contemplado en el artículo 11.e de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal), no se encuentra previsto en el convenio y, como V. E. tiene dicho, ante la existencia de tratado bilateral, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento internacional e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre varias naciones. En este sentido, tal circunstancia tampoco constituiría una afectación que pueda considerársela como tortura o trato cruel. Esto es así, por tanto, el reclamo se origina en el marco de una detención preventiva admitida por el tratado aplicable, realizada en virtud de una orden de captura internacional vigente y reafirmada por la remisión en tiempo del pedido formal de extradición, emanado del órgano judicial competente del país requirente, y en un todo acorde con las formalidades reglamentadas en el acuerdo bilateral. En modo alguno, tampoco se le estaría imponiendo una doble pena por el mismo hecho. El trámite extraditorio, como la Corte ha establecido, no configura un juicio formal pues no envuelve el conocimiento del proceso de fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, en los hechos que dan lugar al reclamo. Esto sin perjuicio de que, como la Corte lo tiene establecido, razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento. Finalmente, basta para resguardar la integridad física del extraditable, que el Poder Ejecutivo provea los medios necesarios para que el traslado se efectúe resguardando su salud, y obtenga del Estado requirente las seguridades de que se continuará con los tratamientos médicos que hubiere menester.


    K., Hugo Alberto s/ extradición


    K. 43, L. XLIV, 16 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Cooperación internacional. Tribunales del país requirente: deben brindar las garantías suficientes para la entrega del extraditable. Condiciones carcelarias en el Estado requirente. Tiempo de detención en el país requerido: cómputo.


    La cooperación entre los sujetos internacionales encuentra sustento en la confianza que depositan los estados contratantes en sus respectivos sistemas de gobierno y, particularmente, en que los tribunales del país requirente aplicaron y han de aplicar con justicia la ley de la tierra. Respecto a la situación en que se encuentran los establecimientos carcelarios en el país requirente, cabe recordar que la Corte tiene dicho que en estos casos debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en este proceso en particular de la justicia del país requirente. Circunstancia que queda zanjada en el presente, toda vez que el juez requirente brindó las garantías suficientes para realizar la entrega del extraditable en condiciones que preserven su seguridad personal. Asimismo, la Corte tiene establecido que razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento.


    C. C., Cristian Ramón y otro s/ su pedido de extradición


    C. 4208, L. XLI, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Orden de arresto firmada por un juez con sustento en la declaración de culpabilidad dispuesta por un "Gran Jurado".


    Esta orden de arresto -como vimos, emitida por un juez- tiene como sustento la declaración de culpabilidad dispuesta por un "Gran Jurado". La defensa, por alguna razón, considera a esto como insuficiente. Sin embargo (y más allá de que su argumento tiene como premisa que no existe orden firmada por un juez; cuestión que, como se vio supra, no es así) para el ordenamiento jurídico norteamericano la intervención de este especial jurado es un garantía para los imputados prevista para los casos de gravedad. Previsión que en Norteamérica, es un derecho expresamente previsto en su Carta Fundamental: la Quinta Enmienda establece: "No person shall be held to answer for a capital, or otherwise infamous crime, unless on a presentment or indictment of a Grand Jury". De tal forma que esta modalidad implica una protección especial del debido proceso y la defensa en juicio, en atención a la pena que podría recaer. Por último, el alegato sobre la supuesta ausencia de pruebas también es impertinente. Tiene dicho el Tribunal que el procedimiento de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues él no envuelve en el sistema de legislación nacional sobre la materia, el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, en los hechos que dan lugar al reclamo. De allí que cuestiones vinculadas a la valoración de la prueba son ajenas a este proceso y deben ser planteadas ante los jueces naturales del Estado requirente. Considero -contrariamente a lo que opina la defensa- que el modo en que el Estado requirente se comprometió a no aplicar la pena de muerte, no sólo es plenamente válido y eficaz, sino que es la modalidad adecuada para asumir esta obligación según la práctica de las naciones. El documento glosado a fs. 215/216 no es -como se dice en el recurso- una traducción, sino la nota diplomática emitida por la Embajada de los Estados Unidos de Norteamérica en la Argentina. Este detalle no es menor porque precisamente esta forma documental -la nota verbal- tiene, en los usos diplomáticos la virtud de implicar una de las formas de expresión más corrientes dentro de las relaciones entre Estados; es el modo usual por el cual un representante diplomático se dirige a las autoridades del país donde ejerce sus funciones. Por ende, es la manifestación auténtica y oficial de la voluntad del Estado extranjero. Y si mediante este instrumento el Estado requirente se ha obligado formalmente a no aplicar la pena de muerte en el caso, ante este compromiso no puede invocar cuestiones de derecho o práctica interna para incumplirlo, so pena de incurrir en responsabilidad internacional. La defensa considera que la cadena perpetua es contraria al Pacto de San José de Costa Rica por cuanto, al impedir absolutamente la libertad condicional, atenta contra el fin resocializador que debe acompañar a la imposición de una pena. Por ello, dice, constituye un trato inhumano y degradante, contrario a los estándares fijados por el Tribunal en Fallos 329:2440. En primer lugar cabe señalar que al no preverse en el tratado limitaciones a la extradición nacidas de penas a perpetuidad, esta discusión se encuentra vedada, ya que significaría imponer al Estado del pedido, requisitos no incluidos en el acuerdo internacional, en afectación del principio pacta sunt servanda y de las reglas de interpretación de los artículos 26, 31 y 32 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. En segundo término y más allá de esta prohibición, no advierto que en la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos exista una norma expresa respecto de esa modalidad de sanción.


    Q., Hugo Ramón s/ extradición


    Q. 62, L. XLIII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Pedido de extradición. Situación concreta de la causa. Convención de los Derechos del Niño: interés superior del menor.


    La extradición y la entrega de la persona reclamada no serán denegadas en virtud de ser ésta nacional de la parte requerida. Debe tenerse en cuenta, no tanto las referencias genéricas a una situación determinada sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en el proceso en particular de la justicia del país requirente. La Convención de los Derechos del Niño, admite la separación de padres e hijos cuando sea resultado de una medida adoptada un Estado Parte, como la detención, el encarcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte, de uno de los padres del niño o de ambos. La pauta hermenéutica liminar del "interés superior del niño" no puede ser interpretada en el sentido que, sean utilizados para beneficiar a los adultos con quienes el niño mantiene algún vínculo familiar o afectivo. Es el Ministerio de Justicia quien decidirá sobre la petición presentada por un condenado para cumplir en territorio nacional una pena privativa de la libertad impuesta por un tribunal extranjero.


    S., Guillermo Javier s/ Arresto preventivo con fines de extradición


    S. 780, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al caso "Moshe Ben Ivgy s/ extradición".


    Remisión al caso M. 429; L. XLIII in re "Moshe Ben Ivgy s/ Extradición".


    A., Erez s/ Extradición


    A. 393, L. XLIII, 13 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Requisito de la doble subsunción: adecuación típica del hecho a nuestro ordenamiento. Juez de la extradición: debe constatar que se cumplan las condiciones legales para hacer lugar a la pretensión del Estado requirente.


    La Corte ha sentado el criterio de que el requisito de la doble subsunción no implica un análisis comparativo de los textos penales de ambos países, sino que la "identidad" implica realizar el ejercicio mental de suponer que el hecho ha sido cometido en nuestro país y verificar, así, si éste tiene adecuación típica en nuestro ordenamiento. Por ende, "los tribunales de nuestro país no se encuentran afectados por la calificación efectuada por el requirente o el nomen iuris del delito contenido en la solicitud de extradición", sino que "lo relevante es el examen de los hechos descriptos en la requisitoria y su documentación adjunta...". Y sabido es que el juez de la extradición no debe expedirse sobre la culpabilidad o inculpabilidad de la persona por los hechos que se la requiere, ni mucho menos ejercer una suerte de función revisora de los hechos de la condena sobre la que se asienta el pedido de extrañamiento, sino constatar si se cumplen en la especie las condiciones legales o convencionales para hacer lugar a la pretensión del Estado requirente. Más allá de que el art. 4 de la ley 24.767 establece la presunción de veracidad del contenido de la documentación remitida en forma por vía diplomática, por lo que no cabría discusión alguna acerca de los hechos que allí se exponen, sino únicamente en lo que respecta a su adecuación típica.


    C. R., Juan Cesar Augusto s/ Extradición


    C. 1189, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Resolución en el expediente "C. C., Cristian Ramón s/ su pedido de extradición".


    Resolución en el expediente "C. C., Cristian Ramón s/ su pedido de extradición".


    C. C., Cristian Ramón s/ extradición


    C. 1127, L. XLIV, 02 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Tratado de extradición con Uruguay. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. Fijación temporo-espacial de la conducta delictiva. Principio de la doble incriminación: coincidencia en la "sustancia de la infracción".


    Siendo un requisito convencional el que la conducta delictiva deba tener una fijación temporo-espacial, no puede entendérselo con una exactitud cifrada en un día, hora y domicilio específico, sino que es suficiente su ubicación en un lapso y en un lugar, atendiendo a las circunstancias particulares de cada caso. Tanto en el tratado bilateral, como en la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, la única consecuencia que acarrea la remisión tardía de la documentación, es la liberación de la persona requerida. El principio de la doble incriminación no exige identidad normativa entre los tipos penales en que los Estados parte subsumieron los hechos que motivaron el pedido, sino que lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal. Lo decisivo, en este sentido, es la coincidencia en la "sustancia de la infracción".


    Paz, Roxana Marisa s/ Extradición


    P. 773, L. XLIV, 19 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Ubicación de la conducta delictiva en un lapso y lugar. Requisito de la doble punibilidad: verificar si el delito (sustancia de la infracción) motivo del requerimiento tiene su correlato en nuestra legislación. Legislación punitiva vigente al tiempo del ingreso del pedido de extradición.


    No es requisito esencial que la conducta delictiva deba tener una fijación temporo-espacial delimitada en un día, hora y domicilio específico, sino que es suficiente su ubicación en un lapso y en un lugar, atendiendo a las circunstancias particulares de cada caso. Alcanza, pues, con precisar las circunstancias necesarias para que el requerido tenga certidumbre en cuanto a los hechos por los que se solicita su extrañamiento y respecto de los cuales habrá de ejercer su defensa en el proceso que se le sigue en el Estado requirente. Sabido es que el proceso de extradición no es un juicio en sentido estricto, puesto que su función no es expedirse sobre la culpabilidad o inculpabilidad de la persona por los hechos que se lo requiere, sino constatar si se cumplen en la especie las condiciones legales o convencionales para hacer lugar a la pretensión del Estado requirente de que la persona le sea entregada. En este marco, el requisito de la doble punibilidad tiene por objeto verificar si el delito motivo del requerimiento tiene su correlato en nuestra legislación; es decir, si en el supuesto de que los hechos hubieran ocurrido en jurisdicción nacional, nuestro orden jurídico hubiese procedido penalmente contra ese individuo. Ello es así porque resultaría irrazonable que el Estado argentino admita la persecución penal de una persona en condiciones que él no considera susceptibles de criminalizar. Si el Estado requerido no pretende probar la responsabilidad del extraditable sino si están dadas las condiciones para proceder a su entrega, necesariamente esta adecuación hipotética al ordenamiento interno deberá hacerse sobre la base de la legislación punitiva vigente al tiempo del ingreso del pedido de extradición. No rige aquí el principio de legalidad en su exigencia de lex praevia. Y ello es así puesto que, como tiene dicho el Tribunal, las normas de extradición, no son reglamentarias del artículo 18 de la Constitución Nacional sino de su artículo 14, en tanto no es la finalidad de estos procedimientos la determinación de la culpabilidad del sujeto requerido por el hecho por el que se lo solicita sino que importan excepciones a la libertad de entrar, permanecer y salir del país. Para juzgar su existencia los tribunales del país requerido no están afectados por la calificación o el nomen iuris del delito, sino que lo decisivo es la sustancia de la infracción; esto es, no se exige identidad normativa entre los tipos penales en que los Estados partes subsumieron los hechos que motivaron el pedido, sino que lo relevante es que las normas penales del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción.


    G., Daniel Gustavo s/ Detención preventiva con fines de extradición


    G. 122, L. XLIV, 08 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Nota Verbal. Formalidades. Requisitos Intrínsecos. Requerimiento de un Imputado


    Extradición pasiva. Pedido de extradición en razón de una medida cautelar. Aptitud de la nota verbal para comunicar la voluntad del Estado requirente. Calificación legal: previsión de la infracción en los ordenamientos jurídicos de los Estados intervinientes. Descripción adecuada de los hechos por los que se pide la extradición.


    La nota verbal es apta para comunicar la voluntad del Estado solicitante, atento lo previsto por el Convenio de extradición con la República de Italia (ley 23719), en cuanto establece que el pedido formal de extradición debe ser introducido por vía diplomática (artículo 12). De acuerdo al artículo 3.1.a de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas (aprobada por decreto ley 7672/63, ratificada por ley 16478), la misión diplomática permanente representa al Estado acreditante ante el Estado receptor, por lo que la comunicación diplomática inserta en una nota verbal emanada de esa misión extranjera, se adecua a las exigencias del convenio, y es por este medio apto que el Estado requirente solicita formalmente la extradición. Si la referencia a los hechos concretos en los que participara la imputada tiende únicamente a demostrar su condición de integrante de una asociación delictiva los textos penales argentino e italiano son análogos en tanto "más allá de sus diferencias" ambos coinciden en asignar especial relevancia típica al hecho de la integración de voluntades y coordinación de roles para realizar delitos de tráfico de estupefacientes. La configuración del principio de doble subsunción no exige identidad normativa entre los tipos penales en que las partes contratantes subsumieron los hechos, sino que lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal, y para esta constatación el juez de la extradición no está limitado por el nomen iuris del delito, ya que lo decisivo es la coincidencia en la "sustancia de la infracción". No se lesiona el deber de brindar certidumbre al requerido en cuanto al hecho por el que se solicita su extrañamiento y respecto del cual habrá de ejercer su defensa en el proceso que se le sigue en el Estado requirente, si en todas las oportunidades procesales válidas fue impuesto de la conducta que permite la calificación jurídica adecuada. En los casos en que se solicita la extradición de una persona razón de una medida de detención cautelar, no es indispensable garantizar que la persona requerida no hubiera sido condenada en ausencia, ya que esa seguridad corresponde en los casos en que se requiere la extradición para cumplir una condena.


    J. M., L. s/ extradición


    J. 46, L. XLIV, 16 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Extradición pasiva. Posible afectación a la garantía de juez natural: aplicación de los precedentes "Crousillat" e "Ivcher Bronstein". Requisitos del pedido de extradición: descripción de los hechos y doble subsunción legal.


    La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos debe servir de guía para la interpretación de los preceptos convencionales por lo que su consideración es ineludible en aquellos casos en que, está en juego alguna garantía contemplada en el Pacto de San José de Costa Rica. Si el requerido ya se encuentra detenido en la República del Perú, en razón de una extradición concedida anteriormente, y en el marco de aquélla, el Estado requirente ofreció la seguridad de que el imputado seria recluido en el Establecimiento Penitenciario para Procesados Primarios de Lima San Jorge, atendiendo a su expreso pedido, la alegada situación carcelaria constituye, en el caso, un dato superfluo ya que el extraditable goza de las condiciones de detención que él mismo consintió. De esta forma, cabe descartar cualquier temor a que el Estado requirente incumpla sus deberes de protección de los derechos del extraditable, ello dentro de la confianza que necesariamente depositan los Estados contratantes en que los tribunales del país requirente aplicaron y han de aplicar con justicia la ley de la tierra. En relación al conocimiento de las precisas circunstancias de los hechos, no es requisito esencial que la conducta delictiva deba tener una fijación temporo-espacial, delimitada en un día, hora y domicilio específico, sino que es suficiente su ubicación en un lapso y en un lugar, atendiendo a las circunstancias particulares de cada caso, de tal forma que el requerido tenga certidumbre en cuanto a los hechos por los que se solicita su extrañamiento y respecto de los cuales habrá de ejercer su defensa en el Estado requirente. Lo decisivo para la doble subsunción es la coincidencia en la "sustancia de la infracción", esto se cumple si ambas previsiones legales contemplan como acción típica la de comercializar estupefacientes.


    U. S., Luis Eduardo y/o G. S., Víctor s/ extradición


    U. 1, L. XLIV, 03 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Procedimiento Extraditorio. Proceso Judicial. Arresto Preventivo del Extraditable. Excarcelación


    Excarcelación en el marco de un juicio de extradición. Sentencia equiparable a definitiva. Imputado que fue condenado en el país requirente. Evaluación del peligro de fuga.


    Si la decisión impugnada confirma una resolución judicial que no constituye una derivación razonada de las normas vigentes, según las constancias de la causa, y el mismo tribunal ha aceptado en otros casos los recursos interpuestos sobre la base del mismo cuestionamiento, se ha afectado arbitrariamente el interés público representado por esta parte (art. 120 de la Constitución), consistente en promover la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad. Cuando en marco de un trámite extraditorio se requiere el traslado del extraditable para que cumpla una condena a dieciocho años de prisión por los delitos de tentativa de homicidio, falsificación y utilización de elementos falsificados, no parece que pueda dudarse de la gravedad de los delitos que se le reprochan, y si esto dio lugar a la imposición de una pena privativa de la libertad que, sumada a elementos fácticos que sostuvieran la presunción del peligro de fuga, en ningún caso puede permitirle a un juez de nuestro país que concediera la excarcelación durante el proceso. Además, si el imputado ha sido condenado, tampoco existe el problema de una lesión hipotética del principio de presunción de inocencia. Cuando el extraditable ya ha intentado eludir la acción de la justicia, fugándose del Estado requirente, y ha manifestado en este proceso su voluntad de no ser extraditado, evidentemente se da también el requisito del peligro de fuga y de la consecuente frustración de la justicia, por la que debe velar el Ministerio Público Fiscal. La resolución que concede la excarcelación al extraditable representa un apartamiento inequívoco de la solución prevista para el caso, por lo cual, en atención a la naturaleza del agravio que se invoca, o sea, la indebida aplicación del derecho, es equiparable a un pronunciamiento definitivo, por lo que habilita la instancia casatoria. Aun cuando el planteo efectuado remita a la interpretación de una norma de derecho común, ajena, por regla, a la instancia extraordinaria, tal principio admite excepción por vía de la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ella se tiende a resguardar la garantía del debido proceso. En los casos de trámites extraditorios, la resolución que concede la excarcelación del imputado, al poner en serio riesgo la posibilidad de que se cumpla con el traslado requerido, atenta contra el principio de colaboración entre los Estados, que es el criterio rector en este tipo de trámites. Corresponde equiparar a definitiva la resolución sobre la excarcelación del imputado cuando ella fue dictada con posterioridad a la decisión que concedió la extradición, pues puede traducir agravios de imposible reparación ulterior.


    A., Erez s/ Causa Nº 9197


    A. 840, L. XLIV, 19 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Rebeldía del Requerido


    Extradición pasiva solicitada por el Reino de Bélgica. Trámite judicial del pedido. Requisito de la doble subsunción legal. Prescripción de la acción. Lugar de residencia del requerido. Condena dictada con el imputado en rebeldía. Posibilidad de revisar la condena. Cómputo del tiempo de detención del requerido.


    La ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24767), prevé en el artículo 111, primer párrafo establece que será competente para conocer en un caso de extradición el juez federal con competencia penal que tenga jurisdicción territorial en el lugar de residencia de la persona requerida y que se encontrare en turno al momento de darse intervención judicial. Al hablar la ley de residencia pretende que se tenga por tal lo que el arto 89, Código Civil, define como domicilio real, es decir, lugar donde tiene establecido el asiento principal de residencia y de sus negocios. El procedimiento de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal pues no envuelve en el sistema de la legislación nacional sobre la materia, el conocimiento del proceso de fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, en los hechos que dan lugar al reclamo. Sostener que si la solución normativa extranjera es diferente a la nacional, ésta debe prevalecer sobre aquélla, implica tanto como descalificar gravemente un procedimiento extranjero, con potencial menoscabo de las buenas relaciones bilaterales con la otra parte contratante del tratado de extradición aplicable al caso, cuya finalidad quedaría frustrada por una interpretación de excesivo apego al rigor formal oriundo de la ley interna argentina. Según el sistema penal belga un acusado que ha sido debidamente citado a comparecer a juicio puede ser condenado en rebeldía, pero esta sentencia sólo se reputa como un "acto de persecución", hasta tanto no "se haya vuelto definitiva". Y para evitar que adquiera este carácter, basta con que el sentenciado se oponga a ella. La sentencia entonces no adquiere este carácter hasta tanto no se notifique fehacientemente y se resuelva la oposición. Razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas de derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición.


    P., Miroslav s/ extradición


    P. 529, L. XLIII, 27 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Jurisdicción y Competencia


    Competencia


    Competencia Federal. Excepcionalidad de la intervención del fuero federal en las provincias.


    La intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva


    D. L., Eduardo Néstor denuncia presunta infracción art.268, inciso 2° C.P.


    COMP. 248, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia 1293, L. XLIII "Benítez, Mónica Jorgelina s/ Inf. Art. 6.1.9. placas de dominio ley 451".


    F., Nahuel Adrián s/ Inf. art. 6.1.9, placas de dominio, ley 451


    COMP. 1440, L. XLIII, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Constancias insuficientes para discernir el tribunal competente.


    Las constancias agregadas al incidente de contienda negativa de competencia, resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa instruida por la presunta infracción a las leyes 11.723 y 22.362.


    C., Rolando D. s/ pta. infr. Ley 11.723 y 22.362


    COMP. 274, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Posterior desistimiento por parte de juzgado de instrucción. Fin de la contienda.


    P., Carlos Hugo s/ Estafa


    COMP. 1153, L. XLIII, 18 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a Competencia 1481, L. XLII "Tumminello, Gabriel Gustavo s/ Infracción ley 23.737"


    S., Jorge Martín y otros s/ Inf. art. 5º inc. c de la ley 23.737 y modif. ley 26.052 y 42 del C.P.


    COMP. 62, L. XLIV, 03 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 23.737. Lugar de los hechos.


    La competencia se determina atendiendo al lugar donde se consumó el delito.


    P., Roberto Adrián y B., Juan Carlos s/ Av. contrabando de estupefacientes


    COMP. 1448, L. XLIII, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de ser resuelta por tribunal superior de la causa.


    El presente conflicto de competencia, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimido por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    M., Alan Efrén s/ Pta. inf. art. 277 del C.P.


    COMP. 1446, L. XLIII, 18 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción a la ley 23.737".


    L., Cristian Romualdo s/ Causa nº 4124


    COMP. 1174, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 108 L. XLII "Stagliano, Damián s/ Infracción a la ley 23.737"


    S., Walter Guillermo y otros s/ Art. 5 inc. c) y 14 primer párr. ley 23.737


    COMP. 63, L. XLIV, 11 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 1157, L. XLIII "Méndez, Matías Alberto s/ Infracción a la ley 23.737".


    A., Alberto Alejandro s/ Pta. infracción ley 23.737


    COMP. 1146, L. XLIII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 1293, L. XLIII "Benítez, Mónica Jorgelina s/ inf. Art. 6.1.9. placas de dominio ley 451".


    S., Norma T. s/ Inf. art. 6.1.9., placas de dominio, ley 451


    COMP. 70, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 1293, L. XLIII "Benítez, Mónica Jorgelina s/ Infr. Art. 6.1. 9. placas de dominio ley 451".


    C. F. S.R.L. s/ Inf. art. 6.1.9, placas de dominio, Ley 451


    COMP. 68, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 1293, L. XLIII "Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6.1.9. placas de dominio ley 451".


    A., Diego L. s/ Infracción art. 6.1.9. placas de dominio ley 451


    COMP. 1438, L. XLIII, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 1293, L. XLIII "Benítez, Mónica Jorgelina s/ Infr. Art. 6.1.9. placas de dominio ley 451".


    I., Catalina A. s/ Inf. art. 6.1.9., placas de dominio, ley 451


    COMP. 69, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción a la ley 23.737".


    A., Omar Eduardo s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 1352, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción a la ley 23.737".


    N., Diego Ignacio s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 1172, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción a la ley 23.737".


    P., Hernán Sebastián s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 1173, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción a la ley 23.737".


    R., Walter Enrique s/ Pta. inf. ley 23.737


    COMP. 114, L. XLIV, 11 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 163 L. XLIII in re "Chávez, Rubén s/ infracción a la ley 23.737".


    D. G. P., Juan José s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 1353, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 163 L. XLIII in re "Chávez, Rubén si infracción a la ley 23.737".


    M., Luis Sebastián s/ Tenencia de estupefacientes


    COMP. 1356, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 20 L. LIV "Campusano, Juan Antonio s/ Infracción a la ley 23.737".


    M., Diego Armando s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 128, L. XLIV, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 20 L. XLIV "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    E., Raúl Alberto s/ Infracción ley 23.737


    COMP. 221, L. XLIV, 14 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 35, L. XLIV "Massio, Martín s/ Inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    C., Cristian s/ Inf. art. 149 bis amenazas


    COMP. 45, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a competencia 35, L. XLIV "Massio, Martín s/ inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    F., Arturo Patricio s/ inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP. 36, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 35, L. XLIV "Massio, Martín s/ Inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    K., Javier Gustavo s/ Inf. art 2, inc. b), de la ley 13.944 (incumplimiento de los deberes de asistencia familiar)


    COMP. 34, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 35, L. XLIV "Massio, Martín s/ inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    L., Rodolfo Enrique s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP. 42, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 35, L. XLIV "Massio, Martín s/ inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    M., Jorge Néstor s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP. 37, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 35, L. XLIV "Massio, Martín s/ inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    O. R., Adrián s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP. 43, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 35, L. XLIV "Massio, Martín s/ Inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    P., José s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP. 44, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 35, L. XLIV "Massio, Martín s/ Inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    P., Natalia s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP. 48, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 35, L. XLIV "Massio, Martín s/ inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    R., Maximiliano s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP. 38, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 35, L. XLIV "Massio, Martín s/ inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    S. Z., Sonia de las Mercedes s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP. 41, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 35, L. XLIV "Massio, Martín s/ inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    S., Miguel Ángel s/ Inf. art. 181 inc. 2. usurpación


    COMP. 46, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 35, L. XLIV "Massio, Martín s/ Inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    S., Pablino Rafael s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP. 39, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 611 L. XLIII "Constante, Ramón Ceferino s/ Infracción a la ley 23.737".


    M., Roberto Francisco y otro s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 181, L. XLIV, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 611 L. XLIII "Constante, Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737".


    R., Leonardo David s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 215, L. XLIV, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 660 L. XLII "Castro Juan Carlos s/ Infracción a la ley 23.737" 518 L. XLIII "Carriño, Agustino s/ Tentativa de robo e infracción a la ley 23.737".


    L., Daniel Oscar s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 14, L. XLIV, 03 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 723 L. XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ infr. la ley 23.737".


    C., Juan Mario y otro s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 182, L. XLIV, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 723 L. XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23.737"


    F., Jorge Eugenio s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 93, L. XLIV, 14 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 723 L. XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23.737", Competencia 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737" y 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la ley 23.737".


    C., Luis Albero y P., Fernando Gastón s/ Infracción ley 23.737


    COMP. 1110, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 723 L. XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ infracción a la ley 23.737".


    B., Fernando Gabriel s/ Comercialización de estupefacientes


    COMP. 167, L. XLIV, 14 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia 765 L. XLIII "Capurro, Claudia Martín s/ Infracción a la ley 23.737"


    Z., Sandra Patricia s/ Ley 23.737


    COMP. 1396, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 35, L. XLIV "Massio, Martín s/ inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    D., Leonor s/ inf. Art. 149 bis, amenazas, del Código Penal


    COMP. 40, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 35, L. XLIV in re "Massio, Martín s/ inf. art. 149 bis del C.P. Amenazas".


    V., José Avelino s/ inf. Art. 149 bis, amenazas, del Código Penal


    COMP. 47, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737 y 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la ley 23.737.


    S., Anastasia María Martha s/ Ley 23.737


    COMP. 143, L. XLIV, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737" y 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la ley 23.737".


    H., Blanca Alejandra y B., Néstor Domingo s/ Infracción ley 23.737


    COMP. 1400, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias 660 L. XLII "Castro, Juan Carlos s/ Infracción a la ley 23.737" y 518 L. XLIII "Carrifio, Agustino s/ Tentativa de robo y infracción a la ley 23.737".


    R., Orlando Andrés s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 1334, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias 660 L. XLII "Castro, Juan Carlos s/ Infracción a la ley 23.737" y 518 L. XLIII "Carriño, Agustino s/ Tentativa de robo y infracción a la ley 23.737"


    B., Sergio Tomás y otros s/ Infracción ley 23.737


    COMP. 1348, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a las Competencias 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737" y 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la ley 23.737".


    A., Diego Alejandro s/ Estupefacientes - comercialización


    COMP. 28, L. XLIV, 03 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a las Competencias 660 L. XLII "Castro Juan Carlos s/ Infracción a la ley 23.737" y 518 L. XLIII "Carriño, Agustino s/ Tentativa de robo y infracción a la ley 23.737".


    S., Sergio Daniel Andrés s/ Hallazgo de estupefacientes


    COMP. 1393, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia 108 L. XLII "Stagliano, Damián s/ Infracción a la ley 23.737"


    A. M., Carlos Francisco y otro s/ Art. 14 párrafo primero de la ley 23.737


    COMP. 57, L. XLIV, 03 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia 1157, L. XLIII "Méndez, Matías Alberto s/ Infracción a la ley 23.737".


    S., Jesús Segundo s/ Pta. infracción ley 23.737


    COMP. 3, L. XLIV, 03 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia 20, L. XLIV "Campusano, Juan Antonio s/ Infracción a la ley 23.737".


    E., Nelson Gastón s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 53, L. XLIV, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia 611 L. XVIII "Constante, Ramón Ceferino s/ infracción la ley 23.737".


    A., Juan Carlos y otro s/ Ley 23.737


    COMP. 213, L. XLIV, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia Nº 1038, L. XLIII, "Tecles, Jorge Eduardo s/ Infr. ley 11.723".


    Carbone, Rolando Diego s/ Denuncia


    COMP. 811, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia Nº 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362".


    Daniele, Juan Carlos s/ Inf. ley 11.723


    COMP. 965, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en las Competencias 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ infracción a la ley 23.737" y 303 L. XLII "Valaret, Maximiliano s/ infracción a la ley 23.737".


    L., Jorge Roberto y otros s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 144, L. XLIV, 07 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de correspondencia. Posible perjuicio al Estado Nacional. Competencia 1235; L. XLII, "Gómez, Marisa s/ Su denuncia".


    N., Ricardo Jorge s/ Denuncia


    COMP. 99, L. XLIV, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia de arma y supresión de la numeración. Innecesaria intervención de la Corte.


    No existe en el caso una cuestión de competencia que la Corte deba resolver de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    L., Dimas Darío y otro s/ Inf. art. 189 bis inc. 5° del C.P.


    COMP. 1311, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia Nº 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ infr. ley 11.723".


    Capellere, Maximiliano Raúl s/ Inf. a la ley 22.362


    COMP. 954, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia Nº 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ ley 11.723".


    Rodríguez, Soledad y otra s/ Av. ley 22.362 y 11.723


    COMP. 870, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: importancia de las declaraciones del denunciante y el imputado.


    El Tribunal tiene establecido que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    D., Graciela Herminia s/ den. defraudación


    COMP. 60, L. XLIV, 27 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión "Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6.1.9. placas de dominio ley 451".


    Remisión "Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6.1.9. placas de dominio ley 451".


    M., Vanesa Mónica s/ infracción art. 6.1.9., placas de dominio, ley 451


    COMP. 1437, L. XLIII, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión "Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6.1.9. placas de dominio ley 451".


    Remisión "Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6.1.9. placas de dominio ley 451".


    S., Rodolfo Vicente s/ inf. art. 6.1.9., Ley 451


    COMP. 6, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6. 1. 9. placas de dominio ley 451"


    Remisión a "Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6. 1. 9. placas de dominio ley 451"


    D., Cristian Diego s/ inf. art. 6.1.9. de la ley 451


    COMP. 1431, L. XLIII, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6.1. 9. placas de dominio ley 451".


    Remisión a "Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6.1. 9. placas de dominio ley 451".


    L., Eugenio Abraham s/ inf. art. 6.1.9., placas de dominio, Ley 451


    COMP. 1439, L. XLIII, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6.1.9. placas de dominio ley 451".


    Remisión a "Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6.1.9. placas de dominio ley 451".


    N.N. por art. 289 del C.P.


    COMP. 171, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    B., Sandro Gabriel s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 316, L. XLIV, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    L., Damián Rodrigo s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 135, L. XLIV, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    L., Hugo Andrés s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 753, L. XLIV, 24 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    M., Daniel s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 289, L. XLIV, 06 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    M., Luis s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 348, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    M., Maximiliano s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 360, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    P., Francisco s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 370, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    P., Pablo Cesar H. s/ Inf. a la ley 23.737.


    COMP. 709, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    R., Claudio Roberto s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 137, L. XLIV, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    S., Darío Alberto s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 331, L. XLIV, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Nogoyá-Entre Ríos s/ Hallazgo de material de estupefacientes


    COMP. 312, L. XLIV, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Chávez, Rubén s/ Infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Chávez, Rubén s/ Infracción a la ley 23.737".


    V., Walter s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 336, L. XLIV, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Comisaría Primera de Berazategui s/ denuncia" (Comp. 178 L. XLIV).


    Remisión a "Comisaría Primera de Berazategui s/ denuncia" (Comp. 178 L. XLIV).


    N.N. o P. s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 180, L. XLIV, 16 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Constante, Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Constante, Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737".


    O., Gustavo Darío y otros s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 830, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Dellepiane, Marta y Lazzati Eduardo s/ Artículo 109 del C.P.".


    Remisión a "Dellepiane, Marta y Lazzati Eduardo s/ Artículo 109 del C.P.".


    M., Elena s/ Calumnias e injurias


    COMP. 300, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Echevarría, Sandra P. s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Echevarría, Sandra P. s/ infracción a la ley 23.737".


    R., Luciano s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 867, L. XLIV, 27 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo".


    N., Fernando s/ inf. Art. 170 del C.P.


    COMP. 64, L. XLIV, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    N.N. (Fiat Siena dominio EGV-696) s/ Art. 289 del C.P.


    COMP. 526, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    N.N. s/ Art. 289 del C.P.


    COMP. 523, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    N.N. s/ Art. 289 inc. 3 C.P.


    COMP. 524, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    N.N. s/ Art. 289 inc. 3° C.P.


    COMP. 536, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    N.N. s/ Art. 289 inc. 3° C.P.


    COMP. 537, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    N.N. s/ Art. 289 inc. 3° C.P.


    COMP. 538, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    N.N. s/ Art. 289 inc. 3° C.P.


    COMP. 534, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    N.N. s/ Art. 289 inc. 3° C.P. Peugeot 504 B.


    COMP. 533, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    N.N. s/ Art. 289 inc. 3° C.P.R-19. D.


    COMP. 535, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    Remisión a "Franco, Eduardo Alberto s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal".


    N.N. s/ Falsif. Alterac. o supresión de número registro


    COMP. 525, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Moyano, Carlos s/ Robo calificado por el uso de armas".


    Remisión a "Moyano, Carlos s/ Robo calificado por el uso de armas".


    G., Diego Marcelo s/ Robo calificado por uso de armas


    COMP. 270, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Salazar, Silvia s/ infracción a la ley 23.737" y "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la ley 23.737".


    R., Roxana s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 367, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Salazar, Silvia s/ infracción a la ley 23.737" y "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a: - "Salazar, Silvia s/ infracción a la ley 23.737"; - "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la ley 23.737".


    C., Lucio y otros s/ Comercialización de estupefacientes


    COMP. 310, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Salazar, Silvia s/ infracción a la ley 23.737", "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la ley 23.737", "Constante, Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737.


    Remisión a: - "Salazar, Silvia s/ infracción a la ley 23.737"; - "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la ley 23.737"; - "Constante, Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737.


    M., Susana s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 328, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Silva, Silvia Lorena s/ Denuncia".


    Remisión a "Silva, Silvia Lorena s/ Denuncia".


    M., Natalia Magali s/ dcia. impedimento de contacto


    COMP. 752, L. XLIV, 22 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Trotter S.A. y otros sobre defraudación por desbaratamiento".


    Remisión a "Trotter S.A. y otros sobre defraudación por desbaratamiento".


    N., Jorge Romano s/ denuncia


    COMP. 699, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Yánez, Mónica s/ injurias" y Fallos: 327:4679.


    Remisión a "Yánez, Mónica s/ injurias" y Fallos: 327:4679.


    D. M. V., Matheus y otro s/ Av. pta. infr. ley 23.592


    COMP. 458, L. XLIV, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a competencia 826, L. XL, in re "Yánez, Mónica s/ injurias" y fallos: 327:4679.


    Remisión a: - Competencia 826, L. XL, in re "Yánez, Mónica s/ injurias"; - Fallos: 327:4679.


    Q. S., María Isabel s/ dcia. amenazas


    COMP. 341, L. XLIV, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 327: 3072.


    Remisión a Fallos 327: 3072.


    P., José Manuel s/ estafa


    COMP. 67, L. XLIV, 06 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 319: 2389 y "Fernández, Jorge Gustavo s/ Arts. 55 -142 bis, párrafo II inc. 6-, 150 y 166".


    Remisión a Fallos: 319: 2389 y "Fernández, Jorge Gustavo s/ Arts. 55 -142 bis, párrafo II inc. 6-, 150 y 166".


    D. P., Juan Manuel s/ Art. 142 bis C.P.


    COMP. 74, L. XLIV, 11 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 319: 2389 y a la Competencia 112, L. XLIII, in re, "Fernández, Jorge Gustavo s/ Arts. 55 -142 bis, párrafo II inc. 6-, 150 y 166".


    Remisión a Fallos: 319: 2389 y a la Competencia 112, L. XLIII, in re, "Fernández, Jorge Gustavo s/ Arts. 55 -142 bis, párrafo II inc. 6-, 150 y 166".


    K., Víctor s/ privación ilegal de la libertad


    COMP. 23, L. XLIV, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 326: 1580 y 328:315.


    Remisión a Fallos: 326: 1580 y 328:315.


    L., Juan C. s/ dcia.


    COMP. 71, L. XLIV, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 326: 1580 y 328:315.


    Remisión a Fallos: 326: 1580 y 328:315.


    M., Sandra Azucena s/ tent. de estafa


    COMP. 810, L. XLIV, 24 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 326:1580 y 328:315.


    R., Rubén s/ denuncia


    COMP. 1275, L. XLIII, 27 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 326:1580 y 328:315.


    Remisión a Fallos: 326:1580 y 328:315.


    G., Abundio s/ defr. en tent.


    COMP. 83, L. XLIV, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 328: 2927.


    Remisión a Fallos: 328: 2927.


    G., José Antonio s/ estafa


    COMP. 1421, L. XLIII, 21 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 328:3963.


    Remisión a Fallos: 328:3963.


    R. D. S., Salvador s/ secuestro extorsivo


    COMP. 491, L. XLIV, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 328:4216.


    Remisión a Fallos: 328:4216.


    D., Francisco Agustín s/ denuncia extorsión


    COMP. 343, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 329:2130.


    S., Miriam s/ pta. infr. art. 168 del C.P.


    COMP. 467, L. XLIV, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa "Almada, Emanuel Adrián y otros s/ infr. art. 167, inc. 2, y art. 170 del C.P.".


    Remisión a la causa "Almada, Emanuel Adrián y otros s/ infr. art. 167, inc. 2, y art. 170 del C.P.".


    C., Gustavo Daniel y otros s/ secuestro extorsivo


    COMP. 463, L. XLIV, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa "Álvarez, Graciela s/ infr. ley 22.362".


    Remisión a la causa "Álvarez, Graciela s/ infr. ley 22.362".


    D., Walter A. y otros s/ infr. ley 11.723


    COMP. 214, L. XLIV, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa "López, Santiago Alberto s/ delito de acción pública".


    Remisión a la causa "López, Santiago Alberto s/ delito de acción pública".


    Droguería del S. y Farmacia J. s/ defraudación


    COMP. 546, L. XLIV, 19 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa "Ministerio de Salud de la Nación s/ defraudación".


    Remisión a la causa "Ministerio de Salud de la Nación s/ defraudación".


    Fiscal s/ Denuncia de defraudación


    COMP. 824, L. XLIV, 22 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362".


    Remisión a la causa "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362".


    F., Carlos A. s/ infr. Ley 11.723


    COMP. 1420, L. XLIII, 21 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362".


    Remisión a la causa "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362".


    F., José Luis y otros s/ infr. ley 11.723


    COMP. 440, L. XLIV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ ley 11.723".


    Remisión a la causa "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ ley 11.723".


    C., Rolando D. s/ infr. leyes 11.723 y 22.362


    COMP. 261, L. XLIV, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 1088, L. XLIII, in re "Bernasconi, Jorge s/ pta. infr. art. 170 C.P.".


    Remisión a la Competencia 1088, L. XLIII, in re "Bernasconi, Jorge s/ pta. infr. art. 170 C.P.".


    M. B., Margarita s/ dcia. Estafa


    COMP. 1415, L. XLIII, 19 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 1150, L. XLIII, in re "Giannone, Amadeo s/ estafa".


    Remisión a la Competencia 1150, L. XLIII, in re "Giannone, Amadeo s/ estafa".


    G., Amadeo s/ estafa


    COMP. 273, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 1249, L. XLI, in re "López, Santiago A. s/ delito de acción pública".


    Remisión a la Competencia 1249, L. XLI, in re "López, Santiago A. s/ delito de acción pública".


    N.N. s/ defraudación


    COMP. 151, L. XLIV, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 142, L. XLII, in re "Fernández, Sergio Horacio s/ estafa".


    Remisión a la Competencia 142, L. XLII, in re "Fernández, Sergio Horacio s/ estafa".


    N.N. s/ estafa


    COMP. 94, L. XLIV, 06 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 1445, L. XLII, in re "Fernández, Julio y otros s/ estafa en grado de tentativa".


    Remisión a la Competencia 1445, L. XLII, in re "Fernández, Julio y otros s/ estafa en grado de tentativa".


    G., Pablo s/ denuncia


    COMP. 897, L. XLIII, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 1594, L. XLI, in re "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo" (Fallos: 329:4201).


    Remisión a la Competencia 1594, L. XLI, in re "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo" (Fallos: 329:420 1).


    H., Leonardo Ezequiel y otros s/ Art. 170 del Código Penal


    COMP. 320, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 1594, L. XLI, in re "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo" (Fallos: 329:4201).


    Remisión a la Competencia 1594, L. XLI, in re "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo" (Fallos: 329:420 1).


    L., Andrés Lorenzo s/ secuestro extorsivo


    COMP. 216, L. XLIV, 04 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 1594, L. XLI, in re "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo" (Fallos: 329:4201).


    Remisión a la Competencia 1594, L. XLI, in re "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo" (Fallos: 329:4201).


    G., Brian Alberto y otros s/ Art. 170 del Código Penal


    COMP. 319, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 1594, L. XLI, in re "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo" (Fallos: 329:4201).


    R., Rogelio Ramón s/ denuncia


    COMP. 488, L. XLIV, 23 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 20 L. XLIV in re "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    R., Agustín Darío s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 1009, L. XLIV, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 20 L. XLIV in re "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    S., Amílcar s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 1010, L. XLIV, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 200, L. XLIII, in re "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362".


    Remisión a la Competencia 200, L. XLIII, in re "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362".


    O., Carlos B. s/ infr. Ley 22.362


    COMP. 33, L. XLIV, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la competencia 22, L. XLI, "N.N. s/ estafa Dte. López, Santiago".


    Remisión a la competencia 22, L. XLI, "N.N. s/ estafa Dte. López, Santiago".


    N.N. s/ inf. Art. 173 inc. 15 del C.P


    COMP. 12, L. XLIV, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 472, L. XLII in re "Almada, Emanuel Adrián y otros s/ infr. art. 167, inc. 2 y art. 170 del C.P."


    Remisión a la Competencia 472, L. XLII in re "Almada, Emanuel Adrián y otros s/ infr. art. 167, inc. 2 y art. 170 del C.P."


    G., Gustavo s/ secuestro extorsivo


    COMP. 129, L. XLIV, 19 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 472, L. XLII in re "Almada, Emanuel Adrián y otros s/ infr. art. 167, inc. 2 y art. 170 del C.P."


    Remisión a la Competencia 472, L. XLII in re "Almada, Emanuel Adrián y otros s/ infr. art. 167, inc. 2 y art. 170 del C.P."


    G. G., Yesica s/ secuestro extorsivo


    COMP. 124, L. XLIV, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 665, L. XLIII in re "Romero, Carlos Darío s/ Infracción a la ley 23.373".


    S., Héctor Fabián s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 951, L. XLIV, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 723 L. XLII in re "Antinori, Daniel Oscar s/ infracción a la ley 23.737".


    G., Néstor s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 972, L. XLIV, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 88, L. XLIII, in re "Dabian s/ denuncia extravío de cheque".


    Remisión a la Competencia 88, L. XLIII, in re "Dabian s/ denuncia extravío de cheque".


    J., Daniel s/ denuncia


    COMP. 52, L. XLIV, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 963, L. XLI, in re "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ ley 11.723".


    Remisión a la Competencia 963, L. XLI, in re "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ ley 11.723".


    L. A., Matías s/ infr. ley 11.723


    COMP. 9, L. XLIV, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 963, L. XLI, in re "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ ley 11.723".


    Remisión a la Competencia 963, L. XLI, in re "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ ley 11.723".


    P., Eugenia s/ infr. Ley 11.723


    COMP. 32, L. XLIV, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia 968, L. XLI, in re "Brandan, Fabián s/ lesiones leves".


    Remisión a la Competencia 968, L. XLI, in re "Brandan, Fabián s/ lesiones leves".


    O., Daniel s/ Amenazas


    COMP. 1270, L. XLIII, 19 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 1380, L. XLI, in re "Álvarez, Graciela s/ infr. ley 22.362".


    D. V., Fernando S. s/ Av. Infr. Ley 22.362


    COMP. 21, L. XLIV, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 1427, L. XL, in re "Unidad Nº 3 del Servicio Penitenciario Federal s/ Apremios ilegales".


    L., José María s/ denuncia


    COMP. 481, L. XLIV, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 159 L. XLIII in re "Juárez, Rosa Stella Maris s/ tenencia de estupefacientes".


    L. A., Martha s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 917, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 1594, L, XLI, in re "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo".


    S. Z., Sergio s/ secuestro extorsivo


    COMP. 126, L. XLIV, 19 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 1594, L. XLI, in re "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo" (Fallos: 329:4201).


    V., Juan Alberto y otros s/ secuestro extorsivo, robo agravado por el uso de armas, abuso sexual reiterado y abuso sexual con acceso carnal


    COMP. 913, L. XLIV, 21 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 20 L. XLIV in re "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    B., Gonzalo Javier s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 928, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 20 L. XLIV in re "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    B., Yanina s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 931, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 20 L. XLIV in re "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    G., Dante Rogelio s/ Denuncia


    COMP. 903, L. XLIV, 12 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 20 L. XLIV in re "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    M., Manuel s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 906, L. XLIV, 12 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 20 L. XLIV in re "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    M., Oscar Emilio s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 929, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 20 L. XLIV in re "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    O., Luis María s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 932, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 20 L. XLIV in re "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    R., Francisco Julián s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 927, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 20 L. XLIV in re "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    R., Juan s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 926, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 20 L. XLIV in re "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    V., Juan Pablo y otros s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 930, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 200, L. XLIII, in re "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362".


    S., Carlos O. s/ inf. Ley 11.723


    COMP. 883, L. XLIV, 18 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 472, L. XLII, in re "Almada, Emanuel Adrián y otros s/ infr. art. 167, inc. 2, y art. 170 del C.P.".


    S., Emilio y otros s/ secuestro extorsivo


    COMP. 1444, L. XLIII, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia nº 723 L. XLII in re "Antinori, Daniel Oscar s/ infracción a la ley 23.737".


    R., Jorge s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 744, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 739, L. XLI, in re "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ privación ilegítima libertad".


    S., Juan Antonio s/ Coacción


    COMP. 1219, L. XLIII, 21 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 750, L. XLIV, in re "Stelmak, Giuliano s/ denuncia de interrupción en vías de comunicación".


    C. E. y de S. P. Ltda. s/ denuncia


    COMP. 921, L. XLIV, 27 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 963, L. XLI, in re "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ infr. ley 11.723".


    Video Club de la calle I. s/ Av. Infr. Leyes 11.723 y 22.362


    COMP. 1414, L. XLIII, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 963, L. XLI, in re "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ ley 11.723".


    V. S., Juan s/ infr. Ley 11.723


    COMP. 217, L. XLIV, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la Competencia Nº 979, L. XLIII, in re "Meriondo, Alberto s/ denuncia".


    B., Gustavo Luis s/ denuncia


    COMP. 371, L. XLIV, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la doctrina de Fallos: 315:2570; 326:1580 y 328:315.


    B., Luis A. s/ estafa en tentativa


    COMP. 924, L. XLIV, 24 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a las Competencias 1133, L. XLIII, in re "M. S. A. s/ infr. art. 302 del C. P.", y 960, L. XLIII, in re "S., Omar s/ infr. art. 302 del C. P.".


    Remisión a las Competencias 1133, L. XLIII, in re "M. S. A. s/ infr. art. 302 del C. P.", y 960, L. XLIII, in re "S., Omar s/ infr. art. 302 del C. P.".


    M. S. A. - S., Omar s/ infr. Art. 302 del C. P.


    COMP. 399, L. XLIV, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a las Competencias 1380, L. XLI, in re "Álvarez, Graciela s/ infr. ley 22.362"; y 200, L. XLIII, in re "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362".


    Remisión a las Competencias 1380, L. XLI, in re "Álvarez, Graciela s/ infr. ley 22.362"; y 200, L. XLIII, in re "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362".


    L., Alejandra s/ infr. leyes 22.362 y 11.723


    COMP. 333, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al criterio expuesto por la CSJN en la Competencia 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ infracción a la ley 23.737".


    C., Claure s/ infracción a la ley 23.737


    COMP. 372, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia incorrectamente trabada. Remisión a Fallos: 329:2130.


    S., Rafael s/ Extorsión


    COMP. 708, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Infracción a la ley de residuos peligrosos. Justicia local.


    Toda vez que de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1 de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    R. S.R.L. s/ Infr. Ley 24.051


    COMP. 651, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. 684, XLIV, “Álvarez Berro, Alejandro s/ Denuncia lesiones”.


    G., Damián Raúl s/ Homicidio agravado


    COMP. 672, L. XLIV, 16 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en Fallos: 330:215.


    C., Alexis s/ Su denuncia


    COMP. 739, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en la causa Comp. 200, XLIII, “Sosa, José Eduardo s/ Infr. ley 22.362”.


    L. S., Jorge A y otro s/ Inf. leyes 11.723 y 22.362


    COMP. 700, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1594, XLI, “Escobar, Jorge Ezequiel s/ Su secuestro extorsivo”.


    M., Cristian Gabriel s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 741, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1594, XLI, “Escobar, Jorge Ezequiel s/ Su secuestro extorsivo”.


    N., Belén Rocío y G., Rubén Néstor s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 631, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 200, XLIII, “Sosa, José Eduardo s/ Infracción ley 22.362”.


    G. C., Antonio s/ Inf. Leyes 11.723 y 22.362


    COMP. 304, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 398, XLII, “Conte, Gabriel s/ Presunta infracción a la ley 23.737”, y Comp. 429, XLIII, “Oviedo, Mario Sebastián s/ Infracción a la ley 23.737”.


    Averiguación presunta infracción a la ley 23.737


    COMP. 607, L. XLIV, 05 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 963, XLI, “Vidal Torres, Samuel Enrique s/ ley 11.723”.


    B., Rolando s/ Inf. Ley 11.723


    COMP. 389, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento público y amenazas extorsivas. Hechos escindibles. Corresponde su investigación por separado.


    La Corte tiene dicho que las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la -distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales. En concordancia con ese principio, y toda vez que el magistrado provincial no cuestiona su competencia material sobre el hecho motivo de conflicto, sino que alega vinculación entre éste y el que investiga la justicia federal, circunstancia que fue descartada a partir de los dichos de la denunciante, corresponde al Juzgado de Garantías provincial entender en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    V., Beatriz s/ Denuncia pta. inf. art. 292 del C.P.


    COMP. 580, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Uso de documento de identidad ajeno. Ley 17.671. Inscripción de una sociedad anónima en IGJ. Corresponde a la justicia federal.


    Es doctrina de la Corte, que el delito de uso y/o falsificación de documentos nacionales de identidad ajenos -artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias- es de exclusiva competencia del fuero de excepción. Sentado ello y toda vez que de los elementos incorporados al legajo surgiría que el DNI del denunciante habría sido utilizado originariamente para inscribirlo como director de una sociedad anónima ante la Inspección General de Justicia, en esta ciudad, donde, además, tendría domicilio social y fiscal la firma, corresponde a la justicia federal de esta jurisdicción continuar con el trámite de las actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    P., Gustavo Ramón s/ Denuncia pta. estafa


    COMP. 156, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en la causa Comp. 734, XLIII, “González, Narda s/ Suicidio en tentativa”.


    V. Saúl s/ suicidio


    COMP. 640, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contiendas de competencia


    Afectación del patrimonio de un ente autárquico.


    Habida cuenta que el magistrado federal no cuestiona su competencia sobre los hechos, y toda vez que es doctrina del Tribunal que el régimen de la preclusión es ajeno, como principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, corresponde al Juzgado Federal entender en las presentes actuaciones.


    G. S., Mireya s/ estafa en concurso real con falsa denuncia


    COMP. 59, L. XLIV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia de conflicto que la Corte deba resolver en los términos del art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58.


    Q., Jorge C. s/ Su denuncia


    COMP. 177, L. XLIV, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    
      Ausencia de afectación a la seguridad nacional.

      

    


    La investigación practicada en la causa permite descartar la posibilidad de que resulte afectada la seguridad de la Nación o de alguna de sus instituciones. Sobre la base de esa tesitura, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, para seguir entendiendo en estas actuaciones.


    M., Juan Pablo s/ inf. art. 149 ter del C.P.


    COMP. 550, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia local. Ausencia de infracción a la Ley 22.362 (Ley de Marcas).


    De las constancias agregadas al incidente no surge una infracción a las disposiciones penales previstas en la ley 22.362. Ello así pues, los discos compactos no presentarían el nombre de sello discográfico alguno en sus portadas, sino que se entregarían en un sobre en blanco, y no se comprobó además, dicha circunstancia de las tareas de inteligencia que se efectuaran. En consecuencia, corresponde a la justicia local continuar con el trámite del expediente en lo relativo a la posible infracción a la ley 11.723.


    Averiguación de ilícito s/ inf. a la ley 11.723


    COMP. 439, L. XLIV, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la Justicia local. Ausencia de supuestos de excepción.


    Toda vez que de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte hasta el presente, la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


    Laboratorio R. s/ pta. Infr. ley 24.051


    COMP. 432, L. XLIV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la Justicia local: Ausencia de los supuestos de excepción.


    Toda vez que de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte hasta el presente, la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


    G., Roberto O. s/ Av. dcia. infr. ley 24.051


    COMP. 374, L. XLIV, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juez nacional: Lugar de entrega de los títulos.


    Corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparece como posible de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    M., Juan Pablo s/ denuncia


    COMP. 315, L. XLIV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del Magistrado local. Ausencia de afectación a la seguridad del predio carcelario.


    No resultan aplicables las disposiciones del artículo 33, inciso 1º, del Código Procesal de la Nación, que contemplan los delitos que obstruyen o corrompen el buen servicio de los empleados nacionales atento que, hasta el momento, no se ha logrado vislumbrar que ese hecho hubiese afectado el normal funcionamiento de esa institución o de sus empleados.


    Francisco M. s/ denuncia


    COMP. 427, L. XLIV, 24 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del magistrado provincial. Domicilio del banco girado.


    Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452, toda vez que el magistrado provincial no cuestiona que el domicilio del banco girado se encontraría ubicado en la localidad bonaerense de San Miguel, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en la causa.


    G., Guillermo y otros s/ infr. art. 302 del C.P.


    COMP. 305, L. XLIV, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del magistrado provincial: amenazas realizadas en territorio en el que reside el imputado.


    Toda vez que surge de las actuaciones que tanto las amenazas telefónicas como aquellas realizadas en forma personal, fueron proferidas en jurisdicción provincial, y que además allí residiría el imputado, corresponde continuar con el trámite del expediente al magistrado provincial.


    M., Roberto Daniel s/ Amenazas


    COMP. 163, L. XLIV, 24 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del magistrado provincial: investigación insuficiente.


    El presente conflicto no está precedido de la investigación suficiente como para que la Corte Suprema de Justicia de la Nación pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, toda vez que no se realizó ninguna medida instructoria tendiente a corroborar la denuncia, por lo que, solamente con los dichos del denunciante, no alcanza para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo. Es el juzgado local, que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    A. Diego Ariel s/ ley 11.723


    COMP. 275, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Concurso de Delito: Supresión de estado civil y Falsificación de documento público.


    El delito de supresión de estado civil concurre idealmente con la falsificación del acta de nacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de la persona, por lo que deberán ser investigados por la justicia federal habida cuenta del carácter nacional del último documento.


    Fiscalía Gral. s/ investigación (IPF 15766/7)


    COMP. 451, L. XLIV, 01 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Posterior desistimiento por parte de juzgado de instrucción. Fin de la contienda.


    P., Carlos Hugo s/ Estafa


    COMP. 1347, L. XLIII, 18 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Entrega de dinero proveniente de un subsidio: transferencia del dominio sobre él.


    La entrega de una suma de dinero proveniente de un subsidio implica la transferencia del dominio sobre ella. La existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si no se identifica con el resultado directo de una acción típica.


    Pigliapoco, Víctor José s/ Denuncia


    COMP. 839, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 23.737. Inexistencia de perjuicio a la Nación. Competencia local.


    La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, y está circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes, las cuales son de interpretación restrictiva. No se presenta ninguno de esos supuestos si de los elementos incorporados al incidente no puede afirmarse la existencia de algún delito contra la administración de justicia nacional.


    M., Zoraida s/ Av. inf. Ley 23.737


    COMP. 247, L. XLIV, 08 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 323:2074, y Competencia 1235 L. XLII "Gómez, Marisa s/ su denuncia".


    M., Carlos s/ Robo calificado por uso de armas


    COMP. 271, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia 1594, L. XLI, "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo".


    C., Cristian Alberto s/ inf. art. 170 del C.P.


    COMP. 361, L. XLIV, 27 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia 163 L. XLIII "Chavez, Rubén s/ infracción a la ley 23.737".


    S. C., Ítalo s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 476, L. XLIV, 26 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia 1293, L. XLIII "Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6.1.9 placas de dominio Ley 451".


    Microomnibus Norte S.A. y otros s/ Art. 289 inc. 3° del C.P.


    COMP. 207, L. XLIV, 11 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia 1293 L.XLIII "Benítez, Mónica Jorgelina s/ Infr. Art. 6.1.9 placas de dominio Ley 451".


    R., Miguel Ángel s/ Inf. Art. 6.1.9


    COMP. 326, L. XLIV, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia 1293, L. XLIII "Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6.1.9. placas de dominio ley 451".


    R., Aldo Marcelo s/ Infracción Art. 6.1.9 Ley 451


    COMP. 449, L. XLIV, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia 1293, L.XLIII “Benítez, Mónica Jorgelina s/ infr. Art. 6.1.9 placas de dominio ley 451”.


    D. S., Adolfo Daniel s/ Inf. Art. 289 del C.P.


    COMP. 265, L. XLIV, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia 130 L.XLII "Echevarría, Sandra P. s/ infracción a la ley 23.737".


    C., Miguel Francisco s/ Infracción a la ley 23.737.


    COMP. 501, L. XLIV, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia 159 L. XLIII "Juárez, Rosa Stella Maris s/ tenencia de estupefacientes".


    G. C., Damián Antonio s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 435, L. XLIV, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia 159 L.XLIII "Juárez, Rosa Stella Maris s/ tenencia de estupefacientes".


    M., Lucas Leonel y J., Hernán s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 590, L. XLIV, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia 611 L XLIII "Constante, Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737" y a la competencia 163 L.XLIII "Chávez, Rubén s/ infracción a la ley 23.737".


    S., Carmen Evelina s/ Suministro gratuito de estupefacientes


    COMP. 479, L. XLIV, 26 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia 611 L. XLIII "Constante, Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737" y en la competencia 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ infracción a la ley 23.737"


    Á., Lidia Raquel s/ Suministro de estupefacientes en grado de tentativa


    COMP. 478, L. XLIV, 26 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia 611 L. XLIII "Constante, Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737".


    G., Jorge Nazareno y otros s/ Tráfico de estupefacientes


    COMP. 482, L. XLIV, 07 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia 611 L. XLIII "Constante, Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737".


    C., Ramón y otros s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 185, L. XLIV, 22 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia 665. L. XLIII 'Romero, Carlos Darío s/ infracción a la ley 23.373".


    P., Estrella Beatriz s/ Tráfico de estupefacientes


    COMP. 373, L. XLIV, 12 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia 723 L.XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ infracción a la ley 23.737".


    M., Juan Pablo s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 443, L. XLIV, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a las competencias 723 L. XLII "Antinori. Daniel Oscar s/ infracción a la ley 23.737", y 611 L. XLIII "Constante, Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737".


    L., Norma s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 502, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a las Competencias 164 L.XLII "Salazar, Silvia s/ infracción a la ley 23.737" y 303 L.XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a ley 23.737".


    C., Eduardo Raúl s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 437, L. XLIV, 12 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a las Competencias 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ infracción a la ley 23.737" y 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la ley 23.737".


    L., César Oscar y otro s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 1091, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a las Competencias 398 L. XLII "Conte, Gabriel s/ presunta infracción a la ley 23.737'" y 429 L. XLIII "Oviedo, Mario Sebastián s/ infracción a la ley 23.737"


    B., Fernando s/ pta. inf. Ley 23.737


    COMP. 426, L. XLIV, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a las Competencias 660 L XLII "Castro Juan Carlos s/ infracción a la ley 23.737" y 518 L. XLIII "Carriño, Agustino s/ tentativa de robo y infracción a la ley 23.737".


    C., Lucas Matías y otros s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 1417, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L.XLIV "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.731".


    G., Pablo Sebastián s/ Robo


    COMP. 429, L. XLIV, 19 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la competencia 1428. L. XLIII "Giroldi, Christian s/ inf Art 296 CP".


    F., Omar Abel s/ Falsificación de documentos


    COMP. 245, L. XLIV, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L XLIV "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    G., Lucas Gabriel s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 498, L. XLIV, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L XLIV "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    M., Carla Melisa y A., Esteban Miguel s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 532, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L XLIV "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    M., Javier y V., Verónica Liliana s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 530, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    B., David y otros s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 123, L. XLIV, 09 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano. Juan Antonio s/ infracción ley 23.737"


    M., Rosa del Carmen s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 531, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano. Juan Antonio s/ infracción a la ley: 23.737"


    B., Walter Guillermo s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 227, L. XLIV, 09 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano. Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.437"


    B., Carlos Alberto s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 561, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano. Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.437"


    R., Juan Carlos s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 562, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano. Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737"


    L., Walter Daniel y V., Hugo Orlando s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 230, L. XLIV, 09 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano. Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    A., Jorge s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 434, L. XLIV, 11 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano. Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    C., Emanuel s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 459, L. XLIV, 19 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano. Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    G., Diego Ramón s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 415, L. XLIV, 09 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano. Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    L., Carlos Andrés s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 414, L. XLIV, 09 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano. Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    M., Hugo César s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 228, L. XLIV, 09 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano. Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    M., Osvaldo Mario Darío s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 351, L. XLIV, 24 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano. Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    R., Roberto Ramón s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 229, L. XLIV, 09 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L. XLIV "Campusano. Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Z., Germán Daniel s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 438, L. XLIV, 12 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L.XLIV "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    B., Luis Guillermo s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 647, L. XLIV, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L.XLIV "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    G., Héctor José Sebastián s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 625, L. XLIV, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L.XLIV "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    S., Juan Carlos s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 544, L. XLIV, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L.XLIV "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    V., Luciano Miguel s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 648, L. XLIV, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia 20 L.XLIV "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737.


    F., Cristian José y G., Maximiliano Ezequiel s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 675, L. XLIV, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la competencia 611 L. XLIII "Constante, Ramón Ceferino s/ infracción a la ley 23.737”.


    V., Javier Ricardo s/ Comercio de estupefacientes agravado por ser cometido en perjuicio de un menor de edad y portación ilegal de arma de fuego de guerra


    COMP. 1374, L. XLIII, 06 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia 723.L.XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ infracción a la ley 23.737".


    Á., Jorge s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 489, L. XLIV, 07 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones de conexidad objetiva.


    La Corte tiene decidido que las cuestiones de conexidad objetiva sólo son aplicables a los conflictos que se plantean entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    M., Jorge H. y otro s/ estafa


    COMP. 354, L. XLIV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Delito. Contravención. Inexistencia de concurso.


    El hecho a investigar encuadraría prima facie en el delito contemplado en el artículo 149 bis del Código Penal, por lo que corresponde intervenir a la justicia nacional, toda vez que no hay concurso ideal entre delito y contravención, y que el ejercicio de la acción penal desplaza al de la acción contravencional.


    G. M., José s/ Amenazas


    COMP. 422, L. XLIV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Desobediencia a la autoridad. Lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida.


    Habida cuenta que la investigación del delito de desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones y toda vez que de las escasas constancias agregadas al legajo no surge la delegación de la Obra Social IOMA donde debió cumplirse la obligación, corresponde a la justicia local, que previno, continuar con la sustanciación de estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    S., María Isabel s/ denuncia desobediencia a la autoridad


    COMP. 549, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa mediante falsificación de Documento Nacional de Identidad.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


    T., Miguel s/ denuncia defraudación


    COMP. 406, L. XLIV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Infracción a la Ley de Migraciones. Delito de reducción a la servidumbre.


    No puede descartarse en autos una posible infracción a los artículos 116 y 121 de la Ley de Migraciones que reprimen el tráfico ilegal de personas desde o hacia nuestro país, o en tránsito, agravándolo cuando la víctima fuera menor de edad, y que compete investigar al fuero de excepción. La cuestión afectaría intereses primordiales del Estado en atención al compromiso asumido al suscribir la Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores, en vigor desde el año 2000 y que establece para los Estados Parte una serie de obligaciones destinadas a prevenir y sancionar aquél delito.


    N.N. s/ Reducción de servidumbre


    COMP. 409, L. XLIV, 23 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Infracciones al artículo 289 del Código Penal: competencia ordinaria.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal -según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en caso de desconocerse dónde fueron cometidas, corresponde su conocimiento al juzgado con jurisdicción en el lugar en que se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    D., Romina s/ Encubrimiento


    COMP. 92, L. XLIV, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Naturaleza del delito y circunstancias especiales en que se ha perpetrado. Prescindencia de la calificación que le atribuyan los jueces.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.


    P., José Antonio s/ Inf. art. 189 bis del C.P.


    COMP. 798, L. XLIV, 24 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen de preclusión.


    El régimen de la preclusión es ajeno, como principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias.


    C., Carlos Alberto y A., Mirta Susana s/ falsificación de documento público y estafa en grado de tentativa


    COMP. 461, L. XLIV, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 328:4216.


    En el presente conflicto de competencia, resulta aplicable la doctrina de V. E. sentada en Fallos: 328:4216.


    B., Graciela V. s/ tent. extorsión


    COMP. 134, L. XLIV, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362". Competencia de la justicia federal.


    Concurren en la presente contienda negativa de competencia, circunstancias substancialmente análogas a las consideradas en la Competencia 200, L. XLIII, in re "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362", por lo que resultaría aplicable, en lo pertinente, lo resuelto en esos autos. Por tanto, corresponde asignar competencia a la justicia federal.


    B., Javier Raúl s/ infr. ley 11.723 y 22.362


    COMP. 452, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Supresión de estado civil. falsificación de documento público.


    Tratándose de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que el delito de supresión de estado civil concurre idealmente con la falsificación del acta de nacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de la persona, la misma deberá ser investigada por la justicia federal habida cuenta del carácter nacional del último documento, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho -en razón de las distintas tipicidades- importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional.


    M., Cristina s/ denuncia


    COMP. 424, L. XLIV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento


    Contienda negativa de competencia. Delito de encubrimiento de un robo llevado a cabo en la Capital Federal. Competencia de la justicia federal en virtud de la posible afectación a la administración de justicia nacional.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el tribunal federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción. En consecuencia, cuando aquél extremo se encuentre cumplido, corresponde al juzgado federal de la jurisdicción en la cual fue secuestrado el vehículo y se detuvo al encausado, continuar con el conocimiento de la causa.


    C., Nahuel Federico s/ Robo agravado


    COMP. 392, L. XLIV, 15 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de encubrimiento: competencia de la justicia federal. Delito de sustitución de la numeración de placas individualizadoras del automotor: falta de entidad para afectar el funcionamiento del Registro Nacional de la Propiedad Automotor.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el delito de robo. Acerca de la sustitución de la numeración de las placas individualizadoras del automotor, la infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    C., Francisco Ramón s/ Encubrimiento


    COMP. 211, L. XLIV, 12 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo y encubrimiento. Competencia del tribunal interviniente en la causa por la sustracción, a efectos de que profundice la pesquisa respecto de la posible participación en ese hecho por parte del imputado en la causa por encubrimiento.


    Si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para calificar, con el grado de certeza requerido, el delito que habría cometido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, máxime si tampoco surge de la causa que se hubiera escuchado al prevenido acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habría entrado en posesión del vehículo, lo que contribuiría a despejar la incertidumbre sobre la posible comisión del delito de encubrimiento. Por otra parte, vale destacar que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. En consecuencia, corresponde al juzgado interviniente en la causa por el desapoderamiento del rodado, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro.


    S., Pedro Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 511, L. XLIV, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo y encubrimiento. Posible responsabilidad del imputado del encubrimiento en el robo precedente.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiere llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación en el delito contra la propiedad. En los casos en que así no suceda, el juzgado que se encuentre investigando el delito contra la propiedad debe profundizar su pesquisa en el sentido de definir la situación jurídica del prevenido en cuanto a la sustracción del vehículo, a partir de los elementos recabados en la causa.


    P., Jorge Oscar s/ Encubrimiento


    COMP. 350, L. XLIV, 08 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y encubrimiento de ese delito, y sustitución de las placas individualizadoras del vehículo. Investigación insuficiente a los fines de determinar que el imputado del encubrimiento no haya participado en el robo.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Esta exigencia no se cumple si no surge de la causa que se haya realizado una adecuada investigación tendiente a dilucidar si el imputado ha tenido alguna participación en el robo, y de tal forma definir su situación procesal, sin que la referencia al tiempo transcurrido desde el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar la responsabilidad de aquel delito. Máxime en los casos en que no se haya practicado rueda de reconocimiento, no pudiéndose formular a partir de los testimonios de la víctima un juicio adverso acerca de la utilidad de la medida, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del hecho que de las apreciaciones subjetivas de los damnificados acerca de sus capacidades para efectuar el reconocimiento de quien aún no tiene en frente. Corresponde declarar la competencia del juzgado interviniente en el robo que profundice la investigación respecto de la sustracción del vehículo, a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del vehículo, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior. Por otra parte, acerca de la sustitución de las placas individualizadoras del bien, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En los casos de ausencia de prueba acerca del lugar de comisión de esa infracción, debe intervenir el tribunal con competencia territorial donde aquélla fue comprobada, por lo que corresponde conocer a su respecto al juzgado local en cuya jurisdicción se secuestró el rodado.


    V., Ezequiel Américo s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 340, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y encubrimiento. Competencia del juez interviniente en la causa por robo a efectos de que profundice la investigación.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado no ha tenido participación alguna en la sustracción. Cuando no surgen del expediente elementos que autoricen a acreditar esa última exigencia, pues se carece de suficientes constancias que permitan conocer la conducta en que habrían incurrido los prevenidos, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado por el encubrimiento respecto del hecho ocurrido en la Capital Federal. Así, corresponde al juez interviniente en la causa por el desapoderamiento profundizar su investigación en el sentido señalado, a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del vehículo.


    M., Cristian Gastón s/ Encubrimiento


    COMP. 306, L. XLIV, 12 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y encubrimiento. Investigación insuficiente del robo, a efectos de descartar la posible participación del imputado por el encubrimiento. Competencia del juzgado interviniente en la causa por el delito de robo, a efectos que profundice la pesquisa.


    En atención a la relación de alternatividad existente entre el delito de robo y su encubrimiento, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de las personas involucradas en la causa respecto del primero de los hechos. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado interviniente en la sustracción del vehículo agotar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro. Ello sin perjuicio, de que si su titular considera que la investigación corresponde a otro magistrado provincial, se la remita de conformidad con las normas de derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    M., Rubén Antonio s/ Encubrimiento


    COMP. 401, L. XLIV, 15 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo, falsificación de numeración de chapa patente, y encubrimiento. Competencia del juez interviniente en la causa por robo a efectos de que profundice la investigación.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Cuando de las probanzas del expediente no surja dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior. Si de los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para calificar con el grado de certeza requerido el delito que habría cometido el imputado del encubrimiento, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si de las constancias del expediente no surge que se haya realizado medida alguna tendiente a dilucidar ese aspecto. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado no ha tenido participación alguna en la sustracción. En consecuencia, corresponde al juez interviniente en la causa por el desapoderamiento profundizar su investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del vehículo.


    L., Miguel Franco s/ Encubrimiento


    COMP. 260, L. XLIV, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo, falsificación de numeración de chapa patente, y encubrimiento. Competencia del juez interviniente en la causa por robo a efectos de que profundice la investigación.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado. Si de los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para calificar con el grado de certeza requerido el delito que habría cometido el imputado del encubrimiento, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si de las constancias del expediente no surge que se haya realizado medida alguna tendiente a dilucidar ese aspecto. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado no ha tenido participación alguna en la sustracción. En consecuencia, corresponde al juez interviniente en la causa por el desapoderamiento profundizar su investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del vehículo.


    S., Humberto Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 264, L. XLIV, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de un vehículo que poseía un pedido de secuestro en una causa por robo. Investigación insuficiente. Competencia del juzgado interviniente en la sustracción para que profundice la pesquisa.


    Si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para calificar con el grado requerido el delito que habría cometido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente en los casos en que, a partir de las constancias agregadas a la causa, no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto. En consecuencia, corresponde declarar la competencia de la justicia que intervino en la sustracción del vehículo, para que profundice la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del mismo, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    C. S., Claudio Fabián y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1376, L. XLIII, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Duda respecto de la participación. Prueba insuficiente.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido la persona que vendió los bienes a F. Esa deficiencia y la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del desapoderamiento de los objetos de arte, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en aquel hecho. Por todo lo expuesto, debe dirimirse la contienda declarando la competencia de la justicia nacional, que interviene en el robo, sin perjuicio de variar la asignación de acuerdo a lo que resulte de una posterior investigación.


    B., Juan Manuel s/ Robo calif. (art. 166 del C.P.)


    COMP. 1433, L. XLIII, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento de una llamada extorsiva.


    Dada la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones -extorsión efectuada mediante un llamado telefónico intimidatorio desde el Servicio Penitenciario Federal de Villa Devoto y el encubrimiento de quien utilizó los códigos de las tarjetas telefónicas obtenidas ilegítimamente-, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado por el encubrimiento respecto de la llamada extorsiva. En esa inteligencia, y habida cuenta que de los escasos elementos de juicio no surgiría con absoluta nitidez, que el imputado no ha tenido participación alguna en el delito principal, en atención a que no se realizó ninguna diligencia dirigida a esclarecer tal extremo, debe dirimirse la contienda declarando la competencia de la justicia bonaerense, que interviene en la extorsión, aunque no haya sido parte en la contienda.


    M., Alejandra B. s/ extorsión


    COMP. 321, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    Durán Abaca, Carlos Humberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1453, L. XLIII, 03 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Falsificación de numeración de automotor


    Artículo 289, inciso 3°, del Código Penal. Sustitución de chapa patente.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, pues no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    B. Carolina s/ Dcia. Infr. Art. 292


    COMP. 377, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Tenencia de armas de uso civil


    Contienda negativa de competencia. Delito de tenencia de armas. Competencia local.


    Atento que los pronunciamientos de la Corte deben atender a las circunstancias imperantes en el momento de dictar sentencia, y que las normas de jurisdicción y competencias se aplican aún a las causas pendientes, debe conocer en la causa el juzgado local, atento que a partir de la sanción de la ley 25.886 tanto la tenencia como la portación de armas, pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria.


    Juzgado de Instrucción Nº 3 de Goya s/ Actuaciones 9687


    COMP. 311, L. XLIV, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de tenencia de armas de uso civil y de guerra, y supresión de la numeración de las armas. Posible concurso ideal respecto de los delitos de tenencia: competencia de un único tribunal. Competencia federal respecto de la supresión de la numeración de las armas, en función de lo normado por el art. 33, inc. 1° apartado e) del C.P.P.N.


    En aquellos casos en que junto con las armas de uso civil se hayan secuestrado otras de guerra, cabe considerar que habría existido una unidad fáctica de la cual podría resultar un múltiple encuadre penal, por lo que, cuando la justicia nacional haya aceptado el conocimiento respecto de las últimas armas mencionadas, corresponde declarar su competencia para conocer también respecto de las uso civil. Por otra parte, si algunas de las armas secuestradas poseían su numeración suprimida, siendo que esa infracción se encuentra incluida entre aquéllas de competencia federal en función de lo dispuesto por el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, y teniendo en cuenta que cuando se trata de pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, cabe concluir que corresponde al juzgado federal de la jurisdicción donde fueron halladas las armas con la numeración suprimida, investigar en relación a este último hecho.


    C., Amadeo Raúl y L., Filemón s/ Inf. art. 189 bis C.P.


    COMP. 1408, L. XLIII, 11 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Robo agravado por el uso de armas: competencia de la justicia nacional.


    Teniendo en cuenta la estrecha vinculación que existe entre la portación ilegítima del arma y el robo agravado por su uso, separar la continencia de la causa significaría perjudicar una mayor celeridad y eficiencia de las decisiones, lo que debe ser evitado. En consecuencia, corresponde resolver esta contienda declarando la competencia de la justicia nacional.


    M. P., Silverio s/ Robo en tentativa


    COMP. 689, L. XLIV, 12 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Por conexidad


    Acumulación de causas


    La acumulación de causas de estadios procesales diferentes desvirtúa el fin de las reglas de conexidad.


    No se presenta en autos una situación que habilite la aplicación de las reglas de conexidad previstas en el art. 3° de la ley 26.052, toda vez que existe una identidad de objeto, en razón de que ambas investigaciones se centran en la presunta comercialización de estupefacientes, por parte de las mismas personas y en idénticos domicilios. En ese sentido la aplicación al caso de la norma en que se sustenta la declinatoria perjudicaría los fines para los que fue creada pues, en el juzgado provincial la causa se encuentra en pleno trámite, más aún, los causantes se encuentran procesados por un delito local (art. 5° de la ley 23.737 según ley 26.052), mientras que en el juzgado federal ni siquiera se comprobó fehacientemente la existencia del delito. Por lo tanto, corresponde a la justicia local continuar conociendo en esta causa.


    Comisaría Primera de Berazategui s/ Denuncia


    COMP. 178, L. XLIV, 16 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Distribución de la Competencia. Según convenga a una mejor administración de justicia


    Contienda negativa de competencia. Causas por diversas infracciones a la ley 23.737. Competencia federal en razón de lo dispuesto por el art. 3 de la ley 26.052.


    Lo dispuesto en el artículo 3° de la ley 26.052 consagra la aplicación de reglas de conexidad que están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en ese caso de la jurisdicción federal, por lo que corresponde atribuirle la competencia en las causas por infracción a la ley 23.737, en que varias detenciones formaran parte de un único procedimiento, y donde haya una estrecha vinculación de la conducta atribuida a los imputados, máxime cuando la similitud existente entre la sustancia secuestrada podría determinar a posteriori la cadena de comercialización. La regla del artículo 3° de la ley 26.052 también tiene como fin evitar que se frustren investigaciones, y aunar la prueba reunida, para así poder determinar fehacientemente la conducta atribuible en cada caso. La situación que se presenta en aquellos casos en que en la causa principal se investiga la comercialización de estupefaciente por parte de uno de los imputados, siendo los imputados en la otra causa posibles compradores de dicha sustancia, por aplicación del artículo 3° de la ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal, lo que además resulta conveniente a los fines de una mejor investigación.


    S., Juan Pablo y otros s/ Av. pta. inf. Ley 23.737


    COMP. 338, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos cometidos mediante el uso de documentación presuntamente apócrifa de la Dirección Nacional de Vialidad. Competencia federal.


    En los casos en que la estrecha vinculación que existiría entre dos hechos presuntamente delictivos, a partir del uso de una misma resolución apócrifa de la Dirección Nacional de Vialidad, para arrendar predios a una empresa de transportes y, a su vez, para presentarla luego ante un juzgado nacional en lo civil por una demanda de cobro de alquileres en su contra derivada de esa relación contractual, resulta coherente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Más aún, en casos como el presente en el que, por aquella circunstancia, resulta manifiesta la conveniencia de que sea apreciada y juzgada en su conjunto y que no se divida entre distintos tribunales. Bajo esa óptica, y de acuerdo al carácter nacional del instrumento falso que se habría utilizado en sendas oportunidades, corresponde a la justicia federal, que previno, y en cuyo ámbito territorial debían pagarse los arriendos y se promovió la demanda, continuar conociendo en las presentes actuaciones.


    C., Reynaldo y otros s/ Estafa


    COMP. 2, L. XLIV, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de sustitución de placas patentes y falsificación de documento público. Conveniencia de que la investigación quede a cargo de un único tribunal, a los fines de una mejor administración de justicia. Competencia de la justicia federal.


    En los casos en que la sustitución de las placas -infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal- guarde estrecha vinculación con otro documento presuntamente apócrifo, siendo coincidente la numeración del dominio colocada con la que consta en ese instrumento, esta circunstancia determina la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal, por lo que debe ser la justicia de excepción la que conozca acerca de ambas figuras. Por otra parte, vale destacar que ese criterio no puede verse modificado por tesis sustentada en la calidad de la imitación, ya que ello importaría decidir sobre el fondo de la cuestión, lo que no corresponde resolver en esta instancia.


    Cuerpo de seguridad vial General Roca s/ Secuestro automotor


    COMP. 329, L. XLIV, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Llamados extorsivos. Competencia del juez nacional.


    Habida cuenta que los llamados extorsivos fueron recibidos en esta ciudad, donde reside la víctima y su grupo familiar, y se habrían comprobado otros actos intimidatorios, ello sin perjuicio del lugar donde reside el titular del teléfono celular desde el que se efectuaron, razones de economía procesal y de buen servicio de justicia, imponen que continúe con la investigación el juez nacional.


    N.N. s/ delito de acción pública


    COMP. 816, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa mediante la utilización de tarjeta de crédito. Razones de economía procesal.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    O. y otros s/ estafa en concurso ideal con uso de documento adulterado.


    COMP. 1451, L. XLIII, 04 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Generalidades


    Pluralidad de delitos.


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. La presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.


    M., Diego s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 566, L. XLIV, 17 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Aplicación exclusiva entre jueces nacionales


    Al no configurarse alguno de los supuestos de excepción del art. 1º, ley 24.051, corresponde asignar competencia al juzgado local.


    Aún cuando las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, en autos, hasta el presente, no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1° de la ley 24.051, que suscitan la competencia de la justicia federal. Por ello, corresponde al juzgado local seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación posterior.


    F., Blanca Agustina s/ denuncia


    COMP. 727, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Conflictos entre juzgados nacionales y provinciales: imposibilidad de invocar razones de economía procesal para dirimir conflictos de competencia, cuando los hechos investigados se presentan prima facie como independientes entre sí.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que solo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    F. T., José Santiago s/ Art. 89 C.P.


    COMP. 486, L. XLIV, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Principio territorial. Reglas de conexidad. Aplicación.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    Alfonso, Mariano Marcelo s/ Falsa denuncia


    COMP. 154, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Principio: juez del lugar del hecho. Distribución de competencia entre las provincias y la Nación.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    K., José María s/ Defraudación


    COMP. 31, L. XLIV, 10 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Reglas de conexidad en materia penal.


    Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre los jueces nacionales. Dado que la presunta falsificación de firmas en los escritos presentados ante la justicia de familia de Morón, no constituiría un hecho aislado, sino que se encontraría íntimamente vinculado con la defraudación, y formaría parte de una misma maniobra delictiva, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    L., Roberto Martín o Tiburcio Roberto y otro s/ defraudación por retención indebida


    COMP. 121, L. XLIV, 04 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Por el Territorio


    Delitos continuados. Abuso sexual. Elección del magistrado competente atendiendo a exigencias de mayor economía procesal.


    Si se trata del delito continuado previsto en el artículo 119 del Código Penal, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mayor economía procesal. En concordancia con esta doctrina, y atento a que la menor se domicilia en esta ciudad, sede en la que es asistida psicológicamente, se formuló la denuncia y se realizaron las primeras diligencias, corresponde declarar la competencia del juzgado nacional para conocer en el hecho. Por lo demás, la solución propuesta tiende a preservar a la víctima de reeditar los sucesos y vivencias traumáticas en otra sede, y de acrecentar la impronta del "sentimiento de ultraje" generado por el delito.


    S. A., Damián C. s/ Abuso sexual


    COMP. 118, L. XLIV, 13 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa: lugar de comisión.


    Toda vez que de los recibos aportados se desprende que los imputados llevaron a cabo la maniobra delictiva en la localidad de Morón, dado que allí se encuentra ubicado el estudio jurídico en el que cobraron las cuotas de dinero a los clientes morosos por cuenta y orden de la firma damnificada, corresponde atribuir competencia a la justicia bonaerense, para conocer en las presentes actuaciones.


    T., José y otros s/ estafa


    COMP. 1159, L. XLIII, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Insolvencia fraudulenta. Consumación del delito: inscripción en el Registro Nacional de la Propiedad Automotor. Competencia de la justicia nacional.


    Si la insolvencia fraudulenta se configura mediante la venta de un inmueble, el delito se consuma con la inscripción de la escritura en el Registro de la Propiedad Inmueble, momento a partir del cual se torna oponible a terceros. En concordancia con esta doctrina, igualmente aplicable a los casos como el presente referido a automotores, corresponde dirimir el presente conflicto declarando la competencia del juez nacional, atento a que el hecho ilícito se habría consumado con la inscripción de su enajenación en el Registro Nacional de la Propiedad Automotor de esta ciudad.


    T., María Teresa y otro s/ estafa


    COMP. 585, L. XLIV, 22 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Llamados extorsivos: Competencia local. Efectuados y recibidos en jurisdicción provincial y con contenido referido al entorno familiar y vecinal de la víctima.


    Toda vez que de la investigación desarrollada por el fiscal nacional surge que, en su mayoría, los llamados extorsivos fueron efectuados y recibidos en jurisdicción provincial y que del relato de la víctima respecto del contenido de aquéllos se desprenden claras referencias a su entorno familiar y vecinal corresponde continuar con el trámite del expediente al juzgado local.


    B., Ivana s/ denuncia


    COMP. 831, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Lugar donde se ha consumado el delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    E., Santiago Hernán s/ Denuncia por hurto


    COMP. 633, L. XLIV, 11 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Lugar donde se ha consumado el delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    S. G., Luis s/ Homicidio simple


    COMP. 738, L. XLIV, 12 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Muerte por causa dudosa: competencia del juez del lugar donde fue hallado el cuerpo de la víctima.


    Habida cuenta que las constancias reunidas son contestes en que el cuerpo fue hallado en territorio bonaerense, conforme al principio de territorialidad, corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender en la causa.


    N.N. s/ muerte por causa dudosa


    COMP. 898, L. XLIV, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegal de la libertad y robo de automotor cometido en distintas jurisdicciones. Corresponde a la justicia del lugar de consumación y cese de los delitos.


    Es doctrina de la Corte que, cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. En concordancia con esta doctrina, y toda vez que de los dichos de denunciante -no controvertidos por otras constancias del expediente se desprende que la privación de libertad tuvo comienzo de ejecución en esta ciudad, donde se habría consumado el desapoderamiento del camión y fue hallado el acoplado, corresponde al magistrado nacional continuar con la investigación del hecho.


    B., Aníbal s/ Denuncia robo


    COMP. 591, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad y robo agravado. Desarrollo en distintas jurisdicciones. Principio de economía procesal: hechos relevantes. Corresponde al juez que previno.


    La Corte tiene establecido en casos que guardan similitud con el presente, que resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal. En concordancia con esa doctrina, y en atención a que de las probanzas agregadas al incidente surge que habría sido en jurisdicción bonaerense donde se desarrolló la mayor parte del accionar delictivo, dado que allí fue donde se produjo el desapoderamiento del camión con su carga, se lo recuperó, se secuestró la mercadería, se detuvo a dos de los imputados y se realizaron las primeras medidas de instrucción, es que corresponde al magistrado provincial, que previno, seguir interviniendo en estas actuaciones.


    R., Fernando y M., Alejandro s/ Robo calificado por el uso de arma


    COMP. 628, L. XLIV, 01 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo a mano. Valor probatorio de la declaración del denunciante. Hecho ocurrido en un lugar y denunciado en distinta jurisdicción. Corresponde al juez del lugar de comisión.


    El Tribunal tiene dicho que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. Asimismo, tiene establecido que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Corresponde aplicar tales principios en el presente caso, en tanto de los dichos del denunciante resulta claramente que fue en su local comercial del conurbano bonaerense, donde los sospechosos habrían desarrollado las maniobras extorsivas y consumado el desapoderamiento. Por lo tanto, y toda vez que, del legajo no surgen, hasta el momento, elementos que determinen la intervención del fuero federal, corresponde asignar competencia a la justicia provincial.


    G., Lucas Matías s/ Denuncia


    COMP. 599, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Distribución de la Competencia


    Abuso sexual a una menor. Competencia: principio de territorialidad.


    Toda vez que el magistrado provincial no cuestiona que la conducta denunciada -abuso sexual a una menor- pudo desarrollarse en su jurisdicción, en atención al principio de territorialidad -artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación-, corresponde a él asumir la jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para precisar los hechos.


    V., Walter Orlando s/ Abuso deshonesto


    COMP. 352, L. XLIV, 28 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Atribución recíproca: inexistencia. Fecha de comisión del delito.


    Para el correcto planteo de una cuestión de competencia los tribunales intervinientes deben atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa, circunstancia que no se presenta en el caso, toda vez que el magistrado provincial no negó su competencia territorial y material, sino que la rechazó por considerar que no se había determinado la fecha de comisión del delito.


    N.N. s/ falsificación


    COMP. 466, L. XLIV, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juzgado nacional. Hechos con relevancia típica desarrollados en esta Capital.


    En atención a que de las constancias agregadas al incidente se desprende que los hechos con relevancia típica habrían tenido lugar en esta Capital, se debe declarar la competencia del juzgado nacional para continuar conociendo en la causa.


    G., Marcos y otro s/ estafa (art. 302 del C.P.)


    COMP. 815, L. XLIV, 23 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia en virtud de una más eficaz investigación y mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados


    R., Mirta Graciela s/ Denuncia extorsión


    COMP. 1160, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia en virtud de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    D., Julio Osvaldo s/ Estafa


    COMP. 1283, L. XLIII, 26 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia en virtud de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    N.N. s/ muerte por causa dudosa


    COMP. 342, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones: competencia del tribunal en cuya jurisdicción se desarrollaron la mayor cantidad y más relevantes conductas típicas. Economía procesal.


    De las constancias incorporadas al expediente se desprende que los hechos denunciados se habrían desarrollado en distintas jurisdicciones -Rosario y esta ciudad- y en el extranjero, pero en la primera se desarrollaron la mayor cantidad y más relevantes conductas típicas. Por ello, corresponde atribuir competencia para continuar con el trámite de las actuaciones a la justicia de la provincia de Santa Fe. Tal postura, además, resulta conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal, ya que ante la justicia rosarina se encuentra más avanzada la investigación.


    S., Rodolfo s/ defraudación


    COMP. 563, L. XLIV, 21 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Multiplicidad de lugares de perpetuación del delito: determinación de la competencia en virtud de una eficaz investigación, economía procesal y defensa de los procesados.


    Ante la multiplicidad de lugares de perpetuación del delito, corresponde determinar la jurisdicción competente de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    D., Luis Francisco s/ Denuncia robo con armas


    COMP. 1394, L. XLIII, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Obtención fraudulenta de línea telefónica.


    Al resultar de las constancias del legajo que la línea telefónica obtenida fraudulentamente habría sido contratada e instalada en jurisdicción de la provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia local, para conocer en la causa que dio origen a este incidente, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    T. de A. S.A. s/ estafa


    COMP. 330, L. XLIV, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda. Competencia del tribunal provincial de donde fuera removido el menor.


    La realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida y una declinatoria efectuada después importa el inicio de un nuevo conflicto. Sin perjuicio de la calificación que pudiera corresponderle al hecho denunciado, y habida cuenta que de los dichos del denunciante -que resultan verosímiles y no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa- corroborados con el testimonio de la niñera del menor, surge que habría sido en jurisdicción bonaerense donde residía el progenitor con su hijo al momento en que la imputada lo removió de su custodia, privándolo del contacto con él y del ejercicio de sus derechos y obligaciones, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para continuar conociendo en estas actuaciones.


    H. E., Lila I. s/ infr. ley 24.270


    COMP. 259, L. XLIV, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delitos de lesiones, abuso sexual y privación ilegítima de la libertad. Hechos en distintas jurisdicciones. Justicia local.


    Como bien lo plantea el Juez nacional, resulta aplicable la doctrina del Tribunal, según la cual, en los casos en que ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Por aplicación de estos principios, y habida cuenta que de los dichos de la denunciante- se desprende que la mayor parte de los hechos con relevancia típica se desarrollaron en territorio provincial, corresponde declarar la competencia de la justicia local para continuar con el trámite de las actuaciones.


    A., R. A. s/ Violación con fuerza o intim.


    COMP. 669, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Privación ilegítima de la libertad y abuso deshonesto. Hechos en distintas jurisdicciones. Investigación más eficaz, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Justicia nacional.


    Toda vez que de las constancias del incidente surge que los hechos presuntamente delictivos se habrían desarrollado indistintamente tanto en la provincia como en esta ciudad, resulta de aplicación la doctrina de la Corte, que establece que en esos supuestos la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia nacional, sede en la que comenzaron los hechos, se domicilia la joven, se formuló la denuncia, y donde además, recibió asistencia, conocer en la presente causa.


    I., C. A. s/ Abuso deshonesto


    COMP. 720, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Ignorancia del lugar de comisión


    Artículo 289, inciso 3° del Código Penal. Encubrimiento.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al magistrado local, en cuyo ámbito de competencia territorial se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado cuya chapa identificatoria había sido cambiada. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se presenta en el caso.


    B. B. R. H. s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 589, L. XLIV, 30 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Artículo 289, inciso 3°, del Código Penal. Sustitución de chapas patente.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobaron las anomalías.


    C., Damián s/ Causa N° 73186


    COMP. 630, L. XLIV, 14 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Posible falsificación de chapa patente. Ignorancia del lugar de comisión.


    Cuando de las probanzas del expediente no surja dónde se cometió la infracción cometida por un vehículo que se encontraría circulando con una chapa patente apócrifa, corresponde conocer de la causa al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    S., Vicente Daniel s/ Denuncia


    COMP. 457, L. XLIV, 23 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Envenenamiento o adulteración de alimentos. Ignorancia del lugar donde se produjo contaminación de la leche. Competencia del lugar donde comprobó la adulteración.


    Habida cuenta que de los elementos reunidos hasta el presente no surge en qué etapa se habría producido la contaminación de la leche, opino que corresponde asignar competencia al magistrado con jurisdicción sobre el lugar donde se comprobó la alteración del producto, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N.N. s/ enven. o adult. de aguas, medicinas o alimentos


    COMP. 1429, L. XLIII, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa. Ignorancia del lugar donde se produjo la adulteración del cheque. Competencia del magistrado con jurisdicción sobre el domicilio de la entidad donde se presentó al cobro el documento apócrifo.


    Habida cuenta que de las constancias del legajo no surge el lugar donde se produjo la adulteración del cheque, corresponde al magistrado nacional con jurisdicción sobre el domicilio de la entidad donde se presentó al cobro el documento apócrifo, investigar tanto la falsificación como la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurrirían en forma ideal.


    S. Z., José L. s/ estafa


    COMP. 22, L. XLIV, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Falsificación de documento público. Ignorancia del lugar de confección.


    Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, si no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en que fue usado.


    M., Juan Carlos s/ Infr. art. 292 del C.P.


    COMP. 1349, L. XLIII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Falsificación, alteración o supresión de la numeración de un objeto registrada de acuerdo con la ley.


    En relación con la adulteración de las numeraciones del chasis y motor, y de la sustitución de la chapa patente, habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al magistrado que previno, en cuyo ámbito de competencia territorial se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado


    P., Roque Víctor y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1378, L. XLIII, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Ignorancia del lugar donde fue confeccionado el documento falso. Lugar en que fueron usados.


    En atención a que de los elementos de juicio incorporados al incidente no surge el lugar donde se confeccionaron los instrumentos falsos, corresponde al juez del lugar donde fueron usados, investigar tanto este delito como la defraudación cometida en perjuicio del denunciante. Habida cuenta que de la copia manuscrita agregada por el juzgado federal en la que detalla la documentación que remitió a la justicia provincial, como así también de la denuncia, surgiría que las actas cuestionadas fueron presentadas para su legalización ante el Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires, corresponde asignar competencia a la justicia local de San Martín para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior, y de que si considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    R., Javier G. s/ dcia.


    COMP. 5, L. XLIV, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de estafa. Extravío de cheques. Ignorancia del lugar donde fue entregado el cheque. Justicia nacional.


    Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar el lugar en el que se entregó el valor, corresponde al juzgado nacional seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    R., Mariano A. s/ Estafa


    COMP. 629, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Lugar de Comisión


    Contienda negativa de competencia. Delito de calumnias e injurias: lugar de exteriorización.


    Los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes.


    Lanfossi, Nora E. y otros s/ Calumnias e injurias


    COMP. 1234, L. XLIII, 21 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa o su tentativa. Cheques extraviados o sustraídos. Lugar en que los títulos fueron entregados.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal, aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor.


    Simonit, Roxana Stella s/ Tentativa de estafa


    COMP. 208, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Administración Fraudulenta.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    Q., Ramona Elsa s/ defraudación


    COMP. 1443, L. XLIII, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Administración fraudulenta.


    La administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.


    T., Claudio Pedro y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 493, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Administración fraudulenta. Actos infieles en violación del deber verificados en diferentes jurisdicciones. Lugar en donde se presentaron las rendiciones de cuentas falsas y de funcionamiento de la administración de la firma.


    Toda vez que el magistrado provincial reconoce que los actos de disposición patrimonial en perjuicio de la empresa de transporte se habría comprobado en distintas jurisdicciones territoriales, circunstancia que guarda relación con su actividad, y que de las constancias reunidas en el legajo surge que los actos infieles en violación del deber constitutivos del delito de administración fraudulenta se verificaron tanto en esta ciudad como en la capital neuquina, corresponde al magistrado patagónico, en cuya jurisdicción se habrían presentado las rendiciones de cuentas falsas y funciona la administración de la firma, continuar con el trámite de las actuaciones.


    D., Susana s/ estafa


    COMP. 1257, L. XLIII, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Administración fraudulenta. Ignorancia del lugar de comisión.


    La administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.


    M., Federico José y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 219, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Administración fraudulenta: lugar donde se ejecuta el acto infiel.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    D. Q., Vanesa Albertina y A., Eugenio J. s/ denuncia


    COMP. 905, L. XLIV, 11 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Administración infiel: Lugar en que se debía rendir cuenta de las gestiones encomendadas.


    En atención a que de las constancias del incidente surge que el imputado debería rendir cuenta de las gestiones encomendadas por el denunciante en el domicilio en el que se encuentra ubicada la sucursal de la empresa de transportes, habría sido allí donde se consumó el acto infiel consistente en omitir la rendición del dinero percibido por el imputado.


    B., Omar D. s/ Su dcia.


    COMP. 1322, L. XLII, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Artículo 302 C.P. Corresponde investigar al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    Sin perjuicio de advertir que no se incorporaron al expediente copias de los cheques, y toda vez que de los términos de la denuncia surgiría que los mismos serían de pago diferido -circunstancia no cuestionada por los magistrados intervinientes- y que además, respecto de la mayoría de ellos el librador habría frustrado maliciosamente el pago, ya sea que se trate de la infracción prevista en el inciso 1º -ello a luz del artículo 6º, de la ley 24.452- o bien del inciso 3º del artículo 302 del Código Penal, la Corte tiene establecido que en ambos supuestos corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    T., Ricardo H. s/ inf. art. 302 del C.P.


    COMP. 785, L. XLIV, 24 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Causas criminales por delitos comunes cometidos en una provincia. Competencia de los tribunales provinciales, más allá de la nacionalidad del acusado.


    Las causas criminales por delitos comunes cometidos en una provincia corresponden a los tribunales provinciales, cualquiera que sea la nacionalidad del acusado, resultando inaceptable la invocación del fuero de extranjería. En tal inteligencia, corresponde al Juzgado en lo Correccional y de Garantías N° 4 de Salta, continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones.


    A., Rafael c/ D. O., Alvino José


    COMP. 201, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia local para entender en la causa: domicilio de la víctima.


    De las constancias reunidas surge que el paciente ingresado al Hospital de Quemados se domiciliaba en la localidad de Bosques, que primigeniamente fue atendido en el Hospital Evita de Berazategui, y que los testimonios de su madre e hijo son coincidentes en que la conducta a investigar se desarrolló en aquel domicilio, por tanto corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender en la causa.


    A., Alberto Daniel s/ muerte por causa dudosa


    COMP. 1391, L. XLIII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la Justicia Nacional. Lugar de entrega de títulos.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    E., Hernán P. s/ falsif. documento público


    COMP. 436, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juez nacional. Delito de falsa denuncia.


    En primer término, resulta necesario aclarar que el juez correccional yerra al confundir la falsa denuncia judicial del delito de tentativa de estafa con la denuncia de extravío de los cheques, ya que ésta última conducta es la que forma parte de la estructura punitiva del artículo 302, inciso 3°, y no la otra, que se consumó independientemente y con posterioridad a aquélla. Sentado ello, y toda vez que la presente contienda de competencia quedó finalmente trabada en relación al delito de falsa denuncia imputado, el cual se consumó en esta ciudad con la presentación efectuada ante sus tribunales afectando así, la administración de justicia, y que las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales, corresponde al juzgado nacional continuar con el trámite de la presente causa.


    P., Ricardo Leonel s/ falsa dcia.


    COMP. 832, L. XLIV, 18 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juzgado donde se desarrollaron la mayor parte de los actos con relevancia típica y donde se domicilian las víctimas.


    Más allá de la calificación que en definitiva resulte de la conducta a investigar, corresponde al juzgado de San Martín, en cuya jurisdicción se desarrollaron la mayor parte de los actos con relevancia típica y se domicilian las víctimas de la maniobra denunciada, conocer en estas actuaciones.


    S., Gabriel y G., María Elsa s/ estafa


    COMP. 945, L. XLIV, 27 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación a la administración pública. Lugar en que tiene su asiento la unidad ejecutora.


    Existe coincidencia entre los magistrados intervinientes acerca de la calificación de la conducta a investigar y que de las constancias reunidas surge que la unidad ejecutora tiene su asiento en la ciudad donde se manejan los fondos recibidos de la provincia, por lo que corresponde asignar competencia a la justicia nacional para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    C., Patricia Mónica s/ Denuncia


    COMP. 380, L. XLIV, 04 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por desbaratamiento de derechos acordados. Competencia territorial en función del lugar donde se habría consumado el delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En tal sentido, en los casos en que, tanto de los dichos del denunciante -que deben ser tenidos en cuenta para discernir el conflicto- como de la documentación por él aportada, surja que en determinada jurisdicción habrían ocurrido los hechos en que se sustenta la declinatoria, donde además se encuentra la sede del club cuyos directivos habrían llevado a cabo la transferencia de la que podría haber resultado perjuicio tanto para esa entidad como para la que representa el denunciante, y si además en esa jurisdicción tramita un expediente comercial iniciado con motivo de los hechos denunciados en la causa, corresponde atribuir la competencia para intervenir en la causa al magistrado de esa jurisdicción.


    C. A. L. A. C. s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 402, L. XLIV, 17 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por la venta de un vehículo con motor adulterado. Atribución de la competencia en función del sitio en que se habría formalizado la venta


    Cuando existe coincidencia sobre el sitio en que se habría formalizado la operación comercial, corresponde atribuir al juez de esa jurisdicción el conocimiento del delito de defraudación consistente en la venta de un vehículo que al momento de verificarse el dominio resultó tener el motor de otro, con la numeración adulterada, lo que, a su vez, le impone profundizar la pesquisa en aras de determinar las responsabilidades que, presuntamente, pudieran caberle en el hecho.


    A., Andrés Nicolás s/ Falsificación, alteración o supresión de número de registro


    COMP. 203, L. XLIV, 26 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por retención indebida. Competencia territorial.


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida, y cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar de restitución debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación. En consecuencia, si de la causa no surge que se hubiese convenido el lugar de la devolución, y de las declaraciones del denunciante, las que no se encuentran desvirtuadas por otros elementos de la causa, surge que el imputado se domicilia en determinada localidad, donde además habría concurrido el denunciante a solicitar la restitución del bien, corresponde declarar la competencia de la justicia de aquélla jurisdicción para entender en la causa.


    F., Emiliano Javier s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 490, L. XLIV, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Atribución de competencia territorial en función del lugar donde se consumó el delito.


    Siendo que la competencia penal en función del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. De acuerdo con ese principio, en aquellos casos en que, de los testimonios de la denunciante y de la documentación por ella acompañada, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, surge que los hechos sucedieron en determinada jurisdicción, donde se habría firmado el boleto de compraventa y se ubica el inmueble objeto de transacción y en el que se llevaron a cabo las tratativas, corresponde declarar la competencia del juez de aquélla jurisdicción, sin perjuicio de que si éste considera que debe entender otro magistrado de su misma provincia, le asigne su conocimiento de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Z., Raquel Angélica s/ Estafa


    COMP. 404, L. XLIV, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Cheques extraviados o sustraídos: lugar donde los títulos fueron entregados.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurrirían idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal, aquél donde se presentaron al cobro.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. 960, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de privación ilegítima de la libertad y robo cometidos en diferentes jurisdicciones.


    En los casos en que pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de ésta última a los que les corresponde entender en la causa. En consecuencia, si de la denuncia de la víctima surge que aquélla fue desapoderada de un camión con su carga determinada jurisdicción, corresponde declarar la competencia del juzgado de esa jurisdicción para conocer al respecto.


    S., Sebastián Ariel s/ Denuncia robo calificado


    COMP. 308, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Lugar donde los títulos fueron entregados.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    Pérez, Verónica Liliana s/ Estafa


    COMP. 886, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsedad instrumental y estafa: concurso ideal. Domicilio donde se presentó al cobro el documento apócrifo.


    Cuando estamos en presencia de la adulteración de un valor perteneciente a la cuenta corriente de particulares abierta en una entidad bancaria privada, y el hecho no habría afectado al crédito público ni comprometido la validez de un documento nacional. ni tampoco habría obstruido el normal desenvolvimiento de un organismo perteneciente al Estado Nacional, corresponde al juzgado con jurisdicción sobre el domicilio de la entidad donde se presentó al cobro el documento apócrifo, investigar la falsificación, así como la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurrirían en forma ideal.


    Fiscal s/ Av. de delito


    COMP. 190, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hecho cometido en distintas jurisdicciones: elección del juez competente. Principio de economía procesal.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    Weber, Pablo Guillermo s/ Denuncia


    COMP. 957, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lugar en el que se debía rendir cuenta del dinero percibido.


    Más allá de que no se incorporaron al expediente las probanzas reunidas por la justicia nacional, y en atención a que de los dichos del denunciante -que resultan verosímiles y no se encuentran controvertidos por otros elementos de la causa- se desprende que el imputado debía rendir cuenta de la suscripción contractual celebrada en jurisdicción bonaerense, ese mismo día en la agencia oficial de la firma, ubicada en esta Capital; habría sido allí donde se consumó el acto infiel consistente en omitir la rendición del dinero percibido por el imputado en concepto de seña, como así también de la documentación respectiva. Por lo expuesto, correspondería al magistrado nacional continuar conociendo en las presentes actuaciones.


    D., Cristian D. s/ Defraudación


    COMP. 17, L. XLIV, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de pagarés. Juicio ejecutivo. Principio de Territorialidad.


    Toda vez que de los términos de la denuncia surge que tanto la sustracción de los pagarés como la tramitación del juicio ejecutivo, presuntamente iniciado con la presentación de esos títulos, tuvo lugar en un territorio determinado, corresponde que entienda en la causa, el juez con competencia en esa jurisdicción, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación posterior.


    C., Bacilia del Valle s/ Estafa


    COMP. 556, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Administración fraudulenta. Lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber. Domicilio de la administración.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    Sagramoso, Carlos Manuel s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 970, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Declaración del imputado.


    La competencia por razón del territorio se establece atendiendo al lugar de consumación del delito. Si no resulta posible determinar el lugar de comisión del encubrimiento, debe estarse al lugar donde se produjo el secuestro de los bienes. Las declaraciones del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    Dto. 128 Barrio Mosconi


    COMP. 627, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Defraudación cometida mediante uso ilegítimo de tarjeta de compra en concurso ideal con falsificación de documentos privados.


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    P., Carlos Hugo y otro s/ Estafa


    COMP. 1153, L. XLIII, 06 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Defraudación por retención indebida.


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida.


    G., Carmen Graciela s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 115, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Defraudación: omisión del pago de las deudas y retención indebida.


    Ya sea que la conducta a investigar se subsuma en las previsiones del inciso 2° o en el inciso 7° del artículo 173 del Código Penal, se habría desarrollado en la localidad de San Isidro, pues allí se habrían exteriorizado los actos con relevancia típica -omisión del pago de las deudas en violación de su deber o bien retención indebida del dinero entregado por la imputada para tal fin- para la configuración de cualquiera de esos delitos. Por lo expuesto, correspondería al magistrado provincial conocer en las presentes actuaciones.


    C., Oscar H. s/ Administración fraudulenta


    COMP. 797, L. XLIV, 23 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos de falsificación de documentos. Lugar de creación del instrumento público falso. Registro Nacional de las Personas. Competencia de la justicia federal.


    La Corte tiene dicho que el lugar de creación del instrumento público falso, por principio, es dirimente de la competencia en los delitos de falsificación de documentos. Por aplicación de ese principio, y en razón del carácter nacional del Registro Nacional de las Personas, único organismo facultado para expedir los documentos nacionales de identidad, ya sea en forma directa o por intermedio de organismos que legalmente lo representen; corresponde declarar la competencia de la justicia federal para continuar con la investigación del hecho motivo de conflicto, aunque no haya sido parte en la contienda.


    D., Miriam Silvana s/ falsificación de documentos públicos


    COMP. 169, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos de robo y privación ilegítima de la libertad: lugares donde se produjeron actos con relevancia típica. Elección del juez competente: razones de economía procesal.


    Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    E., Diego s/ Denuncia


    COMP. 729, L. XLIV, 24 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    M., Jorge s/ falsificación documentos públicos


    COMP. 73, L. XLIV, 19 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    P., Carlos Hugo s/ Estafa


    COMP. 1347, L. XLIII, 06 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    C., Andrés Francisco s/ Denuncia


    COMP. 220, L. XLIV, 15 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    K., Raúl Alejandro s/ Denuncia robo en poblado y en banda


    COMP. 1264, L. XLIII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    N.N. s/ Pta. inf. ley 23.737


    COMP. 1416, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    R., Gustavo Damián y otros s/ Robo en tentativa


    COMP. 1103, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    R., Rodrigo s/ Denuncia


    COMP. 412, L. XLIV, 17 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Distintos lugares donde se produjeron hechos con relevancia típica: elección del tribunal competente atendiendo a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    Resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    M., Héctor y otros s/ estafa


    COMP. 150, L. XLIV, 03 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Domicilio del denunciante: lugar en que fueron recibidas las amenazas.


    Toda vez que de los dichos de la denunciante, no controvertidos por otras constancias del expediente, se desprende que las expresiones amenazantes fueron recibidas en su domicilio de esta ciudad, corresponde al magistrado nacional, que previno, continuar con el desarrollo de la pesquisa.


    F., Diego Adrian s/ Coacción


    COMP. 288, L. XLIV, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento cometido en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Robo. Administración de la justicia nacional. Competencia federal.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el delito de robo, extremo que aún no se verifica en el caso.


    C. Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 540, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento de delito cometido en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Robo. Administración de la justicia nacional. Competencia federal.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el delito de robo, circunstancia que aún no se presenta en el caso.


    C. Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 541, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Robo.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo lo que no se presenta en el caso.


    De Felice, José Ariel s/ Encubrimiento


    COMP. 683, L. XLIV, 30 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Robo. Infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal. Ausencia de perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor. Desconocimiento del lugar de comisión. Vinculación entre chapas patentes cambiadas y falsedad de cédula verde. Mejor administración de justicia.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el delito de robo, lo que, no se presenta en el caso. La presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal corresponde a la órbita de la justicia ordinaria pues no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se la comprobó. No puede desconocerse la estrecha vinculación que existiría entre esa infracción y la falsedad que presenta la cédula verde secuestrada. Por tal razón, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, la investigación de ambos delitos debería quedar a cargo de un único tribunal.


    D., Héctor s/ Encubrimiento


    COMP. 596, L. XLIV, 17 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa cometida con un cheque extraviado o sustraído.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde fue entregado el documento, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los valores y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso de los documentos.


    R., Daniel Julio s/ estafa en tentativa


    COMP. 349, L. XLIV, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa cometida con un cheque extraviado o sustraído.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparece como posible de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    NN s/ Estafa en tentativa, dte, D.


    COMP. 174, L. XLIV, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa cometida con un cheque extraviado o sustraído.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparece como posible de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    R., Gustavo y Bco. Provincia de Bs. As. s/ tva. estafa


    COMP. 206, L. XLIV, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa cometida con un cheque extraviado o sustraído.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparece como posible de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    V., María Elena s/ falsificación de documento público


    COMP. 152, L. XLIV, 03 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa cometida con un cheque extraviado o sustraído.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    S., Raúl s/ estafa en tentativa


    COMP. 771, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa cometida con un cheque extraviado o sustraído. Competencia: se establece ateniéndose al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    M., Daniel Helder s/ denuncia


    COMP. 314, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa mediante el empleo de documentos públicos falsos. Concurso de delitos. Artículo 289, inciso 3º, del Código Penal. Sustitución de chapas patentes de un rodado.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si bien la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal pertenece a la órbita de la justicia ordinaria no puede dejar de advertirse la estrecha vinculación que aquélla mantendría con la falsedad documental señalada, a lo que debe sumarse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, de que ambas investigaciones queden a cargo de un único tribunal.


    C., Cristian s/ Estafa


    COMP. 617, L. XLIV, 30 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa o su tentativa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Ignorancia del lugar donde se presentaron al cobro.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él, y que en el delito de estafa o su tentativa -que concurriría idealmente con su falsificación- perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente -entre los que no se encuentra la copia del documento- no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparece como posible de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    F., Juan Carlos s/ infr. Art. 302 del C.P.


    COMP. 1357, L. XLIII, 27 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa o su tentativa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Ignorancia del lugar donde se presentaron al cobro.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él, y que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, estimo que corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    R., Daniel Mario s/ estafa


    COMP. 257, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa.


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio del delito de estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    L., Mariano s/ defraudación


    COMP. 61, L. XLIV, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa. Compañía de seguros: lugar en que se encuentra su sede y se ha consumado el delito.


    Resulta competente para conocer en la estafa cometida en perjuicio de una compañía de seguros, el juez del lugar en que se encuentra su sede y se ha consumado el delito.


    F. P. de S. S.A. s/ estafa


    COMP. 280, L. XLIV, 06 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa. Defraudación. Jurisdicción donde se exteriorizaron los actos con relevancia típica.


    Ya sea que la conducta denunciada configure el delito de estafa, previsto en el artículo 172 del Código Penal, o bien el de administración fraudulenta, contemplado en el artículo 173, inciso 7º del mismo ordenamiento, los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos se habrían exteriorizado en jurisdicción provincial. Así opino, por cuanto de los dichos de los denunciantes y de los demás elementos probatorios agregados al incidente, surge que fue en la sede de la inmobiliaria extinta donde se concretó la entrega de las sumas de dinero reclamadas, y donde, además, se suscribieron los respectivos compromisos por la eventual compra de inmuebles. Sobre la base de tales consideraciones, considero que corresponde atribuir competencia al Juzgado de Garantías de San Isidro para entender en esta causa, sin perjuicio de cuanto resulte de la ulterior investigación.


    L., Sergio Adrián y otros s/ estafa


    COMP. 210, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa. Defraudación. Utilización del poder presuntamente falso. Primer acto de disposición patrimonial perjudicial.


    En la medida que no existe controversia entre los magistrados intervinientes, acerca de que la utilización del poder presuntamente falso y el primer acto de disposición patrimonial perjudicial, con la suscripción de la respectiva escritura, tuvieron lugar en la ciudad entrerriana, ya sea que la conducta denunciada encuadre en el delito genérico de estafa, previsto en el artículo 172 del Código Penal, o bien en el de alguna de las defraudaciones especiales contempladas en el artículo 173 del mismo ordenamiento, los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de ellos se habrían exteriorizado en esa jurisdicción. En mérito a la conclusión arribada, corresponde a la justicia entrerriana asumir el conocimiento de esta causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    M., Leonardo Daniel s/ defraudación por contrato simulado


    COMP. 366, L. XLIV, 10 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa. Ejecución de crédito hipotecario. Hecho ocurrido en distintas jurisdicciones. Elección del juez competente: principio de economía procesal.


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte, según la cual, si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En concordancia con ese principio, y toda vez que de los dichos de los denunciantes y de las demás constancias del incidente, surge que en esta ciudad tramitó la ejecución del crédito hipotecario y se dispusieron los inmuebles en subasta pública; corresponde a la justicia nacional, que previno y en cuya jurisdicción se desarrolló la investigación, continuar conociendo en las presentes actuaciones.


    B., Julio y otro s/ estafa


    COMP. 809, L. XLIV, 24 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa. Lugar donde el imputado habría realizado la administración irregular de los negocios. Lugar de radicación de las cuentas bancarias.


    Toda vez que de los dichos del denunciante, que no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa, surge que el lugar donde el imputado habría realizado la administración irregular de los negocios estaría ubicado en provincia de Buenos Aires, donde están radicadas las cuentas bancarias de la sociedad referida y del denunciante y, además, habrían sido sustraídos los cartulares rechazados por firma apócrifa, atañe a la justicia local continuar con el trámite de las actuaciones.


    M., Marcelo Fabián s/ Estafa


    COMP. 411, L. XLIV, 24 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa. Resolución de la competencia conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    Habida cuenta que existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre la calificación del hecho a investigar, resulta de aplicación al caso la doctrina de V. E., según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    S., Miguel Eduardo s/ denuncia estafa


    COMP. 795, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa. Resolución de la competencia conforme a razones de economía procesal.


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de discernir la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.


    L., Ebelyn s/ Estafa


    COMP. 322, L. XLIV, 15 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa. Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial


    Habida cuenta que existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre la calificación del hecho a investigar, entiendo que resulta de aplicación al caso la doctrina de V. E., según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial. En concordancia con esa doctrina, y en atención a que de las declaraciones de N. -que no se encuentran desvirtuadas por otros elementos de la causa- surge que la disposición patrimonial para la configuración del delito se habría desarrollado en la localidad de Merlo, lugar en el que se entregó la mercadería a un empleado de la firma, quien, a su vez, efectuó el pago de la primera factura al chofer contratado por la vendedora, opino que corresponde a la justicia provincial conocer en la presente causa.


    N., Yoko s/ estafa


    COMP. 58, L. XLIV, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Estafa: serán tenidos en cuenta tanto el lugar donde se desarrolla el ardid como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial.


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    T. E. U. S.A. s/ estafa


    COMP. 140, L. XLIV, 25 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Existencia de una relación de alternatividad entre las figuras de robo y encubrimiento.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En esa inteligencia, corresponde que el juez local tome intervención a tales efectos y que profundice la investigación. Ello sin perjuicio de que si aquel magistrado considera que debe entender otro juez de su misma provincia, le asigne su conocimiento de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional. En lo atinente a los otros diez aparatos de telefonía celular también secuestrados en poder de las imputadas, éstas fueron procesadas en orden al delito de encubrimiento, sin que conste en legajo que, previamente, y tal como lo establece la doctrina del Tribunal, se hubiera descartado su posible participación en las sustracciones padecidas por sus respectivos dueños en la mencionada ciudad balnearia. La falta de denuncia por parte de los damnificados no impide que el tribunal pertinente tome la debida intervención a esos fines, lo que, además, resulta imperioso frente a la relación de alternatividad que existe entre las figuras de robo y encubrimiento. En consecuencia, y toda vez que tales acontecimientos presuntamente delictivos, tuvieron lugar en territorio bonaerense, y en similares circunstancias de modo, tiempo y lugar el tribunal nacional debe ceder su intervención al respecto a favor de la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    A., Patricia Mabel s/ Encubrimiento


    COMP. 569, L. XLIV, 12 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Existencia de una relación de alternatividad entre las figuras de robo y encubrimiento.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En esa inteligencia, corresponde que el juez local tome intervención a tales efectos y que profundice la investigación. Ello sin perjuicio de que si aquel magistrado considera que debe entender otro juez de su misma provincia, le asigne su conocimiento de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional. En lo atinente a los otros diez aparatos de telefonía celular también secuestrados en poder de las imputadas, éstas fueron procesadas en orden al delito de encubrimiento, sin que conste en legajo que, previamente, y tal como lo establece la doctrina del Tribunal, se hubiera descartado su posible participación en las sustracciones padecidas por sus respectivos dueños en la mencionada ciudad balnearia. La falta de denuncia por parte de los damnificados no impide que el tribunal pertinente tome la debida intervención a esos fines, lo que, además, resulta imperioso frente a la relación de alternatividad que existe entre las figuras de robo y encubrimiento. En consecuencia, y toda vez que tales acontecimientos presuntamente delictivos, tuvieron lugar en territorio bonaerense, y en similares circunstancias de modo, tiempo y lugar el tribunal nacional debe ceder su intervención al respecto a favor de la justicia local, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    M., Luis Alberto y T., Eduardo s/ Estafa


    COMP. 582, L. XLIV, 24 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Extracciones dinerarias efectuadas desde un cajero automático asignado a una sucursal de un banco situada en la Ciudad de Buenos Aires.


    Toda vez que las constancias agregadas dan cuenta de dos extracciones dinerarias efectuadas desde un cajero automático de la red Banelco, asignado a una sucursal del Banco Comafi situada en esta ciudad, opino que corresponde a la justicia nacional conocer en la causa.


    P., Maximiliano de la Cruz s/ Defraudación


    COMP. 224, L. XLIV, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Falsificación de cheque. Estafa. Concurso ideal. Competencia del juez del lugar donde el documento fue entregado.


    Denunciándose la perpetración de una falsificación sobre el cheque, la que concurre idealmente con la estafa que habría sido cometida con su uso, corresponde intervenir en la investigación de ambos delitos al juez del lugar donde el documento fue entregado. Toda vez que de las constancias reunidas en el legajo no surge de modo fehaciente, hasta el momento, dicha circunstancia, ya que solo se cuenta a este respecto con los dichos genéricos de la denunciante en cuanto a que todos los cobros y pagos de mercaderías se realizan en el domicilio de la firma de ésta ciudad, estimo que corresponde continuar con el trámite del expediente al juez que previno, quién deberá asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    A., Jose Luis s/ estafa


    COMP. 268, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Hecho con desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales: elección del juez competente.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    R., José s/ Av. ilícito


    COMP. 1422, L. XLIII, 14 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Hecho desarrollado en territorio bonaerense.


    En tanto existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre que el hecho a investigar se habría desarrollado en territorio bonaerense, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías local.


    O. M. S.A. y otros s/ Art. 94 del C.P.


    COMP. 1384, L. XLIII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Infracción a la ley 24.270. Impedimento de contacto de hijos menores con sus padres. Madre detenida en una unidad carcelaria.


    Sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda al hecho denunciado, toda vez que la madre del pequeño se encuentra detenida en una unidad carcelaria y, como lo expresa el juez nacional, no existe, por el momento, otra posibilidad de contacto entre ellos sino en ese ámbito, opino que las particularidades del caso aconsejan asignar competencia al juzgado de Lomas de Zamora.


    M., Paulo Damián s/ infr. ley 24.270


    COMP. 1426, L. XLIII, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Injurias: lugar donde se exteriorizan los términos agraviantes. Competencia de la justicia local.


    El delito como el que aquí se imputa debe considerarse cometido en el lugar en el que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes. Sentado ello y habida cuenta que las manifestaciones denunciadas como injuriantes habrían sido proferidas y conocidas por terceros en los estudios televisivos que se encuentran en la localidad de Martínez, Provincia de Buenos Aires, sin perjuicio que estas fueren transmitidas con posterioridad a través de la televisión, corresponde a la justicia local continuar con el trámite de las actuaciones.


    V. de A., María s/ injurias


    COMP. 109, L. XLIV, 04 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Investigación por el juez del lugar donde los hechos aparecen cometidos.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos.


    J., Enrique s/ Amenazas


    COMP. 318, L. XLIV, 12 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Lugar del asiento principal de los negocios.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    S., Sergio Alfredo y otros s/ defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 447, L. XLIV, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Lugar donde se encuentra la sede de la sociedad. Domicilio del denunciante y el imputado. Competencia de la justicia provincial.


    Más allá de la calificación legal que le pudiere corresponder a los hechos denunciados, y habida cuenta que de las constancias agregadas al incidente se desprende que la totalidad de los hechos con relevancia típica habrían ocurrido en jurisdicción de la provincia de Buenos Aires, donde tiene su sede la sociedad, y donde además, se domiciliaban el denunciante y la imputada, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para conocer en la presente causa.


    R., Gladys M. s/ hurto con uso de ganzúas


    COMP. 66, L. XLIV, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Posibles infracciones al inciso 3º del artículo 302 del Código Penal: competencia del tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


    Toda vez que de las constancias del legajo surge que tanto la denuncia de extravío como la solicitud de rechazo de los cheques de pago diferido fueron efectuadas por el titular de la cuenta y representante de la empresa que los entregó al denunciante, no puede descartarse la posible configuración de la infracción prevista en el inciso 3º del artículo 302 del Código Penal, que la Corte tiene establecido corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado. En mérito a lo expuesto, y en atención a que los documentos en análisis tienen domicilio de pago en la localidad de Avellaneda, cabe asignar competencia a la justicia provincial para conocer en la causa.


    R. L., Fernando s/ infr. art. 302 C.P.


    COMP. 113, L. XLIV, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Principio de Territorialidad.


    Habida cuenta que los dichos de la denunciante resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa y que el juzgado provincial no cuestiona que los hechos pudieron desarrollarse en esa sede, opino que, en atención al principio de territorialidad, artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación, corresponde a éste asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para precisar los hechos y resolver conforme a lo que surja de esa investigación.


    A., Hilda s/ Denuncia


    COMP. 448, L. XLIV, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Principio de Territorialidad.


    Toda vez que el magistrado local no cuestiona que la conducta denunciada pudo desarrollarse en su jurisdicción, en atención al principio de territorialidad, corresponde a él asumir la jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para precisar los hechos.


    R., Ricardo s/ Abuso deshonesto


    COMP. 484, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Principio de Territorialidad. Cuestiones probatorias.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta a la posibilidad de encuadrar los hechos prima facie en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere y de llegar a un criterio cierto acerca del lugar donde fueron cometidos, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Por lo expuesto, corresponde al juez local continuar con el trámite del expediente.


    B., Alejandro Pedro s/ denuncia


    COMP. 496, L. XLIV, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Razones de economía procesal.


    Habida cuenta que ambos magistrados coinciden en calificar los hechos como defraudación por desbaratamiento de derechos acordados, resulta aplicable al caso el criterio, según el cual, cuando ese delito se instrumenta mediante una escritura traslativa de dominio celebrada en esta ciudad respecto de un inmueble ubicado en territorio provincial, debe reputarse cometido en ambas jurisdicciones y, por lo tanto, cabe atenerse a razones de economía procesal para la solución del caso.


    V., Carlos Alberto s/ Denuncia


    COMP. 116, L. XLIV, 17 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Residencia de los imputados.


    Toda vez que los testimonios son coincidentes en que los imputados tenían su residencia en esta ciudad, desde la que se generarían las conexiones para traer al país los extranjeros y donde éstos residirían temporariamente hasta ser trasladados a la provincia de Río Negro, corresponde declarar la competencia de la justicia federal de esta ciudad, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    P. de M., Jesús Margarita s/ denuncia


    COMP. 407, L. XLIV, 10 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Robo y privación ilegítima de la libertad. Actos con relevancia típica desarrollados en distintas jurisdicciones: economía procesal.


    Es doctrina de la Corte que resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mayor economía procesal.


    N.N. s/ Privación ilegal de la libertad agravada


    COMP. 762, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Abuso sexual a un menor de edad. Lugar donde se desarrolló el hecho. Justicia provincial.


    Habida cuenta que de los dichos de la denunciante se desprende que la presunta conducta abusiva se habría desarrollado en jurisdicción provincial, según le fuere informado por la psicóloga del menor, corresponde declarar la competencia del magistrado de garantías para entender en estas actuaciones.


    N.N. s/ Su denuncia


    COMP. 624, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Administración fraudulenta. Lugar de ejecución del acto. Justicia local.


    Habida cuenta que el magistrado provincial no cuestiona la calificación legal del hecho a investigar, resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    F., Luciano y otros s/ Adm. Fraud.


    COMP. 608, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Defraudación por desbaratamiento. Lugar donde se formalizó la transferencia del bien. Justicia local.


    El Tribunal tiene resuelto, que el desbaratamiento de derechos acordados es un delito que lesiona el patrimonio del primer adquirente y se perfecciona en el momento en que se torna imposible el cumplimiento de la promesa en las condiciones pactadas en el acto preliminar. Sin perjuicio de que de las constancias del expediente no surge el lugar en que se formalizó la transferencia del dominio del inmueble, y en tanto el bien se encuentra ubicado en territorio provincial, donde además se procedió a su inscripción, corresponde asignar competencia al juzgado provincial para conocer en estas actuaciones.


    O. T., Gonzalo s/ Defr. por desbaratamiento


    COMP. 555, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Defraudación por retención indebida. Lugar donde las partes acordaron debía efectuarse la restitución del bien.


    Al respecto, es doctrina de la Corte que la defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida, y que en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 141 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    G., Oscar y otros s/ Defr. por ret. indebida


    COMP. 609, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de desobediencia. Lugar donde se omitió el cumplimiento. Justicia nacional.


    Habida cuenta que el conocimiento del delito de desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones, y toda vez que de la investigación practicada por el fiscal provincial, surge que la filial actuaría como intermediaria en la recepción de los medicamentos provistos por la sede central de la obra social, fue en esta Capital donde debió cumplirse la obligación, por lo que corresponde a la justicia nacional entender en las presentes actuaciones; sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    Obra Social Bancaria Argentina (OSBA) s/ Art. 239 del C.P.


    COMP. 567, L. XLIV, 08 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de estafa. Falsificación y uso de instrumento público que induce a error. Lugar donde fue utilizado el documento. Justicia nacional.


    El Tribunal tiene dicho que resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso; y que, en caso de desconocerse aquél, debe estarse al lugar en el que fue utilizado el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer.


    T., Verónica Noemí s/ Estafa en tentativa


    COMP. 681, L. XLIV, 08 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de estafa. Lugar donde de consumación el hecho. Justicia local.


    Habida cuenta que la maniobra defraudatoria se habría perfeccionado en jurisdicción bonaerense, donde se obtuvo la tarjeta invocando una identidad ajena y se efectuaron las compras, corresponde asignar competencia a la justicia local, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    B., María s/ Denuncia


    COMP. 571, L. XLIV, 08 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de lesiones. Lugar donde ocurrió el hecho.


    Toda vez que el magistrado provincial no cuestiona que los hechos se desarrollaron en su jurisdicción, en atención al principio de territorialidad –artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación-, corresponde a él asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para precisar los hechos y resolver conforme a lo que surja de esa investigación.


    G., Rosa Viviana s/ Denuncia art. 89 del C.P.


    COMP. 654, L. XLIV, 29 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Pornografía infantil. Presunto acceso a red de pedofilia. Justicia local.


    Habida cuenta que de las constancias reunidas en el legajo hasta el presente, no resultaría posible descartar que en el domicilio donde se secuestraron los discos compactos con imágenes relacionadas con la pornografía infantil, podría accederse a la red de pedofilia desde una terminal instalada en ese domicilio, compete al magistrado local asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notita criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Publicaciones obscenas


    COMP. 572, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Presunto delito de estafa. Lugar donde se desarrollaron los hechos con relevancia típica.


    Sin perjuicio de la calificación que pudiere atribuirse a los hechos denunciados, de los dichos de la víctima –en base a los cuales se debe dirimir el conflicto pues resultan verosímiles y no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa- se desprende que todos los hechos con relevancia típica se habrían desarrollado en el domicilio de la administración de la sociedad, ubicada en territorio provincial.


    S., Andrea Carolina s/ Tent. de estafa


    COMP. 745, L. XLIV, 30 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Sobreseimiento por el delito de amenazas. Delito de extorsión. Único contexto delictivo.


    Más allá de que los hechos denunciados configuren o no el delito denunciado, las distintas conductas constituyen un único contexto delictivo, y en atención a que el magistrado bonaerense reconoce que la certificación de las firmas del convenio celebrado entre las partes se llevó a cabo en una escribanía situada en la provincia, corresponde atribuir competencia a la justicia provincial para conocer en las presentes actuaciones.


    L., Andrea P. s/ Extorsión


    COMP. 714, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso deshonesto de menor de edad. Delito continuado: lugar en donde se produjeron los actos con relevancia típica. Corresponde a la justicia nacional.


    El Tribunal tiene resuelto que si se trata del delito continuado previsto en el artículo 119 del Código Penal, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mayor economía procesal. En concordancia con esta doctrina, y toda vez que la víctima actualmente se domicilia en esta Capital, donde también se formuló una denuncia idéntica, corresponde asignar competencia al juzgado nacional para conocer en la totalidad de la causa.


    B. P., A. s/ Abuso sexual


    COMP. 721, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por retención indebida. Lugar en que se consuma el delito: donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Falta de acuerdo: domicilio del deudor.


    La defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida, y en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    C., Adrián M. s/ Defr. por retención indeb.


    COMP. 13, L. XLIV, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de privación ilegítima de la libertad y robo cometidos en diferentes jurisdicciones.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    Chapa, Juan s/ Robo


    COMP. 103, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia en caso de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción. Comisión de otro delito.


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    C., Julio Cesar s/ Denuncia


    COMP. 222, L. XLIV, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Delito permanente


    Artículo 119 del Código Penal. Elección del juez competente: según convenga a una mayor economía procesal.


    Si se trata del delito continuado previsto en el artículo 119 del Código Penal, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mayor economía procesal.


    Z., Juan Miguel s/ violación con fuerza o intimidación


    COMP. 579, L. XLIV, 19 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por retención indebida. Posible hurto en vehículo dejado en taller mecánico. Momento de consumación del delito: actos determinantes para la apropiación de la cosa.


    Cuando los hechos materia de investigación hallarían adecuación típica en el delito de defraudación por apropiación de cosa perdida, prevista y reprimida por el art. 175, inc. 1 del Código Penal, resulta aplicable al caso el criterio según el cual, aquél delito no se consuma con su hallazgo, sino con los actos que determinan su apropiación. Al respecto, cabe consignar que la pérdida de esa cosa puede obedecer a un olvido o inadvertencia del tenedor, o a un acto realizado por necesidad. Además, si bien puede distinguirse la cosa dejada fuera de la propia esfera de custodia, pero ni olvidada ni perdida, de la cosa olvidada y de la cosa realmente perdida, si estas situaciones fuesen consideradas todas ellas distintas con relación a la ley penal, se producirían una serie de desagradables consecuencias, porque la misma situación objetiva, podría dar lugar a distintas soluciones. Desde esa perspectiva, cuando de las constancias de la causa no surge que los bienes hayan sido sustraídos del automóvil en el taller mecánico donde habría sido dejado para su reparación, debe seguir conociendo la justicia que previno y en cuyo ámbito territorial, según la versión del denunciante, el imputado se habría negado a restituir las cosas que aquél habría dejado olvidadas en el vehículo y donde, consecuentemente, se habría explicado su voluntad de apropiación que, en definitiva, habría permitido la consumación del delito. Por lo expuesto, en virtud de la especie de sanción prevista en el Código Penal para la figura en cuestión, corresponde a la justicia correccional de la jurisdicción, continuar con el trámite de las actuaciones.


    B., Avelardo Luis s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 362, L. XLIV, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia en caso de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción cuando en alguna de ellas se cometió además otro delito.


    En los casos en que pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro ilícito, es a los tribunales de esta última a los que les corresponde entender en la causa. Por aplicación de estos principios, en los casos en que, según los dichos del damnificado -no controvertidos por otras constancias de la causa- surja que en determinada localidad se produjo el desapoderamiento de un vehículo, corresponde a la justicia de esa localidad conocer en la causa.


    H., Roberto Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. 430, L. XLIV, 15 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia en caso de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y cuando en alguna de ellas se cometió además otro delito.


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. En concordancia con esta doctrina, y toda vez que de los dichos del denunciante -no controvertidos por otras constancias del expediente- se desprende que la privación ilegítima de la libertad se inició en esta ciudad y que aquí se habría consumado el robo, corresponde al magistrado nacional continuar con la investigación de este hecho.


    G., Hernán Guillermo s/ Robo con armas


    COMP. 327, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia en caso de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y cuando en alguna de ellas se cometió además otro delito.


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió, además, otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    B., Mario s/ denuncia


    COMP. 1469, L. XLII, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia en caso de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y cuando en alguna de ellas se cometió además otro delito.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    D., Ever s/ Robo simple


    COMP. 915, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Elección del juez competente: según consideraciones de economía y conveniencia procesal.


    En los delitos de carácter permanente no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas jurisdicciones se ha desarrollado la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto, consideraciones de economía y conveniencia procesal.


    S., Anahí Elizabeth s/ infr. ley 24.270


    COMP. 403, L. XLIV, 10 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Elección del juez competente: según convenga a una mejor administración de justicia.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    S., Neven s/ Artículo 94 del Código Penal


    COMP. 559, L. XLIV, 19 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Economía Procesal y mejor defensa de las partes.


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva y, a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes. En concordancia con esta doctrina, resulta aconsejable declarar la competencia de la justicia provincial para entender en la causa, toda vez que de las probanzas del expediente surge que en esa jurisdicción reside la denunciante con sus hijos, tramitó el divorcio, se homologó el convenio de alimentos y se sustancia la ejecución de la cuota, cuyo pago mensual, según el acuerdo de partes, correspondía efectuarse en el domicilio de aquéllos.


    O., Néstor Antonio s/ infracción ley 13.944 (art. 2 bis)


    COMP. 866, L. XLIV, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Interés superior del niño.


    En los delitos de carácter permanente no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas jurisdicciones se ha desarrollado la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto, consideraciones de economía y conveniencia procesal. Más allá de advertir que la conducta a investigar se habría iniciado en esta ciudad, donde se domiciliaba la imputada al momento de separarse y se cumplía con las visitas acordadas, el interés superior del niño -principio consagrado en el artículo 3° de la Convención sobre los Derechos del Niño, receptada en el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional- aconseja dar intervención al tribunal del lugar donde residen en la actualidad, por encontrarse en mejores condiciones para proteger este interés.


    R., Claudia s/ ley 24.270


    COMP. 780, L. XLIV, 22 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Restitución de menor. Inexistencia de conflicto jurisdiccional. Investigación de los presuntos delitos: juez del domicilio donde la menor reside. Principio de inmediatez.


    Sin perjuicio de que no exista una real desavenencia entre ambos magistrados respecto a la medida cautelar sobre la menor, no dejo de advertir que la competencia penal de los presuntos ilícitos a investigar, correspondería al juez del domicilio donde la menor reside junto con sus guardadores y donde, en todo caso, se habría o se estaría desarrollando el delito.


    B., C. P. s/ Den. ret. y ocultación de menor


    COMP. 634, L. XLIV, 26 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Por la Materia


    Contienda negativa de competencia. Delito de homicidio. Posible relación del hecho con la venta de estupefacientes. Competencia de la justicia local.


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación, es de orden público ya que representa el interés social y es superior a otras por la esencialidad de los principios de legalidad que consagra. Y, por otro lado, depende del carácter de la disposición legal, en tanto será federal si se trata de normas de estricto orden nacional. La regla contenida en el artículo 34 de la ley 23.737 es clara en tanto establece que sólo los delitos previstos y penados por ella serán de competencia de la justicia federal. Teniendo en cuenta que el delito de homicidio es de competencia ordinaria, sin que el presunto "móvil delictual" alcance para precisar una infracción concreta de naturaleza federal, por lo que corresponde asignar la competencia a la justicia local.


    C., Gustavo Marcelo s/ Homicidio


    COMP. 467, L. XLII, 08 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Desarmadero y venta de autopartes. Delito de índole común.


    La hipótesis delictiva que en principio es objeto de investigación, constituiría un delito de índole común.


    N.N. alias el Turco (imp.) s/ Denuncia anónima


    COMP. 88, L. XLIV, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Residuos peligrosos. Hallazgo de residuos patogénicos a la vera de la ruta. Territorio provincial Principio de "interjurisdiccionalidad". Competencia federal de aplicación restrictiva.


    Debemos interpretar que cuando el artículo 58 de la ley 24.051 dice que la justicia federal "será competente para conocer de las acciones penales que deriven de la presente ley", se está remitiendo al artículo 10 que establece las condiciones de aplicación de "la presente ley". Una cosa son los delitos establecidos en este capítulo, y otra las acciones penales que resulten de estos delitos cuando se cometieren de manera que afectaren la jurisdicción nacional o interprovincial, o intereses económicos trascendentes. En otras palabras, sólo una porción de la estructura punitiva es compatible con la competencia de excepción, según se deduce del juego armónico de las normas citadas y de los principios constitucionales que la establecen. La competencia federal, en consecuencia, está determinada por la afectación interjurisdiccional. Y es que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que versan, en lo sustancial, sobre aspectos propios de la jurisdicción provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que puedan suscitar esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48.


    E., Carlos s/ su denuncia


    COMP. 1404, L. XLIII, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Suministro de sustancias estupefacientes para consumo personal. Necesidad de profundizar la investigación.


    La declinatoria planteada resulta prematura, pues no se ha practicado medida alguna que permita corroborar los dichos del denunciante, y, en su caso, precisar la naturaleza de los hechos, lo que resulta especialmente relevante si se repara en la condición de adicto que se atribuye a la presunta víctima.


    A., Sara s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 1300, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Distribución de la Competencia


    Contienda negativa de competencia. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Vigencia.


    Para la determinación de la competencia en el marco del Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires no corresponde tener en cuenta la fecha de comisión del delito, sino la de la denuncia que da inicio a la causa.


    J., Diego Martín s/ Inf. Art. 149 bis, Amenazas, Código Penal


    COMP. 755, L. XLIV, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Atribución de la competencia en función de lo normado por el art. 63 de la ley 20.091. Competencia de la justicia provincial.


    La ley 20.091 en su artículo 63, primer párrafo, establece que sus sanciones no excluyen las que puedan corresponder por delitos previstos en el Código Penal u otras leyes. Prescribe asimismo en el párrafo siguiente que, en tales casos, se deberá dar intervención al juez en lo penal competente. La referencia que se hace a la intervención federal en el último apartado, sólo se relaciona con el cumplimiento de los arrestos previstos en los artículos 59 y 61 de la citada norma legal, tal como expresamente surge de su mismo texto. En consecuencia, si de las constancias de la causa no se advierte que los presuntos hechos delictivos denunciados puedan estar abarcados por los artículos 59 o 61 de la ley 20.091, ni que hayan producido un perjuicio directo a las rentas del Estado o afectado la seguridad de la Nación o de alguna de sus instituciones como para provocar la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, para continuar conociendo en las actuaciones.


    M. R., Alejandro s/ Estafa


    COMP. 456, L. XLIV, 17 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de naturaleza común: competencia de la justicia ordinaria. Compromisos asumidos frente a los organismos internacionales. Organización interna del Estado.


    Cuando la conducta que se investiga constituye prima facie un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3º de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria. Ello no implica desconocer que la incorporación de la normativa internacional de derechos humanos al derecho interno, no debe ser sólo un hecho formal, sino que necesariamente debe condicionar la forma de ejercicio del poder público para asegurar la vigencia de esos derechos. El respeto de los compromisos asumidos frente a los organismos internacionales no debe contraponerse con la organización interna del Estado, en el que se ha instaurado un sistema doble de justicia: provincial y nacional.


    V., J. N. s/ Infracción a la ley 25.087


    COMP. 971, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de afectación al buen servicio de los empleados de la Nación. Competencia de la justicia provincial.


    Vale recordar que, de acuerdo a lo establecido el artículo 198 del Código Aeronáutico, sólo provocan la intervención de la justicia federal aquellos delitos que puedan afectar directamente la navegación o el comercio aéreos. Además, para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir al momento de los sucesos una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legitimo ejercicio de aquella, funciones de índole federal. Sobre la base de esas consideraciones, cuando no existan elementos que autoricen a sostener que en el caso se verifiquen los extremos mencionados, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial.


    N., Adrián Rubén -víct- s/ Robo


    COMP. 468, L. XLIV, 12 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio nº 14/04 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales: causas que se encuentran pendientes ante los juzgados nacionales.


    En el último párrafo de su cláusula primera, el Convenio nº 14/04 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establece que las causas que hasta entonces se encuentren pendientes ante los juzgados nacionales, deberán continuar radicadas ante esos mismos órganos. Por lo tanto, habida cuenta que la presente causa reconoce su origen en la denuncia realizada ante la justicia nacional el 19 de mayo último, a ella corresponde continuar con su investigación.


    C. L., Jorge s/ Art. 89 del C.P.


    COMP. 713, L. XLIV, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia de afectación a la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones: competencia del magistrado provincial.


    Habida cuenta que el magistrado provincial reconoce la existencia de una pugna entre el denunciante y el imputado por administrar los bienes de los insanos, que trajo aparejada denuncias cruzadas y que de las constancias reunidas no se advierte que los hechos a investigar tengan entidad para afectar la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones, corresponde al Juzgado de Garantías conocer en estas actuaciones.


    S., José Alberto s/ denuncia (posible secuestro extorsivo)


    COMP. 445, L. XLIV, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción al artículo 289 del Código Penal. Vinculación con los delitos de falsificación de documentos y encubrimiento. Naturaleza restringida de la competencia federal.


    Respecto de la infracción al artículo 289 del Código Penal, teniendo en cuenta la estrecha vinculación que existe entre ese delito y el de falsificación de la cédula de identificación del automotor secuestrada, resulta aplicable el criterio según el cual debe ser la justicia federal provincial, que se encuentra investigando con relación a esta última figura, la que conozca en la primera de ellas. En lo atinente al encubrimiento, atento que se trata de un delito de índole común, si en el caso no se advierte en autos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federa, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde a la justicia local continuar con el conocimiento de la causa.


    D. A., Alejandro Martín s/ Encubrimiento, etc.


    COMP. 1313, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sistema integrado mediante el cual se les transfiriere fondos a los estados provinciales.


    Siendo que por resolución conjunta de los Ministerios de Producción y de Economía de la Nación se estableció un sistema integrado en el que se designaron como beneficiarios a los estados provinciales, a los cuales se les transfiriere los fondos en concepto de compensaciones tarifarias, para que dispongan de ellos, distribuyéndolos a las distintas empresas afectadas al servicio público, corresponde que la justicia ordinaria continúe con el trámite del expediente.


    M., Juan Carlos s/ denuncia.


    COMP. 475, L. XLII, 22 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Secuestro extorsivo seguido de muerte. Víctima hallada sin vida en otra jurisdicción. Ausencia de afectación a la seguridad pública. Fallos: 328:3963. Justicia local.


    En atención a las particulares circunstancias comprobadas en autos, esto es, el hallazgo del cuerpo sin vida de la víctima en cercanías a su domicilio; el tipo de lesión que presentaba -varias puñaladas en su tórax y abdomen- y, fundamentalmente, que su fallecimiento habría ocurrido por lo menos dos días antes del llamado extorsivo denunciado, el hecho motivo de conflicto no habría afectado la seguridad pública, en los términos de la doctrina sentada por la Corte.


    G. de O., María Magdalena s/ denuncia por secuestro extorsivo de Antonio Pedro O.


    COMP. 653, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Perjuicio directo y efectivo a la Nación: competencia federal.


    La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    C., Ricardo s/ Estafa


    COMP. 1168, L. XLIII, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de un cheque: hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. No obstante ello, y habida cuenta que el fuero de excepción resulta materialmente incompetente para conocer en el delito de estafa, corresponde atribuir su conocimiento al juzgado local, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación sobre el lugar en que se produjo la entrega originaria del documento.


    D. de G., Livia del Valle s/ Denuncia


    COMP. 517, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de Tribunales Nacionales


    Contienda negativa de competencia. Utilización de documento extranjero presuntamente falso.


    La intervención del fuero federal en las provincias es de excepción, y por ende se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva, entre las que se encuentran las referidas a los delitos que representen la falsificación de documentos nacionales.


    Q. R., José Aldair s/ Falsificación de documento público


    COMP. 267, L. XLIV, 30 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio 14/2004. Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Denuncia realizada en día de entrada en vigencia.


    El Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires entró en vigencia el 9 de junio último. Habida cuenta que la denuncia que dio origen a esta causa se formuló ese mismo día, corresponde declarar la competencia de la justicia en lo Contravencional y de Faltas de la Ciudad de Buenos Aires para que continúe con esta investigación.


    E., Celeste Andrea s/ Denuncia


    COMP. 513, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio 14/2004. Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Entrada en vigencia. Causas pendientes.


    El Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires entró en vigencia el 9 de junio. El último párrafo de su cláusula primera establece que las causas que hasta entonces se encuentren pendientes ante los juzgados nacionales, deberán continuar radicadas ante esos mismos órganos.


    M. C., Manuel s/ 149 bis y 89 C.P.


    COMP. 514, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio 14/2004. Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Entrada en vigencia. Causas pendientes.


    El Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires entró en vigencia el 9 de junio. El último párrafo de su cláusula primera establece que las causas que hasta entonces se encuentren pendientes ante los juzgados nacionales, deberán continuar radicadas ante esos mismos órganos.


    N.N. s/ Actos discriminatorios


    COMP. 636, L. XLIV, 14 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio 14/2004. Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Entrada en vigencia. Causas pendientes.


    El Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires entró en vigencia el 9 de junio. En el último párrafo de su cláusula primera establece que las causas que hasta entonces se encuentren pendientes ante los juzgados nacionales, deberán continuar radicadas ante esos mismos órganos.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.592


    COMP. 635, L. XLIV, 14 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio 14/2004. Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Entrada en vigencia. Causas pendientes.


    El Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires entró en vigencia el 9 de junio. Su cláusula primera establece que las causas que hasta entonces se encuentren pendientes ante los juzgados nacionales, deberán continuar radicadas ante esos mismos órganos.


    I., Jose A. y otros s/ Usurpación


    COMP. 660, L. XLIV, 14 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio 14/2004. Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Entrada en vigencia. Causas posteriores.


    El Convenio de Transferencia de Competencias Penales entró en vigencia el 9 de junio. Teniendo en cuenta que la presente causa reconoce su origen en la denuncia formulada el día 18 de junio del corriente año corresponde a la justicia local conocer en estas actuaciones habida cuenta que a la fecha de su iniciación, ya había operado el traspaso de competencia penal que surge del mencionado Convenio.


    N.N. s/ Inf. art. 149 bis del C.P.


    COMP. 637, L. XLIV, 14 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales: entrada en vigencia. Causas pendientes.


    El Convenio n° 14/04, "Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires", según la cláusula quinta de la ley 26.357, debe entrar en vigencia a los sesenta días de producida la última de las ratificaciones correspondientes. Las causas aún pendientes de trámite ante los juzgados nacionales serán terminadas y fenecidas ante los mismos órganos.


    M., Martín s/ Inf. art. 149 bis, amenazas


    COMP. 35, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia Originaria Penal


    Competencia del juzgado nacional toda vez que no puede vincularse a la aforada con el obrar de la imputada.


    Los extremos invocados en apoyo de la incompetencia en esta causa, no determinan que se trate de un caso de los previstos en el artículo 117 de la Constitución Nacional, toda vez que nada vincula a la aforada con el obrar de la imputada. Por lo expuesto, corresponde rechazar la declinatoria de competencia y devolver las actuaciones al juzgado de origen, sin perjuicio de que si V. E. lo estimare pertinente, ordene la extracción de copias a fin de que se de inicio a una investigación respecto de los nuevos hechos denunciados, en los que sí aparecería implicada la aforada, de competencia originaria del Tribunal, si continuare prestando funciones en la Embajada. Investigación que, en su caso, podría delegar, en atención a una mayor economía procesal, en el mismo juzgado declinante, garantizando así un amplio ejercicio del derecho de defensa (art. 8. 2h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos) y una pesquisa eficaz.


    N., Brenda Pumla s/ Contrabando de estupefacientes


    N. 185, L. XLIV, 01 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Daños a la residencia de embajadora. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte: necesidad de que los legitimados soliciten ser tenidos por parte en el proceso. Ausencia de afectación al desempeño de actividades diplomáticas.


    Para promover la competencia originaria del Tribunal, en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, petición que no ha formulado ningún funcionario de la representación diplomática involucrada. Por otra parte, de las constancias del legajo tampoco se advierte que el hecho -por sus características- haya afectado el desempeño de las actividades propias de la funcionaria.


    J., Ritva s/ Av. pta. infracción art. 183 del C.P.


    J. 89, L. XLIV, 10 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Declaración de incompetencia. Delito de lesiones contra agentes policiales en una manifestación frente a la legación diplomática de la República de Chile. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    No surge del contenido del expediente alguna circunstancia que, con arreglo a la doctrina de la Corte, habilite la jurisdicción originaria de la Corte, pues es menester para que ésta se avoque en forma exclusiva y originaria en una causa de naturaleza penal, que se trate de un juicio en el que sean parte embajadores, ministros o cónsules extranjeros o, en su defecto, que los hechos puedan afectar el desempeño de las actividades propias de la representación extranjera y de sus funcionarios, extremos que no se configuran en el presente caso. Por lo demás, cabe resaltar que la Corte Suprema como tribunal superior de la justicia nacional participa de la naturaleza excepcional y restringida que caracteriza a la jurisdicción federal, y la circunstancia de que la Corte eventualmente decida avocarse en forma originaria al conocimiento de la causa mencionada no importaría conexidad, porque el limitado ámbito de competencia que el Tribunal ejerce en esa instancia originaria desvirtúa la posible conexión entre ambos procesos.


    N.N. s/ Delito contra las personas


    N. 181, L. XLIV, 25 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Declaración de incompetencia. Delito de lesiones culposas. Agente diplomático que cesó de sus funciones con anterioridad a la ocurrencia del hecho. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    El Tribunal tiene dicho que los sujetos titulares del privilegio conferido por el artículo 117 de la Constitución Nacional, en cuanto a la competencia originaria de la Corte, son tan sólo los agentes extranjeros que se encuentran acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera status de agente diplomático, en los términos del artículo 1°, inciso e), de la "Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas". Toda vez que del informe del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación surge que el imputado habría cesado en sus funciones, no existe fundamento legal para que la Corte ejerza su competencia originaria.


    R., Christian Georg s/ Lesiones culposas


    R. 616, L. XLIV, 08 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Declaración de incompetencia. Delito de robo con armas de fuego contra agentes diplomáticos. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    Al respecto es doctrina de la Corte, que para promover su competencia originaria, en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, es indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, petición que no ha formulado el aforado, ni otro funcionario de la representación diplomática involucrada. Por lo demás, de las constancias del legajo tampoco surge que el hecho -por sus características- haya afectado el desempeño de las actividades propias del consulado o del Primer Secretario. En mérito a lo expuesto, y en tanto no se acredite en autos alguno de los extremos enunciados, que esta causa resulta ajena a la competencia originaria del Tribunal.


    P., Nicolás Maximiliano s/ Robo calificado


    P. 748, L. XLIV, 29 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia Federal


    Concurso ideal entre estafa y falsificación de documentos. Concurrencia entre delito común y delito federal.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


    R., María Victoria s/ estafa


    COMP. 100, L. XLIV, 10 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Ausencia de perjuicio a la Nación.



    No se advierte, hasta el presente, alguna circunstancia que habilite la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, pues la intervención de ese fuero está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. En tales condiciones corresponde al juzgado localseguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    Q., Jorge Claudio s/Denuncia.


    COMP. 177, L. XLIV, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    
      Estafa cometida mediante el uso de un DNI falso: concurso ideal.

      

    


    De conformidad con la doctrina de la Corte, en cuanto a que el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso "d", de la ley 17.671 y sus modificatorias, es privativo del fuero de excepción, y en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar -estafa cometida mediante el uso de un DNI falso, que concurrirían en forma ideal- corresponde a la justicia federal de esta ciudad, donde recayó la condena en orden al delito de falsificación de documento público destinado a acreditar la identidad de las personas, continuar con el trámite de estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    G., Esther s/ estafa en tentativa


    COMP. 255, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Estrecha vinculación entre el delito del art. 289, inc. 3º, y la falsificación de cédula de identificación vehicular. Mejor administración de justicia.


    La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, pues no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que, en el caso, existiría entre aquella maniobra delictiva y la falsificación de la cédula de identificación vehicular, cuya investigación se reservó la justicia de excepción, atento la coincidencia que se observa entre la numeración del dominio colocado y la que consta en aquel documento. A ello cabe añadirle la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Por estas razones, corresponde declarar la competencia del juzgado federal, para conocer también respecto de la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, objeto de la contienda.


    Á., Guillermo Hugo s/ Infr. art. 289 C.P.


    COMP. 784, L. XLIV, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362".


    Concurren en la presente contienda negativa de competencia circunstancias substancialmente análogas a las consideradas en la Competencia 200, L. XLIII, in re "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362", por lo que resultaría aplicable, en lo pertinente, lo resuelto en esos autos. En consecuencia, corresponde asignar competencia al juzgado federal para entender en estas actuaciones.


    A. C., Esmeralda Elizabeth s/ Infr. Leyes 22.362 y 11.723


    COMP. 1424, L. XLIII, 21 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Transferencia proporcional de fondos a las jurisdicciones: ley 26.052.


    Atento que mediante el decreto 4387 del 13 de agosto de 2007, el gobernador de la provincia [de Entre Ríos] promulgó la ley 9783 de adhesión a la ley nacional 26.052, pero con la salvedad de que su vigencia y operatividad quedaba suspendida hasta tanto se obtuvieran los créditos necesarios, resulta competente la justicia federal para conocer en la presente. Esa solución armoniza además con el artículo 5° de la ley 26.052, que estableció un sistema de transferencia proporcional de fondos a las jurisdicciones que adhieran a la norma.


    C., Juan Antonio s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 20, L. XLIV, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de defraudación. Afectación al patrimonio provincial. Justicia local.


    Toda vez que parte del dinero proveniente del contrato de préstamo habría sido transferido a la provincia mediante la suscripción de un Convenio de Préstamo Subsidiario, para la ejecución de las obras incluidas en el programa, cabe inferir que los fondos habrían ingresado a las rentas provinciales, por lo que de constituir delito el hecho denunciado, éste habría damnificado su patrimonio. Sentado ello, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación y que ella no puede extenderse con fundamento en el poder de policía o de fiscalización que ejerce el Estado Nacional si no involucran la responsabilidad penal de sus funcionarios.


    R., Gustavo Ariel y otros s/ Defraudación


    COMP. 620, L. XLIV, 08 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Lesiones en unidad penitenciaria nacional. Presunto incumplimiento de las funciones de custodia. Justicia federal.


    Las escasas constancias agregadas no permiten descartar un incumplimiento de las funciones de custodia y resguardo de la integridad física de los pacientes por parte de los empleados del instituto nacional, particularmente, si se repara que el agresor, dos meses atrás, habría asfixiado y dado muerte a otro interno del mismo pabellón.


    Á. B., Alejandro E. s/ Denuncia lesiones


    COMP. 684, L. XLIV, 16 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Generalidades


    La intervención del fuero federal es de excepción.


    La intervención del fuero federal es de excepción, es decir que se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. La curatela del penado reviste en principio carácter tuitivo y se trata de una incapacidad restringida de hecho, regida por el derecho civil cuyo objeto es evitar perjuicios en los bienes del condenado. Toda vez que la materia y el objeto del presente proceso (designación de un curador a un condenado) no se vincula con cuestiones federales cabe descartar la intervención de esa justicia especial en este proceso, conclusión que no se modifica por el hecho que la causa penal haya tramitado ante ella, desde que ambos juicios resultan autónomos y su único vínculo eventual será la conclusión de la curatela cuando termine la condena, aspecto que no logra desvirtuar lo expuesto. En ese sentido, corresponde a la justicia civil local continuar entendiendo en la causa.


    O., Miguel Ángel s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 1068, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Perjuicio directo y efectivo a la Nación.


    La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    E., Abel Alejandro s/ usurpación en Tres Arroyos


    COMP. 1418, L. XLIII, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Por el lugar


    Posible delito de acción pública cometido en una unidad del Servicio Penitenciario Federal ubicado en jurisdicción provincial.


    Toda vez que estos actuados se originan con la finalidad de investigar un posible delito de acción pública que habría tenido lugar en la Unidad Nº 1 del Servicio Penitenciario Federal, y que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde éste se ha llevado a cabo, pudiendo ponderarse, a tales fines, los dichos del denunciante aunque no estén plenamente corroborados opino que corresponde al juez provincial, en cuyo ámbito se encuentra ubicado el establecimiento carcelario, asumir sus facultades e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Amenazas


    COMP. 1395, L. XLIII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Aguas, islas y puertos argentinos


    Hechos que puedan afectar el normal desenvolvimiento de la actividad portuaria. Cuestionamiento del buen servicio que deben brindar los empleados de la Nación.


    Sentado ello, toda vez que de los dichos del denunciante -no controvertidos por otras constancias del legajo y en base a los cuales me expediré para dirimir la contienda-, se desprende que un buque surto en el puerto se incendió y las autoridades no contaban con los instrumentos necesarios para la extinción del siniestro, estimo que no puede descartarse, cuanto menos y hasta el momento, que ese hecho hubiere afectado el normal desenvolvimiento de la actividad portuaria, imposibilitando el desarrollo de sus tareas específicas -a las que me refiriera supra-. Por lo expuesto y considerando además que en autos se cuestiona el buen servicio que deben brindar los empleados de la Nación -Prefectura Naval Argentina- ante la presunta inobservancia de hechos presuntamente delictivos ocurridos en el puerto de Mar del Plata -contaminación, contrabando y narcotráfico-, opino que corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    M., Roberto s/ denuncia


    COMP. 1379, L. XLIII, 21 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Territorios con jurisdicción nacional exclusiva


    Afectación de la navegación o el comercio aéreos. Necesidad de la afectación de intereses federales o de la prestación del servicio del establecimiento nacional para que concurra la competencia federal.


    De acuerdo a lo establecido el artículo 198 del Código Aeronáutico, sólo provocan la intervención de la justicia federal aquellos delitos que puedan afectar directamente la navegación o el comercio aéreos. No basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia de excepción, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    Sumario s/ Hurto


    COMP. 55, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hechos sucedidos en una unidad carcelaria. Falta de afectación al normal desenvolvimiento del Servicio Penitenciario Federal ni al buen servicio que prestan sus empleados. Competencia del juzgado provincial.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. En concordancia con ello y en atención a que de las declaraciones de la ex interna damnificada en autos -que resultan verosímiles y no se encuentran controvertidas por otros elementos de la causa- no surge que el hecho de autos hubiere entorpecido el normal desenvolvimiento del Servicio Penitenciario Federal, ni el buen servicio que prestan sus empleados, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para proseguir con el trámite de las actuaciones.


    S., Romina s/ delito de acción pública


    COMP. 758, L. XLIII, 21 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Protesta ante el municipio de Rosario. Corte de ruta nacional, sometida a la exclusiva órbita de la Nación.


    Corresponde al fuero federal entender en la causa en la que como consecuencia de las medidas de fuerza se interrumpió el tránsito de vehículos sobre una ruta nacional, pues esas acciones han interferido directamente en la satisfacción de los objetivos de bien público para los cuales la ruta fue establecida.


    Sumario av. s/ infr. Art. 194 C.P.


    COMP. 1389, L. XLIII, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Necesidad de la afectación de intereses federales o de la prestación del servicio del establecimiento nacional para que concurra la competencia federal.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    R., Gisella Elizabeth s/ Av. lesiones


    COMP. 1332, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Necesidad de la afectación de intereses federales o de la prestación del servicio del establecimiento nacional para que concurra la competencia federal.


    No basta la sola circunstancia de que un hecho delictivo se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia de excepción, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    C., Tomás s/ Denuncia


    COMP. 793, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Necesidad de la afectación de intereses federales o de la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    P. Z., Ángel Gabriel y otros s/ Plantea incompetencia


    COMP. 258, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Necesidad de la afectación de intereses federales o de la prestación del servicio del establecimiento nacional. Víctima perteneciente a la Gendarmería Nacional.


    La sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no basta para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Existe afectación a la normal prestación del servicio, cuando varias personas fuertemente armadas y equipadas irrumpan en la cabecera de un puente internacional con el objetivo de cometer un robo a una agencia de cambio allí ubicada, efectúan numerosos disparos contra la guardia de la sección de Gendarmería allí apostada, lesionan a un gendarme, sustraen su pistola reglamentaria suministrada por el Estado Nacional, colisionan y derriban vallas dispuestas como prevención en virtud de las tareas de reparación.


    B., Luis Darío s/ Denuncia robo


    COMP. 240, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Por el tipo de delito


    Afectación del servicio público interjurisdiccional de electricidad: interrupción del servicio de energía.


    Habida cuenta que los dichos del denunciante resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias del expediente, en concordancia con la doctrina del Tribunal, corresponde asignar competencia al fuero federal, por cuanto la interrupción del servicio de energía afecta el servicio público interjurisdiccional de electricidad.


    S., Giuliano s/ den. interrup. en vías de comunicación


    COMP. 750, L. XLIV, 22 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del magistrado federal circunscripta a las penas de arresto que imponga la Superintendencia de Seguros de la Nación. Justicia federal: carácter excepcional.


    Asiste razón al magistrado federal cuando expresa que su competencia, en esta materia, se encuentra circunscripta a las penas de arresto que imponga la Superintendencia de Seguros de la Nación (arts. 59, 60, 61, 63 y 64 de la ley de entidades de seguros). Por lo demás, la Corte tiene decidido que la justicia federal es un fuero de excepción y no dándose causal específica que lo haga surgir en el caso, su conocimiento queda librado a la justicia ordinaria.


    P. de R. S. G. S.A. s/ estafa


    COMP. 242, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia en razón de la materia. Sustracción de bolso con correspondencia. Afectación del servicio de correos.


    La sustracción de correspondencia, mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del Correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que violentan o estorban la correspondencia de correos, y debe, por consiguiente, quedar sujeto a la jurisdicción federal, sin que esa conclusión sea alterada por el hecho de que la prestataria del servicio postal sea una empresa privada.


    D., Carlos Alberto s/ Denuncia robo


    COMP. 19, L. XLIV, 26 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Concurso ideal por infracciones a las leyes 11.723 y 22.362. Competencia federal.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en aquellos casos en que el hecho resulte aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11. 723- que concurran en forma ideal, pues esto presupone que ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente mediante una única conducta.


    B., Daniel Esteban y otros s/ Inf. Ley 11.723


    COMP. 241, L. XLIV, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación de justicia: demora en el trámite del conflicto. Utilización de D.N.I. adulterado y estafa. Concurso ideal.


    La demora en el trámite que le imprimió la justicia a este conflicto habría actuado en desmedro del buen servicio de justicia, situación que por su persistencia, podría llegar a configurar un caso de privación jurisdiccional. Habida cuenta que no se puede descartar, la utilización de un documento nacional de identidad adulterado, y que el magistrado federal no cuestiona su competencia sobre los hechos, corresponde al Juzgado Federal entender en las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    Iribarren, Ezequiel Ramiro y otro s/ Denuncia


    COMP. 768, L. XLIV, 24 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Crímenes de lesa humanidad.


    De las constancias del expediente surge que el hecho investigado se desarrolló en el transcurso de la dictadura militar y que el imputado integraba un grupo policial sospechado de crímenes de lesa humanidad, actuando en un contexto de impunidad que le permitía "ajusticiar a unos y otros". De tal forma, S. está imputado en la causa que investiga el secuestro y desaparición forzada, el homicidio y la privación ilegal de la libertad de diferentes sujetos, en trámite ante el Juzgado Federal Nº 2 de Salta. En este marco descripto, no puede descartarse, en esta etapa del proceso, que los homicidios objeto de la presente contienda también configuren crímenes de lesa humanidad. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde a la justicia federal conocer en la causa que originó este incidente.


    S., Fortunato y otros s/ homicidio calificado


    COMP. 291, L. XLIV, 10 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Delito de supresión de la numeración a un arma.


    Habida cuenta que luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1º, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, la supresión de la numeración del arma se encuentra incluida entre aquellos delitos de competencia federal, su conocimiento corresponde a ese fuero, sin perjuicio de la decisión que en definitiva corresponda adoptar sobre el fondo del asunto.


    B., Rubén s/ Robo agravado


    COMP. 840, L. XLIV, 28 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento y tenencia de arma de guerra. Relación concursal de carácter formal entre estos dos delitos. Ignorancia del lugar de comisión: lugar donde se secuestro el arma y se identificó al imputado.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo. Entre el delito de encubrimiento y la tenencia de arma de guerra existe una relación concursal de carácter formal, que los torna inescindibles entre sí, en tanto registrarían el mismo instante consumativo coincidiendo plenamente la acción de receptar con la de comenzar a tener. Dado que no resulta posible determinar fehacientemente su lugar de comisión, opino que corresponde declarar la competencia de la justicia federal del ámbito territorial donde se secuestró el arma y se identificó al imputado.


    C., Jorge Ezequiel s/ presunta infracción art. 277 C.P.


    COMP. 110, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Entorpecimiento del tráfico ferroviario.


    Dado que, de las constancias incorporadas al legajo surge que el hecho objeto de esta contienda entorpeció el tráfico ferroviario, circunstancia que implicó la consecuente interrupción del servicio por aproximadamente nueve días, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para entender en las presentes actuaciones.


    A. L. L. C. S.A. s/ denuncia


    COMP. 765, L. XLIV, 24 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Falsificación de la firma de un funcionario nacional.


    Atento que se habría falsificado la firma de un funcionario nacional, corresponde al juez federal conocer en estas actuaciones.


    Fiscal s/ Denuncia


    COMP. 528, L. XLIV, 15 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Infracción a la Ley de Sangre: presunta comercialización de bolsas de sangre para trasplante.


    Del análisis de los diversos testimonios recabados en la investigación no puede descartarse, hasta el momento, que los hechos investigados se encuentren íntimamente vinculados con aquéllos en los que se investiga la presunta comercialización de bolsas de sangre para trasplante, en infracción a la ley 22.990. Por lo expuesto, corresponde atribuir competencia a la justicia federal para continuar con el trámite de estas actuaciones, ello sin perjuicio, en atención a lo aquí expuesto, de las diligencias que pudiere efectuar esa judicatura a fin de reclamar su jurisdicción en relación a los hechos que se investigan ante los tribunales locales, los cuales son de su exclusivo conocimiento en virtud de las disposiciones de la ley 22.990.


    V., María s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 125, L. XLIV, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Infracciones a la ley 23.592. Competencia del fuero federal.


    Habida cuenta que la Corte tiene establecido que las infracciones previstas en la ley 23.592, son competencia del fuero federal, corresponde a la justicia de excepción profundizar la investigación para establecer si el hecho denunciado tuvo capacidad suficiente para alentar o incitar a la persecución o al odio racial, religioso o de nacionalidad, contra la persona de la madre del denunciante, como así también de las restantes personas mencionadas en los mensajes de correo electrónico con contenido antisemita e intimidatorio.


    J., Federico G. s/ Amenazas


    COMP. 54, L. XLIV, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Ley 25.743. Protección del patrimonio arqueológico y paleontológico. Afectación a intereses nacionales.


    Por las particularidades de los hechos denunciados, no podría descartarse una afectación a intereses nacionales en los términos del artículo 33, inciso 1°, apartado "c", del Código Procesal Penal de la Nación. En efecto, la ley nacional 25.743 de "Protección del Patrimonio Arqueológico y Paleontológico" -del que formarían parte los elementos sustraídos- en el artículo 4°, inciso "a", establece como facultades exclusivas del Estado nacional ejercer la "tutela" de los mismos, y el Poder Ejecutivo de la Nación al reglamentar esa legislación (Decreto N° 1022/2004, artículo 4°), dispuso que deberá entenderse por "tutela ejercida por aquél, la protección jurídica o legal de todo el patrimonio arqueológico y paleontológico del territorio argentino, más allá del derecho de dominio, protección y preservación que correspondan a las autoridades competentes de cada jurisdicción". En atención a que el Juez ordinario no descarta que de la investigación pudieren comprobarse los extremos que susciten la intervención de la justicia federal, corresponde a esta última descartar o no tal circunstancia.


    A. del M. A. de L. F. s/ dcia


    COMP. 666, L. XLIV, 23 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Ley de marcas y patentes. Propiedad intelectual. Concurso ideal.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    G., Juan Francisco s/ Inf. ley 22.362


    COMP. 1380, L. XLIII, 26 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Ley de marcas y patentes. Propiedad intelectual. Concurso ideal.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    L., Fausto Rolando s/ Leyes 11.723 y 22.362


    COMP. 1385, L. XLIII, 11 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Ley de marcas y patentes. Propiedad intelectual. Concurso ideal.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    Z. A., Brenda Elisa s/ Delito contra la propiedad científica y literaria


    COMP. 1305, L. XLIII, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Ley de marcas y patentes. Propiedad intelectual. Concurso ideal.


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    Afip DGA s/ Denuncia


    COMP. 825, L. XLIV, 28 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Ley de marcas y patentes. Propiedad intelectual. Concurso ideal.


    Es doctrina del Tribunal que corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    L., Alonso s/ Ley 11.723


    COMP. 420, L. XLIV, 05 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Leyes 22.362 y 11.723. Concurso ideal.


    En tanto que de la escueta pericia efectuada sobre los discos compactos, no puede descartarse prima facie que las portadas del material incautado serían copias de los originales que tienen impresas la marca respectiva, el caso resultaría aprehendido por dos disposiciones penales -las leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta. Sobre la base de esas consideraciones corresponde a la justicia federal, donde se comprobó el delito, conocer en estas actuaciones más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    N.N s/ Infracción ley 11.723


    COMP. 285, L. XLIV, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Perjuicio efectivo a las rentas de la Nación como resultado directo de una acción típica.


    La existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si no se identifica con el resultado directo de una acción típica.


    S., Santa Catalina y Q., Vicente Eleuterio s/ defraudaciones


    COMP. 212, L. XLIV, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Posible interrupción o afectación del servicio público de radiodifusión.


    Sin perjuicio de la comprobación o no, en los hechos, de un ilícito penal, toda vez que la cuestión debatida se cierne sobre la posible interrupción o afectación del servicio público de radiodifusión y que ante el juzgado federal tramita una acción de amparo interpuesta por los aquí denunciantes por los mismos hechos denunciados, corresponde a ese tribunal continuar con el trámite del expediente.


    A., César Alberto s/ su denuncia


    COMP. 730, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Propiedad Intelectual. Concurso ideal.


    No puede descartarse que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales, las leyes 22.362 y 11.723, que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    S. C., Diego s/ infr. ley 11.723


    COMP. 1401, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión al caso "Álvarez, Graciela s/ infracción ley 22.362".


    Concurren en la presente contienda negativa de competencia, circunstancias substancialmente análogas a las consideradas en la Competencia 1380, L. XLI, in re "Álvarez, Graciela s/ infracción ley 22.362". En consecuencia, corresponde asignar competencia al juzgado federal para entender en estas actuaciones.


    A., Julio Oscar y otros s/ inf. ley 22.362 y 11.723


    COMP. 494, L. XLIV, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Supresión de identidad. Pluralidad de movimientos que responden a un plan común. Prohibición de la doble persecución penal. Competencia federal.


    La Corte tiene resuelto que tratándose de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta –en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que el delito de supresión de estado civil concurre idealmente con la falsificación del acta de nacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de la persona, la misma deberá ser investigada por la justicia federal habida cuenta del carácter nacional del último documento, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho en razón de las distintas tipicidades importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional.


    Y. T., J. y otros s/ Infr. art. 292 del C.P.


    COMP. 670, L. XLIV, 08 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra el derecho de gentes


    Posible desaparición forzada de persona. Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas.


    Toda vez que C. A. fue trasladado el 9 de mayo de 1978 a dependencias de una fuerza de seguridad provincial para su identificación, no existiendo registros de su egreso de aquéllas y que a partir de entonces no se tuvo más noticias de su paradero, según se habría acreditado en el legajo, no puede descartarse, hasta el momento, que el hecho a investigar encuadre en la figura de desaparición forzada de persona en los términos del artículo 1° de la ley 24.411 y del artículo 2° de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas -incorporada a la Constitución Nacional por ley 24.820-, razón por la que debe investigarlo la justicia federal.


    Av. Paradero de C. A.


    COMP. 1274, L. XLIII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra el funcionamiento de las instituciones nacionales


    Apremios ilegales en el hospital del complejo penitenciario de Ezeiza.


    En atención a que la competencia criminal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito, y teniendo en cuenta los dichos del denunciante, en cuanto a que los apremios ilegales habrían tenido lugar en el hospital del complejo penitenciario donde se encuentra detenido -Ezeiza-, es en esa sede donde se debe proseguir la investigación. Sin embargo, toda vez que incumbe a la justicia federal investigar los delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación -artículo 3, inciso 3º, de la ley 48-, correspondería al juzgado federal con competencia en ese ámbito conocer en estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    Servicio Penitenciario del C.P.F. Nº 1 s/ Apremios ilegales


    COMP. 833, L. XLIV, 24 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Delito cometido contra empleados del INSSJP por actos realizados en el ejercicio de sus funciones.


    Al resultar de los elementos de juicio reunidos que la conducta reprochada al responsable del instituto estuvo dirigida hacia empleados del INSSJP por actos realizados en el ejercicio de sus funciones, corresponde al juzgado federal conocer en estas actuaciones.


    C., Aníbal s/ infracción art. 149 bis del C.P.


    COMP. 799, L. XLIV, 22 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Desnaturalización del sistema de reempadronamiento vehicular.


    Las maniobras pesquisadas han afectado el normal funcionamiento de un organismo nacional, ello es así pues se ha desnaturalizado el sistema de reempadronamiento vehicular en tanto que no resulta legalmente posible que tres rodados distintos posean la misma numeración RPA original. En consecuencia debe ser la justicia federal, con jurisdicción en los registros seccionales que procedieron al reempadronamiento del camión y que expidieron la distinta documentación, la que debe profundizar la presente investigación.


    P., Juan Carlos s/ Hurto agravado de vehículo.


    COMP. 1381, L. XLIII, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Empleados nacionales que se desempeñan en las terminales aéreas.


    No podría descartarse hasta el momento, que la conducta denunciada hubiere afectado, cuanto menos, el buen servicio que deben prestar los empleados nacionales que se desempeñan en las terminales aéreas, de manera que corresponde al magistrado federal continuar con el trámite del expediente, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    G., Ricardo s/ defraudación contra la administración pública


    COMP. 359, L. XLIV, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Hechos que podrían afectar el normal funcionamiento de la terminal aeroportuaria o el buen desempeño de los empleados nacionales que allí prestan funciones. Policía de Seguridad Aeroportuaria.


    Toda vez que el magistrado federal reconoce que no podría descartarse, hasta el momento, hechos que podrían afectar el normal funcionamiento de la terminal aeroportuaria o el buen desempeño de los empleados nacionales que allí prestan funciones -Policía de Seguridad Aeroportuaria-, limitándose además a afirmar su incompetencia en razón del territorio, es el fuero de excepción el que debe proseguir con la investigación.


    N. N. s/ delito de acción pública


    COMP. 470, L. XLIV, 22 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Infracción al artículo 289 del Código Penal: Naturaleza ordinaria. Concurrencia con delito de competencia federal. Competencia Federal.


    La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía. Sin embargo, la existencia de una estrecha vinculación entre esa infracción y la falsedad de la documentación que se habría utilizado en el hecho y la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, indican que su investigación quede a cargo de un único tribunal, de la justicia federal.


    L., Lidia Cristina s/ Incidente de incompetencia


    COMP. 56, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Infracción al artículo 289 del Código Penal: naturaleza ordinaria. Concurrencia con delito de competencia federal. Competencia federal.


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al magistrado provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    G., Jorge s/ Encubrimiento


    COMP. 95, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Infracción al artículo 289 del Código Penal: naturaleza ordinaria. Concurrencia con delito de competencia federal. Competencia federal.


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, estimo que corresponde investigarla al magistrado provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    A., Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 184, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Infracciones al artículo 289 del Código Penal: naturaleza ordinaria.


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción al artículo 289 del Código Penal, corresponde investigarla al magistrado provincial en cuya jurisdicción se comprobaron las anomalías y se secuestró el rodado, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior. Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél, y menos aún, cuando ni siquiera consta que se haya interrogado al prevenido acerca del modo en que entró en posesión del rodado El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    M., Juan Domingo s/ Falsificación de marcas y contraseñas


    COMP. 1238, L. XLIII, 11 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Infracciones al artículo 289 del Código Penal: naturaleza ordinaria. Ignorancia del lugar de comisión: competencia de la justicia donde se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    La infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, es de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla a la justicia donde se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    Comisaría Sexta Allen s/ Secuestro de automotor


    COMP. 127, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Ministerio de Desarrollo Social de la Nación.


    No puede descartarse que el hecho denunciado hubiere afectado el normal desenvolvimiento del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación y el buen servicio que presta este organismo. Por ello, corresponde asignar competencia a la justicia federal para entender en estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda y sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    A. W. Z. s/ delito de acción pública


    COMP. 474, L. XLIV, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Participación de un empleado del Banco de la Nación Argentina que no puede descartarse en esta etapa del proceso.


    Habida cuenta que las constancias del expediente no permiten descartar, en esta etapa del proceso, la participación de los empleados del banco en la maniobra a investigar, en tanto dan cuenta que se habrían incumplido las normas que regulan el procedimiento de pago y depósito de los cheques, se habría obstruido el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación.


    Fiscal c/ B. R., Tomás Domingo


    COMP. 11, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Posible afectación del normal desenvolvimiento de los empleados de la Nación. Víctima que se desempeña como numerario de la custodia Vicepresidencial.


    Los elementos probatorios incorporados al legajo no permiten descartar, hasta el momento, que el hecho motivo de esta contienda hubiese afectado, cuanto menos, el normal desenvolvimiento de los empleados de Nación; ponderando que la víctima, a quien desapoderaron de los elementos necesarios para el desarrollo de sus funciones, se desempeña como numerario de la custodia Vicepresidencial. Sentado ello, corresponde al juez federal asumir su jurisdicción en un hecho que prima facie se encuentra abarcado por las disposiciones del artículo 33, inciso "c", del Código Procesal Penal de la Nación, a fin de dar precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    W., Miguel Ángel s/ Robo simple


    COMP. 238, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra el medio ambiente


    Contaminación de aguas: afectación de varias jurisdicciones.


    No puede descartarse que la contaminación de las aguas pudo afectar otras jurisdicciones, más allá de la frontera de la provincia de Buenos Aires. En mérito a lo expuesto, corresponde a la justicia federal proseguir con el trámite de estas actuaciones.


    P. N. S.A.I.C. y M. P. S.A. s/ Av. pta. inf. a la ley 25.612


    COMP. 173, L. XLIV, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Residuos Peligrosos


    Ausencia de alguno de los supuestos de excepción contemplados en la ley. Competencia de la justicia local.


    Toda vez que de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte hasta el presente, la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


    A., Walter G. s/ infr. ley 24.051


    COMP. 522, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia federal: toda vez que no pueda descartarse que los desechos descargados puedan afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia (art. 1, ley 24.051).


    Las declaraciones del denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente, y toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no permiten descartar que los desechos descargados puedan afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia (art. 1°, ley 24.051), en tanto serían vertidos en un desagüe que desembocaría finalmente en el Río de la Plata, corresponde a la justicia federal conocer en las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    M., Marcelo s/ denuncia


    COMP. 378, L. XLIV, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la peligrosidad de las sustancias encontradas.


    Toda vez que es doctrina del Tribunal que la competencia del fuero federal sólo se justifica en los casos en los que se hubieren comprobado los supuestos de excepción contemplados por el artículo 1° de la ley 24.051, extremos que, hasta el presente, no se advierten en autos, corresponde al magistrado local continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    F., Francisco José s/ den. presencia PCB en transf. de E.


    COMP. 1, L. XLIV, 27 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Falta de configuración de alguno de los supuestos contemplados en la ley de Residuos Peligrosos.


    Toda vez que no se advierta la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


    O. C. S.A. s/ infr. ley 24.051


    COMP. 358, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Falta de configuración de alguno de los supuestos contemplados en la ley de Residuos Peligrosos.


    Toda vez que no se advierta la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia ordinaria para conocer en la causa.


    H., Hugo Armando s/ dcia. Inf. Ley 24.051


    COMP. 356, L. XLIV, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Falta de configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en la Ley de Residuos Peligrosos.


    Toda vez que de los elementos de juicio incorporados al incidente, no se advierte hasta el presente la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    H., Aldo A. s/ infr. ley 24.051


    COMP. 266, L. XLIV, 06 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra la administración de Justicia


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa procesal. Afectación a la administración de justicia de la Nación.


    Cuando no existe controversia respecto a la calificación legal del hecho a investigar, y hubo afectación a la administración de justicia de la Nación, corresponde que entienda en el trámite del expediente la justicia federal.


    L., José y T., Graciela s/ estafa


    COMP. 166, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Delito de desobediencia. Regla: competencia del juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden.


    La investigación del delito de desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones. Asimismo, debe atribuirse competencia a la justicia federal cuando la orden incumplida es emitida por un magistrado nacional, habida cuenta que se encontraría afectada la administración de justicia nacional.


    C. S.A. s/ Artículo 239 del Código Penal


    COMP. 505, L. XLIV, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento del delito de extorsión.


    Respecto al presunto encubrimiento del delito de extorsión, compete investigarlo al fuero federal, en tanto afectaría a la administración de justicia de la Nación.


    T., Juan s/ estafa


    COMP. 428, L. XLIV, 27 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Incumplimiento de una orden emitida por un magistrado nacional.


    Debe atribuirse competencia a la justicia federal cuando la orden incumplida es emitida por un magistrado nacional, habida cuenta que se encontraría afectada la administración de justicia nacional.


    P. s/ solicita inhibitoria


    COMP. 740, L. XLIV, 22 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento de delitos cometidos en la Capital Federal


    Afectación a la administración de Justicia Nacional: competencia federal.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción. Toda vez que no resulta posible determinar el lugar de comisión del encubrimiento, corresponde declarar la competencia de la justicia federal en cuyo ámbito territorial se secuestró el vehículo y se identificó al imputado.


    O. M., Bernardo Cristóbal s/ Encubrimiento (art. 277)


    COMP. 1390, L. XLIII, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Afectación a la administración de Justicia Nacional: competencia federal.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción. Toda vez que no resulta posible determinar el lugar de comisión del encubrimiento, corresponde declarar la competencia de la justicia federal en cuya sección fue secuestrado el bien y se detuvo al imputado.


    S., Sergio Daniel s/ Robo de automotores con armas


    COMP. 49, L. XLIV, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del Juez Federal con jurisdicción territorial donde el encubrimiento se hubiese llevado a cabo.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    D., Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 747, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del Juez Federal con jurisdicción territorial donde el encubrimiento se hubiese llevado a cabo.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en la sustracción.


    L., Gustavo Javier s/ Encubrimiento


    COMP. 707, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juez federal con jurisdicción territorial donde el encubrimiento se hubiese llevado a cabo. Desvinculación del imputado del delito de robo.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    M., Carlos Hugo René s/ Denuncia


    COMP. 722, L. XLIV, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juez federal con jurisdicción territorial donde el encubrimiento se hubiese llevado a cabo. Participación del imputado en la sustracción.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    F., Néstor s/ Encubrimiento


    COMP. 891, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juez federal con jurisdicción territorial donde el encubrimiento se hubiese llevado a cabo. Participación del imputado en la sustracción: competencia del magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo.


    Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    L., Walter Damián s/ Encubrimiento


    COMP. 827, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juez federal con jurisdicción territorial donde el encubrimiento se hubiese llevado a cabo. Posible participación del imputado en la sustracción: competencia del magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo.


    Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    L., José A. s/ Encubrimiento


    COMP. 909, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del juez federal con jurisdicción territorial donde se hubiese llevado a cabo el delito encubierto.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    F., Adrián Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP. 782, L. XLIV, 24 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Investigación adecuada. Afectación a la administración de justicia nacional: competencia federal.


    Ordenar la realización de otro informe técnico importa la aceptación de competencia, por lo que, el trámite dado al incidente es erróneo, pero a fin de evitar mayores dilaciones que sólo actúan en desmedro del principio de economía procesal y de la buena administración de justicia, es conveniente dejar de lado ese reparo formal. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no haya tenido participación alguna en la sustracción.


    D., Walter s/ Falsificación de marcas y contraseñas


    COMP. 133, L. XLIV, 12 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento de un delito cometido en Capital Federal. Afectación a la administración de justicia nacional. Robo


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo, circunstancia que no se presenta en el caso, sin que, por otra parte, el tiempo transcurrido entre la sustracción del bien y su hallazgo constituya una pauta que autorice sin más, a fundar una conclusión en tal sentido.


    F., Juan Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 581, L. XLIV, 14 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Robo.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se presenta en el caso.


    J. M., Ricardo s/ Hallazgo de automotor


    COMP. 642, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Robo. Investigación suficiente.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se presenta en el caso.


    S., Ricardo Oscar s/ Encubrimiento


    COMP. 529, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Robo. Tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del bien y su hallazgo.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción; no surge del incidente que se hubiera realizado una investigación suficiente que permita descartar la participación del prevenido en ese delito. El tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del bien y su hallazgo no puede constituir una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad del imputado en el hecho acaecido en esta ciudad. Remisión a "Rondo, Claudio Gabriel s/ Denuncia".


    R., José Luis s/ Encubrimiento


    COMP. 602, L. XLIV, 30 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Robo. Tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del bien y su hallazgo. Investigación suficiente.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción, exigencia que no ha sido cumplida en el sub júdice. El tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su hallazgo no puede constituir una pauta que autorice, sin más, a desechar la participación del imputado en ese delito.


    V. Renato s/ Denuncia


    COMP. 622, L. XLIV, 30 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal. Ausencia de perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor. Autenticidad de la cédula de identificación del automotor.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito contra la propiedad lo que no se presenta en el caso. Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento; en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía. Deberá profundizarse la investigación acerca de la cédula de identificación del automotor a fin de establecer su autenticidad, lo que podría incidir en la competencia material teniendo en cuenta el criterio establecido en las Competencias 1630 L. XL, in re "Comisaría Puerto San Julián s/ Investigación" y nº 212 L. XLI, in re "Thompson Andrés; Frora Dinámica S.A. y Toyota s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública".


    G., Carlos Humberto y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 516, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Necesidad de excluir la participación en el delito anterior.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    B., Marcelo Javier s/ Encubrimiento


    COMP. 1296, L. XLIII, 06 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. Tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y la incautación. Necesidad de investigación suficiente.


    Los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el prevenido. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina a su respecto la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. El tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación no constituye una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia no se presenta en el caso.


    S., Ricardo Damián s/ Encubrimiento


    COMP. 584, L. XLIV, 14 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra la Administración Pública de la Nación


    Malversación de caudales públicos. Incumplimiento del depositario judicial. Lugar de comisión.


    Atento el incumplimiento respecto de los deberes asumidos en carácter de depositario judicial, lo que implicaría una obstrucción al buen servicio que presta la justicia nacional, corresponde conocer en el proceso al tribunal federal con jurisdicción donde se hallaban depositados los bienes.


    D., Rodolfo Augusto s/ Malversación de caudales públicos


    COMP. 199, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra la correspondencia


    Supresión de la correspondencia mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo.


    Cuando la supresión de correspondencia se produce mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que "violentan o estorban la correspondencia de correos", de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48 y artículo 33, inciso c), del Código Procesal Penal de la Nación, y debe quedar sujeta a la jurisdicción federal, tal como surge de esas normas en consonancia con el artículo 75, inciso 14, de la Constitución Nacional.


    E., Patricia s/ Encubrimiento


    COMP. 660, L. XLIII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Sustracción de una pieza postal mientras se encuentra bajo la custodia del correo. Empresa privada prestataria del servicio.


    La sustracción de una pieza postal, mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, configura uno de esos crímenes que "violentan o estorban la correspondencia de los correos" -artículo 33°, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación-, y debe, por consiguiente, quedar sujeto a la jurisdicción federal, tal como surge de esas mismas normas en consonancia con lo dispuesto por el artículo 75, inciso 14, de la Constitución Nacional, sin que esa conclusión sea alterada por el hecho de que la prestataria del servicio postal sea una empresa privada.


    A., Roberto Carlos s/ den. robo calificado con sustracción de vehículo y priv. ilegal de la libertad


    COMP. 390, L. XLIV, 04 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra la Fe Pública


    Hechos desarrollados en jurisdicciones distintas que forman parte de un mismo contexto delictivo: la competencia se determina atendiendo a la economía procesal, administración de justicia y defensa de los imputados. Concurso ideal de estafa cometida mediante uso de documento nacional de identidad ajeno.


    Si el hecho motivo del conflicto forma parte de un mismo contexto delictivo que se habría desarrollado en distintas jurisdicciones, la elección de alguna de ellas deberá determinarse atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la marcha de la administración de justicia y la defensa de los imputados. Sentado ello, de conformidad con la doctrina de la Corte, en cuanto a que el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso "d", de la ley 17.671 y sus modificatorias, es privativo del fuero de excepción, y en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar -estafa cometida mediante el uso de un DNI falso, que concurrirían en forma ideal-, corresponde a la justicia federal de esta ciudad, donde se desarrolló el mayor número de maniobras defraudatorias y se llevó adelante la investigación, asumir el conocimiento de la causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    E., Raúl Jorge s/ Denuncia


    COMP. 873, L. XLIV, 11 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Infracción a la Ley de Identificación Personal.


    Habida cuenta que el objeto de este proceso es determinar si se cometió la infracción tipificada en el artículo 34 de la ley 17.671, reformada por la ley 20.974, cuyo juzgamiento fue asignado al fuero de excepción -artículo 42-, corresponde declarar la competencia del juzgado federal con jurisdicción sobre el Departamento donde está situado el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas en el que se inscribió el nacimiento de la imputada.


    C., Elizabeth s/ infr. ley 20.974


    COMP. 29, L. XLIV, 27 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Documentación de automotor y sus numeraciones (chasis, motor y patente)


    Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de documentación del automotor.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto En ese sentido, en cuanto a la falsificación de la documentación del automotor, si no es posible establecer donde se creó el instrumento público falso, debe estarse al lugar donde fue usado. Si no puede determinarse aquella circunstancia, en virtud del carácter nacional tanto el título de propiedad como la cédula de identificación cuya falsificación se investiga, corresponde al magistrado a cargo del Juzgado en cuya jurisdicción fueron usados, conocer de ese hecho ilícito. Siempre que la sustracción, junto a otros efectos, de aquéllos documentos de carácter nacional pudo provocar, además, el entorpecimiento del normal funcionamiento del Registro de la Propiedad Automotor de la jurisdicción, corresponde dar intervención al juzgado federal de esa sección.


    P., Roberto Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 292, L. XLIV, 30 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Obstrucción al normal desenvolvimiento del Registro Nacional de la Propiedad Automotor. Buen servicio de los empleados de la Nación.


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    Bianchi, Luis s/ Denuncia


    COMP. 27, L. XLIV, 03 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Conveniencia de que la investigación de distintos hechos delictivos sean juzgados en su conjunto por el fuero de excepción, debido a que se ha presentado un formulario 08 falso ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor y se ha obstruido el normal funcionamiento de ese organismo.


    Toda vez que de las particulares circunstancias del caso, se impida descartar que los distintos hechos participen de un contexto delictivo común pues, tanto en uno como en otro proceso se trata, en definitiva, de la transferencia del mismo automóvil, conviene que su investigación sea apreciada y juzgada en su conjunto por el fuero de excepción, y no que se divida entre los distintos tribunales. Ello debido a que, para su comisión, no sólo se habría utilizado un formulario 08 falso que, en definitiva, fue presentado ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor sino que, además, se habría posibilitado, finalmente, la transferencia irregular del vehículo y, por ende, la obstrucción del normal funcionamiento de ese organismo.


    G. N., Efraín s/ Pedido de inhibitoria


    COMP. 600, L. XLII, 14 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia en virtud de una mejor administración de justicia.


    Atento que el señor juez federal ha admitido la competencia material de ese fuero para conocer respecto de la falsificación de documento, también le corresponde investigar la posible infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, en tanto no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre ésta y el documento apócrifo -atento la coincidencia que se observa entre la numeración del dominio colocado y la que consta en ese instrumento- que determina la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    P., Irma Margarita s/ Pta. inf. art. 292 y 296 del C.P.


    COMP. 1432, L. XLIII, 28 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia en virtud de una mejor administración de justicia.


    Atento que el señor juez federal ha admitido la competencia material de ese fuero para conocer respecto de la falsificación de documento, también le corresponde investigar la posible infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, en tanto no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre ésta y el documento apócrifo -atento la coincidencia que se observa entre la numeración del dominio colocado y la que consta en ese instrumento- que determina la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    P., Juan Carlos s/ Posible comisión de delito de acción pública


    COMP. 972, L. XLIII, 19 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Infracción al Art. 289, inc. 3º, del Código Penal. Falsificación de la cédula de identificación del automotor. Investigación a cargo de un único tribunal.


    La infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación cuyo conocimiento aceptó el magistrado federal, atento que ella habilitaba la circulación del rodado cuyas numeraciones coincidían con las del documento, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Por estas razones, también corresponde al Juzgado Federal conocer en relación con la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal.


    Departamento Sustracción de Automotores s/ Investigación adulteración numeración motor y chasis Renault 19


    COMP. 641, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Infracción al Art. 289, inc. 3º, del Código Penal: competencia de la justicia ordinaria. Lugar de comisión. Vinculación entre la infracción y la falsificación de la documentación: investigación a cargo de un único tribunal.


    La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación cuyo conocimiento está a cargo de la justicia federal -atento la coincidencia que se observa, al menos, entre la numeración del dominio colocado, la del chasis y motor y la que consta en su documentación- a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    P., Rubén Gustavo s/ Infracción al art. 289 del C.P.


    COMP. 885, L. XLIV, 04 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal. Investigación a cargo de un único tribunal.


    La infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que, en el caso, existe entre esa infracción y la falsificación de la que conoce la justicia de excepción, atento la coincidencia que se observa entre la numeración adulterada del chasis del vehículo, y aquella que consta en la cédula verde y en el formulario 08. A ello cabe añadirle la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Por estas razones, corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal para conocer también respecto de la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Mario Ernesto s/ Denuncia falsedad de documento


    COMP. 718, L. XLIV, 11 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Obstrucción al normal desenvolvimiento del Registro Nacional de la Propiedad Automotor.


    Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados.


    O., Ricardo Eloy s/ Denuncia


    COMP. 65, L. XLIV, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Presentación del formulario falso ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor: entorpecimiento del buen servicio de los empleados de la Nación.


    Habida cuenta que la presentación del formulario falso ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación, corresponde declarar la competencia del fuero federal de esta Capital, con jurisdicción territorial en la seccional del registro donde se presentó la documentación falsa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    R., Juan Alberto s/ denuncia


    COMP. 421, L. XLIV, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Falsificación de documentos públicos


    Concurso ideal entre el delito de supresión de estado civil y el de falsificación del acta de nacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de una persona. Prohibición de doble persecución penal.


    Tratándose de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que el delito de supresión de estado civil concurre idealmente con la falsificación del acta de nacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de la persona, la misma deberá ser investigada por la justicia federal habida cuenta del carácter nacional del último documento, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho -en razón de las distintas tipicidades- importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional.


    B., Eduardo Américo y otros s/ Sustr. ret. y ocult. de menor


    COMP. 880, L. XLIV, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Control de migraciones.


    Habida cuenta que el magistrado de excepción no cuestiona la naturaleza federal del hecho a investigar -la adulteración de un documento público destinado a eludir el control de migraciones- sino que se limita a alegar que no se encuentran acreditadas las circunstancias que rodearon la comisión del delito, corresponde a este juez asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos.


    Y. H. C. s/ infracción art. 292 del C.P.


    COMP. 588, L. XLIV, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Infracciones al artículo 33, inciso "d", de la ley 17.671.


    Toda vez que del debate surgiría la presunta comisión de una infracción al artículo 33, inciso "d", de la ley 17.671 y sus modificatorias, cuyo conocimiento exclusivo compete al fuero de excepción, corresponde al Juzgado Federal de La Plata incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Tribunal Oral en lo Criminal Nº 3 de La Plata s/ denuncia posible comisión de delito de acción pública


    COMP. 249, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Utilización de un documento nacional de identidad ajeno o adulterado.


    Habida cuenta que no se puede descartar, en esta etapa de la investigación, la utilización de un documento nacional de identidad ajeno o adulterado, y que el magistrado federal no cuestiona su competencia sobre los hechos -que resultan de carácter inescindible, pues concurrirían en forma ideal-, corresponde a la Justicia Federal entender en las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    M., Lucila Daniela Lourdes s/ denuncia


    COMP. 512, L. XLIV, 18 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Concurso ideal: estafa cometida mediante falsificación o uso de documento. Competencia federal.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Asimismo, si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


    C., Juan Pablo s/ Estafa


    COMP. 149, L. XLIV, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra la libertad. Secuestro extorsivo


    Resolución de la competencia en virtud del principio de economía procesal y de una más expedita y mejor administración de justicia.


    Corresponde asignar competencia a la justicia federal para que siga entendiendo en la presente causa. Para ello se tiene en cuenta, básicamente, la similitud de circunstancias en que se desarrollaron los hechos; el mismo lugar de cautiverio; la cantidad de personas intervinientes y la división de tareas realizada, según el relato de las víctimas, para desapoderarlas de sus vehículos y efectos personales; el alto monto exigido para el pago de los rescates, el lugar y modalidad elegidos para efectuarlos, siguiendo las indicaciones de los secuestradores; todas ellas características típicas de las bandas organizadas dedicadas al secuestro extorsivo. A lo señalado, cabe agregar el avanzado estado de las actuaciones, que ya se encuentran en etapa de juicio oral, por lo que su remisión a jurisdicción provincial obraría en desmedro "del principio de economía procesal y de una más expedita y mejor administración de justicia", situación que se ve agravada por la prisión preventiva que guardan los imputados.


    H., Carlos Osvaldo y otro s/ secuestro extorsivo


    COMP. 893, L. XLIV, 21 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra la salud pública


    Carácter Federal de las normas contenidas en la ley 16.463.


    El hecho investigado encuadraría en las previsiones del artículo 22 de la ley 16.463, cuyo objeto es proteger tanto la salud pública como la economía del consumidor, la mayor transparencia y competencia del mercado de medicamentos y la finalidad terapéutica. Asimismo también se hallarían reunidos los requisitos del artículo 10 de la ley, toda vez que las sustancias adulteradas adquiridas en territorio bonaerense, se comercializaban en esta ciudad. En este contexto, y en tanto la Corte le ha reconocido carácter federal a las normas contenidas en la ley 16.463 corresponde declarar la competencia del magistrado federal para conocer en estas actuaciones.


    Ministerio de Salud de la Nación s/ Defraudación


    COMP. 820, L. XLIV, 22 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Los delitos previstos en los artículos 29 de la ley 23.737 y 204 C.P., si bien importan un menoscabo a la salud pública, resultan ajenos al derecho federal (art. 2, ley 26.052).


    Los únicos hechos que surgen como materia de investigación quedarían, en principio, subsumidos en los delitos previstos y penados por los artículos 29 de la ley 23.737 y 204 del Código Penal, respectivamente, que si bien importan un menoscabo para el bien jurídico protegido "salud pública", resultan ajenos al derecho federal y, consecuentemente, se encuentran alcanzados por las prescripciones del artículo 2º de la ley 26.052 que, en el caso, rige por imperio de la adhesión voluntaria efectuada por la provincia de Buenos Aires, al sancionarse la ley 13.392.


    L. de S., María del Carmen s/ Denuncia


    COMP. 425, L. XLIV, 25 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Estupefacientes


    Competencia federal en razón de la materia: es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales. Hechos ocurridos dentro de un mismo contexto delictivo.


    La intervención de la justicia de excepción cuando su jurisdicción surge ratione materiae es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes sean hábiles para derogar esos principios, y la incompetencia de la justicia ordinaria, sobre esa base, puede promoverse en cualquier estado del proceso. Por ello, corresponde establecer la competencia de la justicia de excepción, más allá del lugar donde ocurrieron los homicidios y fueron hallados los cuerpos, que se encuentra ya abocada a la causa en que se investigan infracciones a la ley 23.737, aunque no haya sido parte en la contienda. Ello en razón de que estos hechos habrían ocurrido dentro de un mismo contexto delictivo, por lo que deben ser investigados por un único magistrado en pro de una mayor, más efectiva y eficaz administración de justicia.


    F., Sebastián y otros s/ investigación su muerte


    COMP. 806, L. XLIV, 08 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 23.737. Adhesión a la ley Nacional. Comienzo de vigencia de la adhesión.


    La promulgación y la publicación de una ley son actos distintos. De conformidad con el artículo 2 del Código Civil, las leyes no son obligatorias sino después de su publicación y desde el día que determinen. Y si no designan tiempo serán obligatorias después de los ocho días siguientes al de su publicación oficial.


    M., Matías Alberto s/ Inf. ley 23.737


    COMP. 1157, L. XLIII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 23.737. Competencia del juzgado federal que previno, en función de lo dispuesto por el artículo 7° de la ley 26.052.


    En atención a que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, que asignó a la jurisdicción local respecto de aquellas provincias que adhirieran a su régimen, y mediante su artículo 7° estableció que "las causas en trámite alcanzadas por la presente ley continuarán su tramitación por ante el fuero en que se estuvieren sancionando". Por lo tanto, en los procesos que estuviesen en trámite en provincias que hubiesen adherido a la ley 26.052, pero que se hubiesen iniciado con anterioridad a dicha adhesión, corresponde que continúe con el trámite de las actuaciones al juzgado federal que previno.


    M., Juan Marcelo s/ Pta. inf. Ley 23.737


    COMP. 384, L. XLIV, 15 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Modificación de la competencia en caso de comercialización de estupefacientes a la justicia local. Excepción: conexidad subjetiva con otra causa sustanciada en la justicia federal (en este caso, por tenencia de granada).


    En relación con la presunta comercialización de estupefacientes, la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en sus artículos 3° y 4°. Entonces, lo dispuesto en el artículo 3° responde a ese mismo principio, en tanto la aplicación de las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal. Tales circunstancias también determinan la conveniencia de que la investigación de la causa quede a cargo de la justicia nacional, atento la estrecha vinculación entre ambos hechos (presunta comercialización de estupefacientes y tenencia de una granada), más aun si se tiene en cuenta que son el resultado de una única investigación. En ese sentido, la justicia local debe ceder su intervención en la causa originariamente instruida por infracción a la ley 23.737 a favor de la justicia federal para que continúe conociendo en la presente.


    C., Diego Maximiliano y otro s/ Comercialización de estupefacientes


    COMP. 26, L. XLIV, 31 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    A., Luciano Valentín s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 770, L. XLIV, 07 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    Remisión a "Campusano, Juan Antonio s/ infracción a la ley 23.737".


    A., Nahuel s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 237, L. XLIV, 06 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos contra la seguridad pública


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo agravado por el uso de armas, y supresión de la numeración de armas de fuego. Competencia federal excluyente respecto del delito previsto en el art. 189 bis inciso 5°, en función de la reforma introducida por la ley 25.886.


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la supresión de la numeración de las armas se encuentra ahora incluida entre aquéllos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, y es escindible de los restantes hechos objeto del proceso. En consecuencia, atenta que la competencia federal es exclusiva y excluyente, y que las reglas de conexidad no son aplicables a los conflictos suscitados entre magistrados de distintas jurisdicciones, corresponde al juzgado federal continuar con el conocimiento de la infracción al artículo 189 bis, 5° párrafo, del Código Penal.


    M., Rodrigo Enrique y otro s/ Supresión de la numeración de arma de fuego


    COMP. 551, L. XLIV, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Delito de supresión de la numeración a un arma.


    Habida cuenta que luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, la supresión de la numeración del arma se encuentra incluida entre aquéllos delitos de competencia federal, corresponde a ese fuero conocer a su respecto.


    G., Juan s/ Inf Art 189 bis


    COMP. 91, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Delito de supresión de la numeración a un arma.


    Habida cuenta que luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, la supresión de la numeración del arma se encuentra incluida entre aquéllos delitos de competencia federal, corresponde a ese fuero conocer a su respecto.


    T., Gonzalo Daniel s/ Competencia


    COMP. 1321, L. XLIII, 11 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Delito de supresión de la numeración a un arma.


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, el delito de supresión de la numeración de un arma de fuego se encuentra incluido entre aquéllos de competencia federal.


    S. L. Teodoro s/ Inf art 189 bis


    COMP. 553, L. XLIV, 15 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Delito de supresión de la numeración a un arma. Delito independiente de los restantes hechos del proceso.


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la supresión de la numeración de las armas se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, y es escindible de los restantes hechos objeto del proceso.


    D., Maximiliano Ezequiel s/ Robo agravado, etc.


    COMP. 1409, L. XLIII, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Explosivos


    Secuestro de pólvora. Calidad de explosivo.


    Dado que, además de las municiones, se secuestró pólvora, cuya calidad de explosivo prohibido surge de su inclusión como tal en la clasificación del capítulo I, artículo 2º del decreto ley 302/83, reglamentario de la ley 20.429, y que de conformidad con el artículo 33, inciso 1º, apartado e), del Código Procesal Penal de la Nación, se encuentra incluido entre aquéllos de competencia federal, sin que la reforma introducida por la ley 25.886 haya importado una modificación para ese criterio, corresponde a la justicia de excepción conocer en estas actuaciones.


    Hallazgo de munición de guerra s/ Causa Nº 6660/1


    COMP. 363, L. XLIV, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Delitos en perjuicio de los bienes y rentas de la Nación y sus entidades autárquicas


    Contienda negativa de competencia. Cobro del plan Jefas y Jefes de Hogar con D.N.I. extraviado. Perjuicio a las rentas de la Nación: competencia federal.


    Corresponde asignar competencia a la justicia federal, toda vez que los planes "Jefas y Jefes de Hogar" son otorgados y pagados por el Estado Nacional, con créditos asignados en el presupuesto nacional, por lo que la conducta denunciada (cobro del plan con D.N.I. extraviado) habría tenido entidad para perjudicar efectivamente las rentas de la Nación.


    C., Daiana Lucila s/ Denuncia


    COMP. 117, L. XLIV, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Irregularidades en la administración y disposición de planes sociales.


    En atención a que los hechos a determinar podrían vincularse con presuntas irregularidades en la administración y disposición de planes sociales, cuestión que suscitó la intervención de la justicia de excepción; es el magistrado federal, que tomó conocimiento de la "noticia criminis", el que debe incorporar los elementos necesarios para darle precisión, y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    F., María E. s/ extorsión


    COMP. 172, L. XLIV, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Tramite de las cuestiones de competencia


    Determinación de la competencia en razón del territorio.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    M. L., Dylan Teófilo y otro s/ lesiones


    COMP. 495, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delitos de estafa y falsificación de documento público. Doble persecución penal. Sobreseimiento por la estafa. Cuestión devenida abstracta. Justicia que previno.


    Tiene dicho el Tribunal que la admisión del juzgamiento por separado de un único hecho, en razón de los diferentes tipos concurrentes, importaría violar la prohibición de la doble persecución penal. Sentado ello, no corresponde que la Corte, emita un pronunciamiento en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, toda vez que la contienda de competencia se ha tornado abstracta.


    B., José s/ Uso de documento adulterado


    COMP. 688, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Cuestiones probatorias


    Constancias insuficientes: no surgen con claridad los hechos sobre los que versa el conflicto de competencia.


    Las constancias agregadas al incidente resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa instruida por la presunta infracción al artículo 302 del Código Penal de la Nación. En ese sentido, no se incorporó la denuncia efectuada por los titulares de los cheques, motivo por el cual, no surgen con la claridad necesaria los hechos sobre los cuales versa el presente conflicto de competencia.


    G., Guillermo y otros s/ infr. art. 302 del C.P.


    COMP. 305, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de homicidio culposo por parte de un miembro de la Prefectura Naval. Inexistencia de afectación al buen servicio de los empleados de la Nación en base a las constancias de la causa. Competencia de la justicia local.


    Para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquéllas funciones de índole federal. Esto que no sucede si de las pruebas incorporadas a la causa surge que el imputado actuó en la prevención de un delito de índole común, y en ocasión, además, de ser sujeto pasivo del accionar de los delincuentes cuando se hallaba vestido de civil y de franco de servicio. Al respecto, cabe recordar, que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para conocer en las actuaciones.


    I., Daniel Isidro s/ Homicidio culposo


    COMP. 454, L. XLIV, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia por razón del territorio. Declaraciones de la víctima o del imputado.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    C. A. Argentina S.A. s/ Estafa


    COMP. 147, L. XLIV, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de amenazas. Determinación de la competencia. Declaraciones del denunciante.


    Las declaraciones del denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en tanto no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    D. S., Héctor Alfredo s/ Denuncia amenazas


    COMP. 85, L. XLIV, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Declaraciones del denunciante y el imputado: determinación del juez competente.


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    F., Jorge Raúl s/ Abuso deshonesto -modelo ley 25087-


    COMP. 1392, L. XLIII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Declaraciones del denunciante y el imputado: determinación del juez competente.


    Tanto las declaraciones del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    F., Rodrigo s/ Dcia. Dto. contra la administración pública


    COMP. 1425, L. XLIII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia. Declaraciones de la víctima o del imputado.


    Las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    P., Eduardo s/ denuncia


    COMP. 757, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia. Declaraciones del denunciante y del imputado.


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    M., Miguel Ángel s/ defraudación


    COMP. 1351, L. XLIII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: declaraciones de la víctima o del imputado. Delito de retención indebida: lugar de comisión.


    Las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. El delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. En el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca de ese lugar, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, según los cuales, la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    W., Diego Fernando s/ defraudación


    COMP. 235, L. XLIV, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Requisito para que la Corte pueda ejercer sus atribuciones jurisdiccionales: existencia de un caso contencioso concreto.


    Asiste razón al juez provincial, toda vez que las presentes actuaciones tuvieron su origen a raíz de la denuncia para que se investigue la presunta comisión del delito de tentativa de estafa con el cheque sustraído al distribuidor del correo, extremo que, hasta el presente, no fue acreditado. Sentado ello, y en atención a que la sustracción del valor integra el objeto procesal que se encuentra en conocimiento del juzgado marplatense, y que es requisito para que la Corte pueda ejercer sus atribuciones jurisdiccionales que se someta a su decisión un caso contencioso concreto y no una cuestión abstracta, corresponde devolver las actuaciones a la justicia nacional, a sus efectos.


    Z., Perla L. s/ Robo


    COMP. 246, L. XLIV, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de abuso deshonesto. Determinación de la competencia: declaraciones del denunciante.


    Las declaraciones del denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    P., R. P. s/ Abuso deshonesto


    COMP. 993, L. XLIV, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Declaración de incompetencia. Requisitos. Descripción del hecho y calificación


    Amenazas. Prueba insuficiente. Artículo 117 de la Constitución Nacional.


    Los escasos elementos de prueba reunidos hasta el presente resultan insuficientes para determinar la materialidad de los hechos denunciados y, en su caso, si es posible encuadrarlo típicamente. Adviértase, en este sentido, que no se ha llegado a establecer ni siquiera si la discusión contuvo términos que pudieran llegar a amedrentar por contener una amenaza grave, concreta, futura, injusta y posible. En este contexto, los extremos invocados en apoyo de la incompetencia son prematuros para determinar si se trata de uno de los casos previstos en el artículo 117 de la Constitución Nacional. Por tanto, corresponde rechazar la declinatoria de competencia y devolver las actuaciones al juzgado de origen.


    A. M., Judith María s/ Coacción -causa nº 64259-


    A. 190, L. XLIV, 03 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia por territorio. Declaraciones sobre el hecho.


    Habida cuenta que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, debe atenerse a las declaraciones respecto del hecho motivo de la contienda, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente.


    M., Omar Ricardo s/ Defraudación


    COMP. 120, L. XLIV, 08 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Requisitos para la traba de la contienda. Investigación suficiente de los hechos y calificación legal. Competencia del juzgado que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ello sucede si a partir de las escasas constancias agregadas al incidente, no es posible determinar fehacientemente la calificación legal del hecho, máxime cuando no se han agregado al incidente ilustraciones fotográficas de los objetos secuestrados, ni tampoco se ha practicado examen pericial que informe sobre las características de ese material. En consecuencia, corresponde al juzgado que previno continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N., José Alfredo s/ Inf. Ley 22.362


    COMP. 1368, L. XLIII, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Competencia del juzgado de la jurisdicción en la cual habrían sucedido los hechos.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido los prevenidos. Si, según las propias manifestaciones del denunciante, -que en principio resultan verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa- el objeto del ilícito, le habría sido sustraído del interior de su domicilio, corresponde al magistrado de esa jurisdicción determinar los hechos en que podrían hallarse incursos los encausados, y su encuadre legal. Además resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los prevenidos, respecto de la sustracción y, además, debería interrogárselos sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habrían entrado en posesión de los bienes.


    V. R., Estanislao y V. R., Gregorio s/ Encubrimiento -causa Nº 57932/07-


    COMP. 307, L. XLIV, 24 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Requisitos para el correcto planteo de la contienda: descripción del hecho y calificación legal. Competencia del juzgado que previno, a efectos que profundice la investigación.


    El conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. Al respecto, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Si en el caso no concurren los elementos señalados, si no se han practicado las diligencias necesarias para darle precisión a los hechos que relata la denunciante, y que, frente a la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible. A ello cabe agregar que ese defecto se ve corroborado si en las declinatorias de los jueces intervinientes no se observa la calificación jurídica del hecho, lo que impide la adecuada resolución del conflicto. En consecuencia, corresponde profundizar la investigación al juez que primero conoció, a cuyos estrados acudió el denunciante a hacer valer sus derechos.


    C., Ariel Jorge s/ Denuncia inf. art. 289 del C.P.


    COMP. 269, L. XLIV, 14 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Requisitos para el planteo de incompetencia. Calificación legal del hecho.


    Resultan elementos indispensables para el planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No concurren los elementos señalados en aquellos casos en que se cuenta sólo con la denuncia, que no resulta suficiente para determinar fehacientemente la calificación legal del suceso, máxime cuando la declinatoria de uno de los jueces no contiene dicha calificación jurídica, ya que estas circunstancias impiden la adecuada resolución del conflicto. En consecuencia, corresponde al juzgado que previno continuar con el trámite de las actuaciones.


    M. s/ Estafa


    COMP. 96, L. XLIV, 08 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda. Descripción de los hechos y calificación legal. Competencia del juzgado que previno, para que profundice la investigación.


    La contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, ya que resultan indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No concurren en el caso los elementos señalados, si las escasas constancias al incidente no alcanzan para establecer con el grado de certeza necesaria la calificación legal del hecho, ni el lugar de su comisión, máxime si de las constancias del incidente no surge en qué condiciones el magistrado que previno habría tomado conocimiento de la existencia del documento cuestionado, ni si éste habría sido presentado ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor. En consecuencia, dichas deficiencias deben ser suplidas por el titular del juzgado que primero conoció de la "notitia criminis", sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N., Rubén Esteban s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 565, L. XLIV, 21 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Declinatoria: Individualización de los hechos y sus respectivas calificaciones.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteo de cuestiones de competencia, que la declinatoria contenga la individualización de los hechos sobre los que versa y las calificaciones que les puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse.


    B., Dolinda s/ sustr. de menor de 10 años (art. 146 del C.P.)


    COMP. 130, L. XLIV, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia: delito concreto y lugar de comisión.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    O., Matías s/ Denuncia


    COMP. 692, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación del delito.


    Constituyen elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Eduardo Antonio s/ Estafa


    COMP. 1397, L. XLIII, 25 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación del delito.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R., Carlos Alberto s/ Denuncia -causa n° 33.632/07-.


    COMP. 1216, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación del delito.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R., Daniel s/ Denuncia


    COMP. 1335, L. XLIII, 28 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación del delito. Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tales condiciones y atento que la presente contienda de competencia no se halla precedida de la investigación suficiente, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, por lo que deben remitirse las actuaciones al juez que previno para que continúe con la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    T., Nélida s/ Amenazas


    COMP. 984, L. XLIV, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación del delito. Perjuicio para la buena administración de justicia.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Su omisión provoca un notable perjuicio para la buena administración de justicia que debe ser evitado. Si bien es cierto que según lo dispuesto en su artículo 7°, el régimen establecido por la ley 26.052 no es aplicable a los procesos anteriores a su vigencia, la presente causa tuvo inicio al formalizarse la denuncia -17 de mayo de 2006-, con posterioridad a la adhesión de la provincia de Buenos Aires al régimen de esa norma, más allá de la fecha en que se realizó la intervención telefónica que le dio sustento, por lo que corresponde asignar competencia al juzgado provincial.


    L., Alicia Raquel y C., Jesús s/ Denuncia


    COMP. 1239, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    El acta de secuestro es insuficiente para establecer la posible existencia de algún delito de la ley 11.723.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. El acta de secuestro, en principio, no es suficiente para establecer la posible existencia de algún hecho que pueda infringir la ley 11.723, habida cuenta que no se ha realizado ninguna medida al respecto.


    M., María Cristina s/ Inf. ley 11.723


    COMP. 1447, L. XLIII, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Individualización de los hechos y encuadre en alguna figura determinada para poder establecer el lugar de comisión y el juez competente.


    Un correcto planteo de competencia debe estar precedido de la investigación necesaria que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y encuadrarlos, prima facie, en alguna figura determinada, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo.


    G., Eduardo s/ lesiones leves


    COMP. 175, L. XLIV, 24 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Individualización de los hechos y encuadre en alguna figura determinada para poder establecer el lugar de comisión y el juez competente.


    Un correcto planteo de competencia debe estar precedido de la investigación necesaria que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y encuadrarlos, prima facie, en alguna figura determinada, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo. Por consiguiente, corresponde a la justicia provincial, que previno, incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    C., Alberto Augusto (dte.) s/ Abandono de persona agravado


    COMP. 168, L. XLIV, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Investigación insuficiente.


    Para determinar la competencia resulta necesario precisar los hechos y el encuadre de éstos en una figura penal determinada. El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, pues no se han realizado las diligencias tendientes a recabar los elementos de juicio que permitan, cuanto menos, corroborar mínimamente los dichos del denunciante y determinar la existencia o no de un hecho con relevancia típica, o en su defecto, descartar si el caso se circunscribe a un incumplimiento contractual susceptible de ser reclamado en sede civil.


    L., Adrián H. s/ dcia.


    COMP. 239, L. XLIV, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Pedido de secuestro del vehículo no vigente al momento de incautarlo.


    Resultan elementos indispensables para las declaraciones de incompetencia la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ese requisito no se encuentra cumplido cuando el pedido de secuestro del vehículo motivo de la declinatoria ya no se encontraría vigente al momento de la incautación del rodado.


    O., Jorge s/ Encubrimiento


    COMP. 25, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Sólo en relación a un delito concreto cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Remisión a Fallos: 328: 3895. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M. S.A.; K., Nazar y K., Irma s/ Infracción ley 24.769


    COMP. 701, L. XLIV, 17 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Sólo en relación a un delito concreto cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., H. J. s/ Encubrimiento


    COMP. 475, L. XLIV, 14 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Sólo en relación a un delito concreto cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Abel s/ Encubrimiento


    COMP. 632, L. XLIV, 15 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Sólo en relación a un delito concreto cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D., Mirta s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 578, L. XLIV, 14 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez competente.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Habida cuenta que en el caso no concurren los elementos señalados, corresponde a la justicia local, que previno, continuar interviniendo en la causa.


    B. de la P. de B. A. s/ defr. por adm. fraudulenta


    COMP. 357, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Investigación suficiente


    Asignación de competencia a la justicia nacional para continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia obsta la posibilidad de calificar los hechos y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlos. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional, que previno, continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    P., María Isabel s/ usurpación


    COMP. 294, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia.


    La declinatoria de la justicia nacional carece de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, a fin que V. E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto 1285/58. En esa inteligencia, corresponde al juez nacional, ante quien recurrió el damnificado en procura de protección de sus derechos, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    D. R., Félix s/ denuncia amenazas


    COMP. 279, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Calificación del hecho que motiva la causa. Si no hay investigación suficiente debe continuar con la tramitación del proceso el juzgado que previno.


    Para poder ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58, es menester que el conflicto se halle precedido de una investigación suficiente que permita calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo. Cuando los elementos incorporados no alcanzan para esa finalidad, debe continuar con la tramitación del expediente el juzgado que previno.


    Y., Elvira María s/ denuncia


    COMP. 862, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


    El conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que V. E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. Ello es así, pues las escuetas constancias incorporadas al legajo no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo. En tales condiciones, es el juzgado nacional, que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    R. S. A. s/ inf. art. 302 del C. P.


    COMP. 925, L. XLIV, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que V. E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. Al respecto cabe observar que no se habrían realizado las diligencias tendientes a recabar los elementos de juicio que permitan establecer mínimamente el lugar en el que chofer fue liberado, como así tampoco se habrían investigado los hechos que originaron el presente conflicto de competencia, robo calificado y privación ilegítima de libertad, por lo que asiste razón al magistrado de garantías en cuanto a que no existen probanzas suficientes que permitan afirmar que la actividad delictiva se circunscribió al ámbito capitalino. Nótese al respecto, que tampoco se realizó un reconocimiento en rueda de personas que permita establecer si el detenido fue o no el autor del robo del camión hallado en jurisdicción bonaerense. Por ello, y en atención a que los elementos reunidos hasta el presente, no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, es el juzgado de Lomas de Zamora, que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    G., José E. s/ Robo agravado


    COMP. 1372, L. XLIII, 22 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. Ello es así, por cuanto no se habrían realizado las mínimas diligencias que permitan determinar fehacientemente la actividad que realiza la firma denunciada, como así tampoco las circunstancias de modo y lugar precisos en que la desarrolla para establecer "prima facie" la existencia o no de emanaciones tóxicas o la presencia de fluidos contaminantes vertidos más allá de los límites interjurisdiccionales, puesto que la escueta denuncia no alcanza para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo. En tales condiciones, corresponde al juzgado federal, que previno, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    S. de A. s/ Av. infr. ley 24.051


    COMP. 7, L. XLIV, 12 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. En este sentido, cabe observar que sólo se cuenta con la declaración de S., que por su imprecisión impidió certificar el paradero de V. Asimismo, no puede soslayarse que en oportunidad de solicitar los sobreseimientos dictados, el fiscal nacional, además de hacer referencia a los dichos vagos y difusos de la denunciante, argumentó que "los hechos denunciados carecen de todo respaldo fáctico que sustente su existencia". En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional, que previno, continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    S., Claudia s/ priv. ilegal de la libertad, abuso de aut. y violación deberes func. público


    COMP. 1382, L. XLIII, 12 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


    Este conflicto no está precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. En efecto, como bien pondera el magistrado nacional en cuanto a que A. refirió que no se llevó a cabo la transferencia de dominio del inmueble, en este caso, tal como está planteado y a los fines de determinar el juez competente, sería aplicable la doctrina de la Corte que establece que el desbaratamiento de derechos acordados es un delito que lesiona el patrimonio del primer adquirente, víctima del segundo convenio que frustró el primer contrato, y que se perfecciona en el momento en que se torna imposible el cumplimiento de la promesa en las condiciones pactadas en el acto preliminar, circunstancias que no se determinaron en autos. Por ello, corresponde al magistrado que tomó conocimiento originario de la notitia criminis continuar con el trámite de las actuaciones a fin de incorporar los elementos de prueba necesarios para precisar tales extremos, en el sentido expuesto y sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    I., Beatriz s/ estafa


    COMP. 1427, L. XLIII, 27 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos prima facie en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. En efecto, el declinante no efectuó las diligencias de investigación mínimas necesarias a fin de verificar los hechos denunciados y no brindó, además, razones plausibles de su decisión, circunstancias que impiden determinar si éstos constituyen un delito o una contravención. Sentado ello, toda vez que no existe concurso ideal entre delito y contravención y que la norma penal tiene preponderancia sobre ésta última, corresponde al magistrado correccional que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    H., Analía s/ Inf. art. 149 CP


    COMP. 1442, L. XLIII, 21 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Maniobras defraudatorias mediante la utilización de un DNI ajeno. Juzgado que previno.


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, cuando no se realizan las diligencias tendientes a recabar los elementos de juicio que permitan, cuanto menos, corroborar mínimamente los dichos de la denunciante y determinar las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se habrían desarrollado las maniobras defraudatorias mediante la utilización de un DNI ajeno. Es el juzgado que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    C. T., Claudia M. s/ Estafa


    COMP. 122, L. XLIV, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Automotor con pedido de secuestro. Simultánea venta de rodado y cobro del seguro por robo. Posible estafa. Necesidad de profundizar la investigación.


    Ninguno de los implicados en la causa puede de manera simultánea ser autor de encubrimiento y respecto de ese mismo bien ser víctima de estafa, toda vez que la existencia de esta última excluye la comisión del primero. Por tales motivos, más allá de la significación jurídica que, en definitiva, pudiera asignarse a los hechos, corresponde a la justicia local que entiende en la sustracción del vehículo profundizar la investigación a su respecto, a partir de los elementos recabados en esta ciudad.


    D., Juan Carlos s/ Estafa


    COMP. 1245, L. XLIII, 19 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de documento. Investigación insuficiente


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una contienda de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos si no se ha practicado diligencia alguna que permita constatar la falsedad de documento, ni tampoco se ha indagado acerca de su procedencia, lo que resulta indispensable para discernir su adecuada calificación legal, situación que también podría incidir en la competencia territorial, según se tratara, eventualmente, de falsedad ideológica o material. Si no obra en el legajo la documentación cuya autenticidad, naturaleza, o uso, pudiera ser cuestionada, sustentándose toda la causa en una fotocopia cuyo original no fue secuestrado según las constancias del legajo, tales insuficiencias sólo pueden ser subsanadas una vez profundizada la pesquisa, lo que además de contribuir a discernir sobre una base sólida la competencia material, podría incluso orientar el posterior curso de la investigación. En consecuencia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en el sentido indicado sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    H., Emile Maxim Saint Patrick s/ Simulación de matrimonio


    COMP. 477, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo de automotor. Investigación insuficiente.


    En aquellos casos en que los escasos elementos reunidos no alcancen para encuadrar con el grado de certeza requerido, la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente en aquellos casos en que no surja que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella. En consecuencia, corresponde al juzgado competente respecto de la sustracción del vehículo profundizar la investigación, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior


    C., Martín Marcelo s/ Encubrimiento


    COMP. 287, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo de automotor. Investigación insuficiente.


    En aquellos casos en que los escasos elementos reunidos no alcancen para encuadrar con el grado de certeza requerido, la conducta en que habría incurrido el prevenido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente en aquellos casos en que no surja que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella. En consecuencia, corresponde al juzgado competente respecto de la sustracción del vehículo profundizar la investigación, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    B., Sergio Marcelo s/ Denuncia


    COMP. 282, L. XLIV, 14 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo de automotor. Investigación insuficiente.


    En los casos en que las escasas constancias reunidas en la causa no alcancen para calificar con el grado de certeza requerido la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica en cuanto a la sustracción del bien, máxime cuando no surja de la causa que se hayan realizado medidas tendientes a dilucidar ese aspecto. En ese sentido, las manifestaciones de la víctima del delito, acerca de la imposibilidad de reconocer a sus autores, no pueden autorizar, un juicio cierto sobre la utilidad de una medida en tal sentido, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del hecho que de las apreciaciones subjetivas de la persona que lo habría sufrido acerca de sus capacidades para reconocer a quien aún no tiene en frente. Por otra parte, el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del bien y su hallazgo, no constituye una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad en que podría haber incurrido el imputado respecto del robo. En consecuencia, corresponde que el juzgado competente respecto del desapoderamiento del vehículo profundice la investigación a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    S., Fabián Darío s/ Denuncia


    COMP. 262, L. XLIV, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente.


    El conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, siempre que no se encuentre fehacientemente establecida la real trascendencia de las anomalías denunciadas.


    Díaz Bo, Mariano s/ Denuncia


    COMP. 659, L. XLIV, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Competencia del juzgado que previno.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Esos requisitos no se encuentran presentes en el caso, si los elementos agregados al incidente resultan exiguos para ensayar con razonable certidumbre una precisa calificación delictiva. Tales deficiencias sólo pueden ser subsanadas con la profundización de la pesquisa, sobre todo si de la causa no surgen cumplidas las necesarias diligencias de comprobación tendientes a determinar fehacientemente la existencia del delito.


    D., Nadia Solange s/ Estafa


    COMP. 383, L. XLIV, 04 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de contar con una precisa descripción de los hechos y su encuadre jurídico.


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie, en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58. Para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


    Villalba, Osmar Eduardo s/ Denuncia


    COMP. 1303, L. XLIII, 08 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda. Investigación suficiente.


    Si la contienda negativa de competencia carece de los elementos necesarios para individualizar con la certeza que esta etapa requiere la totalidad de los hechos investigados, conocer los sitios de su comisión, subsumirlos "prima facie" en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7 del decreto 1285/58. Esto sucede si no se ha efectuado ninguna medida tendiente a conocer con certeza la índole, circunstancias y lugares donde se habrían llevado a cabo las distintas maniobras que se atribuyen al imputado, ni tampoco se ha individualizado ni, por ende, escuchado a las supuestas víctimas. En consecuencia, corresponde al juzgado que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    G., Carlos Alberto s/ Estafa


    COMP. 369, L. XLIV, 17 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de un vehículo que registraba un pedido de secuestro. Falta de investigación respecto de la vigencia del pedido de secuestro.


    No existe cuestión de competencia que deba resolverse de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1285/58, si en una causa instruida con motivo del secuestro de un vehículo sobre el cual pesaba un pedido de captura, cuando la incautación del rodado se efectuó teniendo en cuenta un pedido de secuestro que posiblemente no haya sido dejado sin efecto oportunamente, sin que se haya certificado su vigencia ni que esa medida se vincule con la comisión de un nuevo delito.


    P., Osvaldo Antonio s/ Posible comisión de delito de acción pública


    COMP. 205, L. XLIV, 08 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Cuando los elementos incorporados no alcancen para calificar el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal competente, debe continuar con la tramitación del expediente el juzgado que previno.


    Para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el art. 24, inc. 7º, del decreto-ley 1285/58, es menester que el conflicto se halle precedido de una investigación suficiente que permita calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo. Cuando los elementos incorporados no alcanzan para esa finalidad, debe continuar con la tramitación del expediente el juzgado que previno.


    P., Yenil s/ Estafa


    COMP. 4, L. XLIV, 28 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Descripción de los hechos y encuadramiento como determinada infracción penal.


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58. Para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


    Z., José Ángel s/ Inf. art. 52


    COMP. 769, L. XLIV, 24 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Descripción y calificación del hecho: determinación de la competencia.


    La sola denuncia formulada en sede policial no alcanza para establecer fehacientemente los hechos que resultan materia de pesquisa, el encuadre legal que les podría corresponder, ni el lugar donde se desarrollaron, para discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlos. En tales condiciones, es el juzgado que tomó conocimiento de la notitia criminis, el que debe incorporar los elementos de juicio necesarios para conferirle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    D., Irma María Elena s/ den. estafa


    COMP. 97, L. XLIV, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Descripción y calificación del hecho: determinación del juez competente.


    No se realizaron las mínimas diligencias tendientes a determinar el hecho denunciado, y en su caso, a sus autores, el lugar en que acaeció, y la supuesta afectación a las personas o al suelo de la colonia, ya que la mera circunstancia de que pudo haber tenido lugar en un perímetro reservado al Estado Nacional, no atribuye, por si, competencia al fuero federal. En esa inteligencia, y en atención a que las diligencias no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo; es el juzgado de garantías, que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    F., Héctor Daniel s/ denuncia


    COMP. 465, L. XLIV, 29 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la conducta en que habría incurrido el implicado y de la presunta falsedad de un título de propiedad y una cédula de identificación del rodado.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que el magistrado neuquino hubiera realizado medida alguna tendiente a dilucidar su posible participación en ella ni consta que, al menos, haya sido interrogado sobre las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habría entrado en la tenencia del motovehículo. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado de Neuquén que entiende en la sustracción de la motocicleta, profundizar su investigación en el sentido señalado sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. El imputado acompañó en sede policial un título de propiedad y una cédula de identificación del rodado, que al ser cotejados con la documentación aportada por el damnificado presentan diferencias numéricas y temporales que, consecuentemente, imponen determinar su presunta falsedad. Por ello, y atento al carácter nacional de esos documentos, corresponde que la justicia federal de General Roca, provincia de Río Negro, en cuya jurisdicción territorial aquellos fueron exhibidos tome intervención al respecto.


    C., Matías Rolando s/ Encubrimiento


    COMP. 678, L. XLIV, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la conducta en que habría incurrido el imputado. Investigación por el juzgado de instrucción del encubrimiento de un delito cometido en la Capital. La adulteración y supresión de las numeraciones individualizadoras del automóvil son de competencia de la justicia ordinaria.


    El número detectado en la etiqueta a partir del cual se identificó al automóvil, que conserva características de originalidad, coincide con los últimos ocho dígitos correspondientes al chasis del rodado cuya sustracción investiga el juzgado nacional. Sin embargo, las escasas constancias reunidas hasta el presente no resultan suficientes para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que el imputado habría cometido, lo que a su vez no permite afirmar, por el momento, que el prevenido resulte ajeno al hecho que investiga la justicia de instrucción. Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido en cuanto al robo, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y el secuestro del bien, al que hizo referencia el juez nacional, pueda constituir una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad en que podría haber incurrido el imputado respecto de aquel delito. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo circunstancia que no se presenta en el caso. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado de instrucción profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del rodado, a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro acaecido en sede provincial, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior. En relación con la adulteración y supresión de las numeraciones individualizadoras del automóvil, y de la sustitución de sus chapas patentes, es doctrina del Tribunal que las infracciones al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En ese orden de ideas, y habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometieron las infracciones, corresponde investigarlas al magistrado que previno, en cuyo ámbito de competencia territorial se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    P., Julio César s/ Inf. Art. 289 inc. 3º C.P.


    COMP. 388, L. XLIV, 23 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la conducta en que habrían incurrido los implicados.


    Los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido los implicados en la causa. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina a su respecto la situación jurídica en cuanto a la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que el magistrado nacional haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto. El tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del bien y su hallazgo, no constituye una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad en que podría haber incurrido el imputado respecto del robo. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo, circunstancia no se presenta en el caso. Atento que al automóvil le habrían sustituido sus chapas patentes originales por las que presentaba al momento de ser incautado, corresponde que el juzgado de garantías, en cuya jurisdicción se halló el bien y se conoció la anomalía, tome intervención al respecto. Acerca de la cédula de identificación del automotor también secuestrada en autos podría resultar apócrifa, pues presentaría inserto un número de dominio que no se corresponde con las demás anotaciones del automotor que también consignaría. En tales condiciones, y dado que aquella numeración dominial al mismo tiempo coincidiría con la de las chapas patentes que le fueron colocadas al rodado en lugar de sus originales, el juzgado provincial deberá también profundizar la investigación en tal sentido, lo que además contribuiría a dilucidar la competencia material.


    M., Ariel Gustavo y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 30, L. XLIV, 03 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la conducta en que habrían incurrido los procesados. La referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de un arma y su incautación no es pauta válida para desechar su participación.


    Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido los procesados, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del arma y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél, y menos aún, cuando ni siquiera consta que se haya interrogado a los prevenidos acerca del modo en que entró en posesión del mismo. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    C., Juan Carlos s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1171, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de los delitos que podrían haberse cometido y de los imputados. Competencia del magistrado nacional.


    Los escasos elementos reunidos hasta el momento no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, los delitos que podrían haberse cometido y, tampoco quienes podrían resultar imputados. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación que no sólo defina la situación del imputado, sino que incluso permita formar criterio acerca de la veracidad de la denuncia. Corresponde al magistrado nacional, en cuya jurisdicción se produjo la presunta sustracción del vehículo, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la contienda y resolver luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    C., Miguel A. s/ Encubrimiento


    COMP. 803, L. XLIV, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de los hechos que motivaron la causa.


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos que motivaron esta causa.


    M., Francisco y otro s/ Estafa


    COMP. 1226, L. XLIII, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación del lugar donde ocurrieron los hechos y de la calificación legal.


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria el lugar en que habrían ocurrido los hechos que motivaron esta causa y sus pormenores, ni su precisa calificación legal. Cuando la conducta que se investiga constituye "prima facie" un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquellos que contempla el artículo 3º de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria, máxime cuando, como en este caso, no se presenta ninguna circunstancia que surta la jurisdicción federal.


    B., Ariel Gastón y otro s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1051, L. XLIII, 08 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Elementos necesarios para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia: individualización de los hechos y calificación que les puede ser atribuida.


    La presente contienda trabada entre un juzgado nacional y otro provincial, no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. Resultan elementos necesarios para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues, sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo.


    J. Y. y otros s/ estafa


    COMP. 940, L. XLIV, 27 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Estafa. Competencia del juez que previno: profundización de la investigación.


    Teniendo en cuenta que un individuo no puede de manera simultánea ser autor del delito de encubrimiento y respecto de ese mismo bien ser víctima de estafa, toda vez que la existencia de esta última excluye la comisión del primero, corresponde a la justicia nacional, que previno, profundizar la investigación en esta causa, a efectos de incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    F., Fernando s/ Estafa


    COMP. 751, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Escasos elementos incorporados al incidente. Competencia del juez que previno: profundización de la investigación.


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer sus pormenores con el grado de acierto que esta etapa requiere. En tales condiciones, corresponde al juzgado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión, y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    V., Pedro Antonio s/ Delito de acción pública


    COMP. 735, L. XLIV, 11 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Escasos elementos reunidos. Indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado.


    Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    Comisaría 33° Allen s/ Secuestro


    COMP. 834, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Individualización de los hechos y encuadre en alguna figura determinada para poder establecer el lugar de comisión y el juez competente.


    Un correcto planteo de competencia debe estar precedido de la investigación necesaria que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y encuadrarlos, prima facie, en alguna figura determinada, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo.


    S., Carlos Alberto y otros s/ defraudación de seguros


    COMP. 141, L. XLIV, 21 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Insuficiencia de la investigación. Falta de subsunción "prima facie" en alguna figura determinada.


    Toda vez que la causa carece de los elementos necesarios para conocer, con la certeza que esta etapa requiere, los pormenores y el alcance de los hechos investigados y subsumirlos "prima facie" en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58. Máxime, cuando por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible. En tales condiciones corresponde al juzgado de instrucción que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    B. S.R.L y otros S/ Estafa


    COMP. 84, L. XLIV, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Investigación insuficiente para determinar el lugar de comisión.


    Toda vez que los argumentos expuestos autorizan a concluir que no ha existido una investigación suficiente que permita establecer un criterio cierto acerca del lugar en que ha sido confeccionado el instrumento secuestrado, corresponde al juez que previno, donde aquél fue usado, continuar con el trámite de estas actuaciones.


    G., Christian Alberto s/ Inf. Art. 296 C.P.


    COMP. 1428, L. XLIII, 12 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Investigación insuficiente: Indeterminación de la conducta en que habrían incurrido los implicados.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    A., Martín s/ Estafa


    COMP. 244, L. XLIV, 09 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Investigación insuficiente: Indeterminación de la conducta en que habrían incurrido los implicados.


    Las escasas constancias reunidas no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, sin que el tiempo transcurrido desde el desapoderamiento constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar la participación del prevenido en ese hecho, especialmente si se repara en que no surge del incidente que se hayan realizado medidas tendientes a dilucidar ese aspecto.


    G., Javier Enrique s/ Encubrimiento


    COMP. 153, L. XLIV, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Investigación insuficiente: Indeterminación de la conducta en que habrían incurrido los implicados. Afectación a la administración de Justicia Nacional: Competencia Federal.


    Los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, y menos aún, cuando ni siquiera consta que se haya interrogado al prevenido acerca del las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que entró en posesión del rodado. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    A., Sergio s/ Encubrimiento


    COMP. 1423, L. XLIII, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Investigación insuficiente: Indeterminación de la conducta en que habrían incurrido los implicados. Afectación a la administración de Justicia Nacional: Competencia Federal.


    Los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, y menos aún, cuando ni siquiera consta que se haya interrogado al prevenido acerca del las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que entró en posesión del rodado. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    F., Claudio Javier s/ Encubrimiento


    COMP. 198, L. XLIV, 02 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    La versión del imputado no puede servir de fundamento para discernir la competencia desde que carece de la condición de verosimilitud.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58. En tal sentido, la versión del imputado, que sirvió de base tanto para el sobreseimiento como para la declinatoria, no puede servir de fundamento para discernir la competencia desde que, carece de la condición de verosimilitud que para este último fin exige la doctrina de la Corte.


    S., Jorge y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 101, L. XLIV, 12 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Necesaria profundización de la pesquisa.


    El presente conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, en tanto los escasos elementos reunidos hasta el momento no alcanzan para conocer con la certeza necesaria la realidad de los hechos que motivaron la contienda, ni el verdadero alcance de la conducta en que habrían incurrido los imputados. Tales deficiencias sólo pueden ser subsanadas con la profundización de la pesquisa, sobre todo si se tiene en cuenta que la calificación a partir de la cual el magistrado nacional basa su resolución de incompetencia no encuentra sustento aún en los antecedentes de la causa.


    O., Rubén Walter s/ Encubrimiento


    COMP. 691, L. XLIV, 23 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Necesidad de individualizar el hecho y calificarlo. Competencia del juez que previno.


    La cuestión carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse los pormenores de los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada. Por tal motivo, corresponde al magistrado que previno, en cuya jurisdicción se encuentra el bien en conflicto, tramitan los procesos en los que se analiza su pertenencia y donde, en definitiva, concurrió la querellante a hacer valer sus derechos, continuar conociendo en las presentes actuaciones.


    D., Carlos s/ defraudación


    COMP. 1345, L. XLIII, 21 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Si uno de los jueces del conflicto expone argumentos que discrepan con la postura del declinante, el otro debe ponderarlos y no limitarse a elevar las actuaciones sin aportar nuevos elementos al juicio.


    Dado que el juez local no ha realizado una suficiente investigación para resolver luego, si así fuera el caso, acerca de su competencia e, incluso, en orden a la materia, resulta oportuno señalar que si hubiera observado el criterio establecido por la jurisprudencia de la Corte -según la cual si uno de los jueces del conflicto expone argumentos que discrepan con la postura del declinante, el otro debe ponderarlos y no limitarse a elevar las actuaciones sin aportar nuevos elementos de juicio- podría haberse evitado la sustanciación de esta contienda y el perjuicio que ella ha provocado a la buena administración de justicia, que debe ser evitado en el futuro. Por lo tanto, corresponde devolver los autos al Juzgado provincial, a sus efectos.


    G., Francisco Javier s/ Encubrimiento


    COMP. 783, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Delito de estafa. Uso de cheques extraviados o sustraídos. Investigación insuficiente. Juez que previno.


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin perjuicio de que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los valores que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso de los documentos.


    A., Pablo s/ Estafa


    COMP. 623, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Emanación de gases tóxicos. Investigación insuficiente. Justicia que previno.


    Toda vez que hasta el momento no se habrían comprobado en autos los supuestos de aplicación de la ley 24.051, ni algún hecho criminal conforme las disposiciones de los artículos 200 y siguientes del Código Penal, corresponde al magistrado preventor continuar con el trámite de las actuaciones, a fin de conferir precisión a la denuncia, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    E. F. s/ Infr. art. 54 del Código Contravencional


    COMP. 687, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Hurto y uso ilícito de cheques. Estafa: lugar donde los títulos fueron entregados. Investigación insuficiente. Justicia que previno.


    La Corte tiene establecido que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él, y que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los valores y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso de los documentos.


    M., Daniel A. s/ Dcia. Hurto


    COMP. 471, L. XLIV, 09 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente. Falta de precisión de los hechos. Justicia que previno.


    Cabe observar que no se habrían realizado las diligencias tendientes a recabar los elementos de juicio que permitan, cuanto menos, corroborar mínimamente los escuetos dichos del denunciante, que por otra parte no se advierte en qué carácter intervino en el hecho que denuncia, y luego determinar la existencia o no de un hecho con relevancia típica. En esa inteligencia, y en atención a que la denuncia y posterior ratificación, no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, es el juzgado que previno el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    A., Juan José s/ Denuncia


    COMP. 592, L. XLIV, 16 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Presunto delito de falsificación de documento. Investigación insuficiente. Justicia que previno.


    Es doctrina de la Corte que un correcto planteo de competencia debe estar precedido de la investigación necesaria que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y encuadrarlos, prima facie, en alguna figura determinada, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo.


    F. Rodrigo s/ Delito de acción publica


    COMP. 601, L. XLIV, 23 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Requisitos procesales para la traba del conflicto


    Atribución recíproca del conocimiento de la causa. Excepción: razones de economía procesal.


    La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso pues el juez federal devolvió las actuaciones al magistrado que previno, pese a considerar que debía intervenir la justicia nacional en lo criminal de instrucción. Sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    M., Marcela Vanesa s/ Encubrimiento


    COMP. 955, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Atribución recíproca del conocimiento de la causa. Excepción: razones de economía procesal.


    La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso pues el magistrado local elevó el incidente a la Corte, pese a considerar que debía intervenir la justicia federal de su misma sección. Sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el procesado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a corroborar la veracidad de sus dichos, lo que impide descartar con absoluta nitidez que haya tenido algún grado de participación en el robo. En caso de que se encontrara cumplida la exigencia de un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción, el conocimiento de la causa por encubrimiento correspondería a la justicia federal del territorio donde aquél se hubiese llevado por tratarse de un delito que afecta a la administración de justicia nacional.


    M., Oscar Eduardo s/ Robo con armas


    COMP. 1325, L. XLIII, 07 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Atribución recíproca del conocimiento de la causa. Reparo formal que puede ser dejado de lado por razones de economía procesal y por la necesidad de dar pronto fin a la cuestión.


    No existe en el caso una contienda negativa de competencia correctamente trabada, pues es presupuesto necesario que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. Sin embargo, razones de economía procesal y la necesidad de dar pronto fin a la cuestión, aconsejan dejar de lado ese reparo formal. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    G., Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP. 941, L. XLIII, 27 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Ausencia de la resolución mediante la cual se habría rechazado la atribución de competencia. Devolución de las actuaciones a la Corte.


    El presente incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión sobre la contienda negativa de competencia, en tanto no se agregó al legajo la resolución del magistrado provincial mediante la cual habría rechazado la atribución de competencia. Por lo expuesto, se devuelven a la Corte las presentes actuaciones a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    R., María del Carmen s/ Amenazas


    COMP. 163, L. XLIV, 25 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto jurisdiccional: se debe trabar entre dos jueces. Contienda trabada entre un magistrado federal y un fiscal.


    Al advertir que la presente contienda de competencia se suscitó entre un fiscal y un magistrado federal, estimo que no se verifica en autos un conflicto jurisdiccional correctamente planteado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58 -según texto ordenado por ley 21.708- toda vez que ello supone una contienda entre dos tribunales o jueces que no tengan un órgano superior común.


    A., José E. s/ den. c/ Municip. de Hualfin p/ Malversación


    COMP. 170, L. XLIV, 05 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda: necesidad de que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente la competencia.


    La contienda no ha sido correctamente trabada, pues para ellos es necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. Con base en estas consideraciones, corresponde declarar la competencia del magistrado que no ha desconocido que el hecho haya ocurrido en territorio de su jurisdicción, sin perjuicio de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    F., Rodrigo F. s/ Denuncia delito de acción pública


    COMP. 164, L. XLIV, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Inexistencia de contienda trabada entre dos jueces o tribunales que carezcan de órgano superior jerárquico común.


    Toda vez que esta contienda no se ha trabado entre dos jueces o tribunales que carezcan de órgano superior jerárquico común en los términos del artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, corresponde devolver las actuaciones a la Corte, a sus efectos.


    S., Lucas Marcelo y otros s/ estafa


    COMP. 419, L. XLIV, 24 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Oportunidad del declinante de insistir o retractarse de su postura.


    Para la correcta traba de una contienda de competencia es necesario que el tribunal declinante tenga oportunidad de insistir o retractarse de su postura. Cuando la conducta que se investiga constituye -prima facie- un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquellos que contempla el artículo 3º de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria No se presenta ninguna circunstancia que surta la jurisdicción federal cuando surge de las propias manifestaciones de la querellante, que los hechos (calumnias e injurias) reconocen, inequívocamente, una estricta motivación particular y no surge que pueda resultar afectado interés federal alguno.


    I. F., Manuel s/ Calumnias e injurias


    COMP. 1047, L. XLIII, 06 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Rechazo de la atribución de competencia por parte del fuero de excepción: realización de medidas instructorias posteriores a cargo de la justicia local. Devolución del incidente al juzgado de origen.


    Frente al rechazo de la atribución por parte del fuero de excepción, la justicia local realizó medidas instructorias tendientes a cumplir con los requisitos puntualizados por el juzgado nacional lo que, evidentemente, importó admitir el criterio de este último. De ese modo, la resolución constituyó una nueva declinatoria que debió ser puesta en conocimiento del juez federal. Por lo tanto, el incidente debe ser devuelto al juzgado de origen, a esos efectos, máxime cuando se encuentran cumplidos los requisitos a los que aquel magistrado condicionó la aceptación de su competencia.


    L., Adalberto Alfredo s/ Infracción art. 292, 2º párrafo


    COMP. 695, L. XLIV, 24 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso pendiente de resolución. Carácter previo.


    Para considerar correctamente trabado un conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición. Es doctrina de la Corte que si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    C., Luis Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP. 677, L. XLIV, 15 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Tribunal que promovió la contienda: oportunidad de insistir o desistir.


    No se ha observado la regla que establece que para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión.


    G., Edgardo s/ denuncia


    COMP. 583, L. XLIV, 22 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Resolución de las cuestiones de competencia



    Artículo 289, inciso 3º del Código Penal. Ausencia de afectación de la fe pública. Inexistencia de delito. Posible contravención. Artículo 6.1.9. de la ley 451 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    El hecho no encuadra en la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, pues no se encuentra afectada la fe pública, bien jurídico protegido por aquella norma, atento que se utilizó una maniobra elemental y rudimentaria que no puso en juego la veracidad de la numeración del rodado, sino que su objeto era evitar la aplicación de las sanciones previstas en el Código de Faltas de esta Capital. El Tribunal ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


    F., E. A. s/ Art. 289 inc. 2° C.P.


    COMP. 504, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Ausencia de investigación necesaria. Sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación necesaria para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. En tales condiciones, y atento que tales deficiencias impiden discernir la existencia de alguna circunstancia que habilite la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde devolver las actuaciones al juez local, quien deberá incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Felipe s/ Denuncia


    COMP. 794, L. XLIV, 29 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia de la justicia ordinaria provincial a fin de que dé precisión a la notitia criminis.


    Dado que las constancias reunidas hasta el presente, no alcanzan para determinar "prima facie" si el caso resulta aprehendido o no por las disposiciones legales previstas en las leyes 11.723 y 22.362, que como sostiene el Tribunal, concurren idealmente y conforman una única conducta que debe ser investigada por el fuero de excepción, corresponde a la justicia ordinaria provincial, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    P., Eugenia s/ inf. ley 11.723


    COMP. 912, L. XLIV, 24 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del magistrado federal que instruye la causa.


    Toda vez que el objeto de la investigación en la causa a la que se refiere la presente contienda negativa de competencia, versa sobre el posible lugar de cautiverio y posterior muerte de Jorge Julio L., corresponde al magistrado federal que instruye la causa por su desaparición, continuar con el trámite de estas actuaciones.


    K., Hugo s/ denuncia


    COMP. 935, L. XLIV, 14 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Concurso ideal de estafa y falsificación. Uso de documento público falso: Competencia federal.


    En el delito de estafa, cuando se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si entre la documentación falsa utilizada, se encuentran instrumentos públicos de carácter nacional, corresponde a la justicia federal, conocer acerca de la presunta comisión del delito de estafa perpetrado mediante su empleo, aunque no haya sido parte en la contienda. Atento que el dominio al que le corresponden las numeraciones revenidas del chasis y motor del vehículo registra pedido de secuestro por robo, considero que el tribunal federal, deberá arbitrar los medios necesarios a fin de que el magistrado que entiende en ese hecho ilícito, conozca de las actuaciones relativas al secuestro del bien, y profundice su investigación en consecuencia.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. 51, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    L., Miguel Ángel s/ Tenencia de arma


    COMP. 1354, L. XLIII, 11 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    N.N. s/ Tenencia o acopio de material explosivo


    COMP. 193, L. XLIV, 28 de agosto de 2008


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    B., Fernando y otros s/ Lesiones culposas


    COMP. 904, L. XLIII, 14 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    E. L. S.R.L. s/ Defraudación


    COMP. 817, L. XLIV, 18 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    R. S. s/ Defraudación


    COMP. 112, L. XLIV, 30 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    S., Raúl Eduardo s/ Denuncia


    COMP. 1070, L. XLIII, 06 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado. Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    N.N. s/ Lesiones graves


    COMP. 658, L. XLIV, 30 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda trabada entre dos jueces provinciales de la misma provincia.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre dos jueces provinciales, ambos de la provincia de Buenos Aires, y en atención a que la Corte carece de atribuciones jurisdiccionales para dirimir conflictos entre tribunales de una misma provincia, corresponde devolver las actuaciones al juzgado que previno, a sus efectos.


    S., Federico s/ Encubrimiento


    COMP. 863, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    El 28 de febrero de 2008, mediante la sanción de la ley 26.357 (promulgada el 28 de marzo, y publicada en el Boletín Oficial el 31 de marzo) se aprobó el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que, según su cláusula quinta, comienza a regir a los sesenta días de producida la última de las ratificaciones correspondientes. Por ello, habida cuenta que ese plazo operó el día 9 de junio de 2008, y que la denuncia que dio origen a esta causa se formuló el 13 de junio, corresponde declarar la competencia de la justicia en lo Contravencional y de Faltas de la Ciudad de Buenos Aires para que continúe con esta investigación.


    G., José María s/ Denuncia inf. Art. 149 bis -amenazas- Código Penal


    COMP. 819, L. XLIV, 21 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    El 28 de febrero de 2008, mediante la sanción de la ley 26.357 (promulgada el 28 de marzo, y publicada en el Boletín Oficial el 31 de marzo) se aprobó el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que, según su cláusula quinta, debía comenzar a regir a los sesenta días de producida la última de las ratificaciones correspondientes, razón por la cual cabe concluir que entró en vigencia el 9 de junio. Asimismo, en el último párrafo de su cláusula primera establece que las causas que hasta entonces se encuentren pendientes ante los juzgados nacionales, deberán continuar radicadas en esos mismos órganos. Por ello, habida cuenta que la presente causa reconoce su origen en la denuncia formulada ante el Tribunal Oral en lo Criminal n° 26, el día 23 de mayo de 2008, corresponde a la justicia nacional continuar con su investigación.


    Z., José Ángel s/ Inf. art. 149 bis del C.P.


    COMP. 869, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Denuncia formulada con anterioridad a su entrada en vigencia.


    El 28 de febrero de 2008 mediante la sanción de la ley 26.357 (promulgada el 28 de marzo, y publicada en el Boletín Oficial el 31 de marzo) se aprobó el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que, según su cláusula quinta, debía comenzar a regir a los sesenta días de producida la última de las ratificaciones correspondientes, razón por la cual cabe concluir que entró en vigencia el 9 de junio. Asimismo, en el último párrafo de su cláusula primera establece que las causas que hasta entonces se encuentren pendientes ante los juzgados nacionales, deberán continuar radicadas ante esos mismos órganos. Por ello, habida cuenta que la presente causa reconoce su origen en la denuncia formulada el día 27 de mayo de 2008, corresponde a la justicia nacional continuar con su investigación.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Denuncia (inf. art. 181)


    COMP. 787, L. XLIV, 24 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Habeas corpus presentado con anterioridad a su entrada en vigencia.


    El 28 de febrero de 2008 mediante la sanción de la ley 26.357 (promulgada el 28 de marzo, y publicada en el Boletín Oficial el 31 de marzo) se aprobó el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que, según su cláusula quinta, debía comenzar a regir a los sesenta días de producida la última de las ratificaciones correspondientes, razón por la cual cabe concluir que entró en vigencia el 9 de junio. Asimismo, en el último párrafo de su cláusula primera establece que las causas que hasta entonces se encuentren pendientes ante los juzgados nacionales, deberán continuar radicadas ante esos mismos órganos. Por ello, habida cuenta que la presente causa reconoce su origen en la acción de habeas corpus presentada el 8 de junio de 2008, ante el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción nº 8, corresponde a la justicia nacional en lo correccional continuar conociendo en estas actuaciones.


    O., Juan Saturnino s/ Denuncia (Inf. art. 181)


    COMP. 786, L. XLIV, 24 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Determinación de la conducta en la que habría incurrido el encausado.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que la instrucción requiere, la conducta en que habría incurrido el encausado. En tales condiciones, corresponde al Juzgado de Instrucción local, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    P., Sebastián Alexis s/ Secuestro


    COMP. 776, L. XLIV, 03 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Establecimiento de la competencia como presupuesto para el dictado de la resolución sobre el fondo del pleito.


    La resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, de conformidad con la legislación procesal de previo y especial pronunciamiento.


    NN s/ hurto


    COMP. 60, L. XLIV, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Hechos desarrollados en jurisdicciones distintas que forman parte de un mismo contexto delictivo: la competencia se determina atendiendo a la economía procesal, administración de justicia y defensa de los imputados.


    Toda vez que la magistrada nacional reconoce que los hechos desarrollados en esta ciudad y en territorio bonaerense formarían parte de un mismo contexto delictivo, la elección de alguna de estas jurisdicciones deberá efectuarse atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la marcha de la administración de justicia y la defensa de los imputados. Por aplicación de estos principios, corresponde al juzgado nacional, sede en la que se formuló la denuncia, se domicilian los denunciantes y se encuentra más avanzada la investigación, seguir conociendo en la causa.


    U., Alicia y G., Daniel s/ estafa


    COMP. 317, L. XLIV, 20 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Hechos que forman parte de una misma maniobra delictiva: investigación a cargo de un único tribunal por razones de economía procesal y mejor administración de justicia.


    Las particularidades del caso permitirían afirmar que la sustracción de la mercadería en esta ciudad y la consiguiente maniobra desarrollada para concretar su venta en jurisdicción provincial, constituyen un mismo accionar delictivo que, por razones de economía procesal y una mejor administración de justicia, debe ser investigado por un único tribunal.


    V., Cristian Javier s/ delito de hurto simple


    COMP. 760, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Imputado que no pone a disposición de la justicia un vehículo del que era depositario judicial.


    Más allá que el imputado fue instituido depositario judicial por el juez de provincia, luego las actuaciones pasaron a conocimiento de la justicia de instrucción de esta ciudad. Por lo tanto, la falta de cumplimiento del imputado de la intimación cursada por el juzgado nacional afecta a esa jurisdicción. Con base en tales consideraciones, corresponde conocer en este proceso a la justicia federal local, en cuyo ámbito territorial se hallaba depositado el bien objeto de autos.


    D., Sergio Fabián s/ Infracción a los arts. 261 y 263


    COMP. 807, L. XLIV, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Insuficientes constancias agregadas al incidente de competencia para discernir el tribunal que debe conocer en la causa.


    Las escasas constancias agregadas al incidente de contienda negativa de competencia resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa. En ese sentido, y atento la discrepancia que se advierte en las resoluciones sobre el lugar donde se habría presentado el cheque cuestionado, resulta necesario completar este legajo con la remisión de copia de aquél documento, del informe de la respectiva entidad bancaria y del peritaje caligráfico practicado a la firma asentada en otro de los cheques presuntamente falsificados. Por lo expuesto, se devuelven a la Corte las presentes actuaciones a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra nueva vista.


    T., Patricia Beatriz s/ denuncia


    COMP. 934, L. XLIV, 27 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    La Corte se encuentra autorizada a tomar intervención con el objeto de evitar una privación de justicia, en caso de que resulte imprescindible.


    La resolución de esta contienda correspondía a la Cámara Federal de Apelaciones de Corrientes, pues quedó formalmente trabada entre los Juzgado Federales de Corrientes y Paraná, toda vez que la remisión de la causa que el primero efectuó al último generó el nacimiento de un nuevo conflicto, distinto del suscitado con su par de la Capital. No obstante ello, el artículo 24, inc. 7° del decreto ley 1285/58 autoriza a la Corte -como órgano supremo de la magistratura- en aquellos supuestos en que resulte imprescindible, a tomar intervención con el objeto de evitar una efectiva privación de justicia, que se verificaría en el caso con el dilatado trámite de este conflicto (más de tres años), y poner fin a la cuestión. Sentado lo expuesto, al resultar que de los elementos de juicio reunidos en el sumario administrativo no surge el lugar donde se produjo la adulteración del fungicida, corresponde asignar competencia al juzgado federal de Corrientes, sede en la que se descubrió e incautó el producto, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    M., Gabriela F. s/ den. defr. en calidad de las cosas


    COMP. 855, L. XLIV, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Portación ilegítima de arma de uso civil y robo. Competencia: Economía procesal y mejor administración de justicia.


    Teniendo en cuenta la estrecha vinculación que existe entre ambas infracciones (portación ilegítima de arma de uso civil y robo), separar la continencia de la causa significaría perjudicar una mayor celeridad y eficiencia de las decisiones, lo que debe ser evitado. Por lo tanto, corresponde resolver esta contienda declarando la competencia de la justicia nacional, pues esa solución es la que mejor satisface en el caso las exigencias del principio de economía procesal y una mejor administración de justicia, a los que debe atenderse para discernir la competencia.


    B., Leonardo David y otros s/ Robo en poblado y en banda


    COMP. 871, L. XLIV, 09 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Posible privación de justicia por retardo prolongado en la determinación del tribunal competente. Una vez que se ha establecido la competencia en forma definitiva no corresponde a las partes renovar la cuestión.


    Habiendo transcurrido desde el inicio de la primera contienda de competencia un lapso más que prolongado -dos años- sin que el justiciable pudiera acceder a que se determine qué tribunal es el que resulta competente, puede devenir la posible privación de justicia que habilita la intervención de la Corte. La Corte tiene resuelto que una vez que ha establecido la competencia en forma definitiva el órgano con facultades para hacerlo (artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58), no corresponde a las partes renovar la cuestión ya resuelta máxime al no haberse introducido en el proceso nuevas circunstancias que permitan apartarse de lo oportunamente decidido.


    B., Pedro H. s/ Corrup. de menor de 18 años


    COMP. 872, L. XLIV, 18 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


    Se ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


    Q., Luis Alberto s/ Inf. art. 52 (hostigar, maltratar, intimidar)


    COMP. 75, L. XLIV, 30 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Real naturaleza del delito y circunstancias especiales en que se perpetró. Prescindencia de la calificación atribuida por los magistrados en conflicto.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    O., Jorge s/ Inf Art 189 bis


    COMP. 706, L. XLIV, 14 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Real naturaleza del delito y circunstancias especiales en que se perpetró. Prescindencia de la calificación atribuida por los magistrados en conflicto. Remisión a "Echeverría, Sandra P. s/ infracción a la ley 23.737".


    El conflicto de competencia suscitado deberá decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. Ya que el material estupefaciente se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la ley 26.052, se remite al criterio sentado en "Echevarría, Sandra P. s/ infracción a la ley 23.737".


    C., María Cristina s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 587, L. XLIV, 17 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Tribunal de garantías que reconoce la competencia de la justicia provincial en el hecho.


    Toda vez que el magistrado de garantías reconoce la competencia de la justicia provincial en el hecho, corresponde a éste continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio claro está, que, de considerar que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ denuncia


    COMP. 353, L. XLIV, 05 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Tribunal encargado de resolver


    Articulo 24, inciso 7 del decreto ley 1285/58.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1285/58, la contienda de competencia debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    L., Juan s/ Robo con armas


    COMP. 723, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, la presente contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    M. Silvia s/ Causa n° 129/08


    COMP. 626, L. XLIV, 04 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. 704, L. XLIV, 17 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la presente contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. 614, L. XLIV, 17 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la presente contienda negativa de competencia, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    F. S. L. s/ Encubrimiento


    COMP. 655, L. XLIV, 17 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, la presente contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    N.N. N. V., José Luis s/ Hurto de automotor


    COMP. 661, L. XLIV, 21 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Cámara Nacional de Casación Penal: es el tribunal que debe resolver los conflictos planteados en el orden nacional entre tribunales de los que emanan resoluciones con previsión de recurso ante ella.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia ha quedado finalmente trabada entre la Sala VI de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de esta ciudad, y la Sala III de la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata, provincia de Buenos Aires, no existe en autos un conflicto que corresponda a V. E. dirimir. Es la Cámara Nacional de Casación Penal la que debe entender en los conflictos planteados, en el orden nacional, entre aquellos tribunales de los que emanan resoluciones con previsión de recurso ante ella, no obstando a ello la circunstancia de que tanto los jueces de las cámaras entre los que se trabe la contienda y los de la Casación sean considerados jueces de cámara, pues lo que importa no es la jerarquía de los magistrados sino la competencia funcional que les atribuye expresamente el legislador.


    C., Lidia Ángela s/ su presentación


    COMP. 104, L. XLIV, 10 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Competencia del magistrado provincial: no cuestiona su competencia sino que se limita a expresar que por el momento no advierte la configuración de un delito.


    Toda vez que el magistrado provincial no cuestiona su competencia sobre el hecho motivo de conflicto, sino que se limita a expresar que por el momento no advierte la configuración de un hecho ilícito, corresponde a éste asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    P., Enrique Adalberto s/ denuncia


    COMP. 854, L. XLIV, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia: resuelve el tribunal de alzada del que depende aquél que primero conoció.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    A. M., Wilfredo T. s/ denuncia estafa


    COMP. 90, L. XLIV, 27 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Conflicto trabado entre dos juzgados nacionales: competencia del tribunal superior de aquél que primero hubiese conocido.


    Cuando un conflicto se suscita entre dos juzgados nacionales debe ser dirimido por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.


    F., Edgardo Damián y otros s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 87, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales. Tribunal encargado de resolver.


    Cuando la contienda negativa de competencia queda finalmente trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7', del decreto ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    R. S., José Federico s/ Denuncia


    COMP. 105, L. XLIV, 08 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Art. 24 inc. 7° del decreto 1285/58. Tribunal encargado de resolver la contienda.


    En atención a lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    L., Hernán s/ Denuncia


    COMP. 393, L. XLIV, 15 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tribunal encargado de resolver la cuestión.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    V., Rubén Aurelio s/ Hurto


    COMP. 1432, L. XLII, 23 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tribunal encargado de resolver, en función de lo normado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la contienda debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la causa.


    E., Verónica Evangelina s/ Encubrimiento


    COMP. 391, L. XLIV, 01 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa entre un juzgado nacional y un juzgado federal.


    La contienda negativa de competencia trabada entre un Juzgado Nacional y un Juzgado Federal, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    D., Marcelo Ariel s/ Defraudación


    COMP. 197, L. XLIV, 23 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa entre un juzgado nacional y un juzgado federal.


    La contienda negativa de competencia trabada entre un Juzgado Nacional y un Juzgado Federal, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia.


    R. V. y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 209, L. XLIV, 19 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa entre un juzgado nacional y un juzgado federal.


    Toda vez que la contienda negativa de competencia quede trabada entre un juzgado nacional y un juzgado federal, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia.


    S., Gabriel Oscar y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 106, L. XLIV, 22 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda trabada entre dos jueces nacionales de primera instancia.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    F. s/ denuncia


    COMP. 860, L. XLIV, 24 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda trabada entre dos jueces nacionales de primera instancia.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    L. B., Fabián F. s/ falsificación de documentos públicos


    COMP. 907, L. XLIV, 06 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda trabada entre dos Jueces Nacionales.


    Toda vez que la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    C., Mabel Dora s/ denuncia extorsión


    COMP. 446, L. XLIV, 20 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda trabada entre un juez nacional y otro federal.


    Toda vez que la contienda negativa de competencia quede trabada entre un Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción y otro Federal, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia, en el caso, por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


    I., Cristian Andrés s/ Robo de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 1147, L. XLIII, 06 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda trabada entre un juzgado federal ubicado en sede provincial y uno nacional.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre un Juzgado Federal de Quilmes y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción n° 34, de esta ciudad, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido, en el caso, por la Cámara Nacional de Apelaciones Federal de La Plata.


    B., Edgardo s/ Encubrimiento


    COMP. 89, L. XLIV, 12 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda trabada entre un juzgado federal ubicado en sede provincial y uno nacional.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre un Juzgado Federal ubicado en sede provincial y un Juzgado Nacional, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    B., Edgardo s/ Encubrimiento


    COMP. 89, L. XLIV, 07 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Convenio 14/2004. Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Entrada en vigencia. Causas pendientes.


    El Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires entró en vigencia el 9 de junio. El último párrafo de su cláusula primera establece que las causas que hasta entonces se encuentren pendientes ante los juzgados nacionales, deberán continuar radicadas ante esos mismos órganos.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.592


    COMP. 673, L. XLIV, 14 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    Corresponde al juez nacional continuar el trámite, toda vez que no cuestiona su competencia, sino que la rechaza alegando la falta de realización de un peritaje.


    Toda vez que el magistrado federal no cuestiona su competencia, sino que se limita a rechazar el planteo alegando la falta de realización de un peritaje que permita verificar la adulteración del documento nacional de identidad, cuestión que se halla prima facie acreditada tanto por los dichos del propio imputado como por la restante documentación agregada a la causa, corresponde al juez nacional continuar con el trámite del expediente, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    L. T., Jorge Marcelo s/ tentativa de estafa y otro


    COMP. 183, L. XLIV, 15 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Delito de naturaleza común. Asignación de la competencia en favor de la justicia local ordinaria.


    Es doctrina del Tribunal que cuando la conducta que se investiga constituye prima facie un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3º de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria. Ello no implica desconocer que la incorporación de la normativa internacional de derechos humanos al derecho interno, no debe ser sólo un hecho formal, sino que necesariamente debe condicionar la forma de ejercicio del poder público para asegurar la vigencia de esos derechos. Sin embargo, el respeto de los compromisos asumidos frente a los organismos internacionales no debe contraponerse con la organización interna del Estado, en el que se ha instaurado un sistema doble de justicia: provincial y nacional (artículos 5 y 31 de la Constitución Nacional). Sobre la base de estas consideraciones, corresponde a la justicia provincial ordinaria, conocer en estas actuaciones.


    V. G., Carlos Sunil s/ sustr. u ocult. de menores


    COMP. 918, L. XLIV, 27 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Falta de configuración del delito de acopio: cantidad y características de las municiones secuestradas. Competencia del juez local.


    En atención a la cantidad y características de las municiones secuestradas, no se aprecia que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio. Por lo tanto, el juez local debe continuar conociendo en la causa.


    B., Víctor s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 764, L. XLIV, 24 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Magistrado que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios para conferir precisión a la denuncia y luego resolver.


    Toda vez que el magistrado de San Isidro no cuestiona que el hecho denunciado tuvo lugar en jurisdicción bonaerense, sino que se limita a señalar que podría haber ocurrido en otras localidades ajenas a la suya pero de la misma provincia, compete a él asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la denuncia y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite, sin perjuicio de que si considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    S. O., Gastón y otro s/ infr. arts. 89 y 249 del C.P.


    COMP. 15, L. XLIV, 29 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Régimen legal de la propiedad intelectual: productos ilegítimamente instalados. Competencia del magistrado local.


    Atento que no se encuentra en discusión la autenticidad de los productos ilegítimamente instalados, el hecho sólo encuadraría en las previsiones de la ley 11.723 y, por lo tanto, corresponde al magistrado local conocer en estas actuaciones.


    A., Bibiana s/ Denuncia


    COMP. 733, L. XLIV, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Tribunal que no cuestiona su competencia.


    Toda vez que el magistrado de garantías no cuestionó su competencia, sino que se limitó a rechazar el planteo alegando la falta de incorporación al legajo de la documentación necesaria para comprobar los hechos alegados por la denunciante, que se hallan prima facie acreditados tanto por la verosimilitud de lo expresado en la denuncia, que no fue controvertido por otros elementos de la causa, como por los restantes elementos probatorios, corresponde al juez provincial continuar con el trámite del expediente, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    R., Susana Patricia s/ defraudación por documento


    COMP. 272, L. XLIV, 29 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Unificación de condenas: determinación de la competencia. Juez que dictó la última sentencia o que impuso la pena mayor.


    Cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Al no haberse procedido de acuerdo con la regla establecida en la primera parte de ese artículo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, que impone al tribunal que dictó la pena mayor, expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.


    Á., Antonio Carlos s/ Robo simple


    COMP. 693, L. XLIV, 04 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Utilización de un documento nacional adulterado: falta de comprobación. Competencia de la justicia local.


    Atento que aún no se ha determinado la utilización del documento nacional adulterado para realizar las compras objeto de conflicto, y teniendo además en cuenta que no se advierte en el caso circunstancia alguna que surta la jurisdicción federal, que cabe destacar es exclusiva, excluyente, excepcional y deriva directamente de la Constitución Nacional y toda vez que el magistrado bonaerense no cuestionó la calificación realizada en la declinatoria ni la competencia territorial, le corresponde continuar con la sustanciación de esta causa.


    D., Graciela s/ Defraudación


    COMP. 737, L. XLIV, 04 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Conflicto trabado entre dos jueces de primera instancia.


    Cuando la contienda negativa de competencia se haya trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, ésta debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    Industrias Químicas Argentinas s/ Hurto autom. y mercadería


    COMP. 487, L. XLIV, 01 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Principios Procesales Generales


    Preclusión


    Constitucionalidad del proceso correccional. Fallos “Dieser” y “Llerena”. Imparcialidad del juzgador. Planteos posteriores a la sentencia definitiva. Principio de preclusión. Rechazo de la queja.


    La Corte Suprema provincial ha declarado inoportuno el planteamiento de dicha cuestión, lo que equivale a resolver que la garantía mencionada no ha sido cuestionada durante el pleito, máxime cuando, tal como en este caso, se la ha invocado por primera vez después de dictada la sentencia definitiva del tribunal superior. Y ello basta para determinar la improcedencia del recurso extraordinario, tal como lo tiene resuelto la Corte, dada la naturaleza procesal de la preclusión. Tan es así que en el citado precedente "Llerena", la Corte afirmó que lo resuelto allí "no implica de manera alguna la revisión de actos precluidos y sentenciados, en los cuales el temor de parcialidad quedó desplazado por la actuación que tuviera en concreto el juzgador, casos en los cuales si la defensa consideró que había existido parcialidad del juez, debió oportunamente haberlo planteado con los recursos o remedios procesales con los que contaba para impugnar la sentencia en cada caso" (considerando 29). Y aquí, además de no hacerlo, la defensa gozó de la garantía que otorga la revisión de la sentencia por parte de un órgano superior, no cuestionado de parcialidad.


    S., Jorge Luis s/ Homicidio culposo -causa N° 164/05-


    S. 1279, L. XLIII, 30 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Prueba


    Medidas de Coerción para la Obtención de Pruebas


    Allanamiento de Domicilio


    Art. 184, inc. 10 CPPN. Validez de la "confesión" que realiza el dueño de la morada respecto de los escondites donde se encuentran los objetos buscados.


    Toda la actividad policial en cumplimiento de una orden de allanamiento, incluido el secuestro consiguiente, resulta anulado por la Casación al entender que violó las garantías procesales que surgen de la normativa contenida en el art. 184, inciso 10) del C.P.P.N. Cabe interrogarse ¿la previsión del artículo 184, inciso 10) del código de rito, configura un vallado de silencio tan absoluto que torna el procedimiento policial en un oficio mudo?, ¿no puede acaso el imputado aliviar una situación de por sí penosa, que ocurría en presencia de su mujer y sus cuatro hijos, indicando el lugar donde escondía los objetos buscados por la pesquisa, evitando el desquicio y la demora propios de una búsqueda desorientada? Y si ya inició esta forma de colaboración revelando escondites con datos que resultaron veraces, ¿queda vedado preguntarle si existen otros? Las manifestaciones que una persona detenida efectúa ante la autoridad policial, dadas ciertas circunstancias y con un alcance acotado, resultan válidas, puesto que dentro del contexto en que ocurrieron los hechos no existió ofensa a las previsiones constitucionales que tutelan la incolumidad del proceso penal constituyendo dichos espontáneos que un detenido efectúa ante la autoridad policial que no deben ser considerados como aquel tipo de declaraciones vedadas. ¿En qué perjudicó, entonces, la "colaboración" del imputado su situación procesal si de todas formas, luego de una búsqueda autónoma, la policía hubiera llegado al mismo resultado? Toda vez que la "confesión" ocurre cuando está en curso el allanamiento, por parte del propio morador, y se limita al señalamiento de escondites que utilizaba, cobra mayor vigor el estándar de "Cabral": "La mera comunicación de ese dato, en la medida en que no sea producto de coacción, no es un indicio que deba desecharse de la investigación criminal, pues lo contrario llevaría a sostener, como señala el a quo, que la restricción procesal antes mencionada impide a los funcionarios investigar las pistas que pudieran surgir de esa comunicación".


    M., Alejandro Roberto s/ Causa N° 7286


    M. 433, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Art. 224 CPPN último párrafo. Doctrina "plain view". Alcance.


    En el marco de un allanamiento realizado con el objeto de proceder a la aprehensión de una persona, la autoridad policial incautó dos bolsas que contenían droga (las que se encontraban cerradas y cuyo contenido no era visible). Se trata de determinar si de acuerdo con el desarrollo de esa diligencia y las constancias de la causa, resulta viable invocar la doctrina "plain view" para justificar aquella situación excepcional expresamente contemplada en el último párrafo del art. 224 CPPN, luego de la reforma introducida por la ley 25.760. Existían motivos suficientes para que el personal uniformado, de acuerdo con su capacidad y experiencia en la prevención e investigación de delitos, y ante los objetos que tenían a la vista, razonablemente haya considerado la posibilidad de estar en presencia de una conducta criminal vinculada con estupefacientes. Es precisamente en este contexto y en estricto cumplimiento de sus funciones y atribuciones contempladas en el art. 183 CPPN y concordantes, que procedió a cerciorarse de su contenido y dio intervención al juzgado competente, por lo que resulta vano sostener que se debió recabar la orden correspondiente al no existir razones de urgencia para proceder de oficio. En tales condiciones bien pudo la policía, al recorrer los distintos ambientes del inmueble en búsqueda de la persona que debía detener, toparse con la droga posteriormente incautada, por lo que se dan los requisitos exigidos por la referida doctrina, en cuanto a la presencia justificada en el lugar; que sea evidente para los que practicaron la diligencia la naturaleza delictiva de los objetos no contemplados en la orden; y que su descubrimiento haya sido accidental. No se advierte en el caso una violación al criterio según el cual no es posible aprovechar las pruebas obtenidas con desconocimiento de garantías constitucionales, toda vez que del procedimiento en cuestión no se puede inferir violación alguna al debido proceso legal. Una solución diferente a la alcanzada no implicaría un aseguramiento de la defensa en juicio, sino desconocer la verdad material revelada en el proceso.


    G., Carlos Roberto s/ Causa Nº 7657


    G. 599, L. XLIII, 23 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Intervención de Comunicaciones


    Medida admisible en un Estado de derecho, siempre que los hechos no pudiesen esclarecerse con tareas de inteligencia menos invasivas. No se exige semiplena prueba de culpabilidad.


    Resulta perfectamente admisible en un Estado de derecho que, en el marco de una investigación penal, la autoridad judicial intercepte las comunicaciones personales en aras de descubrir los delitos y determinar los autores. A su vez, si las dificultades del caso no justificaran la disposición de esa medida de investigación, en cuanto los hechos podrían esclarecerse con tareas de inteligencia menos invasivas de la intimidad personal de los sospechados, aquella carecería de toda razón de ser. Resultaría un absurdo que se exija a los magistrados semiplena prueba de culpabilidad de la persona que debe soportar el registro, pues ello equivaldría a exigir que los jueces conociesen el resultado de las investigaciones que ordenan, las que precisamente parten de un campo de ignorancia que están destinadas a eliminar. Por lo tanto, basta con que la decisión se funde en circunstancias concretas que justifiquen claramente la sospecha de que mediante el teléfono a intervenir, se efectuarían llamadas vinculadas con la comisión del delito investigado y ellas conducirían a esclarecerlo.


    C., Erotildo Roque y otros s/ Causa Nº 7516


    C. 1367, L. XLIV, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Requisito de Fundamentación de la Medida


    Obligación de extremar las precauciones al momento de disponerla. Existencia de indicios que pudieran indicar la posibilidad de que el número telefónico a intervenir se relaciona con un delito.


    El hecho de que toda intervención de las comunicaciones afecte derechos fundamentales (artículo 11, inciso 2°, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 17, inciso 1º, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), obliga a extremar las precauciones al momento de disponerlas. (conf. "Garay, Pedro Cayetano y otros s/ Causa nº 5918). La motivación de la intervención telefónica encuentra su respaldo en la necesidad de controlar la coacción estatal y evitar la arbitrariedad de sus órganos, pues si los jueces no estuvieran obligados a examinar las razones y antecedentes que motiva el pedido de las autoridades administrativas, la intervención judicial carecería de sentido. Es posible descartar cualquier afectación de la garantía de inviolabilidad de las comunicaciones por considerar que en autos existía el grado de certeza exigible para adoptar una decisión de tal naturaleza. En este sentido se afirmó "... que la validez de estas medidas reposa sobre la existencia de indicios que pudieran indicar la posibilidad de que el número telefónico a intervenir se relaciona con un delito...".


    F. C., Fernando y otros s/ Causa N° 6658


    F. 172, L. XLIII, 16 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Secuestro de Bienes


    Secuestro de objetos incriminatorios con los que se topó la policía en el marco del registro de una vivienda por causa de un incendio.


    Todo gira sobre la legitimidad de lo que hizo la policía una vez que se topó, de manera irreprochable, con una bolsa sospechosa, y en este sentido, con base en sus facultades de investigar los delitos, hacerlos cesar y conservar los rastros (artículo 184, inciso 2º y 231, in fine, del Código Procesal Penal de la Nación). En este caso concreto los funcionarios podían extraerla por sí mismos, colocarla sobre la cama y -al percatarse, a través de las roturas, de que contenía pequeños envoltorios típicos del envase de la cocaína- proceder, después de avisar por teléfono al juzgado y, sin perjuicio de ello, al secuestro de todas esas cosas. Las circunstancias del siniestro (un incendio) justificaron, para evitar un mal mayor, el ingreso de la autoridad al domicilio de Z. y el registro minucioso de sus dependencias con todo lo que ello implicaba de penetración en el ámbito privado; y esa incursión derivó, sin exceder el permiso, sin que hubiera un corrimiento de los límites legales, en el descubrimiento necesario de un delito. Entonces, y si todos esos pasos fueron lícitos, ¿por qué era necesaria una orden de allanamiento si ya se había entrado? ¿Por qué una de inspección o requisa si ya se había encontrado? ¿Por qué una de remoción y apertura, si ya se la había sacado la bolsa de debajo de la cama y se había visto -estaba medio quemada- lo que tenía adentro? ¿Por qué una de secuestro si ya se estaba en posesión de la droga y era obvio que la policía no podía hacer otra cosa que incautar lo que, por naturaleza, era ilícito?


    Z., Felipe y otro s/ Causa Nº 6320


    Z. 175, L. XLII, 22 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Medios de Prueba


    Prueba Pericial. Prueba Biológica. Prueba de Histocompatibilidad (ADN)


    Métodos alternativos a la extracción compulsiva de sangre: allanamiento y secuestro de material genético. Autorización del titular de la muestra. Delitos de lesa humanidad: desaparición forzada de personas.


    La pericia genética es un medio de prueba admisible para la averiguación de la verdad en el marco del proceso penal; y en ningún caso la utilización del material genético debe estar autorizada por el titular de la muestra en atención a la índole de la información contenida en ella. En efecto, ninguna disposición constitucional o infraconstitucional se contrapone a la posibilidad de que, si se cumple con todos los requisitos legales necesarios, se ingrese a un ámbito en principio privado para obtener ciertos objetos y que luego éstos sean peritados, cotejándolos, p. ej., con una muestra indubitable. Por el contrario, la propia Constitución admite que la ley autorice en ciertos casos la intromisión de los órganos estatales encargados de la persecución penal en la libertad, la intimidad, la vida privada y demás derechos de las personas, incluso las no imputadas, cuando se debe salvaguardar el interés de la sociedad en la investigación y castigo de los delitos. Tampoco puede perderse de vista que la juez no sólo estaba facultada a ordenar la medida cuestionada, sino que incluso estaba obligada a hacerlo. Es que, existiendo en la actualidad métodos alternativos a la extracción compulsiva de sangre para obtener la muestra de material genético, la juez debía preferir la alternativa menos invasiva a la vez que dependiente de una medida de coerción menos intensiva, como lo son el allanamiento y el secuestro ordenados de aquellos objetos personales que el apelante pretende que no sean peritados. A ello se agrega además el deber especial de investigar y esclarecer la verdad histórica que se deriva de la condición de lesa humanidad del delito de desaparición forzada de personas que constituye el objeto de esta causa, el cual obliga también a los órganos de la administración de justicia, como parte integrante del Estado, a adoptar todas la medidas conducentes que prevé el orden jurídico para lograr ese cometido.


    G. R. de P., Emma Elidia y otros s/ Sustracción de menores de 10 años (art. 146).


    G. 291, L. XLIII, 12 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Prueba Testimonial. Pautas de Valoración del Testimonio


    Valoración del contexto socio-cultural del testigo de cargo. Descalificación del método utilizado en la resolución del a quo. Homicidio premeditado: participación.


    Si la testigo incurrió en ciertas vacilaciones ante detalles superfluos, en vez de ponderarse este defecto de manera excluyente, debió comprendérselo en atención a su escasa instrucción, origen y situación cultural. Sobre este tópico, puede notarse que la sentencia no utiliza el mismo criterio para apreciar los testimonios de los testigos de cargo, que los de la defensa. Los dichos de los primeros son relativizados en función de parámetros culturales, pero a los segundos, pese a que también pertenecen al mismo contexto socio-cultural, se les cree sin más. Con el prejuicio sustentado, estas personas nunca podrían demostrar haber sido víctimas de cualquier delito, porque sus dichos siempre serían descalificados bajo pretexto de falta de exactitud. Pero más allá de compartir o no esta tesitura discriminatoria, tampoco se logra comprender por qué esta desvaloración basada en criterios culturales debería extenderse a quienes son ajenos a estos grupos, es decir, a los oficiales de policía que llegaron al lugar a los pocos minutos y recibieron allí la misma versión de lo sucedido. Se advierte un vicio en la resolución del a quo, que la descalifica como acto jurisdiccional válido, toda vez que el método utilizado consiste en transcribir los principales párrafos que conformaron la convicción del tribunal de juicio, sin atender las argumentaciones y los fundamentos expuestos por este Ministerio Público Fiscal y sin explicitar de modo lógico y razonado las motivaciones que los condujeron a decidir en uno u otro sentido. Es decir, el a quo llega a un veredicto confirmatorio de la absolución, mediante una serie de afirmaciones dogmáticas, sin que se analice, corrobore, o siquiera mencione cuáles son las pruebas objetivas que controvierten determinados aspectos señalados por la testigo. Tampoco, se indica a cuáles aspectos se refiere, ni de qué modo son contrapuestos. En un homicidio premeditado o con cierto plan por parte de los intervinientes, no es necesario que todos porten armas o que cada uno de ellos dispare sobre la víctima, precisamente, porque la participación criminal admite que todos los cómplices concurran al mismo hecho desde funciones distintas. Tampoco resulta relevante para el tipo penal de homicidio quién o quiénes se llevaron las armas, pues esto ocurrió luego de causar la muerte, ni interesa el orden de ingreso de los agresores a lo de la víctima o si todos dispararon hacia la casa o dentro de ella.


    A. P., Abundio y S., Julio César s/ Causa nº 8631


    A. 302, L. XLIV, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Parte General


    Regla de Exclusión Probatoria. Clasificación. Pruebas Producida sin la Observancia de las Formalidades Legales


    Atentado a mutual AMIA. Nulidad de las actuaciones por imparcialidad del juzgador. Pacto efectuado entre el imputado y el Juez de la causa a fin de cambiar su declaración. Promesa de entrega de dinero. Inexistencia de cauce de prueba independiente. Consecuente sobreseimiento de todos los imputados. Inexistencia de arbitrariedad.


    Basta para la improcedencia de la apelación extraordinaria la circunstancia de que el fallo apelado tenga fundamentos irrevisables por la Corte y suficientes para sustentarlo, ya sean ellos de orden no federal o aun de naturaleza federal si no hubiesen sido objeto de agravio. La regla es la exclusión de cualquier medio probatorio obtenido por vías ilegítimas, aunque para apreciar la proyección de la ilegitimidad del procedimiento sobre cada prueba deberá tenerse en cuenta que se reconoce como excepción a ese principio la posibilidad de adquisición de las evidencias por otras fuentes distintas de las que se tengan por viciadas, sin perder de vista que no es suficiente para aceptar la existencia de un curso de prueba independiente que, a través de un juicio meramente hipotético o conjetural, se pueda imaginar que otras actividades de los investigadores hubiesen llevado al mismo resultado probatorio, sino que es necesario que en el expediente conste en forma expresa que dicha actividad "independiente" habría llevado inevitablemente al mismo resultado. Los antecedentes de la causa permiten concluir que no existió un sólo cauce de investigación y que el descubrimiento inevitable postulado no involucra elementos meramente especulativos, sino que se origina en hechos históricos efectivamente demostrados que determinan que la responsabilidad penal del personal policial por ellos se hubiera acreditado, de todos modos, a través de la actividad probatoria derivada de los antecedentes válidos agregados a la causa. Al respecto cabe recordar que los jueces tienen el deber de resguardar, dentro del marco constitucional estricto, la razón de justicia que exige que el delito comprobado no rinda beneficios, y asimismo, que en el proceso penal tiene excepcional relevancia y debe ser siempre tutelado el interés público que reclama la determinación de la verdad en el juicio, pues aquél no es sino el medio para alcanzar los más altos valores de la verdad y la justicia. En materia de imparcialidad del tribunal lo decisivo es establecer si, ya desde el punto de vista de las circunstancias externas (objetivas), existen elementos que autoricen a abrigar dudas con relación a la imparcialidad con que debe desempeñarse el juez, con prescindencia de qué es lo que pensaba en su fuero interno. Anomalías tales como negociar y convenir un pago, con el imputado a cambio de una nueva versión del hecho, la posterior incorporación de prueba corroborante, determinar el resultado, de un reconocimiento fotográfico sui generis, presionar a declarantes para lograr evidencia contra un imputado, recibir testimonio a quienes podían autoincriminarse, autorizar el ofrecimiento a imputados de beneficios económicos o procesales a cambio de aportar prueba de cargo hacia ciertas personas, ocultar información a la Cámara de Apelaciones al tramitar los incidentes de recusación, por evocar sólo algunas de las reflejadas en el apartado que antecede, constituyen suficiente sustento, per se y objetivamente, de la falta de imparcialidad declarada.


    T., Carlos Alberto y otros s/ Recurso de casación


    T. 639, L. XLII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Supuestos Especiales. Detención Ilegal. Ausencia de Indicios Vehementes o Flagrancia


    Detención sin orden judicial: posterior requisa, allanamiento y secuestro de documentación. Atribuciones policiales. Restricción de la libertad.


    Para que la policía pueda restringir la libertad de los ciudadanos, cuando no ejecute órdenes judiciales ni se den supuestos de flagrancia, tienen que concurrir circunstancias razonables, objetivas y debidamente fundadas, o indicios vehementes, de que alguien cometió un delito. En este caso, hubo varios actos de prevención: identificación, requisa, interrogatorio, secuestro de documentación, conducción a la comisaría, pero todos ellos integraron un único procedimiento policial, en el cual en todo momento el imputado quedó con su libertad restringida, sujeto al apremio, sin poder retirarse o desplazarse libremente, debiendo cumplir varias órdenes, susceptibles de comprometerlo penalmente, sin la posibilidad de oponerse. Por lo tanto, la pregunta esencial es si existieron circunstancias previas o concomitantes que de manera objetiva y razonable justificaran este proceder policial, a la luz de los conceptos de "causa probable", "sospecha razonable", "razones urgentes", y teniendo en cuenta "la totalidad de las circunstancias", tal como los ha delineado la jurisprudencia del Tribunal. Y esto es justamente lo que no tiene respuesta en esta causa donde se supo cuál era el objetivo concreto del policía -identificar al imputado-, mas no el motivo. No puede descartarse que tuviera ciertas razones para prevenir al imputado, tan es así que se llegó a descubrir una serie de infracciones contra la propiedad y contra la administración de justicia, pero al ser mantenidas in pectore, quedó frustrado el análisis de constitucionalidad adecuado. En definitiva, quedó demostrado que no se trató de un "procedimiento de identificación personal en lugares públicos o de acceso público, en ejercicio del poder de policía estatal, por razones de seguridad general o con miras a la prevención de contravenciones y delitos", operativos generales que no merecen, en principio, reproche alguno, sino de uno dirigido de manera directa, expresa y personal contra el imputado, sin saberse muy bien por qué. Por ende, en virtud de la doctrina de esta Corte en materia de exclusión de prueba, cabe declarar que ni la detención, ni la requisa, ni los elementos secuestrados como consecuencia, debieron haber dado origen a la instrucción de la causa.


    C., Jorge Ramón Daniel s/ Estafas reiteradas, encubrimiento y hurto -causa nº 7137-


    C. 224, L. XLIII, 10 de abril de 2008


    Ver Dictamen


    Valoración de la Prueba


    Homicidio calificado. Condena revocada por la Cámara de Casación. Recurso extraordinario interpuesto por el Ministerio Público. Sentencia arbitraria: valoración aislada y fragmentada de la prueba.


    Es cierto que ninguna norma establece el valor probatorio de una huella dactilar, y también es cierto que aunque sí estuviera estipulado, nada cambia en el proceso intelectual que la función jurisdiccional demandada, pues la operación es lógica, no depende de tarifas legales y está abierta a todos los medios de conocimiento con que se cuente. Máxime en un delito de homicidio de estas características, donde la víctima vivía sola y recibía visitas, porque lo que interesa es que el condenado dejó rastros de su presencia en la escena de la muerte y ya sabemos más allá de los que preceptúe cualquier código que una huella en la escena del crimen compromete seriamente a una persona y excluye las presencias hipotéticas. Este es el punto no puede perderse de vista en este caso, porque pueden imaginarse cien hipótesis sobre la autoría del hecho, sin embargo es solo una la que encuentra correlato ten las constancias causídicas y sobre la cual cabe el desbrozamiento de la prueba. En ese sentido, tiene dicho la Corte que la arbitrariedad se configura cuando se han ponderado testimonios en forma fragmentaria y aisladamente, incurriéndose en omisiones y falencias respecto de la verificación de hechos conducentes para la decisión del litigio, en especial, cuando se ha prescindido de una visión en conjunto y de la necesaria correlación de los testimonios entre sí, y de ellos con otros elementos indiciarios. Por ello, tal como alega el Fiscal General, la anulación de la sentencia del tribunal oral carece de sustento en las constancias causídicas y es producto de una valoración aislada y fragmentada de la prueba que impide la visión del conjunto.


    Z., Gastón Enrique s/ Homicidio agravado por el ensañamiento y por haberse cometido para facilitar un robo


    Z. 105, L. XLIII, 03 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Sujetos Procesales


    Ministerio Público. Ministerio Público Fiscal. Deberes y Facultades del Fiscal. Facultades del Fiscal


    Arbitraria denegación del recurso extraordinario interpuesto por el Ministerio Público Fiscal contra la decisión de Casación que dejó sin efecto la prórroga de la prisión preventiva que habían ordenado los jueces primera instancia.


    La providencia de la Cámara de Casación que rechazó el recurso extraordinario interpuesto por el Ministerio Público Fiscal, resultó dogmática y arbitraria, pues la facultad prevista en el artículo 3º de la ley 24.390 (que permite, en ciertos casos, que el Ministerio Público se oponga a la libertad del imputado), recién pudo ser ejercida a partir de la decisión del a quo que dejó sin efecto la prórroga de la prisión preventiva que habían ordenado los jueces del tribunal oral, en tanto fue ella la que generó un gravamen concreto a las funciones que, de acuerdo al artículo 25, inciso a), de la ley 24.946 corresponden a este Ministerio Público. Con anterioridad a ese fallo, no hubo otro que permitiera "... oponerse a la libertad del imputado...", conforme lo dispone aquella norma. Al respecto cabe recordar que el Tribunal tiene establecido que no es recurrible el contenido de una sentencia, mientras que de él no se derive una resolución que cause un agravio actual y concreto. Es por todo ello que, la única vía recursiva con la que en esa instancia contaba el Fiscal General para el ejercicio de esa facultad otorgada por la ley fue, precisamente, la que intentó y arbitrariamente le fue negada.


    C., Omar Emir s/ Causa nº 8250


    C. 1940, L. XLIII, 01 de febrero de 2008


    Ver Dictamen


    Suspensión del Procedimiento Penal a Prueba


    Suspensión del juicio a prueba. Delitos reprimidos con pena de inhabilitación. Resolución PGN nº 24/2000. Principio de igualdad ante la ley. Oposición del fiscal a la suspensión del juicio.


    La inaplicabilidad de la suspensión del juicio a prueba respecto de los delitos amenazados con pena conjunta o alternativa de inhabilitación llevaría a realizar una interpretación irrazonable de la ley en tanto permitiría su aplicación para los delitos de mayor gravedad cometidos en forma dolosa, quedando excluidos aquellos sancionados con una pena menor y cometidos en forma negligente, es decir, violando sólo un deber objetivo de cuidado. Esta interpretación resulta contraria al principio de igualdad ante la ley y a la naturaleza misma del instituto que pretende evitar la estigmatización de quienes tienen su primer contacto con el sistema penal, tanto sea por delitos dolosos o culposos. La interpretación propuesta no resulta incompatible con el interés social en remediar la impericia que pudo haber llevado a la comisión del delito imprudente, si se condiciona la aplicación del instituto a que el imputado ofrezca cumplir con ciertas actividades tendientes a neutralizar esa impericia y consienta la inhabilitación judicial en la actividad que se vincule directamente con el delito objeto de imputación. Con ello se da respuesta a las opiniones que fundamentan la exclusión de este tipo de delitos en el interés social perseguido por la pena de inhabilitación y además se obtiene la misma solución del conflicto pero por una vía más eficaz y menos estigmatizante y, por lo tanto, ahora acorde con la esencia del instituto en cuestión.


    Tripputi, Juan Pablo s/ Recurso extraordinario federal


    T. 441, L. XLIII, 17 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Tipos de Procesos


    Pedido Fiscal de sobreseimiento. Alcance: Facultades del Juez.


    Será exigible en estos estadios superiores del proceso de instancia única, que el promotor de abrir la etapa del juicio, sea el fiscal; que ofrezca la prueba de cargo sobre la que girará el debate y que, guardando congruencia, formule acusación. De tal forma quedará garantizada la legalidad del proceso y la incolumidad del derecho de defensa. Si nuestro sistema es mixto y la etapa instructoria lo admite, debemos concluir que el pedido fiscal de sobreseimiento no impide que el juez de instrucción, adquiriendo nueva prueba, o sobre la base de la colectada por el fiscal, disponga el procesamiento. Sostener lo contrario, significaría desvestir al juez de instrucción de atributos que hoy no visten al fiscal.


    G., Carlos Augusto s/ Causa n° 7643


    G. 760, L. XLIII, 26 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Recursos


    Mantenimiento del recurso de queja.


    Mantenimiento del recurso de queja interpuesto por el señor Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal.


    Cuesta, Diego Sebastián Pantaleón s/ Causa n° 7703


    C. 809, L. XLIV, 10 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Parte General


    Poderes Decisorios del Órgano Judicial. Reformatio in Peius


    Corrección de la calificación por el tribunal de la instancia superior. Los agravios futuros y conjeturales impiden la admisibilidad de la queja.


    La corrección de la calificación dispuesta por el a quo no implicó un agravamiento del régimen de ejecución penal -y sus consecuencias- adoptado por los jueces del Tribunal Oral sentenciante. Corrobora ese extremo, la circunstancia que, incluso, la prisión impuesta al imputado (nueve años) se encuentra por debajo del límite mínimo previsto para el encuadre legal que adoptó la Cámara Nacional de Casación. De todos modos, la cuestión que se intenta someter a conocimiento de la Corte está sustentada en un agravio futuro y conjetural, lo que impide la admisibilidad de esta queja. Ello es así, ya que como admite el propio recurrente, su planteo pretende remover obstáculos -que por lo expuesto no se advierten- a una "... eventual unificación de condenas..." y a la "... posibilidad de obtención del beneficio de la libertad condicional..." que sólo habrían de presentarse al momento que resulten verificados sus requisitos de procedencia (arts. 58 y 13 del Código Penal, respectivamente).


    C., Jonathan Abel y otros s/ Homicidio en grado de tentativa -causa nº 2093-


    C. 529, L. XLIII, 05 de noviembre de 2008


    Ver Dictamen


    Requisitos. Requisitos Objetivos


    Acuerdo de juicio abreviado. Imposibilidad del recurrente de cuestionar la constitucionalidad del instituto luego de la sentencia definitiva.


    La conformidad de la defensa con la elevación a juicio de las actuaciones, así como el acuerdo de juicio abreviado suscripto por el imputado con la debida asistencia letrada, el consentimiento de la sentencia definitiva dictada en consecuencia, implican su sometimiento voluntario y sin reservas al régimen jurídico que posibilitó el avance de la causa hasta esa etapa, lo cual impide la impugnación de aquél con base constitucional que subyace al planteo de la recurrente, ya que nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos, ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior, deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz.


    G., Luis Rodrigo s/ Hurto simple en concurso real con robo simple -causa Nº 1662-


    G. 1991, L. XLII, 21 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de Casación


    Cámara Nacional de Casación Penal: tribunal intermedio. Tratamiento previo de agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de la Corte, por vía extraordinaria.


    Siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte, por vía extraordinaria, en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del art. 14 de la ley 48.


    R., Juan Esteban s/ Causa N° 9030


    R. 305, L. XLIV, 11 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Garantías constitucionales de debido proceso legal y defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Principio de racionalidad de los actos del Estado. Fijación del quantum de la sanción.


    La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional y no puede pretenderse, por su intermedio, el re examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo que impidan considerar el pronunciamiento como la "sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Sin embargo en el fallo se efectuó un adecuado tratamiento de los puntos propuestos que satisface dichas exigencias, pues cuenta con argumentación suficiente y constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, todo lo cual descarta el vicio que se le atribuye


    P., Ernesto Maximiliano s/ Causa N° 6730.


    P. 164, L. XLIII, 25 de junio de 2008


    Ver Dictamen


    Resoluciones Recurribles


    Auto del tribunal oral que otorgó la excarcelación: sentencia definitiva o equiparada a tal.


    La Sala I de la Cámara Nacional de Casación Penal declaró mal concedido el recurso de casación deducido contra el auto del tribunal oral que otorgó la excarcelación, con el argumento de que no se trataba de una sentencia definitiva o equiparada a tal. Pero después, al conceder este recurso federal, tuvo por satisfecho ese requisito respecto a su propia sentencia, contradicción que robustece nuestro criterio que con mayor razón debe aplicarse al recurso de casación, instrumento recursivo, por naturaleza, más amplio y accesible.


    D., Jorge Daniel s/ Recurso de casación


    D. 591, L. XLIV, 29 de octubre de 2008


    Ver Dictamen


    El encuadre o no en el tipo penal habilita para inspeccionar la observación de las reglas de la sana crítica.


    Los agravios referidos a si aquello que el tribunal oral tuvo por acreditado encuadra en el tipo penal aplicado en el fallo o es atípico, resultan materia propia del a quo pues su actividad revisora no puede verse limitada por la inmediatez del debate. Por lo tanto, los jueces de casación se encuentran habilitados a inspeccionar si en tales aspectos de la sentencia se han observado regularmente las reglas de la sana crítica. Remisión a la causa Letra T nº 131, Libro XLI.


    T., Nelson Rubén s/ Abuso deshonesto -causa n° 1074-


    T. 459, L. XL, 12 de mayo de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de Inconstitucionalidad


    Remisión a los autos R. 1786. XLI "R. N., Cristian s/ Recurso de inconstitucionalidad".


    R. N., Juan Carlos s/ Recurso de inconstitucionalidad


    R. 1787, L. XLI, 17 de diciembre de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de Queja


    Mantenimiento de la queja.


    Mantenimiento de la queja articulada por el Sr. Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal.


    M. C., Miguel s/ Causa nº 7964


    M. 1486, L. XLIII, 17 de marzo de 2008


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de recurso.


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada por el señor Fiscal General recurrente, mantengo la presente queja.


    P., Carlos Alberto s/ Causa n° 9135


    P. 708, L. XLIV, 29 de septiembre de 2008


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de recurso.


    Mantengo el recurso del fiscal general ante la Cámara Nacional de Casación Penal, para que V. E., si así lo considera, pueda pronunciarse nuevamente al respecto.


    R, David Manuel s/ Causa n° 8637


    R. 502, L. XLIV, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen


    Recurso de Revisión


    Motivos. Aplicación Retroactiva de una Ley Penal Más Benigna


    Recurso de revisión. Supuestos de ley penal más benigna: normas que rigen la prescripción.


    La prescripción resta al juicio penal la acción que lo pone en movimiento, lo que supone, por definición, la pendencia de un proceso, situación que no se presenta cuando hubiera mediado condena firme. No corresponde aplicar retroactivamente la ley 25.990, aun cuando un nuevo cómputo de la prescripción con arreglo a ella pudiera resultar más favorable al imputado en el caso concreto, y con mayor razón respecto de personas ya condenadas, pues parece evidente que las normas que rigen la prescripción de la acción agotan su finalidad y pierden todo sentido una vez que el Estado ha ejercido el poder punitivo dentro de los límites fijados por la ley y ha obtenido una sentencia firme pasada en autoridad de cosa juzgada, de modo que pretender prescribir una acción penal que ya se ha agotado a consecuencia de su normal ejercicio carece de todo sustento jurídico.


    V., Emilio Miguel; B., Mario Alberto y R., José Domingo s/ Recurso de revisión


    V. 110, L. XLIII, 24 de julio de 2008


    Ver Dictamen
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